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Aunque diferentes disciplinas del área social, entre ellas la historia económica, han investigado 
de alguna forma el devenir histórico de una sociedad, muy pocas lo han abordado desde el 
tratamiento de la tasa de ganancia como mecanismo para interpretar la forma como han 
intervenido los diferentes agentes políticos, económicos y sociales en su determinación y su 
efecto en la distribución del ingreso. Igualmente, la historia económica ha encontrado en la 
corriente heterodoxa, especialmente en la escuela francesa de la regulación, un amplio bagaje 
para la interpretación histórica de diferentes hechos mediante una visión más integral de los 
mismos. Esta escuela en su andamiaje conceptual y metodológico acoge diferentes propuestas 
como, las de Annales, marxistas, inclusive economistas e historiadores de la escuela británica, 
kaleckianos, poskeynesianos, al igual que, valiosos aportes de la sociología y la ciencia política 
en el análisis de los fenómenos auscultados. 
Con estos elementos conceptuales y metodológicos abordamos la evolución de la tasa de 
ganancia en Colombia, haciendo un paralelo general con lo sucedido en Estados Unidos y 
Latinoamérica, en la segunda mitad del siglo XX, y más concretamente en el periodo 1970-2000 
dado que recoge importantes acontecimientos políticos, económicos y sociales que influyeron 
con bastante fuerza en el transcurrir nacional. La década de los setenta marcaría el giro hacia el 
monetarismo y la economía de mercado, situación con lo que se echaba por tierra el pacto 
capital - trabajo propio del fordismo, el cual había logrado armonizar las relaciones salariales 
que garantizaban tanto la rentabilidad del capital como mejores condiciones sociales de la 
población. Quizás una muestra de dicha ruptura fue el más exitoso paro cívico nacional 
organizado por los trabajadores colombianos.  
La década de los ochenta, muestra con más fuerza la irrupción neoliberal concordante con el 
advenimiento de gobiernos conservadores en las principales economías capitalistas, que habían 
utilizado a América Latina como el laboratorio de dichas propuestas. Este afán de maximizar la 
ganancia y su tasa, se reflejó en el país a través de diferentes prácticas ilegales, que dio como 
resultado la crisis del sistema financiero y la aparición de capitales ligados al narcotráfico. La 
población tuvo que padecer tanto la violencia acosada por los diferentes grupos armados, como 
los bajos estándares de vida y el peso de la década perdida, que sin embargo no fue tan profunda 
como la de los países vecinos.  
En los noventa las reformas ortodoxas se institucionalizaron y la concentración del ingreso 
retoma su profundización con fuerza. La violencia se enseñorea aún más y el país vive una de 
las peores historias de masacres y genocidios que se recuerde en la actualidad. La mayor 
recesión del país en el siglo XX, convivió con la crisis política de las élites que se dividieron en 
dos bandos bien definidos por el control del poder, esto llevo a que el país fuera uno de los 
cuales inicio y terminó ese siglo en medio de la violencia y crisis económica, social y política.    






Although different subjects in the social area, including economic history, have investigated in 
some way the historical development of a society, very few have approached it from the 
treatment of the profit rate as a mechanism to interpret how the different political, economic and 
social agents have intervened in its determination and its effect on income distribution. 
Similarly, economic history has found in heterodox economics, especially in the French 
regulation school, an extensive knowledge for the historical interpretation of different events 
through a more comprehensive view. This school, in its conceptual and methodological 
scaffolding, welcomes various proposals such as Annales, Marxist, British Marxist historians, 
Kaleckian, post-Keynesians and the valuable contributions of sociology and political science in 
the analysis of auscultation phenomena. 
With these conceptual and methodological elements, we address the evolution of the rate of 
profit in Colombia, making a general comparison of the occurrences in the United States and 
Latin America during the second half of the twentieth century, specifically in the period 1970-
2000, due to the important political, economic and social events that influenced quite strongly 
during this time.  
The seventies marked the shift towards monetarism and a market economy, which put off the 
work-capital pact indicative of Fordism that had managed to harmonize wage relations that 
guaranteed both the return on capital and better social conditions for the population. As a 
sample of this shift, the most successful national strike organized by Colombian workers, is 
considered. 
The eighties show strongly the neoliberal invasion consistent with the advent of conservative 
governments in the major capitalist economies that had used Latin America as the laboratory for 
these proposals. The rush to maximize profit and its rate was reflected throughout the country in 
various illegal practices that resulted in the crisis of the financial system and the development of 
capital linked to drug trafficking. The population had to suffer violence as well as low life 
standards due to being harassed by armed groups and the weight of the lost decade, which is 
noted as less profound as that of neighboring countries. 
In the nineties, orthodox reforms were institutionalized and income concentration deepened at 
full force. Violence gains further dominion and the country lives one of the worst massacre and 
genocide stories remembered in recent times. The worst recession the nation has seen in the 
twentieth century lived side by side with the political confrontation of the elite that were divided 
into two sides defined by their control of power which was the main reason the country started 
and ended the century in the midst of violence as well as an economic, social and political crisis. 
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Colombia 
CIOSL Confederación Internacional de Organizaciones Sindicales Libres  
CITE Comité Interdisciplinario de Trabajadores del Estado 
CNS  Consejo Nacional Sindical 
CSTC Confederación Sindical de Trabajadores de Colombia  
CTAL Confederación de Trabajadores de América Latina 
CTC Confederación de Trabajadores de Colombia 
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CUASS Comité de Unidad de Acción Sindical y Solidaria 
CUT Central Unitaria de Trabajadores  
DANE Departamento Administrativo Nacional de Estadística 
DEA Drug Enforcement Administration 
DNP Departamento Nacional de Planeación  
DTF Depósito a Término Fijo 
ELN Ejército de Liberación Nacional (agrupación guerrillera de izquierda) 
EPL Ejército Popular de Liberación (agrupación guerrillera de izquierda)  
EMK Eficiencia Marginal del Capital 
EPS Empresas Promotoras de Salud 
FAO Organización de las Naciones Unidas para la Alimentación y la Agricultura 
FARC 
Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia (Agrupación guerrillera de 
izquierda) 
FED Sistema de Reserva Federal (en inglés, Federal Reserve System) 
FEDECAFÉ Federación Nacional de Cafeteros 
FEDEGAN Federación Nacional de Ganaderos 
FEDEMETAL Federación Colombiana de Industrias Metalúrgicas 
FENALCO Federación Nacional de Comerciantes 
FFA Fondo Financiero Agropecuario  
FFI Fondo Financiero Industrial 
FIP Fondo de Inversiones Privadas 
FMI Fondo Monetario Internacional  
FSM 
GNC 
GMF                        
Federación Sindical Mundial  
Gobierno Nacional Central  
Gravamen a los Movimientos Financieros                                                                                                   
GMH Grupo de Memoria Histórica 
GEA Grupo Empresarial Antioqueño 
IED Inversión Extranjera Directa 
IFI Instituto de Fomento Industrial  
IPC Índice de Precios al Consumidor 
IPR Intellectual Property and Rights 
ISDSL Instituto Americano para el Desarrollo del Sindicalismo Libre 
ISI Industrialización por Sustitución de Importaciones 





La Nueva Prensa 
Muerte a Secuestradores 
MH Memorias de Hacienda 
MRL Movimiento Revolucionario Liberal 
NF Nueva Frontera 
NLR New Left Review 
OECD Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos 
OMAs Operaciones de Mercado Abierto 
OMS Organización Mundial de la Salud 
ONU Organización de las Naciones Unidas 
ONUDI Organización de la Naciones Unidas para el desarrollo industrial 
ORIT Organización Regional Interamericana de Trabajadores 
PAN Partido de Acción Nacional  
PC Partido Comunista 
PD Países Desarrollados 
PED 
PES 
Países en Desarrollo 
Plan de Economía Social 
PIB Producto Interno Bruto 
PNB Producto Nacional Bruto 
PRI  Partido Revolucionario Institucional  
PTF Productividad total de los factores 
RNEC Registraduría Nacional del Estado Civil  
RSA Régimen Social de Acumulación 
SAC Sociedad de Agricultores de Colombia 
UMD Unión de Mujeres Demócratas 
UNESCO 
Organización de las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la 
Cultura 
UP Unión Patriótica 
UPAC Unidad de Poder Adquisitivo Constante 
URS Unión Revolucionaria Socialista 
USAID Agencia de Estados Unidos para el Desarrollo Internacional 
UTC Unión de Trabajadores de Colombia 
UVR Unidad de Valor Real 





Son varios los autores de diferentes áreas del conocimiento en el ámbito social que han 
reclamado por la necesaria y fructífera conexión de la historia con otras disciplinas, 
entre ellas la economía
1
, para así tener una visión más cercana y reflexiva de una 
realidad dada, puesto que con ello se “vinculan la teoría con las realidades concretas en 
un contexto que conocen tanto los historiadores como algunos economistas” 
(Hobsbawm, 1991, p. 113). La historia económica es una clara muestra de esta conexión 
y, los valiosos aportes que de ella se derivan se reflejan, por ejemplo, en los trabajos de 
Polanyi (1965), Hobsbawm (2003), Thompson (1989), Anderson (1999), Bloch (1979), 
Braudel (1970) o Dobb (1971), solo por mencionar algunos. Recientemente Piketty 
(2014) también ha hecho votos porque esta relación sea más fecunda al afirmar, “no 
concibo otro lugar para la economía que como subdisciplina de las ciencias sociales, al 
lado de la historia, la sociología, la antropología, las ciencias políticas y tantas otras” (p. 
945). Reintegrar la historia económica y social en el corazón de la disciplina económica 
e invertir el flujo de intercambios que se habían establecido entre economistas e 
historiadores con la nueva historia económica, es considerado como una alternativa 
invaluable por Boyer (2014). Para este autor, dicho flujo había tomado fuerza por los 
seguidores de la cliometría.  
La presente tesis doctoral de Historia Económica se beneficia del encuentro de dos áreas 
del conocimiento, la historia y la economía; dado que tienen un tronco común en el 
estudio de las sociedades humanas, por lo tanto, su relación ha sido y debe ser estrecha 
para dar cuenta de su propio desarrollo económico, social y político. Es cierto que se ha 
cuestionado el determinismo económico que ha prevalecido en los estudios sobre la 
evolución y desarrollo de las sociedades, pero es igualmente cierto que para la completa 
interpretación de las mismas, estas aproximaciones —con las debidas precauciones— 
no se deben dejar de lado, tal como los tres autores hasta ahora mencionados lo han 
demostrado. Sin embargo, la convivencia de estas dos disciplinas no ha sido fácil y 
como bien lo afirma Rodríguez (1997) ha estado marcada por proximidades y 
                                                             
1 Son muy conocidos los trabajos realizados por Cipolla (1991), Hobsbawm (1991), Braudel (1970) sobre 
la necesidad e importancia del acercamiento entre la historia y la economía, sin dejar de lado los 
valiosos aportes en este sentido, de otros importantes miembros de la escuela de “Annales” y por 
supuesto de otros historiadores marxistas británicos. 
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alejamientos, o en palabras de Hobsbawm (1998b, 2003) han vivido en “precaria 
coexistencia” [aun siendo la economía una ciencia social aplicada] por lo que se 
“necesita reintegrar a la historia” (pp. 106-107).  
Este punto de vista ha sido entendido por los más brillantes economistas que han 
acudido a la historia como marco de referencia para sus obras. Este es el caso de Adam 
Smith, quien justamente para el desarrollo de ‘La Riqueza de las Naciones’ estableció 
en la evolución de las sociedades a través de la historia, el mecanismo para indagar 
acerca de su supervivencia y desarrollo. Hombres como Smith reconocían la 
importancia de “conectar” la economía con la sociología histórica, dado que estaba 
seguro de que vivía una época de transición de la sociedad feudal a la capitalista y por 
tanto para su interpretación era necesario recurrir a estas fuentes.  
En la necesidad de esta colaboración integral se ha estado de acuerdo desde los tiempos 
de Marshall en la Universidad de Cambridge, Inglaterra. Según Hobsbawm (1998) la 
relación ha sido compleja y un tanto problemática debido a que, al aparato conceptual 
estático, manejado por el profesor de Cambridge, le costaba dar cabida al cambio y a la 
evolución histórica, pero también era consciente que la economía necesariamente 
“estaba incrustada en el cambio histórico y no podía abstraerse de él sin sufrir una 
pérdida de realismo” (p. 106). Así, Hobsbawm entendía que la economía y en especial 
la economía política por naturaleza eran o son, el estudio de la humanidad en su 
quehacer cotidiano. 
En Keynes (2000), la naturaleza histórica y social de “La Teoría General” se enmarca 
en que ésta más que una teoría era una forma de penetrar en el mundo real, que tuviera 
una aplicación para solucionar los problemas económicos, políticos y sobre todo 
sociales que estaba viviendo el mundo después de la Gran Depresión de los treinta del 
siglo XX. Como sostienen Sachs y Larraín (1994) si las teorías keynesianas no se 
hubieran demorado tanto, posiblemente el mundo no hubiese experimentado las 
dolorosas experiencias del fascismo y el nazismo.  
No menos importante es el enfoque dado por Nicholas Kaldor (1973) a sus trabajos 
sobre las teorías del crecimiento a largo plazo, en las cuales los procesos históricos 
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estaban presentes; en la formulación de los mismos sostenía que allí estaba presente la 
historia o, por lo menos, que la historia contaba para explicar las diferencias entre las 
sociedades ricas y pobres. 
Desafortunadamente la necesidad de combinar historia y economía es una opinión que 
no ha sido compartida por todos los economistas, si tenemos en cuenta, por ejemplo a 
pensadores con marcado reconocimiento en la evolución de la disciplina económica 
como, Francois Quesnay —el indiscutido líder de la escuela fisiócrata; que se 
denominaban a sí mismos, “los economistas”— quien no consideró necesario incorporar 
la historia en sus análisis, dado que para él, el comportamiento económico obedecía a 
una ley natural, donde el mecanismo automático de la oferta y la demanda mediada por 
los precios, conducía al equilibrio. Por tanto, para esta escuela el libre mercado es el 
medio adecuado para la armonía económica y el bienestar de la sociedad, sin tener en 
cuenta su evolución histórica.  
La transformación marginalista marcaría aún más la separación entre la historia y la 
economía, y uno de sus máximos representantes, Carl Menger, lideró un fuerte ataque 
contra la “escuela histórica” que por ese entonces gozaba de bastante aceptación entre 
los economistas, especialmente en Alemania.  
Asimismo, Ludwing Von Mises, con una concepción económica un tanto distante de las 
ciencias sociales, sostenía que la economía debería convertirse en una especie de 
“praxiología
2
, dado “que es una ciencia y, por ende, una serie de técnicas para 
programar; y también, o como otra posibilidad, un modelo normativo de cómo el 
hombre normativo debería actuar, dados unos fines sobre los cuales, como disciplina, no 
tiene nada que decir” (citado por Hobsbawm, 1998, p. 116). Como se aprecia es un 
enfoque reduccionista donde los individuos actúan casi automáticamente en función de 
una elección.  
La perspectiva seguida en la presente tesis de historia económica, se nutre de numerosas 
y variadas contribuciones hechas desde diferentes ópticas, sobre todo del trabajo 
                                                             
2 La praxiología “estudia la interacción de los individuos en el trabajo, y también la que se establece 
entre el individuo y el grupo”, diccionario filosófico, Rosental et al. (1997).   
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desarrollado o a desarrollar por esta relativamente nueva disciplina que, según Cipolla 
(1991), es tan “joven” como la economía misma. Dentro de la corriente ortodoxa se 
destacan los aportes de las teorías del desarrollo, la New Economy History y el 
neoinstitucionalismo.  
Quienes han reclamado porque la historia económica tenga un enfoque más integral han 
sido los heterodoxos, desde los marxistas (en sus diferentes vertientes), luego la escuela 
de Annales, hasta la escuela de la regulación, sin dejar de lado el aporte latinoamericano 
en sus diferentes vertientes de la CEPAL; pero cabe anotar, el surgimiento de otros 
autores que también se han interesado en el tema, como es el caso de Carlo M. Cipolla. 
Este autor enfatiza en que la historia económica “es la historia de los hechos y de las 
vicisitudes económicas a escala individual, empresarial o colectiva. Como tal se 
diferencia de la ‘historia de la teoría’ que es la historia de la doctrina económica” (1991, 
p. 15). También plantea que la historia económica, al igual que la historia, debe tener en 
cuenta las aportaciones de otras disciplinas que la puedan alimentar.  
Otro aspecto que resalta es la diferencia que hay entre economía e historia económica ya 
que, mientras la primera utiliza determinado número de variables, digamos –k-, dado 
que estas son más homogéneas; la última debe utilizar el mayor número de variables 
posibles –n-, que son más heterogéneas y caóticas. En otras palabras, el economista se 
ve limitado por el carácter general de sus paradigmas de la misma manera que el 
historiador tiene su limitación en la narrativa. Por lo tanto, para los historiadores “hasta 
el campo especializado de la historia económica es más amplio que el campo 
convencional de la ciencia económica (…) [por lo cual] ningún historiador económico 
puede evitar interrogantes fundamentales sobre la evolución social y económica de la 
humanidad hasta el presente” (Hobsbawm, 1998, pp. 120-121). 
La obra de Marx abarcó diferentes áreas y disciplinas que lo ubica en la historia como 
uno de los intelectuales más influyentes y prolíficos de la humanidad. En esencia su 
trabajo está enfocado en el estudio de la evolución de la sociedad tomando como 
referencia las relaciones de producción “[…] así: en la producción social de su vida los 
hombres contraen determinadas relaciones necesarias e independientes de su voluntad, 
relaciones de producción, que corresponden a una determinada fase del desarrollo de 
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sus fuerzas productivas materiales” (Marx, 1859, prólogo). Por tanto, la importancia de 
la historia económica está presente a lo largo de sus escritos, donde la sociedad está 
sujeta a leyes económicas, políticas y sociales ineludibles y donde, el capitalismo surgió 
como una irremediable necesidad histórica, que en últimas significaría, también, su 
propia abolición; igualmente para este autor, el socialismo es una necesidad del 
desarrollo histórico. Así, la economía política en Marx, como relación social de 
producción, distribución, intercambio y consumo, formula las bases sobre las cuales 
habría de descansar la historia económica y social. 
La historia social recogería esta propuesta para desarrollar sus enfoques desde el punto 
de vista económico, entre los cuales se ubican a Maurice Dobb, Edward Thompson, Eric 
Hobsbawm y la mayoría de historiadores marxistas británicos (Kaye, 1989). 
Como ya se comentó anteriormente, Annales realizó, del mismo modo, valiosos aportes 
al desarrollo de la historia económica, que en ese entonces buscaba apartarse del 
predominio de la historia política positivista (que concebía el papel de la historia sólo 
como una sistematización de los documentos históricos, donde el historiador debía 
abstraerse de la interpretación de los mismos) y de la cual Leopoldo Von Ranke había 
sido uno de sus artífices. Con Annales se buscaba entonces abrir la historia a otras 
disciplinas. Según Burke (1990) de este grupo “disidente”, los que se dedicaron a la 
historia económica fueron los más organizados, fundando revistas y organizando 
diferentes publicaciones para dar a conocer sus aportes y pensamiento.  
Una de las tendencias de Annales quedó impresa en el nombre de la revista que daría 
origen a este grupo de intelectuales: “Annales de Historia económica y social, además 
que, en los primeros números, los historiadores económicos eran los más prominentes” 
(Burke, 1990, p. 28). Nombres como Henry Pirenne, quien escribió sobre la instrucción 
de los mercaderes medievales; Elí Heckscher, cuyo texto versaba sobre mercantilismo y 
Earl Hamilton, quien era conocido por su obra sobre el tesoro norteamericano y la 
revolución de los precios producida en España, abrieron la mencionada revista. Fernand 
Braudel, Ernest Labrousse, Le Roy Ladurie, entre otros; se destacaron por sus trabajos 
sobre historia económica.  
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Posteriormente, la escuela de la regulación francesa recogiendo bases sentadas por 
Annales, también ha venido irrumpiendo en forma dinámica en estudios de histórica 
económica para explicar la crisis del capitalismo que se dio a fines de la década de los 
sesenta e inicios de la de los setenta del siglo XX. Los diferentes trabajos de Boyer, 
Aglietta y Théret, como principales pioneros y representantes de esta escuela, han 
sentado las bases para su origen y en su línea de investigación hacen una conexión entre 
el pensamiento económico de Marx, Keynes y Kalecki y la orientación dada por 
destacados representantes de Annales como Braudel, Labrousse y Le Roy Ladurie. 
También se apoyan en diferentes disciplinas del área social para tener una aproximación 
más holista en la interpretación del comportamiento económico, político, social e 
inclusive cultural de los países al momento de afrontar las diferentes crisis económicas 
inherentes al capitalismo. 
Para el caso colombiano, los desarrollos en historia económica aunque no han sido tan 
profusos
3
, su importancia en cierta medida se visualiza en la influencia de algunas de las 
escuelas anteriores; por ejemplo, en estudios sobre el papel de la agricultura, la minería, 
el sector informal y otros sectores en el desarrollo económico del país, lo que es un 
ejemplo de su gran relevancia
4
.  
Además, dentro del campo de la historia económica, el estudio del comportamiento de 
la industria colombiana ha tenido el respaldo de la historia, la sociología, la psicología y 
por supuesto de la economía que ha permitido conocer, en buena medida, los elementos 
que propiciaron o retardaron sus inicios, y las diferentes etapas que ha atravesado. En el 
siglo XIX, por ejemplo, el papel que jugaron los productos agrícolas como la quina, el 
tabaco o el añil han sido destacados desde diferentes perspectivas, desde las ortodoxas
5
 
                                                             
3 En este aspecto se debe destacar el reclamo que hacia Bejarano J. A (1994, 1999) por la escasez de 
trabajos de Historia Económica Colombiana en la década de los noventa; sostenía que esta disciplina se 
había estancado en dicho momento. Como respuesta a esta reflexión, Meisel (2007) publica un artículo 
más optimista acerca de la producción bibliográfica que, sobre esta temática, se ha realizado en el país.       
4 Balcázar et al. (2001), Machado (1998), Fajardo (1993), Carrizosa et al.  (1990) y Urrutia (1981) 
mencionados respectivamente de acuerdo con la especialidad del tema. Se nombran solo algunos de los 
más representativos en cada disciplina, pues en verdad son bastantes. 





. Igualmente, los primeros intentos manufactureros con la 
fabricación de productos como los sombreros de paja o de herrería y la persistente pero 
finalmente fracasada, ferrería de Pacho, muestran las diversas iniciativas en actividades 
diferentes a la agraria en la evolución de la economía colombiana. Luego, a comienzos 
del siglo XX, la consolidación del café como principal producto de exportación nacional 
—que posteriormente sentaría las bases para una incipiente industrialización nacional— 
también ha sido analizada en trabajos suficientemente conocidos.  
En las décadas de los sesenta y setenta del siglo XX fue cuando la historia económica 
alcanzó mayor protagonismo en nuestro país, principalmente, por parte de historiadores 
y economistas
7
. Éste suceso estuvo relacionado con el entorno social y político vivido 
en aquel momento. Inicialmente las elites políticas y económicas habían propiciado y 
tolerado el golpe militar de Rojas Pinilla el 13 de junio de 1953 en un intento por 
reducir la confrontación entre los dos partidos políticos tradicionales, liberal y 
conservador.  
Estas mismas elites en 1957 deciden retomar el control sobre poder del Estado y en 
forma conjunta participaron activamente en el derrocamiento del militar, quien se 
rehusaba a devolverlo. Luego de la salida del general se abre el espacio para el 
establecimiento, mediante el plebiscito de ese mismo año, del pacto político conocido 
como el Frente Nacional, con el cual se abrió en el país una serie de expectativas por 
cambios en la vida política, económica y social. Los estudiantes universitarios habían 
participado activamente y sufrido los rigores de la confrontación entre los diferentes 
campos del poder que buscaban hacerse al control del Estado, por lo que consideraron 
que podían ser protagonistas de estos cambios de fines de los cincuenta e inicios de los 
sesenta.  
                                                             
6 Bejarano (1994) en el terreno de la historia económica y social; Colmenares (1969) con gran influencia 
de la escuela de Annales; Melo (1977) dentro de la línea de la historia económica, social y de la cultura; 
Kalmanovitz (1985) primero dentro de la corriente marxista y posteriormente matriculado con el 
neoinstitucionalismo de la corriente neoclásica, entre otros, identificados en los ochenta y noventa 
dentro de la Nueva Historia de Colombia, quienes además de los aspectos puramente económicos han 
mostrado importantes elementos de las relaciones sociales que se tejieron en su momento.    
7 Para Bejarano (1994, 1997) hasta finales de los ochenta e inicios de los noventa tuvo su época dorada y 
a partir de entonces se estancaron estudios de esta naturaleza.  
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Los acontecimientos externos también influyeron; la revolución cubana a finales de 
1950 abrió expectativas en la mayoría de los países en desarrollo y con esto, la 
posibilidad de estudiar las raíces de la desigualdad, las condiciones de miseria y las 
necesidades fundamentales insatisfechas. Profesores y estudiantes con nueva visión del 
papel de las ciencias sociales sintieron como obligación darle un giro a la visión de la 
historia colombiana, donde se introducían elementos para analizar el origen de las 
desigualdades económicas, políticas y sociales del país (Melo, 1989).  
Igualmente, el proceso de urbanización parecía contribuir a la ampliación de  
posibilidades para establecer nuevas formas de organización y participación ciudadana; 
sin embargo, estos espacios políticos y sociales no se daban y al contrario veían cómo 
se cerraban las posibilidades de expresión. El Frente Nacional como máxima 
representación del acuerdo partidista entre las dos facciones tradicionales, el partido 
liberal y el partido conservador, crearon un mecanismo excluyente y cerrado que inhibió 
la representación social, económica y política de fuerzas alternas. La milimétrica 
repartición de ministerios y demás cargos públicos desde 1957 hasta fines del setenta 
fue el marco regulador de las relaciones de clase
8
.   
Estas particularidades se agravaban con la violencia, así como la aparición y posterior 
formación de agrupaciones insurgentes. Es en este escenario que muchos investigadores 
e intelectuales de nuevas generaciones y de diferentes áreas sociales, recurren a la 
historia como disciplina profesional y científica, tratando de buscar el origen de dichas 
condiciones de desigualdad, inequidad, exclusión y violencia. Los libros de Nieto 
Arteta, quien concebía a la historia como un vehículo para comprender el pasado 
colombiano y donde la economía tiene una función central en la comprensión del 
mismo (Melo, 1989) y de Ospina Vásquez (1987), desde opciones ideológicas y 
políticas bien diferentes, daban algunas luces intentando establecer la forma como las 
grandes decisiones económicas también estaban “cargadas” de intencionalidades 
políticas. A estos autores, incluso, se les puede considerar como los pioneros en el 
estudio de la historia económica nacional.  
                                                             
8 Aunque Carlos Lleras Restrepo en diferentes ocasiones rechazaba el carácter excluyente y de clase del 
Frente Nacional. En su revista Nueva Frontera siempre defendió esta posición de un pacto del cual fue 
uno de sus  artífices y defensor.   
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Posteriormente, muchos profesores y estudiantes que experimentaron algún tipo de 
contacto básicamente con la formación histórica en Europa y Estados Unidos tuvieron 
también la oportunidad de conocer las escuelas de Annales (Bloch, Febvre, Braudel) y a 
los marxistas británicos con sus diferentes exponentes (Hobsbawm, Anderson, 
Thompson, E, entre otros). Por el lado norteamericano, la New Economic History de 
Robert Fogel y el Neoinstitucionalismo le daban una mano a la escuela neoclásica de la 
economía para que ésta estableciera lazos con la historia. Estas fueron las principales 
tendencias que empezaron a influir en las universidades y los estudiantes formados de 
los centros académicos nacionales (Melo, 1999).  
Por el lado latinoamericano también tuvo bastante aceptación el estructuralismo como 
una de las corrientes al interior de la CEPAL con el pensamiento de Prebisch, y uno de 
sus seguidores en Colombia fue José A. Ocampo, quien posteriormente seguiría esta 
línea de pensamiento a través del neoestructuralismo (Bárcena y Prado, CEPAL, 2015). 
La escuela de la dependencia que toma del estructuralismo la prevención ante la 
globalización y el libre mercado, y fue más cercana al marxismo, tomó posiciones más 
radicales. André Gunder Frank y Samir Amin tuvieron seguidores como Celso Furtado, 
Oswaldo Sunkel, Henrique Cardozo y Enzo Faletto, quienes, a su vez, tendrían amplia 
audiencia y aceptación en el medio académico regional. 
En el país, la literatura sobre esta disciplina, se había producido por parte de Jaime 
Jaramillo Uribe en 1964, German Colmenares (1975, 1979), Margarita González 
(1970), Hermes Tovar (1970) y Miguel Urrutia (1968), entre otros. Pero para Melo 
(1999) lo que puso de moda a la historia económica, además de lo social y cultural en la 
década de los sesenta del siglo XX, fue el éxito editorial de los Estudios sobre el 
Subdesarrollo Colombiano de Mario Arrubla (1969) y el texto ‘Apuntes para una 
Historia Económica de Colombia’ de Álvaro Tirado Mejía (1971). La mayoría de estos 
autores entraron a formar parte de lo que se conoció como la Nueva Historia, que se 
orientó en darle un giro a la historia tradicional o académica, la cual se había centrado 
en fechas, próceres y caudillos que de alguna forma constituían la historia oficial.  
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Por su parte la New Economic History no tuvo el éxito esperado debido a que según 
Meisel (1999)
9
 no tuvo la incursión más afortunada con el trabajo de William P. 
McGreevey, An Economic History of Colombia, 1845-1930 que hacía la presentación 
en la sociedad intelectual colombiana de la cliometría. 
La crítica que se hizo a este libro fue bastante mordaz y su compatriota Frank Safford 
fue uno de los más vehementes en sus críticas10, por lo que no se logró el objetivo de 
“inaugurar en nuestro medio la triunfante revolución cliométrica” (Meisel, 2007, p. 
41)
11
.   
Por tanto, con diferentes orientaciones, fueron surgiendo diversos trabajos de historia 
económica adelantados, entre otros, por Marco Palacios con el ‘El café en Colombia’; 
Jesús Antonio Bejarano con numerosos escritos, muchos de ellos dedicados a la 
agricultura y la industria; Miguel Urrutia, Gabriel Misas, Gabriel Poveda Ramos, Oscar 
Rodríguez y José Antonio Ocampo. Igualmente son muy conocidos los trabajos de 
Charles Bergquist, el ya citado William P. McGreevey y Frank Safford, entre otros. Sin 
embargo, para no dejar por fuera otros trabajos de este género, es pertinente revisar el 
trabajo de Meisel (2005) donde hace un balance, desde su óptica, de los estudios sobre 
historia económica de Colombia entre los años 1942-2005. Y, los trabajos de 
Kalmanovitz (1984 y 1985) quien inició el tratamiento de la tasa de ganancia a nivel de 
industria. 
Así, diferentes autores nacionales y extranjeros, cada uno desde su orientación 
intelectual e ideológica, realizaron estudios sobre la historia nacional donde el nexo con 
la economía y otras disciplinas del área social eran imprescindibles para entender el 
                                                             
9
 Sin embargo, este autor recuerda “muy bien la avidez y el enorme entusiasmo con el cual mis 
condiscípulos más avanzados leían a McGreevey” (p. 41), en la Facultad de Economía de la Universidad 
de los Andes.  
10 El seminario sobre Historia Económica de Colombia, celebrado entre 15 y el 17 de julio de 1975 en 
Bogotá fue el escenario de dicho debate (Biblioteca del Banco Popular, 1979) y de acuerdo con Meisel 
fue organizado por Marco Palacios y los integrantes de la “Nueva Historia” con la intención de atacar el 
trabajo de McGreevey y el uso de la cliometría en los estudios historiográficos.    
11 Hobsbawm había hecho bastantes observaciones acerca de las limitaciones de la cliometría, la cual 
“necesariamente tiene que apoyarse no solo en datos reales, que a menudo también son fragmentarios 
y pocos dignos de confianza, sino también en gran parte en datos inventados o supuestos” (1998, p. 
127), argumentos utilizados en el citado Seminario para ironizar “la extraordinaria imaginación” de 
McGreevey en su trabajo.  
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origen de la acumulación, los esfuerzos encaminados a incrementar las ganancias tanto 
en el área rural como en las actividades económicas de los centros urbanos; igualmente, 
la creciente pobreza, la concentración del ingreso y la desigualdad social, política y 
económica, reinantes.  
Siguiendo esta línea de acción la presente tesis doctoral busca ser un estudio donde se 
armonicen elementos de la teoría económica con las contribuciones de la historia, la 
ciencia política y la sociología para determinar la tasa de ganancia en Colombia durante 
la etapa de 1970-2000 y entender la forma como intervinieron los diferentes agentes 
políticos, económicos y sociales en su evolución. Se trata de identificar individuos y 
acciones tanto al comportamiento económico nacional como a las confrontaciones y 
alianzas que se dieron para mantener o revertir la evolución declinable de esta variable 
en estudio. Es un ejercicio que hasta el momento no se ha realizado a pesar de su 
importancia para entender el proceso de acumulación establecido y su incidencia en la 
inequitativa distribución del ingreso en el país.  
En la búsqueda de la mencionada relación de la historia con otras disciplinas, es 
necesario tener presente que existen múltiples caminos para afrontar estos temas de 
historia y más concretamente, de historia económica. Este es un proceso complejo 
porque al momento de abordarlo se encuentra el dilema de iniciar con los elementos de 
la teoría económica y con los datos encontrados, para así tener mayores elementos de 
juicio que permitan indagar sobre lo sucedido en momentos cruciales de la evolución 
económica y las repercusiones sociales dentro de un periodo determinado. De esta 
forma, se establece una relación entre el desempeño económico y sus efectos sobre la 
sociedad. 
Otro camino tentativo establece las relaciones políticas, económicas y sociales ocurridas 
en años cruciales en el periodo previamente establecido. ¿En estas evoluciones primaron 
los hechos económicos, los políticos, los sociales o la combinación de los mismos? De 
ser así qué hechos relevantes se tomarían y cómo se contrastarían con el 
comportamiento económico? Esta aproximación nos llevaría a la relación de los hechos 
políticos y sociales en el comportamiento de la economía 
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Un tercer camino es tomar una variable pivote y, a través de ella, indagar sobre estos 
comportamientos económicos, políticos y sociales. Brenner (2009, p. 171) nos propone 
este último camino para explicar la conducta de las principales economías capitalistas y 
los factores que repercutieron en la misma. La variable escogida por este autor es la tasa 
de ganancia y su comportamiento decreciente en el largo plazo. La escogencia de la 
misma como indicador de la rentabilidad del capital y su tendencia generó un 
importante debate; por tanto, dada la importancia que tiene para el presente trabajo de 
tesis, presentamos un resumen crítico de la controversia reciente en el anexo 
metodológico.  
De todos modos, es importante anotar que la tasa de ganancia como indicador agregado 
de la rentabilidad del capital en el largo plazo, sigue siendo un punto de referencia 
central para el análisis económico-histórico de los procesos de acumulación de las 
economías desarrolladas y en desarrollo. Asimismo, ofrece luces para razonar sobre la 
presión ejercida por los diferentes agentes sociales, económicos y políticos que, aunque 
no determinan la acción del Estado, buscan modificar su capacidad de acción (Vega, 
2004) y la del régimen de acumulación prevaleciente.   
De otra parte, Brenner también es consciente de las dificultades de tomar la evolución 
de la tasa de ganancia para ofrecer una explicación sistemática del desarrollo económico 
mundial desde la posguerra por sí misma.  
Igual dificultad se puede encontrar al tratar de establecer una explicación sistemática de 
la evolución de la tasa de ganancia, “g”, como instrumento para entender el conflicto 
distributivo en el país, en un periodo concreto como es el de 1970-2000. Por tanto, es 
necesario tener en cuenta que tanto la generación de la riqueza y los conflictos que se 
presentan al momento de redistribuirla al conjunto de la sociedad están enmarcados por 
las relaciones sociales y políticas establecidas por las elites en el poder al establecer el 
régimen de acumulación dentro de un espacio territorial determinado. En el caso 
colombiano dichas relaciones han tenido sus propias dinámicas y particularidades por lo 
que también es necesario referenciarlas.  
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Por tanto, la tasa de ganancia “g” se constituye en una inquietud a tener en cuenta y nos 
sirve de marco referencial para proponer la siguiente idea central: la tasa de ganancia, 
como indicador del comportamiento de una economía y de la distribución del producto, 
está determinada por el proceso y evolución productiva, por las relaciones de poder 
entre los diferentes grupos sociales, por acontecimientos históricos como las bonanzas 
cafeteras, el paro cívico de los setenta, la crisis de la deuda externa de los ochenta, la 
violencia y el narcotráfico, así como la nueva constitución y la apertura económica de 
los noventa. Lo anterior se enmarca dentro de los marcos institucionales establecidos 
por el Estado, dentro del cual actúan diferentes agentes que tratan de favorecer sus 
propios intereses.  
Por tanto, la tasa de ganancia es la huella a rastrear para determinar el comportamiento 
de la economía y la forma en que los diferentes sectores sociales se vieron afectados por 
la evolución de su rentabilidad, así como del conjunto de medidas tomadas para 
corregirla, y las acciones seguidas por quienes sufrieron las consecuencias de las 
mismas. Es sintomático que, internacionalmente, en especial para los heterodoxos, el 
seguimiento de dicha tasa ha sido un punto de referencia para evaluar el impacto del 
comportamiento económico de los países y regiones en diferentes etapas históricas. 
El análisis económico e histórico acerca de la evolución de los países industrializados 
ofrece elementos para comprender quienes se benefician o se perjudican con las 
políticas adoptadas para mantener la tasa de ganancia que les permita aumentar su 
competitividad mundial. Este es el camino escogido por el historiador norteamericano 
Robert Brenner (2009), quien ha evaluado la influencia de la tasa de beneficio en el 
desarrollo económico de EE. UU., Alemania y Japón desde mediados del siglo XX 
hasta la crisis de comienzos del siglo XXI.  
En otra perspectiva, los análisis de Crafts, Evans y Oulton et al., -expuestos en el anexo 
metodológico de la presente tesis- no realizan un nexo entre el comportamiento de dicha 
variable y la influencia que pudieron tener en la misma los factores sociales y políticos 
de los diferentes países estudiados ni la competencia existente entre ellos. Son trabajos 
puramente econométricos donde las frías cifras y datos de una economía que actúa sin 
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fricciones parecieran ser suficientes para explicar el desempeño económico de las 
sociedades.   
En tanto que Brenner analiza el papel desempeñado por la tasa de ganancia como guía 
para el estudio de la evolución económica, de su recuperación, así como el 
establecimiento de estrategias para conquistar mayores cuotas de mercado a nivel 
mundial que, final y paradójicamente, condujeron a un exceso de capacidad instalada 
(aumentando los costos de uso de capital) y a la inundación de productos y servicios 
(que redujo el nivel de precios), que afectaron negativamente la rentabilidad del capital, 
la inversión y el crecimiento de las principales economías capitalistas.     
Igualmente describe el mecanismo mediante el cual estos países buscaron restablecerla, 
por un lado, a través de la represión de las organizaciones sindicales, para recortar 
salarios
12
, reducir o eliminar prestaciones sociales pactadas durante la época del estado 
benefactor y, por el otro, con la adopción de políticas keynesianas expansivas basadas 
en el endeudamiento que, aunque mantuvo temporalmente la economía en marcha, 
postergó la purga de empresas con altos costos y baja rentabilidad, que finalmente 
agravó la tasa de ganancia del conjunto de la economía.     
En este mismo sentido se pronunciaron los diez temas tratados por Ciocca (2000), en la 
síntesis que hace sobre el comportamiento de ‘La economía mundial en el siglo XX’
13
 y 
el debate suscitado entre reconocidos historiadores y economistas como Hobsbawm, 
Arrighi, Lunghini y Kindleberger, entre otros, dan cuenta del comportamiento 
declinante de la rentabilidad del capital
14
 y de las políticas adoptadas para su 
                                                             
12 Crafts también acepta que la distribución de sueldos y salarios se ha hecho más desigual por este 
mismo motivo  
13 El objetivo de este libro fue el de realizar un balance del comportamiento de la economía mundial en 
el siglo XX y sus repercusiones en los niveles de vida, política, económica y social de la población.   
14 En este trabajo se asume que, la tasa de ganancia y la rentabilidad del capital son conceptos similares, 
tal como lo hacen reconocidos tratadistas de este tema como Duménil y Lévy, quienes sostienen que la 
rentabilidad del capital es medida por la tasa de ganancia y posteriormente al referirse a este concepto 
la definen como el indicador de la rentabilidad del capital (2007, pp. 42 y 44). En iguales términos se 
pronuncian otros autores como Aglietta (1979), Shaikh (1990), Brenner (2009), Mateo (2007) y Piketty 
(2014). Sin embargo, tenemos en cuenta las observaciones de Zerda y Sarmiento (1989) en el sentido 
que, se pueden calcular dos tasas de ganancia: “g*”= Ganancia/(capital constante + capital variable) o 
P/Kp en el caso de que toda la plusvalía se destinara a beneficios, relacionando la plusvalía con el stock 
de capital productivo total resultando una tasa (g) que llaman más general, de ganancia. No obstante, 
también afirman que la tasa que ven los capitalistas es una “g” más particular, g = π/K en la cual 
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recuperación, que finalmente conducen a reformas estructurales de corte neoliberal 
desde la década de los ochenta del siglo XX. 
Para el caso colombiano, se destacan los trabajos de los autores nacionales y extranjeros 
anteriormente mencionados, quienes han hecho grandes contribuciones a la historia 
económica del país y de una u otra forma, aunque no todos en forma explícita, han 
mencionado a la tasa de ganancia
15
 como una de las variables que ha desempeñado 
papel importante en las medidas económicas, sociales y políticas trazadas por los 
diferentes gobiernos.  
1970-2000, una etapa de grandes cambios 
En la historia económica, una de las formas de establecer la periodización es a través de 
la medición del producto, por lo que es preciso establecer los mecanismos de 
acumulación de capital y su evolución a través del tiempo. Así mismo, es importante 
visualizar los agentes que participaron en dicha acumulación y las relaciones sociales 
allí inmersas.  
Otra posible estrategia sería la de establecer fases y estudiar la forma como se mueven 
dentro de estas etapas, las variables consideradas determinantes, en este caso, la tasa de 
ganancia y la distribución del ingreso; para explicar comportamientos del conjunto de la 
sociedad. 
Los cambios en el régimen o modo de acumulación, es el camino escogido por la 
escuela de regulación francesa para dar una explicación a las continuas crisis del 
capitalismo y la forma como ha incidido el desempeño de la tasa de ganancia. En este 
sentido, han periodizado sus investigaciones analizando la forma como el modo de 
acumulación ha experimentado significativas transformaciones en el proceso de 
                                                                                                                                                                                  
relacionan beneficios sobre el capital avanzado. Y que se toma en la mayoría de las investigaciones dado 
que no hacen la distinción entre trabajo productivo e improductivo.  
Tampoco en nuestra investigación hacemos tal distinción, por tal motivo, y siguiendo a la mayoría de 
autores que la calculan como en nuestro caso, g = G/K – también Brenner la calcula de esta forma-, la 
tomamos como un proxy de la sugerida por Zerda y Sarmiento.   
15 Kalmanovitz (1984, 1985) estableció que para la década de los setenta e inicios de los ochenta, la tasa 
de ganancia de la industria colombiana mostraba tendencia declinante, en gran medida, debido a los 
altos costos financieros que desde entonces se paga al sector financiero.  
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producción durante tres fases claramente definidas, así: 1) el llamado periodo fordista 
extensivo de acumulación el cual ubican desde mediados del siglo XIX, hasta la 
segunda posguerra; 2) seguidamente ubican la fase fordista de carácter intensivo que lo 
llevan hasta finales de los setenta y 3) finalmente, luego de una década de relativa 
transición, los años que siguen desde los ochenta encuentran la denominada fase 
posfordista del capitalismo.  
Teniendo en cuenta esta última línea de investigación podría establecerse entonces la 
relación existente entre un determinado régimen de acumulación y el comportamiento 
de la tasa de ganancia. Comprender, por ejemplo, la forma como se obtiene la ganancia, 
y su tasa, en un régimen donde el Estado asume un papel importante en el diseño y 
desarrollo de una serie de estructuras, instituciones y políticas que garanticen su 
reproducción, aún contra las eventuales contradicciones que puedan presentarse entre 
los diferentes sectores que lo componen. Otra forma de reproducción y de obtención de 
la tasa de ganancia se da en un medio donde se minimice el papel de Estado dando paso 
a otros procesos de acumulación, por ejemplo, donde la libertad del mercado y las 
finanzas sean las que lo dirijan.  
Es Indudable que estas orientaciones deben tenerse en cuenta, además de los hechos 
sucedidos durante el periodo estudiado. Por ende, el presente estudio también es rico en 
dicho aspecto, pues la temporalidad escogida recoge buena parte de las políticas 
estatales para un desarrollo liderado por la industria y la posterior acogida de un modelo 
dirigido por las exportaciones, principalmente de productos básicos, donde el Estado es 
relegado de su función de dirección y liderazgo en el crecimiento y desarrollo del país.  
De esta forma, los cambios en el régimen de acumulación, que definiremos más 
adelante, que inciden en la evolución económica, política y social de las sociedades, 
permitirán esbozar puntos y fechas determinantes tanto a nivel externo como doméstico.  
Vemos así en el contexto internacional que el periodo comprendido entre la segunda 
posguerra y finales de la década del sesenta del siglo XX, es reconocido por muchos 
historiadores y economistas como una de las épocas de mayor crecimiento y desarrollo: 
la “edad de oro”, según Hobsbawm. Igualmente, durante esta etapa el mundo vio la 
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necesidad de asumir un mayor control sobre la política económica a través de 
organismos supranacionales
16
 formulados en el acuerdo de Bretton Woods. América 
Latina no fue la excepción, por lo que, a través de una fuerte presión sobre la recién 
creada Organización de Naciones Unidas, buscó que se concediera mayor espacio y 
participación en este ciclo de prosperidad. Fruto de estas demandas, dicha organización 
multilateral dio vía libre a la creación de la Comisión Económica para América Latina y 
el Caribe, CEPAL en febrero de 1948. En este escenario, los planteamientos 
keynesianos cumplían el papel de un eficiente recetario prescrito por el “doctor del 
capitalismo”
17
 pues lo había sacado del profundo coma padecido en la Gran Depresión. 
Los Estados nacionales ejercieron mayor protagonismo en el desarrollo económico de 
los países capitalistas con la orientación de los organismos internacionales. 
A nivel latinoamericano estos planteamientos se concretaban a través de la teoría 
económica y social aportada por la CEPAL, una teoría que emanaba desde el interior de 
la región, buscando construir un modelo de desarrollo que le permitiera integrarse más a 
los circuitos internacionales y beneficiarse de los adelantos tecnológicos observados en 
el contexto internacional. El modelo seguido fue el de la industrialización, y más 
concretamente, el de industrialización por sustitución de importaciones (ISI) (Misas 
(2002, 2014), Bejarano (1981), Hirschman (1968), Neffa et al (2010), Bulmer-Thomas 
(1998), Théret (2014) y Boyer (2015), entre otros. Dicho modelo veía, además, la 
necesidad de lograr una mejor distribución del ingreso como medio para incentivar la 
demanda agregada interna y de esta forma dinamizar el crecimiento económico que 
generara mayores tasas de ganancia asegurando así la reproducción del modo de 
acumulación.  
Esta estrategia de desarrollo estaba enmarcada dentro de la que por entonces prevalecía 
en el capitalismo mundial y donde los Estados estaban llamados a desempeñar un papel 
protagónico. Igualmente a través de políticas de empleo se buscaba que un mayor 
número de personas tuviesen un ingreso que les permitiera adquirir los productos 
elaborados por el sector industrial. De esta forma, el crecimiento económico, el 
                                                             
16 BIRF (una de las 5 instituciones integrantes del BM), FMI, OIT, OMS, por ejemplo. 
17Sin embargo, es de tener en cuenta, que a las mismas conclusiones y propuestas a las que había 
llegado Keynes, antes lo había hecho Kalecki, desde una perspectiva marxista.  
18 
 
incremento de la productividad del trabajo, las mejores condiciones salariales y 
laborales eran un reflejo del Estado de Bienestar que acompañaron los años dorados del 
capitalismo en el siglo XX.  
Sin embargo, es preciso tener en cuenta que para Ocampo y Bértola (2013) así como 
para Centeno (2014)
18
 la intervención del Estado en la economía no fue tan marcado 
como en otros países en desarrollo. Es también por ello, que los dos primeros autores 
sostienen que el concepto de industrialización por sustitución de importaciones no es el 
más adecuado para estos años, por cuanto dicha sustitución “no fue ni el elemento más 
destacado a lo largo del tiempo ni una característica que compartieron todos los países 
durante el medio siglo que predominó esta estrategia de desarrollo” (pp. 170-171).  
Por lo que estos autores se inclinan por denominar este patrón de desarrollo como 
“industrialización dirigida por el Estado”, porque resalta las dos particularidades 
distintivas del periodo que abarca desde la Gran Depresión hasta mediados de la década 
del setenta del siglo XX, como fue: “el foco creciente en la industrialización como eje 
del desarrollo y la ampliación significativa de las esferas de acción del Estado en la vida 
económica y social” (Centeno, ibídem, p. 170). El otro aspecto que resaltan, es la 
orientación que se dio hacia el mercado interno, conocido como “desarrollo hacia 
adentro”. 
Tampoco podría afirmarse que durante este periodo el proteccionismo, como estrategia 
para generar excedentes y para la acumulación de capital, haya sido el rasgo distintivo 
en América Latina, pues este mecanismo había tenido inclusive mayor utilización en 
etapas precedentes; contrastando, por el contrario, que fue en una época, cuando sí llegó 
a ser un instrumento muy utilizado por los principales países capitalistas. Situación por 
la cual, se reiteraron las demandas de la CEPAL y de Raúl Prebisch, para obtener un 
mayor acceso a los mercados de los países centrales para los bienes producidos por los 
periféricos. 
                                                             
18 Incluso Centeno llega a preguntarse ¿Cuál intervención del Estado? 
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Inclusive, Hirschman, adelantándose en muchos años a los planteamientos de Biezberg 
y Théret (2014)
19
, encuentra diferencias en los orígenes y procesos que orientaron la 
política de ISI en América Latina, de acuerdo a las particularidades de cada país, 
expresando que el proteccionismo no fue el elemento central de dicha estrategia; 
además de este aspecto también tiene en cuenta la influencia de los años de guerras y las 
fases depresión económica mundiales, que crearon condiciones para que se produjeran 
productos que antes se importaban de los países en conflicto. Esto hizo que se 
incrementaran los ingresos y se iniciaran procesos de “industrialización a través de 
eslabonamientos con la demanda final (final demand linkage)” (Hirschman, 1968, p. 
629) (Cursiva en el original). Este hecho hizo que se incrementaran los ingresos en el 
país y, por tanto, la demanda que, como en un circulo virtuoso, logró que la producción 
manufacturera obtuviera tasas de ganancia que incentivaron la creación de industrias 
“sin la necesidad de Shocks externos o de la intervención gubernamental” (íbidem). 
Los otros aspectos que facilitaron el proceso ISI, según este autor, efectivamente se 
dieron mediante la intervención indirecta y directa de los Estados, ya fuese a través de 
presiones sobre las empresas importadoras extranjeras, para que produjeran no solo para 
la exportación sino también para el mercado doméstico. Dentro de las acciones ya más 
directas, encuentra la utilización de los aranceles, créditos y políticas fiscales. 
Igualmente, la creación de empresas estatales en la producción de bienes y servicios en 
áreas que consideraba estratégicas, y, el establecimiento de organismos de fomento.    
Siguiendo nuevamente a Ocampo y Bértola vemos que sostienen, además, que no se 
produjo una sustitución neta de importaciones, ni ha sido un componente “importante o 
consistente de crecimiento económico” (2013, p. 191). En algún modo estas 
apreciaciones concuerdan, para el caso colombiano, con las de Ospina Vásquez (1987), 
quien afirmaba que estas medidas proteccionistas no habían recibido el respaldo 
unánime de los congresistas, por lo que menos podría pensarse que hubieran sido parte 
de una política de industrialización protegida y deliberada por parte del Estado. En su 
reconocido texto, ilustra varios debates donde incluso acordaron el desmonte de 
                                                             
19 Estos dos últimos autores encuentran diferentes tipos de capitalismo en América Latina inclusive 
antes de poner en práctica el modelo ISI. 
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aranceles que pudiesen haber favorecido la industrialización, pero también encontraban 
oposición de parlamentarios afines a los comerciantes o grandes agricultores.  
Saénz Rovner (2004, 2007, 2016) coincide en que la industrialización se dio en el país a 
pesar del Estado, es decir, afirma que no existió una política deliberada de fomento a la 
industria, sino que dichas políticas, sobre todo en el aspecto arancelario, debieron 
enfrentarse a la mayoría de gobiernos, inclusive liberales. La adopción de dicha medida 
obedeció no a un consenso entre políticos y hacedores de política económica de los 
gobiernos, sino a la presión que ejerció la ya poderosa Andi en los cincuenta, cuando 
esta asociación prácticamente le redactó la reforma arancelaria de 1950 al débil 
gobierno de Ospina Pérez.    
Para Saénz, la estrategia de la Andi se dirigió básicamente al aspecto arancelario dado 
que aunque eran frecuentes sus reclamos respecto a la liquidez en la economía, esta 
asociación contaba entre sus asociados con grandes entidades bancarias como, el banco 
comercial antioqueño, el banco industrial colombiano y el banco del comercio, que les 
irrigaba la liquidez necesaria para las actividades industriales.  
Brando (2016) en un interesante trabajo concuerda con el argumento de que no hubo 
una política oficial importante de industrialización en el país. Mediante una amplia 
indagación en fuentes primarias y secundarias como, la Andi, Anales de Economía y 
Estadística, del Departamento Nacional de Estadística, el informe del BIRF de 1950 
liderado por Lauchlin Currie, los informes anuales del Banco de la República, los 
informes de la Caja Agraria y el Banco Central Hipotecario, BCH, así como de 
diferentes funcionarios que tuvieron injerencia en la política económica, y de diversos 
economistas como Urdinola, Poveda Ramos o Hirschman
20
, argumenta que el gran 
perdedor durante la llamada etapa de industrialización por sustitución de importaciones 
fue justamente el sector industrial, y que, su gran problema fue la falta de crédito tanto a 
corto como a largo plazo. Este autor, en 2007 ya había planteado el escaso papel 
desempeñado por el Estado nacional durante esta etapa si se comparaba con las acciones 
                                                             
20 Debe destacarse, sin embargo, que para Hirschman el problema del crecimiento económico en 




llevadas a cabo por Argentina, México o Brasil en favor de su sector industrial
21
. 
Aunque acepta que el Estado posteriormente  
también comenzó a actuar más sistemáticamente como productor, inversionista directo 
y empresario, por medio de entidades como Ecopetrol y el Instituto de Fomento 
Industrial; y como <planeador> y regulador a través del Departamento Nacional de 
Planeación y de la utilización frecuente de instrumentos como el control directo a las 
importaciones (Brando, 2007, 206) 
El sistema crediticio, en contraste, presentaba falencias para el sector, por lo que en 
2016 sostiene que los grandes beneficiarios de las medidas crediticias y de fomento 
fueron los cafeteros, los agricultores y ganaderos. Por tanto, la falta de voluntad política 
y coherencia se evidencia en que la industria no fue el sector privilegiado del crédito, 
respecto a los otros sectores, durante la época de mayor impulso de la ISI. Aunque 
recibieron créditos, estos no tuvieron el mismo peso de los demás sectores; entonces el 
interrogante que surgiría es ¿cómo sobrevivieron en una época de auge de la ISI?, 
pareciera entonces plausible la interpretación de Sáenz en la que plantea que éstos 
contaban con sus propias entidades que les facilitaban los recursos financieros para 
llevar a cabo sus operaciones manufactureras con excedentes (ganancias) que les 
permitía la acumulación.  
La anterior interpretación podría sustentarse en el hecho de que a pesar de que la 
violencia era rampante en el país desde los años cuarenta y cincuenta, el sector 
empresarial urbano y rural se había acostumbrado a obtener altos índices de rentabilidad 
en ese entorno por lo que en ese entonces estaban optimistas por el buen desempeño de 
sus negocios.       
En lo que podría encontrarse consenso es que a nivel de América Latina, durante este 
periodo de industrialización por sustitución de importaciones y dirigida por el Estado, 
en sus diversas variantes, se presentó apoyo y financiación por parte del Banco Mundial 
para proyectos de infraestructura y de empresas industriales, dado que estos encajaban 
dentro del pensamiento económico dominante cuando “todo el mundo era keynesiano”. 
                                                             
21 Un trabajo sobre las relaciones entre política, economía e industrialización y la posterior 
desindustrialización de estos países fue el realizado por la escuela regulacionista y coordinado por 
Bizberg y Alba Vega (2004) y reformulado posteriormente por Bizberg y Théret (2014).  
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Aunque el modelo implementado no fue uniforme, y su aplicación dependió mucho del 
tipo de gobierno prevaleciente y del campo del poder establecido, sí tuvo rasgos 
comunes que lo caracterizaron. Por ejemplo, predominó la idea de que la 
industrialización era el mejor mecanismo para transferir el progreso técnico y que la 
estructura productiva se caracterizaba a lo largo del proceso de crecimiento, por un 
aumento de la participación de la industria y los servicios, para que el peso de los 
productos básicos y agrícolas descendiera en la composición del PIB y de las 
exportaciones.  
En este sentido, de una u otra forma, el Estado fue asumiendo una serie de políticas y 
responsabilidades que condujeron a este propósito mediante la creación de entidades y 
bancos de desarrollo y fomento industrial, el diseño de mecanismos que forzaba a las 
instituciones financieras privadas a canalizar recursos hacia sectores que se 
consideraban prioritarios, el apoyo a la empresa privada con algunas medidas 
proteccionistas, aunque no siempre contaba con el respaldo político suficiente
22
, y una 
mayor intervención en los mercados agrícolas. En el campo social, el Estado también 
jugó un mayor protagonismo tanto en la educación, salud y vivienda, y en menor nivel 
en la seguridad social, conforme al tipo de Estado de Bienestar aplicado.  
Durante este periodo la región alcanzó las mayores tasas de crecimiento y desarrollo 
económico, a la vez que logró algunas reducciones en los niveles de desigualdad 
prevalecientes. De esta forma, participaba del ciclo económico de auge mundial cuando 
el sistema capitalista en general —centro y periferia— vivieron los “treinta años 
gloriosos” (Duménil y Levy, 2004).  
Sin embargo, esta fase de progreso económico y social a nivel mundial llegó a su fin 
con la declinación de la tasa de ganancia iniciada a finales de la década de los sesenta, y 
se vio agudizada por la crisis petrolera de 1973, con lo cual el mundo capitalista conoció 
la llamada “estanflación”, término que expresaba dos fenómenos que se pensaba nunca 
se iban a presentar simultáneamente: el estancamiento y la inflación, fenómeno frente al 
                                                             
22 Aunque para Stallings el poder adquirido por el Estado en la década de los setenta del siglo XX 
obedeció a su participación en diferentes actividades, porque se pensaba que “un Estado fuerte con una 
buena dosis de proteccionismo podía generar desarrollo” (1994, p.  59).   
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cual las recetas keynesianas se mostraron incapaces de enfrentar. Desde 1973 esta crisis 
atizó aún más la tendencia decreciente de la tasa de ganancia y las medidas tomadas 
para recuperarla no hicieron más que profundizarla: la abolición del patrón oro, la 
flexibilización laboral y la disminución del gasto público para reducir el déficit fiscal no 
lograron más que producir un marcado descontento social. El resultado no podía ser 
otro que el incremento del desempleo y la caída del poder de compra de los ciudadanos, 
por lo que los gobiernos se encontraron en la paradoja de incrementar sus gastos 
(mayores gastos en salud, educación, subsidios, etc.) a la vez que veían mermar sus 
ingresos provenientes de impuestos dada la caída de los salarios familiares y de un 
descenso de la producción y ventas de las empresas. De esta manera se configuraba lo 
que O´Connor (1981) denomina “la crisis fiscal del Estado”.  
Esta crisis significó, además, el agotamiento del régimen de acumulación fordista, 
según los regulacionistas, donde el consenso capital-trabajo se rompe como mecanismo 
para contrarrestar la decreciente tasa de ganancia que se empezaba a experimentar y, por 
tanto, el Estado dejaba de ser agente activo en este empeño. Se requería por el contrario,  
según el pensamiento ortodoxo, de una menor injerencia del Estado en la economía para 
incrementar la tasa de explotación mediante la reducción de la remuneración salarial y, 
para lo cual había que desconocer muchos de los beneficios sociales alcanzados a través 





CAPÍTULO I. PROGRAMA DE INVESTIGACIÓN  
1. ASPECTOS GENERALES 
El régimen de acumulación fordista donde la inversión, el empleo y los salarios crecían, 
así como la productividad laboral, que garantizaba aumentos sostenidos de la tasa de 
ganancia creaban las condiciones para “la constitución de un ‘Estado Benefactor’ 
armonizado por la expansión de los sistemas de seguridad social de carácter público” 
(Boyer, 2014, p. 9). Esto es lo que la teoría de la regulación ha denominado régimen de 
acumulación “keynesiano fordista”, donde el crecimiento continuo de la productividad 
fue determinante en la conciliación capital – trabajo, por lo que tanto empresarios como 
trabajadores se beneficiaban mutuamente (Boyer, 2015).  
Pero la incapacidad de mantener el continuo crecimiento de la productividad fue uno de 
los motivos para que se deteriorara ese sistema de acumulación y la tasa de ganancia 
empezara a decaer a finales de las décadas de los sesenta y setenta del siglo XX, 
profundizada además por la excesiva capacidad instalada y la creciente competencia 
entre las principales economías capitalistas (Brenner, 2009; Duménil y Levy, 1993, 
2002, 2007; Kliman, 2013, entre otros).  
Han sido variadas las interpretaciones dadas a estos años de inflexión. Para la CEPAL 
(2002), por ejemplo, el excedente de dólares en la década de los sesenta y de 
petrodólares en la década de los setenta del siglo XX, así como el déficit de los EE. 
UU., entre otras cosas, como consecuencia de la “guerra” de Vietnam, hizo perder 
vigencia a los acuerdos de Bretton Woods. Las modificaciones a estos acuerdos no se 
realizaron en forma consensuada sino que en forma unilateral el gobierno 
estadounidense se apartó de ellos con lo cual prácticamente selló su acta de defunción.  
Era, además, el síntoma de una serie de dificultades tanto políticas como ideológicas 
que se venían incubando desde el mismo momento en que el New Deal estaba en su 
apogeo, cuando los promotores más conservadores del libre mercado realizaban una 
férrea oposición a las políticas keynesianas de intervención estatal en la economía y en 
la regulación del régimen salarial existente. La promulgación del Acta Taft-Hartley en 
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1947, que hundió las conquistas laborales logradas durante en el pacto keynesiano, fue 
uno de los hechos determinantes en esta arremetida. 
La acentuación de la crisis económica y el debilitamiento del acuerdo capital - trabajo, 
fue, sin duda, una manifestación de la agudización del conflicto distributivo al cual los 
keynesianos también habían sido incapaces de enfrentar en forma homogénea. Al 
contrario, se profundizaron las divisiones entre los neokeynesianos estadounidenses, 
que compartían los planteamientos neoclásicos de que a los factores de producción 
(entre ellos el trabajo) se les retribuye de acuerdo con “lo que vale” o con relación a su 
contribución al proceso productivo, y los poskeynesianos quienes se oponían a esta 
interpretación y en cambio veían la necesidad de que ciertos procesos institucionales 
entraran a mediar en la relación salarial para mejorar la distribución del ingreso e 
incentivar la demanda. 
Se ha llegado a argumentar (Palley, 2005), inclusive que, de esta división keynesiana, 
desde donde salieron fortalecidos los postulados neokeynesianos, pudo ser una de las 
semillas de las fuerzas más conservadoras de la escuela neoclásica de la época. Este 
autor sostiene además, que el trabajo mental que se hizo durante la Guerra Fría, 
incentivando el individualismo como factor de éxito, y la antipatía contra la actividad 
económica colectiva, también fueron aspectos aprovechados para lanzar la famosa 
contrarrevolución macroeconómica; de esta manera, los planteamientos monetaristas y 
neoliberales comenzaron a irrumpir con fuerza en el pensamiento económico
23
. 
La escuela de la regulación francesa en alguna medida comparte la anterior apreciación, 
al establecer que el rompimiento del compromiso capital - trabajo, que buscaba 
armonizar la eficiencia económica con mayor justicia social, abrió las puertas a una 
verdadera contrarrevolución conservadora, que cerró cualquier posibilidad de mantener 
el modelo capitalista keynesiano fordista.  
De otra parte, Rodrik (2011) sostiene que el éxito de la internacionalización o 
globalización económica contribuyó a la destrucción de los acuerdos adquiridos 
                                                             
23Inicialmente Hayek (1986), luego la escuela de Chicago con Milton Friedman y otros economistas 
ortodoxos han sido los referentes de esta corriente macroeconómica. 
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previamente,  por lo que para Boyer (2015) significó  además una desconexión entre los 
intereses de los empresarios y los trabajadores, y el salario nominal pasó a ser 
considerado como un costo y no como una contribución al fortalecimiento de la 
demanda interna; igualmente, para este autor  
la globalización financiera exacerbó [el] proceso de desconexión entre el espacio 
económico y el espacio político, porque los dueños del capital podían retirar su dinero 
de una institución […] financiera y colocarlo en cualquier otra, lo que desagregaba la 
base material del crecimiento del consumo y producción en masa dentro del territorio 
nacional (Boyer, 2015, pp. 295-296).  
Asimismo, a la par de las ideas predominantes a nivel mundial y de sus influencias en 
América Latina, se empiezan a formular e implementar reformas que conducen al 
desmonte del dinamismo estatal en la actividad económica y de bienestar (Boyer, 2014; 
Théret, 2014; Stallings, 1994). Es por ello que desde 1970 se comienza a perfilar 
diversas formas de Estado
24
 en la conducción del capitalismo periférico. 
También se debe tener en cuenta que desde la misma época de auge del Estado 
Bienestar y de industrialización dirigida por el Estado ya se escuchaban voces 
opositoras al modelo, desde el ala más conservadora de los seguidores de la escuela 
neoclásica, como desde sectores de izquierda quienes reclamaban por la incapacidad del 
Estado para resolver los problemas de inequidad y pobreza (Hirschman, 1980).  
Las reformas que, bajo los lineamientos del FMI y del BM, tempranamente se iniciaron 
en Argentina y Chile en la década de los setenta —“los experimentos neoliberales del 
Cono Sur”— (CEPAL, 1984), fueron un indicio de las que se generalizarían durante los 
ochenta y noventa en el resto de la región y que tuvieron sellos diferenciadores en cada 
país; en términos generales, condujeron a la flexibilización laboral, a la liberalización de 
                                                             
24 Para (Bizberg y Théret, 2014), a nivel internacional se configuraron diferentes tipos de capitalismos: 1) 
un capitalismo determinado por la acción del libre mercado como el estadounidense, 2) el alemán o 
capitalismo coordinado por los actores sociales y donde los sindicatos juegan papel importante en las 
estrategias empresariales y salariales mediante el sistema denominado de cogestión, 3) el capitalismo 
definido por el Estado en Francia, y 4) el capitalismo donde los grandes conglomerados en actividades 





la economía y de capitales, a una menor presencia estatal, a la privatización de empresas 
oficiales tanto del sector productivo, comercial, de servicios y especialmente financiero.  
La idea central era implementar, en sus diferentes órdenes, los nuevos dogmas del 
pensamiento neoliberal que tenían seguidores en estos países, ya fuera porque habían 
estudiado en centros académicos con cada uno de estos matices
25
, o porque estas ideas 
habían sido recomendadas por los asesores extranjeros, o a través de las diferentes 
organizaciones de crédito y cooperación internacional (Decsi Arévalo, 1997). Stallings 
(1994) inclusive plantea la identidad de los intereses del campo del poder con las de las 
metrópolis, ya fuera por simple imitación de sus niveles de vida o porque también se 
sentían beneficiados por las políticas a establecer.  
El matiz implementado dependió en gran medida del tipo de gobierno —dictadura, 
autoritarismo o democracia—, de la “red de intereses” de las elites, de las capas medias 
de estos países, y de la fuerza de las diferentes organizaciones sociales para resistir a la 
reducción o eliminaciones de las políticas sociales y de seguridad social contenidas 
durante la fase de industrialización dirigida por el Estado. Así, por ejemplo, en Chile, 
las reformas se establecieron durante la dictadura tras una dura represión y asesinato de 
dirigentes sindicales; en México, en medio del autoritarismo de aquel país, mientras que 
las mismas se instituyeron bajo gobiernos democráticos en Brasil y Argentina (Bizberg 
y Théret, 2014). Estos hechos tuvieron que ver con la profundidad de estas reformas, 
pues, así como no hubo espacio para la oposición y protesta en Chile, la fuerza 
organizada de los movimientos sociales especialmente obreros impidió el desmonte 
total del Estado en Brasil, en aspectos de seguridad social.  
                                                             
25 Por ejemplo, las distintas formas de diagnosticar y enfrentar el desempleo en Colombia, fue resaltado 
por la revista Economía Colombiana (N° 296, mayo-junio, 2003) de la Contraloría General de la 
República al presentar un avance del estudio sobre las coyunturas y políticas económicas presentado en 
el documento Bien-estar y macroeconomía (CID, 2004). Allí se estableció que las diferentes lecturas que 
se han tenido sobre este crucial indicador de bienestar de la sociedad –el desempleo-, y sobre el tipo de 
políticas para reducirlo, en gran medida ha dependido de la formación de los profesionales que asesoran 
y toman decisiones al respecto. La mayoría de ellos “tienen una maestría o un doctorado de alguna 
Universidad de los Estados Unidos [...] Tal vez ésta no sea la única razón por la cual la ley sobre reforma 
laboral pasó sin mayores discusiones académicas por los claustros universitarios y las salas en pleno del 
Congreso colombiano, pero no cabe duda que las tradiciones pesan sobre el intelecto. Es difícil escapar 
de los compromisos implícitos que se adquieren en el salón de clases, en el centro de investigación o en 
el club de amigos” (p. 16-17). De esta forma establecía una relación entre el tipo de enseñanza recibido 
en dichos claustros y las políticas implementadas en el país.       
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En el aspecto macroeconómico dos indicadores parecían dar señales de las bondades de 
las reformas. La inflación era controlada hasta llegar a un solo dígito cuando ésta había 
presentado fuertes hiperinflaciones en algunos países (Brasil, Argentina, Bolivia, Perú y 
Nicaragua) mientras el resto se había acostumbrado a estar dentro de dos dígitos. El 
déficit fiscal también se había reducido. Igualmente, durante los primeros años de la 
década del noventa del siglo XX, dentro de la cual se ubica la primera fase de la 
apertura en Colombia, el flujo de capitales y la revaluación resultante incentivó en gran 
medida las importaciones y la región mostró un crecimiento satisfactorio respecto a la 
“década perdida del ochenta”, pero muy inferior, en comparación con la fase de 
industrialización dirigida por el Estado.  
En efecto, entre los años 1990 y 1997 se percibió un crecimiento promedio de 3.3 %, 
que logró reducir la pobreza y la indigencia (Ocampo, 1992 y Bértola y Ocampo, 2013), 
pero estas tendencias se detuvieron en 1997; del periodo 1998 a 2003 el crecimiento fue 
de solo 1.45 % lo cual significó un retroceso en la lucha contra la pobreza, que  a su vez 
fue un indicativo de los costos sociales y económicos de la desinflación a rajatabla, 
como bien lo sustentó en su momento Stiglitz (2008). Para Ocampo (1992) y Bertola y 
Ocampo (2013) estos retrocesos en la mayoría de indicadores hasta 2002 fue el síntoma 
de una nueva “media década perdida” para la región en su conjunto.  
En Colombia, el giro en la intervención estatal empieza a manifestarse durante el 
gobierno de Alfonso López Michelsen, aunque sin mayor éxito, debido en alguna 
medida a la presión ejercida por las organizaciones sindicales y sociales que se 
concretaron en el paro cívico de 1977, aunque más tarde se implementan con dureza a 
partir de la administración Gaviria
26
. Por supuesto que las medidas adoptadas tanto en el 
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Para esta época se produjo el recrudecimiento de la violencia guerrillera, en un primer momento, por 
el ataque a Casa Verde (sede del Secretariado de las FARC), el 9 de diciembre de 1990 por el entrante 
presidente, Gaviria Trujillo, y años más tarde por el rompimiento de las negociaciones en Tlaxcala, 
México, con la Coordinadora Guerrillera Simón Bolívar (CGSB), que agrupaba a las FARC, al EPL y al ELN, 
en septiembre de 1992.  Además, la muerte de Pablo Escobar el 2 de diciembre de 1993, con la 
participación de los Perseguidos por Pablo Escobar –Los  Pepes-, significó la consolidación de los grupos 
paramilitares, comandadas por los hermanos Castaño Gil y Ramón Isaza,  profundizando la llamada 
“guerra sucia” (Basta Ya!, 2013) que se ensañó contra dirigentes políticos de izquierda, sociales, cívicos y 
sindicales, lo cual debilitó, aún más, a las organizaciones sindicales y sociales (Delgado 2013), por lo que 
la resistencia social disminuyó. Esta disminución, se afirma, por una parte, que se debió en gran medida 
como un compás de espera para la implementación de la Constitución de 1991 (Archila, 2003). Por otro 
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centro como en la periferia, tenían como finalidad recuperar la tasa de ganancia cuya 
tendencia decreciente afligía a las elites políticas y económicas dominantes 
(Kalmanovitz, 1984; Ramírez, 2008; Trujillo, 2002).  
Aunque las reformas, en el mismo sentido, provenientes del “Consenso de Washington” 
en la década de los ochenta e implementadas a nivel latinoamericano y nacional, en gran 
medida bajo la presión de FMI y el BM
27
, han tenido resultados ambivalentes en sus 
objetivos de recuperar estas economías. Han profundizado las diferencias entre los 
países del centro con la periferia y, dentro de ambos, las desigualdades entre las elites 
con la mayoría de la población como lo demuestra el coeficiente de Gini
28
. Por 
supuesto, esto ha suscitado grandes movimientos sociales de protesta a nivel mundial, 
regional (Seoane, J. et al., 2006) y nacional, con lo que se empieza a deducir quiénes 
han sido los perdedores con el declive de la tasa de ganancia así como de las estrategias 
adoptadas para recuperarla, tanto entre países como al interior de cada uno de ellos. 
Las incontrastables cifras recogidas por el economista francés Thomas Piketty (2014) en 
una investigación que muestra las desigualdades de ingresos y de riqueza entre el siglo 
XVIII hasta 2010, demuestran que, a partir de 1980 se han presentado dos hechos que 
reflejan con toda claridad la creciente desigualdad al interior de los países desarrollados. 
De un lado, encontró, por ejemplo, que en EE. UU., el decil más alto de la población 
pasó de tener 30-35 % de participación en el ingreso nacional en 1980, al 45-50 por 
ciento en el 2000. Igualmente, halló que el 1 % más rico de ese país pasó de tener el 9 % 
del total del ingreso nacional en 1970 a aproximadamente el 20 % en los años 2000-
2010. Datos muy similares presentó el reconocido economista A. Shaikh en sus 
                                                                                                                                                                                  
lado, también, se argumenta que con su expedición no se superó la guerra y, por el contrario, se 
profundizó luego de un primer momento de euforia de paz suscitado por algunas desmovilizaciones 
insurgentes y de algunos paramilitares (Archila, et al, 2010). 
27 Aunque algunos autores han sugerido que la presión de las agencias externas, en general, tuvieron 
una influencia más limitada de la que comúnmente se cree sobre las medidas adoptadas, así como en la 
implementación de los programas de ajuste y estabilización (Kahler, M, citado por Stallings, 1994).  Ver 
tambien   
28 Este coeficiente mide el grado de concentración de la riqueza y oscila entre 0 y 1. Así, si el coeficiente 
es igual a 0, significa que hay equidad, es decir todos los individuos tienen los mismos ingresos; pero si 
este índice es igual a 1, quiere decir que la inequidad es absoluta, un individuo concentraría todo el 
ingreso. Mientras que este índice para Brasil en 2003, fue de 0.58, Bolivia (2003) de 0.60 y Colombia 
(2003) de 0.586, para países industrializados como EE. UU. (2000) fue de 0.408, Suecia (2000) de 0.25 y 
Canadá (2000) de 0.326, según datos de Klisberg (2007). 
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conferencias en la Universidad Nacional de Colombia en noviembre de 2015, quien 
también evidenció la forma como las tensiones entre el capital y el trabajo o más 
concretamente entre salarios y beneficios se tornó más desigual a finales de la década de 
los setenta e inicios de la de los ochenta del siglo XX
29
.  
De otro lado, al analizar la concentración de la riqueza, evidenció que la recuperación 
de la tasa de rentabilidad del capital
30
 (tasa de ganancia en nuestro caso) estuvo 
soportada en un mayor crecimiento de la productividad del trabajo respecto al de la tasa 
de salarios, lo cual indicaría, además, una profundización de la tasa de plusvalía. Este 
hecho se constató también al comparar la participación de los salarios en el ingreso 
nacional la cual decreció en favor del aumento de las ganancias de capital respecto de 
esta misma variable que mide el crecimiento de la economía. Lo irónico de esta 
investigación, que abarca “tres siglos y más de una veintena de países”, es que 
utilizando un marco conceptual muy cercano a la neoclásica llega a los mismos 
resultados que han encontrado la mayoría de autores heterodoxos.  
Igualmente, aunque la explicación del comportamiento de la tasa de ganancia —o tasa 
de rentabilidad de capital, como prefiere llamarla Piketty— también sigue la orientación 
neoclásica (según la cual depende del comportamiento de la productividad marginal del 
capital) muestra que ésta evidenció una importante recuperación desde los ochenta. 
Igualmente, que dicha recuperación estuvo acompañada de una mayor productividad del 
trabajo, de la flexibilización laboral, producto de las reformas implementadas por los 
diferentes gobiernos, así como de la mayor movilidad y desregularización del mercado 
de capitales. Esto en términos marxistas, heterodoxos y regulacionistas no es más que el 
aumento de la tasa de plusvalía que contrarresta la tendencia a la caída de la tasa de 
ganancia.  
                                                             
29 El profesor Shaikh fue invitado por la Cátedra Lauchlin Currie los días 3, 4 y 5 de noviembre de 2015 a 
la Universidad Nacional de Colombia, sede de Bogotá. 
30 Piketty (2014) prefiere utilizar el término tasa de rentabilidad del capital al de tasa de ganancia 
porque encuentra que esta última “a menudo se ha utilizado en forma ambigua, a veces se refiere a la 
tasa de retorno y otras veces, dice, (erróneamente) a la participación de las ganancias en el ingreso o en 
el producto”. Pie de página núm. 14, p 68. En esta Tesis se continuará con el concepto desarrollado por 
la corriente heterodoxa y la cual se explicará más adelante.   
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Piketty (2014) también es consciente del papel que juega el Estado mediante las 
diferentes reglamentaciones y políticas públicas que afectan el mundo del trabajo y del 
capital, donde se dirimen fuerzas y el poder de negociación que tengan las partes allí 
representadas. Por ello en alguna medida reconoce, aunque no es parte fundamental en 
su trabajo, las relaciones de poder que se dirimen al momento de recuperar la tasa de 
ganancia cuando esta se encuentra en descenso o estancada. 
La disminución de la participación de los salarios en el ingreso nacional que se 
presentó, tanto en los países desarrollados como en desarrollo, a partir de la década 
setenta del siglo XX fue el resultado de una ofensiva del capital contra el trabajo 
disparada en respuesta a la crisis de rentabilidad y acumulación, hecho que es 
compartido tanto por Piketty como por la mayoría de economistas. 
Para el caso colombiano, Piketty al tomar en cuenta algunos países en desarrollo
31
, 
aunque sin profundizar en el fenómeno de la desigualdad nacional, confirma que esta es 
una de las sociedades más desiguales del WTID
32
, donde “la parte del percentil superior 
se situó en alrededor del 20 por ciento del ingreso nacional durante todo el periodo 
1990-2000; enfatiza igualmente que el nivel de desigualdad colombiana es mayor que la 
alcanzada por EE. UU.” (p. 359, gráfico IX. 9).  
En nuestra tesis, al enfocarnos en el aspecto social, mediante una rápida y muy 
preliminar comparación de la tasa de ganancia de la economía nacional con la evolución 
de los movimientos sociales (gráficos 6 y 5 respectivamente), vemos que mientras la 
primera evidencia una tendencia decreciente desde la década del setenta del siglo 
pasado (con leves repuntes desde mediados de la década de los ochenta hasta la mitad 
de la de los noventa), igual que lo acontecido a nivel internacional, los movimientos 
sociales para este mismo periodo, y según el trabajo de Archila (2008), experimenta un 
crecimiento de la protesta social, lo que reflejaría una relación inversa, aunque tenue, 
entre las dos variables.  
                                                             
31 Los países llamados por Piketty “emergentes” que incluye en su estudio sobre la desigualdad a nivel 
mundial son: India, Indonesia, China, África del Sur y Argentina. A Colombia solo la menciona para 
destacar el nivel de inequidad alcanzado, el cual está por encima de estos países en desarrollo.   
32 World Top Incomes Database. Base de Datos de los ingresos más altos del mundo (Oxford University 
Press, 2007).  
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En alguna forma se entendería el hecho de que en la medida que la tasa de ganancia cae, 
las élites económicas y políticas llevan a cabo medidas y acciones para restablecerla 
mediante el redireccionamiento de inversiones, así como de la reducción de costos, y la 
remuneración al trabajo (salarios), principalmente y la supresión de reivindicaciones 
sociales que hacen, por tanto, que aumenten las protestas ciudadanas. Giraldo (2009) 
establece que el diseño de los programas de ajuste y de reformas estructurales en 
América Latina, después de la crisis de la deuda de los ochenta, estuvo fuertemente 
influenciado por las “sugerencias” de las entidades financieras internacionales tanto 
privadas como multilaterales representadas en el BM, FMI, BID, así como del gobierno 
estadounidense que a su vez encontraron resonancia en las elites dominantes de estos 
países.   
Al tomar por ejemplo el periodo de los noventa, se observó cómo a medida que la tasa 
de ganancia experimentaba un nuevo descenso en el lapso 1991-1994 (gráfico 6) de un 
lado, se daba paso también a la primera flexibilización laboral recortándose las 
prestaciones sociales y disminuciones en las indemnizaciones por despidos 
injustificados, hechos que se reflejaron en la disminución del salario real; y de otro, la 
reducción del gasto público en los servicios sociales básicos a causa de las 
privatizaciones de las principales empresas del Estado que los prestaban, acorde al 
nuevo modelo de corte neoliberal adoptado (Giraldo, ibídem).  
Contrario a lo que podría esperarse, de un aumento de las protestas sociales, se dio una 
aparente pasividad tanto de los sindicatos como de las diferentes organizaciones 
sociales y cívicas que puede explicarse, primero, por el alarmante fortalecimiento y 
crecimiento de las acciones criminales de los paramilitares contra estos dirigentes
33
, y 
segundo, según Archila (2003), debido al compás de espera y expectativa de la 
población colombiana por los resultados de la nueva constitución nacional. 
A ello, se agrega que ante la apertura económica y financiera, de los primeros años del 
noventa, se presentó una avalancha importadora y un creciente consumo nacional de 
bienes extranjeros dando la sensación de que el país vivía un verdadero auge 
                                                             
33“A la economía le va bien mientras al país le va mal” repetía el presidente de la Andi en los noventa. 
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económico, fenómeno que en su momento se denominó “la borrachera aperturista”
34
. 
Este repunte económico y social coincidió con las cifras experimentadas a nivel 
latinoamericano.  
Sin embargo, como algunos economistas no oficiales lo pronosticaron
35
, luego del 
aparente auge de la primera etapa de la apertura se llegó a una fase de estancamiento 
económico que tocó fondo con la mayor depresión económica vivida por el país en el 
siglo XX, —“el guayabo aperturista”— cuando el producto interno bruto nacional 
descendió al -4.2 %, en 1999. Con ello, la tasa de ganancia continuó su descenso, así 
como los salarios reales, mientras las protestas sociales experimentaron un vertiginoso 
ascenso.  
El inicio del presente siglo estuvo marcado por una recuperación general de la economía 
y, aunque la tasa de ganancia también repuntó en 2000, reinicia su descenso a partir de 
entonces, por lo que, ante la presión de los grupos y gremios económicos, el gobierno 
emprende otra serie de reformas que flexibilizan más el mercado laboral con lo cual, los 
salarios reales siguen en franco deterioro, a pesar de la pequeña recuperación de 2004. 
Ante esta situación las protestas sociales se reavivaron, aunque las reivindicaciones por 
mejores condiciones salariales que hasta ese entonces habían sido lideradas por los 
sindicatos, son desplazadas por marchas que exigen respeto por los derechos humanos, 
la vida y mejores servicios sociales, específicamente los reclamos por una mejor 
educación; para esta ocasión los movimientos estudiantiles fueron grandes protagonistas 
(Archila, 2008).   
Por tanto, el periodo escogido es rico en cuanto a los cambios económicos, políticos y 
sociales ocurridos que de alguna manera tienen que ver con la tendencia decreciente de 
                                                             
34
En esta coyuntura era evidente el debilitamiento del sistema bipartidista que ya se había manifestado 
por los diferentes sectores que integraron la constituyente, la cual a su vez abrió mayores espacios de 
participación y fue bien aprovechada por los grupos económicos en la planeación y decisiones que 
sustentaban sus intereses. 
35Entre ellos se pueden mencionar las numerosas columnas en el periódico El Espectador y libros de 
Sarmiento Palacio (1996, 2008, entre varios) al respecto; además de los diversos trabajos de Misas 
Arango (2002, 2014), García José G (2002) y varios profesores de la Universidad Nacional en la revista 
Cuadernos de Economía, así como de las tres publicaciones de Bien-estar y Macroeconomía (2004, 2006 
y 2007) del CID de la misma Universidad. A nivel latinoamericano se destacan trabajos de Salama (1981, 
1994, 1997, 2006), Théret (2005, 2011) Marques-Pereira (2006), Ocampo (2002, 2007), Bértola y 
Ocampo (2013), Bértola (2014) y la CEPAL (2002), entre otros.    
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la tasa de ganancia y la forma como el capital reacciona para tratar de revertir esta 
trayectoria. Hechos como el fomento y posterior desmonte del modelo de 
industrialización por sustitución de importaciones, ISI, o de industrialización liderada 
por el Estado, con la intervención estatal en la dinámica económica del país; la bonanza 
cafetera; el paro cívico de 1977; la crisis financiera de 1982; la crisis de la deuda de la 
década de los ochenta del siglo pasado; la nueva constitución de 1991 y la apertura 
económica; la recesión de 1999, y el poder alcanzado por el sector financiero, entre 
otros, han marcado el devenir del país en varios aspectos y colocan una especie de 
interrogantes en estas etapas. 
De esta forma el análisis de la evolución de la tasa de ganancia, su incidencia en la 
distribución del ingreso y en el comportamiento de la economía, se hace desde una 
visión más integral, donde las relaciones sociales y de poder entre los diferentes actores 
ayudan a tener un conocimiento completo de lo acaecido durante el periodo de estudio 
escogido: 1970-2000 (gráfico 1). 
Por tanto, en la determinación de esta variable se tienen en cuenta los aspectos que en 
alguna medida influyen en su comportamiento, así: el Estado, y las elites intervienen 
dando forma al marco institucional que logre la necesaria legitimidad y la tasa de 
ganancia requerida para realizar inversiones y garantizar la acumulación de capital.  
El aspecto económico está influenciado además por factores externos e internos que 
inciden en la determinación del modo de acumulación a implementar. Cualquier 
esfuerzo por indagar sobre el devenir de una economía nacional irremediablemente se 
tropieza con las condicionalidades impuestas por la economía mundial. Y, el aspecto 
social que se mezcla con los dos anteriores, establece la forma como son tomadas las 
decisiones, a quiénes pueden afectar y los medios utilizados para neutralizarlas. En el 
fondo las mismas, se enfocan en el mantenimiento de la tasa de ganancia que estimule la 
inversión y la acumulación que beneficie a las diferentes elites económicas y políticas.  
En este proceso, intervienen diversos grupos políticos, sociales, económicos, y 
diferentes fuerzas de presión (sindicatos, organizaciones sociales, grupos y gremios 
económicos), así como fuerzas irregulares que desafían el poder del Estado. 
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Gráfico 1.  Los múltiples determinantes de la tasa de ganancia.    
Fuente. Elaboración propia 
2.- ELEMENTOS CONCEPTUALES DE LA TASA DE GANANCIA  
Tomar la tasa de ganancia como indicador del comportamiento de la economía y de la 
forma como se distribuye el producto de la misma, la renta, nos anima a hacer unos 
comentarios sobre el campo de las relaciones económicas y sociales donde se origina, 
desarrolla y evoluciona. 
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2.1.- La ganancia 
Aquí nos encontramos con dos posiciones diferentes sobre un mismo concepto entre 
heterodoxos (entre ellos marxistas y regulacionistas) y ortodoxos; los primeros 
sostienen que, para determinar la tasa de ganancia es necesario previamente haber 
establecido la ganancia como masa, los segundos afirman que “la ganancia o el 
beneficio solo es comprensible a través de dicha tasa. La uniformidad de la tasa de 
beneficio constituye la definición misma de beneficio” (Aglietta, 1979, p. 240)
36
. 
Anteriormente, los autores clásicos justificaban esta ganancia al considerarla como, la 
remuneración que obtienen los empresarios por el solo hecho de colocar el capital en el 
proceso de producción, porque según su entendido “es necesario que se dé algo por 
razón de las ganancias que corresponden al empresario, el cual compromete su capital 
en esa contingencia” (Smith, 1997, p. 48). En su concepto la ganancia, igual que la 
renta, son deducciones del 
producto trabajo que se emplea sobre la tierra […] porque la mayoría de los obreros de 
casi todos los oficios y las manufacturas necesita un empresario que les adelante las 
materias primas para su trabajo y sus salarios y medios de sustento hasta la terminación 
de su trabajo. Este empresario reparte el producto de su trabajo o el valor incorporado 
por éste a las materias primas elaboradas; y esta parte constituye su ganancia (las 
cursivas son del original) (Smith citado por Roces, 1945, prólogo).  
Es importante en este aspecto notar además, que Smith considera la ganancia como una 
parte del valor agregado que realizan los trabajadores a las materias primas. 
El otro gran destacado economista clásico, David Ricardo, coincidía con Smith al 
definir también la ganancia como un residuo, pero en su concepto, no del precio sino de 
la renta pues según su teoría del valor - trabajo, el valor total de una mercancía puede 
dividirse en los diferentes factores que participan en su elaboración tales como los 
salarios pagados a los trabajadores, los beneficios que remuneran el capital y la renta 
apropiada por los propietarios de la tierra, lo cual es concordante a su vez, con la teoría 
de la distribución esbozada por él.  
                                                             
36 Aglietta, Théret y Boyer son los reconocidos pioneros de la Escuela de Regulación francesa.  
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Así para Ricardo, la ganancia en la explotación de la tierra es un residuo del producto 
una vez que se han pagado los salarios a los trabajadores y la renta a los terratenientes 
propietarios de la misma. Este razonamiento también lo utiliza para los productos 
manufacturados, con la salvedad que, hace que en esta actividad manufacturera no se 
pague renta, por lo que “[…] El valor total de sus bienes se divide solamente en dos 
proporciones: una constituye el beneficio [o la ganancia] del capital; la otra, la 
retribución [o los salarios] de la mano de obra” (Ricardo, 1976, p. 84).  
Sin embargo, es importante tener en cuenta las repetidas críticas que hace Marx a los 
anteriores autores, especialmente a Ricardo, porque este “confunde inmediata y 
directamente el beneficio con la plusvalía, [y] en absoluto ha establecido esa diferencia” 
(Marx, 1971-1972, p. 287). En reiteradas ocasiones clarifica que  
la ganancia es solo una porción de la plusvalía por lo que no debe confundirse esta con 
el beneficio o la ganancia de capital […] por lo que Marx califica como defecto 
principal el que este ´no expone la plusvalía en su pureza, es decir de sus formas 
especiales como el beneficio, la renta de la tierra, etc., por lo que confunde 
inmediatamente las leyes de la tasa de plusvalía con las de la tasa de beneficio (Engels, 
1962, p. 206).  
La plusvalía también se utilizaría para remunerar el interés al capital y los impuestos al 
Estado.  
El autor de ‘El Capital’ sostuvo que, si Ricardo hubiese hecho esa distinción de la 
ganancia solo como una parte de la plusvalía, lo habría obligado a entender que entre el 
capital y el trabajo se establece una relación de poder y de excedente apropiado por el 
primero, por lo que, entre ellos, no solamente interviene una relación de intercambio 
equivalente entre dos factores de producción como lo sostiene la corriente principal de 
la economía (Marx, 1971-1972). 
 Posteriormente con estas precisiones, un reconocido marxista, sostiene que 
para el éxito de la producción capitalista, es decir, para que esta cree su propia ganancia, 
los trabajadores deben ser inducidos a trabajar más allá del tiempo requerido para 
producir sus propios medios de consumo; deben, en otras palabras, trabajar tiempo de 
trabajo excedente para producir el producto excedente sobre el que se fundamenta la 
ganancia (Shaikh, 1990, p. 4).  
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En este sentido, la ganancia como expresión de una relación de distribución social, se 
convierte en el objetivo central, es decir la principal motivación de la clase capitalista 
para que se continúe con el proceso de acumulación. Aquí ya empieza a tenerse en 
cuenta el factor político propio de la lucha de clases, a la que tanto hace referencia la 
corriente marxista.  
Es así como la línea heterodoxa en sus diferentes vertientes, y adoptando las anteriores 
consideraciones, han seguido los lineamientos del marxismo al considerar que la 
ganancia es el verdadero motivo de la producción capitalista y que por tanto, se ha 
tratado de incrementarla, ya sea a través del simple aumento de las horas o jornadas de 
trabajo (plusvalía absoluta) o mediante la tecnificación de los equipos o del proceso 
productivo, para incrementar la productividad del trabajo y la disminución del costo 
salarial (plusvalía relativa).  
2.2.- La tasa de ganancia 
Una vez establecidos unos lineamientos sobre la forma como surge la ganancia, ahora es 
preciso detenernos un poco en nuestra variable central que es la tasa de ganancia, 
indagar sobre la forma como ha sido conceptualizada por las diferentes corrientes de 
pensamiento
37
. Así, vemos cómo los diferentes autores
38
, especialmente clásicos, 
marxistas en los siglos XVIII y XIX, y posteriormente Keynes con la Eficiencia 
Marginal del Capital, EMK, y en alguna medida los regulacionistas, en los siglos XX y 
XXI respectivamente, han estudiado la importancia que tiene la tasa de ganancia en la 
explicación del comportamiento de la economía y su influencia en la distribución del 
ingreso. Pero han sido los marxistas quienes han tenido mayor continuidad en su 
análisis.  
Inicialmente, Adam Smith y David Ricardo destacaron la necesidad de que se 
compensara con una tasa de ganancia suficiente “las pérdidas ocasionales a que se 
                                                             
37 Los heterodoxos, marxistas y regulacionistas han tratado de evaluarla (la tasa de ganancia) desde una 
óptica más integral, donde la política, las relaciones de poder y el papel del Estado son tenidos en 
cuenta, además de las variables puramente económicas, para determinarla y analizar cómo han influido 
en su comportamiento. Aunque es de tener en cuenta que para el pensamiento regulacionista no es una 
variable central en sus investigaciones.           
38 Ver por ejemplo los citados Foley, Tomé, Cuevas, Aglietta. 
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expone cualquier colocación de capital” (Smith, 1997, p. 94). Ambos autores 
concordaban en que esa tasa de ganancia tendía a equilibrarse o gravitar sobre una “tasa 
natural” de ganancia que se establecía por la movilidad de capitales, propia de la 
competencia perfecta, para obtener las mejores rentabilidades.  
Por tanto, para los clásicos, especialmente para Smith, la tasa de ganancia era un centro 
de gravedad sobre el cual girarían las rentabilidades “naturales” de los diferentes 
capitales invertidos en diversas actividades, estableciéndose una especie de equilibrio 
—uniformidad— entre las mismas. Para estos autores, entonces, la tasa de beneficio es 
“la representación del capitalismo como orden económico natural” (Aglietta, 2007, p. 
241), y la cual Smith identifica con la tasa media de ganancia para toda la economía.  
Por su parte Ricardo, al referirse a la igualación de las tasas de ganancia sostenía que 
era 
el deseo eterno por parte de todos los empresarios, que consiste en abandonar una 
actividad menos provechosa por otra que reporta más ventajas, registra una fuerte 
tendencia a igualar las tasas de utilidades [ganancias], o a fijar estas en proporciones 
tales, según estimaciones de las partes, compense cualquier ventaja que uno puede 
tener, o parece tener, sobre los demás (1976, pp. 67-68).  
La competencia entonces, era el mecanismo a través del cual se igualaban las tasas de 
ganancia en las diferentes actividades de una economía mercantil.  
Años más tarde, Keynes también se interesó por el estudio del beneficio asimilándolo 
con la eficiencia marginal del capital (EMK), entendida como “el rendimiento probable 
que se espera obtener de la venta de los productos como consecuencia de la compra de 
un bien de capital, después de deducir los gastos de operación respectivos”. Buscando 
clarificar aún más este concepto afirmaba que, 
defino la eficiencia marginal del capital como si fuera igual a la tasa de descuento que 
lograría igualar el valor presente de la serie de anualidades dada por los rendimientos 
esperados del bien de capital, en todo el tiempo que dure, a su precio de oferta (Keynes, 
2000, p. 125). 
En este sentido, Cuevas (2002) sostiene que, con la anterior precisión de la EMK, 
Keynes buscó asimilarla con la tasa de ganancia o la rentabilidad esperada por el 
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inversionista cuando planea realizar una inversión. Sobre las anteriores concepciones de 
la tasa de ganancia es que diferentes autores seguidores de estos pioneros del 
pensamiento económico, han desarrollado innumerables investigaciones y estudios para 
tratar de comprenderla y evaluar la forma como incide en el comportamiento de la 
economía y en la distribución del ingreso
39
. 
Sin embargo, como afirmamos anteriormente, han sido los autores marxistas quienes 
más han insistido en el análisis de este indicador. Por tanto, una vez analizado el papel 
de la tasa de ganancia que anteriormente habían abordado tanto Smith como Ricardo, 
Marx la colocó en el punto central de su estudio acerca del capital y la forma de 
producción capitalista.  
Además, Marx buscando construir un mecanismo para calcular dicha tasa, conceptuó 
que  
la plusvalía o, en su caso, la ganancia, consiste precisamente en el remanente del valor 
de la mercancía sobre su precio de costo, es decir, en el remanente de la suma total de 
trabajo contenida en la mercancía después de cubrir la suma de trabajo retribuido que en 
ella se encierra. La plusvalía es, pues, cualquiera que sea la fuente de donde provenga, 
un remanente sobre el capital global desembolsado. Por consiguiente, este remanente 
guarda con el capital global una relación que se expresa por el quebrado P/C, llamando 
C al capital total [y P a la plusvalía o ganancia]. Obtenemos así, la cuota de ganancia [o 
tasa de ganancia] P/C (Marx, 1985, T. III, cap. I, p. 58). 
La cual para Marx “es el resorte propulsor de la economía capitalista, que solo produce 
lo que puede producirse con ganancia y en la medida en que esta pueda obtenerse” 
(ídem)
40
. Igualmente, Marx era aún más explícito en la definición de la tasa de ganancia 
cuando afirmaba que esta “se forma porque la plusvalía total producida se calcula sobre 
el capital social de la sociedad” (1985, capitulo XV, p. 256)
41
. 
                                                             
39Sin embargo, se deben tener en cuenta los trabajos seminales efectuados entre otros por los 
mercantilistas y, veinte años antes de la aparición de obra cumbre de Smith, por los fisiócratas en 
cabeza de máximo exponente Francois Quesnay cuando escribió Análisis de la Fórmula Aritmética del 
Tableau Economique. Los fisiócratas son considerados como la primera escuela económica conformada 
como tal.   
40 Como se ha indicado anteriormente, Marx fue reiterativo en la distinción entre plusvalía y ganancia.   
41 Citado por Mandel, donde Marx nuevamente define la tasa de ganancia para demostrar que Ricardo 
no tenía claridad sobre este concepto el cual confundía la tasa general de plusvalía, las cuales, en efecto, 
son medidas muy diferentes (Mendel, 1972, p.  286) 
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De lo anterior se desprenden dos aspectos que en el presente trabajo se tendrán en 
cuenta y los cuales hacen referencia, por un lado, a la finalidad de la producción 
mercantil, la cual es la obtención de beneficios en cualquiera actividad económica y, por 
otro, a la forma de medir dichos beneficios o ganancias que se obtienen a través de la 
tasa de ganancia, considerada como el verdadero motor de las economías de mercado.  
Los continuadores del pensamiento marxista han acogido estos planteamientos acerca 
de la finalidad de la maximización de los beneficios y el cálculo de su tasa, como 
mecanismo para analizar el comportamiento de diferentes economías y la forma como 
se ha distribuido la producción de las mismas.  
Así, Shaikh la define como la proporción de los beneficios (antes de los pagos de 
intereses e impuestos sobre el beneficio al comienzo del año) del costo real de sus 
plantas y equipos (Shaikh, 1990)
42
. Mientras que para Brenner (2009) la tasa de 
ganancia se constituye en un importante indicador para los inversionistas que, buscan 
incrementar su inversión en la actividad que han estado desarrollando o, por el 
contrario, consideran más pertinente dirigirla hacia otra actividad que les pueda ofrecer 
una mayor rentabilidad. En este sentido la tasa de ganancia entendida como la relación 
entre la ganancia o plusvalía (G) y el stock de capital (K), (g = G/K), es la que 
determina el atractivo relativo de inversión de los fondos que el empresario disponga 
emplear en bienes de capital y en trabajo.  
Otros dos reconocidos economistas marxistas, Duménil y Levy, sostienen que  
una tasa de beneficio es un cociente de una medida del beneficio a una medida del 
capital, beneficio/capital: [donde] 
1.- El beneficio es un flujo [variable] que puede ser expresada como la diferencia entre 
otros dos flujos [también variables]: producción-costos. 
2.- El capital es un stock [variable], es decir una cantidad de dinero la cual ha sido 
invertida en cierta línea [actividad] (1993, p. 20; traducción del autor).  
Posteriormente clarifican aún más su conceptualización afirmando que, 
                                                             
42 También en The first great depression of the 21st century. Información que puede ser ampliada en el 




la tasa de ganancia es un indicador de la rentabilidad del capital, relacionando la masa 
de las ganancias [o beneficios] realizadas en un periodo dado, un año, con la suma total 
de los fondos invertidos en una empresa, un sector o el conjunto de la economía […] lo 
que interesa a los capitalistas [es saber] cuál es la suma total de capital que se debe 
invertir para lograr [un] beneficio (2005, pp. 44-45).  
Finalmente, quienes también tienen una interpretación de este indicador de la 
rentabilidad muy cercana a la marxista, son los regulacionistas de la escuela francesa de 
Paris, quienes realizan una especie de integración crítica para armar un esquema 
argumentativo con el fin de proponer una explicación a los ciclos económicos y las 
crisis del capitalismo; partiendo de los aportes del marxismo, de la escuela francesa de 
Annales, de las bases macroeconómicas de Keynes y Kalecki; y todo lo anterior 
enmarcado en el institucionalismo norteamericano, más conocido como “el viejo 
institucionalismo”; una escuela surgida a finales del siglo XIX y comienzos del XX en 
los Estados Unidos y cuyos representantes más influyentes fueron Thorstein Veblen 
(1974), John Commons (2003) y Wesley Mitchell (1938). Estos institucionalistas fueron 
los primeros en destacar la importancia económica de los hábitos de conducta y de 
pensamiento de los individuos; igualmente trataron de analizar y comprender el papel 
que juega el entramado institucional en el desarrollo económico.  
Por lo anterior, y a medida que desarrollábamos la presente Tesis Doctoral, así como la 
orientación dada a la misma, buscando integrar elementos de la teoría económica con la 
historia, la ciencia política y la sociología, para entender de una manera más cercana 
tanto los diferentes actores que intervienen en la determinación de la tasa de ganancia 
así como en su evolución
43
, encontramos en los planteamientos de esta escuela, valiosos 
instrumentos integrales de análisis, algunos de los cuales serán utilizados en este trabajo 
para la adecuada interpretación de los hechos económicos que están relacionados con 




                                                             
43 Empero es preciso hacer la salvedad que, aunque esta escuela tiene en cuenta dicho indicador en sus 
análisis sobre las crisis del capitalismo, la misma no ha sido núcleo central en sus investigaciones  
44 Por tanto las mismas serán expuestas en forma más amplia en el anexo de la presente tesis doctoral. 
En este aparte presentamos una visión más general de las mismas. 
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Katz (1992) fue quizá, quien más pronto escribió uno de los ataques más mordaces a 
esta escuela, por lo que muchas de las limitaciones enunciadas por entonces han venido 
siendo superadas a través del tiempo. Por ejemplo, recrimina que el regulacionismo 
haya descuidado el análisis de la economía mundial para concentrarse en regímenes de 
acumulación nacionales de países representativos como Estados Unidos, Alemania, 
Francia o Japón (últimamente China), mientras que en América Latina sus 
investigaciones se han centrado en Brasil, Argentina, México y recientemente Chile.  
También Brenner et al (2003) se unieron a las voces que cuestionan a esta escuela 
francesa sosteniendo que no valora suficientemente las relaciones sociales de propiedad 
capitalistas, las cuales explican en gran medida los conflictos de clase dado que, la 
propiedad de los mismos, establecen relaciones de dominio y extracción de plusvalía 
por parte de aquellos que se han apropiado de los medios de producción hechos en 
etapas precedentes.  
Estos últimos autores concuerdan con otros críticos de la escuela de la regulación 
(Gajst, 2010) por su centralidad en la explicación de la crisis capitalista como 
consecuencia del subconsumo de la clase trabajadora, al presentarse una especie de 
“producción en masa sin consumo en masa” debido al desarrollo desigual de los 
sectores I y II, que hace que el insuficiente consumo de los trabajadores del sector II sea 
incapaz de adquirir medios de producción al sector I. 
En este sentido, la presente tesis doctoral ha tenido especial cuidado de los anteriores 
comentarios, los cuales sirven como insumo para continuar con el objetivo de indagar 
sobre la forma como diferentes aspectos han influido tanto en el comportamiento de la 
tasa de ganancia, como de la evolución de la economía nacional. Cabe resalta que, los 
planteamientos de la misma, en varios aspectos, son concordantes con las demás fuentes 
de pensamiento que alimentan el enfoque heterodoxo dentro del cual se inscribe. 
Asimismo, a nivel nacional se tiene en cuenta el aporte que ha hecho al análisis de la 
fiscalidad en Colombia (Arévalo y Rodríguez, 2001; Rodríguez, 1996, 2010; Giraldo, 
2009), así como la seguridad social (Grupo de protección social, CID, Universidad 
Nacional), descentralización (Restrepo, varios libros y artículos), industria (Misas 
varios documentos y Zerda varios documentos).   
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Siguiendo con nuestra variable en estudio, Michel Aglietta (1979), observa, por 
ejemplo, en primera medida, que en el cálculo de la tasa de ganancia (g = G/K), se debe 
tener en cuenta que la variable del numerador, la ganancia global, es la expresión de una 
relación de distribución, una sustracción a la renta global o, más concretamente, dicha 
ganancia está constituida por la diferencia entre la renta, el valor de la producción y los 
salarios
45
. Esta es una interpretación que sigue los lineamientos de Marx, quien además 
sostiene que la relación entre la renta y los salarios, no puede determinarse 
independientemente de los factores institucionales, sociales y políticos establecidos en 
el modo de producción mercantil imperante.  
En cuanto a la rentabilidad del capital, en términos generales, existe consenso sobre el 
significado de la tasa de ganancia, la cual representa, la ganancia obtenida por una 
unidad de capital invertido (Aglietta, 1979), o, en otras palabras, constituye la 
proporción de los beneficios (ganancias) por la inversión en plantas y equipos en un 
año. También se acepta que este indicador se ha convertido en un útil instrumento para 
explicar, de una parte, el comportamiento de la economía, básicamente del orden 
capitalista, y a través del cual han tratado de explicar las recurrentes crisis económicas a 
nivel mundial de fines del siglo XIX, las del XX y las experimentadas en el transcurso 
del presente. De otro lado, es un instrumento que permite indagar sobre la distribución 
de la riqueza generada. Por ello Piketty (2014) expresa la proporción de las ganancias 
en el ingreso nacional a partir de la tasa de ganancia promedio y de la relación capital-
ingreso.  
2.3.- El régimen de acumulación y la tasa de ganancia  
Los regulacionistas han encontrado dificultades para realizar esta relación en forma 
directa, por lo que han optado por recurrir a pasos o nociones intermedias para efectuar 
un análisis de la evolución histórica de una formación socio-económica establecida. El 
principal concepto utilizado, es el de modo de acumulación, porque permite incluir 
variables y conceptos como instituciones, Estado, poder, políticas públicas, capital,  
                                                             
45 En el caso de las cuentas nacionales, el excedente bruto de explotación (EBE), es decir, la ganancia 
está determinada por la diferencia entre el valor de la producción (valor agregado) y los salarios más los 
impuestos y sumándole los subsidios, así: EBE= [VA-(remuneraciones +impuestos)+subsidios]. 
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producción, relación salarial, ganancias, tasa de ganancia, distribución del ingreso y 
agentes sociales, entre otros, que facilitan el entendimiento de las relaciones sociales 
que allí aparecen. 
 Instituciones →Estado → Capital → Trabajo → Producción → Relación Salarial →  
Ganancia → Tasa de ganancia → Movimientos sociales →Distribución del ingreso.  
Estas relaciones dan cuerpo al régimen de acumulación establecido en cada sociedad.  
Boyer se refiere al modelo de acumulación o la estructura macroeconómica 
predominante, “al conjunto de regularidades que aseguran una progresión general y 
relativamente coherente de acumulación del capital, es decir, que permiten reabsorber 
o extender en el tiempo las distorsiones y desequilibrios que nacen permanentemente 
del proceso mismo” (Boyer, 1992, p. 53, cursivas en el original).  
De lo anterior se desprende que para los regulacionistas son importantes las 
mediaciones o combinación de acciones, no siempre concordantes (porque siempre 
existirán rupturas y continuidades –conflictos y alianzas), establecidas dentro de un 
sistema económico, en este caso el capitalista, entre los diferentes agentes que lo 
conforman. Estas mediaciones son posibles gracias al segundo concepto intermedio 
regulacionista, que es el modo de regulación, el cual es interpretado como “el resultado 
de la articulación entre una serie de formas institucionales o estructurales” (Neffa, 
2006, p. 281, cursivas en el original). En estas regulaciones o cruces de acciones e 
intercambios entre los aspectos económicos, políticos y sociales, en medio de la 
controversia o el acuerdo, logran que un determinado proceso productivo y un sistema  
económico y político se sostengan en el tiempo garantizando de esta forma la ganancia 
y la acumulación.  
Una versión cercana a la regulacionista, pero con algunos matices, sostiene que el 
concepto de régimen de acumulación es un instrumento analítico que permite 
diferenciar procesos económicos que se suceden en el tiempo. Igualmente, afirma que 
dicho concepto permite un engranaje entre el comportamiento de determinadas variables 
económicas y el régimen económico predominante. Lo anterior precisa ser comprendido 
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dentro de la organización estatal establecida y las relaciones o luchas sociales entre los 
diferentes agentes y bloques de poder que lo configuran (Basualdo, 2007)
46
.  
Dentro de las relaciones instituidas, ya sean de corte vertical entre capitalistas y 
trabajadores, de acuerdo con la relación salarial establecida, así como horizontal entre 
diferentes grupos que se disputan el poder o aquellos que creen que cuentan con el 
campo de poder para acceder a él, son parte integrante que se debe tener en cuenta al 
analizar el régimen de acumulación dentro del cual se origina y desarrolla la tasa de 
ganancia, nuestra variable de estudio.  
Dentro de las sociedades mercantiles, la acumulación se produce por la reinversión de 
los beneficios de los propietarios del capital, el cual a su vez es producto de la relación 
social; la producción es una relación de obediencia y de poder, mientras que el salario es 
producto de la relación asimétrica y desigual entre los propietarios del capital y del 
trabajo respectivamente. En el mismo sentido de relación social, nos podemos referir 
tanto a la realización de las mercancías como a la ganancia obtenida en el proceso total.  
El régimen de acumulación predominante establece las normas que regulan o median las 
relaciones entre los diferentes actores. Aquí es donde se instaura y también se codifica 
el papel asumido por el Estado en estas interacciones sociales. En el régimen de 
acumulación capitalista, basado en una sociedad de clases, los asalariados como clase 
productora son compelidos a producir un trabajo excedente, un plusvalor que a su vez 
opera como verdadero motor para que la clase propietaria de los medios de producción, 
la que se apropia de ese excedente, la ganancia, sea estimulada a reproducir el proceso 
establecido a través de la relación salarial previamente instaurado en la forma de 
producción capitalista.  
 
  
                                                             
46 Basualdo se ha convertido en uno de los promotores de una nueva escuela de pensamiento 
denominada “Régimen Social de Acumulación”, RSA, el cual pretende marcar distancias con el 
Regulacionismo francés de Aglietta, Boyer y otros miembros de la línea parisina con sede en el 
Cepremap.   
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3.- ¿POR QUÉ DECRECE LA TASA DE GANANCIA? 
A través de la historia económica el estudio de la tasa de ganancia, como verdadero 
motor de las economías de mercado, ha ocupado un lugar central de análisis. Es por ello 
que, al evaluar la buena salud y las dificultades de una economía y sus efectos sobre la 
distribución del ingreso, se hace a través de la observación tanto de la composición 
como de la evolución de este indicador.  
También es de destacar que desde los principales autores clásicos se ha observado la 
relación inversa entre el incremento del capital y la tasa de ganancia, lo cual 
posteriormente sería profundizado por Marx y sus seguidores con la llamada “ley 
decreciente de la tasa de ganancia”
47
, por cuenta de la composición orgánica del capital. 
Smith, por ejemplo, al referirse al decrecimiento del rendimiento del capital enfatizaba 
que “Su competencia [de capitales en busca de la máxima rentabilidad] eleva los 
salarios del trabajo, y hunde las ganancias del capital” (1997, libro II, cap. IV). 
Entonces, según su criterio, la intensificación de la competencia entre los diversos 
capitales era la responsable de que disminuyera la tasa de ganancia. Es decir, que a 
medida que los capitales se aglomeraban en una determinada industria, esta ampliaba su 
oferta conduciendo, por tanto, a la sobreproducción y de esta manera a la reducción de 
los precios, por lo que esta se reducía “por la competencia de los capitales entre sí” 
(Marx, 1985, p. 154).  
Décadas más tarde, David Ricardo (1976) atribuía esta tendencia decreciente al aumento 
de la población por lo que se requerían cada vez tierras más infértiles para alimentarla. 
Esto por supuesto aumentaba los costos de producción, entre ellos los salarios, lo que 
finalmente conducía a la reducción de la tasa de ganancia. La conclusión a la que 
finalmente llegaba Ricardo era que la productividad en la agricultura tendía a decrecer y 
con ello su rentabilidad. 
También concordaba con Smith, respecto a la tendencia decreciente de la tasa de 
ganancia, esta vez utilizando su modelo del maíz, al sostener que, sin presentarse 
                                                             
47 Foley (1999), Shaikh (1990), Mandel (1972), Brenner (2009), entre otros. 
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cambios tanto en los procesos tecnológicos como en la fertilidad esperada de las tierras, 
la tasa de beneficio y la cantidad de beneficio se aproximarán a cero, por una parte, por 
el aumento de los salarios y, por otra, por los rendimientos decrecientes de las tierras de 
menor fertilidad (Ricardo, 1976).  
En concreto, para Ricardo, lo que tendía a la disminución de la tasa de ganancia era el 
agotamiento de las mejores tierras (las más fértiles) que, a su vez, jalonaba el 
incremento de los precios de los alimentos y de los salarios. Esta relación inversa entre 
la tasa de ganancia y salarios sería acogida por la mayoría de los neoclásicos, e incluso 
por un sector del marxismo conocidos como neorricardianos, llevando este 
razonamiento al análisis del sector industrial planteando la tendencia decreciente de la 
rentabilidad por la escasez del capital en ese sector. El debate sobre la tendencia 
decreciente de la tasa de ganancia continúa. 
Quizá la primera critica a la interpretación de Ricardo sobre la caída de la tasa de 
ganancia provino de su gran amigo y contradictor, Roberth Malthus
48
. La polémica 
entre estos dos autores se centró en el papel que juega la demanda efectiva en el 
descenso de la tasa de ganancia que a la postre daría como resultado uno de los motivos 
de las crisis del capitalismo que ya mostraban cierta regularidad. De un lado, Ricardo, 
quien adhería a la Ley de Say, era partidario de la importancia de una demanda efectiva 
para que hubiese ganancias, sosteniendo que todo lo que se produce se consume, por lo 
que no debería haber déficit general de ganancia, es decir no habría problemas de 
realización.  
Pero del otro lado, Malthus sostenía, como lo haría Keynes años más tarde, que era 
necesario el consumo improductivo de los terratenientes para sostener la demanda 
cuando la clase capitalista estuviera ahorrando
49
 (Keynes, 1946; Pasinetti, 1983). Es 
decir, rechazaba la ley de Say, y como no siempre la demanda es igual a la oferta era 
necesario establecer mecanismos para estimularla de forma que no se presentasen 
                                                             
48 Este economista es más reconocido por su hipótesis de que “la tendencia de la población a aumentar 
con mayor rapidez que los medios de subsistencia” (Keynes, 1946, p. XXI) tendrá efectos en la demanda 
efectiva y por tanto en las ganancias.  
49 Malthus contrario a lo que por entonces se sostenía, que la frugalidad contribuía a la acumulación, 
afirmaba que “el principio del ahorro, llevado al exceso, destruiría el móvil de la producción” (citado por 
Pasinetti: 1983, p. 44) 
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problemas de sobreproducción. Posteriormente muchos autores tomarían partido en esta 
discusión aceptando la interpretación del subconsumo como uno de los causantes del 
descenso de la tasa de ganancia y por tanto de las crisis del capitalismo.  
En vista de que han sido diversos los caminos escogidos para esta explicación, y de 
acuerdo al núcleo de cada una de las argumentaciones en su interpretación y posibles 
salidas, estas se han clasificado en las teorías del subconsumo, de la presión salarial y de 
la desproporción sectorial. 
Sin que el objetivo de este trabajo sea indagar acerca de la estructura teórica de estas 
interpretaciones sí se hará una breve referencia a los planteamientos de Marx, Maurice 
Dobb y Aglietta porque de alguna manera nos ayudarán a tener un mayor acercamiento 
a la variable a estudiar.  
3.1.- Las teorías del subconsumo 
Los teóricos que toman este camino para explicar la tendencia a decrecer de la tasa de 
ganancia, coinciden en señalar que la demanda efectiva es el factor determinante en la 
acumulación de capital. Y entre las razones por las cuales se presenta una diferencia 
entre la demanda potencial y la efectiva, que dan lugar a la llamada “brecha de 
demanda”, o mejor deficiencia de demanda, se puede resumir la siguiente:  
Debido a que los trabajadores no reciben en ingresos el total de lo que realmente 
producen, entonces tampoco pueden consumir la producción total generándose de esta 
manera un excedente que va acumulando existencias. Para poder realizarlas, los 
empresarios se ven conminados a reducir los precios de venta o en el peor de los casos 
simplemente no los pueden vender por lo que la rentabilidad se ve reducida y con ello la 
tasa de ganancia. Esto finalmente puede conducir a una crisis de acumulación.  
Son diversos los economistas y variadas las posiciones ideológicas y políticas que en 
sus trabajos explicativos de la disminución de la tasa de ganancia han optado por la 
argumentación subconsumista: Malthus (demasiado ahorro provoca el subconsumo), 
Sismonde de Sismondi, además de reconocidos marxistas como Kausky, Baran y 
Sweezy, entre otros, y finalmente Keynes y algunos de sus seguidores.  
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3.2.- La presión salarial  
Los teóricos que escogen esta interpretación para explicar la caída de la tasa de ganancia 
argumentan que como las ganancias están definidas por la diferencia entre las ventas o 
los ingresos, y los “costos” asumidos
50
 (que a su vez son divididos entre los costos de 
materias primas y medios de producción, y el valor de la fuerza de trabajo o salarios de 
los trabajadores), y dado que todo aquello que reduzca la rentabilidad se acostumbra a 
asociarlo con los salarios, finalmente concluyen que los altos salarios son los 
responsables de la disminución de la tasa de ganancia.  
Yaffe (citado por Shaikh, 1990), quien es uno de los exponentes de esta línea de 
análisis, afirma que al disminuir la tasa de ganancia “la acumulación se frena y aumenta 
el desempleo” (p. 290) conduciendo en últimas a una crisis de acumulación en el 
sistema capitalista de producción. En este sentido se pronuncian también Henry 
Grossman y Paul Mattick (citados por Shaikh, 1990), quienes además sostienen que al 
disminuir la tasa de ganancia entonces se retrae la inversión, dando paso a una crisis 
generalizada.  
3.3.- El estrangulamiento de las ganancias  
Esta interpretación de las causas de la tendencia decreciente de la tasa de ganancia está 
muy asociada con la presión salarial. Sin embargo, Marx siempre sostuvo que la 
tendencia decreciente no es provocada por los altos salarios, aunque en determinadas 
circunstancias estos podrían profundizarla. Para Marx dos indicadores son necesarios al 
momento de analizar el comportamiento de la tasa de ganancia: la tasa de plusvalía “e” 
y la composición orgánica del capital
51
.  
                                                             
50Ganancias= P*Q- (wL, rK), donde, w es el salario, L el número de unidades de trabajo, r la tasa de 
interés pagada por la utilización del capital, K. Para Zerda et al (op cit) esta interpretación que es la que 
asume el SCN, subvalora el monto de la plusvalía total, dado que en la parte que resta a los ingresos se 
incluye también, entre otros rubros, el trabajo improductivo. Por esto la tasa de ganancia determinada 
con las cifras de las cuentas nacionales ofrecería un menor valor a la plusvalía obtenida por la teoría 
marxista.     
51 La tasa de plusvalía, e, es la razón entre la plusvalía o la ganancia y el valor del trabajo necesario para 
realizar un proceso productivo; e= P/V, donde “P” es la ganancia y “V” es el tiempo necesario para la 
reproducción del trabajador, es decir el valor monetario en salarios. En tanto que la composición 
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En esta interpretación, la tasa de plusvalía “e”, es el indicador que tiene en cuenta el 
capitalista para participar o retirarse de determinada actividad económica; por tanto si 
este aumenta podría deberse a que se incrementa la ganancia, bien sea aumentando la 
jornada laboral o reduciendo los salarios o en su defecto aumentando la productividad 
del trabajo
52
. Dada las dificultades para aumentar las jornadas de trabajo o de reducir los 
salarios
53
, entonces el aumento de la productividad del trabajo ha sido el mecanismo 
más importante para incrementar la tasa de plusvalía “e”.  
En este aspecto también es pertinente mencionar que el capitalista bien podría producir 
en condiciones de pérdida en el sector donde actúa, ya sea por los altos costos de 
producción —que han aumentado por la creciente competencia— que conduce a la 
sobreprodución y subutilización de la capacidad instalada. Esta decisión bien puede 
estar acompañada con la de mantener los precios e inclusive reducirlos para, de esta 
manera, presionar a que salgan de dicho sector las empresas más débiles y con 
tecnología más atrasadas, para así quedar con una posición dominante en el mercado. 
Para emprender esta estrategia un tanto riesgosa es necesario contar con el respaldo de 
un músculo financiero suficiente para aguantar la resistencia de los competidores más 
fuertes y ese “respaldo” lo ofrece el capital financiero que busca a su vez, consolidar su 
dominio sobre el capital industrial (Hilderfing, 1973).  
Sin embargo, de acuerdo con Marx, tal como lo interpreta Shaikh, aquí se presenta una 
de las grandes paradojas del capitalismo: pues los mecanismos utilizados para aumentar 
“e”, también conducen a reducir la tasa de ganancia, así: ya se ha planteado que la tasa 
de ganancia “g” es la razón entre el monto de las ganancias (P) en relación con su 
inversión ya sea través del capital constante (C), como variable (V), “g”= P/(C+V). Esta 
es la forma como se demuestra que la tasa de ganancia es la que regula la acumulación 
de capital. Entonces para lograrlo de una parte y como parte de la competencia entre 
capitales, los empresarios se ven compelidos a disminuir los costos de producción para 
                                                                                                                                                                                  
orgánica del capital, COK es la razón entre el capital constante (medios de producción) y el capital 
variable, es decir el valor monetario en salarios, COK= C/V  
52 Se entiende por productividad del trabajo o productividad media del trabajo a la cantidad producida 
por unidad de trabajo, ya sea por trabajador o por hora de trabajo (Abel, Andrew y Bernanke, 2004).  
53Es preciso tener en cuenta que estos planteamientos los hacia Shaikh, en momentos en que la 
flexibilización laboral aún no hacía parte de las reformas laborales emprendidas en los años noventa del 
siglo XX.   
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así reducir precios y obtener mayores cuotas de mercado a nivel interno o externo de los 
países.  
Pero, por otro lado, como medio para la reducción de estos costos de producción, se 
recurre a la creciente mecanización de la producción. En esta segunda estrategia, al 
momento de contratar trabajadores, buscando obtener de ellos la máxima productividad 
con los mínimos costos, se procede a una mayor utilización del método taylorista de 
producción, dividiendo los procesos de trabajo al máximo logrando, además, un control 
más estricto sobre ellos y haciendo su trabajo más repetitivo y mecánico. Igualmente, 
con la mayor rutinización de los tiempos y movimientos del trabajo vivo se facilitaban 
los medios para que estos procesos pudieran ser remplazados por las máquinas.  
Al lograrse este objetivo, como efectivamente lo hizo Henry Ford en la industria 
automotriz norteamericana en los inicios del siglo XX, todas las empresas quedaron 
sometidas a la llamada “tiranía de la mecanización” (Shaikh, 1990). Esta mayor 
mecanización evidentemente aumentó “e”, pero también significó la acentuación de la 
COK y con ello la reducción de la tasa de ganancia. Lo importante entonces es 
relacionar estos dos indicadores, “e” y COK; evaluar si el crecimiento de “e” compensa 
la caída de la tasa de ganancia por las mayores inversiones en maquinaria respecto a la 
fuerza de trabajo.  
Entonces la verdadera razón para la mecanización de los procesos productivos fue la de 
obtener la máxima productividad y ganancia con la nueva maquinaria, que poco a poco 
fue remplazando la mano de obra, y cuyo propósito final fue aumentar la competitividad 
ante sus adversarios en la lucha por mayores porciones de mercado. Con este argumento 
Marx y muchos de sus seguidores demostraron que no es cierto que haya sido la 
radicalización de los trabajadores por mayores salarios lo que condujo a dicha 
mecanización.  
Marx sostiene que pesó más la mecanización que condujo a una producción excedente y 
una mayor capacidad subutilizada, y finalmente a la caída de la tasa de ganancia en 
forma continua. De esta manera afirma, que se configuraron las condiciones para que la 
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crisis se apodere de todo el sistema con las graves consecuencias económicas, sociales y 
políticas que ello conlleva.  
Sin embargo, dentro de la misma corriente marxista surgen otras interpretaciones como 
la de Maurice Dobb, para quien también la interrelación entre la “e” y la COK es 
decisiva en la reducción de la tasa de ganancia, como lo es para Marx y sus seguidores. 
Las diferencias se manifiestan en la siguiente interpretación.  
Para Dobb a medida que avanza la acumulación con una COK constante puede conducir 
a un aumento de demanda de trabajo, lo que reduciría el ejército industrial de reserva 
(disminuiría considerablemente el desempleo); esto a su vez presiona el alza de los 
salarios y con ello disminuiría tanto “e” como la tasa de ganancia. Entonces, para Dobb 
esta es la razón por lo que los capitalistas tomarían la decisión de sustituir la mano de 
obra cada vez más costosa por la maquinaria.  
Esta es la gran diferencia con los planteamientos iniciales de Marx, quien sostenía que 
solo en casos excepcionales el aumento de los salarios puede ser causante de la caída de 
la tasa de ganancia y con ello la mecanización mientras que para Dobb, esta es la razón 
fundamental de tal decrecimiento.  
3.4.- La escuela de la regulación francesa y las concepciones multicausales 
de la tendencia decreciente de la tasa de ganancia y la crisis del 
capitalismo 
Para Aglietta, quien en este aspecto sigue los planteamientos de Ernest Mandel 
(1972)
54
, la caída de la tasa de ganancia, con la consecuente crisis del capitalismo, no 
obedece solamente a una causa, sino que por el contrario son varios los factores que 
inciden en ello, por lo que simultáneamente habría que tener en cuenta: la insuficiencia 
de demanda, la presión salarial, y la desproporcionalidad entre los sectores productivo 
(departamento I productor de bienes de producción y el departamento II de los bienes de 
                                                             
54 Mandel, en su explicación de las ondas largas o de las fluctuaciones del régimen capitalista, sostiene 
que el trabajo barato impide el crecimiento de la demanda efectiva, así como el incremento de la 
extensión del mercado interno. La relación que presenta es: los bajos salarios hacen que disminuya el 
consumo y por tanto tiene un efecto negativo sobre la demanda.  
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consumo). También tiene en cuenta el rol desempeñado por el entorno institucional y el 
poder de las finanzas en la evolución de esta variable. 
Aglietta, acorde con el programa de investigación regulacionista —línea Paris— se 
apoya en diferentes escuelas interpretativas que buscan una explicación más integral de 
la tendencia decreciente de la tasa de ganancia que incide en las dificultades de los 
procesos de acumulación, y que finalmente ofrecen luces para comprender algunas de 
las razones por las cuales ocurren las crisis cada vez más recurrentes padecidas por el 
capitalismo.  
En su disquisición acude, en primer lugar, al modelo de dos sectores de Marx en el cual 
se presentarían disfuncionalidades estructurales entre estos que a larga desembocaría en 
una ampliación del desempleo y que en el mejor de los casos el Estado se ve presionado 
a absorber una gran proporción de mano de obra desocupada para aliviar mayores 
tensiones sociales.  
La ruptura de la necesaria integración de dichos sectores dificulta la formación de una 
tasa de ganancia general en el conjunto de la economía. Este quiebre se presentaría 
porque, por una parte, el autodesarrollo del sector I, que produce los medios de 
producción (mercancías que ingresan en la producción) jalona la demanda por estos 
bienes que ahorran fuerza de trabajo y con ello los costos de producción.  
De otra parte, afirma Agietta (1979) “el volumen de los salarios disminuye como 
proporción del valor de cambio, al tiempo que los beneficios se acumulan cada vez más 
en el sector I” (p. 252), llegándose a un momento donde la tasa de ganancia crece casi al 
mismo ritmo en que aumenta el capital adelantado en el proceso productivo.  
Las dificultades se manifiestan cuando esta acumulación de ganancias en este sector se 
ve enfrentada casi simultáneamente a la disminución de la demanda social de los bienes 
de consumo tanto para los obreros como para la clase capitalista (departamento II), 
(Aglietta, 1979)
55
 por lo que en este sector se frena la acumulación, llegándose a un 
                                                             
55Kalecki (1977) para determinar el margen de ganancia o mark up reclasifica estos departamentos en 
tres, así: departamento I, productor de bienes de inversión, departamento II, productor de bienes de 
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momento donde este sector no puede adquirir los medios de producción al ritmo 
necesario para el mantenimiento de la productividad social (Kalecki, 1977). Por esta 
razón es que se produce una divergencia en las tasas de ganancia entre estos dos 
sectores, que impide al sector II demandar los medios de producción con la misma 
velocidad que los elaborados por el departamento I.  
Es por esto que la reproducción ampliada del capital
56
 sufre un freno, porque la 
reinversión de plusvalía en medios de producción y de fuerza de trabajo del sector I no 
se ve equilibrada con un comportamiento del ingreso que permita, la conformación de 
una demanda social pueda absorber los bienes de consumo del sector II.  
De esta forma, se presentan las condiciones para que las diferencias entre las tasas de 
ganancia entre los dos sectores conduzcan a una sobreoferta de medios de producción, 
“de donde resulta una reducción relativa de la acumulación en el sector I y un freno a la 
productividad social, que bloquea el alza de la tasa de plusvalor” (Marx, 1985) y por 
ende una reducción de la tasa de ganancia. De acuerdo con estas explicaciones de la tasa 
de ganancia y su incidencia en la crisis de acumulación se puede detectar una 
interpretación de la llamada desproporcionalidad de los dos sectores productivos donde 
la sobreoferta de medios de producción se ve enfrentada a la insuficiencia de demanda 
social de los bienes de consumo.  
Esta interpretación bien puede ubicarse dentro del enfoque de la insuficiencia de 
demanda dado que para Aglietta las dificultades de realización de los bienes de 
consumo obstaculizan la fabricación de medios de producción, ralentizando en forma 
global, la acumulación de capital. Esto conduce al aumento del desempleo y de la 
inseguridad entre quienes están ya ubicados laboralmente porque simultáneamente, 
dice, al producirse un freno de la productividad del trabajo
57
 mecanizado obliga a atacar 
frontalmente el poder adquisitivo del salario directo
58
.  
                                                                                                                                                                                  
consumo para los capitalistas y agrega el departamento III para producir los bienes de consumo 
únicamente para los trabajadores.   
56 Marx, (1985, tomo II)  
57 Brenner et al., (2003, 65) consideran que esta interpretación de Aglietta no es muy convincente y se 
preguntan por qué dicho estancamiento o caída de la productividad del trabajo “no habría beneficiado 
en último término la acumulación de capital reduciendo la tasa de plusvalor y la tasa de beneficio, 
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Como una serie de pasos secuenciales, lo anterior afecta a su vez el patrón de consumo 
de la clase trabajadora, ahondando aún más los problemas de subconsumo, de 
sobreoferta y por tanto de una mayor subutilización de la capacidad instalada. 
Finalmente, al producirse un aumento de la composición orgánica del capital y una 
disminución de la tasa de plusvalía, se llega a lo que se llama, un estrangulamiento de 
las ganancias y de su tasa.  
Otra precisión del estrangulamiento de las ganancias, también esbozada por Aglietta 
desde el factor salarial, sostiene que mientras, por una parte, ha habido un 
estancamiento o inclusive disminución de los salarios directos, de otra, los salarios 
indirectos
59
 han experimentado un crecimiento debido al incremento de los costos de 
prestación del llamado consumo de los servicios colectivos
60
, propios del Estado de 
Bienestar.  
La interpretación de las diversas concepciones de la tasa de ganancia y su tendencia a 
decrecer nos ayudan a comprender el comportamiento de esta variable en la economía, 
la forma como han afectado a los diferentes agentes sociales, políticos y económicos de 
una sociedad, e igualmente la forma como los mismos han actuado para modificar o 
acentuar su evolución de acuerdo con los intereses de cada uno.  
Por ejemplo, para el caso de América Latina el comportamiento de la tasa de ganancia, 
aunque con ciertas diferencias dadas sus propias peculiaridades, reflejaron algunas 
concordancias con la evolución seguida por los países desarrollados (gráficos 27 y 3, 
respectivamente), lo cual expresa el grado de dependencia económica con estos. 
Acontecimientos externos como las guerras, las depresiones económicas, la bonanza de 
los “treinta años gloriosos” del capitalismo, el giro mundial en el paradigma económico 
predominante en los setenta, la crisis de la deuda de los ochenta y la implementación del 
                                                                                                                                                                                  
haciendo descender con ello la tasa de acumulación de capital y por ende el nivel de demanda de bienes 
de capital requerido necesario para mantener un crecimiento equilibrado entre los sectores I y II, lo que 
resolvería el problema planteado por el desarrollo desigual del Sector I”. 
58 Los regulacionistas establecen que el salario directo está determinado por la compensación pagada 
por los empleadores a sus trabajadores mediante los sueldos y salarios, pagos de bonos y horas extras.   
59El salario indirecto son aquellos pagos que no están representados en unidades monetarias, dinero, 
sino que están compensados mediante capacitación, salud y seguridad social.    
60 En este rubro los regulacionistas ubican a los servicios de educación, salud, transporte que son 
prestados por básicamente por el Estado principalmente para la clase trabajadora.   
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Consenso de Washington jugaron papel importante en la ejecución o desmonte de 
estrategias conducentes a la industrialización de los países de la región. 
Frente al interrogante de cómo se actuó ante las variaciones de la tasa de ganancia y a 
las dificultades en el proceso de acumulación, durante el periodo comprendido desde la 
Gran Depresión hasta finales de 1970, se observó que la respuesta de estos países de 
ninguna forma fue idéntica por lo que no se puede hablar de una estrategia o política de 
industrialización (ISI) homogénea ya que cada uno acogió mecanismos diferentes como 
bien lo ilustraron Hirschman (1968), Bejarano (1981), Ocampo (2001, 2007), Misas 
(2002), y Bizberg y Théret (2014). La adopción de aranceles proteccionistas, la creación 
de instituciones de crédito y fomento, de promoción de exportaciones y de políticas 
similares fueron establecidos en forma muy diferenciada en escenarios donde la 
correlación de fuerzas (comerciantes, industriales y terratenientes) al interior de las 
elites gobernantes fueron determinantes. 
En medio de la controversia entre los partidarios de la protección de las industrias 
nacionales y los defensores del libre mercado o neoliberales, según la caracterización de 
Bejarano
61
, el Estado cumplió un papel determinante en el proceso de acumulación que 
garantizaba una adecuada tasa de ganancia que incentivara la inversión por parte de 
industriales nacionales acostumbrados a la protección, con una alta aversión al riesgo, y 
de unas empresas multinacionales en busca de mayor valorización de sus capitales. Así, 
el comportamiento de la economía y de la tasa de ganancia no estuvo mediado 
exclusivamente por las fuerzas naturales del mercado, por el incremento de los ingresos 
por las exportaciones, sino que además obedeció a políticas de desarrollo industrialistas 
en países como Brasil (Hirschman, 1968; Bizberg y Théret (2014, por ejemplo).  
De acuerdo con lo anterior se podría colegir fácilmente que la tasa de ganancia y las 
variables que la definen estarían determinadas por instrumentos puramente económicos 
y por tanto sus explicaciones serian de corte exclusivamente economicista; pero la 
orientación que nos ofrece la escuela de Annales, de la cual se acogen, a su vez, los 
regulacionistas franceses, permite realizar una visión más integral de las mismas. 
                                                             
61 Para una caracterización más detallada de estas dos concepciones de crecimiento y desarrollo 
económico en el ámbito colombiano, ver Bejarano (1981).  
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Partimos, por tanto, del hecho que tanto el proceso de producción, como el capital 
mismo, son representaciones de las relaciones sociales que se dan en la dinámica de la 
acumulación capitalista
62
, por lo que se infiere, entonces, la importancia que tiene la 
tasa de ganancia y su evolución para comprender el comportamiento no solamente 
económico de una sociedad, sino de las relaciones establecidas entre los representantes 
del capital, y entre el capital y el trabajo en dicho proceso productivo, y la forma como 
se distribuyen los frutos de dicha actividad económica y social en el conjunto de la 
sociedad. 
3.5.- Críticas a la ley de la tendencia decreciente de la tasa de ganancia 
Así como la tasa de ganancia ha sido estudiada por las diferentes escuelas económicas, 
igualmente, la llamada ley de la tendencia decreciente de la tasa de ganancia, ha sido 
motivo de análisis y controversia. Marx, habiendo estudiado las contribuciones de sus 
predecesores y mostrando su profundo distanciamiento frente a ellos llegó a la 
conclusión que dicho decrecimiento es producto de la misma dinámica del capital. Esto 
se debía a que los capitalistas al buscar reducir costos de producción, básicamente 
salariales por la presión de sus competidores, se embarcaban en procesos de 
tecnificación que a largo plazo conduce a un incremento de la composición orgánica del 
capital, a la sobreproducción y al exceso de capacidad instalada.  
Sin embargo, el mismo Marx, sostuvo que existían seis fuerzas que contrarrestaban la 
tendencia decreciente de la rentabilidad del capital, ya fuera porque incrementaban la 
tasa de plusvalía o disminuían los costos salariales. Dentro de las mencionadas fuerzas 
están: 1) el aumento del grado de explotación de la fuerza de trabajo (intensificación de 
la jornada laboral, procedimiento más primitivo para incrementar la plusvalía absoluta), 
2) el abaratamiento del capital constante, 3) el pago del trabajo por debajo de su valor, 
4) el aumento de la velocidad de rotación del capital, 5) la ampliación de los mercados a 
través del comercio exterior y 6) también destaca la acción del Estado el cual establece 
los factores institucionales dentro de los cuales se mueven las organizaciones 
                                                             
62 Marx, Shaikh, y Mandel, entre otros. 
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patronales, los sindicatos, los monopolios y demás grupos sociales de acuerdo con la 
correlación de fuerzas al interior del mismo (Marx, 1985, tomo III, cap. XIV).  
En gran medida “al aumentar la tasa de explotación (“e”), o reducir la composición 
orgánica del capital (COK), sea por cambio tecnológico, desvalorización por cualquier 
otro método (tecnológico o económico) o incluso [con la] destrucción física del capital 
constante” (Castillo, 2008) se logra atenuar el decrecimiento de la tasa de ganancia.  
Así, entonces, Marx era consciente, además, que la mencionada “ley presenta un doble 
filo, porque el mismo incremento de la productividad que presiona hacia la caída de la 
tasa de beneficio también favorece el aumento de la masa de ganancia” (Katz, 2002, p. 
3). Posteriormente, como lo han mencionado Shaikh (1990), Mateo (2007) y Katz 
(2002), entre otros, han surgido otras críticas a la llamada ley de la tendencia 
decreciente de la tasa de ganancia expuesta por Marx sosteniendo que dicha declinación 
obedece a “un desajuste considerado externo al proceso de acumulación” (Katz, 2002, 
p. XX) y por tanto sostienen, entre otras argumentaciones, que la ley misma es una 
tautología cuando supone una tasa de plusvalía “e” constante que haría caer la tasa de 
ganancia en la medida en que se incrementa la relación capital-hombre (Robinson, 
citada por Katz, 2002)
 63
.  
4.- VARIABLES CONSTITUTIVAS DE LA TASA DE GANANCIA  
Una mirada integral de la variable en estudio nos permite establecer la forma en que los 
diferentes agentes sociales, políticos y económicos intervinieron y “presionaron” ante 
las diferentes instancias estatales para mantener, acentuar o reversar el comportamiento 
de la rentabilidad del capital, que como se ha dicho es la fuerza motriz del modo de 
producción capitalista. Es por ello, que el seguimiento de la huella de la tasa de 
ganancia se hace desde la perspectiva histórica de la escuela de Annales, donde se 
tienen en cuenta las dimensiones políticas, económicas y sociales de tal forma que nos 
ayude a encuadrar la interrelación de estas disciplinas en dicho comportamiento. En este 
sentido, entramos a visualizar los aspectos que inciden en la determinación de la 
variable pivote del presente trabajo.  
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4.1.- Variables económicas  
Entre las principales variables que inciden en el comportamiento de la tasa de ganancia 
estarían, de un lado, el valor agregado, los salarios, los impuestos y las tasas de interés 
que determinan la ganancia por el lado del numerador y, del otro, el capital total en el 
denominador por lo que este indicador permite tener una visión de las relaciones entre el 
capital y el trabajo y la distribución de la producción entre los mismos.  
𝑔 = 𝑉𝐴 − (𝑤, 𝑡𝑥, 𝑖)/𝐾 
Es un acercamiento a la relación social que se dan entre los diferentes actores que 
intervienen en el desarrollo económico y social de una sociedad. Entonces entre las 
variables económicas determinadoras de la tasa de ganancia tenemos en primer lugar la 
producción.  
4.1.1.- La producción  
Esta actividad, como proceso, encierra dos dimensiones que están en constante 
correspondencia, es decir, no pueden actuar aisladamente. En primera medida tenemos 
la dimensión tecnológica, expresada en la transformación de las materias primas en 
productos terminados listos para su distribución y para lo cual es indispensable la 
participación del trabajo como agente transformador y generador de riqueza y valor.  
En segunda instancia, y como consecuencia de la primera, la producción como acción 
social, comunitaria es una manifestación de la interacción de los diferentes agentes 
sociales donde unos, los propietarios del capital, tienen como objetivo prioritario 
obtener la máxima ganancia por su participación en dicha acción social y, los otros, los 
trabajadores, buscan obtener la mejor compensación (salarios) por su contribución física 
(muscular) y cerebral (trabajo intelectual), en la transformación de las materias primas 
en producto finales listos para su distribución y consumo.  
En este proceso social de valorización de la actividad productiva, el capital como clase, 
representado en asociaciones empresariales, gremios y grupos económicos recurre a 
diferentes instrumentos entre ellos el simbólico (Bourdieu, 2013) para justificar sus 
acciones y hacerlas ver como verdaderas contribuciones patrióticas en la construcción 
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de país o mostrarse como verdaderos hombres generosos y altruistas que generan 
empleo para las personas necesitadas
64
. A la vez hacen pronunciamientos públicos, en 
ocasiones bastante fuertes y ruidosos sobre hechos o acciones que puedan alterar sus 
intereses y que, con las influencias sobre los diferentes medios de comunicación logran 
ser escuchados por la opinión pública y por las autoridades que supuestamente los están 
afectando. En esta estrategia logran disfrazar su interés particular con el interés de toda 
la comunidad (Olson, 1992).  
Por el lado del trabajo, como generador de valor y plusvalía, las organizaciones 
sindicales también han buscado alianzas con diferentes sectores y movimientos sociales 
para lograr mejores condiciones salariales y de vida.  
Para Aglietta “la producción constituye un conjunto orgánico de relaciones sociales 
cuya evolución es la continuidad de la relación salarial” (1979, p. 29) la cual la entiende 
simultáneamente como una relación de intercambio y una relación de producción. Como 
relación de intercambio esta se establece entre los propietarios de la fuerza de trabajo, 
los trabajadores, y quien adquiere esa fuerza de trabajo, el propietario del capital. Y es 
una relación de producción en tanto que como actividad económica refleja las diferentes 
y variadas relaciones sociales y cuya evolución conduce a que dicha relación salarial se 
mantenga en el tiempo (Aglietta, 1979), es decir mediante la legitimación del régimen 
de acumulación establecido.  
4.1.2.- La ganancia 
La ganancia, ahora tenida en cuenta como variable económica para la obtención de la 
rentabilidad del capital, es parte importarte como fuerza impulsora o motriz de la forma 
de producción capitalista como lo sostenían los clásicos, Marx, Keynes e inclusive los 
mismos neoclásicos.  
Para estos últimos, que han aportado el aparato conceptual e ideológico del discurso 
neoliberal, el agente representativo del capital es un individuo racional que busca 
maximizar sus ganancias en forma egoísta ya que con ello contribuye no solo a 
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de comunicación para asimilar sus intereses de gremio con el de la nación.   
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perseguir sus propios intereses, sino que además promueve el bienestar social y la 
reproducción del régimen de acumulación. En este sentido, ni el Estado ni cualquiera 
otra institución deben interferir en la maximización de las ganancias por los diferentes 
agentes económicos, y por el contrario deben ser garantes y promotores de la 
competencia ya que, mediante la igualdad de oportunidades, que esta genera, obtienen 
las remuneraciones de acuerdo con su aporte, es decir sus productividades marginales, 
contribuyendo finalmente al crecimiento económico y bienestar de la sociedad.  
La ganancia refleja la relación social de explotación —que no es tenida en cuenta por la 
ortodoxia—existente entre el empresario y el trabajador, entendida como la forma en 
que este último vende su fuerza de trabajo como mercancía para que el primero la 
usufructúe en la producción de mercancías disponibles para el intercambio, en otras 
palabras, refleja la subsunción formal del trabajo al capital. De esta relación social se 
deduce el pago por la utilización de la mercancía trabajo. 
4.1.3.- El salario 
El salario representa la proporción del capital, como capital variable, es decir el valor de 
la fuerza de trabajo, único que crea valor en la producción de bienes o servicios. Esta 
remuneración por tanto es considerada como determinante en la fase de circulación del 
capital en su ciclo de valorización. Por ello para la obtención de la ganancia y de su tasa 
es necesario tener en cuenta el comportamiento de los salarios y del capital, examinar 
los nexos entre la producción a nivel general e industrial y los salarios, donde las 
políticas de cada Estado, y las acciones sindicales han interactuado en diferentes formas 
para obtener las mejores condiciones para cada una de las partes, es decir las mejores 
retribuciones tanto para el capital como para el trabajo.  
Indudablemente que estas relaciones contractuales han distado de ser armónicas en la 
mayoría de las veces como se puede colegir de las diferentes e innumerables huelgas y 
paros a nivel nacional (gráfico 8) y de Estados Unidos (gráfico 16) emprendidos por la 
clase trabajadora por lograr mejores condiciones laborales, sindicales y niveles de vida.  
Por lo anterior, surge nuevamente el debate sobre el ascendente de los salarios dentro de 





, la mayoría seguidores de la corriente ortodoxa, y los 
regulacionistas parecen coincidir en que la presión salarial ha sido relevante en la 
tendencia decreciente de la tasa de ganancia
66
.  
Los regulacionistas, en cabeza de Aglietta (1979), con posiciones ideológicas y políticas 
bastante distantes de la ortodoxa, en su explicación sobre las diversas causas de la crisis 
de acumulación capitalista, sostienen que ésta comenzó a manifestarse durante la 
segunda posguerra del siglo XX. Igualmente, sostiene que dicha crisis se debió en gran 
medida a la presión salarial como consecuencia de la lucha de clases que a su vez 
condujo a una considerable desaceleración de la baja del costo salarial social real que 
estimuló el descenso de la tasa de ganancia. De otra parte, el crecimiento de la 
producción media no fue suficiente para cubrir el mayor crecimiento de los salarios.   
Lo anterior suponía el rompimiento de los compromisos adquiridos entre el capital y el 
trabajo después de la segunda posguerra y cuya finalidad, para las elites políticas y 
económicas del mundo occidental en primera medida había sido la de neutralizar la 
posible influencia de la Unión Soviética en las economías occidentales y de otro lado, 
evitar confrontaciones en el proceso productivo que afectaran a la tasa de ganancia y 
redujera aún más el poder adquisitivo de la masa trabajadora bastante golpeado en las 
primeras décadas del siglo XX. Se buscaba ante todo solidificar el poder político, 
económico y militar de las principales economías capitalistas adquiridos durante las dos 
guerras mundiales cada vez más catastróficas para la humanidad.  
A nivel mundial se crearon organismos como el BIRF y el FMI para cumplir con este 
cometido mientras que al interior de los países, se encargaron a los Estados, de 
garantizar una relación no conflictiva entre el capital y el trabajo (como clases sociales), 
buscando para ello una mayor intervención en la actividad económica y lograr avances   
por una distribución del ingreso más equitativa (mejores condiciones laborales y 
salariales). El capital, es decir empresarios y capitalistas, también se beneficiaban de 
esta estrategia de acumulación porque además de rediseñar e implementar nuevas 
                                                             
65M. Dobb (1938), Sweezy (1944), entre otros. Citados por Mateo (2007). Inclusive menciona a Joan 
Robinson, una de las más destacadas discípulas de Keynes, dentro de esta línea de pensamiento.   
66Inclusive Ricardo al buscar establecer una correspondencia entre la población y el nivel salarial, 
encuentra una relación inversa entre este y las ganancias y por tanto en su tasa.   
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formas organizacionales del trabajo que garantizaban una mayor tasa de plusvalía 
(aumento de la productividad laboral y nuevos procesos productivos que también 
incrementaban la productividad del capital), lograron que estos fueran acogidos por los 
trabajadores.  
El Estado, acorde con lineamientos mundiales, creó a nivel interno las condiciones para 
el establecimiento de un orden económico, político y social que permitiera mayor 
capacidad adquisitiva de los trabajadores para estimular el consumo, dinamizar la 
economía, y aumentar la producción, las ventas y por tanto las ganancias de las 
empresas que a su vez construyera las bases de un crecimiento económico y de 
generación de empleo. El anterior compromiso
67
, que también actuó como escudo 
protector ante las latentes influencias del entonces exitoso socialismo soviético, también 
contribuyó para que los trabajadores adquirieran mayores escenarios de participación y 
representación y con ello mejores condiciones salariales y políticas, sin que la 
productividad del trabajo creciera en la misma proporción; lo que a su vez, debilitó más 
la tasa de ganancia que ya bastante estaba golpeada por la creciente competencia entre 
las principales economías capitalistas por lograr mayores cuotas del mercado mundial.  
Al resquebrajamiento de los principios rectores de este régimen de acumulación, típico 
del fordismo, se agregaron otros factores como la crisis del petróleo de la década de 
1970 que profundizó los problemas de acumulación y rentabilidad del capitalismo 
mundial que había empezado a manifestarse a finales de dicha década. Ello dio pie a la 
primera crisis sufrida por el capitalismo en la segunda parte del siglo XX, así como las 
posteriores explicaciones de sus causas y donde la presión de los salarios sobre la tasa 
de ganancia fue uno de los argumentos que por entonces se esbozaron. 
Es entonces cuando el capital con toda fuerza presiona al Estado para que se empezara a 
desconocer los compromisos salariales, políticos y laborales que se habían pactado 
durante los treinta años gloriosos o de crecimiento como prefiere llamarlos Castel 
(1995). Simultáneamente con la crisis y ataque al keynesianismo y al Estado de 
                                                             
67 Por lo menos los trabajadores formales y organizados, que además contaban con sistemas de 
seguridad, pero la gran mayoría de la clase trabajadora que no lograron entrar en el empleo formal 
tampoco contaban con asistencia y seguridad social.   
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Bienestar se abrió campo al pensamiento neoliberal y al predominio de las finanzas por 
lo que desde la década del setenta, y con mayor fuerza en la de los ochenta y noventa, la 
sociedad quedó “enteramente sometida a las exigencias de la economía” (Castel, 1995, 
p. 20) y al predominio de las finanzas. 
Se ha afirmado que el laboratorio para implementar tanto el desplazamiento del Estado 
Bienestar como el regreso de la economía de mercado y las finanzas fue justamente 
Latinoamérica (Lo Vuolo, 2006; Sader, 2008; Marques-Pererira, 2006). Las acciones 
emprendidas para ello dependieron de cada país y de cada tipo de Estado prevaleciente 
(O´Donnell, 1982). La recuperación de la tasa de ganancia estaba en la mente de las 
elites gobernantes de cada país y por tanto su evolución también fue producto de 
particulares circunstancias vividas en su interior.     
Por ejemplo, para el caso nacional durante el periodo estudiado (1970-2000), la marcha 
de la tasa de ganancia para la economía en general y para la industria manufacturera en 
particular, con algunas oscilaciones, más marcadas a nivel nacional, presentó una 
tendencia decreciente (gráficos 6 y 17). En cuanto a los salarios, estos también 
decrecieron, a excepción de los marcados repuntes de 1978 (como consecuencia del 
paro cívico de 1977), y de 1986 y 1987 luego del dramático descenso sufrido entre 1978 
y 1985.  
Igualmente, las caídas de los salarios en 1994 y 1999 estuvieron acompañados de las 
reducciones de la tasa de ganancia nacional e industrial en estos mismos años. Entonces, 
la presión salarial como único elemento determinante en el estrangulamiento de la tasa 
de ganancia no parece tener cabida en el escenario nacional por lo que, con las debidas 
precauciones, consideramos útil tener en cuenta también la interpretación de Brenner en 




                                                             
68 Afirmamos que con las debidas precauciones porque, como lo hemos anotado en el anexo 
metodológico de la presente tesis,  su trabajo ha sido criticado por su orientación un tanto economicista 
que poco tiene en cuenta las relaciones de poder dentro de las firmas y entre los países centrales y 
periféricos (Bach et al, op cit; Aglietta, 2008; Yamamura, 2008). 
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Es decir, en primera instancia no se manifiesta este conflicto que reflejara tendencias 
inversas entre la tasa salarial y la tasa de ganancia. Pero igualmente no debe dejarse de 
lado lo manifestado anteriormente cuando se veía la clara intervención del Estado en la 
aplicación de la estrategia de crecimiento económico conocida como ISI o de la 
industrialización por sustitución de importaciones en América Latina y por ende en 
Colombia, que mediante el aseguramiento y protección de la tasa de ganancia del capital 
se buscaba también mantener el régimen de acumulación prevaleciente por esa época. 
4.1.4.- La relación salarial y el conflicto distributivo 
Entre los caminos escogidos para medir y entender la distribución del ingreso, los 
marxistas, los heterodoxos no marxistas e inclusive los regulacionistas, Aglietta (1979) 
y Boyer (1992) toman como punto de referencia, también, la relación salarial. De esta 
forma sostienen que el capital refleja el establecimiento de una relación social de 
apropiación por parte de la clase propietaria, fruto de un acuerdo entre estas, del 
producto excedente generado por los trabajadores. Nos encontramos entonces ante una 
especie de polarización entre los agentes participantes en la producción en dos clases 
sociales cuya situación y participación en dicho proceso es totalmente inversa
69
. 
 El indicador utilizado para deducir dicha posición es la tasa de plusvalía, entendida 
como un índice de distribución que refleja la tensión entre el objetivo del propietario de 
los medios de producción por aumentar la productividad del trabajo, y aumentar, así, 
tanto la ganancia como su tasa, y de otra parte la pretensión de los trabajadores por 
lograr una mayor valorización por la fuerza de trabajo empleada en el proceso de 
producción
70
.   
La correlación de fuerzas entre estas dos clases sociales se manifiesta, de una parte, por 
el lado de la clase capitalista, mediante una acción coordinada para tratar de mantener o 
aumentar el excedente generado por el trabajo asalariado, mientras que del lado de los 
trabajadores sería mediante la demostración de fuerza, debilidad u organización para 
                                                             
69 Situación que según los regulacionistas, el modo de producción fordista buscó superar. 
70 Con diferentes matices esta es en general la interpretación dada, a esta distribución del ingreso, por 
los economistas que podríamos llamar de la escuela critica o alternativa a la concepción predominante. 
Entre estos autores se encuentran los seguidores de Marx, Dobb, Shaikh, Mandel, etc., y retomada 
también por la escuela regulacionista. 
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defender derechos laborales adquiridos y lograr una mayor retribución al trabajo. El 
punto a tener en cuenta, en este sentido es la relación productividad del trabajo versus 
valorización del trabajo.  
El economista escocés nacionalizado en Estados Unidos y premio Nobel de economía 
en 2015, Angus Deaton, muestra el deterioro de los salarios mínimos en Estados Unidos 
dado que cuando estos eran de $US 2.10 en 1975 tenían un poder de comprar mayor en 
un tercio que el salario mínimo de US $ 7.25 de 2011, con lo cual, dice que “esta 
erosión de largo plazo es una medida de la disminución del poder político de los 
trabajadores cuyos ingresos son iguales o muy próximos al salario mínimo” (2005, p. 
224). Esto refleja también, el caso de la mayoría de la población trabajadora por lo 
menos en Colombia.  
Para los neoclásicos la distribución de la riqueza se realiza mediante la racional relación 
contractual entre el empresario y el trabajador. Es racional porque los agentes que 
participan en la producción inicialmente lo hacen a través del mercado de trabajo, 
utilizando toda la información disponible para tomar las mejores decisiones de cuantos 
trabajadores contratar por el lado capitalista, mientras que los trabajadores deciden 
cuantas horas de trabajo ofrecen de acuerdo a la remuneración y al costo del ocio a 
sacrificar. Según este raciocinio mientras el capital busca la máxima ganancia, el trabajo 
trata de obtener la myor utilidad como consumidor de bienes y como oferente de fuerza 
de trabajo, dados los ingresos percibidos en un mercado de competencia perfecta que 
retribuye eficiente y equitativamente la participación de cada factor en el proceso 
productivo. Así la retribución percibida en  el proceso de generación de riqueza se 
establece a través de las productividades marginales de cada agente por medio de la 
inversión del capital y del  esfuerzo mental y físico del trabajo incorporado en el mismo. 
También sostienen que en el régimen de acumulación capitalista se establece una 
relación salarial contractual donde los agentes actúan libre y racionalmente para cada 
uno obtener el mejor beneficio de su participación en la producción. Es decir, para los 
neoclásicos no existe la explotación del trabajo, las relaciones de poder o las diferentes 
clases sociales; por tanto sostienen que todos los participantes en el proceso productivo 
son iguales, desconociendo de esta manera “el formal reconocimiento y aceptación 
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(imposición) de la subordinación, la jerarquía, el poder y la autoridad de los 
empleadores para llevar a cabo ciertas tareas en el lugar y en las condiciones de trabajo 
que este determine” (Neffa, 2007, p, 84).       
Es interesante observar que, tal vez unos de los más reconocidos representantes de la 
economía del libre mercado como el filósofo Robert Nozick o el premio nobel de 
economía (1974) Hayek, quienes aunque rechazaban cualquier política redistributiva
71
, 
el primero reconocía que para “rectificar” injusticias pasadas no quedaba más 
alternativa que redistribuir (González, 2006). También hacen reflexiones sobre la 





(1945) y Pigou (1945), entre otros.   
4.1.5.- La política fiscal y la distribución del ingreso 
La poca atención prestada por los neoclásicos a la distribución del ingreso la justifican  
argumentando que la eficiente asignación de recursos a la producción y la obtención de 
las máximas ganancias del capital conduce a un crecimiento económico sostenido que 
finalmente conlleva al bienestar general; es decir funcionaria como una especie de 
regadera que posteriormente abarcaría al conjunto de la sociedad, por lo que es 
prioritario garantizar el crecimiento económico que este por sí solo conlleva a mejores 
condiciones de vida a la población.    
 Otra forma de abordar el problema de la distribución del ingreso es a través de la 
política fiscal, analizando la forma como se obtienen los gravámenes públicos 
(tributación) así como su destino o canalización entre los diferentes sectores de la 
población. Como afirma Théret (1993, p. 31), el Estado es la única institución dentro de 
determinado territorio que tiene las condiciones de imponer contribuciones a la sociedad 
                                                             
71Ver más adelante la visión que tiene Perry Anderson de Hayek 
72 De su obra más conocida, “Principios de Economía”, dedica el libro VI, el cual consta de trece 
capítulos, al problema de la distribución del ingreso analizado desde la óptica microeconómica, es decir 
de la contribución de acuerdo con el concepto de marginalidad, inicialmente propuesto por Ricardo.   
73 “(…)[estudiar]al hombre y a su destino desde un punto de vista psicológico-económico y psicológico-
moral, buscando concordancia entre interés y justicia; “[definir] al individuo y al Estado, llegando a 
discusiones sobre el interés privado y el interés general , y sobre los servicios privados y públicos 
[resolver] los problemas de orden al conciliar la libertad y autoridad, y los problemas de justicia al 
conciliar igualdad y desigualdad; [mostrar]el principio de igualdad de condiciones como opuesto a la 
igualdad de posiciones.” (Walras, citado por Monsalve, 2009, p. 15)   
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como contrapartida a “la protección de los individuos ante la inseguridad de sus 
relaciones con los otros”. Además, el Estado como representación de un sistema liberal 
democrático es jurídicamente igualitario, al menos formalmente, pero enmarcado en una 
estructura social profundamente desigual que, a su vez, esta soportada por diferentes 
sistemas de poder “esencialmente desiguales y disimétricos” (op cit, p. 189).  
De esta forma, el Estado puede utilizar la política fiscal como mecanismo de 
financiación, de estabilización macroeconómica o de distribución del ingreso, 
protegiendo la tasa de ganancia del capital en detrimento de otros sectores, entre ellos el 
trabajo. En cualquiera de estas acciones están presentes las presiones y gestiones de los 
diferentes actores de la sociedad dado el carácter político y económico que llevan por 
dentro; es decir, de toda la carga teórica e ideológica que hay detrás de cada medida 
tributaria, dado que “los impuestos son el verdadero meollo de la política” (Deaton, 
2015, p. 227).  
Estos aspectos políticos y económicos se cruzan entre sí al momento de decidir cómo se 
obtiene y se distribuye el ingreso y la riqueza. Los agentes actúan para protegerlos al 
momento que se anuncia o se impone un nuevo gravamen. Lo paradójico es que todos 
quieren beneficiarse de la actividad del Estado, pero nadie quiere contribuir a su 
funcionamiento (Hernández, I. 2014). Por ejemplo, el capital buscando la maximización 
de sus ganancias busca por diferentes medios reducir al mínimo su contribución al 
sustento del organismo estatal que tanto les incomoda pero que no dudan en presionar 
para el otorgamiento tanto de estímulos a la inversión como de un ambiente jurídico y 
macroeconómico que les permita actuar sin mayores riesgos para la obtención de dicha 
tasa de ganancia. 
Del lado de la fuente de ingresos estatales, WilliaVickrey, el reconocido economista 
canadiense y premio nobel de economía en 1996, fue quien más insistió en la 
tributación como un mecanismo para lograr una eficiente y equitativo sistema de 
contribución y asignación. Aunque en principio era partidario de un sistema tributario 
neutral —por los menos para los países desarrollados—, también reconoció las 
bondades de la progresividad del mismo (González, 2006).  
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En ese sentido, dentro de las recomendaciones que hizo para mejorar la progresividad 
del sistema tributario, estableció claramente que el impuesto a las ganancias del capital 
no debería privilegiarse y su tratamiento habría de ser equivalente con los demás 
ingresos. Esta recomendación contrasta con las continuas reformas tributarias 
neoliberales en América Latina, y por ende en Colombia, que cada vez gravan en mayor 
medida los llamados impuestos indirectos (el IVA y en general el llamado impuesto al 
consumo que son altamente regresivos), en detrimento de la participación de los 
impuestos directos o progresivos
74
. En el mismo sentido se manifiesta Théret (2014, p. 
180) cuando afirma que, en la evolución del proceso de acumulación de capital, la 
organización del sistema de recaudación ha venido generalizándose la imposición de 
impuestos indirectos a todas las mercancías. 
Así la política fiscal y tributaria se convierte en un mecanismo de distribución del 
ingreso donde el capital actúa para amortiguarlas o eludirlas con el fin de atenuar los 
costos de producción y mantener una tasa de ganancia favorable o detener su 
disminución cuando esta se hace evidente
75
.  
4.1.6.- Los impuestos y el Estado 
Los impuestos igualmente cumplen con varios propósitos: como un mecanismo de 
financiación del Estado, de estabilizador de la economía –mantener la tasa de ganancia 
del sistema- y como un instrumento que configura las diferentes clases sociales e 
implementa las relaciones de poder entre las mismas.  
En este sentido, Tanto Tilly (1992) como Moore (1991) en su concepción sobre el 
Estado, muy influenciados por el pensamiento de Weber (1964), lo consideran como 
una institución política para cuya consolidación y desarrollo requiere necesariamente de 
la monopolización de la violencia, del tributo y por ende del poder de coacción dentro 
de un determinado territorio. Estos autores también concuerdan con Anderson (1999) 
que en la formación y consolidación de esta entidad social estas acciones estuvieron 
                                                             
74 Trabajos bien ilustrativos sobre este tema y la forma como los grupos y gremios económicos han 
presionado para que las reformas tributarias se inclinen en este sentido pueden verse en Arévalo, et al., 
Hernández, I, Junguito, R, et al. y Giraldo C, entre otros.   
75Bourdieu, Théret, Boyer, Aglietta y en Colombia Reveiz, Ocampo, Kalmanovitz, Rodríguez, Sáenz, 




amparadas por las guerras y la conformación de grandes ejércitos para que tuvieran 
éxito. 
De esta forma, tres acciones parecieron caminar conjuntamente a través de la historia: 
guerras, comercio y creación de los Estados, así que, estos estuvieron sustentados en la 
fuerza física, en un eficiente sistema tributario y en un ejército lo suficientemente 
poderoso que garantizara su consolidación tanto al interior de sus fronteras como en el 
exterior de las mismas. A nivel interior porque era necesario afirmarse frente a otras 
fuerzas o grupos que también sentían tener el capital político, económico y físico para 
disputar el control estatal. A nivel externo dado que el poder de un soberano y 
posteriormente de los Estados-naciones estaban fincados en su capacidad de defensa o 
de agresión para conquistar otros feudos o de invadir otros Estados.  
Estas acciones de defensa o ataque estaban, y aún siguen estando, soportadas en 
verdaderas máquinas de guerra que han requerido de grandes recursos para su 
financiación y fortalecimiento. A su vez, las estrategias de financiación de las guerras y 
la creación de los Estados no parecen haber cambiado mucho a través de la historia 
como bien lo ilustra Anderson (1999) en el ejemplo de la Atenas imperial donde los 
recursos necesarios para sostener sus poderosos ejércitos se basaron principalmente en 
la extracción de plata de las minas de Grecia y de los impuestos cada vez más gravosos 
sobre las ciudades que estaban bajo su dominio mediante el sometimiento militar. 
 Posteriormente al estudiar la formación de los Estados absolutistas en el este y oeste 
europeo, también las guerras, su costo y financiación fueron protagonistas, y los 
impuestos uno de los principales soportes, a pesar de las diferentes resistencias y 
rebeliones tanto de campesinos como de los nobles en su instauración. Por tanto, ayer, 
como actualmente, los pueblos o Estados sometidos militar y políticamente han cargado 
con dos fardos de los que desde entonces no se han podido liberar: los tributos y las 
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deudas que no han adquirido pero que la fuerza de las armas y del poder político de los 
conquistadores o invasores les han impuesto (Graeber, 2012)
76
. 
Con el transcurrir del tiempo las cargas tributarias y la explotación de algunos bienes 
primarios de los países o territorios invadidos se convirtieron en una de las principales 
fuentes de extracción de recursos para sostener los ejércitos y la administración del 
Estado con una burocracia creciente y con mayor poder dentro del mismo y como medio 
para establecer la línea divisoria entre dominadores y dominados. Es en este sentido que 
Tilly, Moore, y Anderson (2003), entre otros, entienden al Estado como una relación de 
hombres dominando hombres, por lo que si los Estados existen es porque los dominados 
obedecen la autoridad, que se reconoce como tal, y la cual está basada en el uso legítimo 
de la violencia. Los impuestos sufragados por los Estados sometidos y, dentro de estos, 
por las clases menos favorecidas que, además de los impuestos monetarios o en especie, 
también han contribuido con los llamados “impuestos de sangre” en las diferentes 
confrontaciones, son también el indicador de quienes dominan o imponen los tributos y 
quienes son los dominados y deben sufragarlos.  
En la misma conformación de los Estados se siguieron caminos diferentes y, por tanto, 
las estrategias para extraer los recursos requeridos también cambiaron de acuerdo con 
sus propias necesidades, contextos y de acuerdo a los regímenes de acumulación 
establecidos. La conformación de burocracias capacitadas para la extracción de estos 
recursos necesarios para la financiación y consolidación de los ejércitos y de los 
Estados, así como su administración, también varió de una región a otra, con relación a 
su estructura institucional y organizacional. 
De esta forma, para los seguidores del llamado “modelo estándar belicista”, del cual 
Tilly es uno de sus exponentes, debe existir una perfecta retroalimentación entre 
guerras, Estados fortalecidos, burocracias eficientes, una población interna altamente 
cohesionada con sus gobernantes y un aparato fiscal que los soporte y se nutra de los 
nuevos tributos provenientes de los países conquistados.  
                                                             
76 Este autor recrea la forma como los diferentes pueblos y Estados desde el momento de su 
sometimiento se han visto obligados a cancelar una deuda cobrada por los invasores para sufragar los 
costos militares de su propia subyugación.   
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Sin embargo, para Centeno (2014)
77
 este ciclo de: guerra, Estado, burocracia y 
tributación, no parece adaptarse para el estudio de la conformación de los Estados en 
América Latina. Inclusive cuestiona el hecho que dicho modelo se generalice en la 
explicación de la génesis de los Estados dado que, según su apreciación, este ha sido 
más bien la excepción en los casos de Europa noroccidental, Japón y Estados Unidos de 
América. Es bastante enfático en solicitar que en los estudios sobre la creación del 
Estado en América Latina haya un replanteamiento de este modelo belicista. Esta 
postura es bastante atinada si tenemos en cuenta que, al momento de las guerras de 
independencia, los países independizados no contaban con una organización 
administrativa, política y militar que cohesionara al conjunto de la población en esta 
empresa.  
La conformación de los ejércitos criollos fue muy precaria y no existía una identidad en 
torno a la cultura o la nacionalidad en el conjunto de la población “independizada”; pero 
las condiciones internacionales estaban dadas para la insurrección dado que por 
entonces el imperio colonizador español estaba en plena decadencia y en franca 
bancarrota por sus diferentes confrontaciones (la última con Francia), así como por la 
prioridad financiera que le dio Fernando VII a la reconquista de sus colonias en 
América. En esos momentos de crisis la ex potencia derrotada no contaba con unas 
instituciones militares ultramarinas ni administrativas con un orden eficiente que legara 
a sus ex colonias (Fraser, 2007). El caos y desorden institucional español, ya 
recurrentes, impidió que los nuevos Estados heredaran modelos institucionales y de 
administración que garantizara un adecuado sistema tributario, político o económico 
que guiara su propio crecimiento y desarrollo en forma adecuada.  
Por ello, como sostiene Centeno, la ruptura con la metrópoli significó también para las 
nuevas Repúblicas encontrarse ante un vacío teórico y empírico para la creación de una 
institución Estatal fuerte que condujera a la construcción de sistemas tributarios 
independientes y eficientes para su consolidación. Era tal la desorganización 
administrativa y de Hacienda que casi a mediados del siglo XIX, las autoridades 
                                                             
77 Centeno también comentó sobre las dificultades de la creación de los Estados en América Latina en el 
programa de televisión Hechizos y Relatos del canal Prisma de la Universidad Nacional (2010), con el 
título La Construcción del Estado en América Latina. 
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colombianas, ya disuelta la Gran Colombia, optaron por tratar de reconstruir algunos de 
los sistemas contables utilizados por España durante los últimos años de la colonia.  
Igualmente, desde el mismo momento de conformación de los ejércitos rebeldes estos 
nuevos países se embarcaron en cuantiosas deudas y compromisos financieros que 
posteriormente tuvieron gran repercusión en sus presupuestos los cuales estuvieron 
marcados por los déficits. Por tanto, desde entonces la debilidad del Estado en 
Latinoamérica ha sido manifiesta tanto con el exterior como a nivel doméstico. Con el 
exterior porque los centros de poder económico, político e inclusive de precios de la 
región generalmente han estado por fuera, han llegado desde afuera de tal forma que 
“América Latina nunca ha sido ama de su propio destino” sino que este ha sido parte del 
proyecto de otros (Centeno, 2010), inicialmente de España, luego de Inglaterra y 
finalmente de Estados Unidos. 
Esta debilidad también se manifiesta a nivel interno dado que ante las necesidades de 
financiamiento para funcionamiento, inversión o para cubrir déficits, el Estado se ha 
mostrado incapaz de requerir contribución de las elites, mediante impuestos o 
simplemente persuadiéndolos  para que cumplan con sus obligaciones tributarias que, 
de acuerdo a sus ingresos y patrimonios, les corresponde ya que estas “no toman en 
serio al Estado”, y el no pago de estos impuestos o la desobediencia a medidas 
gubernamentales no les acarrea ninguna sanción; simplemente saben “que no les pasa 
nada” (Centeno, 2014).  
La fragilidad estatal frente al poder de las elites y su manifiesta incapacidad para 
hacerlas tributar, de acuerdo con sus ingresos, ha sido estudiada desde diferentes orillas, 
ya sea desde la óptica neoclásica con fuerte influencia del nuevo institucionalismo por 
parte de Kalmanovitz, Avella, Urrutia, entre otros, así como desde las corrientes 
heterodoxas, por investigadores como Giraldo, Rodríguez e inclusive Misas, entre otros. 
En su defecto, debido a las crecientes necesidades de ingresos, el Estado ha tenido que 
recurrir al endeudamiento externo con lo que se ha viendo incrementando la deuda y 




El precio es la creciente pérdida de soberanía ya que los programas sociales, fiscales y 
aún monetarios no obedecen a las necesidades o políticas de los Estados en forma 
autónoma, sino a las presiones externas con el fin de que cumplan debidamente con las 
obligaciones financieras adquiridas con las entidades crediticias internacionales 
(Stallings, 1994).  
Lo que se busca destacar en esta parte es la forma como la imposición del tributo y su 
aceptación por parte de los componentes de una sociedad depende en gran medida de la 
supremacía de un grupo social sobre otro y la aceptación de las partes de dicha 
imposición. Bourdieu es más fuerte aún en su percepción de lo que han representado los 
impuestos cuando sostiene que una vez que estos se han implantado, y que deberían ser 
aceptado por “todos los grupos sociales”, se busca que sean considerados como 
necesarios para financiar los gastos de un ente social “ficticio” que es el Estado. Por lo 
que el impuesto es y ha sido considerado como condición necesaria para la 
consolidación del Estado y el medio eficaz para garantizar la acumulación de capital. 
Sin embargo, esta característica, que ha sido tomada como una variable de primer orden 
en la conformación de los Estados europeos, dista bastante de lo acontecido en la 
mayoría de los países latinoamericanos dado que, de una parte, una de las banderas 
utilizadas por la elite criolla contra la corona española fue el fuerte rechazo contra los 
nuevos tributos impuestos a estas colonias, y de otra, la ausencia de una mediana 
cohesión social en la cual los diferentes grupos sociales se sintieran identificados 
dificultó el establecimiento de un sistema tributario que coadyuvara a la consolidación 
estatal.  
Entonces, ante la necesidad de establecer un nuevo gravamen, si este mostraba el más 
mínimo rechazo, por parte de las elites o de la población a su imposición, era motivo 
suficiente para retirarlo rápidamente para así evitar traumatismos y confrontaciones. 
Esto por supuesto dificultó el establecimiento de un sistema tributario acorde a las 
necesidades fiscales que debían enfrentar las nuevas naciones.  
Así, la dificultad de crear un eficiente sistema tributario se dio a partir del mismo 
momento de la independencia en América Latina y por supuesto en Colombia. Desde 
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entonces la reticencia a pagar impuestos, especialmente de las elites que han contado 
con asesores tributarios en sus actividades económicas, así como representantes en el 
Estado, ha sido la constante. Han argumentado siempre que los excesivos gravámenes 
influyen de forma negativa en la rentabilidad del capital (Rodríguez, 2001 y Hernández, 
2014), que inhibe la inversión, la producción y por tanto, el empleo.  
Las anteriores variables económicas, necesarias para determinar la tasa de ganancia y en 
las cuales están reflejados los comportamientos de los diferentes agentes políticos, 
sociales y económicos están en el numerador de este índice, mientras que en el 
denominador ubicamos el capital, el cual abordaremos a continuación.  
4.1.7.- El capital  
El enfoque heterodoxo acogido en la presente tesis doctoral, asume también que  
el capital no es una cosa material, sino una determinada relación social de producción, 
correspondiente a una determinada formación histórica de la sociedad, que toma cuerpo 
en una cosa material y le infunde un carácter social específico (Marx, 1985, p. 754). 
Esta postura de concebir al capital como la expresión de una relación social de 
producción, es comprenderla como una actividad social donde se establece el vínculo 
entre capitalistas y trabajadores de acuerdo con las diferentes formas que adopta el 
capital ya sea en su forma constante o variable. Entonces, en dicha correlación el capital 
constante (máquinas, equipos y planta) ha de requerir necesariamente el concurso de la 
mano de obra (con músculo y cerebro) como generadora de valor para así lograr la 
maximización de las ganancias mediante la ampliación del plusvalor.  
Estas relaciones sociales de producción reflejan, asimismo, el momento histórico dentro 
del cual se establecen y están enmarcadas por la institucionalidad vigente en dicho 
tiempo, estableciendo a su vez normas y leyes para que el proceso de expansión del 
capital se perpetúe. En cualquier modo de producción dicha relación crea las 
condiciones, además, para que los poseedores de los medios de producción establezcan 
una relación de dominación y explotación frente a quienes solo cuentan con su fuerza de 
trabajo para sobrevivir. 
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Shaikh (1990) acoge plenamente el planteamiento de Marx considerando que “para 
entender el capital se debe, por lo tanto, descifrar su carácter como relación social” 
(Marx, T. III, VoL 8, G XLVII, citado por Shaikh, p. 7)      
Aglietta, también concuerda en que “el capital es una relación social fundamental que 
define un modo de división social del trabajo […] es el producto del trabajo social” 
(1979, p. 12), que, según su visión, recoge con precisión el concepto marxista de 
plusvalor. Se entiende así el capital como relación social que se ocupa ante todo de la 
reproducción de la ganancia, reflejada en su tasa que significaría la ganancia obtenida 
por unidad de capital invertido en la economía.  
4.1.8.- La política monetaria  
La utilización de la política monetaria como otro mecanismo para influir en la tasa de 
ganancia y en la  distribución del ingreso también ha sido motivo de investigación tanto 
en el ámbito externo como interno
78
. Para razonar acerca de esta relación es necesario, 
como lo señala Smithin (2004), visualizar la economía política que siempre está detrás 
de la técnica monetaria; evaluar el rol que juega el dinero en dicho proceso y las fuerzas 
económicas que intervienen, así como los intereses que defienden. 
Este es otro de los puntos fundamentales donde encontramos marcadas diferencias entre 
los puntos de vista ortodoxos y la mayoría de los exponentes del pensamiento crítico u 
heterodoxo que alberga a marxistas, keynesianos, kaleckianos y finalmente a 
regulacionistas. Para el predominante pensamiento estándar u ortodoxo el dinero es 
simplemente un instrumento creado para facilitar el intercambio sin ningún efecto sobre 
las variables económicas reales, a saber, la producción, el empleo o la tasa de interés 
real. Por tanto, en cuanto a la política monetaria, para la corriente ortodoxa  
la visión de neutralidad corresponde a una concepción liberal de lo político, así como el 
Estado busca el bien común, por fuera de los conflictos sociales o los órganos de 
dominación, la moneda pretende agilizar intercambios, favorecer la eficiencia, 
independientemente de que se apalanque un régimen de acumulación o un régimen 
político (Rodríguez, 2011, p. 235).  
                                                             
78 Sarmiento E, Moreno A. M, Rodríguez O, González J.I., por ejemplo. 
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Esta significación de la moneda es la que sirve de sustento a los bancos centrales para 
optar por medidas monetarias restrictivas para controlar la inflación bajo el supuesto de 
que estas no tienen efectos sobre la economía real, es decir que ni el intercambio ni la 
producción son perturbados por modificaciones en la masa monetaria (Aglietta y 
Orléans, citados por Rodríguez, 2011). 
Por el contrario, para el pensamiento alternativo para realizar un análisis del conflicto 
distributivo emanado de las políticas monetarias es imprescindible tener en cuenta el rol 
desempeñado por el dinero y su impacto sobre la economía real, así como los efectos 
diferenciados en el capital y el trabajo. Por ejemplo, una política de desinflación que 
busca valorizar el capital – mayor rentabilidad-, tiene consecuencias sociales como el 
crecimiento del desempleo y menor crecimiento del salario real (Stiglitz, 2008).  
Aunque se debe tener en cuenta que también existen coincidencias y distanciamientos 
respecto a la interpretación que se tiene del dinero o la moneda entre quienes comparten 
el pensamiento heterodoxo. Si bien es cierto que, en primera instancia, eran claras las 
coincidencias en cuanto a que el dinero, como equivalente general, era interpretado 
como una manifestación del valor del trabajo incorporado en las mercancías, bien 
pronto los principales exponentes regulacionistas (Aglietta y Orléans) se distanciaron de 
esta interpretación para acoger una vía más institucionalista. 
En esta óptica, la moneda es considerada como una invención social, una convención 
aceptada por toda una comunidad de pagos
79
 por lo que además “cumple una función 
fundamental de lazo social, creadora [igualmente] de su propio espacio social, [por lo 
que entonces] “la moneda es una relación de pertenencia de los miembros de un grupo 
social al grupo entero. Esta relación se llama confianza” (Aglietta, citado por Rodríguez, 
2010, p. 6), entendida como el sentimiento de seguridad personal “que ocasiona la 
posesión del dinero [por lo cual] es seguramente la forma y expresión más concentrada 
y aguzada de la confianza en la organización y el orden estatal y social” (Rodríguez, 
2010, p. 6). 
                                                             
79 Se entiende por comunidad de pagos “a la sociedad dentro de la cual circula un conjunto de medios 
de pago articulados a un sistema de cuenta” (Théret, 2013, p.  48)…”no es otra que el todo social 
representado bajo la forma monetaria” (Rodríguez, 2011, p. 235).   
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 En otras palabras, “Tal confianza es, en última instancia, una confianza en la estabilidad 
del sistema de cuenta, si bien debe precisarse que la cuenta es ante todo una actividad 
mental” (Théret, 2013, p. 41). Así, bajo un enfoque holista, la moneda es considerada 
como “una entidad estructurada [en] un sistema perenne de relaciones que toma diversas 
formas - símbolos (unidad de cuenta: sello firmas), objetos (medios de pago: piezas, 
billetes, escrituras), reglas (de cuenta, de pago, de emisión, de cambio)” (Théret, 2013, 
p. 37). Por tanto, 
lo que permite que un objeto se convierta en moneda no son sus cualidades materiales, 
sino el hecho de ser aceptados por todos como expresión de riqueza. Es moneda lo que 
todo el mundo cree que es moneda [...] Luego la relación monetaria establecida permite 
que cada mercancía se exprese en un espacio homogéneo, donde las características 
cualitativas diferentes de cada una son expresadas en una relación de equivalencias 
cuantitativas (Chena, 2010, p. 99).  
En estas relaciones las equivalencias son establecidas por el grupo más fuerte de la 
sociedad y luego son validadas en el conjunto social utilizando el argumento que se 
trata de un orden natural y justo (Chena, 2010). 
Por estas razones, más que válidas, los regulacionistas se reencuentran, en este último 
aspecto, con el pensamiento heterodoxo al cuestionar la neutralidad y exogeneidad del 
dinero. Este juega un papel activo y es endógeno en el funcionamiento económico por 
lo que su manipulación tiene efectos en las variables reales del mismo. En primera 
instancia, no es neutral y, además 
 Por cuanto la moneda es la expresión de la riqueza absoluta [Aglietta y Orléan 2002] 
ella es objeto de tentativas de captación por todos. Genera conflictos entre actores y 
grupos sociales, para deformar su ventaja de la regla monetaria, a saber, el acceso a la 
liquidez. Andrea Orléan nos recuerda que, según los tipos de régimen monetario 
[implementado] ciertos grupos sociales se encuentran privilegiados con detrimento de 
otros (Oul-Ahmed, citado por Rodríguez, 2010, p. 8).  
Esta última interpretación de la moneda ha sido defendida por los postkeynesianos, de 
los cuales los regulacionistas acogen muchos de sus análisis (Boyer, 2011). Hay 
consenso, de otro lado, entonces, en que ni la oferta monetaria ni las reservas bancarias 
son controladas por los bancos centrales, sino que dicha oferta “está determinada por la 
demanda de crédito de los agentes y la necesidad de liquidez de la economía” (Moreno, 
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2014, p. 3); en otras palabras, el dinero es endógeno y por tanto la política monetaria 
tiene efectos sobre la economía real y en la distribución del ingreso.  
Como invención social, que le otorga al Estado la facultad de imponerla, la moneda 
como símbolo que representa valor muestra, también de esta forma, las relaciones de 
poder y distribución entre los actores que la han convenido y aceptado (Théret, 2013). 
En este sentido también existe acuerdo entre los heterodoxos que a través de la 
manipulación —dificultades o facilidades en su circulación— mediante la 
implementación de determinadas políticas monetarias, el Estado juega un rol 
determinante en la distribución del ingreso ya sea actuando como el “tercero excluido”
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o como un agente que asume una actitud sesgada a favor de algunos de los actores que 
buscan una mayor tasa de ganancia para sus inversiones e impactando por tanto la 
distribución dentro del ingreso nacional.  
De esta forma, cuando los bancos centrales en América Latina abandonaron los 
objetivos de créditos de fomento que propiciaban condiciones de crecimiento, de 
desarrollo económico y empleo, y con ello la participación del Estado en la dirección y 
coordinación de la política económica y social, renunciaron también a su función de una 
distribución más democrática del ingreso que era una de las preocupaciones de los 
gobiernos por lo menos hasta antes de la primera mitad de la década del setenta del siglo 
pasado.  
Antes de los ochenta, la inflación no era el enemigo a perseguir y, por el contrario, la 
expansión de los medios de pago y el déficit público eran herramientas utilizadas para 
dinamizar las economías, donde la industria jugaba papel importante en el crecimiento 
económico y, los créditos de fomento e incentivos tributarios y arancelarios fueron 
utilizados para obtener tasas de ganancia protegidas para incentivar la inversión, la 
producción y el empleo. Estos instrumentos de dinamización económica de corte 
keynesiano actuaban también como herramientas de control de la distribución que de 
alguna forma concordaban con los instrumentales de las políticas del Estado de 
bienestar que caracterizaba, además, los modos fordistas periféricos de producción.  
                                                             
80 “En el principio del tercero excluido es preciso reconocer que una alternativa es falsa y otra verdadera 
y que no cabría otra posibilidad” Unam (2015). 
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Otra fue la historia cuando en octubre de 1979, Paul Volcker anunció en forma 
unilateral que Estados Unidos aumentaba las tasas de interés y daba inicio a la paulatina 
pero sostenida lucha contra la inflación. De esta manera quedaban bastante limitadas las 
facultades para que los Estados continuaran desempeñando la función hasta entonces 
asumida, con la política monetaria, para incidir en forma activa en el crecimiento, el 
empleo y el desarrollo económico.  
4.1.9.- Control y retorno del reino de las finanzas 
Respecto al papel jugado por las finanzas
81
, en la maximización de las ganancias del 
capital se observó que fue durante la edad dorada cuando se logró consenso sobre la 
necesidad de establecer mayores controles a la movilidad de capitales (Ley Glass- 
Steagall en 1933)
82
, dado que estos habían sido grandes protagonistas de la 
desestabilización económica de las dos primeras décadas del siglo XX (Rodrik, 2011). 
Keynes asimilaba el comportamiento de las finanzas al de un casino cuyas acciones 
estaban dirigidas a la especulación y al lucro casi inmediato, en detrimento del capital 
productivo y del bienestar general. Igualmente, el escenario de la posguerra configuraba 
nuevas realidades donde se veía indispensable una mayor intervención estatal para 
acercarse a un sistema donde el capitalismo combinara eficiencia con mayor equidad, 
aspecto al cual se le había dejado de lado.  
De esta forma, el mayor crecimiento de esta etapa también ayudó a crear el espacio 
político para poner en cintura a las finanzas de tal forma que no dificultaran los 
objetivos logrados, en cuanto a mayores tasas de ganancia del capital productivo y 
mejores condiciones de vida a los trabajadores formalizados. Estos controles eran algo 
impensable antes de la gran depresión, pero de 1940 hasta 1980 se convirtieron en 
norma.  
                                                             
81 Entendiendo por financiarización la importancia que ha venido adquiriendo el poder de este sector en 
todos sus órdenes, en el desempeño de las economías a nivel doméstico e internacional. Su influencia 
en el conjunto de la economía, su capacidad de influir en el sector No financiero, las familias y los 
gobiernos es cada vez más evidente y su influencia en políticas que inciden en el crecimiento son 
factores que se deben tener en cuenta al momento de estudiarla (Boyer, 2000; Théret, 2011).   
82 Esta ley, también conocida como Banking Act, fue establecida por el presidente norteamericano 
Franklin D. Roosevelt como una medida para prevenir la especulación que podrían hacer los banqueros 
con los dineros de los ahorradores. Esta Ley se estableció como una medida más para superar la Gran 
depresión de 1930 (de Bergia Sada, 2014) 
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Sin embargo, el éxito de Bretton Woods, que impulsó el crecimiento del comercio 
mundial, hizo cada vez más difícil diseñar instrumentos adecuados de control a las 
finanzas, a la vez que se hacían más fuertes las voces que se oponían a la intervención 
estatal y al control de la movilidad de los capitales. Los dos países que más se 
interesaron en la renovada y profunda liberalización del mercado de capitales fueron 
aquellos que contaban con los más grandes centros financieros a nivel mundial: EE. 
UU. e Inglaterra (Rodrik, 2011).  
El nuevo paradigma libertario de las finanzas encontró, desde el anuncio de Nixon, en 
1971, de abandonar el patrón oro y de darle paso al tipo de cambio flexible, un nuevo 
espacio político, económico y teórico que pregonaba las bondades de las eficiencias de 
las mismas para distribuir adecuadamente los recursos a los sectores más prósperos, y 
mayores tasas de ganancia para así alcanzar el crecimiento económico. Aunque los más 
fervientes defensores de la liberación financiera reconocían que esta mayor movilidad 
beneficiaba solo a unos pocos, continuaban con una férrea defensa de este sector 
especulativo.  
Por tanto, uno de los últimos prominentes economistas keynesianos, el permio nobel de 
economía (1981) James Tobin, en la década del setenta ya advertía sobre los riesgos de 
la excesiva movilidad del capital financiero dado que impedía que los países pudieran 
establecer políticas monetarias y fiscales autónomas socavando, por tanto, el margen de 
maniobra sobre la gestión de medidas apropiadas para las economías nacionales. Para 
contrarrestar los efectos nocivos de este boom de transacciones financieras propuso un 
impuesto a las mismas, conocida en su momento como “la tasa Tobin”. Sin embargo, 
estas propuestas cayeron en tierra estéril dado que los acuerdos de Bretton Woods y el 
consenso keynesiano, para la década del noventa, eran ya cosa del pasado. El nuevo 
paradigma se había impuesto. Las crisis financieras de fin de siglo y de las primeras 
décadas del siglo XXI, reavivaron el debate sobre un mayor control al mundo 
financiero, aunque sin mayor voluntad política, ni los instrumentos adecuados para 
lograrlo (Dossi, 2014). 
Las finanzas encontraron en las dificultades de la tasa de ganancia en 1972 y ahondada 
con la crisis petrolera de 1973, el camino allanado para la recuperación y la 
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reafirmación de su hegemonía con la garantía de que sus ingresos son inseparables del 
ejercicio de su poder de clase por medio del control de las políticas monetarias y 
fiscales de los Estados (Rodrik, 2011). Se cristalizaba de esta manera lo que Duménil y 
Lévy (2007) llamaron “el golpe de las finanzas”.  
Este retorno de la hegemonía de las finanzas, como mecanismo para recuperar la 
resquebrajada tasas de ganancia acarreó, además, una transformación mental y de 
acción en todos los órdenes. Desde entonces, las familias, las empresas y los gobiernos 
han estado cada vez más presos de mayor endeudamiento a causa del aumento de las 
tasas de interés y su servicio, tal como ocurrió en la década de 1980. Por ello las 
empresas buscaron aumentar sus ganancias en forma acelerada, no para reinvertirlos en 
el negocio sino, para sufragar unos costos financieros cada vez más crecientes, así como 
para entrar en el mercado de la especulación con papeles de bolsa que les era más 
rentable y menos riesgoso. De manera que el excedente obtenido en el sector productivo 
no se utilizó para generar más riqueza real sino para obtener mayores rentabilidades en 
el menor tiempo posible a través del juego financiero.  
Por su parte las familias, con el menor crecimiento de los salarios, se vieron obligadas a 
enviar más de sus miembros al mercado laboral para tratar de compensar la caída de sus 
ingresos y niveles de vida. Igualmente, han acudido al endeudamiento para mantener 
sus patrones de consumo que finalmente contribuirían al crecimiento de la demanda 
agregada y por ende del aparato económico
83
. 
Finalmente, los gobiernos han optado por un mayor endeudamiento, así como por 
políticas de ajuste y estabilización, generalmente “sugeridas” por los organismos 
internacionales de crédito con el fin de que puedan honrar sus obligaciones financieras. 
El sector más damnificado ha sido el gran grueso de la población dado que los 
gobiernos, dentro de sus políticas de ajuste, redujeron drásticamente los recursos para 
las áreas sociales. Así, las finanzas recobraron su poder de injerencia en las decisiones 
de política monetaria y fiscal a nivel mundial (Rodrik, 2011), la riqueza se concentró y 
la mayoría de las familias vieron disminuir su poder adquisitivo. Asimismo, la 
                                                             
83 Brenner comenta que esta fue la estrategia seguida por la Reserva Federal de EE. UU. en la década de 
1990 que finalmente desembocó en la crisis de final de siglo en dicho país. 
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distribución del ingreso se direccionó a favor del capital, y dentro del capital, del 
productivo al financiero, todo ello en detrimento del trabajo.  
Estos factores fueron tejiendo las condiciones para que además se iniciara el proceso de 
desindustrialización que empezó a manifestarse desde los años ochenta a nivel regional 
(Katz, et al., 1996) y nacional (Trujillo, 2002; Ramírez, 2008) mientras que el de 
servicios, especialmente financieros, experimentaron espectaculares crecimientos dando 
paso al llamado crecimiento “liderado por las finanzas” (Boyer, 2000).  
Este nuevo enfoque empieza a manifestarse en Colombia en las reformas propuestas por 
Ronald McKinnon en 1974, se profundiza con la crisis de la deuda en 1980 y las 
reformas dispuestas por el Consenso de Washington; finalmente se cristaliza en la 
Constitución de 1991. Mediante el artículo 372 de dicha Constitución, el Banco de la 
República reasume funciones en la determinación de la política monetaria cambiaria y 
crediticia, que por cerca de 30 años estuvo en manos de la Junta Monetaria. Así, desde 
la expedición de la mencionada ley hasta la crisis de 1999 la junta directiva del Banco 
de la republica eligió como instrumento de la política monetaria un agregado monetario 
(Base, M1, M2 o M3). Posterior a la crisis de fin de siglo se adoptó a la tasa de interés 
como el instrumento para regular los medios de pago y así cumplir con el principal 
objetivo de reducir la inflación, pero dejando de un lado la coordinación que debía 
guardar con el comportamiento general de la economía (Moreno, 2014).  
Para comprender el resultado de estos cambios en la economía colombiana, Moreno (op 
cit) adapta el modelo de Rochon y Seterfield (2007) en el cual se integra en el análisis 
de la política monetaria, la relación entre los objetivos de reducir la inflación con los 
instrumentos acogidos para tal fin. También los coteja con los resultados del 
crecimiento económico, el comportamiento de los salarios, el desempleo, y finalmente 
con la pérdida de poder de negociación de los trabajadores frente a empresarios y 
gobierno. Con los resultados encontrados logró demostrar una reducción de los ingresos 
laborales en el PIB, que concuerda con los encontrados en nuestro ejercicio.  
El citado modelo parte de un equilibrio inicial en el cual se acuerda el nivel de inflación 
esperado, y los trabajadores y empresarios negocian el nivel de ingreso de los primeros 
85 
 
dentro del PIB. También allí se establecen el poder de negociación de los trabajadores y 
el grado de monopolio de los empresarios, ya que de acuerdo con este pueden tener un 
mayor grado de maniobra para ajustar su margen de ganancia ante cambios en los costos 
de producción.  
Sin duda alguna, la orientación de las acciones del emisor desde mediados de los setenta 
ha estado fundamentadas en la ideología monetarista del control de la inflación 
mediante la manipulación de la oferta de dinero. Sin importar si la meta intermedia sea 
la base monetaria, M1, M2 o M3 o la tasa de interés de corto plazo, el Banco central 
colombiano ha sido un agente activo para contrarrestar las presiones inflacionarias 
(distributivas) utilizando todos los instrumentos a su discreción (Moreno, op cit, p. 13) 
Bajo el supuesto de la neutralidad del dinero el Banco Central enfocó sus esfuerzos en 
reducir la inflación con políticas monetarias restrictivas en la década de los ochenta del 
siglo XX, y aumentando las tasas de interés desde la segunda mitad de la década del 
noventa. La ralentización del crecimiento fue la primera consecuencia, luego vino el 
crecimiento del desempleo y la reducción del poder de negociación de la clase 
trabajadora. 
4.2.- Variables no económicas que inciden en la tasa de ganancia 
Tengamos en cuenta que las variables económicas hasta ahora mencionadas en la 
determinación de la tasa de ganancia, expresan de alguna manera relaciones sociales 
entre los diferentes agentes que intervienen en el proceso productivo buscando 
maximizar las ganancias que permitan un proceso efectivo de acumulación. Ahora es 
preciso establecer la forma en que estos agentes interactúan, las reglas de juego 
instituidas, por quién o quiénes, y cuál es su finalidad. Es aquí cuando aparece el 
aparato estatal a través del cual se instituyen los mecanismos, pautas y reglas que deben 
acoger los diferentes agentes sociales de una comunidad. De la misma manera la 
educación, sus diferentes instituciones y otros agentes sociales han intervenido en la 
determinación y comportamiento de la tasa de ganancia. 
4.2.1.- El Estado y sus diferentes concepciones  
Entender la naturaleza del Estado en determinado modo de acumulación, y en 
determinado espacio de tiempo, es fundamental para comprender cómo las diferentes 
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medidas de carácter político, social y económico influyen en el devenir de una sociedad. 
De la misma manera, es preciso comprender que de acuerdo a la concepción que se 
tenga de esta organización social, se interpretan dichas políticas públicas en su 
conjunto; si estas provienen de un entre neutral o por el contrario si actúa de acuerdo a 
los intereses de determinados grupos económicos que buscan mantener la rentabilidad 
del capital o de la mayoría de la población en procura de mejores condiciones sociales.  
En cuanto a su construcción encontramos diferentes interpretaciones que coinciden en 
considerarlo como resultado de una acción deliberada de los miembros de una 
comunidad para constituir un ente social aceptado por todos con el fin de regular las 
diversas actividades realizadas por ellos. Estas van desde los llamados planteamientos 
idealistas, pasando por la concepción que encierra el ciclo belicista de: comercio, 
guerra, impuestos, burocracia y Estado, hasta llegar a la concepción marxista de base-
superestructura y aparato de dominación que, a su vez, es fruto de la imposición de un 
grupo social sobre los demás miembros de ese conglomerado social.  
La tendencia idealista lo visualiza como resultado de una continua construcción social 
cuya finalidad es la consecución del bien común. Según la naturaleza humana, en este 
caso “buena”, se erige una institución, un organismo, que busca el desarrollo y la 
felicidad de la comunidad agrupada bajo su jurisdicción. Dentro de los principales 
exponentes de esta corriente de pensamiento se han señalado a Locke y a Hobbes, y en 
alguna medida a Hegel (Bourdieu, 2013; Rozo, 1978). Para Bourdieu esta ha sido una 
interpretación surgida desde el interior del mismo Estado, con su propia armazón 
conceptual e ideológica que busca la justificación y legitimación del mismo. 
El Estado como fruto de la acción violenta para conquistar territorios, e instrumento 
para expandir mercados, obtener fuerza de trabajo, y nuevos tributos para aumentar la 
riqueza y fortaleza de los Estados invasores, mediante la acumulación, es una 
interpretación sostenida, como ya vimos, por Tilly, Anderson y Moore, entre otros. 
Otra línea de pensamiento sobre el Estado bastante conocida es aquella que lo interpreta 
como un organismo de dominación legitima, legal, reconocida y por tanto respaldada 
por el monopolio del uso de la fuerza como condición necesaria para la implantación de 
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un sistema social que propugne por la armonía y el bien común. Weber y Durkheim 
figuran entre los autores más representativos de esta elucidación estatal.  
La interpretación marxista lo concibe como el resultado de la evolución de los grupos 
humanos quienes con el transcurrir del tiempo van perfeccionando sus mecanismos de 
supervivencia y producción donde la división del trabajo juega un rol fundamental. Esta 
división del trabajo conduce a la especialización con lo cual se van generando 
excedentes, acumulando riquezas y con ello se gestan también formas organizativas más 
evolucionadas que conducen a una mayor acumulación económica y división social. 
Althusser es el autor más reconocido representante de este enfoque. 
Esta división social y del trabajo van dando paso a la conformación de clases sociales 
con jefes (reyes, emperadores, faraones, etc.), jerarcas civiles, militares y religiosos que 
se fueron “encargando” de conducir el rumbo del resto de sus comunidades hacia 
nuevos procesos productivos y de organización social (Anderson, 1999). Estos nuevos 
dirigentes, una vez que han tomado control del Estado, también van creando leyes, 
códigos, normas, símbolos, pautas de comportamiento y medios coercitivos que 
conduzcan a su justificación y legitimación (Bourdieu, 2012). 
Para el pensamiento marxista la generación del excedente, como punto de partida de la 
acumulación del capital, es también el comienzo de los conflictos sociales que ha 
padecido la humanidad por la apropiación, o la distribución del mismo, y donde el 
Estado ha jugado papel importante. De esta forma, pasa a convertirse en un aparato de 
dominación de quienes se lo apropiaron en su propio beneficio. Igualmente, una vez que 
se ha constituido como máxima expresión social que refleja las relaciones de poder que 
allí se tejen, ha dado espacio para la construcción de variadas interpretaciones sobre el 
mismo. 
4.2.2.- El Estado como elemento de cohesión social 
Una de las corrientes del pensamiento marxista considera al Estado como un elemento 
de cohesión, una vez que se han logrado establecer los mecanismos que garantizan la 
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reproducción económica y extraeconómica de la sociedad
84
. Esta concepción, que 
aparece inicialmente en los escritos de Engels y Lenin y, posteriormente recabada por 
Poulanzas y Gramsci, ve al Estado como una organización suprema de reproducción de 
las relaciones sociales (Laclau, 1983). Esta postura busca superar la orientación del 
marxismo clásico donde prima la perspectiva económica de base-superestructura.  
4.2.2.1.- Como aparato de dominación 
El Estado como aparato de dominación, es compartido por diferentes líneas de 
pensamiento, aunque cada una de ellas con variados matices. Weber es quizá el más 
reconocido exponente de esta interpretación donde la imposición del Estado, inclusive 




El marxismo coincide en considerarlo un aparato de dominación, pero esta vez al 
servicio de una clase dominante homogénea que ha logrado hacerse a su control en 
contra del resto de la población donde la clase trabajadora es un sector fundamental. En 
este sentido, prima el aspecto económico donde las relaciones de producción y el 
excedente generado son determinantes para la construcción de una base sólida sobre la 
cual se construye la superestructura que sienta los elementos que garantizan la 
reproducción del sistema de producción capitalista donde la competencia, la 
maximización de la ganancia, su tasa, y la acumulación son los objetivos centrales de 
dicho sistema.  
Bourdieu es partidario de esta concepción del Estado. Este francés quien fuera 
considerado como el sociólogo más influyente en la segunda mitad del siglo XX, en su 
razonamiento sobre el Estado, aunque busca fijar distancias con el marxismo, encuentra 
válidas, aunque, en forma crítica, algunas de las interpretaciones de esta corriente sobre 
esta organización social. Por ejemplo, acepta y utiliza la noción del Estado como 
aparato de dominación que ha sido apropiado por ciertos grupos sociales los cuales 
                                                             
84 Esta clasificación se hace tomando como punto de referencia a Laclau (1983).  
85 Entre quienes comparten esta interpretación también están, Durkheim, Duverger, Tilly y Moore. 
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Aquí se encuentra uno de los motivos del distanciamiento con el marxismo ya que estos 
consideran a la burguesía como un bloque hegemónico que controla dicho aparato de 
dominación en su propio beneficio. Mientras que para Bourdieu en el control estatal 
están insertos diferentes bloques de elites diferenciadas cada una de ellas con sus 
propios intereses. En este sentido, argumenta que dentro de la máxima organización 
social y política creada por el hombre cual es el Estado, se presentan innumerables 
conflictos en busca de su control. En dichos conflictos se despliegan y utilizan diversas 
fuerzas o campos en el orden político, educativo, hereditario y burocrático, entre otros.  
4.2.2.2.- Otras concepciones marxistas sobre el Estado 
En primer lugar, tenemos las concepciones tradicionales del marxismo del Estado de 
base y superestructura y de aparato de dominación que utiliza todo su andamiaje de 
fuerza y dominación para garantizar la maximización de la ganancia, la reproducción de 
los sistemas productivos y sociales y, perpetuar al grupo dominante sobre el resto de la 
población. Esta interpretación ha sido superada para darle mayor apertura y espacio al 
aspecto político, social e histórico (Laclau, 1983, y Lechner, 1983). 
Buscando superar este enfoque instrumentalista del Estado se introducen dentro de las 
interpretaciones marxistas, aquellas surgidas del campo de la economía, pero ahora 
complementadas con los aportes provenientes de las diferentes disciplinas sociales en el 
análisis de la misma infraestructura social. Con una postura más holística, 
                                                             
86En este aspecto, Bourdieu utiliza el concepto de ‘campos’ para referirse a las sociedades —como 
espacios sociales— afirmando que 
es lo que yo pretendo transmitir cuando describo el espacio social global como un campo, es 
decir, a la vez como un campo de fuerzas, cuya necesidad se impone a los agentes que se han 
adentrado en él, y como un campo de luchas dentro del cual los agentes se enfrentan, con 
medios y fines diferenciados según su posición en la estructura del campo de fuerzas, 
contribuyendo de este modo a conservar o a transformar su estructura (Bourdieu, 1997, pp. 
48-49).  
En La Nobleza de Estado, reafirma: El campo de poder  
Es también, inseparablemente, un campo de luchas por el poder entre los detentores de 
poderes diferentes, un espacio de juego donde agentes e instituciones que tienen en común 
poseer una cantidad de capital especifico (económico o cultural, particularmente) suficiente 
para ocupar posiciones dominantes al seno de sus campos respectivos, se enfrentan en 
estrategias destinadas a conservar o a transformar esa relación de fuerzas (2013, p. 369).          
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diametralmente opuesta al argumento liberal ortodoxo, manifiesta la imposibilidad de la 
acumulación capitalista como resultado de un proceso autorregulado de toda la 
actividad económica y exenta de contradicciones en su funcionamiento.  
Dentro de esta línea de pensamiento, Laclau (1983) menciona a O’Connor
87
, quien 
sostiene que dentro de las funciones de cualquier Estado, asignadas dentro del orden 
capitalista, están las de velar por los mecanismos que aseguren tanto la obtención de la 
tasa de ganancia como la legitimidad del sistema económico imperante y del Estado 
mismo. En este sentido, se argumenta que no debe desconocerse el origen y menos aún 
las fuentes de su propio poder: el excedente generado por la capacidad productiva de la 
economía – la ganancia y su tasa a nivel global-, y los impuestos de allí extraídos así 
como de las diferentes formas de capital (Laclau, 1983)
88
.  
En esta perspectiva se establece entonces, que dentro de las funciones asignadas al 
Estado está la de apropiar los recursos necesarios para incentivar la inversión privada, 
así como la de construir la infraestructura física y social que conduzca a la disminución 
de los costos de producción, incluida la remuneración salarial, y al incremento de la 
productividad laboral que garanticen el incremento de la tasa de ganancia. 
De otra parte, el Estado debe construir lazos de integración y realizar gastos sociales 
(educación, salud, bienestar general) que proporcionen procesos de cohesión y 
consensos que legitimen su existencia y también conduzcan a la reducción de la 
remuneración del trabajo para contribuir al crecimiento de la tasa de ganancia y la 
legitimación del Estado. Estas funciones y los gastos asignados para su desarrollo son 
unas de las principales causas del recurrente déficit fiscal público, dado que mientras 
que estos se socializan —además de algunos costos para disminuir los costos de 
producción de las empresas—, los beneficios de estas se privatizan.  
Asimismo, buscando la “protección” estatal se generan múltiples demandas, las cuales 
son bien diferenciadas entre los diversos grupos sociales, por lo que los ingresos del 
                                                             
87 O´Connor es conocido por sus tesis acerca de la crisis fiscal del Estado (Rodríguez, 2014)  
88 De acuerdo con este razonamiento el Estado sería también resultado del modo de producción 
capitalista que lo demandaría como forma de organización para garantizar el funcionamiento de los 
mercados y del capital en general. Esta tesis de alguna forma es compartida tanto por Bourdieu como 
por la Escuela de la Regulación francesa. 
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Estado son insuficientes para satisfacerlas, pero conducen a las crisis fiscales de los 
mismos. Es importante, además, tener en cuenta el carácter político que adquieren las 
presiones y luchas entre estos grupos tener mayor acceso a los beneficios del Estado 
benefactor; unos por lograr mejores servicios sociales y otros por incrementar sus 
ganancias en las diferentes actividades económicas desarrolladas (O´Donnell, citado por 
Laclau, 1983).  
La importancia dada a la necesidad de garantizar una adecuada tasa de ganancia, como 
una de las funciones del Estado, es compartida con el pensamiento neorricardiano, 
mostrando que su estructura y evolución en gran medida responde a la forma como se 
distribuyen los frutos de la producción entre los que participan directamente en dicho 
proceso y los cuales dependen, a su vez, de la correlación de fuerzas. Es decir, de la 
fortaleza de las organizaciones obreras para lograr mejores condiciones laborales y 
salariales de una parte, y del capital que busca, como en el caso anterior, vía mayor 
productividad del trabajo, una mayor tasa de ganancia.  
Aunque concuerdan en la importancia de este indicador de la rentabilidad del capital, 
como objetivo principal del capitalismo, los neorricardianos no aceptan que su 
tendencia descendente se deba al crecimiento de la composición orgánica del capital, 
sino a que esta siempre se encuentra por debajo de su máximo potencial dado que los 
salarios son positivos (>0) además que tenderá a variar de acuerdo con la fortaleza y 
éxito de sus demandas salariales. Por tanto, para los marxistas neorricardianos el factor 
político, expresado en sus reivindicaciones, es una variable a tener en cuenta, aunque, 
según su apreciación, no tendría una explicación en el ámbito puramente económico.  
Los altos salarios como causantes de los ciclos económicos de crisis son compartidos 
por los marxistas neorricardianos; por ello resulta un tanto paradójico que sean estos 
quienes simultáneamente coincidan en la necesidad de una mayor regulación 
económica, aceptando en gran medida los razonamientos keynesianos, del “pacto” 
salarial entre el capital y el trabajo.  
4.3.- El componente político y el Estado 
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El factor político, como elemento que cada vez adquiere mayor peso en el análisis 
marxista del funcionamiento estatal, se visualiza tanto en el enfoque de “la crisis fiscal 
del Estado” como en la perspectiva neorricardiana, donde el poder y la presión ejercida 
sobre este por los diferentes intereses en forma corporativizada adquiere una dimensión 
que antes se le había prestado únicamente al factor económico. Pero sin lugar a dudas 
quienes dieron un fuerte impulso al cambio de mentalidad dentro del marxismo, y que 
influyó en el pensamiento de otros autores, fueron Nicos Poulantzas y Antonio Gramsci 
quienes, al acercarse a la interpretación del Estado como factor de cohesión social, 
buscaron desligarlo de lo puramente económico y la lucha de clases se hace cada vez 
más visible, y el Estado juega papel fundamental dado que, es el que 
organiza, por un lado, al bloque de las clases dominantes y, por el otro, desorganiza y 
divide a las dominadas. En tal sentido, el Estado es una relación de fuerzas entre clases, 
o, mejor dicho, una condensación de relaciones de fuerza (Laclau, 1983, p. 48).  
Esta nueva interpretación política del Estado, como escenario de relaciones de alianzas 
y confrontaciones, de alguna manera también ha sido compartida por otros autores no 
marxistas como Bourdieu, mientras que a nivel de América Latina es tenida en cuenta 
por Centeno (2014), y en el plano nacional por autores como Revéiz (1997) con las 
sociedades cooptadas, o Hartlyn (1993) con las sociedades consociacionalistas, entre 
otros (capítulo III de esta tesis), buscando diferentes formas de negociación con el 
Estado para la obtención de mayores tasas de ganancias para sus inversiones. 
De acuerdo con lo anterior se destaca el protagonismo desempeñado por el Estado como 
organizador y articulador de la sociedad civil, en una forma desigual, respaldando y 
reproduciendo un orden del cual es paradójicamente causa y efecto, a la vez, que 
reproduce las relaciones de producción y acumulación capitalista.  
Sin embargo, es interesante observar como el Estado latinoamericano no encaja 
totalmente en las interpretaciones tradicionales dadas por las teorías generalmente 
aceptadas en cuanto a su funcionalidad y estructura
89
. Se debe tener en cuenta que en la 
gran mayoría de los países conquistados fueron destruidas las formas sociales de 
                                                             
89Sin embargo, aspectos como la utilización de diversos mecanismos de autoridad, legitimación o 
financiación son inherentes a cualquier tipo de Estado.  
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organización existentes y sustituidas por aquellas que las fuerzas invasoras impusieron. 
Esta nueva estructura no generaba la identidad ni la legitimidad requerida para que fuera 
interiorizada por la totalidad de la población a menos que se utilizara la fuerza, como 
efectivamente sucedió.  
Centeno (2014), por ejemplo, nos hace ver la debilidad y falta de identidad hacia la 
organización estatal que se fue construyendo después de las llamadas guerras de 
independencia. Por ello, la historia seguida por esta región nos ayuda a entender el tipo 
de Estado que se fue implantando y las fuerzas que más contribuyeron a su 
consolidación (López-Alves, 2003)
90
; cada uno con características también diferentes a 
pesar de contar con algunos rasgos que pueden considerarse comunes, como fue la “de 
establecer una relación social de dominación fundada en la capacidad de monopolizar y 
ejercer la coacción” (Bulcourf y Reina, 2007, p. 137)  
El tipo de Estado que se fue configurando, con sus falencias y debilidades, buscó 
insertarse en el contexto mundial para ubicar sus productos de exportación, así como 
para obtener el anhelado reconocimiento ahora como nuevos países soberanos. En este 
empeño fueron buscando “el amparo” del país mejor posicionado en el concierto 
mundial y por supuesto esto les significaba acoger sus visiones acerca de los modelos 
sociales, políticos y económicos por ellos establecidos; primero Inglaterra y 
posteriormente Estados Unidos. 
Así, el modo de producción capitalista, con sus postulados -en cuanto a la maximización 
de las ganancias-, normas y soportes ideológicos y culturales fue el camino a seguir y, 
bajo la mirada complaciente de sus mentores, las clases dominantes de la región los 
siguieron ya que también de alguna forma favorecía sus propios intereses (Stallings, 
1994). Sin embargo, es preciso tener en cuenta que dichas clases conservaron ciertas 
especificidades, muchas de ellas legadas de sus ancestros españoles como se ha 
                                                             
90Este autor realiza un estudio de historia comparada donde establece que Argentina, Uruguay, 
Paraguay, Colombia y Venezuela como Estados nunca llegaron a dominar completamente la escena 
política y militar en su construcción. Por el contrario, dice que, en dicha conformación aparecieron 
diferentes agentes como militares, ganaderos, agricultores, cada uno con intereses propios para sus 
inversiones, e incluso campesinos conformando diversos partidos políticos, con lo cual se establecieron 
diferentes tipos de Estado. Por tanto, el rasgo común de los mismos es su constitución de manera débil 
y fragmentad por lo que su capacidad de acción ha sido y sigue siendo reducida y su autonomía 
restringida frente a las diferentes elites. Coincide esta forma con los planteamientos de Centeno (op cit).  
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evidenciado con la tenencia de la tierra
91
 o con sus flaquezas en el sistema tributario 
donde las clases dominantes han sido reticentes a tributar de acuerdo con sus 
capacidades y obligaciones.  
También han sido evidentes las rupturas y divergencias entre las clases dominantes de 
estos países, y la lucha por el control estatal se ha manifestado con las particularidades 
de cada uno de ellos
92
. La capacidad de monopolio del poder y la coacción para su 
ejercicio ha transitado desde la implantación de las democracias liberales, pasando por 
las democracias representativas, hasta las dictaduras militares que dominaron la arena 
económica y política desde la segunda mitad del siglo XX hasta los ochenta o noventa, 
a excepción de Colombia; sin embargo, nuestro país ha vivido la mayor parte de ese 
periodo entre los “estados de sitio” o los “estados de excepción” (“Colombia un país de 
estados de excepción”, El Espectador, octubre 11 de 2008).  
Como el objetivo de las burguesías de estos países en la mayoría de los casos ha sido la 
de mantener el orden capitalista que afirme el régimen de acumulación establecido, 
cuando se han presentado acciones o movimientos que tratan de cambiar su rumbo o de 
dislocarlo, han utilizado todos los medios posibles por erradicar estas intencionalidades, 
inclusive con los procedimientos más brutales a su alcance contando para ello con el 
respaldo y apoyo tanto económico como militar de Estados Unidos de América 
(O´Donnell, 1982; Serrano, 2010)
93
. Cuando los gobiernos civiles se han mostrado 
incapaces de extirpar “el cáncer” que trata de apoderarse del cuerpo social de estos 
países, no se ha dudado en recurrir a las dictaduras militares que han utilizado los 
remedios “indicados” para restablecer el orden y la “buena salud” política, económica y 
social, no de la población sino, de las diferentes elites que han visto amenazados sus 
privilegios como elites dominantes 
En el ámbito colombiano no hubo necesidad de acudir a los golpes militares, dado que 
las clases dirigentes, cuando han visto amenazado el régimen -que le ha permitido 
                                                             
91 En el caso colombiano, a pesar de la presión ejercida por Estados Unidos para adelantar una Reforma 
Agraria, los terratenientes y ganaderos utilizaron todos los medios a su alcance para frustrarla (Acuerdo 
de Chicoral), ver Villamizar (2012).  
92 Lo cual concuerda con lo propuesto por Bourdieu y por la orientación regulacionista.  
93Las relaciones de América Latina con la potencia del norte estuvieron sumidas en el espectro de la 
Guerra Fría hasta la caída del Muro de Berlín y del Bloque Socialista.     
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extraer excedentes que lo soportan- por agentes externos a ellas, se han mostrado unidas 
para imponer y conservar sus intereses y poder, sin necesidad de poner en entredicho la 
imagen de “la democracia más antigua de América Latina”. Sin embargo, ha sido la 
burguesía de la región que más ha asesinado a sus propios ciudadanos y dirigentes que 
han denunciado y atacado el sistema político y económico vigente, que concentra la 
riqueza perpetuando la desigualdad y pobreza, una de las más altas, no solo de la región 
sino del mundo.  
Algunos elementos de Bourdieu ayudan a comprender la configuración del Estado en 
América Latina y la forma como han incidido los factores políticos en la determinación 
del campo del poder que a su vez influyen en otros espacios o campos.  
 En este sentido, se refiere a los campos como espacios sociales en cuyo interior se 
presentan conflictos específicos entre los agentes involucrados. Se entiende entonces 
que dentro de la máxima organización social y política creada por el hombre se 
desarrollan innumerables conflictos con el fin de lograr su control. Dentro de los 
diversos campos utilizados con este propósito se encuentran los campos educativos, 
económicos, burocráticos, religiosos y hereditarios entre otros. 
En el campo físico, o capital físico, como también lo caracteriza Bourdieu, se manifiesta 
a través del monopolio o la concentración de la fuerza, un elemento indispensable para 
la consolidación de quien o quienes lo detentan y para la perpetuación del mismo 
Estado cuya afirmación, a su vez, debe darse tanto a nivel doméstico como 
internacional. 
Desafortunadamente, son muchos los países que debido a su debilidad política y 
económica, típico de los países en desarrollo y entre los cuales se manifiesta con mayor 
severidad en Colombia, no han podido desplegar un completo control sobre el 
monopolio de la armas ni de la fuerza tanto a nivel externo
94
 como interno. Esta 
                                                             
94Textos como los de Randall S, J. Aliados y Distantes (1991) donde el autor hace un recuento de las 
dificultades de las relaciones diplomáticas entre Colombia y Estados Unidos desde un año después de la 
independencia colombiana hasta la última década del siglo XX, las cuales han sido asimétricas con clara 
desventaja para el país. Episodios como la pérdida del Canal de Panamá o los tratados de “Ayuda y 
Cooperación” militar básicamente al calor de la Segunda Guerra Mundial y durante la época de la 
Guerra Fría, entre otros muchos mencionados por el autor, siempre estuvieron marcados por el punto 
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situación ha arrastrado el lastre de que reiteradamente grupos irregulares 
(narcotraficantes y paramilitares) hayan retado y, en muchas zonas del país, arrebatado 
este monopolio al Estado lo cual ha conducido a la creación de verdaderos para-estados 
con normas y pautas propias de comportamientos establecidos por las fuerzas que 
lograron imponer su propio monopolio en el campo físico o de la violencia.  
Esta incapacidad doméstica para consolidar su poder físico, como reiteradamente 
también lo ha sostenido Centeno (2014), ha sido un estímulo para la continuada 
aparición de estos grupos (los cuales generalmente están respaldados por sus propios 
ejércitos privados), que han buscado por diferentes medios legalizar sus negocios y 
actividades económicas ilícitas, así como sus fortunas, fruto de dichas acciones. 
Igualmente, han logrado por diferentes medios obtener reconocimiento y ascenso 
político-social para lo cual en muchas ocasiones han contado con la complacencia y 
complicidad de las elites del poder o de las autoridades a nivel regional y nacional.  
Aunque es de tener en cuenta que dichas alianzas y complacencia con dichos grupos, 
que actualmente se han conformado ya como un segmento más de la sociedad, ha 
obedecido a la racionalidad propia del capitalismo. Ya que, han encontrado cierta 
afinidad con su capacidad para hacer fortuna y han visto en el régimen político y 
económico establecido, el campo propicio para la extracción de ganancias y 
acumulación de riquezas. Además, les ha permitido “capturar economías 
convencionales y generar modelos de desarrollo económicos, social y políticos de 
naturaleza mafiosa” (Medina, 2012)  
Igualmente, la debilidad estatal y la creciente inequidad social, propia del régimen de 
acumulación establecido, ha sido caldo de cultivo para la aparición de organizaciones 
                                                                                                                                                                                  
de vista norteamericano teniendo como eje central la seguridad norteamericana bajo el sofisma de la 
seguridad de la región.  De otra parte, es bastante ilustrativo el Concepto Previo del Consejo de Estado 
de Colombia, en 2009, en el sentido que Proyectos de Acuerdo como el de “Cooperación y Asistencia 
Técnica en Defensa y Seguridad entre los Gobiernos de la Republica de Colombia y de los Estados Unidos 
de América” vulneraban la soberanía nacional, además que ponía en peligro la seguridad de los 
habitantes y el territorio mismo del país. En el mismo concepto se cuestionó la reciprocidad, equidad y 
la conveniencia nacional del dicho Acuerdo a la vez que alertó sobre el riesgo que implicaba otorgarles 
inmunidad a militares estadounidenses en el territorio colombiano, así como el uso de la infraestructura 
de la red de telecomunicaciones del país. Ver Concepto del Consejo de Estado en Sala Plena, del 13 de 
octubre de 2009.      
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guerrilleras que abiertamente han buscado disputar el poder político, económico y social 
a las elites dominantes, pero a diferencia de los anteriores grupos, la respuesta oficial ha 
sido contundente y violenta. Inclusive las alianzas entre los grupos de narcotraficantes y 
paramilitares con las fuerzas estatales para combatir a las guerrillas han sido bastante 
documentadas tanto por autores nacionales y extranjeros
95
.  
4.4.- La tributación como manifestación del capital político y económico 
La relación social expresada en la tributación, que es uno de los medios para la 
consolidación del poder o capital político y económico, es también la manifestación o 
imposición del capital físico. Una vez implantado el tributo que debería ser aceptado por 
“todos los grupos sociales”
96
, se busca que este sea reconocido como necesario para 
satisfacer los requerimientos de financiación del ente social “ficticio” (Bourdieu, 2002, 
p. 5), cual es el Estado.  
En esta parte lo que nos interesa visualizar es la tributación desde el punto de vista 
político, de las relaciones de poder que tienen bastante incidencia en la determinación y 
evolución de la tasa de ganancia, porque al ejercerse presión para disminuir o eludir 
impuestos se busca con ello incrementar tanto la ganancia como su tasa. Théret nos 
ayuda a comprender la relación política-economía al sostener que “el Estado es 
considerado como una relación social de dominación del hombre sobre el hombre, 
basada en el monopolio del ejercicio legítimo de la violencia física”. Por lo que “el 
sistema fiscal o tributario es la forma económica de este monopolio (legítimo de la 
violencia física) que, fundamentalmente, va a la par con una lógica económica 
consumatoria del gasto como fin en sí mismo”, aunque también aclara, según su óptica, 
que a diferencia de la concepción capitalista, “la economía no es más que el medio para 
una finalidad distinta a la acumulación (de derechos sobre) las cosas, finalidad 
                                                             
95 Existió un pacto implícito Nosotros le matamos a guerrilleros e izquierdistas y ustedes nos dejan 
trabajar, ver Estrada (2008) y Grupo de Memoria Histórica (2013). 
96Sin embargo, diferentes autores han demostrado la resistencia las elites básicamente terratenientes a 
aceptar la imposición de gravámenes de acuerdo con su patrimonio (tierras) e ingresos. Ver Arévalo 
Rodríguez (2001) y Kalmanovitz (1999, 2014) Hernández (2014). Igualmente fue muy elocuente la 
denuncia de Rudolf Hommes sobre la evasión de impuestos por parte de Bavaria en 1992. Anales del 
Congreso, 182, 1° dic., de 1992. 
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puramente política que consiste en acumular poder (derechos) sobre los hombres” 
(2014, p. 11) .  
En otras palabras, la relación Estado, política y economía se evidencia cuando se tiene 
en cuenta que para el establecimiento de dicha relación se requiere del monopolio del 
sistema fiscal y tributario por quienes logran consolidar el poder político a través, 
igualmente, del monopolio de los medios requeridos para su reproducción. 
4.4.1.- La legitimación del poder  
Para lograr la consolidación del ejercicio del poder es necesario tener en cuenta que al 
interior del Estado —como máxima representación del poder político, económico y 
social—, se presentan verdaderas confrontaciones entre los diferentes agentes que se 
creen con derecho y capacidad de capital (físico, económico y cultural) suficiente para 
imponerlo y sostenerlo.  
Por tanto, el principio de dominación no aparece como una relación de poder que se 
representa bajo un discurso unificado que identifique, sin ningún equivoco, a la llamada 
“ideología dominante” de la élite que controla el poder en su totalidad. En este aspecto 
Bourdieu también se aparta del marxismo, porque para el sociólogo francés esta élite del 
poder no se representa como un bloque fusionado con idénticos propósitos e intereses, 
sino que en su seno se albergan, también, diferentes concepciones sobre el universo 
social sobre el cual pretenden desarrollar estas relaciones de dominación.  
Cada grupo en competencia, que lucha por conservar o aumentar su cuota de poder, 
tiene sus propias expectativas, preferencias o sistemas de valores los cuales quiere 
imponer al conjunto de la sociedad. Igualmente la implantación del sistema tributario 
por el grupo dominante es indispensable para su consolidación.   
El régimen liberal democrático restaura entonces una relación fiscal directa entre el 
Estado y quienes están sujetos a él movilizando la representación de la ciudadanía [sin 
embargo estos] principios se oponen a las prácticas, que utilizan lo más posible el 
sistema fiscal indirecto, que hace cortocircuito con la dimensión política del impuesto 
(Théret, 2014, 180).  
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Esta situación es difusa en el caso colombiano dado que aunque, por principio no hay 
representación política sin tributación, cada grupo en el país, ha buscado mayor peso 
dentro del Estado sin que esto haya significado mayor contribución; “por el contrario a 
mayor poder político local o nacional menos se tributa” (Kalmanovitz, 2016). Es decir, 
en este aspecto también hay disputas entre las elites colombianas.  
 Por ejemplo, después de los setenta, se han presentado situaciones bastante interesantes 
donde los distintos campos de poder, con sus diferentes capitales políticos, económicos 
y simbólicos, se han confrontado buscando imponer su propia impronta. Las reformas y 
contrarreformas tributarias de López Michelsen, los fracasados diálogos de paz con la 
insurgencia durante los gobiernos conservadores de Belisario Betancourt y de Pastrana 
Arango, la apertura económica y la nueva Constitución Política colombiana en los 
noventa, así como el llamado Proceso 8000 de esta misma década, entre otros 
acontecimientos que tuvieron repercusiones en la vida política y económica del país, 
pusieron en evidencia las divergencias entre los diferentes poseedores de dichos 
capitales.  
Hacendados y terratenientes buscaron conservar su cuota de poder apelando a la 
tradición y al mantenimiento del statu quo, al mismo tiempo que manifestaban su 
resistencia a la implantación de impuestos progresivos, acordes al valor de tierras y 
patrimonios
97
, por una parte. De otro lado, grupos de comerciantes e industriales —con 
el poder que poco a poco fueron acumulando—, y los banqueros, dispusieron de toda su 
influencia y presión en las decisiones finales tomadas por el establecimiento, en el 
escenario económico, político y social. 
Un aspecto crucial en el que todos los autores de la teoría del Estado concuerdan es que 
no solamente mediante la fuerza física se logra la consolidación del poder para controlar 
la dirección del Estado; para ello es necesario también legitimarlo.  
 En diferentes espacios donde está en juego el campo del poder, en sus disímiles 
expresiones, es necesario que estos estén respaldados a través de diferentes y variados 
                                                             
97 Ver, por ejemplo, Kalmanovitz (1999, 2014), Machado (1998) y Fajardo (1993, 2002), quienes han 
demostrado la recurrente resistencia de los hacendados a la imposición de dichos tributos.   
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procesos de legitimación para que sean reconocidos y aceptados por los diversos 
agentes sociales que componen la comunidad en un espacio social. En términos de los 
diferentes campos de poder enunciados reiteradamente por Bourdieu, para la 
consolidación y mantenimiento del capital físico y económico se hace indispensable el 
desarrollo de una simbología “eficiente” que sea garante de la legitimación requerida, y 
lograr imponer sus propios fundamentos de dominación.  
En este aspecto es que se han desarrollado y perfeccionado diferentes estrategias de 
legitimación y consolidación de los poderes conquistados por los competidores que 
buscan el control estatal. Indudablemente que el capital simbólico es quizá el que cobra 
especial relevancia por la importancia de los significados, valores, códigos, símbolos, 
lenguaje que ello encierra y que busca ser interiorizado por los diferentes agentes e 
integrantes de una comunidad. Son los mecanismos a través de los cuales se crea una 
ideología como portadora de tales elementos y que los individuos terminan asumiendo 
como propios. Se constituyen así en base fundamental para la legitimación de los 
poderes.  
Hemos comentado que al interior del Estado es donde se ponen de manifiesto las 
diferentes relaciones sociales o campos de poder, los cuales deben estar respaldados por 
los variados mecanismos de legitimación y es en este aspecto donde cobra importancia 
la existencia de las diferencias entre los detentadores del poder.  
Sin embargo, quizá parezca un hecho paradójico que estos diferentes grupos y agentes 
que se disputan el control estatal, cada uno le haya aportado a esta organización social 
tales elementos que han hecho que el mismo disponga de un verdadero metacapital con 
un poder superior a todos los demás capitales o manifestaciones de poder, 
imprimiéndole un poder superior sobre los demás poderes (Bourdieu, 2013).  
4.4.2.- La burocracia 
Así, dotado de dicho metacapital, el Estado desarrolla los diferentes instrumentos y 
estrategias de reproducción donde tanto el capital simbólico como el cultural 
desempeñan un rol de primer orden para legitimar el fundamento social de dominación. 
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Es también cuando el aparato burocrático, organismo que crea normas, las impone y las 
ejecuta, va creando su propia apreciación acerca de la funcionalidad del Estado, así 
como su propia interpretación sobre su estructura y origen. Es la visión del Estado desde 
su propio seno, nos dice Bourdieu.  
Así, en este ejercicio la burocracia va creando su propia legitimación simbólica donde el 
“servidor público”, el burócrata —más concretamente el tecnócrata— ha venido 
forjando “un cuerpo que se creó creando el Estado, que, para construirse, debió 
construir el Estado; es decir, entre otras cosas, una filosofía política entera del “servicio 
público” como servicio del Estado, o a lo “público” […], y de ese servicio como 
actividad “desinteresada”, orientada hacia fines universales” (Bourdieu, 2013, pp. 534-
535). 
En este sentido, ha creado “una nueva especie de capital y una nueva forma de 
legitimidad, exaltando las tareas exigentes y liberadoras del servicio público” 
(Bourdieu, 2013, p. 536) donde el mérito y el don escolar que otorgan los diplomas y 
los establecimientos escolares son determinantes, según el poder burocrático, para 
convertirse en un eficiente servidor público y obtener como compensación los poderes y 
privilegios emanados de esta actividad.  
En el caso nacional es de tener en cuenta las discusiones que se presentaron luego de 
establecida la nueva constitución de 1991, en cuanto a la responsabilidad del déficit 
fiscal, cuya reducción ha sido eje central en pensamiento neoliberal. Los llamados 
tecnócratas lo atribuyeron a los excesos y falta de racionalidad de los políticos en las 
decisiones del gasto público del cual aducían no siempre se priorizaron de acuerdo con 
las necesidades del país sino a los intereses particulares de cada político con su región 
(Flórez, 1995).  
De esta manera, fueron desacreditando las decisiones tomadas durante el periodo de 
mayor intervención estatal, porque según su lógica de mercado, estas obedecieron más a 
criterios políticos, mientras que ellos encarnaban la nueva burocracia tecnocrática, 
neutral, que actuaba de acuerdo a la disciplina y la racionalidad que requería el país para 
enfrentar el déficit fiscal y presupuestario para encaminarse por los adecuados caminos 
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del crecimiento y desarrollo. Sobre las premisas de la racionalidad y eficiencia del libre 
mercado, estos tecnócratas impusieron en el país los lineamientos neoliberales, donde 
ellos también eran sus eficientes ejecutores. 
Al respecto es bueno continuar con las reflexiones de Bourdieu, quien comenta que 
los tecnócratas se arrogan espontáneamente los privilegios de la ‘clase universal’, están 
obligados a invocar lo universal para ejercer su dominación y no pueden evitar ser 
atrapados por su propio juego y así someter sus prácticas a normas que pretenden la 
universalidad. Ellos se piensan como los agentes necesarios de una política necesaria, 
capaz de hacer la ventura del pueblo a pesar de él, y ellos están por ejemplo 
convencidos de que, reformando los procesos de decisión en las grandes empresas 
privadas, la ‘revolución gerencial’ permite hacer la economía de una revolución en 
materia de derechos de propiedad; pero, en la misma medida, se sienten llevados a 
pensar en una perspectiva ‘social’, y a conducirse como agentes del Estado más que 
como hombres de negocios y a fundar sus decisiones en la ‘neutralidad’ de la 
‘experiencia’ y en la ética del ‘servicio público’. De igual modo, la tentación de la 
autolegitimación que lleva a algunos de los nuevos mandarines coronados por su 
competencia cultural a usar esta competencia para coronarse y legitimarse ellos mismos 
encierra un reconocimiento forzado de los poderes propiamente culturales y encuentra 
su antídoto en la complejidad de las relaciones de competencia por la producción y la 
imposición de los principios de visión y de división del mundo social, resultante de la 
diferenciación sin precedente del campo del poder, y que plantean, en términos 
profundamente renovados, la cuestión de la legitimación de los poderes (las cursivas 
son nuestras) (Bourdieu, 2013, p. 539).  
De esta manera se evidencia, de un lado, el poder que ha venido adquiriendo el aparato 
burocrático en las diferentes acciones del Estado como “eficiente servidor público” y, 
de otra parte, el inmenso esfuerzo realizado para autolegitimarse y mostrarse como un 
agente neutral, necesario e indispensable en el manejo de las cuestiones públicas en sus 
diferentes órdenes, proceso que le ha otorgado aún mayor poder.  
Pero, como hemos comentado anteriormente, dada la diversidad de poderes que se 
mueven en el centro mismo del poder, es difícil pensar en que se logre consolidar una 
fuerza sobre las demás. Lo que se presenta entonces es una serie de pactos, alianzas y 
coaliciones donde se reparten tanto su administración como su orientación donde los 
intereses de cada grupo se conservan, tal como ha sucedido en el país y que tuvo su 
momento más explícito durante la vigencia del Frente Nacional.  
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Es cierto que las divergencias han aflorado y en ocasiones pareciera que los 
enfrentamientos entre las diferentes fuerzas fueran irreconciliables —guerra de los mil 
días, la época de la violencia de mitad del siglo XX, el golpe de Estado de Rojas Pinilla, 
por ejemplo— pero igualmente, cuando aparecen fuerzas diferentes a las suyas que les 
quiere disputar la hegemonía del control económico y político entonces realizan los 
pactos para sacar al nuevo posible rival. El plebiscito de 1957, el virtual robo de las 
elecciones de Rojas Pinilla, el paro cívico en los setenta, y la misma Constituyente de 
1991 son prototipos de alianzas en momentos de crisis o de posibilidad de perder del 
control en el manejo del Estado. 
4.5.- El Estado y la escuela de la Regulación francesa  
La escuela regulacionista, con su enfoque multidisciplinario para analizar las crisis 
capitalistas y las diferentes formas de acumulación de capital, ha intentado establecer su 
propia interpretación de la relación entre el Estado y la economía (Théret, 1992,2005). 
En su explicación se apartan de aquellas teorías según las cuales el Estado es una 
construcción social cuya única finalidad es resolver los problemas de la economía, es 
decir de la reproducción del capital. Dentro de esta última interpretación, con sus 
variantes, se pueden ubicar también a institucionalistas, algunos marxistas y 
keynesianos con sus respectivos seguidores.  
Igualmente, los regulacionistas, siguiendo la interpretación weberiana, reconocen al 
Estado como una relación social de dominación donde el monopolio legítimo de las 
“oportunidades de poder” sobre la violencia física y la tributación son indispensables 
para su consolidación y reproducción (Théret, 2014). De esta forma, marcan distancia 
con el enfoque que solamente privilegia la racionalidad económica, según la cual la 
creación del Estado obedece al cálculo utilitario de los hombres para lograr los máximos 
beneficios monetarios mediante la eficiente gestión de las fuerzas productivas, entre 
ellas la fuerza de trabajo.  
Por tanto, esta creación social tiene su propia racionalidad e incluso puede llegar a ser 
contradictoria con las necesidades y racionalidades económicas. Aquí el autor francés 
parece tomar algunos elementos de Poulantzas sobre concepto de autonomía relativa 
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del Estado (Laclau, 1983); donde el autor griego sostiene que, para cumplir sus 
funciones como tal, aunque en últimas beneficie a un sector determinado de las elites 
que luchan por el control del mismo, el Estado conserva cierta autonomía para lograr 
una efectiva articulación entre las los campos políticos, económicos e ideológicos 
característicos del modo de producción capitalista. Es decir, debe tener cierta autonomía 
en su capacidad de acción para lograr reproducir el modo de acumulación dentro del 
cual está inmerso. Y, donde las confrontaciones entre los diferentes bloques por el 
control del mismo, son evidentes.  
Siguiendo esta línea de análisis, Théret afirma que, aunque existen lógicas, que incluso 
pueden ser opuestas entre el funcionamiento del Estado y algunos objetivos de la 
economía, igualmente, este ha sido capaz de constituir un sistema de mediaciones (o de 
relaciones o regulaciones) que les han permitido coexistir, construir y funcionar 
conjuntamente sin llegar a explotar o fragmentarse (Théret, 2005). Por lo que  
sigue siendo esencial retener la existencia de toda una economía de la reproducción, 
una economía de las prácticas de dominación sobre los cuerpos y sobre los espíritus 
conceptualizable en términos de relaciones sociales y con leyes propias que no tienen 
por qué ser a priori funcionales a las leyes de la producción del mercado, aunque 
puedan tener que ver con mecanismos comunes y deban finalmente articularse, so pena 
de una crisis en la reproducción del conjunto (cursiva en el original. 2014, p. 30). 
Estas lógicas bien pueden asimilarse a los diferentes campos de poder tanto al interior 
del Estado como en el manejo de la economía que, con sus diferencias y luchas por 
controlar el poder, han logrado superar y coadyuvar al crecimiento del metacapital que 
ha ido acumulando. En este sentido son bien cercanas las ideas regulacionistas a lo 
planteado por Bourdieu. Las mediaciones establecidas entre los diferentes órdenes 
(Théret) o campos de poder (Bourdieu), han permitido arbitrar las diferentes 
concepciones sobre la visión de sociedad, como totalidad, y por tanto de su conducción.  
Otra concordancia entre estos dos autores es la concepción acerca del impuesto, el cual 
consideran un eficiente dispositivo para imponer o reafirmar el capital físico, económico 
y político. Es decir, los grupos con suficiente campo de poder han utilizado el tributo 
como otra forma de asentar su poder y capacidad de representación en las grandes 
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decisiones estatales, en otras palabras, mayor representación como contrapartida a la 
tributación.  
Con visiones diferentes acerca de la génesis del tributo, estos autores concuerdan que en 
la actualidad este ha logrado finalmente ser interiorizado por el conjunto de la sociedad 
como una contribución necesaria para el funcionamiento del Estado y como un símbolo 
de soberanía tanto de este como de la sociedad, aunque la mayoría de la población sigue 
tributando sin tener mayor representación para agenciar sus demandas.  
Las diferencias en este aspecto radican en que para Bourdieu esta imposición es reflejo 
de una relación vertical entre quienes la imponen (los dominantes) y quienes la padecen, 
(los dominados), que con el tiempo ha logrado ser interiorizado por el conjunto de la 
sociedad, aún por los diferentes actores (aunque con resistencias) que se disputan el 
control estatal. Por su parte, Théret sostiene que en la emergencia del capitalismo surgió 
una forma de relación contractual entre iguales (horizontal) con lo cual se superaba la 
legitimación del pago de impuestos hacia una jerarquía superior ya fuera la autoridad 
divina o la terrenal representada en los reyes
98
.  
Un aspecto crucial en el que todos los autores concuerdan es que no solamente mediante 
la fuerza se logra la consolidación del poder para controlar la dirección del Estado; para 
ello es necesario también legitimarlo, manejar equilibradamente las correas de la 
coacción y el consenso. Bourdieu agrega elementos para interpretar los diferentes 
mecanismos utilizados por quienes detentan el poder para lograr su aceptación por la 
mayoría de la población objeto de la dominación establecida. Al interior del Estado es 
donde se ponen de manifiesto las diferentes relaciones sociales o campos de poder, los 
cuales deben estar respaldados por los variados mecanismos de legitimación y es donde 
cobra importancia el uso de violencia simbólica.  
De cualquier forma, la mayor legitimación para las elites que puede tener el Estado, es 
el establecimiento de unas condiciones que permitan la obtención de la tasa de ganancia 
                                                             
98 También es interesante la influencia de Foucault en Théret, si se tiene en cuenta el énfasis que hace 
sobre el mecanismo de reproducción del Estado, no sólo como reproductor de realidades, sino en la 
forma de interpretar dicha la realidad, la cual ha sido previamente interiorizada por las prácticas 
continuas que de alguna forma reflejan sus intereses. 
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que garantice la acumulación de capital económico y político que reproduzca a su vez el 
modo de acumulación que sostiene estos privilegios; mientras que para la población, se 
justificaría mediante la capacidad para dar solución a sus demandas más apremiantes.  
4.6.- Agentes sociales y económicos, su injerencia en los asuntos del 
Estado, y en la evolución política y económica de las sociedades 
“Los hombres son fruto de su época y su entorno”
99
 es una frase ya bastante común y 
trillada para referirse al contexto que influyó en algún hombre destacado para realizar 
algunas transformaciones productivas, económicas, políticas, sociales o en los 
paradigmas por entonces predominantes. Aunque parece ya demasiado gastada, es 
pertinente mencionarla para tratar de esbozar algunas opiniones acerca del papel del 
historiador y del economista en el devenir de las ideas y teorías que predominan en los 
centros de poder con clara incidencia en la vida de la mayoría de la población. Así, los 
individuos, producto de su época, ideas e ideologías adquiridas, van construyendo 
paradigmas que igualmente buscan interiorizarlos dentro de los conglomerados sociales 
que esperan dirigir.  
Las ideologías económicas, políticas y sociales no se arraigan en forma espontánea. 
Éstas se interiorizan por imitación de aquellos países con esquemas de producción un 
tanto diferentes; se trata entonces de traerlos así como a sus promotores, para convencer 
a las elites del poder sobre su conveniencia e implantación.  
La historia nos ofrece las herramientas para escudriñar analíticamente hechos ocurridos 
en diferentes etapas del desarrollo de la humanidad y establecer vasos comunicantes 
entre estos hechos, los actores, las acciones y las motivaciones de los mismos. De esta 
forma se establecería una interrelación entre la historia y la sociología. También, la 
historia y la teoría económica brindan instrumentos que permiten determinar y entender 
la evolución del pensamiento económico y la forma como han incidido en las prácticas 
                                                             
99 Referencia que bien puede asemejarse a la afirmación de Ortega y Gasset cuando en sus Meditaciones 
del Quijote suelta la frase “Yo soy yo y mi circunstancia, y si no la salvo a ella no me salvo yo” para 
referirse a que el hombre en los diferentes aspectos que lo rodean, están fuertemente influenciados en 
su ser según su época y entorno; y esta influencia se presenta tanto en lo inmediato como lo remoto, 
desde lo físico hasta lo mental.  
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y políticas sociales y económicas en las diferentes fases de la evolución de las 
sociedades
100
, pocas veces en forma equitativa, dependiendo del tipo de Estado 
establecido. La educación también ha jugado papel protagónico en la implementación 
de dichas ideas, teorías y prácticas.  
Por tanto, la forma como la enseñanza ha influido en la consolidación del Estado, en su 
legitimación y reproducción, ha sido estudiada por diferentes autores y desde diferentes 
ángulos ideológicos, estableciendo una clara y cercana relación entre las instituciones 
educativas, el tipo de enseñanza, sus contenidos, los intelectuales y tecnócratas 
egresados, así como la reproducción de los saberes y prácticas en las diferentes esferas 
sociales, políticas y económicas. Así, tanto ayer como hoy el capital cultural se apoya 
en “lo que hay”, y en lo que es necesario reforzar en los contenidos y prácticas 
educativas y culturales para evitar sobresaltos y conflictos. Estos conflictos se hacen 
evidentes en épocas de crisis políticas, las cuales en la mayoría de los casos son 
precedidas de crisis económicas
101
 y que, a su vez son aprovechadas por los aspirantes a 
hacerse al control del Estado o, en su defecto, tener una mayor participación política, 
social y económica en su interior.  
Si los detentadores del poder del Estado han logrado sentar unas bases lo 
suficientemente sólidas para sostenerse, sus esfuerzos son encaminados posteriormente 
a recrear y establecer nuevos sistemas ideológicos para hacer más eficiente su manejo, 
su administración, y para establecer nuevos símbolos de legitimación. Si esto es 
suficiente para garantizar la estabilidad del sistema impuesto, lo mismo podría 
aseverarse para la reafirmación o mutación de los paradigmas predominantes en el 
pensamiento económico, político y social.  
                                                             
100 Dividir la evolución de las sociedades, por periodos o fases, ha sido una práctica utilizada por 
diferentes investigadores de las áreas sociales para estudiar comparativamente en el tiempo el impacto 
de las mismas. Marx, Kondrátiev, Hobsbawm, Mandel, Brenner, entre muchos otros, han seguido esta 
línea de análisis en sus obras.  
101 Para los regulacionistas se trata de una crisis de confianza en la representación social y de valor de la 
moneda. La moneda ofrece confianza y seguridad a sus poseedores en cuanto al valor nominal que 
simboliza por cuanto es aceptada por todos e impuesta por el Estado.  
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Bourdieu, en su prolífica y brillante obra
102
, aunque no compartida por todos
103
, 
reiteradamente establece el papel que juega la educación [la escuela, la universidad] en 
la reproducción del capital cultural y, por esta vía, la estructura del espacio social. 
Destaca la forma cómo, dentro de los diferentes mecanismos utilizados en este 
propósito, y en todos sus ámbitos, es determinante tanto el origen familiar como la 
institución escolar de donde provienen los individuos. Igualmente, ofrece innumerables 
estudios y relatos acerca del papel desarrollado por la educación y los títulos escolares 
para alcanzar este propósito
104
 
En el mismo sentido, Théret (2011) establece los nexos entre la transformación de la 
teoría económica y los centros académicos, desde el pensamiento dominante en los 
setenta, hasta la constitución de nuevas teorías que empezaron a consolidarse en las 
décadas de los ochenta y noventa que tenían como fondo la promoción de ideologías de 
corte neoliberal
105
, cuya prioridad ha sido restablecer la tasa de ganancia como 
indicador del comportamiento económico y la acumulación de capital. La libertad 
económica era el nuevo paradigma a imponer y nuevamente la escuela, el sistema 
educativo, jugaba un destacado papel en su imposición.  
Desde entonces reconocidos centros académicos de Estados Unidos experimentaron e 
implementaron drásticos cambios ideológicos que condujeron a legitimar la ruptura del 
régimen monetario internacional pactado en Bretton Woods y a justificar, entonces, las 
acciones que dieron al traste con los “regímenes monetarios keynesianos de “represión 
                                                             
102 Cerca de 37 libros y una decena de artículos escribió a lo largo de su vida. 
103Bajo la dirección de Bernard Lahire (2006), se escribe El trabajo sociológico de Pierre Bourdieu. 
Deudas y críticas, donde, como su nombre lo indica, es un libro escrito por varios profesores quienes 
hacen una ácida y fuerte crítica a la obra del autor desde diferentes disciplinas. Se ataca desde el 
“reencauche” de la división del trabajo estudiada entre otros, por Durkheim o Weber, ahora con la 
denominación de “campos”, hasta el entusiasmo y posterior desilusión de un economista por dicha 
obra.     
104 Bourdieu, en La Nobleza de Estado, dedica varios capítulos, con encuestas incluidas, para establecer 
la estrecha conexión entre el estamento educativo y la formación y conformación de los principales 
cuadros burocráticos en los niveles públicos, privados, en los hombres de negocios y de las finanzas en 
Francia; estudio que puede ser extensivo a cualquier otro país.  
105 Para analizar esta transformación en los paradigmas económicos, sociales e ideológicos toma como 
núcleo de interpretación a la moneda, de la cual dice, tuvo una nueva concepción, desde entonces 
“tomada en función de su relación con la finanza”. Ver El régimen dominante de las ideas monetarias y 
financieras desde 1970: del keynesianismo al neoliberalismo (Théret, 2011). Palley (2005) hace una 
reflexión muy similar en este aspecto.   
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financiera” (control por parte del Estado de las finanzas de mercado y de los bancos y 
tipos de cambio fijo) [para darle paso] a regímenes financieros monetaristas “de 
represión monetaria” (Théret, ídem).  
Como consecuencia del cambio de paradigmas en la academia, en los centros de 
investigación, en los principales periódicos y revistas especializadas, alimentados por 
los principales pensadores de la contrarrevolución macroeconómica o de la nueva 
“revolución” neoliberal
106
 se gestaron diversas corrientes que impulsaban la creación de 
la “aldea global” donde mercancías y capitales podrían moverse sin restricción alguna. 
Entre las corrientes que impulsan los nuevos credos se situaron disciplinas que desde 
entonces alcanzaron el estatus científico, como fue el caso de la economía financiera.  
Asimismo, lograron reconocimiento y ubicación en la vanguardia de la nueva 
macroeconomía, los llamados Nuevos Clásicos, los Nuevos Keynesianos, los 
Monetaristas Clásicos, los monetaristas, los financieros de la nueva economía 
monetaria, seguidora de los postulados de Milton Friedman, y los creyentes en el 
laissez-faire que han creado verdaderos grupos de poder en las universidades, los 
bussines school, en los centros de investigación y en los principales organismos 
internacionales de crédito (BM, FMI, BID, por ejemplo). Una vez ubicados en estas 
entidades establecieron verdaderas fortalezas teóricas e ideológicas que les ha permitido 
oponerse exitosamente a cualquier intento de minar su hegemonía y así mantenerse en 
lugares de privilegio en los principales de decisión tanto económica como social. Ahora 
todo gira en función del mercado, sin obstáculos, ya que pregonan que es el mejor 
medio para asignar eficientemente los recursos, sin importar los problemas de equidad 
que ello lleva consigo.  
El gran beneficiado fue el libre mercado y la completa movilidad de capitales que, para 
mantener o aumentar sus tasas de ganancia, han impuesto las aperturas comerciales, la 
privatización de las empresas estatales y con ello la flexibilidad laboral. Con esto se 
                                                             
106 También apoyados por los grandes multinacionales de las finanzas y los negocios, porque tal 
paradigma, le abría las puertas a su expansión sin mayores controles. Mercado libre, libertad a los 
movimientos de capitales, la desregulación y la flexibilidad laboral era el camino expedito para 
aumentar sus ganancias, tanto en su masa, como en sus tasas.  Es revelador el documento de Perry 
Anderson, donde detalla la forma como fue financiada la fundación de la Sociedad de Mont Pélerin en 
1947; ver Neoliberalismo: Un balance promisorio (Clacso, 2003). 
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allana el camino para que se establezca una nueva redistribución del ingreso, donde la 
transferencia de ingresos del trabajo y la seguridad social hacia el capital se desarrollan 
cada vez con menos rubor y en forma cada vez más agresivas.  
La situación Colombia no ha sido diferente. La forma como los “togados criollos”, 
cobijados con un ropaje de tecnócratas neutrales, han invadido y monopolizado los 
diferentes centros de poder y decisión en materias de política partidista, económica y 
social han sido documentados por diferentes historiadores, sociólogos y economistas
107.
 
Palacios (2001), por ejemplo, elabora un estudio sobre el tipo de enseñanza impartida en 
las facultades de economía de las principales universidades colombianas y el enganche 
de sus egresados en los diferentes centros de influencia en las políticas económicas del 
país como un modo de lucha por el poder por parte de un sector que se autodefine como 
puramente técnico, neutral y sin ningún interés o compromiso político.  
Entre tanto, Safford muestra la preocupación de un sector de las elites, o campo de 
poder, por ofrecer una educación técnica y práctica a sus hijos
108
, pero también revela 
cómo en dicho proceso no se ha descuidado, además de las competencias a desarrollar, 
las relaciones familiares, económicas, políticas y sociales a conservar y fortalecer  
el mandarismo persiste. […] Gran parte de la clase alta colombiana ya ha obtenido una 
capacitación técnica, pero los valores aristocráticos continúan influyendo negativamente 
sobre ella. Por tanto, continúan actuando en una sociedad que adolece de profundas 
divisiones sociales (1989, p. 366).  
Muchos de estos tecnócratas, en su mayoría, han realizado sus estudios de posgrado en 
universidades extranjeras que, a su vez son las reproductoras de las teorías económicas 
                                                             
107 Kalmanovitz, (1985) Marco Palacios (2001), Bejarano J.A (1997), Flórez, L.B (2000), inclusive Caballero 
A (2011) describe la forma como los industriales y cafeteros incidieron directamente en la política 
macroeconómica del país en la mayor parte del siglo XX. Igualmente, Estrada J. et al., (2005) elaboran un 
estudio acerca del estado del arte sobre la teoría general de las elites en América Latina. En forma 
comparativa, y en una perspectiva histórica, describen los diferentes estudios donde se analiza la forma 
como estos tecnócratas fueron agentes activos de las transformaciones en el ejercicio del poder político 
y sus repercusiones en la configuración del capitalismo actual. También Misas (2002 y 2006) ilustra el 
papel que jugaron estos en la configuración de nuevos bloques de poder luego de los primeros años de 
la apertura. 
108 La preocupación del campo del poder por formar un centro académico, a imagen y semejanza de la 
universidad privada norteamericana, que se convirtiera “en semillero de una oligarquía práctica”, que 
compitiera o superara la formación de la Universidad Nacional, se cristalizó con la fundación de la 
Universidad de los Andes, en 1949 (Safford, 1989, p. 364). 
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y sociales predominantes y hegemónicas. También han sido influenciados en gran 
medida por los organismos internacionales de crédito y de cooperación con los países en 
desarrollo entre ellos Colombia (Arévalo, 1997), y cuya orientación ha sido la del ajuste 
estructural y estabilización económica para cumplir con el pago oportuno de los créditos 
externos adquiridos. 
Igualmente, la relación origen familiar, institución universitaria, y cargos en las 
primeras líneas de mando en la burocracia estatal, en las principales organizaciones 
privadas domesticas e internacionales así como en el mundo de los negocios, son una 
clara relación entre la educación como medio de la reproducción cultural y social del 
país, y la reproducción de las practicas económicas y políticas dominantes
109
. Es un 
selecto grupo bastante cerrado que ha logrado verdadero poder de decisión en diferentes 
frentes de la vida nacional
110
.  
Así, nuestros “togados criollos” han recibido todos los insumos necesarios para que 
posteriormente, mediante un eficaz proceso de “conversión”, puedan desarrollar 
políticas y acciones en el Estado (para garantizar la apropiación de excedentes para su 
funcionamiento y legitimidad), en las Universidades (reproducción del régimen de 
acumulación), y en el sector privado, con importantes intereses para determinados 
grupos y gremios económicos (maximización de ganancias y poder político de 
empresarios), y hasta en su vida personal (estatus, prestigio) y de negocios acorde a la 
instrucción escolar recibida
111
 (gráfico 2).  
Desarrollan toda una serie de acciones que les beneficia utilizando las conocidas frases 
según el cual estas medidas se implementan en aras “del bien común”; es decir se busca 
persuadir al público, mediante argumentos expuestos en un estilo esencialmente 
tecnocrático de que las decisiones de política, que al parecer favorecen a una clase o 
                                                             
109 En este aspecto se aplica perfectamente el estudio elaborado por Bourdieu (2013) acerca de la 
relación familia, institución educativa y cargos públicos y privados en Francia.  
110Caballero A. (2011) menciona que por ello son muy pocos los hombres que han manejado la vida 
económica y política del país en muchos años. La situación hoy no es muy diferente. 
111 Bourdieu hace referencia de las “estrategias “éticas” que buscan inculcar la sumisión del individuo y 
de sus intereses al grupo y a sus intereses superiores”, en Las estrategias de la reproducción social 
(2011, p. 36). Estas mismas estrategias son utilizadas para la reproducción de un grupo familiar, también 
se ponen en práctica para la reproducción de determinado orden económico y social.   
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grupo de perceptores de ingreso a expensas de otro, buscan en realidad beneficiar a toda 
la sociedad (Smithin, 2004, pp. 57-58). 
La finalidad última nunca es perdida de vista: mantener la buena salud de la economía, 
del mercado, de la tasa de ganancia que contribuyan a la acumulación del capital y la 
reproducción del modo de producción capitalista el cual es visto como el mejor sistema 
de distribución de los recursos, aunque no del ingreso, pues este sería un resultado del 
proceso llevado a cabo en forma racional.  
Gráfico 2.- Sostenimiento de un sistema económico y social 
 
Fuente. Elaboración propia 
Estos tecnócratas ocupan diferentes posiciones en el sector privado, muchas veces 
utilizando la “puerta giratoria” saltando de cargos como “servidores públicos” a 
presidentes, gerentes o asesores de las grandes empresas tanto de los gremios como de 
los grupos económicos a los cuales, con anterioridad, supuestamente controlaban
112
. 
                                                             
112 Los casos de los exministros de Hacienda Rudolf Hommes, quien luego de un duro enfrentamiento 
con el grupo Santo Domingo por la evasión de impuestos de su cervecera, posteriormente pasó a formar 
parte de la junta directiva de dicho grupo económico. El otro caso muy sonado por la incompatibilidad 
de intereses fue la del ex ministro de Minas y Energía, Luis Carlos, “el Chiqui” Valenzuela, quien, aun 
ocupando dicho cargo, benefició negocios del gas a su propio favor y de cercanos suyos (El Tiempo, 
enero 12 de 2000).   
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Una vez ubicados en dichas organizaciones privadas han coadyuvado para que estas 
tuvieran mayor poder de presión y negociación en las altas esferas del Estado
113
.  
Por su parte, la clase trabajadora —en unos casos bajo la orientación de unos dirigentes 
que se acostumbraron a las dádivas empresariales y estatales o, en otros, perseguidos y 
asesinados—, fue sistemáticamente marginada de las grandes decisiones nacionales. 
Los sindicatos desde su origen hasta el paro cívico de 1977 estuvieron bajo la tutela de 
los gobiernos y de los principales partidos políticos, que los utilizaron en su propio 
beneficio político, como también, en periodos de crisis política o económica nacional.  
Sin embargo, y para nada se deben desconocer las grandes jornadas por reivindicaciones 
salariales, laborales y por mejores condiciones de vida, cuyo punto máximo se expresó 
en el mencionado paro cívico de 1977. Posteriormente, luego de algunas movilizaciones 
en los ochenta, la organización sindical ha estado expuesta a todo tipo de intimidaciones 
y asesinatos por lo que esta actividad se convirtió en la más peligrosa y el número de 
líderes sindicales y afiliados asesinados es de los más altos a nivel orbital. Estos 
aspectos también contribuyeron para que su poder de convocatoria hubiese disminuido 
para darle paso a otro tipo de organizaciones sociales en el protagonismo en la lucha por 
las reivindicaciones de las clases subalternas (Archila, 2008 y González, 2008). 
Como era de esperarse los aspectos anteriores han tenido incidencia en la determinación 
y evolución de la tasa de ganancia en el país, así como en la forma de explicar la 
distribución del ingreso.  
Por tanto, a pesar de la existencia de cierto grado de autonomía del aparato Estatal del 
funcionamiento económico (autonomía relativa del Estado, según Poulantzas) no deben 
desconocerse sus lazos de interdependencia. Las decisiones del Estado (como máxima 
expresión de lo político) difícilmente pueden apartarse de sustentaciones económicas, 
las cuales son reiteradas y magnificadas por sus diferentes actores y representantes que 
buscan maximizar sus rentabilidades. Igualmente tampoco puede desconocerse que no 
                                                             
113Han sido numerosos los trabajos realizados, donde se describe hasta el detalle, la forma como 
empresarios e industriales han presionado exitosamente en el alto gobierno para sacar adelante sus 
diferentes pretensiones tanto en la política como en aspectos económicos: Sáenz (2002, 2007); Silva C. J 
(1977, 2004); Rodríguez, O (1996); Parra, B (2004). También Hernández, I (2014); Peralta y Vasco (1988).      
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existen decisiones económicas sin fundamentos e intereses políticos, como bien lo 
evidenciaron Braudel y Bloch en la Escuela de Annales, y como también lo han descrito 
para el caso nacional los autores mencionados en su momento. 
Esta interdependencia de la política y la economía, también ha sido ilustrada por Théret 
(1992) y Poulantzas (citado por Laclau, 1983) al describir “la economía de lo 
económico y la economía de lo político” sosteniendo que la economía no existe 
separadamente de las diferentes prácticas sociales; las prácticas de políticas de 
dominación (relaciones entre hombres) por el control del campo y del poder del Estado 
para imponer ideas, valores, ideologías e intereses conllevan a una práctica de 
explotación, nos dicen estos autores.   
En la vida nacional estas acciones por el control del Estado y la obtención de beneficios 
políticos (privilegio de conducir la sociedad y el Estado), económicos (maximización de 
las ganancias a través de la influencia en las medidas de corte tributario, crediticio, 
monetario, laboral, por mencionar algunos), han sido utilizadas para incrementar las 
tasas de explotación y acumulación (Misas, 2002, 2014). 
La relación ha sido en doble vía: la utilización del poder político para incrementar el 
poder económico que, a su vez, garantiza la reproducción de un sistema inequitativo y 
excluyente que beneficia a unos pocos: los que tienen la capacidad de controlar, de 
competir por dicho control en la dirección o conducción del Estado.                   




CAPITULO II. ANTECEDENTES DEL PERIODO ESTUDIADO 
1.- ASPECTOS GENERALES 
La generación de riqueza soportada en el régimen de acumulación prevaleciente, y los 
posibles conflictos en su distribución, han estado enmarcados por las relaciones sociales 
y políticas establecidas por las elites dirigentes de cada sociedad (los detentadores del 
campo de poder en la terminología de Bourdieu) y en determinado tiempo. Por tanto, es 
posible que en el caso colombiano dichas relaciones tengan sus propias dinámicas y 
particularidades, como puede ser el caso de la economía en general y de su sector 
industrial. 
En el presente trabajo se estima, además, que con la profundización de los principios del 
libre mercado y la inequitativa distribución de la riqueza se ha privilegiado la 
rentabilidad del capital en detrimento de la remuneración al trabajo. En este aspecto el 
ambiente político y económico nacional ha contribuido para que este fenómeno se 
profundice, por lo que el país se ha convertido en uno de los más inequitativos del 
planeta como lo han mostrado los diferentes indicadores de equidad en diversas épocas 
de la vida nacional.  
Hobsbawm (1998b) plantea que el presente de una sociedad tiene una relación con el 
pasado, cuyo legado e historia no debe destruirse como fue uno de los fenómenos que 
caracterizaron el siglo XX. Nos resulta muy pertinente la anterior reflexión dado que 
muy seguramente las condiciones vividas en nuestro presente tienen una significativa 
relación con las condiciones impuestas desde el pasado como bien lo anota Centeno 
(2014), Bulmer (1998), Bértola y Ocampo (2013) a nivel latinoamericano, y Ocampo 
(1984) o Tovar (1995), entre otros, para el caso nacional.  
2.- UNA CONTEXTUALIZACIÓN  
Los acontecimientos acaecidos a través del tiempo necesariamente arrastran mutaciones 
institucionales, políticas, económicas y sociales que a su vez van estableciendo nuevas 
pautas de comportamiento en estos mismos niveles. 
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Hasta fines de la década del veinte del siglo XX dado que la tasa de ganancia mostraba 
indicadores bastante satisfactorios, había prevalecido la ortodoxia económica y 
prácticamente el Estado había sido conminado a reducir su participación en la vida 
económica y social. Polanyi (2003) había advertido con sorprendente antelación sobre la 
utopía e ideología que pregonada las bondades de un mercado autoregulado donde las 
fuerzas del mercado por si solas conducirían a la mejor asignación de los recursos que, 
soportados en el individualismo metodológico, llevaría al conjunto de la sociedad al 
crecimiento económico y bienestar de toda la sociedad. Es decir, la obtención de las 
máximas ganancias del capital sin obstáculo alguno conduciría en última instancia al 
beneficio de todos.    
La gran depresión de 1.929 le dio la razón al científico social y filósofo austriaco sobre 
la puesta en marcha de dichas utopías, al entrar el mundo capitalista en una profunda 
recesión económica y política mundial, y la teoría e ideología que sustentaba la primacía 
del mercado autoregulado se ponía en entredicho. Se hacía necesario entonces realizar 
cambios institucionales que facilitaran transformaciones en el manejo económico, 
político y social. El Estado fue requerido una vez más por el mercado para que acudiera 
en su ayuda; en esta ocasión no estorbaba, sino que era imprescindible su accionar por 
lo que el “doctor del capitalismo”, el economista inglés John Maynard Keynes, fue su 
salvador a través de la llamada revolución macroeconómica de los treinta, y los Estados 
se constituyeron en grandes protagonistas en el crecimiento económico y del empleo.    
Por lo anterior, el periodo de la segunda postguerra transcurrió bajo la orientación del 
pensamiento keynesiano, acogido en buena parte en los acuerdos de Bretton Woods, 
donde los organismos multilaterales, el Fondo Monetario Internacional (FMI), el Banco 
Mundial (BM), y los Estados a nivel de países, fueron los organismos encargados de 
establecer las condiciones para que la rentabilidad del capital (tasa de ganancia) fuese 
atractiva a la inversión de modo que se asegurase el modo de acumulación en los países 
capitalistas tanto desarrollados como en desarrollo.     
Por tanto, para iniciar nuestra indagación sobre la evolución de la tasa de ganancia (g), 
en Colombia, se hace necesario realizar una breve mirada a las condiciones externas e 
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internas, así como a los hechos ocurridos en los años precedentes a la etapa del periodo 
seleccionado en el presente trabajo (1970-2000).  
Para esta época, las exportaciones de bienes primarios, en los que se habían 
especializado la mayoría de países latinoamericanos, inicialmente tuvieron un fuerte 
impulso jalonados por la dinámica del crecimiento económico mundial experimentado 
en la posguerra hasta los inicios del setenta, cuando estas economías se vieron 
favorecidas por una especie de “ley de arrastre” o “viento de cola
114
”. Igualmente, las 
importaciones se dispararon tanto por la entrada de bienes de transporte y de capital, 
indispensables para el proceso de sustitución de importaciones en el cual nos habíamos 
encaminado.  
Estos hechos deben considerarse también dentro de las condiciones prevalecientes en el 
desarrollo de la Guerra Fría y que se hicieron sentir tanto en el ámbito político y social 
como económico en esta región. Igualmente, la forma como la dirigencia nacional, las 
elites del campo del poder, acogió y asimiló estos hechos tuvo sus consecuencias en el 
tipo de sociedad que se fue configurando con sus diferentes repercusiones en la vida 
nacional en todos sus aspectos.  
2.1.- Factores externos que influyeron en la economía nacional 
La década del setenta recogió una serie de acontecimientos ocurridos luego de la 
segunda Guerra Mundial que, a su vez, estableció las condiciones para que el mundo 
experimentara un acelerado crecimiento económico hasta mediados de la década del 
sesenta del siglo XX (gráfico 3), opinión que es compartida por los autores ya citados, 
Brenner, Duménil y Lévy, Hudson, Caputo y Rodrik. Este último autor afirma que “si 
alguna vez hubo una época dorada para la globalización comercial fue esa” (2011, p. 
91). El mundo “desarrollado” se sobreponía de la más vergonzosa catástrofe económica, 
social y de vidas humanas a que había sometido a gran parte de la humanidad 
(Hobsbawm, 1998b) y, por lo tanto, sin dejar de lado la eficiente rentabilidad del 
                                                             
114Eufemismos utilizados para explicar el comportamiento económico favorable de una economía, 
también debido al ambiente externo que lo favorece. 
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capital, buscaba encausarla por el camino de la reconstrucción y desarrollo creando para 
ello los organismos que se encargaran de coordinar y financiar dicha tarea
115
.  
Entonces, se construyó el espacio económico internacional que buscó la integración 
entre las economías nacionales donde Estados Unidos se erigió como su gran arquitecto 
sentando de este modo su posición como el gran beneficiado de las dos últimas 
contiendas mundiales. De esta manera fue tejiendo su predominio económico, político y 
militar a través de la expansión de sus grandes corporaciones y bancos a nivel mundial.  
En el proceso de reconstrucción, con el apoyo del Plan Marshall, entre otros
116
,  los 
países capitalistas desarrollados realizaron cuantiosas inversiones en instalaciones, 
maquinaria e insumos tanto para el sector público como privado con lo cual el capital 
logró altos niveles de rentabilidad e inversión que permitió consolidar el proceso de 
industrialización y de crecimiento (Ciocca, 2000). Las anteriores acciones, que además 
contaron con apoyo estatal, estaban respaldadas por el pensamiento keynesiano, que 
atribuía a los Estados, elementos reguladores y dinamizadores de la economía donde la 
garantía de una adecuada tasa de ganancia era imprescindible. Las condiciones estaban 
dadas para el crecimiento económico y del empleo, por lo que todo estaba por construir 
y todo lo producido por consumir, y la propia destrucción había creado las mejores 
condiciones para la reconstrucción.  
Los objetivos se encaminaron, así, a incrementar la producción, el empleo y el comercio 
internacional que crecía a unos ritmos impresionantes, con altas rentabilidades del 
sector privado, fortaleciendo a su vez al sector público -vía impuestos-  dándole de esta 
manera un amplio margen de acción a los gobiernos en la gestión nacional de sus 
economías (Rodrik, 2011). Crecimiento y distribución eran metas a alcanzar dado que 
                                                             
115
 Se crea la ONU con dependencias de reconstrucción como el BIRF, luego sería el BM y el FMI, entre 
otros, los cuales posteriormente tendrían una decisiva injerencia en las medidas socio-políticas en los 
países de América Latina y del mundo en desarrollo.  
116 Jeremy Adelman (2013), biógrafo de Albert Hirschman, describe la forma cómo después de la 
Segunda Guerra Mundial, en plena reconstrucción, se plantean diferentes caminos para conducir al 
crecimiento económico de los países afectados por la guerra así como los del tercer mundo. Las 
alternativas se dividen entre el “crecimiento balanceado” auspiciado por el Banco Internacional de 
Reconstrucción y Fomento, BIRF, del cual Hirman se apartaría para diseñar su propia propuesta del 
“crecimiento y desarrollo desbalanceado” o en desequilibrio que parte de las deficiencias y 
potencialidades de cada país en particular. Era una época en que las teorías del desarrollo estaban en 
pleno apogeo.    
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hasta entonces la eficiencia no había podido armonizarse con la equidad, en momentos 
que esta se lograba en los países socialistas. De esta forma, se presentaban las 
condiciones para cierto consenso y armonía entre el capital y el trabajo. Para los 
regulacionistas esta fase capitalista fue denominada fordista (Aglietta, 1979; Boyer, 
1992; Lipietz, 1992) la cual llegó hasta los setenta.  
Sin embargo, dicho dinamismo no se desarrolló de manera uniforme, pues si bien es 
cierto que EE. UU., ya consolidada como primera potencia económica y militar en el 
mundo occidental, contabilizaba cifras positivas en su crecimiento, 2.5 % entre 1955-
1961, estas no eran tan halagüeñas como en el pasado reciente cuando habían logrado 
niveles del 5.8 % entre 1938 y 1955. El sector que más contribuyó a este decrecimiento 
fue el industrial con solo 1.4 % (Brenner, 2009). Por el contrario, la economía japonesa 
y alemana aprovechando sus condiciones de “economías seguidoras” lograron entre 
1950 y 1960 crecimiento del 10 %, donde la producción logró un aumento del 16.7 % 
(Brenner, 2009, p. 210) la primera, mientras que durante la década del cincuenta 
Alemania, basada en las exportaciones, logró un crecimiento también del 8 %, donde el 
sector manufacturero contribuyó con el 10 % (Brenner, 2009, p. 193). De todas 
maneras, no debe olvidarse que en términos generales fue el periodo cuando se 
obtuvieron los mejores resultados. 
En cuanto a la tasa de ganancia, que mide la rentabilidad del capital y es tenida en 
cuenta por los inversionistas en sus decisiones de invertir o de abstenerse, pero que a su 
vez es un indicador de la distribución del ingreso entre el capital y el trabajo, también 
mostró cifras poco alentadoras para la economía norteamericana en comparación con 
sus socios y competidores japoneses y alemanes. La tasa de ganancia de EE. UU., en 
1950, del 33 %, que fue la más alta desde la posguerra, disminuyó a cerca del 21 % en 
1960 (gráfico N° 3).  
Luego, el sector industrial norteamericano, a expensas de alemanes y japoneses, que en 
la década del sesenta lo vieron caer, lo aumentó entre 1967 y 1968 a cerca del 30 % 
cuando, de otra parte, redujeron las remuneraciones laborales en forma considerable 
mediante una arremetida contra el movimiento sindical y el aumento de la productividad 
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del trabajo. A comienzos 1970, cuando ya se perfilaba el largo declive de la economía 
estadounidense, la rentabilidad industrial cayó al 16 %.  
Gráfico 3 Tasa de ganancia industrial de Estados Unidos, Japón y Alemania 
 
Fuente. Brenner, 2009, p. 110.  
La suerte de las economías de los países derrotados en la II Guerra Mundial, Japón y 
Alemania, quedó supeditada a los lineamientos de Plan Marshall, en el marco de la 
guerra fría, donde la restauración de la economía de mercado y el favorecimiento del 
capital para su reconstrucción y desarrollo, eran indispensables para contrarrestar la 
eventual influencia de la Unión Soviética, que también mostraba cifras bastante 
satisfactorias de crecimiento y desarrollo.  
Pero el capital poco conoce de amigos cuando de competencia y consolidación se trata. 
La competencia ya no es entre países sino entre capitales (habían sostenido Marx y 
Lennin), podíamos decir parodiando a Porter (1993) quien afirma que la competencia es 
entre regiones. El sentido y objetivo de las empresas nacionales ha sido la valorización 
y concentración del capital y uno de los mecanismos escogido para este propósito es su 
internacionalización, concibiéndolo como un proceso de acumulación que debe 
traspasar las fronteras nacionales “en cuyo proceso juega un papel importante el proceso 
de circulación del producto-mercancía” (Palloix, 1980, p. 15). El incremento de las 
ganancias y de su tasa o, por lo menos, contrarrestar la tendencia decreciente que ya se 
sentía, tanto por la competencia como por la obsolescencia rápida que estaban viviendo, 
fue la meta que se propusieron la mayoría de las empresas multinacionales (EMN), 
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mediante esta internacionalización y el entorno vivido durante la posguerra no podía ser 
más propicio.  
Este proceso de internacionalización del capital responde a la lógica propia de la 
economía mundial donde se va configurando todo un sistema estructurado y 
jerarquizado estableciendo relaciones ya sea entre los países del centro y la periferia 
como de los mismos países centrales, donde al interior de los mismos se van 
estructurando también el rol desempeñado por las diferentes clases sociales en el 
proceso de acumulación (Salama, 1981). 
2.2.- Los trabajadores fueron los perjudicados  
De esta forma, en medio de los esfuerzos del capital por lograr mayores niveles de 
valorización y de tasas de ganancia lo suficientemente atractivas para incentivar y atraer 
la inversión, los países industrializados a través de sus empresas nacionales inician, de 
una parte, una vigorosa competencia (entre ellos) por los mercados internacionales, 
(relaciones competitivas centro-centro) y un fuerte ataque al factor trabajo, del otro. La 
lógica del capital ha sido privilegiar el capital mismo—como elemento importante, 
aunque no único, de competencia— y por tanto en Estados Unidos, como en los países 
europeos y Japón se adelantó una sistemática y agresiva campaña contra los 
trabajadores organizados. Si se consideraba que había que crear condiciones armónicas 
entre el capital y el trabajo estas no deberían frenar tanto la ganancia como la 
acumulación. 
En este proceso de internacionalización productiva y laboral, donde la explotación del 
trabajo se acentúa, los obreros no han sido indiferentes ante esta arremetida por lo que 
han mostrado especial sensibilidad, por lo que ha significado para sus condiciones 
laborales: desempleo, degradación de la calificación laboral, aceleración de los ritmos 
de trabajo, despidos, etc. (Palloix, 1980). Sin embargo, por cuenta del triunfo de las 




Por ejemplo, en EE. UU. los trabajadores habían logrado aumentar y mantener sus 
salarios reales durante los cuarenta, respaldados por organizaciones sindicales sólidas y 
fortalecidas durante la guerra, hasta mediados de los cincuenta, cuando aún prevalecía el 
pacto capital trabajo fordista. A partir de entonces, y como consecuencia de la caída de 
la tasa de ganancia, debido tanto a la pérdida de mercados internacionales como a la 
mayor participación de productos japoneses y alemanes en territorio norteamericano, 
además de sus mayores costos laborales, se inicia una política para disminuir el soporte 
legal que favorecía a estas organizaciones para lograr el despido cada vez mayor de 
dirigentes y trabajadores sindicalizados (Brenner, 2009), hasta colocarlas en posiciones 
defensivas. Asimismo, la internacionalización del capital productivo abrió el camino 
para que los capitales amenazaran a los sindicatos con la relocalización de las empresas 
en regiones donde los salarios eran más bajos y las condiciones laborales más precarias 
y con ello disminuían la remuneración al trabajo (Palloix, op cit).  
Situaciones muy similares se presentaron en Japón y Alemania donde sus ventajas, para 
apoderarse cada vez más de una mayor cuota del mercado mundial, en gran medida 
estuvieron amparadas en los reducidos salarios respecto a las remuneraciones de los 
trabajadores norteamericanos. Luego de un transitorio fortalecimiento sindical, una vez 
terminadas las confrontaciones bélicas y, con el advenimiento de la Guerra Fría, las 
fuerzas de ocupación apoyaron a los respectivos gobiernos en la implementación de 
estrategias de represión y debilitamiento.  
Por lo anterior, el gobierno japonés con el apoyo de las fuerzas de ocupación inició a 
comienzos del cincuenta una fuerte ofensiva contra las organizaciones obreras para 
contener o disminuir el crecimiento de los salarios (costo laboral unitario, CLU), que 
fue uno de los ingredientes para expandir las exportaciones y aumentar su cuota de 
mercado a nivel mundial, dado que al disminuir los costos de producción podía bajar 
sus precios haciendo sus productos más competitivos. De esta forma, la tasa de ganancia 
mostró un apreciable indicador del 35 % en 1955, luego cae a cerca del 27 % en 1965, 
pero tiene una fuerte recuperación en 1968 cuando logró un histórico índice cercano al 
43 % (grafico N° 3). Alemania también tuvo cifras favorables, casi con procedimientos 
calcados de Japón: restricción al aumento de los salarios, previa ofensiva a los 
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movimientos sindicales y, con el jalonamiento de las exportaciones, la tasa de ganancia 
se acercó al 35 % en 1955, para caer posteriormente al 27 % en 1960 y luego 
aproximadamente al 21 % en 1968 y en 1970 a 18 % (Brenner, op cit).  
Para Piketty (2014) en los años inmediatamente posteriores a la segunda posguerra, la 
tasa de ganancia mostró un notable comportamiento estable a largo plazo, mientras que 
la tasa de crecimiento de la producción mundial fue mucho menos dinámica. Para el 
autor francés, este hecho es una de las contradicciones fundamentales del capitalismo 
porque implica que el ingreso del patrimonio creció más rápido que los ingresos de las 
actividades productivas, lo cual es un indicador de la brecha distributiva. Esto es aún 
más diciente dado que se presentó en una etapa del capitalismo donde justamente se 
caracterizó por la disminución de la inequidad.   
3.- AMERICA LATINA BUSCA RECONOCIMIENTO 
América Latina, por esta época, también había reclamado ante la ONU mayor 
reconocimiento dado que aunque no había participado directamente en la confrontación 
mundial, sí se había afectado negativamente en su rentabilidad, inversión y crecimiento 
porque los países en conflicto dejaron de importar los bienes primarios, que su vez eran 
la base de sus exportaciones, y de otro lado, dejaron de suministrarle bienes necesarios 
para complementar su consumo, además de los insumos y capital requeridos para 
implementar la producción. Fruto de esta presión se dio vía libre para la creación de la 
CEPAL, en 1948 (Sunkel y Paz, 1991), entidad que en los cincuenta y sesenta del siglo 




Inicialmente, estos países habían centrado sus políticas económicas básicamente en el 
crecimiento liderado por exportaciones primarias de acuerdo con lo que Bulmer-
Thomas (1998) denominó la “lotería de bienes” disponibles en cada país. Fue una etapa 
donde el crecimiento económico se distinguió por su carácter extensivo reflejado en una 
ampliación de la frontera agraria, fenómeno que fue predominante en las regiones que 
                                                             
117Nuevamente es preciso hacer la salvedad que quizá las elites colombianas fueron las que menos 
tuvieron en cuenta dichas recomendaciones (Villamizar, op cit)  
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mostraron mayor crecimiento. La industrialización incipiente fue favorecida por el flujo 
de capitales y la inmigración en algunos países de la región. Este proceso también contó 
el avance de las comunicaciones, el transporte y la urbanización que ya era creciente 
(Bértola y Ocampo, 2013).  
Después de la primera guerra mundial y con mayor énfasis a partir de 1929 se diseñaron 
las primeras medidas encaminadas a consolidar el sector industrial de tal forma que 
disminuyera la dependencia y fragilidad de los productos primarios en los mercados 
internacionales los cuales estaban expuestos a fuertes oscilaciones de precios debido a la 
sobreoferta de los mismos. 
La crisis capitalista mundial, inicialmente en el sector financiero, con fuertes efectos 
después en el resto de la economía y que desembocó en la gran depresión de los treinta, 
no hizo sino desnudar los grandes desequilibrios internos que existían en las economías 
desarrolladas, así como en el contexto internacional, con fuertes repercusiones en las 
economías latinoamericanas. Por lo tanto, había que tomar acciones.  
Los países de la región establecieron medidas proteccionistas, aumentando los aranceles 
para productos importados que pudieran competir con los producidos domésticamente, 
dándose, así, paso a lo que se conoció como la industrialización por sustitución de 
importaciones (ISI)
118
, en su primera etapa
119
. Para el periodo de 1929 a 1950 Bulmer-
Thomas considera que la contribución de la sustitución por importaciones (ISI) al 
desarrollo industrial, de un grupo de países que cataloga como grandes —incluyendo a 
Colombia—, fue de aproximadamente el 39 %. Aun así, dicho modelo solo alcanzó su 
punto máximo en las décadas de los cincuenta y sesenta, marcando el menor énfasis a 
las políticas económicas autorreguladas en favor de la utilización de instrumentos 
políticos manipulados por las autoridades.  
Por ende, las políticas de fomento, con el respectivo énfasis dado por cada país, fue el 
común denominador en la mayoría de los países de la región. Otro antecedente a tener 
en cuenta es el papel geopolítico jugado por Latinoamérica en este periodo y, por tanto, 
                                                             
118 Industrialización dirigida por el Estado, según Bértola y Ocampo (2013). 
119 Sin embargo, para el caso colombiano, Ospina Vásquez sostiene que dichas medidas solo comienzan 
a mirarse con más detenimiento a partir de la Segunda Guerra Mundial. 
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el tratamiento favorable dado por Estados Unidos a estos países durante la guerra 
(Randall, 1991), lo cual contribuyó al fortalecimiento industrial y a una mayor inserción 
de los productos latinoamericanos en ese país; igualmente, es interesante observar el 
cambio de actitud estadounidense, luego de terminada la confrontación. En los inicios 
del cuarenta, buscando el apoyo latinoamericano, promovió la creación del sistema de 
cooperación económica interamericana para estimular el comercio de productos menos 
competitivos entre esta región y el mercado norteamericano, y creó también condiciones 
favorables para incrementar los créditos y la inversión extranjera directa.  
Asimismo, jugó papel importante, como país consumidor, en la creación de la 
convención interamericana del café (CIAC) donde se establecieron cuotas, precios 
favorables y mercados garantizados para el grano. Fue una etapa de crecimiento del 
valor de las exportaciones que superaron su volumen por lo que los términos de 
intercambio mejoraron, y varios países de la región vieron como el sector industrial se 
expandía (Bértola y Ocampo, 2013; Ocampo, 2002 documento de la CEPAL y 2007; 
Bejarano, 1980 y 1995; Kalmanovitz, 1985).  
En este contexto coyuntural favorable, en los años cuarenta y parte del cincuenta, 
Latinoamérica tuvo un excedente comercial y de abundancia de divisas por lo que las 
reservas internacionales se incrementaron y el proceso inflacionario fue inevitable. Este 
último fenómeno se agudizó por el aumento del gasto gubernamental destinado a 
facilitar crédito industrial, la nacionalización de empresas mineras y de servicios 
públicos y la creación de otras que se consideraron indispensables para promover el 
desarrollo económico. El gasto militar también tuvo una participación importante, en 
países como Colombia que ha vivido bajo la sombra de la violencia. También en este 
ambiente económico favorable se experimentó un proceso de urbanización mientras que 
el sector agropecuario, por el contrario, reducía tanto su participación en la economía 
como en su población
120
 porque, además las políticas de desarrollo, promovían la 
migración rural-urbana.  
                                                             
120 Un proceso que se asemeja al planteado por Karl Kautsky (2002) a nivel mundial al explicar el 
surgimiento del capitalismo.  
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Sin embargo, una vez terminado el conflicto mundial, Estados Unidos redujo la 
importación de bienes primarios de estos países y abandonó los pactos que inicialmente 
había promovido, como el del café y, al contrario, los atacó tanto como a los sistemas de 
cuotas y el establecimiento de precios mínimos proclamándose entonces como el gran 
abanderado del libre comercio; disminuyeron o abandonaron, además, los mecanismos 
de cooperación, la asistencia técnica y de capital (Randall, 1991). Con este nuevo 
escenario como fondo, disminuyeron las exportaciones e importaciones con ese 
mercado y tanto la industria como el sector agrícola vieron caer dramáticamente sus 
rentabilidades. La atención norteamericana hacia América Latina pasó a un segundo 
plano girando entonces hacia la recuperación de Europa luego del inicio de la Guerra 
Fría en 1947. 
En estas circunstancias, como forma de contrarrestar esta situación y con el fin de crear 
nuevas condiciones que permitieran una efectiva acumulación de capital, la discusión en 
la región se centró en la continuación de un desarrollo basado en las exportaciones 
mediante la intensificación y diversificación de la producción de bienes primarios, 
básicamente, o en la sustitución de importaciones de bienes manufacturados, (ISI). 
Ambas posiciones tenían tanto seguidores como opositores al interior de los países 
como en los organismos internacionales.  
El FMI, como punta de lanza de la política norteamericana para la región, aunque 
todavía promovía grandes proyectos de infraestructura y de industria en algunos de 
estos países, también se mostraba partidario de un modelo de desarrollo orientado por la 
exportación de bienes primarios, mientras que la CEPAL promovía una mayor 
profundización de la ISI. Aquí se configuraba la tensión entre proteccionistas y quienes 
buscaban una mayor liberación económica. En cada país, las dos iniciativas tocaban 
intereses de ganaderos, terratenientes, comerciantes e industriales por lo que la 
discusión fue más política que económica. Bértola y Ocampo (2013) sostienen que 
finalmente se adoptó, en la mayoría de la región, el llamado modelo mixto de desarrollo 




Los partidarios de la primera alternativa eran elites económicas que tradicionalmente 
habían contado con un fuerte poder político y económico en las decisiones del Estado y 
habían acumulado riqueza y poder con sistemas de plantación agrícola y extracción de 
excedentes mediante procedimientos extraeconómicos. Casos representativos fueron los 
de Leonidas Trujillo en República Dominicana y Anastasio Somoza en Nicaragua.  
Del lado de la industrialización se encontraban aquellos que una vez finalizada la 
década del treinta, habían logrado obtener beneficios tributarios y proteccionistas a su 
producción y exportación, con lo cual se blindaba la rentabilidad al capital invertido en 
esta actividad. Para inicios de los cincuenta su influencia y poder se habían afianzado y 
por tanto, su ascendencia en las decisiones del Estado. En ambas posiciones, aunque 
había divergencias entre ellos por el control del Estado y por una mayor participación en 
la distribución del ingreso, cerraban filas frente a dos hechos en los cuales tenían 
particular interés común:  
1.- La necesidad de una integración regional que les permitiera ampliar sus mercados 
para ambos tipos de bienes agrícolas y manufacturados con lo cual lograrían aumentar 
sus beneficios a través de un mercado más amplio y de una producción a escala que les 
permitiera reducir costos. La CEPAL como promotora de la ISI, y de la búsqueda de 
mejores condiciones para los productos regionales en los países desarrollados, tuvo 
notable influencia en la industrialización, sobre todo en aquellos países que habían 
logrado establecer una base industrial representativa, entre ellos, Colombia
121
.    
2.- Como forma de reducir costos y aumentar, recuperar o mantener sus márgenes de 
ganancia, amenazadas en el nuevo escenario internacional, ambos sectores buscaron 
mecanismos para disminuir o retener el incremento salarial por lo que la gran masa de la 
población veía cómo la distribución desigual del ingreso se mantenía y en algunos casos 
se profundizaba. El conflicto distributivo permanecía latente. 
 
                                                             
121 Aunque es de tener en cuenta la posición distante que tuvieron las elites nacionales con la CEPAL por 
lo que prefirieron seguir las políticas más “realistas” de Alberto Lleras, de alinearse con las orientaciones 
de Estados Unidos que en poco simpatizaban por entonces con este organismo latinoamericano. 
(Villamizar, op cit).  
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3.1.- El papel del estado en la estructuración productiva latinoamericana 
La participación del Estado (una vez que ha logrado ciertos niveles de consolidación), 
como elemento de cohesión social (Laclau, 1983), mediante el establecimiento de 
instituciones que regulen las relaciones entre los diferentes grupos sociales y entre los 
agentes económicos, ha sido reconocida hasta por los partidarios del libre mercado y la 
autorregulación. Durante la posguerra, la esencia y funcionalidad del Estado estuvo en 
gran medida encaminada a buscar mejores condiciones para asegurar tasas de ganancia 
que permitiera mejores condiciones para insertarse en la economía mundial. Esta fue 
una de las banderas de Raúl Prebisch y la CEPAL, para los bienes primarios y el 
ascenso de las manufacturas. 
Se requerían cambios estructurales que impulsaran la industrialización donde la política 
económica y las inversiones en infraestructura contribuyeran al aceleramiento del 
crecimiento económico y la obtención de una adecuada relación entre la industria, la 
agricultura y otros sectores para reducir la vulnerabilidad externa de estas economías. 
Se buscaba, además, que el restablecimiento del sistema financiero internacional, 
centrado principalmente en los países desarrollados en las décadas del sesenta y setenta, 
pudiera complementar la capacidad de ahorro de la región y obtener un financiamiento 
alternativo y adecuado para la obtención de bienes de capital necesarios en el proceso de 
industrialización (Prebisch, 1987; Bértola y Ocampo, 2013). 
Pero la tarea no era fácil, el Estado debía encontrar la forma de conciliar los intereses y 
la férrea oposición del sector agrícola, y sectores que se lucraban con el modelo de 
exportaciones hacia afuera, con la nueva y fortalecida capa industrial. Las elites 
defensoras del anterior modelo, por ejemplo, utilizaron su poder para oponerse a las 
políticas de industrialización de Juan Domingo Perón en Argentina (Bulmer-Thomas, 
1998). 
Sin embargo, a medida que se consolidaba la industrialización, se siguió una fuerte 
corriente migratoria a las ciudades que contribuyó a la explosión demográfica que se 
apreciaba en el sector urbano. Este fenómeno acarreaba, además, nuevos compromisos 
para el Estado: diseño de políticas públicas para la provisión de servicios sociales 
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básicos y, en menor medida, de atención a la seguridad social. Estas modificaciones 
significaron, además, profundas transformaciones en las relaciones dentro del campo del 
poder por el control estatal, que ahora tenían como nuevo protagonista a la poderosa 
élite industrial, que pedía mayor protección frente las manufacturas importadas (Bértola 
y Ocampo, 2013). Además contaba con un relativo apoyo de las nuevas clases 
trabajadoras frente a la posición del sector agrícola. Esta, por ejemplo, desempeñó un 
rol importante en el apoyo al gobierno de Lázaro Cárdenas en la expropiación de 
latifundios y de fomento a la industrialización, mediante un mayor gasto público en 
México (Bulmer-Thomas, 1998).  
Así, el Estado siempre ha estado presionado por el grupo o sector privado, ya fueran los 
agricultores y terratenientes o los comerciantes e industriales, para proteger la 
rentabilidad del capital y buscar conciliaciones entre los diferentes agentes nacionales 
para hacerle frente al capital extranjero y a las reivindicaciones demandadas por la gran 
masa de la población.  
Se buscó que el Estado velara por implantar los medios que aseguraran la acumulación, 
donde la tasa de ganancia ha sido imprescindible como mecanismo para legitimar su 
existencia y funcionalidad (O´Connor, 1981). Asimismo, facilitó las condiciones para el 
establecimiento de alianzas entre el capital privado interno, las empresas 
multinacionales y la burocracia estatal (Stallings, 1994), que en muchos países condujo 
a la conformación de verdaderos monopolios y oligopolios que, restringiendo la 
producción, lograron aumentar los precios y con ello las ganancias, además de 
garantizar una mayor representatividad social y política.   
4.- LOS ANTECEDENTES EN COLOMBIA 
En primer lugar debemos tener en cuenta que a través de una de las medidas afines con 
el predominante pensamiento keynesianismo de una activa participación de los Estados 
en la actividad económica, se implementaron en Colombia a través de la misión 
Grove
122
, políticas monetarias y crediticias, otorgándole al Banco de la República 
                                                             
122 Esta misión fue enviada por la Reserva Federal de Estados Unidos y presidida por Daniel Grove, en 
1949 Reforma de 1949/Banco de la República.  
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mayores instrumentos que facilitaran la oferta monetaria y la canalización del crédito 
para incentivar el crecimiento económico. Esta misión y la dirigida por Lauchlin Currie, 
así como varios congresistas y funcionarios de diversas entidades públicas nacionales 
habían propuesto que el Banco de la Republica se convirtiera en la Banca Central 
colombiana y cumpliera funciones de fomento
123
.  
Asimismo, el crédito, la fijación de tasas de interés, el descuento en operaciones de 
préstamo, la manipulación del encaje bancario y la tasa de cambio fueron los principales 
instrumentos de política monetaria y cambiaria utilizados para el fomento de sectores 
considerados estratégicos y que lograran una mayor rentabilidad que atrajera la 
inversión y así contribuir al crecimiento económico. Estas políticas también respondían 
a los intereses de quienes tenían mayor poder dentro del Estado, como fue el caso, en 
Colombia, de los caficultores a través de la Federación Nacional de Cafeteros, 
Federacafe, durante la mayor parte del siglo XX, de los industriales con la Asociación 
Nacional de Industriales, Andi, desde mediados de los cuarenta, así como de los 
comerciantes afiliados en la Federación Nacional de Comerciantes, Fenalco.  
Sin embargo, se debe tener en cuenta que no había unanimidad frente a cuál era el mejor 
medio para lograr el crecimiento y desarrollo económico del país. Dentro del Consejo 
Nacional de Planificación, creado por instancias de la misión del Banco Mundial, BM,  
dirigida por Currie, se presentaron distintas miradas en cuanto al objetivo buscado. De 
una parte, estaba la posición oficial del Banco interpretada por Currie y conocida como 
“crecimiento balanceado” o del “gran impulso”, cuya orientación era dinamizar la 
inversión y la tecnología en el conjunto de la economía, para que ningún sector se 
excluyera de los planes de crecimiento y desarrollo industrial que beneficiaría a la 
mayoría de la población (Adelman, 2013).  
Este plan contrastaba con las ideas en ciernes que tenía el otro asesor extranjero, 
Hirschman, enviado también por el BM, pero quien, decepcionado de las propuestas del 
                                                             
123 Esta estrategia se implementó mediante la creación de diferentes entidades de crédito y fomento, en 
los cincuenta, como El Banco Popular, el Banco Cafetero y el Banco Ganadero. Para la década del 
sesenta se establecieron las de fomento tales como, el Fondo de Inversiones Privadas, FIP, (1963); el 
Fondo Financiero Agropecuario, FFA, (1966) en este mismo el Fondo Financiero Agrario; el Fondo de 
Promoción de Exportaciones, PROEXPO, (1967);el Fondo Financiero Industrial, FFI, (1968), y la 
Corporación Financiera Popular, CFP, (1968).     
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Plan Marshall para la recuperación europea, comenzaba a plantear algunos proyectos de 
“desarrollo desbalanceado” donde uno de ellos generara encadenamientos, 
“eslabonamientos” hacia atrás y hacia adelante como forma de impulsar la 
industrialización y el crecimiento económico (Adelman, 2013). De esta forma, las 
ganancias de un sector podían generar a su vez rentabilidades a los sectores ubicados 
atrás y delante de dichos eslabonamientos (Hurtado, 2014).  
Para algunos, las diferencias entre estos dos economistas no eran tan profundas como se 
ha sugerido con frecuencia, en cuanto a la necesidad de un cambio estructural. Ambos 
querían dar señales adecuadas para que se incentivara la inversión en la industria y así 
lograr el crecimiento económico que consolidara el modo de producción vigente y el 
bienestar general. Aunque diferían en cuanto a los planes o proyectos a financiar, 
estaban de acuerdo que era necesario crear instituciones y mecanismos de financiación y 
fomento que incentivara una mayor tasa de ganancia en sectores  clave como 
mecanismo para lograr el crecimiento y desarrollo  económico. Lo cierto es que, las 
ideas de Currie tuvieron mayor aplicación tanto en planes y programas, los cuales 
“concentraron buena parte de los esfuerzos públicos” (Hurtado, ibídem, p. 20) en las 
décadas de los sesenta y los setenta
124
.    
En segundo lugar, para integrarnos en el escenario anterior debemos también tener en 
cuenta el hecho que la historia de la vida económica del país —estrechamente 
relacionada con la política—, como las demás naciones latinoamericanas, ha tenido el 
sello de la dependencia desde la colonia y no fue erradicada con las guerras de 
independencia, sino que en gran medida continuó como un lastre en el proceso de 
conformación del Estado (Centeno, 2014; Stallings, 1994; Ocampo, 2007; Bértola y 
Ocampo, 2013). Por ejemplo, a mediados del siglo XIX, cuando quiso desligarse de la 
estructura fiscal heredada de España, enfrentó la realidad de su fuerte subordinación de 
los gravámenes arancelarios a los productos primarios de exportación, de acuerdo con la 
“lotería de bienes” de que dispusiese, como principal fuente de recursos estatales; 
situación que lo colocaba en una condición muy vulnerable frente al comercio 
internacional. 
                                                             
124 Por ejemplo, al sector de la construcción, que eligió como uno de los sectores líderes del crecimiento, 
incentivándola con la adopción de la Unidad de Poder Adquisitivo Constante, UPAC.  
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Cuando las elites que dirigían el país quisieron abrirle paso a una nueva alternativa a la 
acumulación de capital, recurrieron a los créditos internacionales, en primera instancia 
de Inglaterra y luego Estados Unidos, por lo que la dependencia giró entonces en torno 
de estos países. De Inglaterra hasta la primera década del siglo XX, aproximadamente, y 
desde entonces de EE. UU. Las dos guerras mundiales marcaron el definitivo traslado 
de la hegemonía económica, política y militar mundial hacia Norteamérica, sin 
discusión alguna, y desde entonces ha visto a Latinoamérica como una región suya, 
donde la doctrina Monroe de 1823, “América para los americanos” fue el modelo 
geoestratégico a seguir. 
Lo anterior quedó interiorizado por el conjunto de estos países dados los acuerdos y 
pactos establecidos entre el coloso del norte y las débiles estructuras políticas y 
socioeconómicas del sur durante la Segunda Guerra Mundial, y reforzados con el 
advenimiento de la Guerra Fría (Randall, 1991).  
En el anterior contexto mundial y regional entra Colombia a los años sesenta 
arrastrando sus improntas de más de dos décadas de violencia profundizada a raíz del 
asesinato del caudillo liberal Jorge Eliecer Gaitán y que desde entonces se extendió a las 
zonas rurales del país con inexplicable sevicia y crueldad
125
. Estos hechos se vieron 
impulsados desde el exterior por la confrontación no declarada entre los dos bloques de 
poder político y militares mundiales establecidos después de la Segunda Guerra 
Mundial entre el capitalismo occidental y el socialismo soviético y la Europa oriental  
En el país aparecieron fieles representantes y voceros tanto del sistema de producción 
capitalista abanderado por EE. UU., como de la alternativa de la economía centralmente 
planificada defendida por la Unión Soviética. El bloque de poder económico y político 
nacional, al igual que el latinoamericano, con excepción de Cuba después de 1959, tomó 
partido a favor de la primera superpotencia dada la ubicación geográfica dentro de su 
eje de influencia, y de la cada vez más fuerte dependencia económica, política y militar 
                                                             
125 ¿Qué podría explicar la extrema sevicia y crueldad con la que se atacaba a los presuntos adversarios, 
pero que en la mayoría de las ocasiones eran campesinos indefensos? ¿Acaso el terror extremo para 
que abandonasen sus tierras? Está pareció ser la lógica de la expropiación que se utilizó nuevamente a 





. De otra parte, no se debe desconocer que este mismo campo de poder 
se ha favorecido con el modelo de acumulación establecido, del cual han obtenido 
grandes beneficios en todos los órdenes, donde la tasa de ganancia se fortaleció y le ha 
permitido también tomarse el control del Estado, cuyo fenómeno se dio igualmente a 
nivel de la región como bien lo ilustran Stallings y O´Donnell, entre otros. 
Por tanto, fue y ha sido tan intensa la defensa de dicho modelo que se llegó a mencionar 
la conformación de una organización conocida como la “Mano Negra”
127
, compuesta 
supuestamente por personalidades de la vida económica y política, para sostenerlo, e 
influir fuertemente en las decisiones estatales y que de contera beneficia (ba) sus 
propios intereses políticos y de ganancias empresariales. De la misma forma, inició una 
fuerte campaña por diferentes medios en contra de los simpatizantes tanto del modelo 
soviético o cubano como de aquellos que tuviesen ideas de izquierda sindicándolos de 
“idiotas útiles” o de componer lo que denominaron la “Mano roja”, cuyo propósito era, 
según ellos, derrocar al Estado e implantar la “dictadura del proletariado” como parte de 
la estrategia universal del comunismo internacional. Su poder económico y político les 
permitía influir sobre una gran masa de la población que ha vivido básicamente de su 
salario (ilustración 1).  
Detengámonos un poco, entonces, para observar el entorno político vivido por el país en 
este periodo pues en gran medida reflejaba la fortaleza o debilidad del Estado; de 
quienes lo dirigían, y cuáles fueron los determinantes en las decisiones tomadas en el 
reacomodamiento de los bloques que se disputaban el poder, o las alianzas que se daban 
entre unos y otros. 
 
                                                             
126 Las relaciones desiguales de poder en el marco de las Relaciones Internacionales entre Colombia y 
Estados Unidos donde la imposición política, económica y militar hacia nuestro país, desde los tiempos 
de la independencia nacional están excelentemente documentados por Randal (1991). Es especial la 
referencia al tipo de “acuerdos” militares entre los dos países.   
127 La Nueva Prensa, LNP, semanario del ala izquierdista del MRL (24-30 enero, 1962), escribía que dicha 
organización la componían “la gran prensa y una organización económico-política de grandes 
empresarios, equivalente a la ‘Birch Society’ estadunidense denunciada por el presidente Kennedy” (pp. 
58 y 59). Además, informaba que la “opinión pública señaló como integrantes a Hernán Echavarría 
Olózaga, Alberto Samper, José Gómez Pinzón, Guillermo Herrera Carrizosa, Eduardo Zuleta Ángel, 
Gregorio Obregón, Genaro Payán y Aurelio Correa Arango” (p. 59). El mismo semanario afirmaba que un 
Centro de estudios y acción sociales fundada a finales de 1960 servía de escudo legal a dicha 
organización, y quien al parecer la bautizó con ese nombre fue Julio Mario SantoDomingo (p.74).   
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Ilustración 1 Hay Trabajo, pero No para los comunistas 
Fuente. La Nueva Prensa, núm. 46 marzo 14 de 1962. 
 
4.1.- la fragilidad política  
En el ejercicio de determinar los elementos económicos, políticos, sociales e 
institucionales con el fin de comprender la forma como estos actúan para obtener 
“adecuadas” tasas de ganancia para sus inversiones, debemos tener en cuenta también 
las motivaciones y operatividad de cada una de ellas.   
Para el orden económico su prioridad es ante todo la acumulación de riqueza para lo 
cual desarrolla relaciones de producción capitalista donde el instrumento para obtener 
dicha acumulación es la búsqueda de la máxima ganancia para sus inversiones. La 
relación de los hombres con las cosas para generar  riqueza y acumulación es lo 
fundamental  para el orden económico. 
En tanto que en el orden político las acciones humanas se encaminan a la acumulación 
de poder entre los individuos los cuales interactúan en el conjunto de la sociedad a 
través de acuerdos sobre las reglas, las normas e instituciones dentro del cual se halla 
inmerso. La máxima representación de ese poder político se concreta en el Estado a 
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través de los partidos políticos que finalmente establecen acuerdos sobre los patrones 
normativos y los órganos representativos que los van a regir.  
En el desarrollo del presente trabajo veremos cómo se cruzan la economía y la política, 
representada en el Estado, para buscar adecuadas tasas de ganancia que aseguren la 
acumulación y reproducción del régimen de acumulación y de acuerdo a las normas 
establecidas. Igualmente, se visualiza que cuando dicha tasa de ganancia ha mostrado 
una tendencia decreciente, como sucedió en la mayor parte del periodo estudiado, se 
construyeron alianzas y también rupturas entre diferentes capitales, clases sociales, y 
políticas que buscaban restablecerla a través presiones directas o indirectas sobre los 
hacedores de políticas públicas y en el mismo establecimiento estatal.  
En esta configuración de fuerzas no se debe dejar de lado las luchas de los demás 
sectores sociales que ven perjudicados tanto sus derechos laborales, salariales y 
políticos. Es en este escenario que buscamos establecer estas relaciones entre los 
diferentes agentes económicos, políticos y sociales y su accionar de acuerdo al 
desempeño de nuestra variable en estudio.            
Por tanto, la fortaleza de un Estado y su gobierno es indispensable para establecer 
condiciones adecuadas que garanticen tanto la rentabilidad, la acumulación del capital, 
la cohesión social y mayor equidad en la distribución del ingreso, aspectos 
indispensables para la legitimidad del mismo. Colombia se ha caracterizado por la 
precariedad de estos principios indispensables para su debido funcionamiento. Desde 
luego esta circunstancia ha sido aprovechada por las elites organizadas para negociar su 
apoyo o retirarlo cuando sus pretensiones no son satisfechas. Lo anterior también 
contribuyó para que el Estado instaurara políticas que, como argumento para lograr el 
crecimiento económico, beneficiaban a los sectores cafeteros, grandes empresarios 
agrícolas, así como a los fortalecidos industriales y comerciantes congregados en 
poderosas organizaciones gremiales. 
En ese sentido, a finales de 1950, desde el mismo momento que se derrocó la dictadura 
de Rojas Pinilla, las elites políticas y económicas iniciaron la más gigantesca y costosa 





 que marcaría gran parte de la vida nacional en la segunda mitad del siglo 
XX. Todos reclamaban como suyo el éxito de los dos acontecimientos.  
En el campo político, los industriales con mucha frecuencia les “recordaban” a 
gobernantes y ministros el papel desempeñado por ellos en la caída del general, por lo 
que debían tenerse en cuenta sus requerimientos y propuestas
129
. Su abierta 
participación en los acontecimientos políticos de 1956 – 1957, bien documentados por 
Sáenz (2002), así como su emergencia como nuevos generadores de divisas, les sirvió 
de palanca para presionar por políticas económicas en protección arancelaria, 
prohibición de importaciones de productos manufacturados que podían ser fabricados 
por el sector, control de cambios y créditos selectivos, conllevó a su fortalecimiento 
hasta el punto de convertirse hasta la década del setenta en el motor de crecimiento 
económico nacional. En igual sentido actuaban  y presionaban los cafeteros y otros 
sectores empresariales, que de esta manera veían asegurada altas tasas de ganancia en 
sus inversiones. 
En la arena puramente partidista, el experimento frentenacionalista, de alternación en el 
poder, del reparto milimétrico de ministerios y de la burocracia oficial, en alguna 
medida logró disminuir las fricciones entre los dos partidos tradicionales e inició una 
serie de medidas de corte reformista con el fin de ganarse el apoyo popular y legitimar 
la criatura recién nacida. Este momentáneo clima de conciliación, aunque solo en la 
parte urbana, contó además con un hecho internacional que tendría efectos en el 
escenario latinoamericano, como fue el de la revolución cubana liderada por Fidel 
Castro. 
Este acontecimiento, que sin duda preocupó a las élites gobernantes y empresariales del 
hemisferio, también contó con la rápida reacción de Estados Unidos de América con el 
fin de neutralizar sus posibles efectos en la región. Una de estas acciones fue la 
propuesta de la “Alianza para el Progreso”, que también agregó elementos importantes 
                                                             
128 Para tener mayor claridad sobre el empeño del establecimiento en este referendo para lograr la 
reforma de la Constitución para la realización del plebiscito que daba vida al Frente Nacional, Ayala, 
(2011).   
129 Por ejemplo, el expresidente de Coltejer, en representación de los intereses de los industriales y 
expresando su descontento por algunas medidas económicas en 1961, hacía énfasis en el papel 
desempeñado por estos en la huelga patronal del 10 de mayo de 1957 (Semana, N° 758, 1961, p. 11).   
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al escenario reformista que vivía el país, como fue el inicio de la discusión de un nuevo 
marco legal para regular las relaciones obrero-patronales y la necesidad de una reforma 
agraria que aliviara los graves problemas que se vivía en el sector rural y donde los 
principales damnificados eran los indígenas y campesinos.  
Sin embargo, bien pronto comenzó a debilitarse la ilusión de una mayor participación e 
inclusión ciudadana en las grandes decisiones de la vida nacional por lo que la tan 
anhelada legitimad requerida de la población también se desmoronó, así como la 
necesaria armonía entre las clases dirigentes debido a la diversidad de intereses entre 
estas
130
. Bien temprano, solo tres años después de la pomposa proclamación del Frente 
Nacional, en 1961, Alfonso López Michelsen ya anunciaba su deseo de ser candidato 
presidencial por fuera de dicha fórmula bipartidista (Semana, N° 750, 1961, p. 31) y 
para ello creó una disidencia dentro del partido liberal que denominó Movimiento 
Revolucionario Liberal, MRL
131
. Asimismo dentro del partido conservador surgieron 
divisiones entre quienes apoyaban el gobierno del liberal Lleras Camargo, como era el 
caso del sector que lideraba Mariano Ospina Pérez, y un sector de oposición encabezado 
por Laureano Gómez
132
. A medida que se acercaban las elecciones presidenciales de 
1962, las diferencias se agudizaban y muchos sectores hablaban del temprano 
agotamiento de la “Gran Coalición”
133
 como también se conoció a la forma de 
alternación en el poder.  
Las disputas entre la coalición conformada por Ospina Pérez y Carlos Lleras Restrepo, 
acérrimos defensores del acuerdo bipartidista, en contra del laureanismo para la 
designación del candidato Conservador del Frente Nacional para la presidencia en 1964, 
se hicieron cada vez más fuertes, y en ese escenario López Michelsen formalizaba su 
candidatura en forma independiente, ya en abierta y franca oposición a la fórmula 
bipartidista. Estas dificultades se agudizaron con la entrada en la disputa por la 
                                                             
130 En las elecciones parlamentarias de 1960 el desgaste del Frente Nacional se evidenció con la fuerte 
abstención en dichos comicios (Semana, N° 691, 1960).  
131 Inicialmente, se conoció como el Movimiento de Renovación Liberal y más adelante se le cambió el 
Movimiento Revolucionario Liberal.   
132 Ambos sectores del conservatismo tenían sus propias tribunas, los periódicos La República de 
Mariano Ospina Pérez y El Siglo de Laureano Gómez.   
133 Melancólico ocaso del primer gobierno del Frente Nacional, titulaba en un artículo LNP, 45, 7 al 13 de 
marzo de 1963.   
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presidencia de Rojas Pinilla quien había regresado al país luego de algunos años de 
exilio, aunque los principales diarios y partidos tradicionales se opusieron a que el 
caudillo hiciera proselitismo en público. Entonces, la lucha electoral del país político, 
centrado en la guerra de posiciones dentro de las esferas del poder por el control del 
Estado, parecía desplazar las preocupaciones por el país real que requería acciones para 
estimular el desarrollo y el bienestar de la población.  
Por entonces el expresidente López Pumarejo le escribía a su hijo, ya como candidato 
presidencial disidente, “Fíjate bien que nuestra política colombiana no es, en realidad, 
más que un problema de candidaturas presidenciales, y los últimos cincuenta años de 
historia, una usurpación continua de la voluntad popular por parte de ‘El Tiempo’” 
(LNP, N° 46, 1962, p. 25)
 134
 (cursivas nuestras). Finalmente, para las elecciones de 
1962 el país castigó con una alta abstención al Frente Nacional a pesar de los esfuerzos 
realizados por el gobierno, la prensa, los gremios y la iglesia para que el pueblo votara 
masivamente por el candidato oficial, Guillermo León Valencia. A pesar de ello los dos 
sectores oficiales, el conservador, en cabeza de Ospina Pérez, y el liberal de Lleras 
Restrepo salieron fortalecidos frente a los derrotados laureanistas y del disidente López 
Michelsen (LNP, N° 47, 1962)
135
. 
La administración de Valencia (1962-1966) transcurrió entre la debilidad política de su 
gobierno y la inmovilidad en materia de ejecuciones económicas —dado que la 
economía era arrastrada y vivía de las mieles del crecimiento externo—, y sociales, 
posiblemente como consecuencia de la dependencia de sus mentores, quienes en verdad 
poco hicieron por colaborarle a su ocasional protegido. La situación política y social del 
país se vio tan deteriorada que fue necesario convocar a una concertación a los gremios 
y sindicatos con el fin de plantear salidas que pudieran beneficiar a unos y otros, pero 
con resultados bastante precarios. Quienes se han beneficiado de la debilidad estatal 
para liderar procesos de cambio económico, social y político fueron los propietarios y 
                                                             
134 Sobre la intervención de este diario liberal en la vida nacional también hizo fuertes afirmaciones uno 
de los más radicales dirigentes del MRL, Álvaro Uribe Rueda. Siempre ha habido una discusión acerca de 
la responsabilidad de los medios hegemónicos de comunicación en las vicisitudes del transcurrir 
nacional. 
135. Este semanario afirmaba que Valencia había quedado hipotecado a estas dos corrientes y con 
frecuencia Lleras Restrepo se lo recordaba. 
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en general el capital dado que contaban con los mecanismos para presionar y hacer 
sentir sus continuas exigencias para mantener un modelo inequitativo que se sustentaba 
en la apropiación de excedentes como forma de incrementar la rentabilidad.  
Lleras Restrepo (1966-1970) fue el siguiente presidente de La gran coalición. Llama la 
atención la semblanza que de este personaje de la vida nacional hizo LNP, cuando 
estaba en plena campaña presidencial. 
Inteligente, astuto, animal político, tuvo gran influencia en la vida política, económica y 
social desde fines del cuarenta, con más fuerza en los cincuenta y por supuesto en los 
sesenta cuando en representación del Frente Nacional llegó a la presidencia. Poco a 
poco con la paciencia del carbonero, con la delicadeza del artista, con el pragmatismo 
del Maquiavelo político, en el mejor sentido, fue hilando su camino hacia dicha 
presidencia. Se “retiró” varias veces de la lucha partidista, tiempo que le sirvió para 
establecer estrategias triunfantes en sus reiterados reingresos a la política activa, a su 
vez “armado” de periódicos o revistas que utilizaba a su “causa” que nunca perdió de 
vista. Se sirvió de la ineficiencia de sus amigos en la administración pública, Lleras 
Camargo y Guillermo León Valencia, para citar solo dos casos, y de los errores de sus 
enemigos, o alianzas temporales y tácticas con ellos. Siempre lo hizo escudándose y 
defendiendo férreamente el Frente Nacional (LNP, N° 137, 1965)  
Es quizás, el retrato más real que hizo un medio cuyo director siguió de cerca la 
trayectoria pública de este personaje quien influyó fuertemente durante gran parte del 
siglo XX en diversos aspectos de la vida nacional, muy seguramente, en sus momentos 
más críticos.    
Igualmente, como un hombre que había pertenecido a diferentes gremios económicos, 
como asesor o como lobbysta (Sáenz, 2002), que había sido codirector del periódico 
liberal más influyente del país, El Tiempo, había sido además, Ministro, y por tanto, 
había acumulado un gran poder para influir en las decisiones nacionales tanto en el 
sector público como privado, reflejando así la forma como se han mezclado la política, 
la economía y las elites sociales en el manejo de la vida nacional donde la principal 
preocupación se ha centrado en la consolidación de un modelo de acumulación 
excluyente que garantizaba la retribución al capital, es decir, la tasa de ganancia. 
Había mostrado una tendencia más cepalina a diferencia de la mayoría del campo del 
poder que seguía los lineamientos de su primo Alberto Lleras Camargo quien a su vez 
encarnaba la posición distante y desconfiada de Estados Unidos frente a este organismo 
(Villamizar, 2012), formuló políticas económicas que, procurando asegurar tasas de 
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ganancia que dinamizaran la inversión y protección en el sector industrial, establecieron 
estrategias de crecimiento hacia adentro promoviendo el consumo interno de la 
manufactura nacional combinándolo con el crecimiento hacia afuera mediante medidas 
que promovían las exportaciones nacionales a través de la creación de Proexpo en 1967. 
En este sentido estaríamos de acuerdo con José Antonio Ocampo quien en diferentes 
escenarios ha manifestado que durante los años cincuenta y sesenta se promovió en 
América Latina y en el país un modelo mixto de crecimiento.   
En el campo político y social, la confrontación entre el grueso de las elites del campo 
del poder se presentó por el control del Estado sin cuestionar o presentar cambios 
sustanciales en la distribución de la riqueza. De acuerdo con Ocampo y Montenegro 
(2007) de las décadas del 30 al 60 del siglo XX, los indicadores distributivos fueron los 
más bajos, aunque habían comenzado a mejorar desde la década del cincuenta. También 
afirma que los grandes beneficiados del crecimiento de la producción fueron los 
propietarios del capital industrial, los sectores medios de la población, el Estado y otras 
actividades urbanas que demandaban mayor mano de obra calificada que significo 
además, una mejoría en el salario real.     
4.2.-La violencia 
Este fenómeno que ha sido impronta de la historia política, social y económica nacional 
también ha sido elemento propiciador del incremento de la concentración de la tierra. 
Las masacres donde los datos de muertos oscilan entre 200.000 y 300.000, el terror, los 
desplazamientos forzados que han sido calculados en más de dos millones, también han 
sido ayer y hoy los instrumentos utilizados para realizar las efectivas contrarreformas 
por parte de terratenientes para apropiarse de los territorios abandonados o “comprados” 
a precios irrisorios donde una cruz o la huella digital eran suficientes para legalizar lo 
adquirido indebidamente.  Con ello se aumentaba, además, el poder económico, político 
y social de los usurpadores. 
Igualmente, con la violencia de por medio, se establecían mecanismos para ampliar el 
mercado nacional con lo cual también se incrementaba el poder político y económico de 
las elites industriales y urbanas.  
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En países como México se podían distinguir los intereses rurales y urbanos que daba 
aliento a una disputa por el modelo de desarrollo a seguir entre el sector rural que 
personificaba el poder de las haciendas, los latifundios, la ganadería y la producción 
agropecuaria, y el poder urbano que privilegiaba la modernización y consolidación del 
sector industrial y comercial. Sin embargo en Colombia tal diferenciación es difícil de 
detectar dado el proceso de industrialización que experimentó el país donde los 
cafeteros, sector rural por naturaleza, posteriormente se hicieron comerciantes entre la 
primera guerra mundial y la depresión del treinta.  
Simultáneamente, desde inicio del siglo XX, dadas las confrontaciones bélicas 
mundiales y la mencionada crisis del treinta, produjeron lo que Hirschman (1961) llamó 
periodos de “alternación de contacto y aislamiento” con el circuito mundial creando 
condiciones favorables para despertar la iniciativa y el riesgo para el establecimiento de 
sectores industriales. Muchos de estas industrias y empresarios emergieron del sector 
cafetero.     
Lo anterior se podría sustentar en el hecho de que en el país no se presentaron 
enfrentamientos por el modelo de desarrollo económico a seguir y por el contario lo que 
ha prevalecido en esta materia es el consenso (Flórez,  1999) y continuidad en la política 
macroeconómica por lo menos hasta inicios de la década del noventa (Ocampo, 1992, 
2007; Misas, 2002).    
Igualmente, esta especie de integración económica y productiva facilitaron las alianzas 
entre las elites rurales y urbanas que a su vez proporcionaron las condiciones para la 
fusión de capitales y familias de diversos sectores económicos y políticos con fuertes 
inversiones en actividades agrícolas, comerciales, manufactureras y financieras con 
fuerte poder político para presionar por medidas económicas de protección y fomento 
que configuraron la creación de oligopolios con poder de mercado para fijar precios y  
mínima competencia interna y externa.     
4.2.1 Sangre y crecimiento económico han caminado aparejadas 
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Como se comentó anteriormente, la armonía política fue solo temporal por lo que las 
discusiones fueron subiendo de tono y el eco de los debates del congreso iba resonando 
con mayor dureza en las provincias y campos colombianos. Mientras que en Bogotá los 
diarios conservadores y liberales terciaban sobre el futuro del Frente Nacional, dos 
periódicos regionales en el Valle del Cauca se sindicaban de ser órganos de difusión, de 
los comunistas (El Relator, de orientación liberal) y de los “pájaros” (El País de 
filiación conservadora) respectivamente. 
En los Llanos orientales fueron asesinados cuatro hermanos de líder agrarista Juan de la 
Cruz Varela quien por entonces hacía parte del MRL y denunciaba que dicha masacre 
hacia parte de una estrategia que actuaba “como mecanismo para combatir y refrenar al 
vasto sector campesino del país”. Estas sindicaciones fueron refutadas por el entonces 
reconocido terrateniente, ganadero y político de esa región, Hernando Durán Dussán, 
quien acusó al comunismo de suscitar y ejecutar los desórdenes (Semana, N° 717, 
1960). La violencia sin cuartel continuó con espantable e inexplicable atrocidad “y su 
aparente inutilidad para fines de lucro y de sus propios autores, es de origen comunista 
y en esa apreciación existe consenso general de todos los sectores” (Semana, N° 738, 




Otra era la visión que tenía el nuevo director del semanario, para quien 
el genocidio en los campos ha sido financiado por terratenientes inescrupulosos, quienes 
luego de imponer el terror entraban a comprar las tierras por la tercera parte o menos de 
su valor real, y luego agrega, fueron muchas las escrituras firmadas con una cruz por 
campesinos coaccionados (Semana, N° 754, 1961,  p. 30)
137
.  
Como se ve la estrategia para la usurpación y expropiación de tierras a los campesinos 
ha sido siempre la misma y las entidades encargadas de impartir justicia aún no logran o 
                                                             
136 En la siguiente edición, la 739, afirmaba que la violencia sin cuartel era el fruto de “divergencias 
entre liberales y reaccionarios por el peligro comunista” al que culpaba finalmente del desangre 
nacional.   
137 Pareciera que nunca aprendiéramos del pasado o no quisiéramos hacerlo, ya que el mismo 
procedimiento ha sido denunciado como el principal instrumento utilizado por los paramilitares, 
terratenientes y algunos empresarios en nuestro tiempo.   
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no ha existido voluntad política para erradicar tan nefasta práctica, que ha sido uno de 
los principales fermentos de la violencia en Colombia. 
El semanario LNP, en cada edición llevaba una estadística de los muertos y heridos 
sucedidos, y en un solo mes, del 14 de diciembre al 14 de enero de 1962, inclusive, 
registró 331 muertos y 229 heridos, donde los departamentos más martirizados eran 
Valle del Cauca (169 y 45 respectivamente), le seguían Antioquia (30 y 122), Caldas 
(52 y 89), Cundinamarca (22 y 14) y Tolima, entre otros, con (22 y 5) (LNP, N° 37, 
1962).  
 Esta situación de violencia continuada contra la población campesina, particularmente, 
donde se mezclaba la lucha partidista, la usurpación de tierras y la agresión del Estado 
han promovido diferentes versiones
138
 en cuanto al nacimiento, causas y objetivos de las 
autodefensas puramente campesinas de corte liberal y comunista, que posteriormente 
darían origen a las guerrillas más antiguas del mundo como son las FARC.  
4.3.- El desempeño económico 
El crecimiento económico mundial, de la segunda posguerra del siglo XX, actuó como 
una verdadera locomotora jalonando a las economías de los países en desarrollo y por 
tanto, a Colombia, que mostró un comportamiento muy satisfactorio hasta comienzos de 
los setenta (Kalmanovitz, 1985, p. 479). El sector industrial tuvo una destacada 
participación en el comportamiento nacional, de acuerdo con las cifras de las cuentas 
nacionales citadas por Kalmanovitz (1985, p. 436), las cuales mostraron que mientras el 
producto interno bruto de 1960, creció 4.1% el sector industrial lo hizo en 6.2 %; para 
1962 fue de 5.0 % y 6.8 %; de 5.2 % y 6.6 % en 1966; de 6.3 % y 7.2 % en 1969 y 
finalmente de 6.6 % y 8.7 % en 1970, respectivamente.  
Urrutia, utilizando el modelo de “Solow (1956) y de Swan (1956) el cual se basó, a su 
vez, en una función de producción neoclásica” (Urrutia-Greco, 2002, p. 4), tiene una 
visión más optimista de la evolución económica, señalando que “al comparar el 
desempeño colombiano con el de las principales economías latinoamericanas a lo largo 
                                                             
138 Mucho es lo que se ha escrito acerca del nacimiento de este grupo guerrillero (Molano Bravo, Pizarro 
Leongómez, Leal Buitrago, Sánchez Gómez, Gilhodés. P, Medina. M, entre otros).  
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del siglo XX los resultados son favorables para Colombia si se tiene en cuenta su bajo 
inicial nivel de ingreso per cápita” (Urrutia-Greco, 2002, p. 13) (gráfico 4), aunque 
reconoce que dicho comportamiento fue inferior al de Venezuela (hasta los años 
setenta) además de Chile y Argentina y es comparable a la evolución de las economías 
de Brasil y México. También reconoce el declive iniciado a comienzos del setenta.  
Gráfico 4 Crecimiento del PIB Real de Colombia, 1905-1997 
Fuente. El crecimiento económico colombiano en el siglo XX. Tomado de Greco-Urrutia, 2002 
Las anteriores referencias económicas, contrastadas con la situación política y de orden 
público, sugieren que el país ha seguido, simultáneamente, caminos contrarios como si 
se tratara de dos mundos diferentes y cuyo fenómeno ha sido reconocido por políticos e 
industriales en diferentes épocas de la historia nacional.  
Este hecho fue uno de los que más sorprendió a Hirschman a su llegada, y en los cuatro 
años y medio que permaneció en él: un país políticamente en caos, pero con una 
economía un tanto estable (Adelman, 2013).  Pareciera que al país lo hubiera marcado el 
contraste de la tragedia y el avance económico porque en medio de la violencia, los 
indicadores económicos, entre ellos la tasa de ganancia, no reflejaban las angustias de 
los generadores de riqueza, es decir, la gran masa de la población trabajadora y 
campesina. Por ejemplo, Lleras Camargo sostuvo, en los sesenta, cuando ya era ex 
presidente, que para el periodo 1945-1957, “la sangre y la acumulación iban juntas” 
(Lleras Camargo, citado por Kalmanovitz, 1985 p. 379), olvidando que su gobierno 
también estuvo acompañado de esta escalada violenta.  
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Mientras que, años más tarde, en los noventa, cuando el paramilitarismo se enseñoreaba 
en el territorio nacional, y las guerrillas acentuaban sus ataques, el entonces presidente 
de la Andi también reconocía que, aunque “a la economía le va bien, al país le va mal” 
en una clara alusión que esta situación, por lo reiterativa, ya se tomaba como normal y 
aceptable en el país. 
4.3.1.- Factores internos que influyeron en el comportamiento económico 
El crecimiento económico en referencia no estuvo exento de dificultades tanto en el 
nivel interno como externo. Internamente, fue una época de escasez de divisas las 
cuales, a su vez, dependían, en gran medida, por el comportamiento de las 
exportaciones cafeteras y del precio del grano en los mercados mundiales. Esta escasez 
dio origen a medidas de política económica que tuvieron repercusiones en diferentes 
sectores económicos generando, entonces, reacciones entre dichos sectores y el 
gobierno, entre los mismos sectores y, entre estos y los trabajadores. Estas divergencias, 
por tanto, eran una manifestación de la correlación de fuerzas que reflejaban los 
intereses de las clases dominantes en la formulación de dichas políticas. 
4.3.1.1.-Los cafeteros 
El gremio cafetero fue quizá, el sector que más influyó en las decisiones 
macroeconómicas durante la mayor parte del siglo XX (Caballero, 2011), aprovechando 
su condición de mayor generador de divisas al Estado (84.6 %, según la conferencia 
panamericana del café) (Semana, N° 709-711, 1960)
139
, las cuales eran y son, 
indispensables para un adecuado comercio con el exterior. Al realizar un inventario de 
su influencia solo basta hacer un recorrido en las esferas económica, política, cultural y 
social del país donde diferentes personajes de Antioquia y del eje cafetero tuvieron 
protagonismo en ellas, durante las épocas de gloria del café
140
.  
De todas formas, el comportamiento económico estuvo marcado por las constantes 
variaciones del precio internacional de este producto por lo que cualquier decisión en 
                                                             
139   Además, representaba en 1960 el 80 % de las exportaciones. (Semana, 1960, p. 32)   
140 Son innumerables los trabajos sobre el papel del café en la vida política y económica nacional, por 
mencionar solo algunos: Marco Palacio, José Antonio Ocampo, J.J Echavarría, Charles Bergquist, 
Salomón Kalmanovitz, William P. McGreeve, Carlos Caballero y Luis Eduardo Nieto Arteta, entre otros.         
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materia económica y por supuesto política, tomaba en cuenta las “sugerencias” 
cafeteras. Los buenos precios significaban mayores ingresos cafeteros los cuales eran 
utilizados en mayores inversiones y aumento de las reservas internacionales tan 
necesitadas para impulsar el programa de sustitución de importaciones, así como el 
aumento de la demanda de los bienes producidos por la industria. Igualmente, como ha 
sucedido en repetidas ocasiones, el aumento de dichos precios ha conducido a un 
incremento de la inflación por lo que los cafeteros en reiteradas ocasiones han 
presionado por la devaluación que les trae grandes beneficios por cada dólar que 
ingresan al país.  
Los cafeteros no desperdiciaban oportunidad para jactarse y demostrar el poder 
adquirido durante esos años en la vida política y económica del país. Fue muy conocido 
el pulso sostenido entre el gremio y el entonces Ministro de Hacienda del gobierno 
Lleras Camargo, el abogado y economista Hernando Agudelo Villa, a comienzos de los 
sesenta por la reducción y posterior eliminación del impuesto a las exportaciones 
cafeteras
141
. Como consecuencia de la caída de los precios externos del grano en 1959 y 
de los déficits comerciales y de balanza de pagos, acumulados desde tiempo atrás, el 
país adquirió el compromiso con la Organización Internacional del Café, de retener el 
15 % de sus exportaciones como mecanismo para tratar de controlar las fluctuaciones de 
precios en el mercado mundial, que significaba menores ingresos de divisas.  
Por tanto, el gobierno se vio abocado a implementar una política monetaria restrictiva. 
En estas complejas circunstancias, los cafeteros rechazaron cualquier iniciativa conjunta 
para asumir corresponsabilidades en la reducción de la oferta cafetera, por lo que el 
gobierno debió financiar dicha retención a través de emisión que agudizaba la inflación.    
La fuerte expansión monetaria, vivida por entonces, fue el reflejo de la presión del 
gremio cafetero para esquivar las pérdidas de la crisis internacional del sector. Además, 
rechazó las medidas del impuesto ad valoren y las posibilidades de una retención 
                                                             
141 Revista Semana señalaba como Hernán Jaramillo Ocampo de la Federación Nacional de Cafeteros, 
 
logra ganarle pleito al minhacienda, Hernando Agudelo Villa quien en noviembre de 1960 había 
afirmado que mientras fuera Ministro de Hacienda no disminuiría el impuesto a las 
exportaciones del café. Finalmente, se produjo una reducción del 15 % al 9 % a partir de enero 
de 1961(N° 733, enero 30 de 1961).   
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adicional, lo que pareciera confirmar la tesis de “que, así como la bonanza son de los 
cafeteros, las crisis son del resto de la sociedad. También solicitaron un precio interno 
que compensara las caídas del precio internacional” (Kalmanovitz, 1985, p. 435). Esta 
controversia cafeteros-gobierno fue la causa de la amenaza de un paro cívico en febrero 
de 1963 el cual fue negociado rápidamente mediante el aumento del reintegro del dólar 
cafetero (El Tiempo, citado por Kalmanovitz, 1985, p. 435), que era una de sus 
peticiones. 
Como era de esperarse, no todos comulgaban con el trato preferencial al gremio, como 
tampoco con su constante presión en la obtención de mayores privilegios, por lo que el 
senador del MRL, Darío López Ochoa, logró que el Congreso aprobara su propuesta de 
“investigar las actividades, balances, fondos y presupuesto del Fondo Nacional del 
Café”, a la vez que hizo una distinción entre “la federación de cafetaleros, 
especuladores del grano, dice, y la gran masa de campesinos y chapoleras, con precarias 
condiciones de vida. También, solicita explicaciones sobre “los misterios alrededor de 
“su propio estatuto” que envuelve a la Federación”. ¿Es una entidad oficial, una entidad 
cuasi-gubernamental o un sindicato particular?, se preguntaba, al cuestionar el fondo 
que maneja y por las cuantiosas inversiones realizadas casi sin control gubernamental 
“como cosa propia y sin fiscalía (…) cuyo manejo y funcionamiento le está vedado 
conocer, no solo al país, sino al propio Congreso” (LNP, N° 85-87, 1963, p. 33).  
Otras reclamaciones se escuchaban “contra ese gremio que no representa a los pequeños 
cafeteros” y con el cual “no han podido los ministros de hacienda, si es que no han sido 
delegados del mismo”
142
. “Se ha dejado fundir el interés nacional con el de los 
poderosos exportadores del grano, como si estos hubieran estado proveyendo sin ánimo 
de lucro, al país de los dólares para que los importadores (que algunas veces son los 
mismos) realizaran igualmente operaciones de beneficencia” (LNP, N° 85-87, 1963, 
p.55). Son significativas las anteriores críticas a un sector que tradicionalmente se le ha 
considerado como ejemplo del sistema de producción más democrático del país dada la 
forma de propiedad de la tierra y del trabajo de la misma por los campesinos. Sin 
embargo, el valor de los jornales y el precio interno ofrecido a los campesinos, por una 
                                                             
142 Presiones de la Andi, en el mismo sentido, son las que logra develar con prolija documentación Sáenz 
Rovenz, en los libros referenciados.   
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Federación monopsónica, con suficiente poder de mercado para fijar los precios de 
compra, son evidencias de una desigual distribución del ingreso, que tiene además un 
alto poder sobre el Estado para regularla y mantenerla.   
4.3.1.2.- Los industriales y comerciantes  
Detalles reveladores sobre el poder, las alianzas, lobbies, presión y oposición de los 
industriales y comerciantes a gobiernos que no tenían en cuenta sus intereses, y por 
tanto, develando su creciente influencia en las decisiones económicas en las décadas del 
cuarenta y cincuenta del siglo XX, son bien documentadas por Sáenz (2002 y 2007), 
mientras que posteriormente Caballero (2011) muestra la forma como se rotaron los 
cargos entre las juntas directivas de los gremios, los ministerios, Banco de República y 
demás cargos de decisión del Estado. Lleras Restrepo puede ser uno de los casos más 
representativos, donde el campo del poder también actuaba como palanca para acumular 
más poder.  
La década del sesenta inició con otra contracción económica debido a los bajos precios 
internacionales del café que obligó a las autoridades económicas a implementar una 
fuerte política restrictiva tanto monetaria como fiscal, que iba en contravía de lo 
pregonado por Lleras Camargo de contrarrestar la concentración del ingreso y la 
creciente y desigual distribución del mismo. Igualmente, el fomento y crédito a la 
producción agropecuaria e industrial se resintieron y los reclamos de los gremios no se 
hicieron esperar; por tanto, los voceros de la Andi y de Fenalco iniciaron una campaña 
en contra de la austeridad monetaria y fiscal implementada por Agudelo Villa.  
La Andi, entidad de la gran burguesía industrial (Sáenz, 2002, 2007), siempre 
comenzaba sus ataques y exigencias al gobierno nacional con frases donde resaltaban, 
“el ánimo del gremio por contribuir al desarrollo nacional o su espíritu abierto de 
cooperación”, pero a renglón seguido planteaban sus desacuerdos y “sugerencias para el 
bien del país y la sociedad”, por lo que generalmente utilizaron como estrategia el 
identificar sus intereses de gremio con los de la nación
143
. La restricción del crédito fue 
                                                             
143 Saénz describe a la Andi, como un gremio que representaba y defendia los intereses conservadores y 
reaccionarios de los industriales, que ante todo buscaron evitar la competencia extranjera y para lo cual, 
no dudaron en enfrentar a los gobiernos que no atendieran sus exigencias.  
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criticada insistentemente porque “la excesiva austeridad puede producir estancamiento” 
(Semana, N° 754, 1961) a la vez que planteaban que dicha política debería utilizarse 
como un medio y no como la meta para lograr un efectivo progreso económico.  
Tabla 1 Medidas tomadas y sugeridas durante la industrialización dirigida por el 
Estado 
MEDIDAS TOMADAS Y SUGERIDAS DURANTE LA INDUSTRIALIZACIÓN DIRIGIDA POR EL ESTADO 
AMÉRICA LATINA COLOMBIA 
Intervención en la Balanza de Pagos (para controlar 
ciclos externos) 
Beneficios tributarios para capitalizar a las empresas144.  
Desarrollo de infraestructura  Adoptar mecanismos para facilitar el crédito restringido145 
Creación de bancos de desarrollo (oficiales y privados) Facilitar la importación de capitales para conseguir un desarrollo 
adecuado de nuestras posibilidades financieras 
Adopción de mecanismos forzosos para el crédito 
dirigido 
Argumentaban que solamente el 30 % de las empresas afiliadas a la 
Andi son consideradas como grandes y el 70 % de son pequeñas 
compañías manufactureras146 
Protección y contratos para empresas como mecanismo 
de fomento 
Respecto a la legislación laboral, que se estaba discutiendo en el 
congreso, proponían que se estableciera medio para lograr un 
desarrollo armónico obrero- patronal147. 
Fuerte intervención en el sector rural y agrícola Denunciaban el contrabando, aunque se mostraron en desacuerdo 
con disminuir los aranceles148.  Programas de educación, salud y seguridad social 
Fuente. Elaboración propia basado en Bértola y Ocampo (2013, pp. 193-194) para América Latina, y en Semana, 
junio 26 de 1961, núm. 754 para Colombia. 
Como defensores acérrimos del proteccionismo, dado que los beneficiaba directamente, 
planteaban también la necesidad que el gobierno implementara “medidas justas” de 
intervención económica para estimular la actividad privada sin que llegara a afectar la 
libre iniciativa, por lo que entre otras cosas planteaban y solicitaban una serie de 
                                                             
144 Dichos beneficios se lograron, entre otras, mediante la Ley 81 de 1960 (Junguito, et al, 2004, p. 58; 
Hernández, 2014, p. 336).    
145 Buena parte se alcanzó a través con el aumento de las prerrogativas del gobierno en el control de los 
recursos de crédito desplazando las decisiones de la junta directiva del Banco Central, dominada por los 
interese de la banca privada, a la Junta Monetaria la cual contaba con 2 Ministros, el gerente del Banco, 
dos técnicos sin voto y, sin ningún vocero de la banca privada (Kalmanovitz, 1985, p. 429). Se establecía, 
además, que la tasa de interés debía estar por debajo de la tasa de ganancia para aquellas nuevas 
actividades que tenían alto riesgo hasta que lograran establecer un mercado suficiente (Kalmanovitz, 
1985, p. 430) 
146 Lo que no aclaraban es que ese 30 %, o menos, eran las que controlaban la entidad y tenían un férreo 
dominio sobre las decisiones adoptadas por la organización, tal como lo describe Sáenz (2002 y 2007).  
147 Se logró mediante la promulgación de la Ley 141 de 1961 y del decreto 2351 de 1965 que 
reformaban el código sustantivo del trabajo de 1950. 
148 Era apenas comprensible que no estuvieran de acuerdo con la disminución de aranceles dado que 
este, en últimas, era de los pocos instrumentos de proteccionismo que les quedaba debido a las 
presiones norteamericanas  
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exigencias que concordaban con las medidas económicas tomadas por los países de la 
región (tabla 1). La industrialización de esta forma se daría “a pesar del Estado” (Saénz, 
op. Cit) dado que aquí no se ha dado una política industrial deliberada (Brando, 2011, 
2016). 
Su frontal rechazo a las políticas ortodoxas restrictivas y de austeridad, contó con 
pronunciamientos similares de otros gremios como Fenalco y los cafeteros con quienes 
Agudelo Villa ya había tenido enfrentamientos, hechos que finalmente condujeron a la 
renuncia del Ministro de Hacienda en septiembre de 1961. Esta renuncia y el reversazo 
del nuevo ministro Pastrana Borrero fueron celebrados por los gremios y por la prensa 
bogotana. Entre las nuevas medidas adoptadas estuvieron el aumento del crédito que 
posteriormente significó un aumento de los medios de pago.  
Sin embargo, estas últimas determinaciones, como era de esperarse, condujeron a que se 
disparara la inflación y, por tanto, a la caída del Ministro de Hacienda quizá el más 
fugaz que haya tenido el país, (algo más de dos meses) y la restricción y la austeridad 
regresaron: se elevó el encaje bancario, se incrementaron los depósitos previos para 
importación y se restringieron nuevamente los créditos. 
En marzo de 1962, el entonces presidente de la Andi, Alejandro Uribe Escobar, 
demandó por una “amplia protección (más proteccionismo) requerida en las etapas 
iníciales de la industria, sin mayor sacrificio del sector privado” (LNP, N° 44, 1962, p. 
28), y en la XIX asamblea reunida el 25 de junio del mismo año en Cali, a la vez que 
solicitaba participación en el plan decenal de desarrollo, promovido por Lleras 
Camargo, se quejaba de las políticas económicas oficiales. 
Según la agremiación “ha frenado el crecimiento industrial”, sosteniendo además, que 
debido a la restricción, era necesaria una asistencia financiera externa (préstamos) “de 
más de doscientos millones de dólares anuales” (LNP, N° 62, 1962, p. 28)
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. Se 
observaba, así, la unidad de cuerpo del gremio industrial, o mejor del capital, 
                                                             
149 Rojas Pinilla, que por entonces volvía a la arena política, sostenía que, al iniciar su mandato en 1953, 
la deuda pública era de $580 millones de pesos, ascendió a $760 millones cuando abandonó la 
presidencia, el 10 de mayo de 1957 y que en solo 5 años esta se había disparado en cerca de $ 5240 
millones, porque el 7 de agosto de 1962 al dejar el cargo Lleras Camargo, esta había alcanzado la cifra de 
$ 6000 millones de pesos, entrevista concedida a LNP (N° 93, 1963, p. 40).   
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fuertemente organizado que presionaba al Estado para garantizar la tasa de ganancia 
para sus asociados. 
Por supuesto esto generó malestar en diferentes sectores, e incluso en algunos 
académicos quienes, cambiando de posición ideológica y teórica respecto al modelo de 
desarrollo de entonces, y analizándolo desde la óptica actual, han señalado que la 
industrialización en Colombia ha fracasado porque el Estado no pudo consolidar una 
posición independiente frente a los industriales, como sí logró hacerlo el Estado 
Coreano en su política de apoyo y consolidación de su aparato productivo para hacerlo 
más competitivo internacionalmente. En el país, durante la época de industrialización 
por sustitución de importaciones (ISI), los industriales capturaron grandes beneficios sin 
dar nada a cambio
150
. El típico free lunch, en beneficio de unos pocos que lograron 
transferencias de ingresos de los consumidores cautivos hacia ellos  
La creciente influencia de la Andi en las decisiones estatales, y las ganancias obtenidas 
por ello, también despertó una serie de cuestionamientos, tanto entre otros gremios 
como de algunos editorialistas y columnistas de prensa. Fenalco, por ejemplo, al tiempo 
que cuestionaba al gobierno por las restricciones a las importaciones (en épocas de 
escases de divisas), implantando licencias previas o de prohibida importación, al 
referirse a las políticas de protección industrial sostenía que estas  
merecen un estudio especial [...] o porque carece de los elementos de juicio suficientes 
para decidir sobre la conveniencia de establecer nuevas industrias o efectuar 
ampliaciones sobre las existentes […] además porque […] el criterio de la sustitución 
de importaciones se ha venido utilizando sin analizar su verdadera influencia en el 
desarrollo del país (Semana, N°713, p. 37)
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150 Esta fue la tesis sostenida por Kalmanovitz durante la serie de Debates coordinados por el CID 
Diálogos sobre Desarrollo con los profesores J. A. Ocampo y Guillermo Hoyos en la Universidad Nacional, 
mayo 11 de 2011. Sin embargo, esta apreciación había sido sostenida casi 10 años antes por Misas 
(2002, p. 85) al hablar de la debilidad del estado frente a la presión de los cafeteros y la Andi durante la 
época de la ISI.  
151 Lo anterior sirve de referencia para admitir con reserva lo planteado por Sáenz (2007), de que 
existían fuertes diferencias al interior de las elites dominantes, y que el proteccionismo de finales de los 
cuarenta y comienzos de los cincuenta no obedeció a una política deliberada del gobierno, sino que fue 
el resultado de conflictos, crisis políticas, negociaciones, alianzas y también de imposiciones de un 
pequeño y cerrado, pero poderoso grupo de empresarios y políticos. 
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Sin embargo, no se debe desconocer que ha habido varios momentos que han hecho 
causa común en la oposición al gobierno, como en su participación en el llamado “golpe 
de opinión” de 1957 o en sus críticas a la contracción del crédito o lo que generalmente 
han considerado como “excesivos impuestos”.  
Por otra parte, dada la creciente protección industrial donde el Estado era protagonista y 
que había conducido a una progresiva concentración de mercado generó debates, 
también, por la concentración geográfica que se estaba generalizando en el territorio 
nacional. La primacía de Bogotá era indiscutible, seguido por Antioquia y el Valle, por 
lo que allí se experimentaba de mejores condiciones de vida por dicha concentración, 
mientras que departamentos intermedios como Caldas, Atlántico y Santander 
reclamaban mayor protagonismo. En cuanto a la producción, el gremio afirmaba que los 
datos extractados de los estudios de la CEPAL, del Centro Lebret e informes de la 
Superintendencia de las sociedades anónimas, confirmaban que la mayor parte de la 
producción textil algodonera, el 75 %, estaba bajo el control de 3 empresas y algo más 
diciente ocurría con la producción de cerveza donde solamente Bavaria controlaba el 
75 % de la producción nacional (LNP, N° 93, 1963, p. 34).  
En igual sentido se manifestaba el columnista del semanario La Nueva Prensa, Alfonso 
Torres, quien sostenía que en el país se estaba presentando una crisis de subconsumo 
porque de una parte, no había dinero para comprar los productos (por los bajos ingresos 
de los consumidores); y por otra, no había deseo de consumirlo por su baja calidad y 
eran más costosos que los importados
152
. Lo anterior era consecuencia del  
crecimiento de industrias al amparo del proteccionismo, porque además para poner a 
funcionar una industria en las condiciones nuestras tampoco se necesita mayor talento, 
ni afrontar ningún riesgo. Como la protección aduanera impide la importación de 
artículos que se fabriquen en el país, basta fabricar cualquier cosa y dar aviso a la 
superintendencia del ramo para que se cierren las importaciones de esa clase de 
artículos [sic] (LNP, N° 123, 1964, p. 13-14). 
Más adelante decía, “el excesivo proteccionismo ha creado y alimentado verdaderos 
monopolios de hecho” porque además de la prohibición de la importación de productos 
                                                             




extranjeros, en algunos casos también se restringió la importación de maquinaria para la 
fabricación de productos similares. Completaba sus opiniones diciendo, que este 
incondicional apoyo estatal a los industriales les permitió aumentar los precios sin 
control alguno y no se prestó ninguna atención al problema de los costos. Finalmente, 
en su columna proponía la necesidad de limitar los gastos en publicidad, pues sostenía, 
esta se había convertido en un sofisticado medio de engaño y fraude para los 
consumidores (LNP,  N° 123, 1964, pp. 13-14)
153
, lo cual finalmente, contribuía al 
mantenimiento o incremento de la tasa de ganancia protegida por las instituciones 
estatales.  
Aun así, eran muchos los partidarios, no de los abusos y excesos del proteccionismo, 
sino de su necesidad para crear una base industrial estratégica fuerte, para lo cual se 
requerían mecanismos de protección para ciertas industrias básicas que pudieran estar 
amenazadas tanto interna o externamente, como era el caso de la aviación, la Flota 
Mercante Grancolombiana, que competía en forma muy desigual con su par 
norteamericana, Paz de Rio o Ecopetrol. Como se observa estas industrias deberían 
cumplir un papel protagónico en el desarrollo nacional
154
.  
4.4.- La remuneración al capital o la ganancia  
El jalonamiento económico mundial de la posguerra con altos niveles de rentabilidad 
(tasas de ganancia), dio mayor impulso al proceso de industrialización nacional, 
creándose el mayor número de empresas dadas condiciones propicias, establecidas por 
el modelo ISI con todos sus instrumentos, para lograr la acumulación de capital y la 
obtención de ganancias, que incentivaban mayores inversiones en el sector. Para 
Bejarano (1995) la política económica del periodo ISI solamente le correspondía 
subsanar parcialmente las deficiencias del proceso de acumulación, lo cual supondría 
una deliberada “política de industrialización dirigida por el estado, la cual fue decisiva 
hasta los sesenta y solo se empieza a debilitar en los setenta” Ocampo (2007).  
                                                             
153 Años más tarde Garay (1998) llegaba a las mismas conclusiones acerca de la concentración industrial 
y el poder oligopólico del sector.  
154 Esta defensa la hacía el ensayista, político y poeta Jorge Zalamea en LNP (N° 139, 1965).  
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A pesar de los acostumbrados reclamos de los industriales por los excesivos impuestos 
o por la falta de mayores políticas de protección y fomento, se evidenció a comienzos de 
1962 un buen comportamiento del sector industrial, impulsado por la inversión 
extranjera directa
155
, la acumulación del ahorro nacional y del ingreso de divisas por 
empréstitos. Inicialmente, dirigió su actividad a la producción y distribución de bienes 
de consumo. Posteriormente, se incrementó la producción de bienes intermedios, 
mientras que la de bienes asociados al transporte se inició en 1960 con la apertura de las 
instalaciones de la empresa automotriz Colmotores. Los bienes de capital comienzan su 
lenta producción a finales de esta década
156
. 
Los sesenta iniciaron con gran impulso en las inversiones de las sociedades anónimas 
tanto de las ya establecidas como de nuevas, y en 1961 los “aumentos llegaron a 
totalizar la suma de $811 373 000, con un incremento de $240 millones respecto a 
1960” (LNP, N° 40, 1962, p. 29). El clima optimista también era compartido por el 
presidente de la Andi, quien reclamaba por un sistema tributario “justo y adecuado” 
para acentuar “la conciencia industrial y exportadora…, y para que el ritmo de 
crecimiento se incremente con la cooperación internacional ofrecida al país (Alianza 
para el Progreso) —la cual, afirmaba— contribuirá a una mayor sustitución de 
importaciones” (LNP, N° 44, 1964, p. 28). 
El buen momento por el que pasaba la industria nacional se comprueba con las 
utilidades reportadas por Ecopetrol que se acercó a los $100 millones, le siguieron en su 
orden, Coltejer $28 8000 000; colombiana de tabaco $27 millones; Paz de Rio $17 
millones, y Colombiana de Seguros $4.5 millones. También reportaron utilidades 
Pepalfa, Grulla, Imusa, CF Medellín, Everfit, Fatelares, Industrias El mangle y la bolsa 
de Bogotá. Aunque según el superintendente de sociedades anónimas los inversionistas 
habían perdido más de $20 millones en 1961 (LNP, N° 45, 1962).  
Finalmente, en la reunión anual de accionistas de las grandes empresas industriales, 
aseguradoras y bancarias del país, publicaba LNP 
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156 Contrario al auge mecanizado y tecnificado experimentado por la industria, este subsector avanzó 




han mostrado jugosas utilidades y el aumento regular de los dividendos […] Celanese 
obtuvo utilidades netas en 1962 de $11 millones de pesos y gaseosas Posada Tobón por 
$5 millones mientras que las huelgas eran reprimidas (Celanese prácticamente destruyó 
el sindicato de trabajadores), y las demandas de la clase media por mejores ingresos y 
de los obreros por salarios retributivos, desatendidas (LNP, N° 93, 1963, p 17).  
La consolidación de monopolios y oligopolios (Garay, 1998) fue una de las 
consecuencias negativas del excesivo proteccionismo que contribuyó, aún más, a la 
producción por debajo de niveles competitivos, del aumento de los precios de los 
productos restringidos, del lento aumento de los salarios y, por tanto, de la resultante 
concentración del ingreso, lo cual se evidenció en el buen comportamiento de la tasa de 
ganancia del sector.  
4.5.- La retribución al trabajo o la relación salarial 
El Frente Nacional, inició en medio de una euforia reformista en los sectores agrario, 
laboral y de libertades civiles, que significó un aumento moderado de las protestas 
ciudadanas con especial protagonismo de las organizaciones obreras, lo cual parecía 
confirmar las tesis de Tilly (2004) en el sentido de que dichas manifestaciones tienden a 
correlacionarse positivamente con las prácticas democráticas de una sociedad, pero no 
tanto por las medidas tomadas desde arriba sino por la presión ejercida desde abajo.  
Sin embargo, la coalición bipartidista desde sus inicios también dejó en claro que no iba 
a permitir que tanto las reformas como las protestas afectaran la acumulación del capital 
y la “adecuada” rentabilidad del mismo, que en esta etapa había acogido el proceso de 
sustitución de importaciones y de promoción de exportaciones en su desarrollo 
(Ocampo, 1992; Bértola y Ocampo, 2013) el cual a su vez, descansó en gran medida en 
el aprovechamiento de las ventajas competitivas de las que disponía el país. El creciente 
aumento de la oferta de mano de obra, el incremento de la tasa de explotación y los 
bajos salarios, de acuerdo a la ortodoxia prevaleciente, eran condiciones requeridas para 
garantizar una tasa de ganancia satisfactoria que incentivara la inversión y condujera al 
buen comportamiento general de la economía que todavía mostraba signos satisfactorios 
(grafico 4).  
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Frente a esta estrategia poco pudo hacer el movimiento sindical que previamente había 
sido dividido y golpeado desde el gobierno de Ospina Pérez. Luego hubo intentos 
reformistas en el campo laboral promovidos por los gobiernos de Rojas Pinilla y Lleras 
Camargo, y aunque la Andi sostenía públicamente que lo más importante era que la 
legislación contribuyera a que estas relaciones obrero-patronales se desarrollaran en 
armonía, desde el comienzo de su discusión en el Congreso, tuvo grandes tropiezos, y 
fue recortada frente al proyecto inicial. Esto llevó a que Semana escribiera 
Quienes le hicieron tan tremenda trasquilada [a la reforma laboral] curiosamente figuran 
personajes que se opusieron con gran fanatismo a la reforma agraria, los terratenientes 
Uribe Misas y Castro Montalvo, acompañados de otros senadores…, se habla [así] de 
favorecer a empresarios (Semana, N° 756, julio 10 de 1961). 
Por tanto, el tibio intento reformista contrastaba con el descontento de sectores 
empresariales que de alguna manera se sentían perjudicados por el mismo, y en su 
reacción utilizaron diferentes medios para frenarlo tanto en el Congreso como a través 
de estrategias divisionistas entre los trabajadores, que anteriormente les había reportado 
buenos resultados. Para ello contaron, además, con el concurso de la prensa que, sin 
embargo, y de acuerdo con compromisos o intereses propios, también mostraba 
posiciones encontradas. De una parte, ‘Semana’ refiriéndose a la CTC, escribía 
fundada en 1936, dominada [desde entonces] por comunistas hasta 1950, cuando fue 
rescatada por auténticos líderes democráticos, quienes la divorciaron de la Federación 
Sindical Mundial (FSM) y de la Confederación de Trabajadores de América Latina 
(CTAL), ambas marxistas, para afiliarla a la Confederación Internacional de 
Organizaciones Sindicales Libres (CIOSL) y la Organización Regional Interamericana 
de Trabajo (ORIT) (cursivas nuestras) (Semana, 1 de mayo de 1961, p. 18). 
 Los auténticos líderes sindicales a que se refería eran José Raquel Mercado de la CTC, 
“obrero genuino y típico hombre de pueblo, circunstancias que dan mayor autoridad a 
su título de vocero de los trabajadores colombianos”, y Antonio Díaz García de la UTC, 
de quien afirmaba “es de la más pura tradición obrera [...] también como Mercado, ha 
sido hombre viajado y de mucho `roce´ con la gente importante del país” (Semana, N° 
746, mayo 1° de 1961, p. 18). Era el reconocimiento y apoyo de la gran prensa a José 
Raquel Mercado, quien a pesar de la oposición de las bases, desafilió la CTC de la FSM 





. El enroque entre estas federaciones internacionales fue fruto de la presión de 
la embajada norteamericana y de Lleras Restrepo, cuya ficha al interior de la Central 
obrera colombiana, era el mismo José Raquel Mercado. 
Mientras que, desde otra orilla, LNP, sostenía refiriéndose a lo que llamaba el 
inmovilismo de la división sindical, 
desde su formación en Medellín en 1936 hasta el congreso de 1950, la CTC funcionó 
como un solo bloque solidario. Pero cuando la “guerra fría” llegó a los países de 
América Latina con todas sus funestas consecuencias: dictaduras represión popular, 
cacería de brujas; la fuerza unitaria de la CTC fue considerada como un peligro para la 
“civilización occidental” representada en Colombia por una dictadura sangrienta, por 
los círculos de poder que se dieron cuenta del terreno propicio que creaba para sus 
intereses la nueva situación y por el capital extranjero vinculado a la industria del 
petróleo y la minería y en franca guerra contra sus trabajadores nativos[sic] (cursivas 
nuestras) (LNP, N° 45, 1962, p. 33).  
También, se refería a una conexión entre gerencias, directorios políticos y embajadas 
con ministros y con agentes de la ORIT para hacer circular comunicaciones 
confidenciales con el fin de dividir y debilitar el movimiento obrero (LNP, N° 45, 1962, 
pp. 33-34). Lo anterior parece ser confirmado con una publicación del mismo 
semanario, tres años más tarde, cuando denunciaba que, al gerente de una empresa del 
Valle, carrocerías “Superior”, lo amonestaron y le pidieron su rectificación frente a su 
postura favorable a un paro nacional que luego fue pospuesto. El gerente, Julio Bernal, 
se negó a realizar dicha rectificación y prefirió renunciar, pero 
lo socios de “Superior” fueron amenazados por el gobierno departamental, cuyos altos 
funcionarios les hicieron caer en cuenta de los “peligros” que podía sufrir la empresa a 
causa de las ideas políticas de Bernal. A su vez [un columnista del diario] “Occidente” 
publicó una nota presionando a “Superior” para que se deshiciera de Bernal. 
Igualmente, la seccional de la Andi (la que pregonaba por relaciones armoniosas) en el 
Valle, intervino ante “Superior” para pedir el remplazo de Bernal (LNP, N° 130, 1965, 
p. 15).  
El anterior acontecimiento refleja muy bien cómo las elites, en sus diferentes 
estamentos, hacen causa común cuando hay disidencias en la misma o se percatan de 
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el XIV Congreso realizado el 8 de mayo de 1965 en Cali, 133, Julio 3 de 1965.   
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algún peligro para su tasa de ganancia y su supervivencia. Es la comprensible 
solidaridad del capital por el capital, cuando el capital está en peligro.  
El divisionismo como estrategia ganadora de las elites fue también utilizada por los 
gobiernos conservadores, la iglesia y la gran prensa. Así, de un lado, los gobiernos 
lograron romper el bloque único de la CTC dividiéndolo en dos grupos: la “purgada” 
CTC, y el CUASS
158
, con lo que el movimiento obrero perdió posibilidades de 
participar en la discusión y propuestas de los diferentes problemas nacionales del 
momento. De otro lado, los mismos trabajadores, por lo menos en ciertos sectores, 
parecían hacerle el juego a tales prácticas, como se evidenció en los casos de Mercado y 
Díaz García.   
Aun así, dentro del restringido campo de acción y a pesar de las andanzas de sus 
dirigentes, el movimiento sindical continuaba su camino en la búsqueda de mejores 
condiciones de vida, por ingresos y salarios dignos, por mayor estabilidad laboral y por 
acceso a la tierra en el sector rural, las cuales eran las principales demandas durante este 
periodo (Archila, 2003), aunque con pocos resultados. En los sesenta fueron muy 
conocidas las huelgas del sector bancario y de los trabajadores de los ingenios 
azucareros, que fueron reprimidas violentamente; la de Celanese, tuvo el mismo 
tratamiento y su sindicato destruido; hubo cese de actividades, también, en el ferrocarril 
del Atlántico; maestros; la rama jurisdiccional; los médicos; los trabajadores de 
carreteras, entre otros. El ministro del trabajo afirmaba que en 1961 
se presentaron 1192 pliegos, 843 se resolvieron a través de convenciones que tuvieron 
un costo cercano a los $100 millones de pesos”, además […] 17 huelgas que el gobierno 
garantizó y terminaron con la firma de convenciones”, mientras que el presidente de la 
UTC, hacía referencia a la participación de la central en 289 convenciones colectivas y 
seis fallos arbitrarios con beneficios para los trabajadores (LNP, N° 41, 1962, p. 26).  
El año siguiente también contó con un importante número de huelgas, amenazas de 
paros y la firma de convenciones colectivas: del magisterio, almacenes Ley, Avianca, y 
del Ministerio de Hacienda. Es importante mencionar la experiencia de los trabajadores 
                                                             
158 CTC, confederación de Trabajadores de Colombia; y el Comité de Unidad de Acción Sindical y 
Solidaria -CUASS-, que luego daría origen a la Confederación Sindical de Trabajadores de Colombia 
(CSTC), en 1964. 
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de ladrilleras “Moore” en Bogotá, donde después de una prolongada huelga sin 
solución, los trabajadores decidieron tomarse la empresa y la pusieron a funcionar 
(LNP, N° 85-87, 1962), constituyéndose, quizá, en el primer experimento de 
“autogestión” en el país. También fue importante la huelga en la Shell-Cóndor, donde 
los trabajadores no solo se limitaron a las reivindicaciones salariales, sino que además 
“asumieron la defensa de los intereses nacionales como la riqueza de nuestro subsuelo y 
la vigilancia de su adecuada explotación” (LNP, N° 85-87, 1962). 
En los años siguientes las acciones sindicales aumentaron en forma moderada, 
destacándose la denuncia por bajos salarios, acorde al riesgo y la profesión, de la 
Asociación de Marinos Profesionales, Asomar. En enero de 1966, 14 000 maestros no 
escalafonados anuncian huelga nacional “por el incumplimiento del gobierno nacional” 
a sus peticiones, a la vez que el ministerio del trabajo anunciaba que  
en 1965 se firmaron 504 convenciones colectivas; hubo 20 huelgas en el sector privado, 
se declararon ilegales 20 paros y hubo 46 pactos laborales [...] y que había 3500 
sindicatos con personería jurídica que agrupaban a 1.300.000 obreros afiliados (Semana 
al día, N° 67, enero 22 de 1966).  
Fruto de estas protestas, la opinión pública y organizaciones especializadas fueron 
tomando conciencia de la situación social en que vivían los trabajadores y la población 
colombiana en general, donde el factor trabajo continuaba su penoso camino en busca 
de una mejor retribución. Por lo anterior diferentes sectores denunciaban, por diversos 
medios, la excesiva concentración de la riqueza en contravía, o mejor, a expensas de la 
gran mayoría de la población.  
El semanario LNP, manifestaba, por ejemplo, el caso de una gran empresa nacional, que 
no identifica, y que supuestamente  
consigue que el gobierno le autorice el aumento de precios de sus productos alegando 
que el incremento de salarios y de costos reduce sus utilidades a unos dos millones de 
pesos en el semestre, mientras que un periodista anota como curioso el hecho que dicha 
empresa destina anualmente $5.500.000 en propaganda comercial (cursivas nuestras) 
(LNP, N° 42, 1962, p. 52). 
Meses más tarde, con un titular en el que se preguntaba “¿Con quién es la pelea”?, 
comentaba, en un tono un tanto fuerte que  
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Los estrategas políticos de las 23 familias dominantes, o mejor la clase dirigente redujo 
el problema de la pobreza, de la inequidad, la miseria, […] a la fría contabilidad de sus 
libros privados. Y no lavaron sus cerebros de negociantes, ni aun cuando fue evidente 
que la curva negra de sus ganancias subía paralela al trazo rojo de la mortalidad 
colombiana. La empresa se les convirtió en una trituradora que tenía que seguir adelante 
y funcionar (en progreso indefinido) [es la ley del capital y la ganancia] aún con la 
contingencia de hollar a su paso las tradiciones colombianas, la vida de sus gentes, la 
soberanía y la independencia del país [sic] (LNP, N° 65, 1962, p. 20). 
 Hubo otros pronunciamientos por el aumento de la desigual distribución de la riqueza 
la cual fue calificada por el ex político, y luego sacerdote, Luis Ignacio Andrade, en 
representación de la iglesia, de “muy grave” advirtiendo que “por acción o por omisión 
estamos fomentando la revolución social en Colombia” (Semana, N° 790, 1960, p. 23). 
En términos similares un grupo de dirigentes reconocían la crisis social y política por la 
que atravesaba el país por lo que uno de sus principales líderes, el liberal Darío 
Echandía sentenciaba “O cambian las cosas o nos cambian a nosotros” (LNP, N° 126, 
1964, p. 19-20), refiriéndose a los caminos contrarios seguidos entre rentabilidad del 
capital y el bienestar social. Esta frase fue plagiada casi 40 años después por uno de los 
políticos más hábiles y oportunistas del país en pleno proceso de diálogo del Gobierno 
de Andrés Pastrana con las FARC en la región del Caguán, cuando dijo, “o cambiamos 
o nos cambian”
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. Desafortunadamente las cosas no han continuado mucho. 
4.6.- Otros factores que influyeron en el desempeño económico, político y 
social colombiano 
Los cambios institucionales, que siguieron a la segunda guerra mundial y cristalizados 
en los organismos surgidos de los acuerdos de Bretton Woods, crearon las condiciones 
para aprovechar el clima favorable conducente al crecimiento sin precedentes que vivió 
tanto la economía capitalista como la soviética. Este crecimiento se dio en medio de un 
buen desempeño de la tasa de ganancia, una inflación moderada y un importante 
descenso del desempleo por lo que los Estados se vieron compelidos a establecer un 
adecuado equilibrio entre estas dos últimas variables, por lo que la llamada Curva de 
                                                             
159 El entonces presidente del Senado, Fabio Valencia Cossio, repetía esta frase en diferentes medios 





 fue un buen instrumento para explicar las medidas que priorizaban las 
acciones en uno u otro sentido. Como en esas condiciones la inflación no era el 
problema principal, la preocupación giró entonces en el aumento de la producción con 
lo cual de contera se atacaba el desempleo. El problema del empleo todavía era 
considerado central en las diferentes estrategias y medidas económicas y sociales 
adoptadas por los diferentes gobiernos. 
Los líderes de los países en desarrollo que habían combatido exitosamente el 
colonialismo, tomaron distancia tanto de Estados Unidos como de los países europeos y 
miraban con simpatía el modelo soviético de economía planificada, que había logrado 
impresionantes índices de desarrollo económico y simultáneamente obtuvieron índices 
favorables en la equidad, que era, y es, una materia pendiente del capitalismo.  
Sin embargo, otro fue el caso de los países latinoamericanos, a excepción de Cuba 
después de la revolución castrista que dentro de la órbita estadounidense, se vieron 
compelidos (y no en pocos casos complacidos) a seguir sus orientaciones. Veamos: 
mientras el crecimiento económico favoreció el desarrollo capitalista, los acuerdos de 
Bretton Woods fueron acogidos y respetados, pero una vez que los países europeos y 
Japón obtuvieron balanzas comerciales superavitarias con Estados Unidos, este 
comenzó a hacerle “quiebres” a dichos acuerdos, como fue la abolición del patrón oro y, 
por tanto, de las tasas de cambio fijas.  
Como lo reconoce el Banco Mundial (1996), a medida que iban perdiendo espacio los 
acuerdos de la posguerra tanto el FMI como el BM fueron adquiriendo mayor poder en 
la implementación de programas de ajuste y en el otorgamiento de créditos a los países 
en desarrollo. Bárbara Stallings (1994), aunque desde un punto de vista diferente a las 
de las organizaciones multilaterales de crédito, llega a las mismas conclusiones, sin 
desconocer los roles y simpatías que tuvo la mayoría del campo del poder por dichas 
orientaciones.  
                                                             
160 La Curva de Phillips es un instrumento que permite relacionar negativamente el desempleo en el eje 
de las abscisas y la inflación en el eje de las ordenadas la tasa de inflación. En este ejercicio se obtiene 
una curva de pendiente negativa similar a una curva de demanda.   
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Un ejemplo de la injerencia del FMI en las políticas económicas de los países en 
desarrollo se reflejó en la posición adoptada por el vicepresidente del BIRF, J. Burke 
Knapp, quien a comienzos de los años sesenta aseguraba confiar en el porvenir de la 
economía colombiana a pesar del desequilibrio persistente de la balanza de pagos que 
por entonces vivía el país, además del déficit fiscal experimentado y, por tanto, de unas 
reservas internacionales bastante maltrechas.  
Dicha confianza debía, sin embargo, ser refrendada por medidas de ajuste por parte del 
gobierno nacional, pues a la vez que el funcionario ofrecía sus buenos oficios ante la 
banca internacional para que se facilitasen créditos al país y con ello contribuir al 
desarrollo, dicha buena voluntad la condicionaba a que cumpliera con dos condiciones; 
1) modificar el plan general de desarrollo, “ajustando el ritmo de desarrollo a uno más 
pausado, aumentando las exportaciones en promedio de $675 millones en los años 1962 
- 1965 y, disminuyendo las importaciones a U.S $ 34 millones mensuales, con lo cual 
permitiría cubrir con recursos domésticos cerca de las dos terceras partes de la inversión 
pública bruta requerida en el plan general de desarrollo”; y 2) otra recomendación era la 
creación de un “fondo para la inversión privada”, dada la importancia que dicho 
organismo le daba al sector privado que se consideraba “vital para el éxito del 
desarrollo”.  
Al fin y al cabo decía LNP, “este es un país que delega en ellos [el BIRF], la planeación 
de su desarrollo y, que por lo tanto merece ser “ayudado”, ¿y la soberanía qué?” (LNP, 
N° 64, 1962, p. 41) se preguntaba. Pero el funcionario en mención hacia claridad que 
con dichas acciones no se garantizaban los anhelados créditos, sino que se les 
propondría a varios gobiernos y otras agencias (BID) interesadas en la conformación de 
un grupo de consulta para su aprobación.  
Otra muestra de la injerencia en los asuntos económicos nacionales fue la carta de 
intención entre esta institución y el gobierno colombiano a finales de 1965 para facilitar 
un crédito al país siempre y cuando cumpliera una serie de compromisos relacionados, 
entre otros aspectos, con la utilización de divisas disponibles provenientes tanto de las 
exportaciones como de ayuda externa para saldar aceleradamente los atrasos de los 
pagos internacionales (LNP, N° 140, 1965, p. 9), lo cual iba en contravía de la 
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liberalización del 50 % de las importaciones. Es el clásico ciclo vicioso que viven la 
mayoría de países en desarrollo: déficit fiscal-créditos, nuevos déficits, nuevos 
préstamos (Bienestar: macroeconomía y pobreza, 2004). También reflejaba la prioridad 
exigida a los países endeudados de cumplir adecuadamente con las deudas contraídas, 
aunque en ese momento todavía los PED no habían afrontado las dificultades de la 
deuda ni de los servicios acaecidos veinte años después.  
De lo anterior se colige la forma como las entidades internacionales cada vez fueron 
adquiriendo mayor injerencia en las políticas económicas de los países en desarrollo y 
entre los cuales se halla nuestro país. La pérdida de soberanía, también en estos asuntos, 
ha sido creciente hasta nuestros días según un documento del CID de la Universidad 
Nacional de Colombia (Bien-estar y macroeconomía, 2002-2006), por lo tanto, se debe 
tener en cuenta en el desarrollo económico nacional, así como sus efectos en la vida 
política y social. 
Estos factores también jugaron a favor de la acumulación de capital y de la adopción de 
políticas económicas y sociales que condujeron al buen desempeño de la tasa de 





CAPITULO III.- EL QUIEBRE DE LOS SETENTA 
1.- INTRODUCCIÓN  
Cada década trae su impronta y en la medida que se profundice en el estudio de cada 
una de ellas puede catalogarse como “la trascendental”. Sin embargo, la del setenta 
experimentó acontecimientos como la continuación de la guerra fría, la finalización de 
la guerra de Vietnam, el inicio de un largo declive económico  mundial, reflejado en el 
declive de la tasa de ganancia en países capitalistas de primer nivel (gráficos 3 y 24) 
como bien lo sustentan numerosos historiadores y economistas
161
; asimismo la caída del 
acuerdo de Bretton Woods, y el colapso del sistema monetario internacional, 
contribuyeron a la profundización de la contracción de estas economías.  
Sin duda cada uno de estos hechos influyó de alguna manera en la vida económica, 
social y política del mundo, de América Latina (gráfica N° 26) y por supuesto de 
Colombia dado que el PIB general e industrial ya empezaban a mostrar fuertes descenso 
(gráficos 9 y 12 respectivamente) e igual tendencia mostraban la tasa de ganancia en los 
mismos niveles (gráficos 6 y 17). Una de los efectos de ser un país en desarrollo o 
subdesarrollado es que su horizonte está determinado por los sucesos externos que 
golpea fuertemente sus economías, por ejemplo la inflación.  De otro lado, el país fue 
testigo de acontecimientos como el virtual fraude electoral a comienzos de esta década -
que marcaría, además, una desgastada finalización formal del Frente Nacional en 
1974
162
-, el decaimiento del modelo ISI o de industrialización liderada por el Estado, los 
primeros pasos del neoliberalismo, la bonanza cafetera, el paro cívico nacional de 1977, 
y la aparición de clases emergentes de la política y del narcotráfico en la vida nacional 
que también incidieron en el desempeño de la tasa de ganancia nacional e industrial  y 
por tanto en el quiebre del modelo de acumulación instituido. 
                                                             
161 Brenner, Dumenil y Lévy, Sader, Boyer, Neffa, Bertola y Ocampo, entre otros. Aunque para 
economistas que utilizan instrumentos neoclásicos, esta tendencia decreciente no es para nada clara. Es 
el caso de Crafts (op cit), Evans (op cit), Oulton et al (op cit), además del regulacionista Aglietta (2008). 
162 El Frente Nacional fue el pacto político firmado en España (ciudades de Benidorm y Sitges) entre los 
dos partidos tradicionales a través de sus figuras de ese momento, el conservador Laureano Gómez y el 
liberal Alberto Lleras Camargo, con el fin de establecer el mecanismo político de repartir paritariamente 
el poder político y burocrático entre estos dos partidos entre los años de 1958 y 1974.   
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2.- UNA MIRADA GENERAL   
Brenner es consciente de las dificultades a las que puede enfrentarse en el ejercicio de 
ofrecer una explicación sistemática del desarrollo económico mundial luego de la II 
posguerra. Para lograr este objetivo toma como punto de referencia la tendencia 
declinante de la tasa de beneficio (o de ganancia) y su efecto en dicha evolución 
económica hasta comienzos del presente siglo. Para ello se concentra en las principales 
economías capitalistas: Estados Unidos, Alemania y Japón. Una de esas dificultades, 
dice, estriba en lo complejo de establecer “un marco coherente que pueda abarcar a la 
vez los principales cambios acontecidos en el conjunto del sistema y las variaciones 
regionales” (Brenner, 2009, p. 9) por las diferencias en sus polos de acumulación. Para 
superar esta dificultad ve la necesidad de integrar la teoría [económica] y la historia 
comparativa, ejercicio que también le parece “una tarea colosal”.  
A pesar de su ambicioso propósito, y de su invaluable contribución al análisis del 
comportamiento de estas economías y de sus crecientes crisis económicas, es indudable 
que deja algunos intersticios que obstaculizan un mayor entendimiento de dicha 
evolución. Por ejemplo, las relaciones centro periferia como mecanismo para tratar de 
reversar la tendencia decreciente de la tasa de ganancia es ignorada siendo que es una 
variable importante para entender la forma como los países periféricos son vistos como 
receptores de mercancías y capitales para valorizar las inversiones de los países 
centrales.  Sin embargo, lo anterior no puede demeritar su valioso aporte de integración 
de la teoría económica con la historia para entender el comportamiento de las 
economías en una forma más sistémica que el simple análisis de fríos datos estadísticos.  
La dificultad invocada por Brenner puede encontrarse también para el caso colombiano 
al tratar de establecerse una explicación más completa de la evolución de la tasa de 
ganancia, “g”, como uno de los instrumentos para entender la participación de los 
diferentes actores sociales y económicos en el comportamiento general de la economía y 
la distribución del ingreso en un periodo concreto como es el de 1970-2000; dicho ciclo 
estuvo marcado, de un lado, por el inicio del prolongado declive económico 
internacional, y del otro, por la reducción del Estado en la economía y el ascenso de las 
teorías pro mercado.  
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Estas trasformaciones en el espectro externo, en el modo de regulación internacional y 
doméstico condujeron también a nuevas fracturas y alianzas dentro de los bloques de 
poder nacionales con fuertes cambios económicos, políticos y sociales. 
En los albores del setenta aún se mantenían prácticas que mantenían cierta armonía en la 
relación capital-trabajo, característicos del Estado de Bienestar por lo que los 
principales países desarrollados todavía exhibían aceptables niveles de vida para los 
asalariados en aspectos como prestaciones sociales, salud, educación y seguridad social, 
a la vez que éstos aún percibían salarios que les permitían mantener cierto poder 
adquisitivo lo cual dinamizaba la demanda. La anterior dinámica aún se percibía, no 
obstante que Estados Unidos ya había conseguido quebrar la fuerza de las 
organizaciones sindicales que habían alcanzado sus mayores conquistas laborales y 
políticas en los años cincuenta. En lo económico, la producción y la tasa de ganancia 
presentaban buenos indicadores, aunque ya se evidenciaban signos de ralentización 
(Duménil y Lévy 2002, y 2007 gráfico N° III.1, p. 46; Brenner, 2009, fig. 8.1, p. 244; 
gráfico 15 en la presente tesis). 
Este optimismo se vio interrumpido inicialmente por la desaceleración de la producción, 
la inversión y por tanto de la acumulación. El exceso de producción y de capacidad 
instalada se reflejó en la caída de los precios considerándoseles, de esta manera, directos 
responsables del deterioro de la rentabilidad del capital que, sumado a la crisis petrolera 
de 1973, agravó aún más la ralentización económica iniciada a finales del sesenta 
(Brenner 2009, Mandel, 1972).  
Se experimentó así una situación hasta entonces desconocida en las economías 
capitalistas; era evidente que la contracción, que también se reflejaba en el crecimiento 
de las tasas de desempleo hasta 1990 (Tabla 2; Brenner, cuadro N° 13.1, p. 414, 
también utilizado por Aglietta (2008) en sus críticas al libro de dicho historiador), se vio 
acompañada de la inundación de petrodólares provenientes de los países petroleros que 
exacerbó la inflación, generando de esta manera un fenómeno desconocido por entonces 
al cual se le dio el nombre de estanflación, es decir estancamiento económico más 
crecimiento generalizado de precios, inflación.     
167 
 
   Tabla 2 Declive del dinamismo económico mundial, 1960-2000   
 
  1960-1969 1969-1979 1979-1990 1990-1995 1995-2000 1990-2000 
PIB     
  
     
  
Estados Unidos 4,2 3,2 3,2 2,5 4,1 3,3 
Japón 10,1 4,4 3,9 1,5 1,3 1,4 
Alemania 4,4 2,8 2,3 2,1 2 2,1 
Euro 12 5,3 3,2 2,4 1,6 2,7 2,2 
G 7 5,1 3,6 3 2,5 1,9 3,1 
  (1960-1973) (1973-1979)         
Productividad total del trabajo  (PIB/trabajador)   
  
     
  
Estados Unidos 2,3 1,2 1,3 1,4 2 1,7 
Japón 8,6 3,7 3 0,8 1,3 1 
Alemania 4,2 2,5 1,3 2,8 2,4 2,5 
Euro 12 5,1 2,9 1,8 2,1 1,3 1,7 
G 7 4,8 2,8 2,6 1,7 n.d n.d 
  (1960-1973) (1973-1979)         
Tasa de desempleo  
  
     
  
Estados Unidos 4,8 6,2 7,1 6,5 4,6 5,6 
Japón 1,4 1,7 2,5 2,6 4,1 3,3 
Alemania 0,8 2,1 5,8 7,2 8,3 7,7 
Euro 12 2,3 4,6 9,1 9,3 9 9,2 
G 7 3,1 4,9 6,8 6,7 6,4 6,6 
  (1960-1973) (1973-1979)         
Fuente. Brenner, R (2009). Cuadro 13.1, p. 414 
Para Estados Unidos la situación era particularmente crítica porque a la desaceleración 
productiva y de rentabilidad se le agregaba el enorme déficit fiscal causado por el 
endeudamiento para financiar la formidable máquina de guerra desplegada en su larga y 
fracasada intervención militar en Vietnam; y toda guerra se financia con deuda nos ha 
recordado Graeber (2012). Para salvar las dificultades económicas y políticas del 
momento, Nixon decidió imprimir dólares sin respaldo en oro lo que motivó a sus 
homólogos europeos a convertir sus reservas de dólares en oro generando “inestabilidad 
al poder de los norteamericanos. Entonces, el presidente […] suspendió unilateralmente 
la convertibilidad del dólar en oro y devaluó el billete” (Hernández, L.H. 2015). Fue el 
claro desconocimiento y golpe unilateral a los acuerdos pactados en Breton Woods que 
significó, a su vez, la caída del sistema monetario internacional, donde los países del 
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tercer mundo sintieron nuevamente los rigores de los cambios de reglas, donde hubo 
ganadores y perdedores.  
Los países desarrollados poseedores del metal, incrementaron en forma considerable el 
valor de sus reservas internacionales, mientras que los países del tercer mundo que 
tenían sus reservas internacionales en dólares, confiados en la garantía que se 
mantendría la convertibilidad, vieron perplejos como las mismas se esfumaban. De esta 
forma, se presentó una transferencia, sin contrapartida, de riqueza de los países pobres 
hacia los países ricos (Graeber, op cit). 
Además, al eliminar el sistema de convertibilidad directa del dólar estadounidense con 
el oro dicha moneda al cambiar además al típico tipo de cambio flexible, pasó a ser la 
típica moneda fiduciaria, sin valor intrínseco. Su poder se respaldaba en el poder de la 
fuerza política y militar del país dueño de las máquinas que emiten los dólares, Estados 
Unidos. Graeber (ibídem), apoyándose en Michael Hudson, demuestra como la emisión 
del dólar, ha servido para financiar déficits, guerras y deudas. Y como esta moneda ya 
no tiene respaldo real se ha convertido en un tributo más que ha de ser sufragado por los 
usuarios de la misma en todo el mundo.   
Concomitante con lo anterior, se erigieron condiciones para que tanto los países del 
centro como de la periferia incurrieran en grandes créditos para dinamizar la demanda y 
la producción como mecanismo para contrarrestar las secuelas del creciente desempleo 
(Stallings, 1994, Rodrik, 2011). Igualmente, la emisión deficitaria de Estados Unidos, 
aunque logró reactivar su economía hasta 1979, no logró superar totalmente los 
problemas de rentabilidad y producción, y al contrario empujó su economía a un 
aumento de los precios. Brenner (op cit) sostiene que con dichas medidas se sostuvieron 
empresas con altos costos de producción y baja rentabilidad que deterioraba la tasa de 
ganancia a nivel global. Es decir, no se presentó la purga de empresas ineficientes como 
condición para contrarrestar la decadencia económica y reiniciar una nueva fase de 
crecimiento y acumulación capitalista.   
Por otra parte, a nivel micro podríamos preguntarnos sí, además existió algún tipo de 
presión del trabajo sobre el capital con algún efecto en la rentabilidad de las empresas y 
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por ende en la distribución del ingreso. Brenner en su estudio objeta el argumento según 
el cual el trabajo fue el responsable de la caída de la tasa de ganancia de dichas 
economías, dado que en el momento en que las fuerzas sindicales estaban 
disminuidas
163
, también la tasa de ganancia siguió la tendencia declinante que traía 
desde la primera mitad de la década del sesenta del siglo pasado.  
2.1.- El auge económico de la posguerra hasta los inicios de la década 
Aunque el declive vivido por el capitalismo mundial en la segunda mitad del siglo XX 
empezó a evidenciarse desde finales del sesenta, los primeros años de esta década aún 
arrastraban los ahorros de años anteriores por lo que aún vivía de las mieles del 
crecimiento precedente cuando estas economías con mayor regulación y con cierta 
planificación sentaban las bases para la acumulación de capital necesaria para la 
reproducción del sistema. La tasa de ganancia todavía era satisfactoria, los salarios 
obtenían tasas de crecimiento muy significativas y el Estado de bienestar buscaba 
suministrar los servicios esenciales para la población asalariada y formalizada, 
básicamente. Se vivió un escenario de bastante optimismo y todo el mundo todavía se 
declaraba keynesiano
164
 acorde con el proceso de acumulación que había logrado cierto 
nivel de consenso entre los dos agentes básicos de la producción (capital y trabajo).  
Así, bajo la influencia de la revolución keynesiana, —según la cual los gobiernos 
estaban en capacidad de, y era casi una obligación, estabilizar la demanda como 
estrategia para evitar las penurias económicas y el aumento del desempleo, que era una 
de las grandes preocupaciones del momento— transcurrió el pensamiento intelectual 
económico hasta mediados del setenta. El Estado jugaba papel protagónico como 
dinamizador y direccionador de la evolución económica y sociopolítica.  
Para que el Estado cumpliera con el anterior objetivo, debieron establecerse 
previamente los arreglos políticos e institucionales que garantizaran las condiciones que 
                                                             
163 La represión y el control de las organizaciones sindicales tanto en Estados Unidos como en Alemania 
y Japón fueron recurrentes tanto en el inicio del boom económico, luego de la II posguerra, como en el 
intento de reversar la tendencia declinante presentada desde 1973 (Brenner op cit). 
164 “Ahora todos somos keynesianos”, frase que inicialmente se le atribuyó a Milton Friedman, quien 
rápidamente se apresuró a desmentirla. Años más tarde volvió a pronunciarla Richard Nixon.  
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ampararan una adecuada tasa de ganancia para que la inversión y la acumulación de 
capital fueran condiciones necesarias para que dicho Estado contara con el respaldo 
económico y político de las elites. A nivel mundial estos arreglos estaban pactados en 
los acuerdos de Bretton Woods y las instituciones encargadas de operacionalizarlos 
quedaron en manos del FMI, del BM y del BID principalmente. Mientras que otras 
instituciones de la ONU se encargaron de los aspectos políticos y sociales (Consejo de 
Seguridad, Unesco, FAO, OMS, entre otras).  
3.- DECLINACIÓN ECONÓMICA EXTERNA 
Como se dejó entrever anteriormente, en esta década se produjeron tres hechos 
económicos y políticos trascendentales que señalarían un giro estructural en la forma de 
gobernar al mundo. De un lado, se dio por terminada la etapa de prosperidad dando paso 
a la “era del derrumbamiento”, según Hobsbawm y la cual es comparada por Arrighi 
con la “era del imperio” (1875-1894), dentro del “Largo siglo XX” del capitalismo. De 
otro lado, se inició el “largo declive de la tasa de ganancia” (gráfico 3) y el deterioro de 
la distribución del ingreso, y en último término, como consecuencia de lo anterior, se 
inició la fase de la desregulación, la flexibilización laboral, la contención salarial, el 
desmonte del Estado bienestar y, por tanto, la implementación y consolidación del 
neoliberalismo y el resurgimiento de las finanzas (Brenner, Boyer, Théret, Aglietta) 
como sector que determinaría en gran medida las políticas monetaria, crediticia y 
cambiaria a nivel global.  
Para el Banco Mundial (1996) el comienzo de este declive fue consecuencia del 
aumento de los precios de los productos básicos, materias primas, (principalmente el 
petróleo) en el concierto internacional, soslayando el hecho de que este descenso se 
había iniciado mucho antes como consecuencia de la sobreproducción y a la 
subutilización de la capacidad instalada y, por tanto, la disminución de la tasa de 
ganancia (Mandel, Shaikh, Brenner y Duménil y Levy, entre otros).  
Otro aspecto importante fue la caída del instrumento regulador de la economía mundial 
como fueron los acuerdos de Bretton Woods (Rodrik, 2011) el cual fue mostrado por el 
Banco Mundial (1996) casi como un consenso entre los diferentes países que lo habían 
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pactado. Pero un hecho bien diferente fue la decisión unilateral tomada por Richard 
Nixon para terminarlo, así como de imponer un recargo del 10 % a las importaciones 
estadounidenses en un intento por reducir el déficit comercial tanto con Europa como 
con el Japón. Con esta medida buscaba también combatir la inflación que allí se estaba 
incubando y exportando al resto de la economía mundial.  
Durante la posguerra hasta finales del sesenta se vivió una paradoja bien interesante: 
buscando una mayor valorización del capital Estados Unidos inició una agresiva 
campaña para colocar muchas de sus firmas y bancos en los mercados internacionales, 
como bien lo ilustran Stallings (1994) y Palloix (1980), entre otros; pero en la puja por 
defender sus mercados y ampliarlos en otras geografías mundiales, con el fin de obtener 
mayores espacios de valorización y ganancias, lo que obtuvieron fue una fuerte 
respuesta de Europa y Japón presentándose la aludida sobreproducción y exceso de 
capacidad instalada cuyo efecto directo se reflejó en la disminución de la tasa de 
ganancia. Además, la mayor tecnificación desplazó gran cantidad de fuerza de trabajo 
que, sumado a la creciente flexibilidad del mercado laboral, condujo a un verdadero 
problema de ralentización y disminución de la capacidad de compra de la mayoría de la 
población, que bien pudo generar los problemas de subconsumo.  
También fue relevante desde mediados de la década el colapso del Estado de bienestar. 
Algunos han sostenido que el éxito del Estado de Bienestar fue el artífice de su propio 
declive, dada la gran cantidad de demandas sociales por parte de unos sectores con 
mayor capacidad de compra y de organización que los empoderó para tener un mayor 
protagonismo y capacidad de negociación tanto con el capital como con el Estado. Lo 
anterior desembocó así en una crisis “fiscal del Estado” (O´Connor, 1981) y del modelo 
de acumulación fordista.  
La ralentización del crecimiento económico y el descenso de la tasa de ganancia de los 
principales países capitalistas ocasionaron graves consecuencias para las economías 
latinoamericanas que vieron como sus exportaciones hacia estos países se enfrentaban a 
nuevos obstáculos deteriorando aún más los términos de intercambio a la vez que sus 
gobiernos perdían capacidad de maniobra y negociación económica y política frente a 
los mismos. Se acrecentaba la dependencia (Stallings, 1994) en todos sus órdenes.  
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3.1- El keynesianismo al banquillo y el giro al monetarismo 
Esta primera crisis del capitalismo, echaba por tierra el optimismo de los países 
desarrollados y de sus teóricos más destacados quienes en tono triunfante habían 
vaticinado el fin de los ciclos económicos de expansión y recesión dada la prosperidad 
que se vivía en ese momento. De esta forma, el periodo de búsqueda del pleno empleo, 
de la estabilización de los precios, del equilibrio y de la competencia regulada había 
llegado a su fin y se inició una fase de alta inflación en gran medida incentivada por el 
crecimiento de los precios del petróleo y atizada por el incremento del gasto público 
para financiar las guerras (Vietnam), y rescatar a las empresas de producción en 
dificultades en un esfuerzo por contener el decrecimiento económico.  
En este contexto de estanflación, estancamiento económico, caída de la tasa de ganancia 
y crecimiento del desempleo,  los planteamientos keynesianos se mostraron incapaces 
de responder ante este nuevo reto, por lo que su propuesta de una mayor intervención 
para impulsar la economía, más que una solución se le consideró entonces como 
causante del problema, dado que incrementaba la inflación que ha sido considerada 
como el principal enemigo de la renaciente ortodoxia. El momento, por tanto, fue el 
apropiado para atacar frontalmente el Estado Bienestar sustentado en la revolución 
keynesiana abriendo, como contrapartida, el espacio al conservadurismo, a la 
contrarrevolución ortodoxa, el neoliberalismo y monetarismo de los “Chicago´s boys” 
que comenzaron desde entonces a abrirse espacio en el manejo macroeconómico 
mundial (Anderson, 2003; Théret, 2011, Palley, 2005, Boyer, 2014).  
Si bien es cierto que los frutos de sus ataques se evidenciaron a partir de esta década, 
estos se habían iniciado desde el mismo momento de la adopción de los Acuerdos de 
Bretton Woods y siguieron en forma persistente durante la época de mayor auge del 
consenso keynesiano y de logros en materia social y laboral. Para Hayek y Friedman, 
entre otros, como representantes del capitalismo libertario sin ataduras para maximizar 
ganancias que aseguraran la acumulación de capital, la época dorada no había sido más 
que un engaño que hizo prosperar el famoso populismo económico, es decir que no 




Con el anterior telón de fondo las nuevas orientaciones del mundo capitalista se 
concretaron en el encogimiento de la acción estatal, la contención del aumento de los 
salarios y el debilitamiento de las antes fortalecidas organizaciones sindicales 
norteamericanas que vivieron su “edad de oro” en los cincuenta. En el afán de recuperar 
la economía, de buscar reversar la tendencia declinante de la tasa de ganancia, se optó 
por la disminución de los costos de producción y del gasto público social por lo que las 
condiciones de los obreros se deterioraron.  
El otro sector ganador en medio del declive keynesiano fue el mundo financiero 
(globalización financiera según Boyer, 2014), dado que sus representantes e ideólogos, 
conocidos como los hombres de las finanzas, realizaron fuertes presiones para que se 
cristalizara el giro a la ortodoxia, eliminando los diferentes obstáculos para la libertad 
de mercados, especialmente de capitales (Théret, 2011; Palley, 2005). Su interés 
libertario se puede entender dado el contexto que por entonces se estaba viviendo: si de 
una parte el incremento de los precios del petróleo significó una transferencia de riqueza 
de los países consumidores a los productores de petróleo, de otra parte, también 
representó un gigantesco aumento de petrodólares en el mundo que entraron al mercado 
financiero.  
Los países petroleros colocaron gran parte de sus nuevos, inesperados y cuantiosos 
ingresos en los principales bancos occidentales. Pero para ningún banco es negocio 
mantener estos fondos en sus bóvedas por lo que necesitaban movilizarlos, colocarlos 
en el mercado para maximizar tanto la masa como la tasa de rentabilidad en sus 
operaciones. Por tanto, necesitaban la codiciada libertad de movimiento, sin trabas, para 
trasladarlos en forma de préstamos y la posterior recepción de las amortizaciones y 
servicios de dichas deudas de los deudores hacia los acreedores.  
En medio de la libertad de movimiento los bancos privados reubicaron inmensos 
recursos, a través de créditos, en la mayoría de los casos sin mayores controles ni 
exigencias, a países subdesarrollados. Fueron créditos concedidos casi en forma 
irresponsable, sin mayores exigencias de respaldo que garantizara el reembolso de estos 
créditos (Stallings, 1994). Tampoco se preocupaban por el tipo de gobierno que estaban 
174 
 
financiando (democrático, autoritario o dictatorial), ni por el destino de los créditos 
dados a los mismos.  
Por lo demás, no existían ni los medios y mucho menos la voluntad política de ejercer 
controles sobre estas transacciones. Así, la deuda de los países del tercer mundo (o 
subdesarrollado como prefiere llamarlos Salama) creció en forma exponencial atraídos 
por la tentación de las bajas tasas de interés variables que en cualquier momento podían 
modificarse de acuerdo con las condiciones volátiles del mercado financiero y como 
efectivamente sucedió a finales del setenta e inicios del ochenta.      
4.- EL RUMBO DE AMÉRICA LATINA EN LOS CAMBIANTES 
ESCENARIOS DE LA DÉCADA  
La mayor actividad del Estado en la esfera económica se introdujo en América Latina a 
través de las diferentes misiones de cooperación y de los organismos multilaterales de 
crédito, los cuales tenían algunos puntos de encuentro con el modelo de 
industrialización por sustitución de importaciones (ISI), Arévalo (1997), Hirschman 
(1968, 1983), y Misas, (2002), o de industrialización liderada por el Estado (Ocampo, 
1992; Bértola y Ocampo, 2013) y que era defendido por intelectuales latinoamericanos 
como Raúl Prebisch, Celso Furtado, Roberto Campos o Alexandre Kafka en la CEPAL, 
quienes además, ofrecieron importantes ideas al pensamiento presentado posteriormente 
en el libro de “La Estrategia del Desarrollo Económico” (1958) de Hirschman (Adelman 
2013, p.333). Eran además los esbozos de un fordismo periférico (Bizberg, Marques-
Pereira, 2004 y 2014) que no alcanzó a implementarse totalmente en la región dada las 
resistencias de muchos sectores conservadores que, con el compromiso capital-trabajo, 
creían que podía afectar la rentabilidad del capital.  
Los países en desarrollo —Salama (1981) prefiere llamarlos subdesarrollados— de una 
u otra forma interiorizaban las vicisitudes de los acontecimientos internacionales. La 
abundancia de liquidez significó, por ende, un período de abundantes créditos hacia 
estos países que representó un alivio a las continuas restricciones de capital por su 
permanente déficit en balanzas de pagos.  
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Para Stallings (1994) y Rodrik (2011) el entorno coyuntural geopolítico y económico 
mundial, también jugó a favor de los países subdesarrollados porque el buen desempeño 
económico mundial hasta finales de los sesenta, hizo que la financiación fluyera sin 
contratiempos a estos países; además, el conflicto y la competencia, tanto entre las 
principales economías capitalistas, como con el bloque socialista (con Cuba como uno 
de aliados en la región) impidió que medidas de corte ortodoxo radical se pudieran 
implantar en algunos de ellos.  
De esta forma, y como corolario de lo anterior, se incrementó el poder del Estado en el 
proceso de desarrollo mediante el incremento del gasto y la inversión pública en 
proyectos de gran escala como sucedió en México, Brasil y Argentina (Stallings, 1994; 
Bizberg y Théret, 2014, y Bizberg y Alba, 2004). Pero una vez que Estados Unidos 
decidió desconocer el pacto de Bretton Woods
165
 (casi 30 años después de haberlo 
liderado) el desconcierto se apoderó de la mayoría de los países allí firmantes, que se 
encontraban en su órbita de influencia. Bajo estas nuevas circunstancias el sistema 
monetario internacional, y, por tanto, el comercio, se vio alterado y, como ya hemos 
comentado, la crisis petrolera desencadenada dos años después agravó aún más el 
comportamiento económico de las principales economías capitalistas. 
Inicialmente la región parecía vivir uno de sus mejores momentos económicos dado que 
el incremento del precio del petróleo beneficiaba a países productores como Venezuela, 
México, Ecuador y Colombia. Los demás, aunque de un lado, aumentaron sus gastos 
por la importación del mismo, de otro lado, se encontraron frente a una gran cantidad de 
petrodólares con bajos intereses que inundaron el mundo occidental. Igualmente, otras 
materias primas como el cobre, el café o el cacao también señalaban un aumento en sus 
precios.  
De esta forma, la afluencia de fondos por el incremento del valor de las exportaciones o 
por el inusitado incremento de créditos, en gran porcentaje con bancos privados para 
                                                             
165 El 15 de agosto de 1971 Richard Nixon en forma unilateral anunció —en medio de la ya indiscutible 
crisis económica de Estados Unidos, generada por los problemas de alta competencia, sobreproducción 
mundial y de altos niveles de capacidad subutilizada, la cual se vio profundizada por los altos costos de 
la guerra de Vietnam— la inconvertibilidad del dólar en oro con lo cual se iniciaba la era del papel 
moneda o del dinero fiduciario y las tasas de cambio flexibles que habrían paso a las finanzas y con ello 
la especulación y la creciente concentración de la riqueza, reiniciada desde entonces.     
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evadir los requerimientos impuestos por los organismos de crédito multilaterales, dio la 
sensación de estar en el mejor escenario para iniciar grandes proyectos de inversión en 
infraestructura o empresas que complementaran los procesos de industrialización 
liderada por el Estado. Brasil, por ejemplo, de esta forma pudo, apalancar el boom 
inversor entre 1973 y 1978, así como el creciente déficit público que, sin embargo, 
también fueron generadores de procesos inflacionarios (Banco Mundial, 1996).  
México por su parte con dichos recursos experimentó dos etapas de auge de inversión, 
la primera entre 1971 y 1975, en gran medida presionados por las demandas sociales, 
principalmente por el movimiento estudiantil desde 1968. La segunda etapa inversora, 
se intensificó, además, por el descubrimiento de un nuevo yacimiento petrolero en 1977 
que representó un gran repunte de sus exportaciones (Banco Mundial, 1996, Bizberg y 
Alba 2004 y Bizberg y Théret 2014).  
Argentina y Chile, bajo dictaduras militares, también recibieron cuantiosos recursos 
crediticios y mostraron cierta convergencia en la evolución de sus economías. Y, 
aunque fueron los pioneros en las reformas liberalizantes en la región, el choque de los 
precios del petróleo los compelió a una mayor intervención en los sectores estratégicos 
para sus economías.   
Otro aspecto que se debe tener en cuenta es el hecho que durante esta década gran parte 
de la región estuvo en manos de las dictaduras y fueron las encargadas de llevar a cabo 
procesos de industrialización y de mayor utilización del gasto público para adelantar 
proyectos de desarrollo o simplemente de adjudicar cuantiosos recursos para aceitar el 
complejo entramado de relaciones corporativistas entre el gobiernos, empresarios y 
sindicatos que habían adherido al régimen gobernante. Esta es una de las críticas que se 
le hacen al estado fordista benefactor: su rasgo excluyente que solo benefició a ciertos 
sectores sociales que lograron entrar en coalición con el campo del poder político y 
económico (Castel, 1995).  
Son varios los autores
166
 que han coincidido en sostener que en el ascenso de los 
regímenes militares en el Cono Sur, los sectores más reaccionarios de la derecha fueron 
                                                             
166 Entre ellos están Stallings (op cit), O´Donnell (op cit) y Bizberg (op cit). 
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sus principales artífices y beneficiarios. De una parte, les sirvió para recuperar poder y 
sostener patrimonios y tasas de ganancia que vieron amenazados y, de otra, para 
recomponer los mecanismos políticos, económicos y sociales para sostener el statu quo 
que permitía el incremento de los beneficios del capital o por lo menos recuperarlo, y 
consolidar el poder y prestigio adquirido aunque éste se hubiera dado en medio de la 
concentración de la riqueza y el incremento de las desigualdades sociales.     
Si tenemos en cuenta que fue durante esas décadas de fines del setenta y gran parte de 
los ochenta cuando las finanzas empezaron a dominar el campo de la política y la 
economía, bajo la tutela del pensamiento neoliberal, es que se entiende que muchas de 
estas burguesías se lanzaron a la rápida obtención de ganancias que les ofrecía el sector 
financiero especulativo O’Donnell (1981).  
Este autor sostiene también que esta misma clase, que anteriormente se había mostrado 
incapaz para satisfacer las demandas sociales a menos que fueran las propias, vieron en 
los regímenes militares la oportunidad para mostrarse ante ellos como los portadores de 
soluciones sociales, políticas y económicas no solo de sus países sino de la totalidad de 
la región a través de la implantación de modelos de la más pura ortodoxia económica, 
de mayores inversiones y tasas de ganancia para salir avante de una situación caótica a 
la que, según su apreciación, la habían conducido aquellos que habían sido los 
portadores del Estado Bienestar.  
Igualmente, sostenían que las cuestionadas políticas de corte keynesiano y cepalino 
habían servido para que los movimientos sindicales y las clases populares adquirieran 
mayor poder y protagonismo en las políticas sociales y económicas que atentaban, a su 
vez, contra la tasa de ganancia y la acumulación capitalista. Esta amenaza de luchas por 
nuevas reivindicaciones por tanto se había acrecentado hasta convertirse en foco de 
subversión que poco a poco iba minando también el orden institucional hasta entonces 
establecido.   
De esta manera  
Lo que el Estado [en poder de los militarse] vio fue un desafío a su poder [y a] las 
clases dirigentes del país. La manera de responder a esa afrenta fue la guerra, que se 
178 
 
hizo en gran parte con instrumentos jurídicos, muchos de los cuales violaron la propia 
legalidad del Estado (Magistrado Pinilla en El Espectador, 25 nov, 2014 a propósito del 
lanzamiento de su libro “El Estado ilegal”).  
Por tanto, 
El objetivo fue, en el caso de las dictaduras de las décadas de 1960 y 1970, erradicar 
cualquier proyecto político que poseyera al Estado como objeto, poniéndolo 
indefinidamente en excepción, digamos: en un "estado de sitio" permanente. O "Estado 
de excepción" (Victoriano, 2010, p. 191).  
Las consecuencias sociales y políticas han sido ampliamente denunciadas y 
documentadas donde se demuestra que tratando de “borrar del mapa” cualquier intento 
de modificación del orden impuesto, se violaron los más elementales derechos humanos 
incluso la vida misma.  
América Latina terminaba la década en medio de la profundización de la crisis 
económica y política, asimismo del descenso de la tasa de ganancia de los principales 
países capitalistas con severas repercusiones en la región. Al inicio de la misma el 
aumento de los precios de los bienes primarios y del petróleo, significaron mayores 
recursos para los productores de la región. Igualmente, los petrodólares ingresaron sin 
mayores dificultades por lo que se incrementó la deuda externa y con el incremento de 
las tasas de interés a finales del setenta dio paso a la “década perdida” del ochenta.      
5.- COLOMBIA SIGUE “LA LÍNEA”  
La situación cambiante en materia política y económica (dado el declive económico y 
de la tasa de ganancia) a nivel mundial
167
, agravada por la incertidumbre generada por 
                                                             
167 Hasta mediados de los años sesenta los acuerdos de Bretton Woods, a pesar de los ataques de 
Hayeck y sus seguidores, parecían funcionar eficientemente garantizando tanto la reconstrucción 
europea como una mayor interrelación entre los países que los habían acogido. Los dispositivos del FMI 
permitieron satisfacer los requerimientos de estabilidad dado el tipo de cambio fijo prevaleciente entre 
las diferentes monedas entre ellas el dólar. Sin embargo, serias dificultades empiezan a evidenciarse 
desde fines de esta década y en 1972 se presenta un hecho verdaderamente catastrófico: la entonces 
Unión Soviética y otros países sufrieron una dramática caída en la producción de alimentos por causas 
climáticas  que se reflejó en una fuerte reducción de las reservas alimentarias empujando al mundo a 
una presión inflacionaria. Lo anterior, sumado al deterioro económico y de la tasa de ganancia que ya 
mostraba la economía estadounidense desde mediados del sesenta, a la guerra de Vietnam y a la crisis 
de los precios de petróleo de 1973 y 1974 arrastraron a la economía mundial a la fuerte recesión de 
inicios del setenta que se extendió hasta mediados de esa década.  
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el desconocimiento de pactos establecidos previamente, fueron interiorizados 
rápidamente por las elites colombianas con consecuencias también en nuestro medio en 
estos mismos niveles. El llamado agotamiento del modo de producción fordista”, del 
modelo de crecimiento de industrialización por sustitución de importaciones, ISI, y los 
esbozos de lo que posteriormente señalarían el giro hacia el neoliberalismo, donde el 
sector financiero comenzaba a mostrarse como el gran beneficiado, fueron los 
principales cambios en el campo económico. En el nivel social, la del setenta también 
fue una década marcada por el conflicto laboral (grafico 8) y el advenimiento de nuevos 
y variados movimientos sociales que poco a poco fueron desplazando el protagonismo 
sindical en el conjunto de las protestas ciudadanas (grafico 5).  
En la arena política era más incierto el panorama. Aunque se conservaba cierta 
milimetría en la adjudicación de los principales cargos de decisión y burocráticos en el 
manejo del Estado, desde los sesenta ya se presentaban fisuras en los partidos que  
suscribieron el Frente Nacional y por tanto muy pronto las elites domesticas empezaron 
a desconocer los pactos políticos firmados en 1957. Igual que lo sucedido a nivel 
internacional con los acuerdos de Bretton Woods, a nivel nacional las elites del campo 
del poder tampoco parecían haber cimentado plenamente los acuerdos institucionales 
necesarios para consolidar sus posiciones que condujeran a la completa superación de 
los conflictos tanto dentro de ellas mismas como con los demás sectores sociales 
conservando el germen de los problemas de violencia y orden público que golpeaban, 
han estado golpeando al país y que aún hoy continúan sin resolverse.  
Se deduce entonces que los pactos acordados en el publicitado y costoso plebiscito de 
1957 (Ayala, 2011), para atenuar la violencia partidista y retomar el poder, que 
temporalmente habían dejado en manos de los militares (Rojas Pinilla primero y luego 
la junta militar), no quedaron suficientemente ilustrados e interiorizados por sus 
firmantes o que simplemente siguió predominando la norma heredada desde época de la 
                                                                                                                                                                                  
Estos acontecimientos llevaron a los países industrializados a tomar medidas para sortear la crisis de 
estancamiento económico e inflación. Por ejemplo Estados Unidos en forma unilateral desconoció los 
pactos de Bretton Woods, entre ellos la paridad oro-dólar y el orden económico internacional instituido 
en la II posguerra comenzó a sentir sus efectos.           
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conquista del “se obedece, pero no se cumple” (Hartlyn, 1993)
168
. Este criterio es 
compartido por Revéiz (1997), para quien a pesar de que se creó uno de los “más 
complejos y sofisticados órdenes jurídicos”, este fue continuamente ignorado y 
vulnerado por lo que “en ninguna sociedad existió una brecha tan grande entre la norma 
[acordada] y su aplicación” (Revéiz, 1997, pp. 15-17).  
Hartlyn también es partidario de esta apreciación sosteniendo que luego de su adopción, 
“El régimen político del Frente Nacional manejó los puntos conflictivos [en el orden 
político] mediante el empleo de procesos y mecanismos en general no previstos en el 
pacto mismo y que no fueron consagrados por escrito” (Hartlyn, 1993, p. 122). Es decir, 
la insuficiente ilustración, el deliberado desconocimiento y por tanto el incumplimiento 
de compromisos adquiridos, condujo rápidamente a su deslegitimación por lo que 
algunas voces de las elites de los dos partidos, se sintieron justificados para manifestarlo 
abiertamente en forma reiterada
169
.  
Lo anterior ha contribuido para que el Estado colombiano haya continuado sin cimentar 
la estructura institucional que garantice el monopolio de la fuerza (como reclamaban 
Weber, Durkheim y Bourdieu), ni la territorialidad y la tributación (Tilly, Théret, 
Anderson) suficientes para lograr su consolidación así como la requerida conexión entre 
el adecuado modelo de acumulación que garantice excedentes que procuren también su 
propia supervivencia y la necesaria legitimidad entre las elites y los demás sectores 
sociales.   
Las grandes transformaciones experimentadas en esta década deberían haber abierto la 
posibilidad de abrir posibilidades para la concertación de nuevas reglas que fueran más 
inclusivas políticamente, que los partidos entendieran dichas evoluciones para construir 
acuerdos institucionales que facilitaran la construcción de un modelo de acumulación 
más equitativo, la construcción de sistemas que permitieran la organización y expresión 
de los nuevos grupos sociales que emergieron como fruto de la urbanización que, a la 
                                                             
168 Hartlyn (1993), sostiene que, de una parte, efectivamente hubo fuertes resistencias políticas y de 
algunos sectores tanto en la redacción del plebiscito como en el proceso de aprobación. De otra, desde 
el establecimiento mismo del Frente Nacional ya había voces disidentes en su proclamación. 
Acordémonos que al poco tiempo de su implementación Alfonso López Michelsen ya anunciaba su 
deseo de ser candidato presidencial al margen de dicho mecanismo de alternación política bipartidista.  
169 Como fue el caso de López Michelsen. Para ampliar esta referencia, ver capítulo de antecedentes.   
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vez que ofrecía la fuerza de trabajo al sector industrial, también demandaba mayores 
demandas por servicios sociales, de seguridad social y participación política.  
Sin embargo, las elites cuya mayor preocupación fue la obtener las máximas ganancias 
que les permitiera incrementar su poder político y económico para controlar el Estado, 
no permitieron dicha apertura política, social y económica. Al contrario la respuesta 
ante las mayores demandas fue la utilización de la fuerza y la violencia la cual se volvió 
recurrente como mecanismo de respuesta a las mismas. El estado de sitio o los estados 
de excepción se convirtieron en norma de gobernabilidad, pero esta misma violencia 
también fue interiorizada por ciertos grupos que también vieron en ella, la insurgencia, 
la única salida para enfrentar el orden inequitativo y excluyente establecido. La 
violencia genera más violencia ha rezado el adagio popular y a sido refrendado por la 
historia de la humanidad.          
En el desarrollo del Estado colombiano se configuraron dos aspectos para lograr el 
control estatal. De una parte, han sido evidentes las diversas confrontaciones entre las 
elites por asegurarse su control lo cual se ha reflejado en la historia de violencia que ha 
azotado al país; pero, de otra parte, las alianzas entre diferentes bloques también han 
sido manifiestas en procura del poder. La historia nacional nos ha revelado igualmente 
que cuando las elites, en disputa o en alianzas, han visto en peligro el control estatal que 
han ejercido, por parte de terceros que amenacen el statu quo prevaleciente que les ha 
permitido grandes beneficios económicos, políticos y sociales, tampoco han dudado en 
crear verdaderos círculos protectores para conservarlo.  
Son muy dicientes las afirmaciones que en esta década hacía Indalecio Liévano Aguirre 
como vocero de un sector disidente del liberalismo, describiendo la forma como las 
divergencias ideológicas se dejaban de lado cuando el sistema era amenazado por 
caudillos como Jorge Eliecer Gaitán a finales del cuarenta o algún movimiento, como la 
Anapo
170
 en los setenta que llegaron a poner en peligro su posición y privilegios. En 
estas circunstancias, decía  
                                                             
170Alianza Nacional Popular, movimiento político creado por Gustavo Rojas Pinilla, como alternativa al 
Frente Nacional.  
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esos mismos jefes, (que habían agudizado conflictos y derramamientos de sangre), 
sostenía, se abrazaban como si nada hubiera ocurrido y corren a formar esas coaliciones 
políticas que en la terminología nacional suelen denominarse unión republicana, unión 
nacional o Frente Nacional171 cuyo exclusivo objeto es formar un frente común de los 
de arriba -del clan liberal y el clan conservador de la oligarquía-, para taponar la brecha 
que ha dejado aflorar a la superficie la inconformidad democrática de los desheredados” 
(LNP, N° 104, 1964, p. 38)
172
.  
Sin duda estas prácticas se han mantenido a través de la historia nacional y fue un rasgo 
característico de la década del setenta.  
De otra parte, los gremios económicos que habían participado activamente tanto en la 
caída de Rojas Pinilla como en el establecimiento del acuerdo bipartidista lograron en 
medio de este panorama, un tanto ambiguo,
173
 importantes concesiones políticas y 
económicas. A sus principales miembros se les nombró ministros o en altos cargos 
gubernamentales, o en otros organismos de decisiones económicas desde donde 
favorecían a sus afiliados (en la sustentación de adecuadas rentabilidades para sus 
inversiones), muchas veces en detrimento de los sectores laborales (con la disminución 
de sus salarios en términos reales) e inclusive del mismo Estado (que veía disminuir su 
participación en los frutos de la riqueza). Los industriales reclamaban con más fuerza la 
implementación de políticas públicas, que condujeran tanto a incrementar sus ingresos y 
disminuir sus costos a través de reformas monetarias, tributarias y laborales que les 
permitiera maximizar sus ganancias. La exclusión fue otra de las características del 
régimen establecido donde los principales damnificados fueron tanto las organizaciones 
obreras como los grupos sociales que no contaban con órganos de representación.   
En esta década también se configuraba el tipo de sociedad que se había establecido y las 
relaciones sociales tejidas entre los diferentes agentes políticos, económicos y sociales. 
                                                             
171Bloque político hegemónico conformado por los dos partidos tradicionales, Liberal y Conservador 
para repartirse milimétricamente las cuotas burocráticas y poder de decisión con el fin de conservar el 
poder, excluyendo a los demás sectores políticos y sociales. El MRL, surgió como una fuerza disidente 
del liberalismo y de dicho bloque. 
172 Liévano Aguirre, entrevista concedida a La nueva Prensa.  
173 Ambiguo porque de un lado, parecía un mecanismo sólido acordado por quienes antes habían 
participado en la confrontación fratricida y partidista que condujo al país a la violencia, pero, por otra 




Algunos hablan de una sociedad propia de un régimen corporativista
174
, refiriéndose con 
ello a una sociedad donde empresarios, gremios, inclusive sindicatos y demás entidades 
representativas cumplen funciones que deberían ser asumidas por el Estado, por lo que 
dejan de ser simplemente voceras de sus afiliados para también ejecutar actividades 
propias de los agentes estatales. Cada sector presionaba por sus intereses: los 
empresarios por condiciones que les permita mayores ganancias empresariales, los 
gremios por mayor representatividad y poder político, y los sindicatos mayor 
participación en la distribución de los frutos de la riqueza 
Otros buscan en el consociacionalismo el modelo teórico-político para interpretar el 
régimen sociopolítico y económico establecido en el país. Este enfoque teórico sostiene 
que los conflictos se han resuelto a través de la cooperación integral entre las élites más 
representativas, donde dicha cooperación no es más que la formación de una gran 
coalición gobernante entre los representantes de estos grupos [segmentos] buscando 
mayor rentabilidad económica, y mayor poder en las grandes decisiones del Estado. 
Estos llegan, inclusive, a imponer restricciones o vetos entre ellos mismos y contra 
terceros; también establecen proporcionalidad en la distribución de los cargos 
burocráticos y del gasto público entre los “cooperantes” (Frente Nacional) y son 
cuidadosos en defender la autonomía de los mismos en el manejo de sus asuntos 
internos
175
.   
En cuanto al análisis del tipo de Estado y sociedad que han regulado las relaciones 
sociales entre los diferentes sectores se encuentra también, según Revéiz (1997) con el 
                                                             
174 Donde el   
corporativismo puede definirse como un sistema de representación de intereses donde la 
unidad constituyente está organizada en un singular limitado número de  obligaciones, no 
competitivas, jerárquicamente ordenadas y funcionalmente de diferenciadas categorías, 
reconocido o certificados (si no creados) por el Estado y concediéndole un monopolio de 
deliberada representación dentro de sus respectivas categorías a cambio de observar ciertos  
controles de su selección de líderes y la articulación de la demanda y apoyo (Schmitter   citado 
por Saether, 1999). 
175 Con este modelo teórico utilizado por el politólogo estadounidense-holandés Arend Lijphart para 
describir el sistema político de Holanda y los Países Bajos, Hartlyn quiere demostrar que en Colombia 
efectivamente las elites más representativas pusieron en práctica el consociacionalismo que, aunque 
excluyente y autoritario,  sirvió para conciliar intereses y lograr consensos entre las mismas que, a su 
vez, condujo a la creación del Frente Nacional y, según él, a que el país tuviera un desarrollo económico 
moderado pero sostenido evitando los sobresaltos que vivieron nuestros países vecinos.     
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modelo de sociedad cooptada, no cooptada e ilegal, estableciendo que dichas relaciones 
se han llevado a cabo básicamente a través de contratos entre los tres tipos de sociedad y 
al interior de las mismas. Este modelo concibe entonces al Estado como un sistema de 
contratación (mesocontratos) y “es el núcleo central para entender la dinámica 
económica y política” (Revéiz, 1997, pp. 45-47) del país. También los requerimientos 
sociales, políticos y económicos están presentes en el tipo de sociedad establecidos en 
este modelo. 
Bajo esta estructura social las elites han aprovechado la fragilidad del Estado para 
fortalecer el posicionamiento relativo de los gremios-regiones-sectores participantes en 
el mercado a través de relaciones contractuales entre ellas para ejercer el control de 
sectores, mercados o instituciones del Estado. Estos objetivos se logran financiando 
campañas y controlando los medios de comunicación. Aunque este autor sostiene que 
esto era típico del país solo antes de la apertura y la constitución de 1991, es evidente 
que estas estrategias se perfeccionaron después de estos dos eventos que 
indudablemente significaron cambios estructurales en diferentes órdenes de la vida 
nacional.  
Estos enfoques de una u otra forma buscan explicar y, no en pocos casos, legitimar el 
tipo de sociedad y las relaciones sociales establecidas, reconociendo la exclusión de los 
sectores marginados en ellas y la utilización del Estado por parte de las elites en su 
beneficio, ya fuera con mayor representación dentro del Estado y sus decisiones; por 
ejemplo, en la obtención de la tasa de ganancia y la acumulación de riqueza. Además, 
con la implementación de trabas y vetos a nuevos actores en el mismo y, la 
conformación de coaliciones entre grupos económicos, dirigentes políticos y las altas 
burocracias estatales han buscado mantener su control. 
Para la década del sesenta e inicios del setenta, por ejemplo, el sector industrial estaba 
bastante consolidado económica y políticamente (Sáenz Rovenz, 2002) por lo que ya 
influía en igualdad de condiciones con los tradicionales terratenientes y ganaderos, así 
como con la poderosa organización cafetera en las grandes decisiones del país 
(Caballero, 2011). Por tanto, mientras el capital se robustecía y, mediante la 
organización de sus respectivas agremiaciones, lograba las mejores condiciones para el 
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excedente y la acumulación, el trabajo tanto rural como urbano propendía por  
reivindicaciones salariales y de supervivencia, aunque no siempre con éxito.  
Por parte de los grupos subalternos se observó un descenso en los movimientos sociales 
desde la década del setenta hasta la primera fase de la apertura económica, 1995 
(gráfico 5), a excepción de los años de 1973 a 1975, cuando el movimiento social, 
básicamente el sindical por entonces, logró una movilización record de 
aproximadamente 800 manifestaciones (Archila, 2008, p. 3), la mayor en el siglo XX.  























Fuente. Cálculos con base DANE-Cuentas Nacionales. 
A su vez dicho comportamiento social, en baja, coincide con una tendencia decreciente 
de la tasa de ganancia, hasta 1983, seguida de una recuperación hasta 1990, cuando 
reinicia un largo declive que coincide con la primera fase de la apertura económica, 
Fuente. Archila, M. (2008). Totalidad movimientos sociales. 
• ↑violencia (MAS, UP) 
• Decaimiento organizaciones 
sindicales  
• Divisionismo y lucha por el poder 
en centrales  
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sociales  
• Estado de sitio  
• ↓w/p  
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vida, servicios públicos y 
movimientos estudiantiles  
(Archila , 2003 y 2008) 
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hasta llegar a 1999, cuando el PIB nacional cayó al -4.2 (grafico 9) y la tasa de 
ganancia, también nacional, cayó aproximadamente al 13 % (gráfico 6).  
A partir del nuevo milenio se evidencia una recuperación de esta variable que coincide 
con un tímido repunte de los movimientos sociales. Es decir, tampoco se evidencia una 
presión de las fuerzas sindicales en el comportamiento decreciente de la rentabilidad de 
las empresas. 
La segunda etapa ascendente del ingreso salarial se dio en la primera fase de la apertura, 
hasta el inicio del llamado “guayabo aperturista”, en 1997, a partir del cual los 
indicadores económicos y sociales sufren fuertes tensiones y deterioro en su evolución, 
como se ve en los gráficos referenciados. En general durante el periodo se observó que 
el capital tenía una mayor participación oscilando entre el 57 % y 64 % en el PIB, 
incluyéndole todo el ingreso mixto, mientras que el trabajo solo participa entre el 32 % 
y 38 % (gráfico 7). 
Gráfico 7 Distribución entre el Trabajo y el Capital, 1970-2004 
Fuente. Cálculos con base DANE-Cuentas Nacionales.  El eje primario corresponde a la participación de los ingresos 
al capital en el PIB, y el eje secundario a la participación de los salarios.  
Lo recurrente en el periodo es la inexistencia de la relación inversa entre el 
comportamiento de la tasa de ganancia y la protesta social, básicamente la sindical, en el 
país, por lo que tampoco es plausible concluir que el factor trabajo haya obstaculizado 
al capital en su búsqueda de una mayor tasa de ganancia (gráfico 5 y 6). Igualmente, las 
protestas sociales y sindicales han tenido un comportamiento más reactivo en contra de 
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las medidas de carácter económico y social por parte del Estado o del desconocimiento 
de los empresarios de los logros laborales obtenidos a través del tiempo por los 
trabajadores. 
5.1.- Los gremios y grupos económicos 
Diferentes acciones conducentes del capital -los empresarios-, a la a la generación de 
excedentes, la maximización de beneficios y la acumulación, han estado presentes en las 
diferentes decisiones organizacionales y administrativas que a su vez, se reflejan en los 
resultados financieros y en su deseo de conformarse como fuertes grupos de presión que 
les permita influir en las grandes decisiones del Estado y dentro del él. Por ello, debe 
tenerse en cuenta, la forma como el capital ya sea en forma asociada, a través de los 
gremios o mediante la conformación de conglomerados han acudido a acciones 
extraeconómicas para conseguir las máximas ganancias para sus inversiones.  
5.1.1 Los gremios económicos 
Desde los cuarenta hasta la década del setenta con el crecimiento industrial y la 
aparición de nuevas actividades relacionadas, van surgiendo en el país las 
agremiaciones de industriales, comerciantes banqueros, ganaderos y otras 
organizaciones que entran en la escena económica y política a competir con las ya 
establecidas Federación Nacional de Cafeteros, Federacafe, y la Sociedad de 
Agricultores de Colombia, Sac, que en su constitución como gremios no presentan 
limitaciones en cuanto al número de asociados y pagan cuotas de afiliación de acuerdo 
al monto de sus utilidades, los cual se reflejan también, en la proporción de beneficios 
obtenidos por la agrupación (Palomar, 1986).  
Quizá la principal característica de los gremios económicos es la integración horizontal 
utilizada como mecanismo de expansión y control del sector económico dentro del cual 
actúan. 
Con la constitución de estos gremios, se ha buscado llevar la vocería de los empresarios 
de un sector económico, tanto por las vías de “concertación” en aspectos esencialmente 
económicos, como a través de mecanismos de presión política, promoviendo a su vez, 
188 
 
los intereses de sus afiliados mediando sobre los campos del poder político y la opinión 
pública, tratando de relacionar sus propios intereses con los de la nación. Es una 
combinación de acciones económicas y extraeconómicas con estos objetivos. De esta 
forma como agremiaciones que consolida poder político pueden influir para que el 
Estado establezca políticas públicas que garanticen una tasa de ganancia adecuada y 
protegida tanto de competidores extranjeros como domésticos. Se crearon de esta forma 
verederos círculos de poder político y económico centrados en pocas familias.  
Por ello, por ejemplo, a partir de 1944 los industriales antioqueños, inicialmente y, 
luego con la inclusión de industriales de Bogotá, Cali y Atlántico y Manizales, ven la 
ocasión de crear una organización que les permitiera alcanzarlos. De esta forma crearon 
la asociación nacional de industriales, Andi, con cobertura nacional en regiones donde 
el sector ya había logrado asentarse de acuerdo al tamaño de cada mercado. Sin 
embargo, las grandes decisiones seguían centralizadas en gran medida en Medellín 
(Sáenz Rovner, 2002). Este mismo autor sostiene que, durante los años comprendidos 
entre 1947 y 1949 lograron tasas de ganancia entre 178%, 289% y 360% en cada uno de 
estos años, por lo que el crecimiento de afiliados y de poder creció en forma 
significativa; lo que llevó a un autor a sostener que en general 
los gremios desplazaron al Congreso como foro de deliberación sobre los problemas 
nacionales y su influencia fue creciente [...] surgieron no solo de los grandes capitales 
que controlaban, sino de la capacidad administrativa y la información que poseían sobre 
la realidad económica del país (Galán 1981, citado Urrutia, 1983)   
Para la década de los setenta, la asociación ya había ganado fuerte presencia y 
representación en las esferas públicas y privadas, por lo cual presionó en diferentes 
campos para que sus demandas en el campo político
176
 y económico -políticas 
monetarias, crediticias y fiscales- se resolvieran a su favor. Sáenz Rovner (2002 y 2007) 
nos ofrece voluminosa y valiosa documentación al respecto. Este tipo de acciones los 
colocaba en ventaja en la competencia por mayores tasas de ganancia frente a los demás 
competidores, que no tenían la misma capacidad de negociación y lobby en las 
diferentes instancias del Estado. 
                                                             
176 Formando parte de los gobiernos. 
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Esta agremiación, igual que la Federación Nacional de Cafeteros, -también las demás, 
pero sin el peso de estas dos- creó fuertes lazos políticos y económicos con los 
diferentes gobiernos, lo cual permitió que, diferentes políticas públicas los beneficiara 
directamente y en diferentes actividades. La creación de los gremios permitió a sus 
asociados convertirse en fuerza de presión imprescindible para expresar sus demandas 
comunes en la sostenibilidad de sus actividades, ya fuera mediante el proteccionismo, 
los aranceles o los créditos ordinarios o subsidiados, que les proporcionara las ganancias 
que les permitiera, tanto la acumulación económica, como mayor representación y 
participación en las grandes decisiones del Estado.  
Las relaciones entre los gobiernos y los gremios, de esta manera, estuvieron mediadas 
por comportamientos típicamente clientelistas, donde ambos agentes se beneficiaban 
uno a otro. Los gobiernos de turno recibían el apoyo o rechazo de los gremios en 
momentos decisivos (apoyo al ascenso en 1953 y posteriormente a la caída de Rojas 
Pinilla en 1957, silencio o respaldo en el eventual fraude al mismo general en 1970, o su 
enfrentamiento con Samper a mediados del noventa) lo que les permitía, renovar 
compromisos previamente adquiridos o reclamar por nuevos. Durante la fase de ISI, de 
los cuarenta a los sesenta del siglo XX, la fuerza de los gremios, especialmente  
la prepotencia de la Andi en el movimiento antirrojista refleja el poder que detentaban 
los gremios colombianos en los cuarenta, cincuenta y sesenta […], la formación de 
asociaciones gremiales reflejó [también] un esfuerzo por cosechar y canalizar los 
beneficios dispuestos por el Estado a las empresas (Rettberg, 2003, p. 26).    
Estas acciones, a la larga, profundizaron la concentración de actividades y capitales 
dando origen a grandes firmas oligopólicas y monopólicas que posteriormente se 
convertirían en fuertes grupos económicos que se consolidaron con el proceso de 
apertura. En este proceso, el crecimiento de las actividades bancarias y financieras 
abrieron el espacio para que este gremio se fuera convirtiendo en una fuerza que le 
permitiría más adelante mezclarse con las actividades productivas, ya caracterizadas por 
la conformación de oligopolios y monopolios básicamente en bienes de consumo y 
servicios bancarios, para dar origen al capital financiero en la forma como lo había 
sustentado Lenin.   
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5.1.2 Los grupos económicos  
La característica principal de los grupos económicos es el complejo sistema de 
integración vertical que han desarrollado en su proceso de consolidación económica y 
política. A través de este tipo de integración han adquirido firmas de diferentes 
actividades con el fin de disminuir costos con los proveedores o con los clientes. Se 
hacen “propietarios” de los componentes de la cadena productiva dentro de la cual 
operan. 
Su posición económica y músculo financiero también les ha permitido desplegar toda 
una estrategia de integración horizontal la cual es llevada a cabo mediante procesos de 
adquisición o fusión de empresas competidoras para de esta manera tener un mayor 
poder de mercado en el sector económico dentro del cual operan. Adquieren empresas 
productoras independientes para luego centrar la fabricación de bienes o la prestación de 
servicios en pocas pero grandes empresas también para reducir costos pero ante todo 
para actuar como monopolistas u oligopolistas y tener poder de mercado para fijar 
precios y de esta manera obtener tasas de ganancias extraordinarias que les permite 
obtener, también, mayor poder económico y político.    
Además a diferencia de los gremios, la mayoría de los grupos económicos nacionales 
son organizaciones de tipo familiar (Santo Domingo, Luis Carlos Sarmiento Angulo, El 
Tiempo) o conglomerados de grandes empresas como el Sindicato Antioqueño, también 
conocido como Grupo Empresarial Antioqueño, GEA; los cuales compiten por 
excedentes económicos que promuevan mayor acumulación y poder de injerencia en las 
grandes esferas del Estado.  
Otra diferencia visible con las empresas asociadas en los gremios, es que al mando de 
estos grupos no se encuentra el típico empresario que dirige y organiza el proceso 
productivo y administrativo, sino que se convierte en un “superempresario” que 
representa al capital-propiedad, mientras que el capital-función se delega en personas 
que no necesariamente son capitalistas financieros, pero son altos ejecutivos (los que 
posteriormente se conocerían como CEO) que participan de los excedentes (ganancias) 
por medio de sueldos exagerados, sustanciosos beneficios extralegales y ocasionalmente 
con acciones (Silva, et al., 2013), con altos impactos tanto en la forma de obtener tasas 
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de ganancia, como en la distribución de los ingresos (Piketty, 2014) dentro de las 
empresas de estos grupos o conglomerados. 
La consolidación de estos grupos ha estado acompañada, o mejor protegida, de la 
formación de un tipo de capitalismo de “compadrazgo” donde la cabeza del grupo 
utiliza de manera deliberada y en beneficio propio las relaciones intrafamiliares o con 
altos miembros del gobierno mediante una fuerte y temprana intervención estatal, dado 
que se requiere el poder coercitivo para facilitar la acción de monopolistas contra los 
demás competidores, mediante la intervención en la relación salarial en la detención en 
las demandas laborales (Silva, et al., op cit). Esta es una de las características que se le 
atribuye y critica al Estado de bienestar: en el empeño de garantizar y mantener la tasa 
de ganancia que asegurara la acumulación, los cuales solo podían ser alcanzados por los 
gremios y grupos económicos mediante la decidida intervención estatal.     
Si tenemos en cuenta los planteamientos de Revéiz, entonces, los mesocontratos entre 
los gremios económicos primero (los grupos económicos posteriormente) y la 
burocracia estatal fue el vehículo mediante el cual los primeros lograron crear las bases 





. Igualmente fueron utilizados en la concesión y condiciones de créditos. 
                                                             
177 Según Hirchman los mismos industriales se habrían opuesto a la creación de nuevas industrias que 
compitieran con las ya existentes. 
 
A menudo, el industrial que hasta ahora ha trabajado con materiales importados estará en 
contra del establecimiento de industrias nacionales que los produzcan. Primero, teme, a veces 
por muy buenas razones, que el producto nacional no será tan de buena calidad y tan uniforme 
como el importado. Segundo, piensa que podría tener que depender de un solo oferente 
nacional cuando antes podía comprar en muchas partes del mundo. Tercero, le preocupa que la 
competencia nacional se haga más fuerte una vez que se produzcan los ingredientes básicos 
dentro del país. Finalmente, su localización puede ser errónea una vez alterada la fuente de 
abastecimiento de los materiales que utiliza. 
Por todas estas razones, los intereses de las industrias transformadoras, de acabado y 
mezcladoras, se oponen a veces a que los productos que transforman, terminan o mezclan se 
produzcan en el interior del país. Es necesario un choque violento —que generalmente surge 
como consecuencia de disturbios de balanza de pagos o inflacionarios— para que estas 
industrias dejen de defender su status quo (Hirschman, 1961, p. 123 y 124). 
178 Aranceles, control de importaciones, devaluaciones fueron mecanismos recurrentemente utilizados 
para este objetivo.   
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En los momentos de crisis o de baja rentabilidad lograban socializar sus pérdidas 
mientras que en las épocas de bonanza privatizaban sus beneficios
179
.  
Con este tipo de relación Estado-grupos y gremios económicos se sentaron las bases de 
un capitalismo político donde no hay incertidumbre ni riesgo por lo que la innovación y 
la competitividad empresarial se adormece y se crea una mentalidad temerosa, rentista y 
adversa al riesgo que, sin la tutela estatal, se convierten en presa fácil de la competencia 
internacional. Esto sin desconocer que en sus inicios esta actividad productiva como 
generadora de riqueza y empleo, y como se hizo en los países industrializados en su 
momento, deben ser protegidas y fomentadas hasta lograr cierto nivel de madurez (List, 
1955).  
Desafortunadamente esta política, a nuestro juicio, bien intencionada en un primer 
momento, condujo a las ineficiencias anteriormente anotadas, así como a la captación de 
los mayores frutos de la producción con el mínimo esfuerzo de un sector del que era 
juez y parte en el establecimiento de las reglas de juego en el proceso productivo. No 
hay seguridad que esta situación haya cambiado después de la apertura y la constitución 
de 1991, como lo sostiene Revéiz, al transitarse del capitalismo político al capitalismo 
competitivo que este autor defiende. Si nos atenemos al régimen político corporativista 
la situación tiende a comportarse de forma similar.  
5.2.- La organización sindical 
Hemos notado que las visiones neoricardianas y de algunos neomarxistas de una 
relación inversa entre tasa de ganancia y los salarios, aún no es muy clara en el país 
(gráficos 5 y 6), dado que la caída de este indicador de la rentabilidad del capital estuvo 
acompañada de la baja presión de las organizaciones sociales en procura de sus 
reivindicaciones. Lo anterior como consecuencia, en gran medida, del marginamiento a 
que fueron sometidas en los diferentes acuerdos sociopolíticos y económicos (políticas 
monetarias, crediticias o laborales, por mencionar algunos), con la sola excepción en el 
                                                             
179 “La bonanza cafetera es para los cafeteros” sentenció López Michelsen en 1976; frase que fácilmente 
se pudo trasladar a los demás sectores económicos.   
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no muy exitoso llamado a la concertación entre gobierno, empresarios y trabajadores 
hecha por López Michelsen en 1974.  
Dicho marginamiento ha sido la constante. Por ejemplo, las primeras centrales obreras, 
la Confederación de Trabajadores de Colombia, CTC, fundada en 1938
180
 y la UTC en 
1948
181
, nacieron bajo la tutela de gobiernos liberales y conservadores, respetivamente, 
por lo que sus directivos las condujeron de acuerdo con los lineamientos presidenciales 
de turno a cuya afiliación partidista pertenecían. Cuando dirigentes de la CTC, algunos 
de tendencia comunista, se apartaron de estas orientaciones fueron expulsados de la 
misma como ocurrió en 1950 y 1960. La  Central Comunista, la Confederación Sindical 
de Trabajadores de Colombia, CSTC, fundad en 1964, debió esperar un buen tiempo 
para ser legalizada. Tanto en el modelo consociacionalista, como en el contractualista 
(cooptación) o el corporativista, el movimiento sindical, que estaba cooptado por los 
partidos tradicionales, tuvo una participación muy marginal, por esta razón poco o nada 
pudieron hacer frente a las diferentes reformas (tributarias, por ejemplo) implementadas 
en los pactos entre grupos de poder, gremios y Estado. 
Las acciones de algunos presidentes, que buscaron mejores condiciones laborales para 
los asalariados debieron hacerlas aun contra la oposición de la clase empresarial o, en su 
defecto, pactadas con ellos, pero sin mayores concesiones. Dichos arreglos se hacían sin 
mayor acción o participación de los supuestamente beneficiados. En estas circunstancias 
era muy difícil que el trabajo lograra que la balanza se inclinara a su favor en busca de 
una mayor retribución frente al capital en el reparto de los ingresos. Con las 
excepciones hechas anteriormente, la brecha en el reparto del ingreso se fue ampliando, 
(gráfico 7).  
Sin embargo, la clase trabajadora persistió en lograr una mayor representatividad y fue 
así como 1970 aparece como un año bastante agitado en materia laboral, aparte de los 
                                                             
180 El origen de la CTC, se remonta al 7 de agosto de 1936, con la creación de la Confederación Sindical 
de Colombia, CSC. Dos años más tarde con el auspicio del primer gobierno liberal de Alfonso López 
Pumarejo (1934-1938) se funda oficialmente la CTC que también cuenta entre sus afiliados a integrantes 
del Partido Comunista Colombiano, que por ese entonces apoyaba a los gobiernos liberales.     
181 La UTC nace como estrategia divisionista del sindicalismo además de la represión desatada contra 
estas organizaciones por parte del gobierno conservador de Mariano Ospina Pérez. Su intención era 
combatir las ideologías socialistas del sindicalismo para construir ambientes más armónicos entre el 
capital y el trabajo en las empresas o el Estado.     
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desórdenes ocurridos por la virtual y desconocida victoria de Rojas Pinilla en las 
elecciones del 19 de abril
182
. En ese año se presentó un total de 64 huelgas según cifras 
presentadas en el trabajo de Hartlyn, las cuales fueron facilitadas por Álvaro Delgado 
(gráfico 8) y son muy cercanas a las de Archila quien contabiliza 65. De las huelgas 
realizadas en ese año se destacaron las de Bavaria, Colpuertos y el magisterio, además 
de las bananeras en Turbo. En el orden público, la guerrilla continuaba expandiéndose y 
sus acciones eran cada vez más frecuentes a la vez que el bandolerismo parecía no dar 
tregua.  
Gráfico 8.  Huelgas de trabajadores en Colombia, 1970-2003 
Fuente. Delgado, A. hasta 1990; desde 1991 hasta 2003 Archila, et al., (2010). 
Ante esta situación de agitación laboral, el ministro de gobierno Joaquín Vallejo 
Arbeláez se sumaba a quienes sostenían, sin mayor explicación, que esta formaba parte 
de un plan internacional para derrocar “las autoridades legítimamente constituidas”. 
Pero para el liberal Enrique Pardo, los diferentes gobiernos recurrían a estas 
afirmaciones con el fin de justificar la represión utilizada en respuesta a las diferentes 
demandas sociales que justamente no se podían resolver con mecanismos de fuerza sino 
mediante cambios sustanciales en el orden económico, político y social. Estos 
planteamientos se hacían en el momento que el FMI recomendaba el congelamiento de 
los salarios y mayor devaluación del peso como estrategia para enderezar el crecimiento 
económico nacional.  
                                                             
182 Como consecuencia de este aparente fraude electoral, se originó el grupo guerrillero urbano, 
Movimiento 19 de abril, M-19.   
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5.3.- El comportamiento económico nacional en el nuevo escenario 
Esta década, en sus primeros años, aún conservaba la filosofía keynesiana que defendía 
la participación estatal en la economía como garante de los elementos regulatorios, que 
amparaban la tasa de ganancia requerida para garantizar el régimen de acumulación 
instituido; sin embargo, ya se escuchaban con más ruido las fuerzas que mostraban su 
desacuerdo con dicho modo de acumulación dentro del capitalismo.     
Colombia no escapaba a la situación cambiante en el orden internacional por lo que en 
los primeros años de la década, de buen desempeño económico mundial (gráfico 23) y 
nacional (gráfico 9) así como del auge del pensamiento keynesiano, el abogado Alfonso 
Patiño, primer ministro de Hacienda (1970-1971) de la administración Pastrana Borrero, 
siguió la tendencia regulatoria manifestando que el Estado, a través de la política fiscal, 
debía involucrarse en el desarrollo de la economía nacional (Memorias de Hacienda, 
1971 .  
Gráfico 9. Evolución del producto interno bruto colombiano, 1970-2004 
Fuente. Cálculos propios basados en DANE- Cuentas Nacionales.   
El buen momento económico que atravesaba el mundo y el país, a pesar de la caída del 
precio internacional del café, se evidenciaba por las alentadoras cifras que el ministro 
presentaba el 31 de diciembre de 1970 con un superávit presupuestal de $749.6 millones 
y fiscal de $1235.8 millones, cuando estos habían presentado déficit crónicos en los 
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sesenta, a la vez que el PIB crecía y el crédito externo estaba “en niveles sin 
precedentes, llevado al más satisfactorio plano sus relaciones con el BIRF, BM y BID”, 
afirmaba el ministro (Memorias de Hacienda, 1971).  
Al parecer estaba tan entusiasmado con el buen desempeño económico que inclusive 
propuso mediante la Ley 8 de 1970 una serie de beneficios tributarios, básicamente para 
el factor capital, como la condonación de los intereses por mora en el impuesto de renta, 
complementarios, recargos y especiales, así como de donaciones y herencias. A su vez, 
las empresas mostraban balances bastante satisfactorios como quiera que los textileros 
obtuvieron ganancias por $ 352.5 millones, los bancos $313 millones y las bebidas $207 
millones, con lo cual el capital estaba viviendo un excelente momento (Memorias de 
Hacienda, 1971.  
Es bueno recordar, además, la alta concentración de la producción (oligopolios y 
monopolios) que justamente se daba en estos sectores. “Cada día hay más pequeños 
accionistas frente a unos pocos que tienen el paquete de control no ya de una sino de 
varias empresas” (Documentos políticos, N° 90, 1970). En parte este auge económico 
eran los primeros síntomas que empezaban a manifestarse de las medidas tomadas por 
la anterior administración de Lleras Restrepo sustentadas en decreto Ley 444 de 1967
183
 
y la creación de Proexpo para promocionar las exportaciones menores del país. Con 
estas acciones el campo del poder profundizaba las bases del modelo de desarrollo 
económico donde se conjugaba la participación del Estado en la dinámica industrial 
acorde con la estrategia de la ISI, con la de promoción de exportaciones. Era el modelo 
“mixto” de desarrollo al cual se refieren Bértola y Ocampo (2013).  
Pero otra era la situación de los trabajadores dado que, al amparo del estado de sitio, el 
gobierno de Pastrana Borrero continúo aplicando la norma que desde la Ley 48 de 1968, 
promulgada también por Lleras Restrepo, en su artículo 4º establecía,  
si una huelga, por razón de su naturaleza o magnitud afecta de manera grave los 
intereses de la economía nacional considerada en su conjunto, el Presidente de la 
                                                             
183 La adopción de una política de devaluación moderada —crawding peg—, del control de cambios y de 
importaciones, en contravía de las presiones del FMI, de una acelerada devaluación. Este “rifi-rafe” 
entre la administración Lleras Restrepo y el FMI, aparece bien detallado en (Memorias de Hacienda, 
Espinosa V. 1960- 1970).  
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República podrá ordenar en cualquier momento la cesación de la huelga y que los 
diferendos que la provocaron sean sometidos a fallo arbitral (Ley 48 de 1968). 
Más adelante esta misma administración anuló los derechos de asociación y 
contratación colectiva de los trabajadores estatales pero que prácticamente se amplió a 
los trabajadores en general por cuenta de los contrapliegos patronales que desconocían 
derechos anteriormente pactados. 
Era evidente, entonces, que mientras las empresas reportaban balances satisfactorios, y 
el gobierno proponía reformas que beneficiaban con exención de impuestos y otras 
gabelas al capital, la situación de los trabajadores empeoraba en sus derechos sindicales 
y económicos por la pérdida de poder adquisitivo debido al aumento de la inflación que 
empezaba a dispararse. De esta forma, al tiempo que se garantizaba la adecuada tasa de 
ganancia al capital se acentuaba la concentración de la riqueza y el conflicto distributivo 
se agudizaba. Dicho en otras palabras, si se facilitaban condiciones para la obtención de 
mayores ganancias a la vez que se acentuaba la extracción de mayor plusvalía a los 
trabajadores, se daban las condiciones para garantizar tasas de ganancia que legitimaba 
el Estado que propendía por el mantenimiento del modelo de acumulación con el cual 
estaban a gusto los diferentes campos del poder.    
El nuevo ministro de Hacienda, Rodrigo Llorente (1971-1973), fue quizá el último 
ministro que aceptaba el papel del Estado como dinamizador de la economía, reflejando 
de esta manera el ambiente keynesiano dentro del cual todavía se movía el mundo 
capitalista. La situación encontrada fue muy similar a la de su antecesor, por lo que el 
principal problema a enfrentar siguió siendo la inflación que subió del 6.58 % en 1970 a 
24.08 % en 1973. Ante las críticas por este crecimiento se defendía sosteniendo que, 
además de los problemas de precios generados por el invierno, esta tenía su origen en la 
inflación externa, proveniente básicamente de Estados Unidos y Europa con 
repercusiones en el resto del mundo. “La inflación es importada, decía, [porque] suben 
los precios internacionales de países industrializados que nos abastecen de maquinarias, 
equipos y materias primas” (Memorias de Hacienda 1971-1973, p. XII)
 
que repercuten 
en los precios internos y finalmente agudizan el “deterioro de los mecanismos 
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internacionales de pago e intercambio y que hizo crisis el 15 de agosto de 1971 con las 
enérgicas medidas de EE. UU.” (Memorias de Hacienda 1971-1973, p. XII)
184
.     
Indudablemente que esta situación significaba una mayor transferencia de recursos de 
los países en desarrollo hacia los países industrializados, agravando con ello la 
concentración de la riqueza mundial que paradójicamente se aceleró en el periodo del 
cual se pensaba, iba a ser la “década del desarrollo”
185
.  
Algunos personajes compartían la tesis del ministro acerca de la inflación importada, 
entre ellos Hernán Echavarría Olózaga, quien añadía que, además, de los dólares que 
entraban al país por los altos precios del café, que para entonces habían mejorado, se 
debía tener en cuenta la gran cantidad de dólares lanzados por Estados Unidos al mundo 
para sostener su creciente déficit fiscal (El Tiempo, abril 16 de 1973, p. 5 A). Esta 
situación, profundizada aún más por la crisis del petróleo en octubre de 1973, produjo 
dos efectos: en el corto plazo, significó una transferencia de recursos, pero en esta 
ocasión, de países no productores de petróleo hacia los exportadores del mismo, 
mientras que a más largo plazo incrementó la inflación y deterioro de los términos de 
intercambio entre los países centrales y periféricos.   
Pero no todos estaban de acuerdo con estas explicaciones y tanto Abdón Espinosa V
186
, 
como Kalmanovitz (1985), atribuían gran responsabilidad de la inflación al manejo 
errático del ministro. Para este último autor, el gobierno en el intento de aumentar la 
demanda agregada, sin realizar mejoras en la distribución del ingreso, aumentó el gasto 
público y la oferta monetaria a través de crédito externo que a todas luces era 
inflacionario (Kalmanovitz, 1985)
187
. Pero, además del invierno, la falta de una política 
agrícola eficaz llevó a que este sector no abasteciera adecuadamente al país de 
                                                             
184 Se refería a la decisión de eliminar el tipo de cambio fijo (oro-dólar) y la aplicación del gravamen a las 
importaciones anunciadas por Nixon.   
185 La ONU había previsto que durante los sesenta el mundo experimentaría un extraordinario 
crecimiento económico que redundaría en mejores condiciones para el desarrollo y crecimiento de los 
países en desarrollo (PED). Sin embargo, más tarde manifestaba su frustración por los pobres resultados 
en su desarrollo y llegó a proponer el traslado del 1 % del PNB de los países industrializados para 
financiamiento de las economías atrasadas. Finalmente, este compromiso no se cumplió.  
186 Exministro de Hacienda de Lleras Restrepo quien argumentaba nos llevan “hacia un túnel sin salida”, 
afirmaciones de las que se quejaba el Ministro Llorente (Memorias de Hacienda, 1971-1973, p. 311). 
187 Además, Kalmanovitz sostenía que “el recrudecimiento de la inflación y los crecientes desequilibrios 
ocasionaron [finalmente] su renuncia” (1985, 457). 
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alimentos por lo que estos tuvieron una alta participación en el crecimiento de la 
inflación. Por lo tanto, no estábamos en el mejor de los mundos porque tantos factores 
externos como internos, en el manejo de la política económica (fiscal y monetaria), 
atizaban este fenómeno.  
De otro lado, la implementación del plan de desarrollo Las Cuatro Estrategias de este 
gobierno, provocó el descontento de algunos sectores. En dicho plan se consignaban las 
ideas que diez años antes había propuesto el economista Lauchlin Currie al presidente 
Alberto Lleras Camargo (1958 - 1962), quien se abstuvo de implementarlas (Sandilans, 
1990). Esta propuesta acogida por Pastrana Borrero (1970 - 1974), escogía, dentro de 
las cuatros estrategias
188
, un “Sector Líder” que jalonaría el crecimiento económico, que 
para este caso fue la construcción y, como mecanismo se escogió a la Unidad de Poder 
Adquisitivo Constante –UPAC- para captarlo y canalizarlo hacia dicho sector. 
Pero el sistema implantado encontró sus principales contradictores en los técnicos del 
Banco de la República y de la Universidad de los Andes que, con Miguel Urrutia, 
ejercieron la mayor oposición argumentando que la corrección monetaria que 
garantizaba la mayor rentabilidad del UPAC, sobre otros mecanismos de ahorro, 
perpetuarían la inflación (Sandilands, 1990). Argumentaban que era “como un cuerpo 
extraño”, donde se presentó la “coexistencia de dos sistemas de ahorro: uno en pesos 
que pagaban los bancos y el otro el UPAC que reconocían las Corporaciones de ahorro 
y Vivienda, que estaba atado a la inflación”
189
.  
5.3.1.- Algunos indicadores macroeconómicos 
Para 1973 todavía se tenían algunos indicadores económicos satisfactorios y el Ministro 
de Hacienda lo resaltaba en foros como la asamblea de la Andi en Bogotá, el 17 agosto 
de 1971 y, posteriormente el 17 de septiembre en la asamblea anual de esta agremiación 
realizada en Medellín. Igualmente en Acopi (1972)
190
 y en el Senado de la República, 
donde también destacaba los buenos resultados financieros de las empresas que se 
                                                             
188 Las otras estrategias del plan eran la promoción de las exportaciones, el desarrollo de la agricultura y 
la redistribución del ingreso. 
189 Caballero A, Carlos. Palabras pronunciadas por motivo del lanzamiento del libro Los Actores en la 
Crisis del fin de Siglo de Miguel Urrutia Montoya, Universidad de los Andes, 27 de abril 2012, Bogotá 
190 También en Memorias de Hacienda 1971- 73, p. 229.  
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reflejaban en la “rentabilidad satisfactoria, aumentos en las ventas, ampliación de 
plantas y reinversión de utilidades, además del aumento en el consumo de energía 
eléctrica industrial” (Memorias de Hacienda, 1971 - 1973, p. 310).  
Sin embargo, en la asamblea de la Andi, ya mostraba preocupación “por la falta de 
nuevos proyectos industriales” [creación de nuevas empresas], por lo que percibía “un 
visible proceso de concentración en los grupos ya existentes que son los que están 
haciendo el mejor esfuerzo y aprovechando los recursos actuales, como apareció en la 
rápida absorción del préstamo de US $40 millones del BIRF” (Memorias de Hacienda, 
1971 - 1973, p. 109). Pero justamente, la concentración del crédito fue una de las 
razones para que se facilitara también la concentración de la producción, 
obstaculizándose también la entrada de nuevos competidores industriales formándose 
así un círculo vicioso concentración ingresos-concentración de la producción-
concentración ingresos, que finalmente facilitaron la creación de monopolios y 
oligopolios que tenían el poder para reducir la producción y de esta forma, aumentar los 
precios, con lo cual se acentuaba también la concentración del ingreso, donde 
finalmente, los consumidores eran los afectados. Estas prácticas sumadas a las políticas 
tomadas por las autoridades económicas facilitaron la generación de excedentes sin 
mayores riesgos. 
Como posibles causas de esta “fatiga industrial" el Ministro la atribuía 
a la pérdida de confianza de los inversionistas, a experiencias frustrantes en el pasado, 
al encarecimiento de las tasas de interés y a la oposición en algunos casos a la creación 
de nuevos grupos competidores con el argumento de que hay capacidad industrial 
sobrante” (cursivas nuestras) (Memorias de Hacienda, 1971-1973, p. 109).  
Con estas apreciaciones hacía referencia a Hirschman (1961), quien sostenía que 
algunos industriales, “a veces con muy buenas razones” se oponían al ingreso de nuevos 
competidores en el sector
191
. 
Concomitante con lo anterior, el Ministro encontraba que otra de las dificultades para 
una adecuada acumulación del capital que contribuyera al crecimiento industrial, y de la 
                                                             
191 Se refería básicamente a industriales que utilizaban materia prima importada, quienes se quejaban 
de la mala calidad de las producidas en el país (Hirschman, 1961, p. 123 y 124).    
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economía en general, se encontraba en la escasa participación de la inversión la cual 
decía era muy  
inferior a lo que se requería para garantizar altas tasas de crecimiento autosostenido del 
ingreso nacional y del ingreso per cápita… [y esta baja inversión la atribuía] porque… 
nuestra economía es poco diversificada y apoyada en la producción agrícola con bajos 
niveles de productividad, por el proceso inflacionario que desalienta la inversión, por la 
desigual distribución de la riqueza… y las bajas tasas de interés que pagan los bancos 
[a los ahorradores] (Memorias de Hacienda, 1971-1973, p. 236)
 192 
(cursivas nuestras) 
(gráfico 10).  
Estas tasas de interés llegaron a ser negativas debido a que, por una parte estaban 
subsidiadas y, por otra, como consecuencia del crecimiento de la inflación; con lo cual, 
el Estado insidia de alguna forma en la tasa de ganancia requerida por el capital. 
Gráfico 10. Comportamiento de la tasa de interés activa y pasiva, 1970-2004 
Fuente. Cálculos propios con base en banco de la república.   
En el concierto internacional la firma del Acuerdo de Smithsonian
193
 por el grupo de los 
10 países más industrializados, en un intento de salvar los acuerdos de Bretton Woods, 
respecto al sistema monetario internacional, resultó en un fracaso y, finalmente en 1973, 
se eliminó en forma definitiva la convertibilidad de las diferentes monedas en dólares y 
este en oro, dando así entierro de tercera a los tipos de cambio fijo y adoptándose 
formalmente el tipo de cambio flexible que condujo a las fluctuaciones cambiarias en el 
                                                             
192 Antes de las propuestas de Mackinnon, las tasas de interés de fomento eran bajas y en algunos casos 
negativas dado que eran subsidiadas por el Estado.   
193
 Este acuerdo se firmó en el Instituto Smithsonian de Washington, D.C en Estados Unidos 
202 
 
mundo que repercutió finalmente en forma negativa en los PED en su intercambio 
comercial con los países desarrollados. 
En estas condiciones América Latina, y por supuesto Colombia, debido a su fuerte 
dependencia con los mercados de los países industrializados, especialmente de Estados 
Unidos, incorporaron dicha crisis al interior de sus economías la cual ya empezaban a 
manifestarse más nítidamente. Si comparamos el comportamiento de la tasa de ganancia 
de las principales economías industrializadas (gráfico 3) con la tasa de ganancia general 
de la economía colombiana (gráfico 6) y la tasa de ganancia industrial (gráfico 17), la 
cual cayó de 44.2 % en 1971 a 12.3 % en 1981, se evidencia una significativa 
coincidencia en su evolución. En ningún momento se quiere con ello afirmar un 
comportamiento similar de una economía periférica como la nuestra con la de países 
centrales, pero si se visualiza el arrastre que estas ejercen sobre nuestras economías.  
El PIB industrial tuvo un descenso del 7.6 % en 1972 al 2.3 % en 1975, mientras que los 
salarios, que en la segunda mitad del sesenta habían tenido un buen comportamiento, 
empezaron a caer durante el gobierno de Misael Pastrana (gráfico 11).  
Gráfico 11 Salarios Industriales Reales. 1970-2005 
Fuente. Cálculos propios con base DANE-EAM.  
Kalmanovitz escribía en 1977 que la situación era aún más dramática y, lo que se vivía 
por entonces, estaba “reflejando la contraofensiva burguesa frente al movimiento 
sindical [y] los salarios reales disminuyeron entre 1970 y los primeros meses de 1977 
(…) [entonces los] de 1977 son menores a los de 1970” (Alternativa, N° 115, 1977, p. 
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15). La situación era entonces clara; mientras los salarios reales se reducían 
ostensiblemente, el costo de vida experimentaba una espectacular trepada creciendo en 
los mismos años del 6.58 % al 28.71 %. 
López Michelsen (nuevamente dentro de sus huestes) en la convención del partido 
liberal en mayo 21 de 1971 era partidario de calificar a “la inflación como el más grave 
problema del mundo”, pero hacia énfasis en los errores de las medidas ortodoxas para 
combatirla como había sucedido tanto en Estados Unidos como en Inglaterra, que las 
había conducido a la estanflación. Para el caso nacional además de medidas monetarias 
para combatirla era necesario, según él, controlar el aumento de los ingresos en todos 




Esto con el fin de evitar la paradoja que mientras las empresas, con excepción de 
Bavaria, decretaban un aumento de dividendos, simultáneamente se consideraba como 
una gran victoria reducir la protesta de los asalariados contra el alto costo de la vida, 
con el argumento que éstos últimos habían escogido el camino equivocado para 
reclamar por este contraste (El Tiempo, 22 de mayo de 1971, p. 6).  
Por el lado estatal las cosas no eran diferentes en cuanto a la distribución del ingreso, 
dado que los congresistas defendían férreamente el aumento de las dietas parlamentarias 
detrás de la cual muy seguramente, como un efecto en cadena, seguirían las exigencias 
en el mismo sentido de magistrados, consejeros, ministros y otros altos burócratas 
estatales por lo cual, la totalidad del pueblo colombiano “acabaría pagando en alzas 
generales, lo que podía parecer como un justo aumento de un grupo reducido”
 
(El 
Tiempo, 22 de mayo de 1971, p. 6) y, que además contribuía a incrementar la brecha 
distributiva entre los diferentes agentes y sectores del país. 
5.4.- Últimas reformas y otras acciones del gobierno de Misael Pastrana 
Con la llegada del nuevo Ministro de Hacienda Luis F. Echavarría (1973-74), quien 
dirigió esta cartera en medio de la incertidumbre monetaria internacional generada por 
                                                             




la definitiva caída del acuerdo de Bretton Woods y de la estanflación que golpeaba a la 
mayoría de los países capitalistas más industrializados, se produjo un cambio de 
orientación en el manejo macroeconómico así como de la presencia del Estado en la 
economía que buscaba también, atenuar el descenso de la tasa de ganancia. Impregnado 
de las tesis monetaristas de Milton Friedman para recuperar la rentabilidad del capital y 
las finanzas -como inspiradoras del crecimiento económico-, implementó una política 
restrictiva monetaria y fiscal, buscando el equilibrio en las finanzas del Estado. Se 
caracterizó, de esta manera, por su prédica de la austeridad fiscal.  
A este ministro le correspondió además, capotear el incremento de los precios 
internacionales del petróleo del cual afirmó que habían “surgido de improvisto, 
empujado inicialmente por factores políticos
195
 (…) [que] estableció una modificación 
básica en todo el panorama internacional” (Memorias de Hacienda, 1974, p. 25) 
produciéndose “una nueva asimetría, que conduciría a “un mundo con muchos deudores 
y pocos acreedores internacionales”
 
(Memorias de Hacienda, 1973-1974, p. 25)
196
 que 
conllevaría a una transferencia de recursos de los países no productores de petróleo que 
les generaría déficit en sus balanzas comerciales hacia países productores que tendrían 
entonces superávits comerciales 
 que no pueden utilizarlos para incrementar sus importaciones por sus reducidas 
infraestructura cultural, social y económica para absorber su sorpresiva y 
sorprendente capacidad de compra recién adquirida (Memorias de Hacienda, 1973 - 
1974, p. 25) 197 (cursivas nuestras). 
Al igual que su antecesor, responsabilizaba al sector externo por la creciente inflación, 
pero esta vez, debido al excedente de liquidez internacional de la inflación mundial que 
era transferida a través del dólar por ser la moneda con la cual se realizaban las 
principales transacciones comerciales, entre ellas las petroleras. También enfatizaba la 
ofensiva de los PED por lograr una equitativa redistribución del poder de compra por lo 
que se pretendió, sin resultados, a través de los Derechos Especiales de Giro –DEG-, 
                                                             
195 Los países árabes como represalia por el apoyo norteamericano y europeo a Israel en su guerra de 
los seis días con Egipto, inicialmente nacionalizaron el petróleo y posteriormente, constituidos como 
cartel con la creación de la OPEP, deciden incrementar el precio de esta importante materia prima.  
196   Como hemos visto antes este era el discurso del Banco Mundial para justificar la crisis económica 
mundial de entonces. 
197
 Sorprendía el conocimiento y respeto del Ministro por la cultura e idiosincrasia de estos países.   
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mayores recursos de financiamiento mediante el acceso a mayores líneas crediticias y en 
mejores condiciones.  
Realmente los efectos más nocivos de la crisis internacional empiezan a sentirse en el 
país a comienzos del 73, cuando en marzo y abril de ese año Estados Unidos devalúo 
por segunda ocasión el dólar, lo cual significó un aumento en los precios de los 
productos importados de las economías industrializadas hacia los PED que empiezan a 
resentirse en sus ingresos y tasas de ganancia.  
El gobierno colombiano en un intento por morigerar los efectos de estos eventos 
internacionales y aumentar sus ingresos, decide disminuir tarifas arancelarias mediante 
el decreto 305 de 1972 (Garay, 1998) que en alguna medida favorecía a los 
comerciantes, por lo que la reacción de los industriales Andi y Fedemetal 
principalmente, no se hizo esperar
198
, exigiéndole al gobierno mayor proteccionismo, el 
cual fue otorgado a través del Consejo Nacional de Política Aduanera y del Decreto 875 
de ese mismo año que derogó el anterior. De esta forma, se garantizaba la tasa de 
ganancia, pero no como fruto de la inversión, del riesgo y la innovación empresarial y 
tecnológica sino como resultado de presiones que reflejaban las tensiones económicas y 
políticas del momento entre los diferentes campos del poder, buscando cada uno obtener 
los mayores excedentes económicos para su actividad.  
Igualmente con la Ley 6ª de abril 2 de 1973, de “alivio tributario” se satisface aún más a 
los industriales con la creación de estímulos tributarios para las sociedades anónimas y 
el aumento de las exenciones personales además de la flexibilización de los requisitos 
para reducir impuestos a los excesos de utilidades, con el fin de “estimular a las 
sociedades de capital y en especial a las sociedades anónimas” (Memorias de Hacienda, 
1973-1974, p. 66 y Anales de Congreso, 8 de junio de 1973, p. 307). Pero había más: al 
reglamentar esta ley con el Decreto 1099 de 1974, prácticamente eliminó el impuesto de 
exceso de utilidades, elevó la base para obtener el beneficio de exenciones por 
dividendos y aumentó el beneficio de exención patrimonial por acciones (Memorias de 
Hacienda, 1974, p. 67 y Anales de Congreso, 8 de junio de1973, p. 307).  
                                                             
198 Una vez más se evidencia que las elites no siempre han actuado en forma conjunta frente al Estado. 
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Además, en febrero 28 de 1974, se firmó un decreto que permitió a los prestatarios 
deducir de sus impuestos de renta, los intereses y la corrección monetaria y el cual fue 
considerado en su momento como un “privilegio exorbitante” para quienes adquirían 
dichos préstamos, argumentándose que  
el pobre prestatario estaba siendo explotado por los “ricos” ahorradores. Pero la 
mayoría de prestatarios del sistema privado del sistema de vivienda era relativamente 
rica. Y cuanto más ricos eran, tanto más grandes eran las concesiones tributarias […] 
Sin duda, la mayor parte de los ministros del gobierno que estaban proclamando las 
bondades de la justicia distributiva, figuraban entre aquellos que recibirían los mayores 
beneficios de sus reformas (Sandilands, 1990, p. 265).     
Así, este autor evidenciaba la relación de los grandes empresarios con los hacedores de 
las políticas públicas para obtener beneficios tributarios como medio para incrementar 
sus tasas de ganancia. Nuevamente la política y la economía caminaban juntas, donde 
algunos sectores enquistados en la estructura del poder han capturado privilegios y 
garantías para sus inversiones.  
Pero los grandes agricultores y ganaderos tampoco se podían quejar ya que mediante la 
Ley 5.ª de ese mismo año se aprobó el nuevo estatuto orgánico de crédito para el sector 
agropecuario y a su amparo se creó el Fondo Financiero Agropecuario, FFA, para 
“capitalizar la actividad agropecuaria, con el fin de incrementar la producción tanto 
agrícola como ganadera para solucionar las deficiencias de productos alimenticios y 
crear excedentes exportables” (Memorias de Hacienda, 1973-1974, p. 65 y Anales de 
Congreso, 8 de junio de 1973, p. 307 ). Cabe destacar que en la elaboración de estas 
medidas estaban dos fuertes representantes de los gremios, por lo que la rentabilidad del 
capital se encontraba en un buen escenario
199
.  
6.- UNA ESPERANZA… FRUSTRADA Y CONFLICTOS SOCIALES 
Alfonso López Michelsen en 1974, asumió la jefatura del Estado con un amplio 
respaldo popular y electoral (2´929.719, el 56 %) (RNEC, 1974) por lo que parecía 
tener el camino despejado para adelantar sus propuestas como candidato y consignados 
en varios proyectos de gobierno. La Anapo prácticamente había desaparecido del mapa 
                                                             
199
 Brando (2016) sostiene que dichas entidades favorecieron a sectores diferentes al industrial.  
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político con 9.5 % de los votos, mientras que los conservadores seguían profundamente 
divididos y golpeados por los desastrosos resultados electorales, pues solo habría 
obtenido 1 634 879 votos que representaron el 31.4 % en las elecciones presidenciales 
de ese año. 
Sus propuestas de gobierno (“El Mandato Claro”) quedaron consignadas en el discurso 
de posesión el 7 de agosto de 1974, con el slogan de “Restablecer la moral y detener la 
inflación”, como lo tituló uno de los periódicos que más lo respaldó (El Tiempo, 8 
agosto de 1974, pp. 1 y 10). Para combatir la inflación estableció una política de 
estabilización sosteniendo que el mundo “No se avecina a una época de despegue […] 
como lo promulgaban los desarrollistas a ultranza, forjándose la ilusión de que el auge 
del comercio internacional y los altos precios de los alimentos y las materias primas 
serían eternos” […] y, al contrario, se había llegado al tope favorable (El Tiempo, 8 
agosto de 1974, pp. 1 y 10 y Anales de Congreso N° 46, 1974, p. 335). Para lograr dicha 
estabilización, propuso la reestructuración del mercado financiero, el saneamiento del 
fisco recortando gastos “no esenciales” mediante una reforma tributaria. Era un esbozo 
de su pensamiento económico, muy cercano a la orientación ortodoxa. 
Quizás el mayor entusiasmo que pudo haber despertado en las organizaciones sindicales 
y de los trabajadores en general fue el anuncio de “satisfacer los anhelos represados” de 
las clases marginadas, defendiendo el poder de compra de estos, por lo que planteó la 
necesidad de “aliviar las cargas tributarias que pesan sobre las rentas del trabajo y 
gravar las rentas del capital”, como lo ratificó su ministro de Hacienda en el discurso 
de posesión (Memorias de Hacienda, 1974-76, p. 16) (Cursivas nuestras).  
Con estas orientaciones asume Rodrigo Botero Montoya (1974 - 1976) como primer 
Ministro de Hacienda de esta administración en medio de un contexto internacional que 
no era el más favorable: la tasa de ganancia continuaba su ciclo descendente en las 
principales economías del mundo (gráfico 3) a la vez que sufrían los flagelos de la 
estanflación y el desempleo
200
. 
                                                             
200 Debe tenerse en cuenta esta circunstancia porque, así como el auge que había experimentado el país 
al comienzo de la década se debió a las excelentes condiciones del mercado mundial, igualmente las 
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Aunque este ministro inició el informe de sus Memorias de Hacienda con una larga cita 
de Keynes (Memorias de Hacienda, 1974 - 1976), el manejo económico tuvo unas 
orientaciones más cercanas a los planteamientos de Milton Friedman
201
, por lo que 
planteaba que para estabilizar la economía era necesario reducir el déficit fiscal el cual 
consideraba ser el principal promotor de la inflación.  
El programa económico de este gobierno se puede sintetizar en dos aspectos: estructural 
y coyuntural
202
. En cuanto al primero, el ministro implementó la Reforma Tributaria de 
1974 a través del artículo 122 de la Constitución de 1886 [emergencia económica] tal 
como lo había sugerido el presidente en su discurso de posesión. Esta reforma buscaba 
aumentar los ingresos del Estado, y tenía supuestamente un principio progresivo por lo 
que reimplantó la renta presuntiva al sector agrícola (que había sido derogada en febrero 
de 1974) y “a otros sectores que no tributan”, e igualmente instauró el impuesto a las 
ganancias ocasionales (Memorias de Hacienda, 1974, pp. 16-17) y eliminó las 
exenciones y deducciones. Además, estableció que las empresas estatales pagaran 
impuesto de renta, excepto las de servicios públicos con lo cual se daban los primeros 
pasos para la descapitalización de empresas emblemáticas como Ecopetrol, Telecom y 
los Seguros Sociales. El proceso se completó años más tarde con el gobierno de César 
Gaviria (Misas, 2002). 
Pero ante la presión de los diferentes agentes empresariales, quienes sintieron que estas 
medidas afectarían la tasa de ganancia de sus inversiones, por la eliminación de las 
exenciones, el gobierno se vio obligado a crear la figura jurídica de los descuentos 
tributarios y mediante las continuas reglamentaciones de las leyes se fueron 
desmontando artículos “incómodos” para la rentabilidad del capital (Hernández, 2014). 
Hemos visto, que uno de los medios para incrementar la tasa de ganancia es reduciendo 
el costo de uso de capital, donde los impuestos, además de la tasa de interés y la 
depreciación, son sus principales componentes.  
                                                                                                                                                                                  
condiciones desfavorables por la concentración de los mercados mundiales que los había conducido a la 
recesión de 1974 y 1976, se tradujo también en un freno al proceso d acumulación nacional. Una vez se 
evidenciaba que la economía nacional ha estado sometida a los vaivenes del mercado mundial.  
201 Su visión del manejo económico lo plasmaba desde la revista Estrategia económica y financiera, 
fundada con Rudolf Hommes, y la cual salió al público siendo Ministro de Hacienda.  
202 Recordemos que muchos de los que iniciaron este proceso, posteriormente tendrían gran influencia 
en el gobierno de Gaviria.   
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Por otra parte, con la reforma financiera inspirada en los planteamiento de McKinnon 
(1974), se buscaba el fortalecimiento de este sector y de las sociedades anónimas para 
así lograr un “mejor y más eficiente control de la oferta monetaria y la organización del 
mercado financiero […] para que sea más eficiente en su función de asignación de 
recursos y contribuya a incrementar el coeficiente de ahorro” (Memorias de Hacienda, 
1974, p. 41) Para ello, contempló un incremento en las tasas de interés (gráfico 10) que 
los bancos reconocían a los ahorradores
203
 y que en adelante ésta estuviese regulada por 
las fuerzas del mercado, sin duda un argumento bastante discutible si se tiene en cuenta 
la alta concentración y control que ya empezaba a experimentar el sector. Asimismo, 
redujo la rentabilidad del UPAC
204
, mecanismo del cual había sido un constante crítico.  
Para el fortalecimiento de los intermediarios financieros, redujo la capacidad de 
maniobra de las diferentes entidades de fomento del Banco de la República en la 
adjudicación de los créditos. En estas medidas es fácil detectar la orientación ortodoxa y 
monetarista que la inspiraron, donde el Ministro de Hacienda, y su asesor y socio de la 
revista Estrategia, Rudolf Hommes, fueron artífices. Estas medidas beneficiaban a un 
sector donde su primo Jaime Michelsen Uribe era el mayor accionista y presidente del 
Grupo Grancolombiano, quien además tenía gran influencia en las políticas económicas 
del país.   
En cuanto al comercio exterior, los exportadores gozaron de estímulos, aunque se 
eliminó prácticamente el certificado de abono tributario, CAT, pero los importadores 
fueron los más favorecidos con la liberación o modificación de aranceles y el desmonte 
gradual de las barreras proteccionistas porque, según este ministro, el modelo ISI 
(Industrialización por sustitución de importaciones) conducía al estancamiento y al 
empeoramiento de la distribución del ingreso y a la vez que incrementaba la inequidad 
social. Era necesario, decía, “descartar el viejo modelo” [de corte keynesiano] que 
presentaba graves dificultades “por los enormes beneficios concedidos a un grupo 
reducido pero poderoso grupo de empresarios y funcionarios gubernamentales” 
                                                             
203 Incremento de las tasas de interés en depósitos de caja de ahorro del 8.5 % al 12 % y en febrero de 
1975 nuevo aumento del 12 al 16 % en depósitos de ahorro. Sobra decir que estos aumentos en las 
tasas de captación significaban la elevación de las tasas de colocación afectando considerablemente al 
sector productivo del país.   
204 López Michelsen, como candidato, había sido un fuerte crítico de este sistema. 
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(Memorias de Hacienda, 1973-1974, p. 11-12); se replicaban así, los mecanismos para 
atacar las bases del keynesianismo para darle espacio al nuevo paradigma neoclásico, 
que ya empezaba a dominar los campos académicos, crediticios y económicos a nivel 
mundial.  
El aspecto coyuntural del programa de gobierno se reflejó en la utilización del encaje 
bancario como instrumento de política monetaria, el ajuste de los precios internos del 
café y la racionalización de la ejecución presupuestal. 
6.1.- El apoyo político se desvanece  
“No hay orden económico sin política interna, ni orden político sin economía interna” 
afirma Théret (2014, p. 48), lo cual parece evidente en la vida económica nacional dado 
que, se trasluce en la forma como la política ha estado funcionalmente conectada a la 
lógica de la de gestión económica en la generación de excedentes y tasas de ganancia 
que conduzcan a la efectiva acumulación del capital y donde el Estado debe garantizar 
los medios para lograrlo.  
Por tanto, el anuncio e implementación de las anteriores medidas, muy pronto 
encontraron fuertes críticas de diferentes sectores económicos, en especial de los 
empresarios, por lo que el ministro habló de la existencia de una “confabulación de los 
gremios contra la reforma” que iban desde ataques violentos y objeciones, hasta 
modificaciones a las mismas. La reforma y el mecanismo utilizado para implementarla 
crearon inconformismo aún en los mismos partidarios del gobierno. El abogado 
constitucionalista, liberal, Cesar Castro Perdomo impugnó la declaratoria de emergencia 
económica, así como el Decreto legislativo 2053 de septiembre 30 de 1974 (Reforma 
Tributaria) por considerar que “No todas las materias de que trata la reforma tributaria 
tienen relación directa y especifica con los motivos que determinan la emergencia” 
(Anales de Congreso, 1973, p. 692); por lo que consideró que varios de los artículos de 
esta reforma “eran inconstitucionales” (Anales de Congreso, N° 46, 1974, p. 692-693).  
También el parlamentario anapista Hernando Segura Perdomo, sostenía que “La 
emergencia era para corregir un déficit que nunca fue cuantificado con exactitud […]”, 
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afirmó igualmente, que los mayores tributos al capital “no saldrán de los bolsillos de los 
capitalistas, sino que serán trasladados a los precios de los artículos de consumo para 
que sea el trabajador quien los sufrague como si fuera otro impuesto indirecto” (Anales 
de Congreso, nov 26 de 1974, p.1004-1007).  
De igual forma, parlamentarios también del partido liberal, como Augusto Espinosa 
Valderrama, criticaban la reforma por no haberse tramitado en el Congreso, mientras 
que otro representante liberal, Alberto Galindo, comentaba 
que la renta presuntiva generaría desempleo, porque los empresarios tienden a reducir 
sus nóminas y los propietarios de inmuebles a falsear los alquileres por el camino de la 
doble facturación […], además, al quitar el subsidio al trigo, entonces subiría el precio 
de la harina y por ende el del pan (El Tiempo, sept 30 de 1974, p. 4 A). 
De esta forma el gobierno iba perdiendo el apoyo de las elites políticas, las cuales son 
indispensables para la gobernabilidad de una sociedad. 
6.1.1.- La encrucijada del “Mandato Claro” 
En 1975 los efectos de la recesión, comenzaba a sentirse con mayor fuerza, por lo que la 
caída de la tasa de ganancia industrial en las principales economías mundiales llegaba al 
segundo peor índice desde la posguerra hasta finales del siglo XX. Colombia también 
vivió el más fuerte descenso del PIB desde 1960 y la tasa de ganancia, tanto de la 
economía nacional en su conjunto como a nivel industrial, no mostraban los mejores 
indicadores (gráficos 6 y 17). Los salarios seguían perdiendo capacidad adquisitiva y la 
inflación llegaba al 17.77 %. Era evidente que la política monetaria y fiscal restrictiva 
había contraído el crecimiento económico lo cual motivaba el reclamo los 
industriales
205
, dado que era un reflejo de la disminución de los excedentes requeridos 
en sus inversiones.  
En concordancia con lo anterior, el DANE del gobierno y Fedesarrollo como vocera del 
sector privado, reconocían la aparición de señales de estancamiento. Fedesarrollo, fiel al 
credo de los nuevos neoliberales criollos proponía como estrategia para superarla, 
entregar gran parte del manejo económico al libre juego de las fuerzas del mercado que, 
                                                             
205 Sin embargo, es de anotar que la contracción de 1975 y 1976 no fue tan pronunciada como la que 
experimentaron los países vecinos. Bulmer Thomas (1998), Stallings (1994). 
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con el incentivo de la maximización de beneficios, daría paso a una mayor y eficiente 
asignación de recursos, iniciándose de esta forma, aunque en forma todavía muy tímida, 
la adopción del modelo propuesto por Friedman.   
Era previsible que en medio de resultados económicos y sociales no muy satisfactorios 
el problema político se complicara, y muy rápidamente López Michelsen se encontró en 
medio de un escenario bastante hostil desde todos los flancos. En el aspecto político, 
inclusive, se llegó a rumorar la posibilidad de un golpe de estado por parte de los 
militares, y el retiro de dos altos mandos como fueron los del general Gabriel Puyana 
(El Tiempo, 1975, mayo 14, p. 1 y 16-A, y 18, p. 5-B), primero y meses después del 
general Álvaro Valencia Tovar, sin mayores explicaciones por parte del gobierno, 
parecía confirmar esta sospecha
206
.  
En ese sentido, Bertha Hernández de Ospina, esposa del ex presidente conservador 
Ospina Pérez, y dirigente de una de las dos facciones de ese partido, sostenía en el 
periódico “La República”, que el gobierno se mostraba impotente para detener el 
proceso de descomposición que agobiaba al país que iban desde los servicios públicos, 
la proliferación del secuestro hasta las acciones cada vez más “descaradas” de las 
mafias de las drogas. Los Conservadores, de esta manera, presionaban por una salida 
militar a la crisis apoyándose en los sucesos en Chile, a la vez que profesaban su 
admiración por el golpe militar dado por Pinochet contra Salvador Allende en 1973, 
porque “solo hasta que el ejército chileno cumplió con su deber […] el hermano país 
austral conoció un nuevo amanecer” (Alternativa, N° 52, 1975, p. 4). Álvaro Gómez por 




                                                             
206 Horacio Serpa sostiene que estos rumores surgieron a raíz del malestar del ejército por los 
acercamientos del gobierno, a través de Jaime Castro, con la guerrilla del Ejército de Liberación Nacional 
en busca de su desmovilización. Entrevista en el programa El Primer Café de Canal Capital, marzo 11 de 
2015. El Tiempo escribió que dichos acercamientos se dieron a comienzos de 1975 cuando el entonces 
gobernador de Bolívar, Álvaro Escallón Villa, le comunicó al recién elegido presidente la intención de esa 
guerrilla de iniciar procesos de negociación para una amnistía (El Tiempo, junio 10 de 2014).      
207 También el columnista Hernando Giraldo en El Espectador afirmaba “Esto hiede a leguas (…) por eso 
se hace visible la necesidad de un gobierno de mano de hierro que imponga el orden a cualquier 
precio”, citado por Alternativa (N° 111, dic, 1976). 
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A las anteriores dificultades políticas se agregaban los escándalos de la familia 
presidencial por los negociados de sus hijos y la corrupción en el gobierno que 
comenzaba a salir a la luz pública
208
.  
6.1.2.- El inconformismo empresarial 
En el campo económico, sin duda los más irritados con la reforma tributaria fueron los 
grupos y gremios económicos, que inicialmente acudieron a sus columnistas en los 
principales periódicos para hacer llegar al gobierno sus reclamos
209
. Estos planteaban la 
necesidad de tener en cuenta el mensaje enviado por la Andi al Presidente de la 
República pidiéndole proceder con la “mayor cautela posible” en el manejo de la 
Emergencia Económica. Existe, decía el representante y columnista Alberto Galindo, 
“La preocupación por el hecho de que no se hayan tomado aún medidas que estimulen 
la producción industrial y agropecuaria, cuando allí está una de las causas básicas del 
desequilibrio en los mercados” (El Tiempo, 1975, mayo 14). 
Para febrero de 1975 los gremios ya reprochaban directamente al gobierno, y en la 
primera semana de ese mes Fabio Echeverry Correa, de la Andi, criticó dos veces a 
López, diciendo que se debía rectificar la política económica a la vez que solicitó 
cambio de gabinete (El Tiempo, 1975, febrero 3)
210
. En forma simultánea, 
mensualmente se reunían la Sac, Fedegan, Andi, Fedemetal, Fenalco y Asobancaria
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publicando documentos como mecanismo de presión al gobierno y para ese mismo mes 
anunciaban “un pliego de peticiones conjunto al gobierno” (Alternativa, N° 26, 1975, p. 
4). Sus reclamos giraban en torno a la recesión, según ellos, generada por la política 
antiinflacionaria de reducción de los medios de pago y del gasto público, además por 
haber disminuido incentivos a las exportaciones, el CAT, por ejemplo, sin ofrecer nada 
a cambio a modo de compensación (Alternativa, N° 26, 1975, p. 4).   
                                                             
208 La corrupción parecía invadir ya todos los sectores económicos políticos y sociales por lo que la 
Representante a la Cámara, Consuelo de Montejo reveló los nombres de congresistas involucrados con 
un mafioso apodado “el padrino” en Medellín, a saber: Carlos Restrepo Arbeláez, Elkin García, William 
Jaramillo, quien había sido ponente del “Alivio Tributario”, Federico Estrada Vélez y Jairo Ortega 
Ramírez, quien años más tarde llevaría a Pablo Escobar a esa corporación como su suplente (Anales, 
marzo 10 de 1975, p. 88.    
209 Sobre los periodistas a sueldo de la Andi, ver Sáenz Rovenz (2007) 
210
 Los dirigentes regionales de esta asociación respaldaban a su presidente y luego se unieron a estas 
críticas otros gremios (El Tiempo, febrero 5 de 1975, p. 1 y 8-A)  
211 Aunque Sánchez (2009) sostiene que la SAC estaba con el gobierno. 
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El expresidente Pastrana Borrero también muy pronto se unió al coro de las protestas 
contra López y su gobierno manifestando que la reforma tributaria había partido de un 
diagnóstico equivocado y “parece peor la terapéutica” (El Tiempo, feb. 8 de 1975, p. 5); 
y con Lleras Restrepo las relaciones del presidente no eran las mejores, a decir por el 
cruce de comentarios a través de los medios de comunicación entre estos dos 
personajes.  
En este escenario parecieron agrietarse las relaciones entre diferentes sectores del 
campo del poder y la burocracia estatal, pues los primeros cuestionaron las medidas 
adoptadas en la reforma porque gravaba al capital con lo cual se afectaba la rentabilidad 
(tasa de ganancia), aunque no en forma significativa, pero aun así no se mostraban 
dispuestos a ceder, realizándose entonces, la confabulación de los gremios a los que se 
hacía referencia el ministro. Su férrea oposición, su alto nivel de organización e 
influencia a través de ministros que pertenecían a algunas de estas agremiaciones 
lograron eliminar parte sustancial de la progresividad de la reforma. Más adelante, 
prácticamente se eliminó el impuesto a las ganancias ocasionales y se implementó un 




Lo anterior, se materializó mediante la acción conjunta entre el gobierno y ponentes 
liberales, muy cercanos a los gremios económicos, para concretar un alivio tributario 
que fue aprobado a través de la Ley 49 de 1975, y el cual reversaba mucho de los 
tributos al capital que con tanto despliegue publicitario se habían decretado a través de 
la emergencia económica de 1974. En la defensa de dicho alivio ambas partes 
manifestaban que con dichas modificaciones se lograría la democratización y 
capitalización de las sociedades anónimas que finalmente contribuirían a dinamizar 
tanto la producción como el empleo. En su momento se habló que el “reversazo” del 
gobierno le significaría al país una reducción de ingresos por $1500 millones a lo que 
habría que adicionarle $300 000 millones más que dejaría de percibir el fisco por los 
                                                             
212 Ver también Hernández, I. (2014).  
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recortes introducidos por los dos solícitos ponentes (El Tiempo, oct 15 de 1975, p. 1 y 6 
a)
 213
 para congraciarse con los gremios (Alternativa, N° 56, 1975, pp. 1 y 16a).  
Una vez más, se observaba como la presión de los gremios, contando en la mayoría de 
las ocasiones con parlamentarios y periodistas amigos, así como ministros afectos o que 
anteriormente habían formado parte de las juntas directivas de los primeros, lograban 
reivindicaciones o reversazos del gobierno en medidas que pudiesen haber tenido algún 
efecto negativo para la buena salud del capital
214
. Con esto se manifestaba también que 
la acción del Estado ha estado mediada por el estrecho dominio que ejercen sobre él los 
diferentes grupos dominantes (Bejarano, A. M, 1994).  
6.1.3.- La bonanza cafetera, pocos los beneficiados  
En medio de los anteriores aprietos que debilitaban la gobernabilidad del país surge un 
hecho inesperado a escala internacional que tendría gran impacto en la economía 
nacional cómo fueron las heladas del Brasil que afectaba nuevamente su producción 
cafetera
215
. Como en ocasiones anteriores este hecho significó un aumento de los 
precios del grano, pero, en esta ocasión, este incremento fue mucho más pronunciado e 
hizo pensar que tendría un efecto positivo para los diferentes sectores sociales y 
económicos del país, así como para recuperar en algo la imagen presidencial.  
Sin embargo, todas estas buenas expectativas se esfumaron bien pronto por lo que 
pareciera confirmarse que el país no había nacido para ser rico o mejor son momentos 
en que se amplía la brecha distributiva. La entrada masiva de divisas por el aumento de 
las exportaciones y los mayores precios del café, de la marihuana y otros narcóticos 
                                                             
213 Sin embargo, meses antes, William Jaramillo Gómez y José Fernando Botero O, los ponentes de los 
alivios tributarios, manifestaban que “no iban a permitir una contrarreforma en el congreso”. 
214 A manera de ejemplo es bueno mencionar un aparte de la constancia de la bancada anapista quienes 
denunciaron que “con la aprobación de la ley de aparcería que impulsó el sector latifundista y ganadero 
de la Cámara de Representantes, se entierra la tímida y seudorreforma agraria llerista” (Anales, N° 27, 
julio de 1975).     
215 Además, dos años después dos países productores de café, Angola entraba en guerra mientras que 
Guatemala sufría un fuerte terremoto, por lo que escaseó aún más el grano contribuyendo a que los 
precios se elevaran aún más. 
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incrementaron las reservas internacionales, disparó la revaluación y el país comenzó a 
sufrir los estragos de la llamada “Enfermedad Holandesa”
216
. 
Esto condujo a un mayor crecimiento de los medios de pago y de la inflación por lo que 
el gobierno decidió implementar un nuevo plan de estabilización al que tanto le temen 
las sociedades y especialmente los sectores menos favorecidos. Dicha estabilización 
consistió en la suspensión de la devaluación, control a las tasas de interés, el aumento 
del encaje bancario, mayor austeridad fiscal, ahorro forzoso por parte de los cafeteros y 
protección a la industria (Ocampo, et al., 2007).  
En cuanto a los grandes e inesperados ingresos provenientes de la bonanza cafetera, 
fácilmente se evidenció que estos se concentraron en un pequeño sector. De una parte, 
López Michelsen habría advertido que esta “era de los cafeteros” lo cual suponía que 
cobijaría a todos sus miembros, pero de otro lado, este sector del cual se ha afirmado 
que, comparativamente con otros renglones de la economía, es más equitativo en la 
distribución del producto dado que la tenencia de la tierra es más democrática, ha sido y 
es un reflejo del fuerte conflicto distributivo que allí también se experimenta. 
Con el incremento del precio internacional del grano, se elevó también el precio interno, 
pero dada la desigual propiedad de la tierra, como lo han demostrado diferentes autores 
(Palacio, 1983) también ha sido desigual la distribución de los ingresos cafeteros. El 
75 % de los propietarios de fincas producen aproximadamente un 30 % de la producción 
y un 2 5% de los propietarios produce aproximadamente el 70 %, según datos del censo 
cafetero de 1970
217
, por lo que se visualizaba que la gran producción se encontraba en 
pocos productores.  
                                                             
216 Situación coyuntural de una economía que, en forma inesperada ve aumentados sus ingresos por el 
incremento temporal del precio de un bien, generalmente básico. Diferentes sectores dirigen su 
actividad a dicho sector descuidando a los demás. Cuando el precio del bien cae o se estabiliza, la 
economía tiene consecuencias negativas. Es decir, el aumento de ingreso de divisas por el crecimiento 
de exportaciones de recursos naturales que, sin las medidas adecuadas, puede generar revaluación de la 
moneda local, contracción económica y pérdida de empleos en otros sectores productivos, generando 
finalmente, efectos negativos en el total de la economía. 




La misma dinámica de la economía de mercado hizo que las fincas mejor organizadas 
tuvieran mayor acceso al crédito y a la tecnificación por lo que proporcionalmente 
aumentaron su participación en los ingresos. Pero si, además, se tiene en cuenta que la 
tecnificación requiere de una mayor inversión de capital, a la que no tienen acceso los 
pequeños productores, es fácil constatar la perdida de participación de éstos en la 
producción y en el ingreso. El incremento de la “la renta cafetera se distribuye en 
cantidad proporcional a la tenencia de la tierra y tiende a mantener los desequilibrios y 
desigualdades” (Alternativa, N° 60, 1975, p. 16-17). 
Ahora, teniendo en cuenta que la Federación Nacional de Cafeteros ha estado 
controlada por un reducido número de familias (Alternativa, N° 10, 1974, p. 25)
218
 y 
que esta entidad también tenía inversiones en diferentes empresas de diferentes 
renglones de la economía, como bancos, corporaciones financieras, parte de la Flota 
Mercante Gran Colombiana, el Fondo Nacional de Café, además de la participación en 
las principales entidades gubernamentales que dirigían la vida política y económica del 
país, se puede entender la gran concentración de poder y de ingresos que ésta tenía 
(Alternativa, N° 10, 1974, p. 25). 
Cuando el gobierno les solicitó un gran esfuerzo de capitalización, sin sacrificios 
excesivos, frente a una situación de prosperidad sin precedentes, durante el XXXV 
Congreso Nacional de Cafeteros
219
, y les recordaba que la prosperidad era 
eminentemente transitoria por lo que el futuro del país dependía de la eficiente y precisa 
utilización de dichos recursos, los cafeteros respondieron proponiendo un nuevo 
acuerdo cafetero, logrando que les aumentaran el precio interno, la reducción del ahorro 
forzoso del gremio, el reintegro cafetero y la reducción de la retención cafetera al 80 %, 
igualmente solicitaron la renuncia del Ministro de Hacienda, Rodrigo Botero 
(Alternativa, N° 110, 1976)
220
. 
Pero si a los cafeteros les iba bien, los demás sectores económicos también presentaban 
buenos balances, a pesar de la desaceleración económica que empezaba a 
                                                             
218 Según Alternativa estas familias son: Las familias Mejía Salazar, El clan Londoño y Londoño, La familia 
Gutiérrez y los Ocampo en el viejo caldas.  
219 23 de noviembre de 1976 en Bogotá. 
220 También en Memorias de Hacienda 1974-1976.  
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experimentarse. Como de costumbre estos se quejaban de la situación económica: que 
las ventas habían disminuido en cerca del 45 % y que habían aumentado sus deudas con 
el sector bancario. Lo irónico es que estos reclamos no podían explicar las 
rentabilidades obtenidas por entonces (tabla 3). 
Tabla 3 Rentabilidad de las compañías con mayor movimiento 
 
EN LA BOLSA DE BOGOTÁ JUNIO 30 DE 1975 A JUNIO 30 DE1976     
SOCIEDADES Rentabilidad por Rentabilidad por  Rentabilidad  
  Dividendo y suscripción % Valoración % Total 
Paz del Río 38.80 125.75 164.55 
Nacional de Chocolates 23.32 109.75 133.07 
Codi-Petróleos 38.77 62.76 101.56 
Cementos Samper 18.26 72.23 90.49 
Electromanufactureras 28.42 60.53 88.95 
Coltejer 28.71 57.89 86.60 
Suramericana de seguros 13.60 71.31 84.91 
Inversiones Aliadas 21.33 62.67 84.00 
Cine Colombia 21.80 61.75 83.55 
Cementos Caribe 18.57  58.90 77.47 
Manuelita 18.81 57.58 76.39 
Cervecería Unión 21.01 49.80 70.81 
Fabricato 30.55 40.00 70.55 
Avianca 30.42 39.86 70.28 
Cementos Argos 14.60 51.88 66.43 
Colcurtidos 20.32 45.16 65.48 
Coltabaco 32.08 31.94 64.02 
Cementos del Valle 15.24 47.78 63.02 
Bavaria 32.95 36.88 60.83 
Banco de Bogotá 36.85 23.80 60.65 
Banco Ganadero 25.67 34.67 60.34 
Cementos Diamante 30.08 39.76 59.84 
Eternit Colombiana 41.13 18.31 59.44 
Banco de Comercio 43.59 14.53 58.12 
Banco de Colombia 30.76 25.00 55.76 
Confecciones Colombia 30.96 23.84 54.80 
Sidelpa 25.22 29.57 54.79 
Colseguros 19.84 33.87 53.71 
Simesa 24.77 26.15 59.92 
Banco Central Antioqueño 31.28 18.67 49.95 
Abocol 27.00 21.74 48.74 
Cadenalco 16.44 31.85 48.29 
Tejicondor 30.39 15.00 45.39 
Tejidos Unica 26.25 12.86 39.11 
Banco Industrial Colombiano 28.19 7.86 36.05 
Fuente. Alternativa Nº105, nov 1-8 de 1976, pág. 13 
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Aun así, sus críticas no paraban y para 1977 el presidente de la Andi, Fabio Echeverry 
Correa, reiteradamente criticaba la política económica cuestionando la estrechez del 
crédito y la contracción de los medios de pago que según él, empujaban al país hacia la 
recesión. Frente a esta crítica en concreto, el entonces Ministro de Hacienda, muy 
temporal, por cierto, respondía que “la moneda no puede ser la loca de la casa” y que el 
eficiente manejo monetario había contribuido a controlar la inflación. También el 
Llerista, Roberto Arenas Bonilla criticaba a su copartidario del Ministerio por no saber 
manejar la bonanza cafetera, mientras que el ospinismo-pastranismo a diario se 
complacía en el periódico La República de las dificultades que tenía el gobierno en el 
manejo monetario y de orden público. 
La inflación que había llegado en 1977 al 28.71 %, se convertía junto con el ascenso de 
las mafias en diferentes sectores sociales, en el tema más recurrente en los medios de 
comunicación. El aumento de los precios de una parte, enfrenta a los sectores populares 
con las élites y también pudo ser causa de fricción entre estas últimas, sostenía Jesús A. 
Bejarano. En el primer caso, se tiende a agudizar el conflicto distributivo porque los 
trabajadores buscan por lo menos mantener su capacidad adquisitiva, mientras que el 
capital ve en la inflación la oportunidad de aumentar sus ganancias, así: si los precios y 
los salarios aumentan en forma proporcional entonces se presentaría un efecto neutro sin 
mayores incidencias en el aspecto social siempre y cuando opere la competencia 
perfecta. 
Pero dada la concentración y el carácter monopólico y oligopolio de la industria 
nacional, los empresarios aumentan en mayor proporción los precios (vía mark up) y de 
esta forma incrementan sus ganancias. Entonces, la confrontación entre estos dos 
sectores se centra en lograr el control de los precios y esto se consigue de acuerdo con la 
correlación de fuerzas entre ambos; es decir, del poder de movilización de los menos 
favorecidos o de la presión del capital en las esferas del Estado. 
La inflación afectó a las elites de la siguiente manera: Los importadores se beneficiaron 
por el aumento interno de los precios que hizo que los bienes nacionales perdieran 
competitividad frente a los extranjeros, incentivándose, así, las importaciones en 
detrimento de la producción nacional. De forma inversa, los exportadores al perder 
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competitividad internacional presionaron al gobierno en busca de una devaluación, la 
cual sería rechazada por los importadores. Así, la política monetaria adoptada para 
enfrentar la inflación afectó en forma diferencial a los diferentes sectores económicos. 
Igualmente, los exportadores, principalmente los cafeteros fueron, los más beneficiados 
con la bonanza, pero con la medida que los obligó a aceptar certificados de cambio para 
evitar la monetización del mayor flujo de dólares, además de aumentar el periodo para 
su convertibilidad de 30 a 90 días, y del incremento del 10 al 15 % en el descuento, 
constituyeron un alto gravamen para la liquidez de las exportaciones.  
Por el lado de los trabajadores, la mitad de la década del setenta fue de una continua 
agitación laboral (Tabla 3) por lo que el capital se apresuró a exigirle al gobierno reglas 
claras en las políticas laboral e industrial, a la vez que manifestaban su oposición a las 
luchas sindicales que buscaban recuperar su capacidad de compra. No dudaban en 
calificarlas como “complots subversivos” y de guerrillas sindicales. La Andi reclamaba 
por la supuesta politización de los sindicatos, mientras que Fedemetal hacia un 
llamamiento a las centrales obreras para que conservaran su sana “orientación gremial” 
(Alternativa, N° 26, 1975, p. 4). 
La pérdida del poder adquisitivo era criticada no solamente por la izquierda, sino que 
entidades como el IFI, entidad oficial y Anif, del grupo Gran Colombiano, en sendos 
informes afirmaban que el IPC en 1976 habría subido al 25.4 % para empleados y 
25.9 % para obreros, mientras que entre 1970 y 1976 el salario real había perdido valor 
en 17.3 % para los empleados y 16.8 % para los obreros. Igualmente, la Anif en la 
revista “Empleo y Desempleo” sostenía que “entre 1950 y 1974, para citar el caso de los 
mejoramientos salariales, la participación del trabajo en el ingreso nacional muestra una 
cifra baja que se mantiene constante… durante esos 25 años apenas se ha incrementado 
en 62 centavos” (Alternativa, N° 129, 1979, p. 12). A la vez reprochaba las condiciones 
laborales existentes en el país pues, aunque en el código de trabajo se establece una 
jornada máxima de 48 horas semanales, encontró que en las cuatro grandes ciudades se 
trabajaba entre 46 y 60 horas a la semana.  
El IFI citaba a manera de ejemplos representativos del sector industrial a 27 empresas  
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que elevaron sus utilidades en promedio en 44. 4% en 1976 respecto a 1975, mientras 
que otras superaban estas cifras y en el caso concreto de Coltejer, Fabricato, Chrysler 
Colmotores, Industria Noel y Tejicondor, incrementaron dichas utilidades en más del 
100 % (Alternativa, N° 129, 1979, p. 12). 
La ingobernabilidad de López M, era evidente, siendo criticado tanto por la prensa 
extranjera por el grado de corrupción, por la impunidad reinante y por la bonanza de las 
drogas, que ya había permeado a diferentes sectores del gobierno (Sáenz, 20112) como 
a nivel interno con la oposición de Lleras Restrepo, quien tildaba al gobierno de 
chambón y de Gómez Hurtado que lo acusaba de blando y demagogo. Igualmente, la 
Andi y Fenalco mostraban su descontento por lo que consideraban altos impuestos al 
capital, por los recortes a los créditos y por la revaluación. De otra parte, los sectores 
populares lo acusaban de represivo y reaccionario (Alternativa, N° 129, 1979), por lo 
que se fue generando un clima propicio para la realización de una movilización a gran 
escala que culminaría con la organización del paro cívico nacional del 14 de septiembre 
de 1977.     
6.1.4.- La decepción trabajadora y el paro cívico nacional  
La relación salarial, como medio donde el capital y el trabajo buscan incrementar los 
excedentes económicos (ganancias) y la remuneración al trabajo respectivamente, no ha 
sido armónica y los conflictos han sido reiterativos, aunque no necesariamente se ha 
visto una relación inversa entre los mismos; los conflictos durante este cuatrienio fueron 
evidentes.     
Inicialmente los trabajadores se sintieron entusiasmados con las propuestas reformistas 
de López Michelsen como candidato quien, luego como presidente, concedió finalmente 
la personería jurídica a la CSTC, a la vez que levantó el estado de sitio como parte de 
sus primeras disposiciones en la jefatura del Estado. Igualmente, en un primer momento 
se sintieron beneficiados con la reforma tributaria de la cual el gobierno y los 
principales periódicos calificaban de progresiva y estar encaminada a beneficiar al 
“50 % más pobre del país”.  
Pero a medida que se disparaba la inflación y que la reforma supuestamente 
“progresiva”, aumentaba los impuestos a las ventas, que afectaba fuertemente sus 
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ingresos, tanto el sector sindical como la mayoría de la población comenzó a mostrar su 
descontento, y fue así como, sin proponérselo inicialmente, terminaron alineándose con 
los grupos políticos y económicos que hacían parte del equipo opositor a López.  
Hay coincidencia entre economistas, sociólogos e historiadores en que el primer intento 
formal de implantar políticas neoliberales en el país fue el impulsado por la 
administración de Alfonso López Michelsen y su primer Ministro de Hacienda, Rodrigo 
Botero. La contención del crecimiento salarial de los obreros formales del sector 
público y privado, protegidos por organizaciones sindicalizadas “bastante privilegiadas” 
respecto a los demás trabajadores, fue una de sus prioridades con el argumento de dar 
prioridad a programas sociales de los sectores más pobres del campo y la ciudad. Por 
tanto el descontento de la clase trabajadora no se hizo esperar. 
Pero a diferencia de la atención prestada a los propietarios del capital a los cuales se les 
escuchaba y se les tenía en cuenta las correcciones “sugeridas” en el campo político y 
económico para la obtención de las tasas de ganancia, a los reclamos sindicales y de 
otros sectores sociales se les ignoraba o reprimía. 
Además de lo anterior y de las continuas disputas internas de los sindicatos y entre las 
diferentes centrales obreras, hubo un nuevo ingrediente que atentaba contra su buena 
marcha como fue el caso de la infiltración y manipulación de que fueron objeto por 
parte del Instituto Americano para el desarrollo del Sindicalismo Libre, IADSL, 
organización norteamericana creada en 1962 como parte de la estrategia de la Alianza 
para el Progreso, para contrarrestar la influencia de la revolución cubana
221
.  
A pesar de las dificultades propias de los movimientos y organizaciones que buscaban 
defender sus derechos económicos y sociales, los trabajadores colombianos y en general 
los diferentes sectores populares, aumentaron ostensiblemente sus protestas entre 1975 
y 1977. Según el gobierno entre 1974 y 1976 hubo 30 huelgas legales y 17 fueron 
declaradas ilegales, mientras que Kalmanovitz denunció que en 1975 el sector industrial 
                                                             
221 Sobre la financiación de esta organización por parte de la CIA, así como la presión así para desafiliar a 
la CTC de la FMS y la CTAL por considerarla de orientación comunista y afiliarla a la IASDL, ver 
Documentos Políticos 125 y 126 y González, Germán Historia del Sindicalismo en Colombia. mimeo, CGT, 
INES, p.  98, Bogotá. 
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había despedido 30 000 trabajadores. En las movilizaciones y huelgas se criticaba y 
exigía la abolición de la reglamentación laboral que era favorable a los patrones del 
sector privado y estatal; también reclamaban por los despidos sin justa causa, la 
limitación del derecho a la huelga, los atropellos a los derechos gremiales y contra los 
tribunales de arbitramento en los cuales los trabajadores se encontraban en desventaja 
(Alternativa, N° 111, 1976, p. 14)   
Aunque el número de huelgas de los asalariados presentado por Archila, de 213 en 1975 
y 130 en 1977, difieren de las 111 y 93 respectivamente mostradas por Hartlyn (datos 
tomados de Delgado (1995)), ambos concuerdan, así como otros autores, que estos dos 




Tabla 4 Huelga en Colombia década del setenta 
Huelgas en Colombia 
Años Hartlyn  Archila  
  Núm. total % en sector  huelga por 
  Huelgas Industria Huelgas situación laboral 
1970 64 21.9 65 42 
1971 51 33.3 55 35 
1972 67 31.3 75 35 
1973 54 37.0 58 28 
1974 75 37.3 94 53 
1975 111 29.7 213 124 
1976 58 53.4 131 69 
1977 93 47.3 130 92 
1978 68 36.8 74 47 
1979 60 41.7 62 44 
1980 49 42.9 63 41 
         Fuente. (Hartlyn, 1993 y Archila, 2003) (Cifras tomadas de Delgado, Álvaro, et al, 1995. 
Se destaca también que durante esta década los trabajadores asalariados fueron los 
principales protagonistas en las protestas sociales, (Archila, 2003) porque todavía la 
empresa manufacturera era el principal centro de producción, de acumulación de capital 
donde se congregaba un buen número de operarios lo cual facilitaba la comunicación 
                                                             
222 Mientras que Sánchez (2009) muestra 125 huelgas en 1975 y 106 en 1977. 
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entre ellos lográndose por tanto cierto nivel de asociación y organización en busca de 
una mayor retribución, entre otras peticiones. 
Así en medio del creciente descontento, desde los primeros meses de 1977 se 
empezaron a escuchar voces pidiendo la realización de un paro a nivel nacional y, con 
motivo de la celebración del 1º de mayo, se dieron pasos para la unidad de las cuatro 
centrales obreras.  
El día internacional del trabajo, en otras varias ciudades se realizaron desfiles y 
concentraciones unitarias con participación de organizaciones regionales de CSTC, 
CGT, UTC y CTC, CITE, Central Nacional Provivienda y Comité Unitario del 
Transporte, comité al cual ingresaron también voceros del estudiantado, la Unión de 
Mujeres Demócratas, el Partido Comunista, la Unión Revolucionaria Socialistas y el 
Bloque Socialistas. Este comité hizo conocer del gobierno un pliego de peticiones de 
nueve puntos (cursivas en el original)223 (Ver pliego en anexo metodológico) 
El paso definitivo para la preparación del paro cívico nacional se dio en el mes de 
agosto. El 20 de ese mes las cuatro centrales CTC, UTC, CGT
224
 y CSTC firmaron un 
acuerdo “para comprometerse en su preparación y participar activamente en la 
seguridad de que así unidos, sólidos y disciplinadamente, cumpliremos con éxito la 
misión de defender los intereses de los trabajadores y del pueblo de nuestro país” 
(Alternativa N° 129, 1977 p. 8).  
Aunque la declaración conjunta contenía demandas de carácter laboral, también 
enfatizaban en el llamado a los diferentes movimientos sociales para su organización y 
participación. Por su parte el Ministro de Comunicaciones ante la inminencia del paro 
emitió una circular a los medios de comunicación afirmando que “Me permito 
solicitarles ejercer control [sobre] propaganda, noticias y comentarios que inciten 
solidaridad al paro nacional” (Alternativa, N° 129, citando a El Vespertino
225
).  
Es bastante lo que se ha escrito sobre la organización, el desarrollo y las consecuencias 
del paro cívico nacional del 14 de septiembre de 1977
226
 donde resalta el carácter 
                                                             
223 Medófilo Medina realizó una síntesis del momento económico y la situación social por las que 
atravesaba el país. En: La Protesta Urbana, pag 130. Citado por Sánchez (2009) pag 363 
224 La Confederación General del Trabajo es una Central fundada por una corriente de la Democracia 
Cristiana en 1971 (González, G, 2012) 
225 Periódico propiedad de El Espectador que circulaba en las tardes  
226 Alape, A (1980), Medina, M (1984) Archila, (2003), Sánchez, (1990), entre otros. 
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reivindicativo por mejoras salariales, adecuadas condiciones de trabajo y demás factores 
que redujeran la desigual distribución de la riqueza que profundizaban el conflicto 
distributivo del país. 
También es de tener en cuenta, que el paro cívico nacional fue utilizado por algunos 
sectores para ajustar cuentas con el gobierno como fue el caso del ospinismo-
pastranismo que respaldó el paro a través del diario La República, “en un acto 
nítidamente oportunista” según se lamentaba el conservador alvarista, Hugo Escobar 
Sierra, porque los conservadores, decía, “en el senado están conscientes de que lejos de 
una táctica política, aquí hay un grave ataque contra las instituciones y contra el sistema 
democrático” (Anales del Congreso, N° 63, 1977, p. 840). El conservador Jaime Posada 
también condenó el paro, mientras que su colega, Carlos Albán Holguín, expresaba 
desacuerdo y “discrepancia sobre el manejo de la política económica […] por lo que el 
grupo que represento no puede apoyar al presidente López [porque] ese manejo 
económico es el que le ha traído al país un tremendo problema de carácter económico y 
social (Anales del Congreso, N° 63, 1977, p. 841). 
Del partido liberal, el Senador Enrique Pardo Parra reclamaba por la difícil situación 
económica que López Michelsen había heredado de la administración Pastrana Borrero, 
afirmando que, “mientras el capital aumentó sus utilidades en 44 % los salario perdieron 
capacidad en un 17 % [...] Entonces hay un problema social que debe ser resuelto” 
(Anales del Congreso, N° 631977, p. 841). En el mismo sentido se manifestaron 
diferentes senadores al reconocer el problema de la inflación, la caída de los salarios 
reales y la difícil situación económica de los trabajadores, dado que en ese momento la 
canasta familiar costaba aproximadamente $6000, mientras que el salario mínimo estaba 
en $1600 (Anales del Congreso, N° 63, 1977). 
6.2.- Fisuras y reagrupamiento de las elites 
El paro cívico tuvo efectos políticos en las relaciones entre los diferentes bloques de 
poder, mientras que la industria registraba el segundo peor comportamiento de la década 
con 1.44 %, el valor más bajo registrado fue de 1.24 % en 1975 (gráfico 12), a la vez, 
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que la tasa de ganancia continuaba con su tendencia decreciente tanto a nivel nacional 
(gráfico 6 y 17 respectivamente) como industrial. 
A los quince días de su realización ya se habían retirado 4 ministros, así como la casi 
totalidad del equipo económico lo cual hacía pensar un cambio en la política económica. 
El gobierno en un esfuerzo por lograr mayor apoyo político nombró en forma 
equilibrada, a seis liberales y seis conservadores en la conformación del nuevo cuerpo 
ministerial. 
Gráfico 12. Crecimiento del PIB industrial colombiano, 1971-2000. 
 Fuente. Cálculos con base DANE-EAM.  
En tanto, en la Cámara de Representantes continuaba el debate sobre las consecuencias 
políticas, económicas y sociales del paro, donde las recriminaciones entre unos sectores 
y acusaciones entre otros estaban al orden del día. Las críticas del Mingobierno, Rafael 
Pardo Buelvas, sobre la pasividad y silencio de algunos dirigentes antes, durante y 
después del paro que solo habían cumplido con ofrecer respaldo al gobierno, causaron 
bastante molestia, a tal punto que fue uno de los motivos para que pocos días después 
presentara su dimisión al cargo. 
Para esta época en el Congreso también se estaban alinderando fuerzas con motivo de 
las elecciones presidenciales de 1978. Los parlamentarios seguidores de Lleras Restrepo 
aspiraban a que su jefe fuera reelegido presidente de la República, mientras que Turbay 
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Ayala, defendiendo el gobierno de López buscaba ser el candidato oficial del 
liberalismo. Por el lado conservador, las fuerzas se repartían entre las posibles 
candidaturas de Álvaro Gómez y Belisario Betancur.  
Igualmente, en los gremios económicos se presentaban divisiones temporales que más 
tarde se cruzarían con las de los partidos políticos conformándose bloques de apoyo a 
cada uno de los candidatos a la presidencia. Pero, en lo que la mayoría concordaba era 
en las críticas al gobierno, por lo que de una parte la Andi no bajaba la guardia y luego 
del paro cívico, acusaba al gobierno de desestimular la producción industrial en un 
fallido intento de incentivar la agricultura para que estuvieran en igualdad de 
condiciones con la anterior.  
Reiterando sus críticas, el presidente de este gremio afirmaba que  
el gobierno ha venido cambiando el modelo tradicional de sustitución de importaciones 
[ISI], por otro que buscaba estimular las exportaciones así como la libertad de comercio 
[y] en la implementación de estas ideas se pusieron en marcha unos preceptos 
neoliberales que habían sido utilizados en el siglo XIX en el país con resultados 
negativos (El Tiempo, oct 1° de 1977, p 6ª)
227
.  
También se manifestaba en contra de las medidas contraccionistas (altos encajes 
impuestos a la banca, a las entidades financieras, además de las limitaciones al crédito) 
que en conjunto, “tenían caminando la economía a media marcha” (El Tiempo, oct 1°, 
1977, p 6a). El gobierno, a través de su ministro de Desarrollo Económico, se defendía 
de las anteriores críticas afirmando que indicadores como el aumento del consumo de 
energía industrial y del recaudo del impuesto a las ventas le permitía asegurar que la 
industria manufacturera progresaba (El Tiempo, oct 1° de 1977, p. 6a). 
A finales de 1977 los precios externos del café alcanzaban el nivel más alto con US $ 
3.20 la libra, hecho que triplicó las reservas internacionales y amenazó con incrementar 
aún más la inflación, que se había disparado a causa del intenso verano vivido en ese 
año. Por ello el gobierno debió recurrir una vez más a un programa de ajuste que 
                                                             
227 También en XXXIII   Asamblea de la Andi, Medellín, septiembre 28-30 de 1977.  
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restringió los medios de pago, limitó los créditos y amplió los encajes bancarios que 
eran medidas que causaban la irritación de los industriales organizados. 
En estas circunstancias, nuevamente se presentaron quiebres entre algunos sectores de 
las elites, así como alianzas temporales en otras para defender o conquistar posiciones, 
frente a terceros y, aún ante el mismo gobierno. Se evidenciaba así, una vez más, la 
relación entre la economía y la política, reflejando en el país lo que comentaba Théret 
(2016) en el sentido que no hay acción política que no esté respaldada por la política, ni 
acción económica que no esté respaldada por la economía. 
En este ajedrez político, de un lado, se conformó un primer bloque entre la Andi, 
Fedemetal, Asobancaria y Fedecafé y, dentro de este grupo, una poderosa alianza entre 
Fedecafé y Asobancaria que criticaban reiteradamente las políticas oficiales que los 
afectaba. En la Asamblea de esta última, durante los días 28, 29 y 30 de octubre de ese 
año, aumentaron sus dardos contra el gobierno por el estancamiento de la economía, que 
afectaba la tasa de ganancia de sus empresas y, rechazaron el proyecto de ley 
antimonopolio que cursaba en el Congreso porque lesionaba los beneficios de los 
grupos de esta asociación (grupos Bogotá y Suramericana) porque según ellos, permitía 
que la clase emergente del narcotráfico se tomara el poder económico del país. 
Igualmente, recomendaban acciones que incentivaran las sociedades anónimas, a través 
de la reforma del sistema de encajes (reducción), de una política crediticia (expansiva) 
para incrementar el flujo de capitales hacia la empresa privada, y reclamaban sobre la 
necesidad de un alivio tributario para así “devolver fondos del sector público al 
privado” (Alternativa, N° 139, 1997). La Bolsa de Bogotá coincidía con estas 
peticiones. La defensa mutua de intereses entre Federacafé y Asobancaria daba una idea 
de la forma como se fueron agrupando los diferentes sectores en esta coyuntura. 
De otro lado, los grupos económicos, que seguían consolidándose, conformaron un 
segundo bloque haciendo también exigencias. Este bloque estuvo integrado por el grupo 
Grancolombiano de Jaime Michelsen U, quien era primo del presidente y había sido el 
gran beneficiado de la reforma financiera y del programa de “colombianización de la 
banca”, por lo que estaba del lado del gobierno. Un tercer bloque era el grupo Santo 
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Domingo que hacía fuertes y diferentes emplazamientos tanto a la junta directiva del 
Banco de la República como al ministro de Hacienda. La formación de estos tres 
bloques, con alta capacidad de presión e influencia en las burocracias oficiales, 
reflejaban el nivel de confrontación en el seno del campo del poder por el acceso y 
mayor control del Estado para defender cada uno sus posiciones políticas y económicas. 
La llave Federacafé y Asobancaria presionaban y criticaban al gobierno, mientras que el 
grupo Grancolombiano y su centro de investigaciones, Anif, atacaban a la Federación 
buscando neutralizar el poder cafetero, manifestando que el acuerdo entre el gobierno y 
ésta, en el manejo de la bonanza, reflejaba  
una alta concentración de poder en el manejo de la política cafetera que tiende a inclinar 
más la balanza a favor particular del gremio y en contra de su integración al contexto 
nacional”, además solicitaba una revisión total de la estructura cafetera para “establecer 
lo que le pertenece a la nación y lo que le pertenece a la Federación (Alternativa, N° 
139, 1977, p. 10)228. 
a la vez que hacía mención de los inmensos activos e inversiones de esta entidad en 
diferentes actividades económicas. 
Estos mismos grupos, en disputa por obtener mayores prebendas del Estado para sus 
inversiones, jugaron también en el campo electoral. Por el lado liberal, Turbay Ayala 
recibió el respaldo del grupo Grancolombiano dado que este había mantenido una 
estratégica defensa de López en los momentos críticos de su gobierno. Lleras Restrepo, 
quien aspiraba nuevamente a la presidencia, contó con el apoyo de Asobancaria y 
Fedecafé, así como de los dos principales diarios liberales El Espectador y El Tiempo 
(Alternativa, N° 139, 1977). 
Luego, una vez derrotado Lleras Restrepo por Turbay Ayala, en la búsqueda de la 
candidatura liberal a la presidencia de la República, y de la aclamación de Belisario 
Betancourt por los conservadores y otros pequeños partidos políticos, los grupos 
financieros, que ya habían adquirido gran solidez dentro de la economía nacional 
(gráfico 13) en detrimento del sector industrial (gráficos 6 y 7), se alinearon en torno a 
                                                             
228 ‘Carta Financiera’ publicaba estas declaraciones en la mencionada revista, en momentos que se 
anunciaban nuevas emisiones monetarias para lograr éxito en la cosecha cafetera. 
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estos dos políticos. Es en esta década cuando el sector financiero, a través de las 
reformas propuestas por Mackinnon (1974) y seguidas por López Michelsen, logró una 
fuerte consolidación al punto de empezar a incidir en las políticas, monetarias, 
crediticias y fiscales que conducía a ser un sector cuyas tasas de ganancia eran 
superiores a los demás sectores de la economía. De esta forma la financiarización de la 
economía colombiana entraba con toda fuerza tal como venía aconteciendo a nivel 
mundial (Boyer, 2000; Duménil y Levy, 2002, 2007; Giraldo, 2009 y Dossi, 2014, entre 
otros).      
Gráfico 13 Participación del sector financiero dentro del PIB, 1970-2006 
 
 Fuente. Cálculos con base DANE-EAM. 
Belisario, muy complacido recibió el apoyo del grupo de Ardila Lülle, que también 
había consolidado su fortuna en esta década, y del grupo Suramericana (Sindicato 
Antioqueño), mientras que el grupo Grancolombiano apoyó la candidatura de Turbay 
Ayala. Este último, también obtuvo gran respaldo de nuevos personajes con riquezas 
cuyo origen era muy dudoso
229
. 
Nuevamente, las elites económicas se confundían con las políticas en el control estatal, 
buscando mejores condiciones (ganancias) para sus inversiones, pero, por entonces ya 
irrumpía un nuevo actor, -el narcotráfico-, como lo veremos más adelante. 
                                                             
229 En la emisión del importante programa televisivo semanal, 60 Minutes del 2 abril de 1978 y, 
basándose en el memorando de Peter Bourne, se dijo que Abraham Varón Valencia y Oscar Montoya 
(Ministro del Trabajo), estaban envueltos con el narcotráfico y, que Julio César Turbay tenía nexos con 
mafias de la droga (Tokatlian, Botero y Obregón, p. 294, citados por Sáenz, 2012, p.32). Todas las elites 
reaccionaron airadamente ante estos señalamientos, pero sin desmentirlos.  
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Como se ha reiterado en el presente trabajo, estos grupos, en lo que sí formaron frente 
común fue en sus peticiones al gobierno, las cuales se cristalizaron en forma exitosa —
aprovechando su debilidad política en los últimos meses de mandato—. López cedió a 
las presiones gremiales y de los grupos otorgándoles mayores garantías para la 
obtención de excedentes (ganancias) a cambio de apoyo político; estos beneficios se 
cristalizaron a través de la Ley 54 de 1977 en la cual todos pidieron y todos recibieron. 
Esta ley eliminó, modificó y adicionó artículos referentes al régimen de impuestos de 
renta y complementarios (Anales del Congreso, N° 110, 1977), completando de esta 
manera la contrarreforma tributaria promulgada anteriormente con la Ley 29 de 1976, 
en claro favorecimiento al capital, así: 
La Andi argumentando que era necesario bajar los impuestos para reducir la evasión, 
logró imponer una corrección proporcional a la inflación de los valores monetarios 
sobre los cuales se calculaba las escalas de impuestos, igualmente obtuvo una 
disminución en el tributo a las ganancias ocasionales con el artículo 22, por el cual las 
sociedades podían deducir anualmente de sus utilidades las inversiones que hubiesen 
realizado en el año anterior, en acciones de nuevas sociedades anónimas (Anales del 
Congreso, N° 110, 1977).  
Además, en conjunto los gremios y grupos económicos derrotaron la iniciativa 
gubernamental de aumentar la renta presuntiva del 8 al 10 %, y, con el artículo 11, 
prácticamente la dejaron sin piso al proponer el desmonte de la ganancia ocasional neta, 
que era base para su cálculo.  
De esta forma, se comprobaba que una política pública lejos de ser neutral, lleva detrás 
toda serie de concepciones ideológicas y teóricas que ayudan a justificar toda una gama 
de presiones para favorecer ciertos sectores que buscaban, ante todo, la maximización 
tanto de sus ganancias como de su tasa. Los impuestos como variable que está en el 
numerador del indicador ‘tasa de ganancia’ al reducirse incrementan las ganancias 
totales y por tanto la tasa y la estructura institucional ha facilitado los mecanismos con 
tal fin.   
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Después de aprobada la ley de “alivio tributario”, cada bloque mostró su complacencia 
por el éxito obtenido. Los miembros de la Bolsa de Bogotá sostuvieron que dicha ley 
tenía “inspiraciones de fomento industrial [por lo que] nuestra gestión se orientará […] 
en el propósito que sus beneficios sean aprovechados al máximo tanto por las empresas 
como sus accionistas” (Alternativa,  N° 139, 1977, p. 10)
230
. La Anif por su parte, 
reconoció que la ley no estuvo orientada a beneficiar a los trabajadores (Alternativa, N° 
145, 1977, p. 8).  
De esta forma, los empresarios pudieron darse por bien servidos al lograr que se 
aprobara este proyecto de carácter regresivo donde la mayor parte de la recaudación de 
los impuestos tendía a gravar más a los sectores menos favorecidos a través de los 
impuestos indirectos (a las ventas). Como si con lo anterior no bastara, en el congreso 
de economistas del país, reunido del 7 al 10 de diciembre, al cual asistieron los 
representantes de los diferentes grupos, mostraron su preocupación por las “bajas 
ganancias de las empresas”, por lo que plantearon una disminución de los salarios reales 
mediante reducción de las cesantías que incidiría tanto en la disminución de los 
intereses de las mismas, como de las indemnizaciones.  
6.3.- Lecciones para las bases trabajadoras 
En términos generales se afirma que el paro cívico marcó un hecho sin precedentes en la 
historia del movimiento obrero colombiano. De una parte, la unidad difícilmente 
lograda, aunque en forma temporal, consiguió que el gobierno convocara al Consejo 
Nacional de Salarios, obteniéndose aumentos en agosto y noviembre de ese año y 
finalmente en mayo de 1978 (González, G. 2012). Efectivamente, después de ocho años 
de contracción seguida de los salarios reales para obreros, este inició un repunte en su 
capacidad de compra hasta 1983 (gráfico 11).  
Sin embargo, a las pocas semanas de la realización del paro se presentaron las primeras 
fisuras dentro del Consejo Nacional Sindical por lo que en las discusiones con el 
gobierno para el reajuste del salario mínimo y el retiro de la CSTC de la mesa dejó ver 
las discrepancias en su interior debilitando de esta forma su capacidad negociadora. 
                                                             
230
 Citando los informes de la Bolsa de Bogotá de 1977 
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Pero las cosas no estaban mejor en las centrales tradicionales, donde además de la 
posición vacilante de algunos directivos en la participación del paro, continuó el 
divisionismo en su interior, así como las purgas internas y “licenciamientos” de 
dirigentes por hechos que estuvieron salpicados de abusos de poder y malos manejos de 
fondos.  
El incumplimiento de las promesas del CNS de organizar movilizaciones para lograr el 
reintegro de trabajadores despedidos por participar en la jornada del 14 de septiembre, 
así como la incapacidad de hacer cumplir la mayoría de puntos consignados en el pliego 
conjunto, desalentaron a los trabajadores. Estas dificultades se reflejaron en la fuerte 
caída de las protestas generales de la población y de las huelgas sindicales adelantadas 
en los años de 1979 y 1980 (gráfico 8 y tabla 3).   
7.- LA CLASE EMERGENTE, NUEVO ACTOR EN LA ESCENA 
NACIONAL  
Además de los logros tributarios obtenidos a finales de 1977, los diferentes grupos 
también habían logrado consolidar posiciones dentro del gobierno nacional, el cual para 
no dejar a nadie insatisfecho se cuidó de “atenderlos” en sus diferentes reclamaciones 
conducentes ante todo por lograr que las ganancias de sus empresas no se vieran 
afectadas. Pero nuevos adversarios se fueron abriendo paso en diferentes esferas de la 
vida política, económica y social del país y esos nuevos contendores, muy poderosos, 
por cierto, habían estado acumulando inmensos ingresos a través del ilegal y rentable 
negocio de la droga.  
Sin embargo, que estos nuevos protagonistas de la vida económica, política y social se 
hubieran fortalecido se debió a que lograron infiltrarse en las diferentes esferas de la 




                                                             
231 Cuando aquí hablamos de la clase emergente nos referimos a dos tipos: i.- aquella proveniente de 
líderes políticos locales que se apartaron de las directrices nacionales es decir de los llamados “jefes 
naturales” de los partidos tradicionales, de las oligarquías que controlaban el accionar de sus partidos. 
Esta clase política emergente de la provincia iniciaba un continuo proceso de control de estos partidos, 
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Por entonces la Anif, a través de su presidente, Ernesto Samper Pizano, denunciaba que 
las mafias estaban buscando legalizar sus fortunas, y semanas más tarde conjuntamente 
con Jaime Michelsen y Luis Carlos Sarmiento, sostenían que la empresa privada estaba 
amenazada por una nueva forma de delincuencia organizada (Alternativa, N° 131, 
1977)
232
, “curiosamente, la revista Alternativa, vocera de una facción importante de la 
izquierda colombiana, hacía denuncias similares a la prensa norteamericana” (Sáenz, 
2012, p.31).  
Estos nuevos magnates siguieron legalizando sus ingresos mediante la adquisición de 
acciones en sociedades anónimas y bancos, buscando hacerse a su control y al dominio 
de empresas deudoras de los mismos. También hicieron inversiones en el sector de la 
construcción de estratos medios altos y altos a la vez que, con la complicidad de varios 
bancos, lograron “blanquear” sus inexplicables fortunas. Estas actividades, por 
supuesto, estaban dentro del renglón en que actuaban los denunciantes por lo que el 
interrogante surgido fue si su preocupación era realmente de carácter ético y moral o por 
el temor a la nueva competencia de la economía subterránea. A lo anterior había que 
mencionar la adquisición de grandes extensiones de tierras cuyas estrategias y métodos 




La creciente irrupción de estos ingresos con altas rentabilidades que buscaban nuevos 
sectores donde invertirlos, vieron la oportunidad de lograrlo en empresas industriales 
con aprietos financieros que recurrían al mercado extrabancario, por las dificultades de 
obtener crédito en el mercado financiero regular. Esto fue reconocido por el presidente 
                                                                                                                                                                                  
por lo menos hasta 2002 cuando se materializa la definitiva fragmentación bipartidista. Los Barones 
electorales de las regiones lograron arrebatar parte del control y poder político y económico de los jefes 
nacionales.  
En segundo lugar hablamos de ii.- la clase emergente del narcotráfico que posteriormente comenzó a 
participar abiertamente en política, inicialmente financiando campañas y líderes locales, en algunas 
ocasiones nacionales, a cambio de que la clase política se hicieran los dela vista gorda frente a sus 
actividades, o en algunas ocasiones hicieran alianzas en negocios que les reportaba inmensas ganancias 
respecto a las actividades económicas tradicionales y legales. Aunque ha sido difícil diferenciarlas del 
todo, en este aparte hacemos referencia a la segunda clasificación.  
232 Ver también Sáenz Rovner (2012) donde realiza un interesante trabajo acerca de las relaciones de la 
mafia del narcotráfico con los diferentes sectores de la política, industria, banca, fuerzas militares y 
demás elites colombianas.    
233 Memoria Histórica, por ejemplo. 
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de la Andi, Echeverri Correa [quien] declaró con toda naturalidad que la escasez de 
crédito y que las altas tasas de interés fijadas por la Junta Monetaria llevaban a que los 
industriales buscaran a los grandes narcos para que les prestaran dinero. Otros dos 
líderes empresariales, Ernesto Samper Pizano de la Asociación Nacional de 
Instituciones Financieras, Anif, y Alfonso Dávila de la Asociación Bancaria se 
manifestaron en forma similar (Alternativa, N° 211, 1979, p. 9). 
De esta forma, entró en escena un nuevo actor en la disputa por el poder económico y 
político que ponía en peligro el predominio de la burguesía tradicional de los dos 
partidos que durante años se repartieron el poder a través del Frente Nacional.  
Desde el inicio de los setenta, con la “marimba” en la Costa Caribe y luego, con otros 
alucinógenos y narcóticos en otras regiones del país, esta nueva fuerza adquiere mayor 
despliegue durante la administración López (Sáenz, 2012) y, en su forcejeo por 
consolidarse, dejó muchas vidas y sangre en la historia de la vida nacional. La mira la 
dirigieron luego hacia los bloques de poder. 
La forma como el narcotráfico en los setenta ya había logrado incrustarse en el DAS; en 
equipos de futbol, con directivos que luego eran nombrados embajadores; en los 
partidos políticos con reconocidos integrantes (Santofimio Botero, Lucena Quevedo, 
Ortega Ramírez, por ejemplo), o Pablo Lafaurie, hermano del entonces viceministro de 
Justicia, está ampliamente documentada por Sáenz (2012, p. 30-32)
234
.  
Se mencionan tres grandes etapas recorridas por la clase emergente del narcotráfico en 
Colombia, así: I.- Finales del setenta y comienzos del ochenta del siglo pasado cuando 
integraron sus ganancias extraordinarias a la actividad económica buscando asiento en  
las juntas directivas del sector financiero más importante (Grupo Colombia de Correa 
Maya y Grupo Grancolombiano de Michelsen Uribe), sin conseguirlo en algunos casos; 
II.- mayor  participación en diferentes grupos políticos o en la creación de nuevos de 
corte nacionalistas, anticomunistas, y populistas; y, III.- luego de ser deslegitimados 
políticamente, crearon fuertes grupos militares (Valenzuela, 2013).   
                                                             
234 Con actas y correspondencia del Ministerio de Relaciones Exteriores de Colombia, de la Embajada de 
Estados Unidos, del Departamento de Estado y la revista Alternativa, entre otras fuentes.     
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8.- CONTINUIDAD EN LA POLÍTICA ECONÓMICA Y 
REPRESIÓN EN LO SOCIAL  
El final del periodo presidencial de López Michelsen no fue nada envidiable, por una 
parte consiguió detener el proceso inflacionario, la economía obtuvo un importante 
repunte y los salarios de los trabajadores tuvieron significativos avances. Pero, por otro 
lado en lo político, en un último intento de alcanzar un logro que lo reivindicara con la 
historia, propuso la realización de una asamblea constituyente que reformara el régimen 
departamental y municipal para descentralizar la administración pública
235
 y una 
reforma a la administración de la justicia. Sin embargo, esta iniciativa finalmente fue 
declarada inconstitucional por la Corte Suprema de Justicia, en fallo proferido el 5 de 
mayo de 1978.  
En las elecciones presidenciales de ese año Turbay triunfó sobre Belisario, con menos 
del 3 % de ventaja y con una oposición casi nula, pero en medio de un clima bastante 
enrarecido por el desbarajuste ético y moral en todos los sectores.  
Mientras que, en el contexto internacional se presagiaba una nueva crisis económica 
además de una creciente tensión política entre Estados Unidos, la Unión Soviética y 
China, en el lado Latinoamericano se vivía la época de las dictaduras en cerca del 65 % 
de la región, que para mantenerse en el poder recurrieron a la expansión del gasto 
militar llevando a estos países a procesos hiperinflacionarios (Stallings, O´Donnell).  
A nivel nacional, desde el mismo momento del empalme entre el gobierno de López y 
de Turbay se insinuaba una política continuista. Esto se confirmó con el nombramiento 
de Eduardo Wiesner Durán en el Departamento Nacional de Planeación, quien venía de 
la presidencia de Asobancaria y era considerado, por tanto, un representante del capital 
financiero, mientras que en el ministerio de Hacienda (1978 - 1980) se designó al 
conservador Jaime García Parra, proveniente del sector cafetero. Se continuó con las 
políticas antiinflacionarias y de austeridad económica, aunque se inició un vasto 
                                                             
235 Darío Restrepo (2015) en su tesis doctoral realiza una completa descripción analítica y critica del 
proceso de descentralización tanto en Bolivia como en Colombia en el periodo 1980-2005 
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programa de inversión en infraestructura financiado con recursos externos, con lo cual 
se disparaba la deuda externa.  
Los gremios y grupos económicos también recibieron al nuevo gobierno con críticas por 
su empeño en las políticas antiinflacionarias restrictivas y Turbay les respondió con otro 
alivio tributario a través de la Ley 20 de 1979, “para remediar injusticias en la 
tributación de las rentas del trabajo provocadas por la inflación y para estimular la 
capitalización del país” (Memorias de Hacienda, 1978 - 1979, p. 36)
236
. Si bien fue 
cierto que el artículo 1º de esta ley estableció beneficios a las rentas del trabajo, éstos 
eran muy inferiores respecto a los otorgados al capital y al patrimonio, que buscaban 
ampliar su rentabilidad. Además, de tiempo atrás se venía presionando para que dicho 
alivio fuera una realidad  
porque de lo contrario sería de gran manera deplorable, mejor, inexcusable, que no se le 
diera el rápido trámite demandado por el primer mandatario, habida cuenta que el 
proyecto tiene rebajas tributarias especialmente considerables en cuanto se refiere al 
régimen de las ganancias ocasionales, para hacerlo más equitativo y razonable, en razón 
a las múltiples sugerencias que en ese campo se han venido formulando (las cursivas 
son nuestras) (El Tiempo, 8 dic., 1978, p. 4a)
237
.  
Se daban entonces las condiciones en el ámbito económico y político para buscar el 
incremento de los excedentes (ganancias) para incentivar la inversión. Pero, otra era la 
opinión del parlamentario liberal Roberto Arenas Bonilla, respecto a dicho alivio 
tributario al capital, pues tenía muy claro que “el proyecto constituye en realidad una 
contrarreforma tributaria”) (El Tiempo, 8 dic., 1978, p. 2A).
 
 
Una vez más la historia se repetía como en muchos otros aspectos de la vida nacional 
porque mientras que el capital salía nuevamente bien librado, la suerte de los 
trabajadores era distinta. Fue evidente que los sindicatos y los movimientos sociales 
durante la administración Turbay no tuvieron su mejor etapa. A finales del setenta se 
denunció la aparición de organizaciones similares a la llamada “mano negra”, que había 
operado entre 1961 y 1966, la cual presumiblemente había sido auspiciada por 
personalidades de la vida política y empresarial del país, con el agravante que en esta 
                                                             
236  Discurso en el XVI Convención Nacional Bancaria y de Instituciones Financieras, Cartagena, octubre 
26 de 1979.  
237  En poco se extendió en cuanto a los beneficios al trabajo. 
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ocasión contaba con cuerpos paramilitares (Alternativa N° 174, 1978)
238
, muchos de los 
cuales estaban ya bastante organizados y armados.  
A medida que transcurría la administración se perfilaba la tonalidad de su mandato y fue 
así como el 6 de septiembre, a través de los diferentes medios de comunicación los 
ministros de gobierno y de defensa hicieron conocer el decreto 1923 del 6 de septiembre 
de 1978 con el cual se daba vida al Estatuto de Seguridad para “proteger la vida, honra y 
bienes de las personas y se garantiza la seguridad de las asociadas” (El Tiempo, sept 7, 
1978, p. 1 y 10 A)
239
. Los gremios lo respaldaron, y bajo su vigencia se cometieron toda 
clase de abusos a las libertades civiles. Según Alternativa  
representó un duro golpe a la democracia y [significó] la prolongación del estado de 
sitio […]; además, el ministro de Defensa Camacho Leyva sostuvo que a los terroristas 
había que medirlos con las mismas armas” [lo que] representaba una alarmante 
intuición a la acción paramilitar directa y un reconocimiento tácito de que la 
investigación será fallida” [sic] (Alternativa, N° 180, 1978, p. 2).  
El efecto sobre la movilización sindical y social fue contundente; repliegue en sus 
acciones por desilusión y desde entonces temor por sus vidas.  
9.- IDEAS FINALES DE ESTE CAPITULO 
La década del setenta estuvo, como se ha sostenido, enmarcada por una serie de sucesos 
tanto a nivel internacional como nacional que repercutieron en el desempeño de la tasa 
de ganancia como también en el ámbito sociopolítico del país. Otra tragedia de los 
países en desarrollo o subdesarrollados es su fuerte dependencia del contexto externo, 
ya sea porque dependen en gran medida de la apertura de estos mercados como la fuerte 
variación de los precios internacionales de sus comodities cada vez con mayor 
competencia de otros países  que producen productos primarios idénticos por lo que son 
altamente elásticos en el comercio internacional. De esta dependencia por tanto se 
experimentaron efectos en las economías latinoamericanas y del país.  La caída de los 
                                                             
238 Igualmente, se denunciaba la creación de la Fundación Respuesta de la familia Gómez Hurtado que a 
través de una publicación de dicha entidad ponderaba los beneficios del capitalismo y culpaba a los 
intelectuales de la desmoralización de los empresarios que, según ellos, eran los únicos capaces de 
salvar al mundo y la libertad.   
239 También en Alternativa 79, sept., 11-18 de 1978.  
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acuerdos internacionales y de las instituciones regulatorias marcó el rumbo de una 
nueva concepción económica que enjuiciaba el Estado de Bienestar y los principios que 
lo soportaban. En cambio, se dio paso a la desregulación, a la menor participación del 
Estado en la economía privilegiando así el libre mercado que proponía la escuela de 
Chicago, buscando restablecer o detener la caída de la tasa de ganancia lo cual se hacía 
cada vez más complejo. 
Además, la región, con los diferentes tipos de Estado y de gobernanza, buscando 
también crear condiciones para la efectiva generación de excedentes o ganancias,  
adquirió grandes empréstitos, dadas las bajas tasas de interés variables internacionales, 
para emprender grandes proyectos de infraestructura y creación de empresas industriales 
y de servicios adquiriendo por tanto mayor poder de mediación entre las clases sociales, 
mayor protagonismo en el desarrollo político, económico y social, además de lograr una 
mayor cooptación de diferentes segmentos de población para engranar un complejo 
sistema corporativo que le aseguraba ciertos niveles de acumulación y legitimidad. 
También sirvió para introducir las diferentes teorías y paradigmas teóricos e ideológicos 
que favorecían la obtención de tasas de ganancia que les garantizaba a su vez la 
reproducción de un sistema excluyente pero muy favorable a sus intereses políticos, 
económicos y sociales.  
A nivel nacional, en el campo político, el agotamiento del Frente Nacional que tuvo su 
mayor riesgo, por cierto, no superado del todo, en el virtual triunfo, aunque no 
reconocido, de Rojas Pinilla en las elecciones de 1970, y en el desmonte de las medidas 
reformistas de Lleras Restrepo, dejó entrever la existencia de acuerdos no pactados en el 
plebiscito de 1957, y de otros, que, aunque firmados, posteriormente no fueron 
respetados. Sin embargo, el temor de perder el control y poder sobre el Estado obligó a 
las elites a cerrar filas ante estos hechos y de crear los lineamientos de la estructuración 
de la sociedad que algunos han tildado de corporativista, consociacionalista o de 
cooptación que privilegia la acción de las elites o de los “segmentos más 
representativos” de la sociedad. Estos arreglos permitieron una mayor participación y 
presión de los gremios y grupos económicos que se fueron consolidando en la época 
para obtener ganancias a través de políticas arancelarias y crediticias, así como de 
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reformas o contrarreformas tributarias que garantizaba una adecuada tasa de ganancia o 
por lo menos detener su caída en esta década y una mayor concentración del ingreso.  
La debilidad de los movimientos sindicales frente a la organizada y férrea posición de 
los gremios, les impedía participar en decisiones que redundaran en sus objetivos de 
obtener mejores condiciones salariales y de trabajo. La caída del salario hasta 1977, solo 
pudo ser detenida mediante la realización del paro cívico nacional, que, por primera vez, 
pero en forma temporal, logró que las cuatro centrales sindicales se unieran en torno al 
Consejo Nacional Sindical (CNS).  
A nivel externo, el fin de esta década y el nacimiento de la del ochenta, estuvo marcada 
por el resurgimiento de las tensiones de las potencias orbitales en procura de detener la 
caída de la tasa de ganancia, debido a la sobreproducción y alta capacidad instalada 
subutilizada. En el ámbito regional, prevaleció el imperio de dictaduras militares en 
gran parte de Latinoamérica, para mantener el statu quo, la generación de excedentes y 
la acumulación de capital, estuvieron apoyadas por Estados Unidos, pues muchas de 
ellas se escudaban en su orientación anticomunista, mientras que a nivel doméstico la 
intencionalidad era lograr la legitimidad de las elites garantizándoles mayor exacción de 
excedentes (ganancias) que les permitía incrementar su caudal social y político.   
El cambio de orientación en las políticas públicas de fomento a la industria, considerada 
motor del desarrollo y de generador de empleo, hacía que la lucha contra la inflación 
generara escenarios de recesión y desempleo y, en vez de detener la caída de la tasa de 
ganancia, la presionaba más en esa orientación, como sucedía en el contexto 
internacional.  
Raúl Prebisch, en concordancia con un grupo de intelectuales y economistas 
latinoamericanos
240
, reflejó lo que estaba ocurriendo en América Latina en ese 
momento. La liberación de las importaciones se estaba llevando a cabo justo en el 
momento que los países desarrollados cerraban sus mercados y aumentaban las políticas 
proteccionistas debido a la crisis estructural que estaban experimentando como bien lo 
                                                             
240 Celso Furtado, Fernando Enrique Cardozo, Oswaldo Sunkel, entre otros.  
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describieron en su momento, Shaikh, Mandel y posteriormente Dumenil y Levy, 
Brenner y Boyer, por mencionar solo algunos. 
En Colombia la aplicación de medidas ortodoxas antiinflacionarias, de restricción 
monetaria, de contracción del crédito e incremento de las tasas de interés, que 
acrecentaba el costo del dinero, también consolidaba y concentraba el poder del sector 
financiero, que poseía dicho recurso; las ganancias del sector productivo empezaban a 
deslizarse de esta forma hacia el sector financiero. Ante estos mayores costos del uso 
del capital los empresarios debieron acudir al mercado extrabancario (en algunas 
ocasiones con grandes recursos de dudosa procedencia), aumentando así los costos de 
producción que deterioraba aún más la tasa de ganancia. Pero la cadena no paraba ahí 
porque estos mayores costos finalmente eran trasladados a los consumidores finales de 
bienes y servicios, dado el carácter oligopólico de la industria nacional (Garay, 1998), 
presentándose de esta manera, la típica transferencia de ingresos entre sectores y 
finalmente, de una clase social a otra. 
Esta situación, unida a otras como la inequitativa tenencia de la tierra, configuró una 
estructura social desequilibrada que condujo, en la región, hacia gobiernos de fuerza, 
que “lo primero que hacen […] es suprimir las libertades políticas y sindicales y 
llegamos a lo que se ha denominado el estado friedmaniaco”
 
(en referencia a Milton 
Friedman) (Prebisch en Alternativa, N° 235, 1979, p. 12), lo cual era una buena 
referencia a lo que estaba sucediendo en el Chile de Pinochet, donde la ortodoxia 
económica se impuso a través de la fuerza la violación de los más elementales derechos 
humanos, civiles y ciudadanos. 
Prebisch planteaba, como lo habían hecho otros intelectuales latinoamericanos y 
colombianos, que la aplicación de estas tesis extrañas a las condiciones estructurales de 
Colombia se debió fundamentalmente a las ideas traídas por estudiantes formados en 
universidades de corte ortodoxo, como la de Chicago, quienes posteriormente fueron 
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tomando posiciones claves de la vida nacional y sirvieron de punta de lanza para la 
importación de estos postulados
241
.  
En el país, al final de esta década se estaba viviendo una inflación de rentas y 
ganancias
242
 por lo que no se podía responsabilizar del incremento de los precios al 
incremento de los salarios y se sostenía que mientras en 1964 las rentas y las ganancias 
representaban cerca del 58 % del ingreso nacional, para 1978 esa participación había 
aumentado al 63 % (Alternativa, N° 235, 1978, p. 2)
243
. Lo anterior se evidencia en el 
gráfico 14 con el incremento de la participación del capital, a la vez que se visualiza la 
reducción de la participación de los salarios dentro del PIB industrial, como también se 
había visto en PIB de la economía nacional en su conjunto (gráfico 7). 
Gráfico 14. Participación de los salarios y del capital dentro del PIB industrial, 
1970-2004. 
 Fuente. Cálculos con base DANE-EAM. 
                                                             
241 Bien ilustrativo es el análisis que se hace sobre el papel que desempeño Fedesarrollo como think 
tanks en el gobierno de Belisario Betancur, así como el rol determinante en la implementación de la 
ortodoxia y su injerencia en los diferentes gobiernos desde entonces (Ávila, 2012, Tesis de Maestría en 
Estudios Politicos, Universidad Nacional)     
242 Ricardo plantea que los precios son determinados por los salarios y las ganancias como se vio hasta 
1976, mientras los salarios reales tuvieron una apreciable caída, las empresas reportaban ganancias. 
Entonces, además de la posible importación de la inflación, un componente que pudo incrementar los 
precios y, por tanto, la inflación se atribuía a mayores ganancias, como masa, de las empresas con altos 
niveles de concentración y oligopolios.   
243 Citando a Wilson Marín, asesor de la CEPAL, participante en el mencionado foro. 
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En términos generales la economía colombiana tuvo un comportamiento relativamente 
aceptable (aunque la tasa de ganancia seguía su curso descendente) si se comparaba con 
los demás países de la región que tuvieron grandes oscilaciones en el transcurso de esta 
década. Según la CEPAL (2002), Urrutia-Greco (2002), Ocampo, (2007) y Bejarano 
(Alternativa, N° 237, 1979, p. 16), Colombia estuvo por encima del promedio en cuanto 
al crecimiento del PIB, además que la inflación, aunque alta (promedio del 23 %, 
aprox.), no llegó a los niveles de los demás países latinoamericanos, que estuvo por 
encima del 30 %. 
Pareciera existir cierto consenso en que las condiciones de vida, en general, de la 
población colombiana tuvo una mejoría a partir de la segunda mitad del siglo XX 
(Ocampo, 1992 y 2007a). Se llega a esta percepción tomando como base, indicadores de 
gastos en salud y educación. En cuanto al segundo aspecto, las tasas de alfabetización y 
la mayor capacitación de la población urbana, habrían disminuido las diferencias 
salariales, por lo menos en la población urbana.  
En esta década, Colombia se distinguió por tener uno de los más bajos registros desde 
mediados del siglo, cuando en 1975 la economía cayó al 2.3 % aproximadamente, pero 
contrastó con el mejor indicador presentado en 1978 con un crecimiento del PIB del 
8.4 % (gráfico 9) a la vez que el sector industrial creció en esos años en 1.2 % y 10 %, 
aproximadamente, mientras que la tasa de ganancia también cayó reflejando los altos 
costos del capital. En general la economía tuvo un crecimiento promedio de 5.5 % y la 
industria de 5.8 %, dos cifras muy correlacionadas que indica la importancia que 
todavía tenía de la industria en ese periodo. 
Los buenos resultados promedio de la economía son concordantes, además, con el éxito 
obtenido por los principales grupos económicos en sus presiones a los diferentes 
gobiernos. Las negociaciones entre “los principales segmentos” de la sociedad buscaron 
garantías a la rentabilidad de las empresas que las protegiera de la caída de las tasas de 
ganancia a nivel mundial, rindieron sus frutos. Así, las diferentes reformas tributarias se 
encaminaban a “estimular la capitalización del país” y cuando se quiso implementar una 
de carácter progresivo, los grupos y gremios a través de la presión directa, de la 
244 
 
utilización de periodistas “amigos” y parlamentarios “afectos”, lograron implementar 
modificaciones que reversaron aquellos artículos incómodos.  
De otra parte, el aumento de las tasas de interés si bien fue un mayor costo para los 
empresarios éstos al contar con una industria protegida y altamente concentrada, 
fácilmente lo canalizaron hacia los precios, es decir, a los consumidores finales. Si a 
este cuadro se agrega que, a pesar de las continuas movilizaciones de los sectores 
sociales y de los sindicatos, especialmente en 1971, 1975, 1976 y 1977 (gráficos 5 y 8), 
poco fue lo que lograron para contener la caída de los salarios reales. Estos lograron 
mejoras solo después de 1977, con motivo del paro cívico de ese año
244
.  
En conclusión, mientras que la economía lograba un crecimiento promedio mayor al de 
sus vecinos, en cuanto a salarios y condiciones de vida no estábamos bien ranqueados 
respecto a los mismos, es decir en pobreza estábamos en los primeros lugares. Según 
datos de Bejarano (Alternativa, N° 237, 1979, p. 16), mientras que, en la década del 
sesenta, el consumo de calorías era de 2190 al día, en la del setenta se había reducido a 
2140 diarias y el de proteínas cayó del 51 al 48 %. En el aspecto salud, las cosas no 
estaban mejor porque al comparar el número de camas hospitalarias por cada 1000 
habitantes, encontró que Argentina tenía 5.56, Brasil 3.69, Costa Rica 3.85 y Colombia 
solo 1.79.  
También encontró que la distribución del ingreso había empeorado en esta década pues 
el coeficiente de Gini
245
 mostró que mientras en los sesenta estaba cerca del 0.54 
(Bejarano, en Alternativa, N° 237, 1979, citando a Urrutia y Berry, 1975) para 1977 se 
había aumentado al 0.64 (Bejarano, ídem, citando a Enrique Sin), colocando al país en 
niveles de desigualdad por encima de Argentina, Uruguay, Ecuador y Perú. Estos datos 
son concordantes con lo mostrado en los gráficos 7 y 14, donde se observa una caída de 
la participación de los salarios en el PIB, como una muestra de la agudización del 
conflicto distributivo en esa década que solo tiende a revertirse a finales de la misma.  
                                                             
244 Esto pudo mejorar las ganancias pero al compararlas con la composición orgánica del capital, pudo 
incidir en la tasa de ganancia de manera negativa.   
245 Este coeficiente mide el grado de concentración de la riqueza y oscila entre 0 y 1. Así, si el coeficiente 
es igual a 0, significa que hay equidad, es decir todos los individuos tienen los mismos ingresos; pero si 




Sin embargo, la caída de los salarios no se reflejó en la tasa de ganancia, que seguía su 
descenso arrastrada o con viento de cola negativo, por el desempeño de la economía 
externa, y por tanto de este indicador. Las diferentes medidas tributarias regresivas y de 
flexibilización laboral domésticas, aunque atenuó en gran medida este decaimiento no 
logró detener el impacto internacional.    
El incremento de los precios (ya fuere por la mencionada inflación importada o la 
estructura oligopólica de la industria nacional que le generaba mayores ganancias) y, el 
crecimiento de los salarios por debajo de la productividad del trabajo,  que llevaron a 
una relación capital – trabajo que favoreció al primero; no lograron contrarrestar en 
mayor medida la caída de la tasa de ganancia.  
Finalmente, la relación entre la economía y la política se ha venido reflejando en el 
ámbito nacional, dado que el capital en la búsqueda de ganancias económicas, ha 
establecido rupturas y alianzas entre sí, así como con la burocracia estatal y los partidos 
políticos; buscando ubicar en la conducción del Estado a quien mejor los pueda 
representar. De esta manera realizan acciones propias del campo político que 
necesariamente tendrá efectos en el campo económico.  
Esto se evidenció, en la abierta participación de los gremios y grupos económicos en las 
elecciones presidenciales de 1978,  lo que reflejó a su vez, la necesidad de obtener 
mayor representación política para lograr mayores posibilidades de ganancias que 
condujeran simultáneamente, a mayor poder económico.  
También el Estado asume una posición de autonomía relativa, ya que al mismo tiempo 
que crea el espacio para armonizar relaciones entre los hombres, también crea las 
condiciones institucionales que permiten esa acumulación de excedentes económicos 
(ganancias) y hace posible el dominio de quienes controlan el proceso acumulativo 






CAPÍTULO IV.- LA SOMBRÍA DÉCADA DEL OCHENTA. LA 
CRISIS DEL FORDISMO PERIFÉRICO                           
Durante esta década la tasa de ganancia a nivel nacional e industrial mostró evoluciones 
similares, lo cual es un indicador de la importancia que aún tenía el sector 
manufacturero en la economía nacional con una participación cercana al 17% dentro del 
PIB (Ramírez, 2008). También es significativo observar las similitudes entre el 
desempeño de la tasa de ganancia de los países estudiados por Brenner (EE.UU, 
Alemania y Japón), con las sendas seguidas por este mismo indicador en Colombia 
tanto a nivel general, como de la industria. Desempeño muy similar se vio en América 
Latina.  
La influencia del sector externo en nuestro país se visualiza con este indicador así: en 
estos tres países industrializados mostró repuntes hasta 1978, seguido de recaídas hasta 
1984 cuando inició un franco repunte hasta finales de la década. En Colombia sucedió 
algo similar y, la recuperación de la economía y de la tasa de ganancia, a nivel general e 
industrial desde 1984 hasta inicios del noventa, para Garay (199) fue de 
“reestructuración” industrial, mientras que para Chica (1994) fue de “reconversión” 
(citado por Ramírez, op cit, p. 18). La evolución económica nacional, además del 
arrastre externo, también fue favorecida por la demanda doméstica.  
Igualmente, el acontecer político al conjugarse con el económico repercute en nuestra 
variable estudiada porque, de un lado, la solidez y legitimidad política de quienes 
ejercen el poder (Bourdieu, 1996, 2011, 2013), es utilizada al momento de tomar 
decisiones públicas, y del otro,  porque las presiones de los diferentes agentes, con 
capacidad de poder, procurando obtener su propios excedentes, van a intervenir para 
estas políticas tributarias, monetarias o crediticias, obtengan los resultados esperados en 
dichas rentabilidades.     
Por ello en la producción, como proceso social, intervienen diferentes actores con sus 
respectivos intereses por lo que allí se refleja la pugna por la generación de excedentes y 
la distribución de los mismos, lo cual también es resuelto en el ámbito político, de 
acuerdo con la “correlación de fuerzas” y representatividad. El Estado busca mayor 
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exacción fiscal, los partidos políticos mayor representatividad y poder político, los 
gremios económicos reducción de costos de producción que les permita una mayor tasa 
de ganancia, y las organizaciones sindicales presionan por mayor remuneración y 
condiciones laborales.  
La violencia, aunque todavía no era tenida en cuenta por los agentes económicos dado 
que todavía no se reflejaba en sus balances y por tanto no afectaban sus ganancias, sí 
logró convertirse en una amenaza latente para las organizaciones sociales y sindicales 
que de alguna manera se ha estado reflejando en la productividad de las mismas.   
En este orden de ideas, en el presente capitulo inicialmente, se hace una breve 
descripción del contexto mundial durante la década y sus implicaciones en América 
Latina y nuestro país; posteriormente, se hace un recuento de la evolución económica 
nacional y los factores que tuvieron alguna incidencia en su desempeño, como la crisis 
financiera de comienzos de los ochenta, el papel de diferentes agentes económicos y de 
las organizaciones sociales, así como de la escalada violenta que se vivió por entonces y 
la cual aún no hemos podido superar. Finalmente, se establece la relación existente entre 
la tasa de ganancia, la política social y la distribución del ingreso para establecer en qué 
forma se conjugan la economía, la política social y el bienestar de la sociedad.  
1.- EL ESCENARIO INTERNACIONAL  
Un marcado contraste se evidenció entre el inicio y el final de las décadas de los setenta 
y los ochenta. La primera inició con un desbordante optimismo en los aspectos sociales 
y económicos, por lo menos en los principales países capitalistas desarrollados a pesar 
de las dificultades políticas internacionales derivadas de la continuación de la guerra 
fría, mientras que el final de la misma experimentó el comienzo de la más dura recesión 
experimentada después de la gran depresión de 1929. En tanto, el inicio de los ochenta 
heredó la recesión de 1979; pero paradójicamente, esta última década finalizó con un 
nivel de crecimiento que todavía arrastraba el repunte de 1985 (aunque con tendencia a 
la baja) y de recuperación de la tasa de ganancia ubicada en 1989 en los niveles 
cercanos a los inicios del setenta.   
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De otro lado, se presentaron dos sucesos importantes; de un lado, la nueva crisis 
petrolera de 1979, en gran medida estimulada por la revolución iraní, que derrocó a un 
importante aliado norteamericano en esta región, ubicando en su remplazo a un fuerte 
adversario, el ayatollah Jomeini, quien consideraba a Estados Unidos como el gran 
Satán. De otro lado, la confrontación bélica entre Irán e Irak, originaron un fuerte 
desabastecimiento del crudo y una rápida expansión en sus precios. Como en la primera 
crisis petrolera, la de fin de década, solo fue el detonante que contribuyó a la 
profundización del declive económico, que ya venía en camino, de los principales países 
capitalistas.  
En América Latina los anteriores acontecimientos que mezclaban bajas tasas de 
crecimiento, deficientes niveles de inversión (Boyer, 2015), nuevos incrementos de los 
precios de las materias primas (especialmente el petróleo) y un nuevo descenso de la 
tasa de ganancia (pero ahora con altos niveles de endeudamiento, cuyos deudores se 
encontraron en dificultades para responder por sus reembolsos), dio origen a la llamada 
crisis de la deuda de los ochenta. Para Wallerstein (2002) esta nueva crisis no tuvo su 
origen en la declaratoria de moratoria de pago por parte de México en 1982, sino que, 
habría que ubicarla en el creciente endeudamiento de Europa del Este, particularmente 
en Polonia, durante el gobierno de Edward Gierek, entre 1977 y 1979.  
Para fines de 1980, el pago de servicios de su deuda externa era superior a la totalidad 
de las exportaciones a occidente (Portes citado por Turrent, 1981, p. 137), situación que 
obligó al gobierno polaco a tomar medidas económicas restrictivas y de ajuste, de 
acuerdo con las recomendaciones del FMI; medidas que reactivaron las protestas 
populares y originaron el surgimiento del sindicato “Solidaridad” en Gdansk. A la 
postre estos hechos marcaron el inicio del hundimiento del bloque comunista en Europa 
Oriental y de la Unión Soviética, poco después.  
Los anteriores aspectos políticos, económicos y sociales en diversas partes del planeta 
coadyuvaron al advenimiento de la crisis económica que se extendió hasta 1982. Como 
respuesta Margaret Thatcher en Inglaterra y Ronald Reagan en Estados Unidos abrieron 
las puertas al monetarismo y al neoliberalismo, “que escondía[n] más bien un 
conservadurismo agresivo no visto desde 1848, incluyendo un intento de invertir la 
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redistribución social, desde las clases inferiores hacia las clases superiores” [sic] 
(Wallerstein, 2002, p. 82) otorgando rebajas tributarias a las clases más adineradas. Una 
de sus estrategias fue el ataque frontal al Estado acusándolo de ser el causante del 
desastre económico en ciernes más que el facilitador de herramientas para superarlo, es 
decir, era parte del problema no de la solución.  
En palabras de Boyer (1992) se presentó una verdadera contrarrevolución ideológica 
intelectual o de paradigmas que postulaba al mercado en un nivel superior al del Estado 
en la asignación eficiente de los recursos, por lo que debería incentivarse la iniciativa 
privada. En ese sentido, la nueva ortodoxia centrada en las tres líneas de pensamiento 
esbozadas por Théret (op cit, 2011) impuso una reducción del gasto público, una fuerte 
restricción monetaria al crédito y mayor control al crecimiento salarial; medidas que a 
su vez, acentuaban la competencia por mercados entre las economías más desarrolladas.  
Con estas medidas de carácter restrictivo, se redujo la demanda global retrayendo  la 
capacidad de compra, y poniendo en peligro la supervivencia de empresas de alto costo 
y baja rentabilidad
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; y de otra parte, se obstaculizó la entrada de otras más eficientes al 
mercado, dificultando, a su vez, el traslado de capitales a actividades más productivas 
presentándose, de esta manera, una especie de “purga empresarial” contribuyendo, así,  
a la profundización de la crisis. Ante estos resultados negativos Reagan retrocede en la 
política contraccionista e inicia el más drástico programa keynesiano con un enorme 
gasto militar —“El keynesianismo convertido en arma” argumentaría años después Paul 
Krugman (2012)—, provocando un déficit presupuestario sin precedentes en la historia 
económica norteamericana. 
Sin embargo, y sin proponérselo, este déficit sirvió para impulsar la expansión europea 
y japonesa produciendo un superávit comercial y de balanza de pagos con la 
superpotencia, especialmente Japón que contaba con grandes recursos para financiar la 
                                                             
246 Lo cual era necesario, según Brenner (2009). 
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creciente demanda de ese país. “Te prestamos lo que necesites para que compres 
nuestros productos”, parecía ser el acuerdo tácito entre los dos países
247
.  
De esta forma, el alto nivel de endeudamiento y la restricción del crédito en Estados 
Unidos llevaron a que la FED incrementara los tipos de interés presentándose, entones, 
una fuerte corrida de capitales hacia este país. Los industriales estadounidenses se 
encontraron por tanto en una situación nada envidiable: altos intereses y entrada masiva 
de capitales que revaluaba el dólar haciéndolos menos competitivos internacionalmente 
y, los colocaba en desventaja frente a sus competidores extranjeros
248
.  
Por supuesto no iban a soportar por mucho tiempo esta situación y fue así como 
presionaron para que el gobierno forzara a sus principales socios y competidores, 
Europa y Japón, a firmar el llamado “Acuerdo del Plaza”, en septiembre de 1985, donde 
se establecieron los mecanismos necesarios para que el dólar se devaluara y de esta 
manera las exportaciones estadounidenses volvieran a ser competitivas y su economía 
experimentara otra etapa expansiva que llegaría hasta finales de la década.  
Este trade-off comercial entre Estados Unidos y sus principales competidores, donde 
cada uno buscaba la restauración de la tasa de ganancia en declive, a expensas del otro, 
estuvo, a su vez, acompañado de la contención salarial para lo cual fue necesario 
golpear las organizaciones sindicales, siendo los casos más demostrativos los 
propinados a los controladores aéreos en 1981
249
 en Estados Unidos, y de mineros en 
Inglaterra
250
, que permitieron la rebaja de costos salariales como estrategia para el 
repunte de la rentabilidad del capital.  
                                                             
247 Esta también fue la estrategia implementada por los países acreedores con los menos desarrollados 
en la década de los setenta, de crédito abundante y relativamente barato, “te préstamos a bajos 
intereses con la condición que nos compres nuestros bienes”, por entonces afectados por la 
sobreproducción.  
248 Se agregaba a la fuerte competencia entre los miembros de La Trilateral (EE UU, Europa occidental y 
Japón), la entrada en escena de los “tigres asiáticos” que  hicieron su aparición en el contexto 
internacional con bienes de alta tecnología a menores precios con lo cual se acentuó la sobreproducción 
mundial. 
249 Reagan prácticamente militarizó las operaciones de control aéreo, durante la huelga de 
controladores. Como consecuencia de dicha huelga el gobierno despidió 1200 controladores. 
250  Margaret Thatcher reprimió en 1984 y 1985 las huelgas de la Unión Nacional de Mineros  
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Finalmente, cabe destacar de esta década la fuerte concentración del capital fruto del 
alto número de fusiones y adquisiciones, además del desvío de grandes recursos a la 
adquisición de productos suntuarios así como a actividades especulativas y al sector de 
las finanzas que ya habían recuperado totalmente su capacidad de injerencia en el 
andamiaje económico mundial
251
. En suma, este decenio que inició para los países 
desarrollados con la más fuerte recesión padecida después de la de 1929, finalizó con un 
apreciable repunte en sus indicadores económicos, aunque no logró reanimar la 
inversión, obtener la tasa de ganancia y la acumulación capitalista al nivel que habían 
experimentado durante la “edad dorada”. 
1.1.- La situación social 
A comienzos de 1980 el neoliberalismo ya se había consolidado con las tesis de su 
verdadero precursor, Friedrich Hayek, quien desde 1944 había logrado que un grupo de 
intelectuales
252
 de diferentes disciplinas, básicamente de derecha, conformaran la 
“Sociedad de Mont Pélerin, en Suiza, con quienes compartía su rechazo al 
keynesianismo y “el solidarismo” que por entonces tenían amplia aceptación. Los 
planteamientos de Hayek se enfocaban en contra del nuevo “igualitarismo”, del cual 
afirmaba, destruía la libertad de los ciudadanos y atentaba contra la competencia que 
consideraba imprescindible para el bienestar general (Anderson 2003, p. 15).  
Hayek en su libro “Camino de Servidumbre” publicado en 1956, estableció las bases 
fundamentales de su pensamiento acerca de la libertad de mercado, la inconveniencia de 
la planificación y del intervencionismo del Estado. Por lo que, para sus seguidores, “la 
desigualdad era un valor positivo imprescindible en sí mismo, que mucho precisaban las 
sociedades occidentales” (Anderson, 2003, p. 16), además, porque “en una sociedad de 
mercado, las desigualdades sociales y económicas son una consecuencias esperable y 
deseable del ejercicio de la libertad y de la competencia en el mercado entre individuos 
desiguales" (Estévez, 2009). Así, la desigualdad, era un incentivo al trabajo y a la 
                                                             
251 Ver Brenner, (2009), Théret (2011), Boyer (2010, 2015), Pollins (2000), Duménil y Lévy (2002 y 2007), 
Estay (2001) y Chesnais  (2002). 
252 Entre estos intelectuales se encontraban, entre otros, Milton Friedman, Karl Popper, Lionel Robbins, 
Ludwig Von Mises, Walter Eukpen, Wlater Lippman, Maurice Allais, Michael Polanyi y Salvador de 
Madariaga.    
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búsqueda del bienestar por cuenta propia que antes les otorgaba el Estado. También 
premiaba la innovación que cada individuo pudiera aportar a la producción (Boyer, 
2015).  
Igualmente, planteaban que las crisis capitalistas de 1973 y 1979 se debió al “poder 
excesivo y nefasto” de las organizaciones sindicales que minaban las bases de la 
acumulación privada y atentaban contra las tasas de ganancia, las cuales eran 
indispensables para incentivar la inversión de las empresas
253
. Se entiende por ello, que 
la constitución de la “Sociedad” en 1947 estuviese financiada por banqueros y patronos 
de la industria suiza; igualmente que las revistas Fortune, The Reader´s Diges y 
Newsweek, hubieran enviado delegados para darle amplia difusión al evento a nivel 
mundial. Además, se concibe que al constituirse en un think tank de la contraofensiva 
neoliberal muchos de sus miembros obtuviesen premios nobel de economía: (Hayek 
(1974), Friedman (1976), Allais (1988) y Phelps (2006). También, por ello es entendible 
que dichas propuestas hayan sido acogidas por los propietarios del capital, 
especialmente el financiero, al cual le abría nuevamente las posibilidades de expansión 
que habían sido limitadas por los planteamientos keynesianos, en cuanto a su control.  
Por lo anterior, la adopción de los postulados de Bretton Woods, de mayor intervención 
de los organismos multilaterales de crédito y de los Estados en el crecimiento 
económico, despertó debates entre sus promotores y los defensores de la 
autorregulación de los mercados. En ese escenario, Estados Unidos buscaba establecer 
nuevas relaciones con los países que quedaron bajo su radio de influencia en los 
acuerdos de Yalta (Crimea) a principios de 1945 (Hobsbawm, 1998 a, p.50), por lo cual, 
se querían establecer modelos de crecimiento y desarrollo que alejara cualquier motivo 
de simpatía por las economías planificadas.  
Las experiencias alemanas e italianas, donde sus Estados habían sido capturados por 
dictadores que llevaron a sus países al desastre, más por razones políticas y militares 
que económicas, habían sentado nefastos precedentes. También el modelo soviético, 
aunque con resultados económicos por entonces satisfactorios, era criticado por su 
                                                             




gobierno de planificación centralizada, con lo cual se coartaban las libertades sociales. 
Por tanto, se revivió la polémica entre la plena adopción de los acuerdos de Bretton 
Woods o su relajamiento, para que las ideas del libertarismo económico dirigieran el 
crecimiento. 
De un lado, aún estaban frescos los efectos adversos causados por la excesiva libertad 
de mercados en la gran Depresión de 1930 pero, por otra parte, estaban aún más 
cercanas las vivencias de los regímenes, derrotados militarmente, nazista y fascista. Por 
tanto, el debate se centró en la forma de lograr el crecimiento económico; inicialmente, 
en los países capitalistas devastados por la guerra y, posteriormente en los países en 
desarrollo para alejarlos de cualquier tentación hacia el comunismo (Adelman, 2013).  
En  este entorno es que van surgiendo las teorías del crecimiento y desarrollo 
económico, y sus pioneros como el historiador económico ruso nacionalizado en 
Estados Unidos, Alexander Gerschenkron, quien con su libro “Bread and Democracy in 
Germany” (Pan y democracia en Alemania) establecía mecanismos para lograr la 
reconstrucción de los países europeos donde era necesaria la intervención del Estado, 
pero, sin llegar a convertirse en un arquetipo del dictador benevolente que, buscando el 
bienestar general, limitara las libertades individuales y los derechos ciudadanos. 
Gerschenkron, fue quien más influyó en las ideas de Hirschman plasmadas en el libro 
“La estrategia del desarrollo económico” aparecido inicialmente en inglés en 1958.  
Tanto Gerschenkron como Hirschman, tomaron distancia de los promotores del 
“crecimiento equilibrado” propuesto por reconocidos economistas del desarrollo como 
Paul N. Rosenstein-Rodan, Ragnar Nurkse, Gunnar Myrdal y, en menor medida de Raúl 
Prebisch y la mayoría de intelectuales estructuralistas de la CEPAL
254
. También 
hicieron aportes a la teoría del crecimiento, el destacado anticomunista del MIT, Walt 
W. Rostow con su modelo de las diferentes etapas del desarrollo, así como W. Arthur 
Lewis con su modelo dual de “desarrollo económico”.  
                                                             
254 Hirschman fue quien tuvo acercamiento con la CEPAL y sus intelectuales. 
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Muchos de estos autores, participaron en la implementación del Plan Marshall para la 
reconstrucción europea y del cual discrepaba Hirschman por considerarlo “idealista e 
ingenuo” (Adelman, 2013).  
No es que Hirschman estuviera en desacuerdo con la intervención estatal y con la 
necesaria planeación para lograr el crecimiento económico; solo sostenía que, en la 
implementación de dichos planes también debería tenerse en cuenta tanto a la iniciativa 
privada, con su objetivo maximizar sus ganancias y sus tasas, como a las diferentes 
comunidades donde se implementarían dichos planes.  Es decir, planteaba un diseño que 
partiera de abajo-arriba y no de arriba-abajo como sugerían los economistas 
proponentes del “desarrollo equilibrado” y que era la estrategia seguida tanto en la 
reconstrucción europea como en las misiones de cooperación y desarrollo de Banco 
Mundial para los países en desarrollo (PD) o subdesarrollados.  
Si en algo coincidían los defensores del crecimiento “equilibrado” con los seguidores 
del “desbalanceado” es que sus diversas propuestas deberían estar apoyadas por los 
organismos multilaterales del crédito, de la inversión privada y por supuesto de los 
gobiernos de cada país; igualmente reconocían las bondades de la planeación. Pero, para 
Hirschaman esta debería abrirle las puertas a la participación activa de quienes serían 
los beneficiarios de dichos planes. Así, se vio precisado a reafirmar su posición frente a 
la planeación en el prólogo de la edición de 1961 de la Estrategia para el desarrollo 
económico, afirmando que  
mi esperanza era –y sigue siendo– que The Strategy... pueda contribuir a mejorar la 
eficacia de los programas y de la planificación. No niego de alguna manera la 
existencia, a veces importante, de la interrelación entre varias actividades económicas 
que está a la base de la teoría del crecimiento equilibrado. Por el contrario, propongo 
que la aprovechemos y que investiguemos la estructura que sostiene la interrelacion de 
estas actividades (Hirschman, 1961, p. xx)   
Ciertamente, Hirschman estaba de acuerdo con Hayek en que debía tenerse en cuenta a 
la iniciativa privada como maximizadora de ganancias y asignación de recursos, pero, a 
diferencia del austriaco, estas iniciativas, proyectos y empresas exitosas deberían 
revisarse al momento de elaborar los planes de desarrollo y crecimiento económico en 
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los países donde se fueran a implementar y, donde la participación de los Estados era 
necesaria. 
Pero otra cosa era lo que pensaban Hayek y sus seguidores quienes eran partidarios de 
un Estado débil en la intervención económica, pero bastante fuerte para quebrar el poder 
de los sindicatos a través de la restauración de la tasa natural de desempleo
255
 que, a su 
vez, permitiese el mantenimiento de un apreciable volumen de desempleados para 
reducir su salario real y su capacidad de negociación.  
Las anteriores concepciones habían tomado fuerza por las crisis de inicios y finales del 
setenta sin que los keynesianos tuvieran respuestas a las mismas.  Es comprensible, por 
tanto, que los ochenta hubiera sido el momento propicio para que inicialmente en 
Inglaterra y Estados Unidos, y posteriormente en Alemania, Dinamarca y el resto del 
norte de Europa Occidental, asumieran gobiernos de derecha con la ideología de 
libertad económica, encarnada en el neoliberalismo, y sus reformas como guías de 
acción económica, política y social.  
Esta contrarrevolución ideológica conservadora, cristalizada en los gobiernos de Tatcher 
y Reagan, estuvo sustentada en el auge de las tesis de la economía de mercado que 
mezclaba un excesivo optimismo por la capacidad de los mercados para autorregularse, 
“con una visión muy sombría de los gobiernos para actuar de formas socialmente 
deseables” (Rodrik, 2011, p. 97). Los Estados tendrían por tanto una capacidad muy 
limitada de acción; ahora eran parte del problema y no de las soluciones, por tanto, 
había que colocarlos en su sitio (Graeber, 2012).  
A finales de esta década pudieron mostrar resultados satisfactorios en sus ejecuciones: 
en el aspecto económico se consiguió la disminución de la inflación con lo que los 
acreedores recobraban la rentabilidad menoscabada. ¡El triunfo de las finanzas, o del 
“gran golpe”! (Dumenil y Lévy, 2007; Chesnais, 2002). También era un logro el repunte 
de la tasa de ganancia de los países del G7 y de Estados Unidos (gráfico 15). 
                                                             
255 Entendiendo que “la idea de la tasa natural de desempleo estima que el salario real que reclaman los 
trabajadores estará en función de la fuerza que estos tengan como organización, y del nivel de 
desempleo existente” (Anisi, 2003, p. 16).   
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Gráfico 15. Tasas de ganancia netas en el sector industrial estadunidense, 1950-
2000 
 
Fuente. Brenner, 2009, p. 244.    
En el ámbito laboral, como ya habíamos comentado, la derrota del movimiento obrero, 
se reflejó en la reducción del número de huelgas en Estados Unidos durante la década 
(Brenner, 2009, figura 12.1, p. 362), de un promedio de 350 anuales en la década de 
1970, pasó a menos de 50 en promedio en los noventa (gráfica 16). El desempleo pasó 
del 4 % al 8 %, aproximadamente, en las décadas hasta ahora comparadas; se logró 
también la represión de los salarios, y al reducir el gasto público social, se incrementó la 
desigualdad, considerada por Hayek, Friedman y los miembros de la “Sociedad” como 
“una consecuencias esperable y deseable del ejercicio de la libertad”. Pero el 
crecimiento económico no fue el esperado, porque no logró siquiera los índices de 1970 
y menos en la tasa de ganancia que, aunque logró cierto repunte, como se comentó 
anteriormente, también fue menor respecto a la mencionada década. 
Aun así, el neoliberalismo y sus reformas tuvieron un segundo aliento a finales de los 
ochenta como consecuencia de la caída del comunismo de Europa Oriental y de la 
Unión Soviética, encontrando el camino para su completa homogenización en la mayor 
parte del planeta, además que sus ideólogos de turno proclamaron la supremacía del 
capitalismo y de su ideología, por lo que habríamos llegado al “fin de la historia”, el 
punto final de la evolución ideológica de la humanidad, la universalización de la 
democracia liberal y el capitalismo (Fukuyama, 1992). Esta posición triunfalista ha 
desconocido la permanencia y profundización de la desigualdad, que consideran 
necesaria, y la miseria vivida aún dentro de los mismos países capitalistas avanzados.       
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Gráfico 16. Actividad huelguística en estados unidos, 1950-1995 
 
Fuente. Brenner, 2009, p. 362.  
2.- A NIVEL DE AMÉRICA LATINA 
La enorme cantidad de petrodólares en Norteamérica y Europa tuvo repercusiones en la 
economía mundial. En un clima de abundancia de liquidez y de bajas tasas de interés, 
los gobiernos, incluido el estadounidense, se embarcaron en enormes créditos que 
utilizaron para solucionar problemas de balanza de pagos y de reactivación de sus 
economías de tal forma que les permitiese generar ganancias a sus inversiones. 
Para los países de América Latina, la afluencia de capitales entre 1970 y 1982 fue de 
480 billones de dólares, es decir un promedio de $ US 40 billones al año, básicamente 
por parte de bancos privados. Sin embargo, dichos bancos concentraron la colocación de 
estos recursos en los llamados países grandes de la región, por lo que solamente, 
México, Brasil, Argentina y Venezuela contrajeron el 74 % de los créditos, cuyos 
montos representaban la mitad del capital propio de las entidades prestadoras en 1977 y, 
más aún, este porcentaje había superado en 1983 la totalidad de dichos capitales. Estos 
indicadores nos dan una idea de la magnitud de la deuda contraída por los deudores y 
del riesgo que significaba para los bancos otorgantes (Garay, 1989).  
La preferencia de los deudores latinoamericanos por estas entidades privadas, se debía a 
la posibilidad de obviar los fuertes condicionamientos de las políticas macroeconómicas 
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internas impuestas tanto por el BM como por el FMI para la concesión de dichos 
empréstitos. Aunque Colombia también requirió de créditos externos, su política de 
endeudamiento externo fue relativamente prudente, por lo menos hasta que llegara el 
gobierno de Turbay Ayala (1978-1982), si se comparaba con la de sus vecinos (Bulmer-
Thomas, 1998). El país, además, procuró obtener preferentemente dichos créditos de las 
entidades oficiales internacionales ya fueran el BM, el FMI o el BID, entre otros, lo que 
más tarde le sirvió para salir mejor librada de la crisis de la deuda
256
. 
Dentro de las políticas keynesianas inflacionarias y contra-cíclicas, adoptadas en el 
setenta para tratar de reversar la tendencia decreciente de la tasa de ganancia, se 
contaron con tasas de interés bajas y en algunos casos negativas que constituyó una 
transferencia de riqueza de los acreedores (bancos e instituciones financieras) hacia 
empresas no financieras (Duménil y Lévy, 2002). La inflación era mayor a la tasa de 
interés vigente por lo que era rentable ser deudor. Pero esta época de dinero barato dio 
un giro a comienzos de los ochenta cuando entran en escena los monetaristas y los 
“hombres de las finanzas” quienes buscando proteger los intereses de los acreedores, se 
empeñaron en combatir la inflación, declarándola enemigo número uno, incrementando 
las tasas de interés.  
Así, La FED, con Paul Volcker como director, cambia de rumbo en la política 
monetaria y crediticia, ahora restrictiva, sin importar los costos que dicha medida 
pudiera ocasionar. La primera consecuencia fue, un crecimiento de las tasa de interés 
reales que del 2 y 3 % pasaron al 10, 12 %
257
 y hasta el 20 % (Bulmer-Thomas, 1998, p. 
421), justo en el momento en que los deudores eran numerosos y variados: los países en 
desarrollo, el gobierno de Estados Unidos, grandes sociedades y un creciente número de 
familias en diferentes partes del mundo, que las adquirieron aprovechando las bajas 
tasas de los setenta.  
                                                             
256 Además de los dineros provenientes del narcotráfico.  
257 Este fuerte incremento de las tasas de interés fue lo que denominaron Dúmenil y Levy (2002 y 2007) 
como “el gran golpe de las finanzas” que ya habían adquirido poder dentro de los gobiernos, las 
empresas y en gran medida en las familias que también se habían endeudado tratando de llenar el vacío 
ocasionado por la disminución de los salarios reales   
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Pero, este aumento de las tasas de interés por parte de la FED produjo una especie de 
efecto boomerang para su propio sistema bancario, porque justamente la crisis bancaria 
estadounidense se produjo básicamente por la insolvencia de quienes contrajeron deudas 
con dicho sector y que al momento de no encontrar otra alternativa que renegociarlas o 
reprogramarlas, las hicieron con intereses más elevados aumentando de esta manera sus 
deudas en forma acelerada hasta declararse en mora para responder por sus reembolsos.  
Para los países latinoamericano dicho incremento significó una extracción de fondos de 
sus economías durante la mayor parte de los ochenta, afectando en forma dramática la 
tasa de ganancia de los diferentes sectores productivos que veían como se contraía su 
crecimiento y desarrollo. Solamente durante la crisis de la deuda, el incremento de la 
tasa de interés fue del 85 % (Libor)
258
 entre 1978 y 1983 y cada punto adicional de 
incremento en esta tasa, significó un costo de US$ 2350 millones (Tokman, 2010, p. 
16). Luego de 1982, las transferencias netas de capitales para la región fueron negativas 
en cerca de $ US 21 billones al año, que representaban cerca del 1.1 % del PNB. 
Stallings, (1994, p. 80) concuerda con estas cifras y sostiene que el ingreso neto de 1970 
a 1982 hacia la región ascendió al 1.7 del PNB, mientras que las salidas de 1983 a 1989 
llegó a un promedio del 2.7 %.  
La segunda crisis petrolera (1979), como la ocurrida en 1973, no hizo más que 
profundizar la recesión de los países desarrollados que continuaban en su competencia 
por capturar mayores cuotas de mercado en el comercio internacional, que los mantenía 
con exceso de producción y de capacidad instalada, conduciéndolos nuevamente a un 
descenso de los precios y por tanto de la tasa de ganancia.  
Esta disminución de los precios tanto de bienes manufacturados como de materias 
primas (el petróleo en 1986, el café y el cacao en 1987) (Banco Mundial, 1999)
 
y de 
otros alimentos afectó en forma más severa a los países en desarrollo, entre ellos, 
América Latina, dado que los precios de sus exportaciones (básicamente primarias) 
disminuyeron en mayor proporción que los bienes industriales, hecho que contribuyó a 
                                                             
258 Esta tasa (London InterBank Offered Rate) es una tasa de referencia que se basa en las tasas de 
interés que se ofrecen entre los bancos participantes en el mercado londinense para depósitos a corto 
plazo. También es utilizada por algunas de las grandes entidades financieras internacionales 
(www.banrep.gov.co/es/libor-y-prime).   
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que se deterioran aún más los términos de intercambio para la región. Una reducción 
adicional en éstos significaba una pérdida de US$ 714 millones.  
De otra parte, el entorno político y económico no podía ser más sombrío para la región 
al inicio de la década del ochenta. De un lado, muchos países continuaban gobernados 
por dictaduras o gobiernos militares (Chile, Argentina, Brasil y Uruguay hasta 1985, 
Paraguay y Bolivia hasta 1982), por lo que las libertades civiles estuvieron restringidas, 
anulando las posibilidades de oposición social a las reformas que se impusieran
259
. El 
entorno económico de recesión interna y externa hizo que unos países más rápido que 
otros, adoptaran un nuevo modelo de crecimiento orientado por las exportaciones, 
principalmente no tradicionales (manufacturas), presionados además, por el avance de la 
ideología neoliberal que atacaba fuertemente la intervención del Estado en la esfera 
económica (Misas, 2002) (Bértola y Ocampo, 2013).  
Como resultado del nuevo enfoque, los países ingresaron al GATT con la esperanza de 
obtener mejores condiciones para la exportación de sus productos en los mercados 
estadounidenses y europeos que estaban bastante protegidos por entonces; también 
privatizaron las empresas estatales, se implementaron reformas fiscales y monetarias 
contraccionistas y, se profundizó la liberación económica y financiera que ya había 
dado sus primeros pasos a finales de la década del setenta.  
En un principio los ajustes establecidos parecían producir los resultados esperados. En 
1983 las tasas de interés real disminuyeron, la economía norteamericana experimentó un 
importante repunte hasta 1985 y las exportaciones latinoamericanas crecieron (Bulmer 
Thomas, 1998; Bértola y Ocampo, 2013). Pero, simultáneamente, se presentaron dos 
dificultades: en primer lugar, aunque estas aumentaron en volumen, no hubo un 
incremento en los ingresos dado que los precios cayeron y, además, se presentó una 
fuerte revaluación que disminuía el valor de las divisas recibidas por lo que los términos 
de intercambio seguían en franco deterioro. Esto incidió para que los servicios de la 
deuda no mejoraran y estos países continuaran con problemas de liquidez. 
                                                             
259 Aunque en los países con tendencias democráticas, el síndrome de la inflación hizo que sus gobiernos 
también adoptaran dichos ajustes que golpeaban con mayor rigurosidad a los asalariados.  
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En segunda medida, se redujeron los créditos, no hubo la esperada renovación de los 
mismos, por lo que para 1987 América Latina se convirtió en un exportador neto de 
capitales, puesto que estaba transfiriendo al resto del mundo más en intereses y remesas 
por utilidades que lo que estaba recibiendo. Esta transferencia se vio agravada por la 
fuga de capitales dado que los intereses en los países desarrollados continuaban siendo 
más altos que los locales, representando mayor rentabilidad y seguridad a los 
ahorradores (Stallings, 1994, p. 82)
260
.  
Era por tanto una situación compleja
261
, que sirvió para que los países acreedores, y por 
iniciativa de Estados Unidos, buscaran un acuerdo entre las dos partes para facilitar el 
pago de la deuda. Un primer intento en este sentido, fue el Plan Baker en septiembre de 
1985 propuesto por el secretario de Estado y en el cual los países deudores se 
comprometían a seguir con los programas de ajuste, mientras que los bancos 
comerciales acreedores aportarían fondos adicionales para procurar el crecimiento 
económico de los primeros que les permitiera responder por sus obligaciones 
financieras. Estos programas de ajuste significaron un descenso de la tasa de ganancia 
que afecto la inversión y el crecimiento en la región.  
Igualmente el BM y el FMI debían financiar proyectos para contribuir también a dicho 
crecimiento. Este plan fracasó porque los bancos acreedores incumplieron el acuerdo, 
restringiendo créditos frescos. Además, los gobiernos de los países desarrollados no se 
involucraron directamente con dicho plan. En la región comenzó a mencionarse la 
necesidad y posibilidad de la creación de un club de los deudores en respuesta a la 
presión ejercida por el club de los acreedores. Sin embargo, esta iniciativa nunca 
prosperó por lo que se perdió la oportunidad de crear un mecanismo unificado para 
enfrentar al poderoso cartel de los acreedores (Stallings, 1994). 
                                                             
260 De esta forma, se crearon las condiciones para que el mercado financiero se comportara de acuerdo 
al modelo de ciclos de préstamos de Charles Kindleberger, así: 1) inicialmente un ciclo de euforia para 
facilitar préstamos, 2) luego viene la especulación y crecimiento de la deuda, 3) agotamiento en la 
medida que la euforia desaparece, 4) crisis financiera, y 5) “repugnancia financiera” cuando prestatarios 
no pueden tener acceso nuevamente a los mercados. 
261 Se combinaron diversos factores: baja oferta de crédito, incremento de la deuda por el incremento 
de los intereses y dificultades para su amortización.   
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En 1989 se propuso un segundo plan para buscar solución a la crisis, esta vez mediante 
el plan Brady que, representó un nuevo tratamiento al problema y, se reconocía por 
primera vez la imposibilidad del pago completo de la misma por lo que los bancos 
aceptaban asumir parte de los costos del endeudamiento. Esta crítica situación llevó a 
las entidades prestamistas a sellar un nuevo consenso con sus gobiernos donde el FMI y 
el BM se convirtieron en sus más caros representantes en las negociaciones con los 
deudores (Stallings, 1994). Así el plan consensuado contemplaba: 
 El compromiso de asignar recursos públicos para estimular la disminución de la deuda y 
su servicio. En especial, el sector oficial internacional debía presionar a los bancos para 
que participaran en las reestructuraciones y aceptaran las pérdidas derivadas. 
 El cambio de rol del FMI, que dejaría de velar por el buen comportamiento de los países 
deudores frente a la banca. Concretamente, se recomendaba que este organismo 
abandonase la práctica de condicionar la aprobación de los programas o de su 
financiamiento a la previa renegociación entre países y la banca comercial. 
 La propuesta de que los países donde se ubicaban los bancos acreedores modificaran 
sus regulaciones impositivas, contables y bancarias para favorecer la reducción de la 
deuda. Por ejemplo, el gobierno de Japón se mostró dispuesto a otorgar beneficios 
impositivos a los bancos que aceptaran participar en las operaciones de reducción de la 
deuda (Sangermano, 2005, p. 4).  
Además, se recapitalizó el BID y se propuso que este tomara un papel más activo en la 
financiación de la región. Como contraparte se les exigía a los deudores la liquidación 
de los pagos atrasados y la adopción de ajustes macroeconómicos aceptables para 
Washington. En el frente externo estos países redujeron las importaciones para 
racionalizar divisas, se incrementaron los aranceles e implementaron incentivos para 
expandir las exportaciones con el fin de generar excedentes en la balanza comercial. Sin 
embargo, de estos excedentes pocos se quedaron en la región para contribuir al 
crecimiento, dado que, en gran medida se destinaron al pago del servicio de la deuda. 
Internamente, se redujo la demanda y se procuró que la oferta se trasladara del espacio 
interno al mercado mundial. 
Sin embargo, la región parecía no salir del círculo vicioso: disminución de la entrada de 
capitales, crisis de deuda, reducción de las importaciones, restricción de la demanda 
interna, devaluación del tipo de cambio y crecimiento de la inflación con fuerte impacto 
en las ganancias del sector productivo. Por otro lado, aunque los gobiernos redujeron los 
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gastos sociales, el aumento de las tasas de interés en los servicios de la deuda, hizo que 
se incrementara el gasto público total, para pagarla. Simultáneamente, mientras se 
reducían las inversiones en empresas de servicios públicos, el FMI insistía en que se 
aumentaran sus tarifas para recuperar su rentabilidad para luego ser privatizadas. 
El FMI también propuso reformas fiscales, aumentando la base tributaria mediante la 
implementación del impuesto al valor agregado (IVA), el cual implantó en Colombia 
Belisario Betancourt, en 1986. Estas reformas de carácter regresivo, redujeron los 
impuestos directos a empresas y personas y, amplió los indirectos. A pesar de estos 
ajustes, que buscaban que estos países respondieran con sus obligaciones externas y que 
fue bastante dolorosos para la población de menores ingresos, las metas del FMI no se 
cumplieron por lo que se suspendieron los acuerdos logrados en el plan Brady. 
Asimismo, en el sector externo, el FMI y el BM proponían sus propias recetas; la 
implementación de un régimen de comercio más liberalizado “con todos los beneficios 
asociados con una ventaja de explotación comparativa (la relación aquí planteada, es un 
círculo virtuoso) las políticas de comercio liberal ambas fomentan y son alentadas por el 
rápido crecimiento de las exportaciones” (Banco Mundial, 1996, p. 23, traducción 
propia) las cuales harían a un país más solvente, según su óptica, para atender los 
servicios de la deuda y equilibrar su balanza de pagos. 
2.1.- los ajustes estructurales y su impacto social en américa latina 
Los ajustes fueron condiciones exigidas por los bancos acreedores, a través de los 
organismos internacionales de crédito, sin los cuales se entorpecían nuevos fondos a los 
países de la región que los requerían con premura. Mientras que el Banco Mundial fue 
promotor, presionando para que los ajustes estructurales se llevaran a cabo, el Fondo 
Monetario Internacional diseñó los elementos más puntuales de los mismos (Bértola y 
Ocampo, 2013). No obstante es necesario tener en cuenta que, aunque siempre se ha 
tendido a pensar que estos programas hicieron su aparición solo en los inicios del 
noventa con el Consenso de Washington; Anderson, Stallings, Levuolo y Sader, entre 





 en Chile durante la dictadura de Pinochet, cuyas principales 
autoridades de economía y finanzas eran reconocidos promotores de los postulados 
neoliberales (Delano y Traslaviña, 1989, p. 31).
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La gestión económica y social chilena de estos años fue aplaudida por Friedman, quien 
no dudó en acuñar el término de “el milagro chileno” por la aplicación de estas medidas 
ortodoxas. Fue el éxito de sus políticas lo que llamó la atención de los principales 
consejeros de Margareth Tatchert en Inglaterra. Estados Unidos tenía su propio 
promotor, Friedman, quien su vez consiguió formar una nueva generación de nuevos 
admiradores de esta corriente de pensamiento político y económico; pero ahora era él 
quien ejercía el liderazgo.  
Años más tarde, Bolivia sería el segundo país de la región en aplicar estas medidas 
seguido luego por México, Argentina, Brasil y Venezuela, países donde las estrategias 
adoptadas en su implementación fueron similares: represión del movimiento sindical, 
más fácil en Chile, Argentina, Brasil y demás países con dictaduras militares. Además, 
al considerar la inflación como el problema principal para la economía, el ataque frontal 
a su expansión se convirtió en la principal justificación para que los países catalogados 
como democráticos, aceptaran los más drásticos ajustes en ese empeño.  
El control del proceso inflacionario, impulsado por la gente de “las finanzas”, también 
se consiguió, aunque en unos países más rápidamente que en otros, similar a lo ocurrido 
en los países de OECD. También en Latinoamérica se disminuyeron los impuestos a las 
ganancias del capital y se redujeron los salarios alcanzándose de esta manera el aumento 
del “beneficio de la desigualdad” que tanto reclamaban Hayek y sus compañeros de la 
“Sociedad”, como forma de restablecer la rentabilidad del capital.     
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 Se consideró a la región como el laboratorio de las reformas neoliberales (Lo Vuolo, 2006) 
263  Álvaro Bardón, economista miembro de los Chicago Boys, fue presidente del Banco Central (1977-
1981) y del Banco del Estado (1988-1990), y Subsecretario de Economía (1982-1983); Hernán Buchi, 
ingeniero civil, fue Ministro de Hacienda (1986-1989); Miguel Kast Rist, economista de los Chicago Boys, 
líder activo del gremialismo, fue Ministro de Planificación (1978-1980), y Ministro del Trabajo (1980-
1982); José Piñera, economista, principal creador del sistema de privatización de pensiones (AFP), fue 
Ministro de Trabajo y de Minería; Pablo Barahona Urzúa, integrante de los Chicago Boys, expresidente  
del Banco Central, fue de los ministros que durante mayor tiempo sirvió al gobierno de Pinochet; Sergio 
Castro, economista, miembro de los Chicago Boys, fue Ministro de Economía y de Hacienda, ocho años 
con Pinochet; Fernando Léniz, Ministro de Economía; Rolf Luders, miembro de los Chicago Boys, 
Ministro de Hacienda, Roberto Kelly, exmarino, fue Ministro de Economía.      
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Pero para los sectores asalariados y marginales, e incluso para las clases medias, los 
“éxitos” de los programas de ajuste significaron un franco deterioro de sus condiciones 
de vida, así: disminución del gasto público social, restricción de los créditos y el 
aumento de las tasas de interés, hechos que condujeron a la contracción económica de 
11.3 %, que acarreó a su vez, una expansión del desempleo de 43 % entre 1980 y 1983, 
fenómeno que se reflejó, también, en el aumento del subempleo en actividades de baja 
productividad y bajos ingresos. Este aumento del número de desempleados, como lo 
denunciaba Anderson (2003), era indispensable para quebrar la fuerza de las 
organizaciones sindicales y reducir la tasa de crecimiento de los salarios reales que era 
uno de los propósitos de Hayek, Friedman y sus colegas, como una de las estrategias 
para detener el descenso de la tasa de ganancia. 
A pesar de los cuestionamientos desde diferentes sectores académicos e intelectuales a 
estas teorías, las mismas se fueron abriendo paso hasta convertirse en el faro ideológico 
de la política y de la economía en la mayor parte del planeta; la recuperación de los 
beneficios del capital era su mejor carta de presentación. Se presentó, de esta manera, 
una regresividad en la distribución del ingreso y un aumento de la pobreza que pasó del 
35 % en 1980 a 37 % en 1986, y la expansión de la indigencia se apoderó de las zonas 
urbanas. Las clases medias también se vieron afectadas ya que el proceso de formación 
de las mismas, llevadas a cabo en décadas anteriores se interrumpió y sus ingresos se 
deterioraron en cerca del 4 % (Tokman, 2010). 
3.- COLOMBIA Y SU ENTORNO 
Como se pudo apreciar, el entorno mundial y regional no era el más favorable al inicio 
de la década y el país no escapaba a esta situación, por lo que si afuera las condiciones 
eran complejas (Flórez, et al., 1995) en el frente interno no estábamos mejor. La caída 
de la producción y de la tasa de ganancia nacional (gráficos 9 y 6) y de la industria 
nacional que mostró signos de recuperación en 1986 (gráfico 17), replicaban esta 
situación a nivel interno. La recuperación de la tasa de ganancia y del crecimiento se dio 
hasta 1988 aproximadamente, aunque sin lograr los indicadores del setenta y menos, a 
los obtenidos durante la fase de ISI.  
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Gráfico 17. Desempeño de la tasa de ganancia industrial nacional, 1970-2004. 
 
Fuente. Cálculos con base DANE, EAM.  
En el campo social y del orden público, la situación no pintó mejor: el paro cívico de 
1977 no logró detener el avance del neoliberalismo pero si profundizó la represión de 
los movimientos sindicales y sociales desde el inicio del nuevo gobierno de 1978.  Pero 
de otro, lado, aunque se implantó el estatuto de seguridad de Turbay Ayala -que condujo 
a fuertes violaciones de derechos humanos- no logró detener el avance, en número, de 
los movimientos insurgentes. Igualmente, la aparición del paramilitarismo, que segó la 
vida de importantes líderes políticos, candidatos presidenciales y gestó el genocidio de 
la Unión Patriótica, condujo a que se dispararan los índices de violencia y criminalidad.  
De otra parte, si durante los setenta la marihuana fue reconocida como “el personaje de 
la década”, por lo que a juicio de Roberto Junguito Bonnet, “el florecimiento de una 
gigantesca economía subterránea o ilegal, seguramente será calificada por los 
historiadores económicos como uno de los acontecimientos más sobresalientes de la 
economía colombiana” (Alternativa, N° 257, 1980, p. 30) (dado que había permeado a 
los diferentes sectores cooptados abriendo así el paso a la creación de nuevas fortunas y 
clases emergentes que empezaban a posicionarse en las esferas sociales, políticas y 
económicas), la de los ochenta será recordada como aquella cuando la cocaína 
reemplazó a la marihuana y sus efectos negativos en la vida nacional fueron mucho más 
devastadores que la yerba del setenta.  
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3.1.- La evolución macroeconómica 
La forma como un gobierno instaure condiciones para lograr tasas de ganancia 
aceptables, son condiciones necesarias para obtener legitimidad de las élites (O´Connor, 
1981) por lo que estos campos del poder han reaccionado de acuerdo a la conducta del 
principal indicador de la rentabilidad de sus inversiones y de apoyo o desaprobación del 
gobernante. Esta relación entre economía y política también se ha dado en el país.       
La finalización del período Turbay Ayala no podía ser más opaca, pues, aunque había 
recibido al país en 1978 con uno de los índices de crecimiento más altos desde la 
segunda posguerra, y la industria también mostraba signos satisfactorios, para 1982 
tanto el PIB total como el industrial arrojaron los signos más desalentadores, desde 1945 
(gráficos 9 y 12).  
El impacto del entorno externo en la economía nacional era muy reiterado por el 
segundo Ministro de Hacienda de esta administración, Eduardo Wiesner Durán, 
defendiendo su gestión. Insistía en los efectos negativos de la recesión de los países de 
la OECD, la falta de acuerdo en el establecimiento de cuotas en el pacto mundial del 
café, la recesión venezolana, cuya economía ya tenía fuerte injerencia en la industria 
nacional, y el creciente proteccionismo de los países industrializados (Memorias de 
Hacienda, 1981-1982), que se exacerbaba en tiempos de la crisis, como generadores del 
estancamiento económico del país.  
La insatisfacción de las asociaciones organizadas del capital por la caída de los 
principales indicadores económicos, entre ellos la ganancia y su tasa, continuaban, y 
reiteradamente criticaban la gestión económica, por lo que Turbay se vio precisado a 
responderle a Fenalco, el 3 de marzo de 1981, en los siguientes términos: “La economía 
no está enferma, lo que ocurre es que atraviesa un difícil periodo de transición y de 
ajuste durante el cual debe absorber nuevas circunstancias internas y externas, y debe, al 
mismo tiempo, mantener el control de la presión inflacionaria” [sic] (Memorias de 
Hacienda, 1981-82, p. 29).  
De igual forma, el Ministro Wiesner argumentaba que su preocupación se centraba en 
enfrentar la inflación y el estancamiento y para lograr lo segundo no dudó en recurrir al 
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aumento de los créditos externos que pasaron del 5.7 % del PIB en 1978 a 7.4 % en 
1982. Estos créditos se obtuvieron básicamente con la banca privada internacional
264
, la 
cual ascendió del 15 % del total del endeudamiento externo del país, a mediados de los 
70, al 43 % en 1982 (Junguito y Rincón, 2004), olvidándose del comportamiento 
cauteloso de los anteriores gobiernos en esta materia. Con ello buscó a través de 
políticas contra cíclicas, reactivar la economía con un ambicioso programa de obras de 
infraestructura, que era eje fundamental del plan de desarrollo, Plan de Integración 
Nacional (PIN), que a la postre resultó inflacionario pero sin lograr mayores cambios en 
la tendencia declinante, dado que, dicho endeudamiento se debió respaldar con mayor 
apropiación presupuestal para cubrir los mayores costos del servicio de dicha deuda.  
Este ejemplo de endeudamiento externo del gobierno central fue seguido por el sector 
privado, los departamentos y municipios lo cual prendió las alarmas del gobierno y del 
mismo Ministro que se quejaba de la facilidad con que la banca privada internacional 
otorgaba dichos préstamos que requerían del aval de la nación. Afirmaba: “Los créditos 
externos nos llegan con una facilidad que en ocasiones no deja de ser preocupante” 
(Junguito y Rincón, 2004, p. 45)
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. 
Así, con un endeudamiento oficial y privado (con sus respectivos servicios), en ascenso, 
un elevado gasto público (dirigido a vías e infraestructura), una disminución en los 
ingresos del Estado (por el estancamiento económico y el alivio tributario dado a los 
gremios y grupos económicos, al inicio de su administración), el déficit fiscal se disparó 
y la inflación continuó elevándose. Con el propósito de enfrentar la ya evidente 
contracción económica y la reducción de la tasa de ganancia a nivel nacional e 
industrial, se contrató a la Misión Bird-Wiesner (1981) que propuso reducir la evasión, 
modificar el cálculo de las transferencias a municipios y departamentos y, aumentar los 
ingresos del Estado. Sin embargo, la mayoría de sus recomendaciones solo se llevaron a 
cabo en el siguiente gobierno. 
La llegada del conservador Belisario Betancur (3 189 587 votos) a la presidencia en 
1982, con un cómodo margen sobre su inmediato seguidor, el ex presidente liberal 
                                                             
264 Se rompía así la tradición de acudir en primera instancia a los organismos multilaterales de crédito. 
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 Con estas argumentaciones anunciaba que el gobierno no seguiría otorgando tales avales 
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Alfonso López Michelsen (2 797 786 votos), también sobre Luis Carlos Galán, quien 
obtuvo el 10.9 %, y sobre el Frente Democrático, con Gerardo Molina, quien obtuvo 
solo el 1.21 % (RNEC, 1982), parecía contar con un buen ambiente político para 
gobernar. Igualmente, en primera instancia parecía tener el respaldo de los gremios 
económicos, si se tiene en cuenta la carta enviada por el presidente de Fedemetal, quien 
le manifestaba su respaldo por cuanto 
le corresponde recibir tan alto honor en circunstancias difíciles para el país, como lo 
hemos señalado en más de una ocasión. Bien sabemos que usted es consciente de esta 
realidad, tanto como de los instrumentos que contamos para superarla, entre las cuales 
la reactivación del sector productivo, y particularmente de la industria, ha merecido su 
atención, reiterada al momento mismo de su victoria. 
En ese propósito, señor Presidente electo […] queremos ofrecerle nuestro irrestricto 
respaldo y colaboración. Al hacerlo tenemos la certeza de representar a un amplio sector 
empresarial que está ansioso de asumir la responsabilidad que le cabe en el empeño de 
procurar el desarrollo económico y social de Colombia (El Tiempo, junio 1 de 1982, p. 
7 C).  
En el mismo sentido, se pronunciaron los representantes de la Andi, Fenalco, Acopi y 
Camacol, quienes no dudaron en invitarlo “desde ya a concertar fórmulas que permitan 
la reactivación de la economía y la generación de empleo” (El Tiempo, junio 2 de 1982, 
p. 7A). Pero estos buenos propósitos los condicionaban a la obtención de excedentes. 
  
Los retos del nuevo presidente estaban a la vista: la reactivación de la economía que 
conjuntamente con los programas sociales en vivienda y educación fueron sus 
principales banderas durante la campaña del “Sí se puede”, además de la búsqueda de la 
tan anhelada y esquiva paz en Colombia. Se enfrentaba, entonces, a tres desafíos, un 
tanto disímiles en su tratamiento: en primer lugar, el campo político parecía despejado 
dado que el partido liberal, entre aturdido y dividido por la derrota electoral, no 
mostraba mayores obstáculos para su administración.  
Paradójicamente, en el partido de gobierno, el conservador, seguía la vieja rencilla entre 
los seguidores del ex presidente Mariano Ospina Pérez y el ala dirigida por el también 
ex presidente Laureano Gómez. El primer grupo era liderado en los ochenta por el ex 
presidente Misael Pastrana Borrero, quien se consideraba el heredero político del 
ospinismo, mientras que Álvaro Gómez Hurtado, recogía las banderas de su padre y 
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comandaba el sector laurenista. Estas dos fuerzas, reclamaban como suya la victoria 
alcanzada y por ello, estaban dispuestos a exigir su cuota de poder y representatividad 
en el nuevo gobierno, mientras que el presidente continuaba recibiendo simpatías 
populares y apoyos de diferentes sectores. Parecía que Pastrana Borrero, inicialmente 
había ganado el pulso (ilustración 2). 
En segundo término, la parte social seguía siendo la cenicienta en las ejecuciones 
presidenciales, aunque su importancia era magnificada y explotada políticamente en las 
diferentes campañas electorales y mencionadas en los objetivos de los planes de 
desarrollo. Sin embargo, esta continuaba siendo muy poco atendida presupuestalmente, 
por lo que era todavía una materia pendiente por resolver. 
Ilustración 2 ¿Pastrana Borrero le gana el pulso a Gómez Hurtado? 
                                    
Fuente. El Espectador, 1983, p. 130. Texto que acompaña a la caricatura: “El ex presidente Misael Pastrana 
consolida su poder político y burocrático en el gobierno de Belisario Betancur”. 
En tercer lugar, el orden público, aunque todavía no se le consideraba un obstáculo para 
el desempeño económico, presentaba dos facetas: en el campo más político, las 
principales agrupaciones guerrilleras (FARC, M-19, ELN) parecían dar un compás de 
espera y de expectativa frente a los primeros pronunciamientos del presidente en 
aspectos relacionados con las propuestas de paz, mientras que por el lado de la 
confrontación, los escuadrones de la muerte, los narcotraficantes y paramilitares 
continuaban en vertiginoso y peligroso ascenso en el marco de la violencia que 
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experimentaba el país. También se mostraron bastantes beligerantes otros grupos 
guerrilleros más pequeños buscando mayor reconocimiento político.   
En el campo económico tenía un ilustre técnico, el nuevo Ministro de Hacienda, Edgar 
Gutiérrez Castro, formado en Harvard y quien expresaba poca devoción hacia las ideas 
monetaristas de los seguidores de la Universidad de Chicago, que por entonces 
dominaban el contexto latinoamericano y gran parte del planeta. Como estrategia para 
cumplir con las propuestas presidenciales, de sacar la economía de la recesión, era 
partidario de una profunda reforma tributaria, fiscal y financiera, la cual llevó más 
adelante, mediante el mecanismo expedito de la emergencia económica.  
El nuevo Ministro parecía tener muy claro el panorama que enfrentaba (Nueva Frontera, 
NF, N°s 590, 591, 592, 594, y 595, 1986)
266
. Sin duda era consciente que el 
comportamiento económico no era el más adecuado para revertir la tendencia 
decreciente de la tasa de ganancia, motivo por el cual los diferentes sectores económicos 
no se sentían estimulados para realizar nuevas inversiones que empujaran la 
acumulación de capital y el crecimiento económico.  
El optimismo económico al inicio de la década muy pronto fue opacado por la nueva 
recesión mundial que, como choque externo, también afectaba la tasa de ganancia a 
nivel interno y, era cada vez más frecuente y difícil de sortear, siendo los años 1982 y 
1983 los más complicados. La caída de la producción industrial de los países 
desarrollados, que se había iniciado desde 1979 era evidente por entonces. 
 Esta condujo, a su vez, a un debilitamiento generalizado del comercio internacional, 
con amplias repercusiones para las exportaciones de las economías de la periferia, así 
como de sus términos de intercambio. A su vez, la revaluación de la tasa de cambio 
(gráfico 18) se reflejó en el dramático aumento de las importaciones, produciendo 
mayor presión sobre la producción nacional y un incremento en el déficit en la balanza 
comercial. 
 
                                                             
266 Donde el Ministro Gutiérrez Castro, tuvo bastante espacio para defender su gestión en el Ministerio 
de Hacienda.   
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Gráfico 18 Evolución de la tasa de cambio, 1970-2005 
 Fuente. Martínez, 2008. Borradores de Economía N° 496. Anatomía de los ciclos económicos.    
Lo anterior contribuyó al crecimiento del déficit fiscal que también era motivo de 
preocupación ministerial, pues se consideraba que su cubrimiento se hacía acudiendo 
frecuentemente al crédito externo que se reflejaba posteriormente en el aceleramiento 
inflacionario. El círculo vicioso que se denunciaba era: aumento del gasto público (Gp), 
con limitado impacto en lo social, que, al ser financiado con endeudamiento, empujaba 
el aumento de precios (inflación, π,), disminución de la demanda y acentuación de la 
crisis y del déficit, por lo que se requería de mayores créditos, es decir más deudas, así  
 
Según Gutiérrez Castro, el mismo Turbay Ayala, en la etapa final de su mandato, al 
abrir las sesiones de la legislatura de 1981, reconoció su incapacidad para controlar 
dicho déficit y dado que, al contrario, este se había incrementado, aceptó que  
respecto al futuro fiscal del país, el que le tocará a la próxima administración, sí 
tenemos motivos de especial alarma, pues vemos en el horizonte una serie de 
fenómenos que de no ser corregidos oportunamente tendrían gravísimas consecuencias 
para la estabilidad monetaria y para las instituciones democráticas del país (Gutiérrez 
Castro citando a NF, N° 592, 1986, p. 12).  
Sin embargo, colocar al déficit fiscal como “el enemigo público número uno” no era 
una opinión unánime, por lo menos en el país; hubo quienes salieron en su defensa 
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argumentando que dichos señalamientos eran propios de la ortodoxia que, escudándose 
en la defensa de la llamada “moneda sana”, había desplazado al keynesianismo 
con su diagnóstico del origen monetario de la inflación, dentro de la cual el déficit fiscal 
juega siempre un papel perverso, ya sea como generador de la expansión monetaria o 
como desplazador del gasto privado, en la medida que compite con éste por un crédito 
escaso (Ocampo, en Semana, N° 24, 1982, p. 36).  
Así, aunque Ocampo no desconocía los efectos negativos del crecimiento explosivo del 
déficit fiscal y de la necesidad de fortalecer los gravámenes directos consideraba que 
para enfrentar la crisis de comienzos del ochenta, los diagnósticos monetaristas (que 
ataban la inflación al déficit) no eran los más adecuados, sosteniendo que: 1) la 
inflación colombiana, contrario a lo que sostenían los ortodoxos, no tenía un origen 
monetario, y por tanto 2) que esta era, más bien, la reproducción de un proceso de 
muchos años, producto de la pugna distributiva, sin solución, y propia de todo proceso 
inflacionario.  
En una economía inflacionaria los diferentes actores “luchan por mantener o 
incrementar su participación en el ingreso nacional, a través de su acceso desigual a los 
mecanismos de fijación de precios (los precios administrados por las empresas o el 
Estado y los contratos laborales” (Ocampo, 1982, p. 36). Es decir, cuando existe la 
percepción generalizada que la inflación se mantendrá o tiene tendencia a 
incrementarse, tanto empresarios como trabajadores buscan protegerse de sus efectos ya 
sea subiendo los precios de los bienes producidos, o la exigencia de mayores salarios 
para, por lo menos, sostener la capacidad adquisitiva, respectivamente. Los empresarios 
al fijar los precios, y al presionar en la decisión gubernamental en materia de salarios, 
buscan definir la tasa de ganancia a obtener, a través de mark up. Por su parte, los 
trabajadores mediante sus organizaciones sindicales presionan por disminuir tanto los 
precios de los bienes primera necesidad como de las tarifas de los servicios públicos, a 
la vez que luchan por la obtención de mejores salarios.  
En esta pugna distributiva es claro que salen mejor librados aquellos gremios y grupos 
que tienen mayor posibilidad de cabildeo ante las autoridades económicas, dado que, en 
una sociedad cooptada o corporativizada, estos tienen gran ascendente en las decisiones 
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adoptadas. Los trabajadores, por su parte, también buscaron manifestarse, pero las 
condiciones de violencia y temor, también en esta década, los tenía en una posición 
supremamente desventajosa. Este desigual pulso como fenómeno universal, del cual el 
país es uno de sus máximos exponentes dado que aquí se ha dado con mayor dureza, ha 
sido estudiado por Deaton para el caso norteamericano, donde también 
la política resuelve los conflictos sobre lo que obtiene cada quien, y el gobierno es un 
campo de batalla de los habitantes, así como de los grupos de interés y los cabilderos 
que luchan por incrementar la participación de sus clientes (2015, p. 217). 
Para Ocampo estos factores eran los responsables de la espiral inflacionaria, a los cuales 
se debía atacar, y no a la creación de dinero como erróneamente sostenían los ortodoxos 
de la escuela de Chicago. Por eso, consideraba que dada las circunstancias que rodeaban 
la crisis nacional de comienzos de esta década, el déficit fiscal debería ser considerado 
como un mecanismo compensatorio que contribuiría a incentivar el consumo y la 
inversión como instrumentos para dinamizar la demanda agregada.  
Guillermo Perry en su explicación de las crisis económica y financiera que vivía el país, 
presentaba un diagnostico que distaba mucho de los prevalecientes y también era 
partidario de un mayor gasto público para sortearlas. En su opinión el problema de la 
crisis era al revés porque,  
la recesión prolongada del sector productivo acaba por arrastrar consigo las 
instituciones financieras, […] por demás constituye un caldo de cultivo por excelencia 
para la especulación financiera que casi siempre precede a las crisis. A su vez una crisis 
financiera agrava la recesión, a no ser que opere en forma y decidida y eficaz un 
prestamista de última instancia [por lo que] para el futuro inmediato ojalá… el gobierno 
se apersone de la falta de gasto privado y proceda a gastar en consecuencia (El Tiempo, 
abril 20, 1983, p. 5ª)267.  
Ambas eran propuestas estructuralistas con tinte keynesiano, de incentivo a la demanda 
donde el gasto público actuaba a manera de multiplicador para dinamizar la producción 
y la economía en general, por lo que  
                                                             
267 Aunque en su explicación no comenta cómo fueron las operaciones fraudulentas del Grupo Correa 
para manipular el valor de las acciones tanto al alza como a la baja y de esta forma, tomarse el control 
de empresas por ejemplo con Fabricato.  
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la política económica no debería orientarse a reducir el déficit sino a utilizarlo 
eficazmente en la reactivación de la economía y la redistribución del ingreso...[porque] 
medidas keynesianas de esta naturaleza tienen efectos mucho más positivos que las 
recetas de la “moneda sana” cuyas funestas consecuencias en los países capitalistas 
desarrollados y subdesarrollados se multiplican día tras día (Ocampo, 1982, p. 36).  
Para Misas (2002) el gasto público aunque da lugar a presiones inflacionarias, ha sido 
también utilizado por el campo del poder como elemento legitimador ante las diferentes 
capas sociales, es decir a  
la necesidad que se tiene de ese gasto para crear, de una parte, las estructuras 
físicas sociales y científico-tecnológicas requeridas para valorizar el capital 
privado y, de otra legitimar las relaciones sociales vigentes (p. 102). 
Posición que es concordante a la planteada por O´Connor (1981).    
Estas eran entonces, algunas de las propuestas económicas que se presentaban para 
enfrentar la crisis económica y restituir la tasa de ganancia. Muchas fueron las 
expectativas sobre las decisiones que tomaría Betancur al respecto, quien ante las 
dificultades para sortearla, decidió convocar al estilo norteamericano, un organismo 
consejero en esta materia (Semana, N° 15, p. 31, 1982)
268
. Se consideraba que este 
equipo tenía una marcada influencia keynesiana y de tener poco afecto por la escuela de 
Chicago porque, en su mayoría, habían sido críticos de las políticas económicas que 
habían tomado, tanto López Michelsen como Turbay Ayala, en esta dirección.  
Así, las nuevas autoridades económicas anunciaron un cambio de fondo y para ello se 
propuso abandonar el monetarismo que había incrementado los costos de uso del capital 
provocando la disminución  de la tasa de ganancia, por lo que se planteó: 1) reducir la 
tasa de interés (gráfico 10) para impulsar la producción industrial y agrícola porque, 
afirmaba Betancur, “ni la industria, ni la agricultura, ni ninguna actividad productiva, 
puede ser atractiva con la tendencia actual de los intereses del dinero” (Semana, N° 15, 
1982, p. 33), y según los propios sindicatos, estos tenían un mayor efecto sobre los 
                                                             
268 Entre los integrantes de dicho equipo estaban los reconocidos economistas Carlos Lleras R., Lauchin 




costos de producción que el mismo salario (Análisis político, 1987
269
); 2) “aumentar los 
controles y limitar la actividad del sector financiero [porque] se considera que la crisis 
como la ocurrida en el Grupo Colombia son resultado de las ideas de Friedman”; 
además que existía consenso nacional para “cortarle las alas” al sector financiero” 
(Semana, N° 15, 1982, p. 33) dado que había adquirido tal poder que casi imponían la 
política monetaria y crediticia; 3) recuperar la actividad industrial, y en general del 
sector privado, mediante las ya anunciadas reducciones de las tasas de interés, el 
rediseño de un proteccionismo moderado acompañado de una mayor devaluación y, 4) 
controlando los gastos del Estado.  
Fue un cambio significativo en la política económica respecto a la seguida por los 
gobiernos anteriores que se centraron en la lucha contra la inflación, sacrificando el 
crecimiento y el empleo, exacerbando los costos sociales que significa esta lucha. El 
nuevo equipo prefería “acostarse con la inflación”, asumiéndola como un costo 
necesario con la esperanza de obtener mayores niveles de crecimiento (Semana, N° 15, 
1982, p. 33). Este anuncio parecía darles la razón a quienes apostaban al giro 
keynesiano que tendría la política económica del gobierno, dado que tanto el PIB y la 
tasa de ganancia nacional e industrial mostraron significativas recuperaciones. Sin 
embargo, para Kalmanovitz lo que se presentaría sería una combinación de 
neoliberalismo y keynesianismo, más de corte estructuralista-cepalino con “un 
predominio de la ortodoxia, del conservadurismo” que según su opinión, no garantizaba 
la completa salida a la crisis (Semana, N° 15, 1982, p. 33).  
3.1.1.- El sector financiero sin control. Un “Águila” pica al país y huye 
Otro grave problema que heredó la administración Betancur, con fuertes impactos en la 
rentabilidad del capital productivo y credibilidad de diferentes sectores del país, fue la 
crisis de confianza de depositantes y ahorradores en el sistema financiero nacional por 
el deterioro y posterior intervención de 9 de estas instituciones (Flórez, et al., 1995)
270
. 
Estos aspectos deben tenerse en cuenta ya que, por un lado, reflejaba la pugna 
distributiva en la apropiación de los excedentes económicos del país entre el capital 
                                                             
269Carrillo, J. dirigente de la CUT.   
270 Esta crisis coincidió con la vivida a nivel internacional y latinoamericano, y no a causa de la deuda 
externa (Bértola y Ocampo, 2013)  
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industrial y el financiero y, del otro, muestra como el crecimiento y concentración de 
este último sector (gráfico 13) se hacía en desmedro de los demás sectores que en gran 
medida estaban conectados con éste (gráfico 19).       
Según el Ministro de Hacienda Gutiérrez Castro, 
Colombia vivió en la segunda parte de los setenta y primeros años de los ochenta, una 
de las peores orgías financieras de que se tenga noticia en la época moderna del país 
(…) la danza de millones puestos al servicio de individuos inescrupulosos quienes no 
tuvieron barreras físicas ni morales para abusar del ahorro individual y colectivo de 
personas inocentes y desprevenidas (NF, N° 591, 1986, p. 25).  
Sin embargo, este tipo de acciones no eran prácticas de individuos que la hacían en 
forma espontánea y aislada, sino que era el reflejo de las prácticas propias de la 
finaciarización que había logrado resquebrajar medida de control a las acciones 
especulativas.  
Sin duda, como lo anotaba más adelante Gutiérrez Castro, estas prácticas fueron el 
resultado de la liberación de las tasas de interés y de la disminución de controles al 
sistema financiero con el argumento que este sería el medio más efectivo para canalizar 
los recursos hacia las actividades más productivas de la economía.  
Era la manifestación más clara de la orientación neoliberal asumida por el gobierno de 
López Michelsen, quien había acogido las tesis de Mackinnon (1974). Sin embargo, con 
las reformas  y sus supuestos beneficios, no se logró fortalecer y canalizar el ahorro al 
servicio de la producción sino del sector financiero, desencadenando con ello la 
especulación y el abuso, como sucedió con el Grupo Colombia y sus entidades, el 
Banco Nacional y Furatena, en una primera etapa de la crisis financiera nacional
271
. 
Estos desarreglos coincidieron con la continua aparición de grandes sumas de dinero sin 
clara procedencia (El Espectador,  oct 9 de 1982, p. 10 A)
272
 y que a su vez, 
consolidaron la llamada clase emergente del narcotráfico, que ya había penetrado este 
sector y, cuya figura más destacada era precisamente el presidente de este Grupo, Félix 
                                                             
271  Prácticas por las cuales también se intervino y nacionalizó al banco del Estado. 
272 El Espectador manifestaba, por entonces, que “también se conoció que presumiblemente dineros de 




Correa Maya, a quien por entonces ya se le tenía en cuenta al momento de tomar 
decisiones, entrando así a disputar el poder económico, político y social a las élites 
tradicionales. 
Dentro de las prácticas dolosas que posteriormente, y en forma tardía, encontraron las 
autoridades, estaban: 1) enormes concentraciones de créditos en cabeza de accionistas 
del mismo Grupo o de sus sociedades, 2) elevadísimos activos en riesgo, 3) cesación de 
pagos a terceros, 4) malos manejos administrativos, 5) inversiones de muy dudosa 
rentabilidad, 6) violaciones de normas estatutarias y reglamentaciones de la 
Superintendencia bancaria, 7) delitos contra la fe pública y contra el patrimonio 
económico y, 8) fraudes, estafas y daños de los bienes ajenos (El Espectador, oct 9, 
1982, p. 10a).  
De esta forma, el Grupo de Correa Maya afectó a miles de personas que habían 
depositado sus ahorros en estas entidades por lo que inicialmente se intervino a Furatena 
y más tarde al Banco Nacional acusados de concentración de créditos, sin mayor 
respaldo, de desencajes crónicos y de tener el 63 % de su cartera vencida. Estos hechos 
dejaron al descubierto, por una parte, lo obsoleto de la legislación sobre el sistema 
financiero, el cual, aunque había experimentado fuertes desarrollos en las décadas del 
sesenta y setenta, todavía seguía legislado por normas de casi comienzo de siglo 
(Semana, N° 10, 1982).  
De otra parte, quedó en evidencia la inconsistencia de algunas de las medidas adoptadas 
por el gobierno pues mientras que el 21 de junio de 1981 se intervenía a una de las 
entidades de Correa Maya acusándola, entre otros delitos, de haber utilizado los 
recursos de los ahorradores para autofinanciarse, posteriormente se institucionalizaba 
esa misma práctica —decreto 1839 de 1982— para las compañías de 
autofinanciamiento comercial (Semana, N° 10, 1982 y Lamk, 1999). También fue 
discutible el papel asumido por el superintendente bancario, Francisco Morris Ordoñez, 
quien por entonces reconocía que, aunque contaba con suficiente información para 
tomar medidas tempranas, estas no se llevaron a cabo para evitar un pánico financiero.    
279 
 
La administración Betancur pareciendo tener un diagnóstico de las condiciones dentro 
de las cuales recibía el país, trató de solucionarlas a través de reformas en los campos 
financiero, fiscal, tributario y arancelario. En el aspecto financiero, que requería de una 
pronta acción dada la magnitud de la crisis y de los diferentes sectores afectados, 
estableció el estado de emergencia (decreto 2919 de 0ct. 8 de 1982) y con el decreto 
2920 del mismo año se desmontaron las compañías de autofinanciamiento industrial o 
de servicios y se prohibió la captación masiva y habitual de ahorros del público en las 
compañías de arrendamiento financiero, leasing y factoring. Igualmente, abrió la 
posibilidad de la nacionalización y fijó un nuevo marco jurídico para conducir la 
estructura y operación general del sistema bancario y financiero (El Tiempo, oct 9, 
1982, p. 8 B).  
A diferencia de la emergencia económica de López Michelsen, de septiembre de 1974, 
que fue criticada por diferentes actores sociales y considerada inexequible por la Corte 
Suprema de Justicia, la de Betancur fue respaldada por los diferentes sectores 
económicos, y por Lleras Restrepo, quien sostenía que dada la situación apremiante que 
se vivía, y aparte de la gravedad evidente en materia fiscal y de tesorería, se observaba 
un 
desbarajuste del sistema financiero del país, perturbado por las especulaciones, y las 
consecuencias que las altas tasas de interés han tenido sobre la vida de las empresas, 
[por lo que concluía], Ahora sí hay una verdadera situación de crisis, con 
manifestaciones alarmantes (NF, N° 410, 1982)
 273
. 
Los costos económicos de las intervenciones gubernamentales,- para responder a los 
diferentes damnificados por las acciones del Grupo Correa  (Nueva Frontera, 1982, p. 4) 
274
, así como las operaciones de salvamento del banco de Bogotá y la nacionalización 
del Banco del Estado, que también incurrió en prácticas fraudulentas-, fácilmente 
pudieron ascender a la suma de $38.000 millones (NF, N° 591, 1986, p. 27), según el 
mismo Gutiérrez Castro. Fueron verdaderas operaciones de rescate con dineros públicos 
que, mientras favorecía a ciertos sectores (como el productivo y el mismo sector 
financiero) en la recuperación de sus inversiones y ganancias, iba en detrimento de la 
                                                             
273 Sin embargo, se deben tener en cuenta las frecuentes fricciones entre López y Lleras R. Además, este 
último ex presidente formaba parte del equipo consejero en materia económica de Betancur.   
274 Así también era conocido el Grupo Colombia. 
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mayoría de la población, pues nuevamente la atención a los aspectos sociales debía 
cederle el paso al salvamento del capital para recuperar su rentabilidad, lo cual incidía 
una vez más, en la desigual distribución del ingreso.  
Pero, cuando se pensaba que la crisis financiera estaba superada —y solo quedaban 
pequeños recuerdos que luego se recordarían como “deslices pasajeros de Correa 
Maya”, que poco habían logrado afectar al sistema financiero como tal—, surgieron 
rumores sobre prácticas fraudulentas del grupo Grancolombiano de Jaime Michelsen 
Uribe, primo del ex presidente López Michelsen, las cuales se confirmaron en diciembre 
de 1983. También había estado incurriendo en las mismas y, aún más graves, 
operaciones por las que se había hundido Correa Maya, quien finalmente fue arrestado. 
Por estos “ruidos”, ya desde el mes de mayo de 1983, comenzaron a presentarse grietas 
en las buenas relaciones entre Betancur y Michelsen Uribe quienes habían sido viejos 
amigos desde la fundación de la Anif, en 1974.  
Siendo ya presidente y teniendo algún conocimiento de las gambetas de “El Águila” 
(ilustración N° 3), como se conocía al Grupo Grancolombiano (concretamente a su 
presidente Michelsen Uribe) y molesto además, por los altos intereses de la banca en 
general (gráfico 10), Betancur sostenía que este sector se comportaba en forma “egoísta 
[,] que solo corre riesgos cuando le conviene a sus intereses, pero no los quiere correr 
cuando es en bien de la gente” (Semana, N° 56, 1983, p. 22). Por tanto, conminaba a la 
banca privada a disminuir el costo del dinero que afectaba la tasa de ganancia del sector 
no financiero o de lo contrario se vería obligado de hacer uso de facultades que le 
otorgaba la constitución. Muchos interpretaron que se trataba de un velado mensaje a su 
anterior “mejor amigo”.    
 Michelsen Uribe había logrado crear una imagen de empresario inteligente, con un 
ropaje calvinista de libre empresa, con gran sacrificio y esfuerzo personal y de gran 
sentido por lo social, que muchos quisieron creer; perfil que consiguió proyectar dentro 
de la opinión pública, a través de una compleja y bien organizada red publicitaria, con la 
que “había disfrazado [y ocultado] exitosamente su operación desenfrenada de asedio y 
especulación frente a la industria nacional” (Gutiérrez Castro  en  NF, N° 591, 1983, p. 
26)  .         
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Ilustración 3 La preocupación del "Águila" 
                                  
Fuente. El Espectador, octubre 10 de 1982. Según Osuna, el anuncio de la emergencia económica con la posibilidad 
de intervención y nacionalización de bancos, que hubiesen incurrido en prácticas financieras ilegales, logró preocupar 
por primera vez al “Águila”. 
Siguiendo a Théret (2014), vemos que de esta forma, tanto Correa Maya como 
Michelsen Uribe, en sus operaciones financieras fraudulentas, actuaron de acuerdo con 
la racionalidad económica del mercado, buscando la maximización de las ganancias 
monetarias, simultáneamente con la racionalidad política, posicionando su poder y 
estatus en los campos del poder, mediante la vigorosa combinación de relaciones 
familiares, sociales y políticas a través de una bien aceitada maquinaria organizacional y 
publicitaria. 
Empresas del Grupo Grancolombiano con el dinero captado a los ahorradores logró 
hacerse al control de empresas y realizar préstamos a sus propias sociedades 
(autopréstamos) y, en numerosas oportunidades, lo hicieron violando las leyes y 
reglamentaciones. “Las investigaciones [realizadas por la Superbancaria y Pricehouse] 
también verificaron que los intermediarios financieros concedieron préstamos para que 
otras empresas vinculadas adquirieran acciones de ellos mismos, directa o 
indirectamente. Se reforzaba así la concentración del capital accionario” (Child, et al. 
citados por Lamk, 1999). El diario El Espectador escribía, 
algunos accionistas del Grupo denunciaban que, aunque él mismo [Michelsen Uribe] 
había sido sancionado por estas acciones, y en un franco desafió a su autoridad [la de la 
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Superbancaria], los directores del Banco de Colombia siguen haciendo préstamos por 
varios millones de pesos a compañías de bolsillo cuyos accionistas son al mismo tiempo 
funcionarios del Banco de Colombia o familiares de ellos (cursivas en el original) (El 
Espectador, sept 4 de 1983, p. 1).  
Como testimonio de su denuncia colocaban el ejemplo de la sociedad “Ulises 
Limitada”, a la que le prestaron en diciembre 21 de 1982, la suma de $ 45 millones y 
posteriormente $ 33 millones. Dicha empresa, según los denunciantes, era una empresa 
de bolsillo con solo $100 000 de capital y constituida apenas pocos meses y con tan  
solo tres socios, Caicedo Roa y Cia SCA, Ordóñez Ibáñez y Cia SCA y un socio 
individual, Jaime Zuleta Jaramillo. Escribía El Espectador, ocurre que 
la sociedad Caicedo Roa y Cia SCA es una sociedad en comandita por acciones de la 
cual es socio gestor el señor Alcides Caicedo Roa, uno de los vicepresidentes del Banco 
de Colombia (y quien adquirió los préstamos por los $78 millones), y sus otros socios 
son María Cristina Niño de Michelsen (esposa de Jaime Michelsen, presidente del 
Banco de Colombia) y su hijo Pablo Michelsen Niño. 
Adicionalmente, continúa el diario, la sociedad Ordóñez Ibáñez y Cia SCA es una 
sociedad en comandita por acciones de la cual es socio gestor el señor Roberto Ordóñez 
Ibáñez, otro de los vicepresidentes del Banco de Colombia, y sus otros socios son 
igualmente María Cristina Niño de Michelsen y Pablo Michelsen Niño (esposa e hijo de 
Jaime Michelsen)…, y el tercer socio de Ulises Limitada es el secretario general del 
Banco de Colombia, contra quien la justicia colombiana dictó orden de captura y auto 
de detención. El señor Zuleta Jaramillo es actualmente fugitivo de la justicia (El 
Espectador, 4 de 1983, p. 10). 
Además, la Superbancaria luego de una investigación de más de seis meses en el Banco 
de Colombia, concluyó que existían  
posibles irregularidades en la contabilidad de la institución, especialmente en relación 
con préstamos concedidos a empresas del mismo Grupo Grancolombiano, como Pronta 
S.A. Las deudas de las filiales del Grupo para con el Banco Matriz ascendían a más de 
cinco mil millones de pesos y se han mantenido impagadas por más de dos años….tales 
irregularidades tendrían relación directa con el manejo de los fondos de inversión 
Bolivariano y Grancolombiano, que a raíz de las operaciones de bolsa, en marzo de 
1980, produjeron cuantiosas pérdidas a los pequeños ahorradores (El Espectador, 
diciembre 30 de 1983, p. 1 A - 11, y 2 enero, 1984)
275
.  
                                                             
275Estas operaciones permitieron a dichos fondos comprar acciones de cinco empresas (entre estas 
estaban la nacional de Chocolates, Seguros, entre otras) para manipular su valor, en juegos de bolsa que 
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Estas operaciones fraudulentas fueron multadas con $ 13.8 millones impuestas por la 
Comisión Nacional de Valores a la sociedad administradora de los fondos, Gran 
Inversión, otra filial del Grupo (El Espectador, diciembre 30,1983, y enero 2 1984).  
Estas defraudaciones se realizaron a través de los fondos de inversión que son 
intermediarios financieros, a los cuales la gente les ha entregado sus recursos (Child, et 
al., 1998, citados por Lamk). Estos fondos tienen la responsabilidad de invertir en 
acciones con buena rentabilidad a la vez que ofrezcan la máxima seguridad. Igualmente, 
el inversionista busca que haya diversificación en sus inversiones en busca de dicha 
rentabilidad y seguridad. El gobierno había fijado un límite del 10 % como proporción 
máxima que podían invertir los fondos en acciones de una misma empresa. A su vez, 
estos fondos están compuestos por 1) una Sociedad Administradora que en el Grupo 
Grancolombiano, estaba representado por la sociedad Graninversión S.A. que hasta 
1980 manejaba los fondos “Bolivariano” y “Grancolombiano”; y de otra parte están 2) 
los fondos como tal (Semana, N° 56, mayo 31-junio 6 de 1983, p. 27).   
Con esta especificación veamos cómo El Espectador, el 24 de mayo de 1983, explicó en 
forma didáctica el modus operandi utilizado para llevar a cabo las operaciones 
fraudulentas, a través de dichos fondos, así:  
Los fondos de inversión se dedicaron a comprar acciones de otras compañías. Si 
obtienen utilidades, las reparten entre los suscriptores del fondo. La gente entrega su 
dinero al fondo en el mercado bursátil, y el éxito de la operación dependerá de que el 
fondo haga buenos negocios con el dinero que le confían los depositantes. 
El valor de las acciones que el fondo tenga en su poder se suma y la cantidad que arroje 
se conoce como valor neto del fondo. Si tiene, por ejemplo, mil acciones de la compañía 
“A” que valen $10 cada una y dos mil acciones de la compañía “B” que valen $15 cada 
una, el valor neto del fondo será igual $10 000 más 30 000 = $40 000. El valor neto se 
divide entre las personas que han colocado su dinero en el fondo para determinar lo que 
se conoce como “utilidad en inversión” (El Espectador, mayo 24 de1983).   
Si el fondo se mantiene en los $40 000 iniciales, quien compró unidades a cinco pesos 
obtiene como utilidad únicamente los dividendos en acciones. El éxito del fondo radica 
                                                                                                                                                                                  
causaron pérdidas cercanas a los $260 millones, asumidas por unos 20 mil pequeños y medianos 
ahorradores.    
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en producir mayores utilidades que los solos dividendos. Esto se logra si sube el precio 
de las acciones que el fondo tiene en su poder. 
Pero normalmente las acciones no suben de precio tan espectacularmente, al menos que 
alguien las haga subir artificialmente. ¿Cómo se logra eso? En la siguiente forma: se 
ponen de acuerdo dos personas (aparentemente extrañas al fondo pero que, en realidad 
son “calachines”) una de ellas ofrece en la bolsa cinco acciones de la compañía “A” a 
$20, y la otra se las compra. Con estas dos sencillas operaciones se “marca” un nuevo 
precio en la bolsa y el fondo toma estos valores comerciales [sería el nuevo precio de 
mercado en la bolsa]. Las 1000 acciones de la compañía “A” que en la víspera valían 
$10 000 ahora valen $20 000, y las 2000 acciones de la compañía “B” pasan a valer $ 
44 000. El valor neto del fondo pasa de $40 000 a $64 000 y las unidades pasa de cinco 
pesos a ocho. En esta forma, la persona que colocó cinco pesos en el fondo se gana casi 
milagrosamente el sesenta por ciento de inversión de un día para otro. 
Los administradores del fondo aprovechan esta bonanza artificial para atraer nuevos 
inversionistas. Los nuevos ya no podrán adquirir las unidades a cinco sino a ocho, y, a 
medida que se hacen nuevas operaciones ficticias para hacer subir las acciones, el valor 
neto del fondo va subiendo, lo mismo las unidades de inversión y eso atraerá nuevos 
inversionistas. ¿Hasta cuándo podrá subir artificialmente el fondo? Hasta que los 
administradores culminen su propósito inicial de estafar a la gente (El Espectador, mayo 
24 de1983,).  
El precio que subía artificiosamente, por tanto, no era el reflejo de la tendencia del 
mercado, no reflejaba la señal del mercado en una economía competitiva, según el 
pensamiento ortodoxo. “Pero en la realidad, este tipo de transacciones para fijar precios 
en Bolsa es una práctica común en Colombia, pues en términos reales no existe un 
mercado accionario abierto, ya que las decisiones las toman unos pocos” (Semana, N° 
56, 1983, p. 27). 
Según la revista Semana, en marzo de 1983 los fondos vendían nuevamente las mismas 
acciones al Grupo a precios sustancialmente inferiores, también fijados ficticiamente, 
como lo había descrito anteriormente El Espectador. Lo más curioso de esta operación 
de compra-venta, es que, quien apareció como la persona que ordenó la venta de las 
acciones que derrumbó el valor de los títulos de los fondos, era una empleada del 
servicio doméstico, quien, por supuesto carecía de las condiciones económicas para ser 
accionista y, a la postre resultó ser empleada de un funcionario del Grupo 
Grancolombiano. Fue utilizada como la típica “calachín” o testaferro del Grupo.  
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Los fondos Grancolombiano y Bolivariano contabilizaron de inmediato el nuevo precio, 
con una pérdida grandísima porque tenían una cantidad gigantesca de estas acciones. En 
los días siguientes el precio de las acciones de Chocolates siguió bajando hasta llegar a 
$35. El pánico se extendió entre los ahorradores, quienes se precipitaron a retirar su 
dinero de los Fondos. Pero era demasiado tarde: ya habían perdido hasta la camisa (El 
Espectador, mayo 24 de 1983, p. 2 A y 3 A).
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Por tanto, con procedimientos fraudulentos y, a través de testaferros y de empresas del 
Grupo, este se quedó con las acciones de Chocolates; y para completar el cuadro vale la 
pena destacar que para realizar estas operaciones contaron con el respaldo del gobierno 
a través del Banco de la República que le prestó quinientos millones, “en condiciones 
especiales”, y sobregiros por cien mil millones de pesos, que le otorgó el Banco de 
Colombia, que como ya sabemos pertenecía al mismo Grupo.  
Así, “las acciones de la Nacional de Chocolates y las acciones de otras compañías del 
Grupo pasaron a menos precio a manos del Grupo; el dinero de los ahorradores se 
esfumó” (El Espectador, mayo 24 de 1983). Los cálculos más aproximados sugirieron 
que con estas prácticas el grupo se “ganó” más de mil millones de pesos; ¿y los 
ahorradores? ¿Y el control de empresas industriales a manos del sector financiero? 
Indudablemente, este tipo de actividades se poyaron en los decretos que los libraban de 
controles y de la liberación de las tasas de interés que redundaron en un crecimiento 
inusitado del sector financiero (gráfico 13) y en detrimento de los demás sectores 
productivos del país (gráfico 19), en momentos que la desindustrialización mostraba 
síntomas bastante preocupantes, dado que además de la caída en el PIB, la tasa de 
ganancia se resentía y, no propiamente por la presión salarial.  
Este tipo de actividades no eran nuevas; se habían iniciado de tiempo atrás cuando el ex 
ministro y representante liberal Hernando Agudelo Villa, había denunciado el 28 de 
julio de 1978 la indebida utilización del ahorro público para apoderarse de la empresa 
Compañía Colombiana de Seguros, cuando en menos de un mes, firmas del mismo 
Grupo empezaron a comprar las acciones de la empresa, al precio que fuera. La 
respuesta de Jaime Michelsen fue la instauración de una demanda penal contra el ex 
ministro por los delitos de injuria y calumnia. En su defensa Agudelo Villa no solo fue 
                                                             
276 También en Semana, 1983, p. 28, y Lamk, op cit. 
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exonerado de la misma, sino que aprovechó su alegato para denunciar los diferentes 
negocios ilícitos con dinero de los ahorradores. 
Gráfico 19 Participación del sector No Financiero en el PIB 
 Fuente. Cálculos con base al DANE-Cuentas Nacionales 
A raíz de estos hechos El Espectador nombró un grupo investigador que, luego de los 
hallazgos realizados, inició una publicación periódica de los mismos. Una misión 
imposible que se impuso El Espectador, para impedir que la defraudación delictuosa de 
los ahorradores impotentes se quedara impune.  
“Misión imposible la de evitar que las investigaciones y los procesos se archivaran, 
mediante las maniobras dilatorias del más costoso equipo de abogados jamás contratado 
en este país, que incluyó a un senador de la República, a ex magistrados de la Corte y de 
los tribunales, ex jueces, especialistas de renombrada fama y de altísimos honorarios, 
amanuenses, litigantes y tinterillos, que de todo hubo y todavía hay, apelando, 
recusando, reponiendo, todo a un costo incalculable que por lo demás es un costo que se 
carga a las cuentas corrientes de las sociedades a las que representan, sociedades que 
por lo menos en el papel no son propiedad de una persona sino sociedades anónimas, 
donde los anónimos accionistas, muchos o algunos de ellos, jamás sabrán cuánto se 
pagó por la Operación Defensa” (El Espectador, julio 17 de1983, ídem).
277
  
                                                             
277 Libreta de Apuntes, La credibilidad de un periódico. Por estas denuncias el Grupo impuso lo que se 
denominó “La tenaza publicitaria”, que consistió en que la mayoría de sus empresas retiró la pauta 
publicitaria del diario capitalino con la intención de ahogarlo económicamente.  
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Luego, se conoció que en la nómina del Grupo también figuraba un buen número de 
periodistas encargados de crear la imagen de empresario inteligente, trabajador, 
innovador e impoluto de Jaime Michelsen. 
Las sanciones del superintendente Bancario encargado, Germán Tabares empezaron a 
ser efectivas en los últimos días de diciembre de 1983, solicitando la renuncia de Jaime 
Michelsen, de su inmediato colaborador, Roberto Ordóñez Ibáñez, y demás directivos 
de Grupo, a la vez que se dictaban las primeras ordenes de captura contra dichos 
directivos. Aunque pocos día antes Michelsen Uribe había comentado que “Mi mayor 
ilusión es pasar unos días en una casa de campo que tengo en Boyacá, a la que desde ya 
lo invito con mucho gusto a montar en los caballitos de Granahorrar” (El Espectador, 
enero 9 de 1984, p. 2)
278
, salió intempestivamente del país el 31 de diciembre de 1983, 
cuando le avisaron acerca de su inminente arresto. Por la misma causa salió del país 
Roberto Ordóñez (El Espectador, enero 8 de 1984, p. 1 A y 10 A)
279
 (ilustración 4), 
mientras los demás fueron detenidos.  
Ilustración 4 Águila con Vuelo   
                  
Fuente. El Espectador, enero 8 de 1984 y Osuna 84-05. Tras la crisis financiera, Jaime Michelsen Uribe, como el 
águila del Grupo Grancolombiano, sale del país. Lo acompaña su colaborador Roberto Ordóñez Ibáñez.  
                                                             
278 Los caballos eran el emblema principal del Grupo Grancolombiano. 
279 “Desbandada de directivos del Grupo Grancolombiano”, tituló El Espectador. Enero 8 de 1984, pag.1-
A y 10-A. Daniel Samper Pizano, de El Tiempo, también realizó una interesante serie de crónicas en su 
columna “Reloj”, los días 5, 6,7 y 8 de enero de 1984, sobre el mismo caso.  
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Sin embargo, todavía quedaba un sector de la prensa que defendía al Grupo. Por 
ejemplo El Tiempo, que en un editorial escribía,  
la solidez de una entidad tan vieja como la historia bancaria de Colombia, resiste 
cualquier análisis. Michelsen Uribe, discutido o no, lo impulsó y colocó en lugar 
preponderante […] Nada les va pasar al banco de Colombia ni a las empresas del Grupo 
Grancolombiano. Las autoridades financieras conocen en forma minuciosa la solidez de 
estas instituciones, lo cual permite poner a salvo el capital de tantos colombianos 
vinculados a ellas. Solo nos resta pedirle, a los medios de información [¿alusión a El 
Espectador?], serenidad, espíritu patriótico para que no se lancen rumores falsos ni se 
cree un clima perturbador en una esfera bancaria bien conocida en el país, que debe 
superar esta crisis, como estamos seguros lo hará para el bien de la economía nacional 
(El Tiempo, enero 2, 1984, p. 4 A). 
Desafortunadamente, los hechos desbordaron el optimismo de este periódico porque 
muchos colombianos, desprotegidos, perdieron sus ahorros, varias empresas quedaron 
bajo control del grupo, (más tarde tuvieron que ser capitalizadas con dineros públicos), 
algunos de los directivos fueron sentenciados y las dos “solidas instituciones” fueron 
intervenidas y posteriormente liquidadas. Además, la probidad de la justicia quedó en 
entredicho y una vez más en deuda con el gran grueso de la población colombiana, dado 
que según sentencias  
de El Tribunal superior de Bogotá ordenó no continuar con la investigación contra [sic] 
el exbanquero Félix Correa Maya y algunos de sus socios. En consecuencia, Correa 
junto con otros cinco banqueros que protagonizaron la crisis financiera, quedaron 
exonerados de toda responsabilidad (El Tiempo, nov 6, 1997, p. 6). 
Igualmente, en sentencia de casación de la Corte Suprema de Justicia expedida el 13 de 
octubre de 1984, se declaró  
extinguida la acción penal seguida en estas diligencias por infracción al decreto 2929 de 
1892, disponiendo como consecuencia la cesación de todo procedimiento en contra de 
los enjuiciados Jaime Michelsen Uribe, Alcides Caicedo, José Manuel Arrázola 




                                                             
280 El periódico El Tiempo inició así la noticia: “Por vencimiento de términos, las investigaciones por 
captación ilegal de ahorros, especulaciones en manejos financieros y otros delitos que desataron la crisis 
financiera de 1982 quedaron definitivamente archivados”.   
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La pregunta que quedó en el aire fue ¿cuánto perdió el país y quienes finalmente 
tuvieron que asumir los costos de estas operaciones de rescate y privatización de estas 
entidades? De una parte, los altos costos del dinero tuvieron duros efectos en las tasas 
de ganancias de las empresas no financieras y, de otro lado, para apropiarse de empresas 
productivas las llevaron a un fuerte descenso de sus ganancias y valorización, para 
luego adquirirlas a menor precio de bolsa; con lo cual numerosas familias perdieron sus 
ahorros.   
3.2.- Las medidas fiscales y tributarias de Belisario Betancur 
Se afirmaba al inicio del presente capítulo, que otras decisiones tomadas por la 
administración Betancur para dinamizar la actividad productiva, crear condiciones para 
recuperar la rentabilidad económica y fortalecer el proceso de acumulación, se 
encaminaron tanto en lo fiscal como en lo tributario. Antes de los decretos dictados para 
conjurar la crisis financiera, se promulgó  el Decreto 2915 de octubre 7 de 1982 que 
creaba una Comisión de Reforma de Alto Nivel “para asesorar al gobierno en el estudio, 
discusión y redacción de las normas para reformar el régimen fiscal” (Anales del 
Congreso, 11 de febrero de 1983, p. 1)
281
. 
Posteriormente, mediante el decreto legislativo 3742 de dic. 23 de 1982, nuevamente se 
declara el estado de Emergencia Económica, en esta ocasión por cincuenta días (Anales 
del Congreso, dic 23 de 1982 a feb., 11 de 1983, p. 5), para “afrontar el actual marco de 
estancamiento y receso económico que padece el país” (Anales del Congreso, ídem)
282
. 
Al amparo de este decreto se dictaron otros, que crearon beneficios adicionales al 
capital, en aspectos como; la modificación de las tarifas del impuesto sobre la renta y 
complementarios (decreto, 3743), la reducción del impuesto de ventas para vehículos 
(decreto 3744), reajuste en los avalúos catastrales, en el 10 % (3745), alivios tributarios 
en la llamada “doble tributación” que afecta a las sociedades anónimas y a sus 
accionistas, reducción de las tasas de renta presuntiva (decreto 3746), el referente a la 
                                                             
281 Ver, además, Arévalo y Rodríguez (2001) desde la perspectiva de Annales y la escuela de regulación 
francesa realizan un estudio sobre la forma como ha evolucionado el sistema fiscal colombiano donde se 
visualiza la presión de los gremios económicos en el mismo. Igualmente realizan un análisis de la 
administración de este sistema y hacen recomendaciones al respecto. 
282 También ver El Tiempo 24 de dic de 1882, p. 1-A y 15-A.   
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amnistía patrimonial por omisión de activos o la declaración de pasivos inexistentes 
(decreto 3747), y el aumento de las exenciones del UPAC. Más adelante, el 30 de 
diciembre en sesiones extras del Congreso de ese año, se establecieron procedimientos 
para el control de la evasión y otras precisiones tributarias (decreto 3802) (Anales, 
ídem; NF, N° 415, enero 17-23, 1983). 
Se disminuyó el impuesto a capital para aumentar las ganancias y por tanto su tasa, 
mostrando significativos repuntes en el orden nacional (gráfico 6) e industrial (gráfico 
17). Estos decretos también buscaban incrementar los ingresos del gobierno en $ 
200 000 millones, argumentando que se destinarían para reactivar la capitalización de la 
economía y eliminar el déficit acumulado de los últimos años. 
En el diseño de estas medidas, siempre se tuvo la presión de los grupos y gremios, por 
ejemplo, en la eliminación de la doble tributación o descuentos para aquellas empresas 
que se financiaban con la emisión de acciones (Junguito, Hernández. I, Rodríguez, entre 
otros). Pero los artículos o decretos que significaban una mayor erogación para ellos 
fueron abiertamente rechazados por lo que un economista aseguraba que “era apenas 
natural que este tipo de reforma produjera airadas reacciones de algunos sectores de la 
producción y entre los contribuyentes de altos ingresos” (Caballero, A., en El Tiempo, 
febrero 16 de 1983, p. 5 A). 
Estas presiones llevaron, también, a un senador de la República a debatir en el Congreso 
la forma como “las rectificaciones, modificaciones, reformas y contrarreformas 
solicitadas principalmente por los gremios del capital, parece ser, han empañado la 
inicial filosofía de sus medidas a tal extremo que hay quienes afirman que ahora si 
estamos en una verdadera emergencia” (Anales del Congreso, N° 3, febrero 3 de 1983, 
p. 34-35). Era sintomático escuchar estas apreciaciones en quien era calificado un 
verdadero representante del establecimiento, quien además consideraba la necesidad de 
señalarles a quien merecen la calidad de líderes de la sociedad, que no es el egoísmo lo 
que le hace grande a la nación; [sino] en obtener que empresarios y gremios acepten que 
su dirigencia es allí, en bien de Colombia y no del limitado número de sus 
representantes; en otorgarle a obreros y desempleados iguales medios de expresión y 
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defensa de sus derechos, de los que gozan los representantes del capital (Anales del 
Congreso, N° 3, ídem, 1983, p. 34). 
En la administración Betancur se había creado grandes expectativas con los nuevos 
recursos a obtener con dichas reformas; pero estas debieron aplazarse debido a que la 
Corte Suprema de justicia declaró inexequibles muchos de los artículos básicos de las 
mismas, como algunos de los decretados a comienzos de 1983, arguyendo que en 
tiempos de paz solamente el Congreso podía imponer contribuciones. Esta inseguridad 
en lo fiscal afectó la evolución económica de este año, que seguía mostrando 
decaimiento en la actividad productiva, caída en las ganancias de algunos sectores, 
aunque en general, empezaba vislumbrarse algunos signos de recuperación.  
La buena señal de la actividad industrial y, de sus tasas de ganancia comenzó a hacerse 
más notoria en el segundo semestre de 1983 y primero de 1984, cuando, según 
Gutiérrez Castro, “ante la derogatoria de la reforma fiscal, el Congreso la rescató del 
inminente naufragio”
283
 y permitió un crecimiento real de los ingresos estatales por 
concepto de impuesto de renta en 1983, en cerca del 27 %, mediante la Ley 9 de 1983, 
la cual incrementó los impuestos de renta y complementarios, aumentó la base tributaria 
y, buscó controlar la evasión. Igualmente, a través de la Ley 14 de ese mismo año, se 
fortalecieron los fiscos de las entidades territoriales
284
, incrementando los avalúos 
catastrales. Con estas leyes se rescató la base de los decretos de emergencia que había 
tumbado la corte.  
El Ministro atribuía la recuperación, en gran medida, a estos nuevos ingresos que 
despejaba la acción del Estado; el PIB tuvo un crecimiento cercano al 1.6 % (gráfico 9) 
el cual se puede considerársele aceptable si se comparaba con las tasas de crecimiento 
negativo de la mayoría de países de la región. La industria también empezó a mostrar 
signos de recuperación y tanto este sector, como las demás actividades no industriales 
reversaron su tendencia decreciente (gráfico 19), a la vez que la tasa de ganancia 
industrial también empezó a repuntar (gráfico 17). 
                                                             
283 Solo hasta fines junio de 1983 fue aprobada en el Congreso. 
284De esta forma recogía una de las principales recomendaciones de la Misión Bird-Wiesner, 
mencionada anteriormente.  
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Este nuevo escenario económico, de recuperación de las ganancias y sus tasas, se 
reflejaba, de un lado, en los comentarios del presidente de la Andi, Echeverry Correa, 
cuando afirmaba que “amaina el temporal económico” y, reclamaba mayor 
responsabilidad de los empresarios en “el actual proceso de reactivación con nuevos 
proyectos industriales, para sustituir eficientemente aquellas importaciones que el país 
hoy no puede hacer por el déficit en balanza cambiaria” (El Tiempo, julio 7 de 1983, p. 
2c). También reconocía los reclamos por la baja calidad de los productos, la 
obsolescencia tecnológica de sus procesos de producción y de los altos precios de los 
productos, demandas que eran cada vez más frecuentes tanto por las organizaciones 
sindicales como por otros sectores políticos y sociales. Aunque estas prácticas propias 
de una estructura oligopólica reanimaban la rentabilidad empresarial también 
incentivaba el contrabando. 
De otro lado, el Ministro de Hacienda también se mostraba complacido y, con cierto 
aire triunfalista, manifestaba que “lo peor de la crisis ha pasado” y que la economía salía 
de un periodo de crisis para entrar a otro de expansión (El Tiempo, julio 8 de 1983, p. 8 
A). Pero la situación de déficit no parecía mejorar, pues si bien aumentaron los ingresos, 
la caída por recaudo de aranceles fue notoria dada la restricción de las importaciones 
impuestas, así como el menor recaudo por el impuesto ad-valorem y el aumento de 
subsidios a las exportaciones para incentivar la entrada de divisas y aliviar la fuerte 
caída en las reservas internacionales.  
Para evitar un mayor drenaje de dichas reservas, la Junta Monetaria autorizó un 
endeudamiento con la banca privada internacional a la vez que el Conpes permitia las 
remesas de utilidades de las empresas manufactureras y agropecuarias extranjeras en el 
país que destinaran por lo menos el 50 % de su producción al mercado externo, 
convencidos que ello conduciría a un mayor ingreso de divisas mediante el estímulo a la 
inversión extranjera directa (IED) y al crecimiento de las exportaciones. Sin embargo, 
esta medida fue criticada argumentándose, por un lado, porque ello significaba mayores 
egresos de divisas y, de otro, porque muchas de estas empresas ya estaban exportando 
este porcentaje de la producción al mercado internacional, cuando se expidió la medida.  
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Con los mayores créditos internacionales, a corto y mediano plazo, se logró el objetivo 
de aumentar las reservas internacionales, pero a su vez se prendían las alarmas sobre el 
desbordamiento del endeudamiento nacional y sus efectos sobre las demás variables 
económicas.  
Buscando reducir el déficit mediante la obtención de nuevos ingresos, el gobierno 
también realizó modificaciones en la estructura del impuesto a las ventas (Nueva 
frontera, N° 465, enero 15-22, 1984) (decreto 3541 de diciembre 29 de 1983) 
haciéndolo recaer sobre cada una de las etapas del valor agregado. Anteriormente era 
solo un impuesto para el productor y para quien realizaba una importación. De otra 
parte, se amplió la base gravable incorporándose tanto a mayoristas como minoristas de 
la actividad comercializadora, con fuerte incidencia sobre los precios al consumidor 
final.  
Para consolidar la recuperación económica, la acumulación de capital y la tasa de 
ganancia empresarial, se expidieron además medidas de protección industrial, ahora 
mediante el incremento de los aranceles por importaciones con el decreto 2666 de 
octubre 24 de 1984. Con este decreto, hubo mayor control a las importaciones a la vez 
que se otorgaban subsidios a las exportaciones; asimismo, se buscaba recuperar un nivel 
estable de las reservas internacionales. En general el año de 1984 fue un año 
económicamente bastante aceptable y había logrado culminar la recuperación iniciada el 
año anterior. 
Sin embargo, 1985 volvió a presentar dificultades tanto en el crecimiento como en las 
tasas de ganancia, a pesar de los logros en materia fiscal. Es en esta época que Roberto 
Junguito Bonett (1984-1985) releva a Gutiérrez Castro en el Ministerio de Hacienda y la 
orientación de la política económica vuelve a girar hacia la ortodoxia, presionada por el 
FMI. Las expectativas keynesianas no duraron mucho. El programa de ajuste, muy poco 
agradable para los trabajadores, se hizo efectivo: aumento de impuestos, austeridad en el 
gasto público social, incremento en las tarifas de los servicios públicos, que en ese 
entonces eran monopolios naturales del Estado, e incremento salarial de los trabajadores 
oficiales por debajo de la inflación en 10 puntos y de la productividad del trabajo 
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(gráfico 40), lo que significaba una caída en la capacidad adquisitiva de los mismo e 
incrementando de esta forma, la inequidad en la distribución del ingreso.  
Aunque este Ministro buscaba mayores recaudos tributarios, con otra reforma tributaria, 
posteriormente se lamentaría que esta no hubiese pasado en el Congreso debido a que el 
presidente ya estaba en su tercer año de gobierno, además que no contaba con una 
mayoría parlamentaria para tramitarla. La popularidad presidencial terminó en declive. 
Defendiendo el giro en la política económica, el Ministro declaraba que Colombia había 
salido bien librada de la crisis internacional, que aún golpeaba al capitalismo mundial y 
las economías latinoamericanas, gracias a que había implementado una política 
económica hacia el equilibrio de su sector externo y al saneamiento de las finanzas 
públicas (Junguito, Memorias de Hacienda, 1986), es decir de corte ortodoxo, con lo 
cual había logrado mantener estable la tasa de ganancia industrial y un tímido repunte 
en el orden nacional. El presidente Betancur presentó, a finales de diciembre, un plan 
económico para 1986 de “estabilidad con crecimiento”, y el nuevo Minhacienda, Hugo 
Palacio Mejía (1985-1986) sostenía que durante el año se habían cumplido 
satisfactoriamente las metas económicas, aunque también reconoció que era imposible 
entregar al siguiente gobierno, “una economía pública y un estado fiscal saneado” (NF, 
N° 564, dic., 23-29, 1985, p. 18). 
Pero, otros hechos contribuyeron a mejorar notablemente las finanzas ese año: el 
hallazgo de nuevos pozos petroleros (Cusiana y Cupiagua), el aumento de las 
exportaciones de carbón, el incremento en los precios internacionales del café y la 
obtención de nuevos créditos externos. Con el otorgamiento de estos créditos se daba 
por descontado una mayor inspección del FMI, dado que este hacia parte del “acuerdo 
de entendimiento” con las entidades financieras internacionales para los nuevos 
desembolsos. Dicho acuerdo le exigía al Gobierno Nacional Central –GNC- reducir el 
nivel del gasto. Sin embargo, se presentaron voces que veían necesario “liberarse de las 
restricciones acordadas” con este organismo y, por contrario, adelantar una “política 
expansiva y audaz para reactivar la economía, fortalecer el sistema financiero y la 
inversión en sectores productivos”. Precisaba, además, que “existía un nuevo ambiente 
para incrementar gradualmente la demanda agregada con un ordenado crecimiento del 
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gasto público y un aumento del crédito al sector privado y la disminución de las tasas de 
interés”. Lo que se necesita, decía, era un plan de desarrollo; y le preocupaba, que “por 
influencia del FMI, o por nuestras aprehensiones ortodoxas, caigamos en un nuevo 
programa de estabilización” (Méndez, J en NF, N° 564, 1985, p. 13). 
Por supuesto, estos planteamientos poco cabían dentro del nuevo equipo económico 
ortodoxo que hacía ver estas recomendaciones inconvenientes para el reordenamiento 
macroeconómico, sosteniendo que las políticas de estabilización y ajuste habían sido 
claves en ese propósito. El alto desempleo de ese año fue una de las consecuencias de 
estos ajustes por lo que los parlamentarios liberales cuestionaban que, mientras 
Betancur lo había encontrado en 7.5 %, este había ascendido al 14.2 % para diciembre 
del 1985.  
Los últimos meses de este año, principalmente noviembre, estuvo marcado por la 
violencia y la tragedia, tanto por la toma del Palacio de Justicia a manos del M-19 y de 
la posterior retoma a sangre y fuego por el ejército, como por la avalancha del Nevado 
del Ruíz que desapareció Armero. Estos acontecimientos condujeron a que el gobierno 
decretara una nueva emergencia económica y social el 25 de noviembre, durante 35 
días, “para enfrentar las calamidades públicas” provocadas por estos dos sucesos
285
, con 
lo cual se adoptaron “medidas temporales de carácter tributario”
286
, con el fin de 
capitalizar a la corporación “Resurgir” y al Fondo Rotatorio del Ministerio de Justicia.  
Un fuerte repunte económico se presentó en 1986, tanto en el PIB total de la economía 
como del industrial, los indicadores más altos de esta década, hecho que se reflejó 
además en el repunte de la tasa de ganancia en ambos frentes, por lo que al menos en el 
campo económico Betancur parecía salir bien librado si se comparaba con el estado que 
había recibido al país.  
Durante este gobierno, también se dio vía libre a la descentralización fiscal, política y 
administrativa de los diferentes entes territoriales. Con la Ley 14 de 1983 se resolvió la 
parte financiera de esta reforma constitucional, mientras que la Ley 12 de 1986, dotó de 
                                                             
285 Decreto 3405 de nov.24 de 1985. 
286 Decreto 3830 de dic. 20 de 1985. 
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los instrumentos políticos y administrativos para su implementación, a pesar del rechazo 
de algunos dirigentes
287
. Se presumía que este era un paso fundamental para lograr 
ciertos niveles de equilibrio en el desarrollo de las regiones y sus comunidades, además 
que se incrementó el porcentaje de la cesión del IVA a favor de las mismas.  
En el campo político y de orden público, los diálogos con los grupos insurgentes le 
acarrearon al gobierno duras críticas de los diferentes campos del poder, lo cual provocó 
la baja popularidad del saliente mandatario. Es sintomático en nuestra historia; aquellos 
presidentes que se han atrevido a realizar acercamientos con la guerrilla, para tratar de 
sembrar la paz, han recibido el rechazo de las elites y los medios de comunicación, así 
como del “ruido de sables”, por lo que terminan, entre otras razones, sus respectivos 
mandatos en franco declive político: López Michelsen, Betancur, Barco y Pastrana.    
3.2.1.- Las medidas económicas de Virgilio Barco 
En 1986 asume la presidencia Virgilio Barco Vargas con una cómoda victoria 
(4 214 512 votos, 58.29 %) sobre el adversario conservador Álvaro Gómez Hurtado 
(2 588 050 votos, 35.79 %), y sobre el candidato de la Unión Patriótica, Jaime Pardo 
Leal (328 752 votos, 4.54 %), quien posteriormente sería asesinado dentro del plan del 
exterminio contra esta organización política. 
Barco Vargas inició su mandato con su Plan de Economía Social –PES-
288
 en el cual 
presentaba, de acuerdo con los nuevos lineamientos adoptados, un diagnóstico de la 
situación económica y social por la que travesaba el país en ese momento y, según el 
cual existían grandes limitaciones en el esquema de desarrollo tradicional, a saber 
 1) Estrechez y desequilibrio en el mercado interno; 2) debilidad en los sectores 
productivos; 3) ineficiencia del Estado en la prestación en servicios a la producción y al 
bienestar; 4) bajos niveles de ahorro e inversión públicos y privados y 5) la aún 
restringida estructura de la oferta exportable (Deslinde N° 4, 1988, p. 22).  
                                                             
287 En un comienzo Lleras Restrepo no se mostró muy partidario de la elección popular de alcaldes, pero 
luego decidió apoyar a Juan Martín Caicedo Ferrer, en su aspiración a la alcaldía de Bogotá, en 1988; 
mientras que Turbay Ayala había ya había manifestado su desacuerdo en 1979. 
288 Nombre del Plan de desarrollo de esta administración. 
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Para solucionarlos proponía el crecimiento de la economía y el mejoramiento de la 
calidad de vida con lo cual buscaba relacionar dicho crecimiento (aumento de la 
inversión privada y las exportaciones) con el desarrollo social (acceso a los servicios 
públicos y a la producción).  
A nivel macro proponía utilizar políticas fiscales, financieras, cambiarias y de comercio 
exterior, que generaran excedentes al capital (ganancia), con el fin de estimular el 
ahorro interno que se dirigiría a la inversión y al gasto público priorizando lo social para 
así cumplir sus propuestas de campaña cuales eran, erradicación de la pobreza absoluta, 
el Plan Nacional de Rehabilitación, básicamente en las zonas de conflicto, y el Plan de 
desarrollo integral campesino.  
Sin embargo, bien pronto se conocerían las orientaciones de su gobierno a través de 
reformas que marcarían el reforzamiento del viraje hacia la ortodoxia y la liberación 
económica, iniciado por el segundo equipo económico de Betancur; por lo que a los 
pocos meses de gobierno, en diciembre 23, (Ley 75 de 1986), se ampliaron los 
beneficios al capital con un nuevo “alivio tributario” que significó el desmonte de la 
doble tributación, al suprimir el impuesto a los dividendos, y el cual era una vieja y 
férrea aspiración de los gremios económicos (Rodríguez, 1996 y Arévalo y Rodríguez, 
2001).  
Estos beneficios fueron saludados con alborozo tanto por la Andi como por la Sac, pero 
no fueron bien vistos por otros sectores, porque con ello  
se buscaba desgravar a las empresas, a los grandes rentistas, y a los propietarios de 
predios urbanos o rurales […] se buscaba simultáneamente, reducir el gasto público y 
los impuestos directos para desgravar los bienes de capital y la demanda global para que 
la economía marchara libremente sobre la ola de las bonanzas que hoy se están 
acabando (El Espectador, dic 31, 1986, p. 2a). 
 Además, porque  
en un país con tan alta concentración de capital y de ingresos, con tan pocos 
contribuyentes de imporrenta y, que después de la Ley 75/86 serán menos que antes, el 
Estado no debe buscar tantos alivios tributarios para atraer inversiones domésticas que 
no se producen por la falta de mercado que origina la concentración del ingreso, y para 
atraer capital extranjero que tampoco viene, a pesar de que se le disminuyan sus costos 
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fiscales como ahora, por la situación de orden público, sino reorganizar y reorientar su 
gasto público, y productivamente el ahorro nacional (cursivas nuestras) (El Espectador, 
ídem). 
De esta forma, se moldeaba la orientación del gobierno Barco y su equipo económico 
(primero César Gaviria T y luego Luis Fernando Alarcón M, como Ministros de 
Hacienda) a los que posteriormente se les criticó por el abandono de la intervención 
estatal y el exagerado papel otorgado al incremento de la inversión privada nacional y 
extranjera. De esta manera se privilegiaban, las actividades privadas con el argumento 
que éstas garantizarían la adecuada provisión de los bienes básicos y la participación 
creciente y competitiva en el mercado externo. Pero, luego de dos años de gobierno, 
en1988, la inflación se había disparado, 28,12 % (gráfico 20), la más alta de esta 
década, además, las exportaciones menores no crecían, aunque el desempeño 
económico se había confiado al despegue de este sector, tal como se había propuesto en 
el Plan de Desarrollo, así como a los nuevos créditos que, además, tardaron en llegar
289
.  
Gráfico 20. Evolución de la inflación, 1970-2004. 
 Fuente. Cálculos propios con base Banco de la República.  
De otro lado, crecían las erogaciones por el pago del servicio de la deuda externa lo cual 
limitaba acciones en el campo social, y la actividad productiva se resintió en sus 
ganancias. También en los dos últimos años de esta administración se dio un nuevo 
impulso a las políticas privatizadoras y de apertura económica, en afinidad con las 
                                                             
289La revista Deslinde, denunciaba que muchos de los nuevos créditos estaban condicionados a 
programas y proyectos que no eran precisamente prioritarios en el Plan de Desarrollo, PES.  
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recomendaciones del Banco Mundial que sostenía que “la economía nacional estaba 
muy protegida”, por lo que planteaba una mayor devaluación para elevar las 
exportaciones y reducir los aranceles a niveles que oscilaran entre el 10 y el 20 %, la 
eliminación del CERT
290
, del subsidio del crédito de Proexpo y sustituir el impuesto del 
5 % sobre el valor CIF de las importaciones con que se financia el fondo por recursos 
del presupuesto nacional.  
Además, para el BIRF 
el factor determinante para lograr un mayor crecimiento de la economía es el tipo de 
cambio [mayor devaluación del peso] y no el mecanismo de subsidio a las 
exportaciones o la protección mediante la restricción a las importaciones con regímenes 
de licencias (El Tiempo, mayo 12 de 1989, p.1 A y 8 A).  
De esta forma, se planteaba la apertura gradual de la economía para una mayor 
exposición al mercado internacional; la pregunta era ¿en qué condiciones? 
Resultaban paradójicas estas exhortaciones del organismo multilateral, porque justo en 
esos momentos los países industrializados, habían impuesto el sistema de cuotas para el 
azúcar, y con el “tratado multifibras”
291
 se restringía el acceso de productos textiles y 
vestidos. Igualmente, los floricultores colombianos pagaban, por entonces, a los Estados 
Unidos cerca de US$ 10 millones en impuestos antidumping, que equivalía al 5 % de las 
exportaciones de las flores, por lo que Colombia le solicitaba disminución en los 
aranceles y la inclusión de más productos en el Sistema General de Preferencias, SGP.  
Además, este país ya había establecido “La Nueva Ley de Comercio y Aranceles” que, 
aunque formalmente no era proteccionista, si más agresiva en exigir que se abrieran los 
mercados a las mercancías estadounidenses en el resto del mundo, autorizándose 
represalias en caso de que ello no se hiciera (Deslinde N° 7, dic 89, enero 1990). Esto 
traería grandes consecuencias para los PED, dado que al restringirse sus exportaciones, 
                                                             
290Certificado de Reembolso Tributario. Estos certificados tenían como objetivo estimular las 
exportaciones mediante la devolución total o parcial de los impuestos indirectos, y promover aquellas 
actividades que incrementaran el volumen de las exportaciones.   
291 Acuerdo de 1974 entre Canadá, Estados Unidos y la Unión Europea, inicialmente, hasta llegar a un 
total de 8 países desarrollados, para regular el mercado global de productos textiles y confecciones a 
través del establecimiento unilateral de límites o cuotas para el acceso de los mismos a sus países. Se 
hablaba entonces de la “restricción voluntaria” a las exportaciones de textiles.   
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se contaba con menores ingresos tanto para el sector exportador como para el gobierno, 
por lo cual el PIB se resintió, así como la tasa ganancia nacional e industrial. 
En la misma línea, y siguiendo también las recomendaciones del Banco Mundial y del 
FMI, entidades en las cuales los países desarrollados y acreedores habían descargado la 
responsabilidad de aplicar los ajustes propuestos por el Consenso de Washington, la 
administración Barco dio los primeros pasos hacia los lineamientos que abrirían el 
camino a las privatizaciones de empresas oficiales. Por lo que desde entonces,  
privatización era la palabra de moda entre políticos, politólogos y economistas, […] 
palabra que ha resistido el fracaso a que condujeron las políticas neoliberales en la 
mayor parte de los países capitalistas, y que en 1987 se citaba como fuente de eficiencia 
y “salubridad” en la economía, y […] palabra que representa un regreso al 
neoliberalismo (Mendez, J., en NF, N° 646, abril 17-23, 1987, p. 12).  
Así, años tras año se iban produciendo cambios en la estructura económica y en las 
estrategias de desarrollo donde los diferentes gobiernos declaraban que defendían la 
promoción de las exportaciones, la liberación económica y las privatizaciones 
(Stallings, 1994).  
La respuesta de la Andi ante estas propuestas no podía ser más dura por lo que tildó los 
planteamientos del BM sobre apertura total y de eliminación de los estímulos a las 
exportaciones, de “Recomendaciones irresponsables” por tanto “No compartimos esas 
opiniones” (El Tiempo, mayo 15, 1989, p. 2 B), dijo su presidente Echeverry Correa en 
carta enviada al entonces Ministro de Desarrollo Económico, quien, a su vez, trató de 
tranquilizarlo afirmándole que solo eran “simples recomendaciones” y, que el gobierno 
en forma “soberana” era quien dirigía autónomamente la política económica. Sin 
embargo, poco después las “simples recomendaciones” del FMI y del BM inundaron la 
región latinoamericana y por supuesto a Colombia. 
Han sido interminables los debates sobre las dificultades y aciertos que tomó el 
gobierno en el giro hacia la orientación ortodoxa desde mediados del ochenta, y 
profundizadas durante el gobierno de Gaviria Trujillo, pero los indicadores no pueden 
ser más elocuentes: Barco Vargas recibió la economía en el punto más alto de la década 
de ochenta, cerca del 6 % en 1986, y en solo tres años, en 1989, esta cayó a menos del 
301 
 
4 % en 1989 para iniciar un pequeño repunte al año siguiente (gráfico 9 y 12), aunque la 
tasa de ganancia seguía mostrando buen comportamiento, lo que sugeriría que los 
alivios fiscales y demás beneficios tributarias a las empresas, así como una mayor 
tributación indirecta y por tanto menos directa (regresivas), estaban dando sus frutos. 
Esto demostraría, de otra parte, que la inequidad en la distribución del ingreso 
continuaba y que, si se habían presentado mejoras en este indicador, “ello ha consistido 
fundamentalmente en una disminución de la participación de las clases medias a favor 
de las más pobres, más bien que en una transferencia de los ricos a los pobres” 
(Urdinola, A., en El Tiempo, 14 mayo, 1989, p. 3 B).  
Esta situación (como en otras épocas) se vivía en una de las etapas más turbulentas de la 
vida nacional y se manifestaba en las altas tasas de criminalidad, secuestro (Coyuntura 
social, N° 1 y 2, 1989 y 1990, respectivamente), desigualdad de distribución de la 
propiedad y de la riqueza, pobreza y desempleo. 
3.3.- La violencia y el orden público en los ochenta 
Los costos de la guerra o del estado de violencia en el país todavía no se habían medido 
dado que, aún no se manifestaban en la economía urbana (industria, comercio y otros 
servicios), pero, si se reflejaba en la pérdida de vidas humanas que habrían contribuido a 
la productividad del país.    
Las décadas de los ochenta y noventa, representaron para el país otro de los períodos 
más violentos y sangrientos de nuestra historia, que bien puede asemejarse, o quizá ha 
sido más cruento de los padecidos, a mediados de este siglo, durante los años de “la 
violencia”. Los estudios sobre este fenómeno han llamado la atención de diferentes 
disciplinas por el impacto de la pérdida de vidas humanas, de por sí difícil de 
cuantificar, pero inmensamente destructivo y doloroso para el país y para las familias de 
las víctimas, así como de la destrucción de infraestructura que afecta el desarrollo 
económico y social de las zonas en conflicto.  
Sin embargo, en Colombia, en diferentes épocas de confrontación en el siglo XX, la 
economía no se perturbó y, al contrario, violencia y crecimiento económico siempre 
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estuvieron acompañados. La estabilidad macroeconómica contrastaba con el caos y el 
desorden político y público (Flórez, et al., op cit). Es como si el país se hubiese 
acostumbrado a asimilar la violencia, como una especie de “país caucho” que se contrae 
y ensancha de acuerdo con las circunstancias; inclusive muchos procesos de paz se han 
desarrollado en medio del desangre.  
El enfrentamiento, en primer lugar, fue, y ha sido hasta ahora entre el Estado y grupos 
insurgentes, que, en términos generales, tenían poca capacidad de destrucción del 
capital fijo, a excepción de la infraestructura petrolera, a partir de los ochenta, pero sin 
mayores consecuencias económicas. En segundo lugar, otros presuntos enemigos
292
 han 
sido el narcotráfico y los grupos paramilitares, pero como lo señaló en su momento un 
senador de la República, éstos han sido “terriblemente anticomunistas y excesivamente 
nacionalistas” (Renan Barco en El Tiempo, nov 15, 1987, p. 1-A), por lo que la 
infraestructura económica no fue blanco de sus ataques, sino que estos se dirigieron 
contra personas o grupos que consideraban una amenaza contra el statu quo, sus 
actividades, o que obstaculizaran su ascenso económico, político y social. 
Pero, indudablemente, la perdida más sensible ha sido la vida de miles de colombianos 
anónimos e ilustres que mucho le habían aportado, y podían seguir aportando al 
desarrollo nacional, en todos sus frentes. Campesinos y trabajadores contribuyendo con 
su mano de obra a la acumulación de capital y a la consolidación de una identidad 
cultural; también intelectuales, políticos, sindicalistas, líderes sociales e inclusive 
periodistas; la mayoría de ellos, asesinados cuando combatían  
con palabras las acciones bárbaras de un país que se resistía y se resiste a actuar de otra 
manera que no sea manteniendo las enormes injusticias que existen, y defendiendo esa 
injusticia intolerable como sea, incluso asesinando a quienes quieren cambiarla (Abad. 
H, 2006, p. 219). 
Además, muchos de estos personajes contribuyeron con ideas y proyectos a la 
construcción de un país más dinámico y desarrollado en lo económico, político y social. 
Muchas de sus ideas y sueños quedaron truncadas. Lo paradójico o fatal, como lo 
                                                             
292 Utilizo el término “presunto” dadas las continuas denuncias, también de la presunta, pero cada vez 
más evidente y comprobada connivencia entre miembros del ejército con estas organizaciones, así 
como de la alianza de dirigentes políticos y empresarios con narcotraficantes y paramilitares.   
303 
 
afirmó en su momento Medófilo Medina es que el país se había acostumbrado a una 
especie de “realidad histórica” en esta convivencia entre altas tasas de acumulación de 
capital –ganancias- y los fenómenos de violencia (El Tiempo, nov 16 de 1987, p. 1 A).  
Sin duda, una de las funciones básicas del Estado es proveer los bienes y servicios 
indispensables que garanticen un mínimo de condiciones de bienestar a sus habitantes. 
Pero igualmente es indispensable garantizarles, por lo menos la tranquilidad y, aún más, 
la vida. Desafortunadamente, el Estado se ha mostrado incompetente para proporcionar 
estos fundamentales derechos a sus ciudadanos. Los esfuerzos se dirigieron a garantizar 
el buen comportamiento de la economía que aún no se veía perturbada por la ola de 
violencia que padecía el país, donde la cocaína ha sido la protagonista siniestra desde 
los ochenta hasta nuestros días. Llegó para quedarse entre nosotros, por lo menos las 
circunstancias actuales así lo demuestran. Los diferentes sectores de la sociedad cayeron 
bajo su influencia y dominio por lo que “nadie dice nada y nadie oye nada”. 
Desde finales de los setenta y comienzos de los ochenta los nuevos barones del dinero, 
sin clara procedencia, habían tomado posiciones dentro del campo de poder 
tradicionales, disputándoles el poder ya no solo el económico sino también el político y 
social.  
El inicio de la década no podía ser más revelador de lo que vendría. Con el asesinato del 
director de la Aerocivil, Fernando Uribe Senior, el 24 de febrero de 1980, la mafia ya 
mostraba que estaba dispuesta a todo, y a través de cualquier medio, con el propósito de 
mantener y acrecentar el negocio del narcotráfico. Todo esto ocurría a pesar de estar en 
plena vigencia el Estatuto de Seguridad, de Turbay Ayala, cuyos objetivos parecían ir 
en otra dirección. Las mafias engrosaban listas electorales, pues ya habían logrado 
penetrar la política y la economía desde finales del setenta, por lo que el mismo día del 
asesinato del director Uribe Senior, el Ministro de Justicia, Hugo Escobar Sierra, 
denunció que éstas estaban patrocinando listas electorales para concejos y asambleas en 
la Costa. Igualmente, el 23 de febrero, los gremios económicos del país expidieron una 
declaración conjunta denunciando que numerosos mafiosos figuraban como candidatos 
a las elecciones de mitaca (Alternativa, N° 253, 1980, p. 4).  
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Este fenómeno de nuevos actores en diferentes actividades políticas, económicas y 
sociales no hubiese sido posible sin el músculo financiero y sus extraordinarias tasas de 
ganancia, amasadas con la expansión del narcotráfico durante estos años. No ha sido 
casualidad que el vertiginoso ascenso de los paramilitares coincidiera con el crecimiento 
del número de hectáreas sembradas de coca que, de contera, afectó en gran medida la 
producción agrícola, particularmente la alimentaria, y demás sectores productivos del 
país. Otro suceso que apuntó a dichas fortunas fue la devaluación que se presentó, dado 
que de $19 por dólar en 1970, este se cotizó cerca de los $600 al finalizar esta década. 
Entonces, la mezcla de factores como el aumento de producción cocalera, el incremento 
de pistas clandestinas que dispararon su exportación, y la creciente devaluación 
facilitaron y consolidaron el poder financiero del narcotráfico para penetrar tanto la vida 
política, económica y social del país.  
El ascenso de la guerrilla rural y urbana también se evidenció a pesar de tener el 
Estatuto de Seguridad encima; el 31 de diciembre de 1978, solo tres meses después de 
su promulgación, el M-19 asestó un duro golpe a las fuerzas militares cuando sustrajo 
del Cantón Norte, cerca de 5000 armas de un depósito del ejército nacional. Un año 
después, el mismo grupo armado se tomó la embajada de la República Dominicana, 
secuestrando a 17 diplomáticos de diferentes países desde el 27 de febrero de 1980, 
hasta abril 25 de ese año. Por su parte, las FARC continuaban sus enfrentamientos con 
el ejército en las áreas rurales donde tenía influencia.  
Al final de su gobierno, Turbay Ayala intentó entablar diálogos con la guerrilla, 
principalmente del M-19, a iniciativa de Lleras Restrepo, quien luego sería postulado 
para encabezar y presidir la Comisión de Paz, creada mediante decreto 2761 de 1981, y 
de la cual formaron parte otros 11 integrantes de diversos sectores de la vida política, 
económica y social. Personalidades como Monseñor Mario Revollo Bravo, el 
Comandante General de las Fuerzas Militares, general José Gonzalo Forero Delgadillo, 
y John Agudelo Ríos, entre otros, hicieron parte de la Comisión. 
Sin embargo, las dificultades no demoraron en aparecer y la propuesta de decreto para 
la paz elaborada por Lleras no contó con el respaldo del partido conservador en cabeza 
de Misael Pastrana y Álvaro Gómez, ni de las fuerzas militares que lo impugnaron con 
305 
 
el argumento que esta propuesta solamente cobijaba al M-19, “el cual no era el único 
grupo ni el más importante” y arguyeron, además, que ello produciría “un impacto 
depresivo sobre la moral de las tropas” por ser un acuerdo muy precario. Al presentarse 
estas dificultades Turbay Ayala buscando no indisponerse ni con los conservadores ni la 
cúpula militar adujo que no podía aceptar las recomendaciones de la Comisión de Paz 
(Semana, N° 3, 1982, p. 23-24). Todavía las elites no experimentaban cambios 
sustanciales en los campos políticos, económicos y sociales, como consecuencia de la 
violencia.  
Ante estas reacciones, tanto Lleras Restrepo como otros seis comisionados renunciaron 
a ella considerando que “el proceso propuesto por nosotros, después de prolongados 
estudios y gestiones, para alcanzar el sometimiento al orden constitucional de los grupos 
alzados en armas no ha sido considerado practicable por el gobierno” (Ideas para la paz, 
2008, p. 11). Este rápido reversazo de Turbay, fue interpretado como una jugada que 
obedecía a cálculos políticos, muy frecuentes del presidente, así como a la presión que 
ejercieron los militares, sectores tradicionales, terratenientes y algunos empresarios en 
contra de un proceso del cual nunca estuvieron de acuerdo (Pecaut citado por Ideas para 
la Paz, 2008, p. 11), pues en alguna medida pensaban que tendrían alguna repercusión 
en la rentabilidad de sus negocios.  
Este intento de diálogo con la guerrilla quedó sepultado porque la renuncia de estos 
comisionados coincidió con las campañas presidenciales de 1982. A la postre, Turbay 
reconoció que la gran dificultad de su administración había sido el orden público el cual 
estuvo marcado por “la agresividad de la lucha guerrillera en la ciudad y el campo, y 
provocó una generalizada alarma nacional” (El Tiempo, agosto 8, 1982, p. 8 A). 
Belisario Betancur, había tomado como una de sus banderas de campaña, el logro de la 
paz, propuesta que fue ratificada en su discurso de posesión presidencial al afirmar, 
levanto una bandera blanca para ofrecerla a todos mis compatriotas… tiendo mi mano a 
los alzados en armas para que se incorporen al ejercicio pleno de sus derechos en el 
amplio marco de la decisión que tomen las Cámaras. Les declaro la paz a mis 
conciudadanos (El Tiempo, agosto 8, 1982, p. 1 y 6 A).  
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Sin embargo, la violencia paramilitar continuaba en forma cruenta por lo que hacía 
presagiar que las propuestas de paz tendrían que esperar un tiempo. El asesinato del 
profesor Alberto Alava Montenegro, el cual se atribuyó el MAS
293
, a escasos 15 días de 
posesión, fue respondido por Betancur con una condena a los organismos paramilitares, 
y con una orden suya a las Fuerzas Armadas para investigar y castigar a los culpables 
del crimen. De esta forma, daba a entender que su promesa de paz iba en serio; a los 
pocos meses revitalizó la ya creada Comisión de Paz mediante el decreto 2711 de 
septiembre 19 de 1982, que fue presidida inicialmente por Carlos Lleras R, y poco 
después por Otto Morales Benítez; luego, sancionó una nueva ley de amnistía (Ley 35 
de 1982); inició acercamientos y diálogos con las principales organizaciones guerrilleras 
(FARC; M-19, ADO y EPL); creó el Plan Nacional de Rehabilitación, dirigido 
especialmente a las principales zonas de conflicto; creó la figura de Altos Consejeros 
para la Paz, la Comisión Nacional de Verificación, la Comisión Nacional de 
Negociación y Diálogo, y la Comisión de Paz, Diálogo y Verificación en 1985, y el 
último paso fue la ley de indulto también en ese año.   
Estos decretos, leyes y Comisiones creadas fueron testimonio de los esfuerzos de 
Betancur en procura de la paz que por primera vez buscaba darle un tratamiento 
diferente al puramente represivo, aceptando la existencia de un conflicto armado en el 
país concediendo a la guerrilla la categoría de fuerza beligerante. Este proceso también, 
tuvo desde el comienzo tropiezos y oposición tanto de sectores tradicionales como de 
las Fuerzas Militares, en cabeza de su Ministro, General Landazábal Reyes. Estas 
fuerzas desconocieron públicamente la Ley 35 de amnistía, la firma de los acuerdos de 
paz de 1984 y la propuesta de la Comisión de Paz, para convocar a una reunión de 
dialogo entre jefes guerrilleros y la alta oficialidad del ejército, aduciendo que ello 
representaría “una rendición del poder militar a las aspiraciones del Partido Comunista y 
las fuerzas de la subversión” (Landazábal, 1985, p. 68).
294
 Landazábal Reyes sostendría 
posteriormente 
                                                             
293 Escuadrón de la muerte, conocido como Muerte a Secuestradores, surgido a raíz del secuestro de 
una hermana de los reconocidos narcotraficantes Ochoa Vásquez, quienes a la postre fundarían, con 
Pablo Escobar Gaviria, el cartel de Medellín.   
294 También en Cuesta (1997). 
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todas las comisiones de paz han fracasado, no he creído nunca en ellas. Siempre he 
dicho que la paz se hará el día que el gobierno autorice al mando militar para hacer la 
paz o hacer la guerra, cuando la guerrilla sepa que la paz depende del mando militar
295
.  
De otra parte, ya existían fuertes denuncias de diferentes sectores sociales de que 
algunos oficiales prestaban abierta y estrecha colaboración a grupos paramilitares y 
narcotraficantes las cuales habrían dado origen al grupo ‘MAS’ en 1981, a través del 
cual se cometieron flagrantes violaciones a los derechos humanos (secuestros, torturas, 
masacres y genocidios) y se persiguió a las agrupaciones de oposición. Los párrocos de 
los municipios antioqueños de Remedios, Gabriel Yepes, y de Segovia, Jorge Mira, 
hicieron denuncias sobre la alianza entre el ejército y fuerzas irregulares en las masacres 
de Remedios al igual que en Amalfi (Semana, N° 79, 1983)
296
, donde un misterioso 
escuadrón de hombres asesinó más de treinta mineros.  
En ese genocidio, se puso en evidencia la participación de militares en los hechos, pues 
“desde el comando del Batallón Bomboná, que tiene sede en Segovia, se planearon esos 
horrendos crímenes”, aseveró el párroco Yepes. En Segovia su párroco Mira, aseguró 
que desde 1981 había sido testigo de “una matanza continuada de la que son los 
militares los protagonistas” (Semana, N° 79, 1983) (ilustración 5). 
En Remedios, Segovia y Amalfi, el comandante del Batallón Bomboná, capitán Jorge 
Eliécer Valbuena, era conocido como amigo personal de Fidel Castaño, a quien por 
entonces los lugareños veían como un “rico emergente”. Como respuesta a estas 
denuncias y dos telegramas enviados al Ministerio de Defensa, por parte del sacerdote 
Jorge Mira dando cuenta de las masacres, “este [Landazábal Reyes] salió en la 
televisión diciendo que los sacerdotes éramos financiados por la guerrilla”, y continuó 
diciendo el prelado, “si no paran las investigaciones iniciadas por la Procuraduría 
General, se va a probar que el mismo capitán Valbuena estuvo pidiendo los carros 
prestados a la compañía minera [“Frontino Gold Mines”] y a dos personas particulares, 
                                                             
295Medina, M., “Las tropas siguen al líder si se compromete con ellas”. Entrevista con el general (r) 
Fernando Landazábal Reyes. Análisis Político, Universidad Nacional, Nº 39, enero-abril de 2000, p. 57.    
296Es un pueblo antioqueño que por ese entonces tenía 20000 habitantes, habían asesinado en 1982, 8 




para que se movilizaran los soldados, y fueron esos mismos carros en que la gente los 
vio llegar el 2 de agosto a las 3 de la mañana” (Semana N° 79, 1983, ídem). 
Ilustración 5 Hilos que conducen a... 
 
Fuente. Osuna de Frente. Biblioteca El Espectador, El Ancora Editores. Bogotá 1983, p. 130. Texto: “El caricaturista 
le seguía la cuerda a la investigación”. 
Cada vez eran más frecuentes las masacres atribuidas a los paramilitares y las denuncias 
contra los militares por su apoyo a estos grupos
297
, por lo que el presidente pidió a la 
Procuraduría investigar sobre las mismas, su origen y posible participación de miembros 
del ejército en estas acciones. Cuando el Procurador General de la Nación, Carlos 
Jiménez Gómez dio a conocer públicamente el nombre de 59 militares vinculados al 
MAS, se desató una fuerte polémica en la que terciaron industriales, políticos, militares 
y medios de comunicación.  
El Procurador hacía referencia al auge del narcotráfico amparado en las fuerzas en 
expansión del paramilitarismo, denunciando casos concretos de acciones criminales 
realizadas por el MAS y, afirmando que  
                                                             
297Posteriormente, muchos jefes paramilitares confesarían que sus acciones y ascenso nunca se 
hubieran podido llevar a cabo sino fuera por el apoyo logístico y militar del ejército.  
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la opinión pública reaccionó con sorpresa y los representantes de los gremios 
económicos que se cree la opinión pública única y privada del país, y que 
menosprecian la importancia de la opinión pública del café y de la calle, dijeron que el 
procurador estaba loco. La imprudencia de que se me tachó, yo la he entendido de una 
manera absolutamente meridiana, si en términos tradicionales colombianos decir esa 
verdad es imprudente (cursivas nuestras) (Procurador en el Congreso, Anales, N° 116, 
1983, p. 1660).  
Más adelante describía cada una de las masacres realizadas por este grupo paramilitar. 
Ante estas denuncias,  la mayoría del campo del poder reaccionó en contra del Jefe del 
Ministerio Público (ilustración 6) y 
el general Landazábal Reyes, además de señalarlo de ser parte de la “subversión 
institucional”, resolvió apoyar, junto a otros militares y sectores empresariales del país, 
la propuesta de que cada militar donara un día de su sueldo para pagar la defensa de los 
uniformados […] Los militares también en esa oportunidad se salieron con la suya 
logrando que los procesos que se les seguían, pasaran a la justicia penal Militar, donde 
todos fueron absueltos (Maya, 2014, página web). 
Ilustración 6. Callando al Procurador 
 
                            
Fuente. Osuna de Frente. Biblioteca El Espectador, El Ancora Editores. Bogotá, 1983. Texto. “El Procurador [Carlos 
Jiménez Gómez] había hablado lo suficiente”.  
En medio de esta controversia, donde de un lado se cuestionaba el papel del ejército en 
la lucha contra los grupos paramilitares y escuadrones de la muerte y, de otro, el 
Ministro de Defensa se oponía a cualquier acercamiento o diálogos con la guerrilla, 
parecía colocar al presidente en un callejón sin salida, en momentos en que se pensó que 
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solo estaba ocupando su atención en la solución de la crisis del Grupo Grancolombiano, 
en pleno auge. Pero Betancur, después del cruce de duras cartas con Landazábal y de 
tensas reuniones con el conjunto de la oficialidad, decidió solicitar la renuncia del 
Ministro inconforme, el 17 de enero de 1984.                  
Estos acontecimientos parecían despejar el camino hacia los diálogos con la insurgencia 
por lo que el 28 de marzo de 1984, se firmaron los acuerdos de cese al fuego y tregua 
entre el gobierno y las FARC, dándose la orden de cumplimiento el 28 de mayo tanto al 
ejército como a los 27 frentes que en ese momento tenía el grupo guerrillero. Como 
consecuencia de dichos acuerdos nace la agrupación política “Unión Patriótica” (UP) en 
1985, de la cual formaron parte diferentes movimientos de izquierda, además de dos 
integrantes de la cúpula de las FARC, Carlos Enrique Cardona (Braulio Herrera) y 
Luciano Marín (Iván Márquez).  
Sin embargo, bien lejos estaba el país de la anhelada y esquiva paz, porque tan pronto la 
nueva agrupación política de oposición obtenía un gran número de concejales (70), 
alcaldes (11), diputados (13) y ocho congresistas, se inició el plan de exterminio de esta 
organización. A escasos dos meses de posesionarse los representantes a la Cámara y los 
Senadores al Congreso Nacional, en septiembre 3 de 1986, el senador Iván Marulanda 
Gómez en la plenaria del senado, al momento de lamentar el asesinato del senador de la 
UP, Pedro Nel Jiménez, afirmaba que dicho movimiento “son objeto de una persecución 
criminal, que es una persecución no contra la Unión Patriótica, sino contra la 
democracia y contra toda Colombia” (Anales, N° 85, 1986, p. 4)
298
.  
Seguidamente, era Braulio Herrera, en la Cámara de Representantes, quien revelaba que 
a la propuesta de las FARC, en marzo de 1986 para una prórroga de los acuerdos de la 
Uribe, se recibió “una respuesta rabiosa de sectores militaristas que llamaron al “basta 
ya” [sic], se produjeron agrias declaraciones de algunos gremios del Valle, del 
Atlántico, de Bolívar, algunos de la jerarquía eclesiástica y “El Tiempo”, que llamaban 
                                                             
298 De otra parte, se denunciaba que “en 1988, los paramilitares, con el apoyo de efectivos del ejército y 
la financiación de ganaderos, empresarios, políticos y narcotraficantes, cometieron masacres como los 
de Honduras y La Negra, Coquitos y Segovia, en Antioquia, en las que se registraron 95 asesinatos; o las 
de Caño Viejo, Llama Caliente, El Carmen y la Rochela con un saldo de 46 personas asesinadas”, según 
ww.verdadabierta.com/…/202-masacres-el-modelo-colombiano-im…      
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a que no se hicieran más concesiones a los alzados en armas, porque lo que tenían que 
hacer inmediatamente era desmovilizarse; algunos sectores políticos empezaron a 
levantar la tesis tenebrosa del proselitismo armado que sirvió como marco para una gran 
intimidación armada en todo el territorio nacional contra la UP que hoy estamos 
padeciendo con una larga lista, además, de 300 compañeros nuestros asesinados, 
prosiguiendo en sus denuncias afirmaba, que “antes de iniciarse el gobierno Barco […] 
a través del doctor John Agudelo Ríos [entonces Consejero de Paz], les informamos de 
todos los detalles del famoso plan de exterminio, de baile rojo, […] al propio doctor 
Virgilio Barco a través de asesores muy próximos les hicimos conocer el plan que tenía 
como objeto la ruptura de la tregua, el exterminio físico de dirigentes de la UP 
utilizando grupos paramilitares que creados ya en todo el país [...] buscaba crearle y 
busca crearle al gobierno Barco, una situación de hecho, una situación de guerra para 
encasillarlo en los propósitos de los sectores más enemigos de los cambios y de la 
reconciliación nacional [sic]” (cursivas nuestras) (Anales, N° 104, 1986) (ilustración 7).  
Ilustración 7 Borrada la UP 
                             
Fuente. Osuna 84-05. El Espectador, Aguilar Editora, Bogotá, 2005, p. 62. Texto. Asesinan en Bogotá al líder y 
candidato presidencial de la Unión Patriótica, Bernardo Jaramillo. El Espectador, 25 de marzo de 1990 
Iván Márquez haría las mismas acusaciones: “hay sectores del ejército comprometidos 
en el plan denominado baile rojo, que es la continuación del plan Cóndor”, y siendo más 
temerario y crudo en sus señalamientos aseveraba que, “el General Landazábal tiene 
que ver con la formación de militares que luego han sido acusados de participar en la 
acción de los grupos paramilitares” (Anales, ídem). Sostuvo, además, que la 
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procuraduría había acusado al coronel Ramón Emilio Gil de organizar al ‘MAS’ o a los 
Grillos, pero que había sido absuelto por un tribunal militar y posteriormente ascendido. 
En un ambiente de mutuas denuncias, acusaciones y recriminaciones entre diferentes 
sectores representados en el Congreso Nacional, el senador liberal Hernando Durán 
Dussán
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, refiriéndose a las imputaciones de sectores de la izquierda sobre su posible 
participación intelectual en el asesinato del senador Pedro Nel Jiménez, rechazaba “esa 
injuria, esa calumnia […] tampoco acepto, proseguía, que se continúe ese horripilante 
proceder cotidiano en la fuerza de unas pretendidas FARC en las cuales se atenta a 
diario contra la vida de soldados y policías […]” (Anales, N° 87, 1987, p.9) sino que 
además de eso, precisamos a diario el secuestro, del boleteo [sic], la extorsión, el 
chantaje, el asesinato, en muchas zonas del país, y están haciendo eso a nombre de la 
revolución, de qué revolución, para hacer qué en Colombia”, se preguntaba… [Porque 
además] “atentan contra oleoductos y los rompen” [sic] (Anales, ídem). 
A su vez, el senador conservador huilense, Héctor Polanía Sánchez, justificaba la 
existencia de un grupo de autodefensa de Santa María, Huila, mostrando en el mismo 
recinto, un reportaje que el “Diario del Huila”, le hacía a un miembro de dicho grupo, 
quien afirmaba que “todo era y sigue siendo por pura vocación de defensa del pueblo, 
de así no más, de la manera más espontánea, esto nació en Santa María, cuando la 
violencia, cuando “Tirofijo” se quería meter hace aproximadamente cuarenta años”
300
 
[sic], (Anales, ídem) afirmaba el entrevistado.    
Otro senador, Alfonso Latorre Gómez, se pronunciaba en el mismo sentido que Duran 
Dussán y Polanía Sánchez, afirmando: “Entonces, si no hay autoridades para defender a 
la gente, ¿no tienen acaso ellos derecho a defenderse?, Quién le puede negar a nadie el 
derecho a su legítima defensa, pero a la doble moral cuando era la UP, la que invocaba 
la legítima defensa, los que se rasgan las vestiduras actualmente en “El Espectador” o 
en algún periódico cualquiera… no les parece que hubiera estado mal, que la U.P, 
hubiera hablado de autodefensa” (Anales, ídem, p. 24). 
                                                             
299 Quien años atrás había sido acusado por Juan de la Cruz Varela de ser participe en el asesinato de sus 
hermanos en los Llanos Orientales. 
300 Ídem.  
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La preocupación por el clima de violencia que azotaba al país en esta década era 
evidente, y era difícil establecer en muchos casos de donde procedían las balas que 
asesinaban a tantos colombianos en todo el territorio nacional, que el entonces senador 
Álvaro Uribe Vélez se lamentaba de la polarización que ya se evidenciaba en el país, 
donde se abría paso “una mutua justificación de la violencia, que en mi mente aparece 
nítida al escuchar o analizar el mensaje implícito de muchas de las intervenciones”, 
luego añadía, “creo que es hora de que Colombia, ante la gravedad de los hechos, nos 
pongamos de acuerdo en que nada puede explicar, ni justificar acciones violentas, para 
hablar más directamente, ni la violencia de la izquierda puede explicar ni justificar los 
grupos de autodefensa de la derecha, ni los muchos vacíos de la presencia de la fuerza 
pública, en determinados sitios del territorio nacional puede tampoco justificar ni 
explicar la apología de la autodefensa” (Anales, N° 87, p. 25)
301
.  
Para esta época, el país contaba ya con una larga lista de masacres de campesinos, y 
asesinatos de políticos (Lara Bonilla en abril de1984, Pedro Nel Jiménez, de la U.P), 
profesores, universitarios, líderes sindicales, periodistas y muchos otros colombianos 
ilustres y anónimos a los que el Estado no les garantizó “el derecho a subsistir con la 
dignidad y el decoro que garantizan nuestras instituciones”
302
 (cursivas nuestras) 
(Anales, N° 87, 1987, p. 6) como lo pregonaba otro senador de la República.  
El presidente Barco Vargas parecía reflejar como ningún otro colombiano la impotencia 
vivida por entonces al manifestar que “padecemos el recorrido tenebroso de un nuevo 
tipo de “guerra sucia”. Se sacrifica y asesina a dirigentes políticos, principalmente de la 
UP y la violencia vuelve a desencadenarse cobarde, sobreseguro, fusilando, en ciudades 
y campos, por la espalda y arrodilladas a gentes inermes. Y, está, sin antecedentes, el 
flagelo del narcotráfico, corruptor, con sus vendettas sangrientas, sus cobros de cuentas, 
resolviendo sus disputas con inclementes cuotas de sangre. Por otra parte, la guerrilla no 
ceja en su empeño subversivo, de hacer alarde de lo que considera sus hazañas, en 
sacrificar en atentados aleves a soldados y policías” (Anales, N° 2, 1988, p. 13)
303
 . 
                                                             
301 Resultan interesantes estos planteamientos, dado que, luego como gobernador de Antioquia, cambió 
sus apreciaciones sobre los mismos. 
302 Hugo Escobar Sierra.  
303 Palabras pronunciadas al clausurar las sesiones ordinarias del Congreso, el 16 dic 1987).   
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Estas palabras no podían ser más elocuentes de lo que se vivía en esta década que en su 
sombrío transcurrir también habían quedado las vidas de Jaime Pardo Leal, José 
Antequera, Carlos Pizarro Leongómez y Luis Carlos Galán entre los políticos 
reconocidos.  
Así, en medio de este clima de violencia la economía seguía su marcha, dado que aún 
no amenazaba el orden económico y político establecido. La tasa de ganancia mantenía 
buenos indicadores igual que el PIB nacional e industrial; una vez más, el país 
demostraba que el crecimiento económico se daba en medio de la sangre causada por el 
enfrentamiento interno. 
4.- EL ESTADO Y SU RELACIÓN CON LOS DEMÁS AGENTES 
ECONÓMICOS Y SOCIALES 
Mediante los mesocontratos, en términos de Revéiz (1997), la función del Estado se 
limita o se amplía, según quien se afecte o beneficie, por lo que entonces no solo se 
limita a fijar las reglas que deben seguir los diferentes agentes de la sociedad. El Estado, 
de esta forma, deja de lado su función reguladora o de árbitro que garantizaría la 
búsqueda del interés general colocándose al servicio de quienes lo controlan.  
4.1.- Los actores económicos  
La buena evolución de la tasa de ganancia en estos años coincidía con las anteriores 
presiones de los diferentes representantes del capital en las reformas pertinentes, a 
través de las coaliciones entre los gremios, grupos económicos, dirigentes políticos, 
grupos de interés (incluyendo en muchos casos al narcotráfico) y las altas burocracias 
que habían logrado intervenir en la acción del Estado para obtener mayores rentas y 
privilegios.  Lo anterior es considerado como una de las características del capitalismo 
político (Revéiz, ídem)
304
, prevaleciente en el país y el cual, según este autor, había 
                                                             
304 En términos similares se expresan Peralta et al, para quienes, además, “En Colombia, la guerra 
interna se produce como resultado de la excesiva influencia de los grupos privados y sectoriales de 
interés […], y de la incapacidad del mismo Estado para disolver tal influencia bajo el prisma del interés 
general”. En Estado y Sociedad, Revista de Estudios Sociales. Uniandes, Nº 02, diciembre de 1988, pág. 
80-88, Bogotá.     
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finalizado con la constitución de 1991. Sin embargo, pareciera que estos procedimientos 
continúan existiendo, aunque en forma más compleja y eficiente. 
Cuando estas coaliciones han entrado en desacuerdos (Théret, Bourdieu), que por cierto 
han sido en varias ocasiones en el país —por ejemplo, en el tratamiento de problemas de 
orden público, de crisis política, o económica (siendo la devaluación o revaluación la 
más recurrente, así como la política monetaria) —, se ha optado por otorgar mayores 
facultades al ejecutivo, para que los dirima. Con mucha frecuencia se les ha concedido 
poderes extraordinarios para legislar sobre asuntos concretos; asimismo éstos también 
legislaron cuando se estaba en Estado de Sitio, figura que estaba contemplada en el 
artículo 121 de la constitución de 1886, vigente antes de 1991, y la cual le 
proporcionaba poderes excepcionales. También se le otorgaron facultades especiales 
mediante la reforma constitucional de 1968, con la figura de la declaratoria del estado 
de emergencia y la cual ha sido utilizada por diferentes gobernantes.  
Mediante la creación de instituciones que buscaban planear y coordinar el desarrollo 
nacional e industrial (DNP, o las entidades de fomento como el Fondo Financiero 
Industrial, el Fondo de Inversiones privadas, el Fondo Financiero Agropecuario e 
inclusive el IFI), el poder real del gobierno se trasladó del Congreso a la rama ejecutiva 
y a ciertas entidades autónomas como el Banco de la República, por lo que el legislativo 
redujo su papel en las grandes decisiones en materias cruciales. “El papel del Congreso 
ha llegado a ser cada vez más marginal, cosa que se refleja en la extensamente criticada 
frivolidad e irresponsabilidad de sus miembros”, escribía en los setenta Safford (1979, 
p. 363)   
Sin embargo, el fuerte presidencialismo colombiano, al cual se ha recurrido para 
favorecer a ciertos grupos cercanos a los presidentes, también ha sido criticado y, a 
través de diferentes mecanismos, ha tratado de limitar su poder, por lo que el ejecutivo 
en diversas ocasiones ha tenido que pactar decisiones con los partidos políticos 
tradicionales y con los principales agentes económicos, ambos sectores fuertemente 
imbricados en las diferentes esferas del Estado. 
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Esto lo han tenido en cuenta los diferentes gobiernos y sus respectivos ministros al 
momento de tomar decisiones en aspectos monetarios, crediticios o fiscales y, más 
concretamente en las reformas tributarias. Es cierto que, las políticas monetarias, 
cambiarias y crediticias han estado en manos de la Junta Monetaria y posteriormente del 
Banco de la República. Pero de una parte, en estas entidades, sus directivos han sido 
nombrados, en la mayoría de las ocasiones, directamente por el presidente
305
, y en 
segundo lugar, en sus puestos claves han tenido asiento los principales sectores 
económicos, por lo que se han visto directamente beneficiados de las decisiones 
tomadas.  
Por su parte, la política fiscal, básicamente la tributaria, cuyo manejo está directamente 
en manos del gobierno, en diversas ocasiones ha tenido que soportar la injerencia y 
presión de los diferentes grupos de interés “para que intervenga en respuesta a 
presumibles o reales fallas del mercado y obtienen para sí, rentas que el mercado no les 
entregaría”, sostenía Wiesner Durán, el reconocido economista allegado a la escuela de 
Chicago (citado por González, F. et al., 2002, p. 9), quien había sido director del DNP y 
Ministro de Hacienda de Turbay.  
Es, y era, elocuente la forma como un Ministro de Estado reconocía esta realidad y 
refleja (ba) el mecanismo a través de los cuales, estos grupos han influido en las 
diferentes reformas tributarias. En muchas oportunidades han limitado sus alcances o 
han logrado el aplazamiento de varias medidas de carácter tributario, a la vez que ha 
sido muy difícil combatir la evasión porque también han sido renuentes a entregar sus 
libros de contabilidad y se han opuesto reiteradamente a que la evasión sea considerada 
como un delito penal.  
El ex ministro sabía muy bien de lo que hablaba porque justamente cuando fue director 
de DNP, y Jaime García Parra Ministro de Hacienda de Turbay Ayala, se promulgó la 
famosa Ley 20 de 1979, más conocida como ley de “Alivio Tributario”, que desmontó 
los últimos restos de la ya mutilada reforma tributaria progresista de López Michelsen 
                                                             
305 Con la reforma de 1991 se buscó darle mayor autonomía a la Junta del Banco de la República, de 
acuerdo con los criterios monetaristas predominantes, pero esta independencia se vio menoscabada 
con las reelecciones. 
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en 1974. Los diferentes grupos de interés aprovecharon también, la debilidad política de 
la última fase de su gobierno y la promesa electoral de Turbay de suavizar la carga 
tributaria, para cambiar las leyes tributarias a través del Congreso, que afectaba la tasa 
de ganancia y se convertía en desmotivación para la inversión y la generación de 
empleo.  
En efecto, la versión inicial de esta ley (20 de 1979) que fue “aprobada en el Senado 
(aunque no en la Cámara), se preparó realmente en la oficina de la ANDI en Bogotá”
306
. 
Fue la culminación de un proceso de largas transacciones con los gremios industriales y 
empresas extranjeras que buscaban eliminar de una vez por todas, una iniciativa que 
pretendió realizar cambios de importancia en el sistema tributario que le permitiera al 
gobierno nacional establecer bases firmes para realizar una más adecuada distribución 
del ingreso como debe ser el carácter de cualquier política fiscal o reforma tributaria.  
Como resultado de estas complejas negociaciones y pactos se profundizó la tendencia a 
sustituir los impuestos directos
307
 que afectaban especial en especial al capital, por los 
impuestos indirectos, (gráfico 21) de carácter regresivo que debía soportar la gran masa 
de la población, dado que se disminuían impuestos de renta y patrimonio y se ampliaba 
la base tributaria (Junguito, et al., 2004; González, F. et al., 2002; Hernández, I, 2014 op 
cit.; Rodríguez, 2002; y Arévalo y Rodríguez, 2001).  
En 1983, Fenalco hacía observaciones a lo que su presidente, Caicedo Ferrer, llamaba 
“la segunda fase” de la reforma tributaria del gobierno Betancur, y con respecto al 
decreto 3747 solicitaba al Congreso ampliar los beneficios de la misma para “disponer 
de una amnistía tributaria amplia, generosa sin las exigencias de ningún presupuesto u 
obligación para que ella opere, cualquiera que se la clase de bienes que se pretenda 
amnistiar”; pero pedía aún más al proponer el desmonte de la renta presuntiva o en su 
defecto, “una drástica reducción de ella”. Asimismo, solicitó la abolición de la renta de 
goce sobre la casa de habitación del contribuyente porque, según su alegato, esa renta 
significaba “un triple gravamen sobre un mismo bien..., [además], no es un ingreso 
                                                             
306 Urrutia (1981, p. 294), citado por Hartlyn, op cit, p. 154. También en Arévalo y Rodríguez (op cit).  
307 Ver Rodríguez, O., op cit, pág. 223, y DNP. “Reformas Tributarias en Colombia durante el 
siglo XX (I), Bogotá, enero de 2002, pág. 10. 
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importante para el fisco” (cursivas nuestras). Es evidente que en estas reformas se 
jugaban importantes beneficios para el conjunto de los grupos y gremios económicos, 
cada uno, de acuerdo a sus propios intereses, para mantener o recuperar la tasa de 
ganancia de sus empresas. 
Gráfico 21. Evolución de los impuestos directos e indirectos, 1950- 2010 
Fuente. Junguito y Rincón (2004, p.114).  
Según la revista Deslinde (N° 5, 1988) la recuperación económica iniciada en 1984, se 
vio impulsada por dicha reforma, porque además de la eliminación de la doble 
tributación, también se instauró el desmonte de la deducibilidad de interés y se redujo 
sustancialmente los niveles impositivos a las sociedades. Los menores ingresos por 
estos tributos directos se cubrieron con el aumento y la base tributaria del IVA, o sea a 
través de la regresiva tributación indirecta.  
El mejor comportamiento económico general, y de la industria en particular, reflejado 
en un perceptible ascenso de las tasas de ganancia, siguió su curso hasta 1988, cuando la 
economía comenzó a mostrar signos de estancamiento. Ante estos cambios en la 
tendencia económica los gremios se apresuraron a criticar las políticas gubernamentales, 
y el presidente de la Andi, habló de los errores del gobierno, por ejemplo, al tratar de 
controlar las cuentas corrientes que hubiesen tenido un movimiento anual inicialmente 
superior a los $6 millones de pesos y luego aquellas transacciones que superaran los $50 
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millones que habrían causado traumatismo y fuga de capitales
308
. También aseveraba 
que hubo errores en la política monetaria contractiva que a los pocos meses se reversó, 
lo cual, dijo, genera desconcierto por los bandazos en esa materia.  
Profundizando en sus ataques a la política económica, y en un discurso propio de su 
sector, indicó “que el país no ha tenido nunca ni una política industrial orientada a la 
exportación ni unos planes de desarrollo continuados, orientados a las exportaciones, ni 
una política de fomento y desarrollo empresarial orientado a las exportaciones, [ y] no 
ha habido una política de desarrollo y crecimiento empresarial para la exportación en 
forma permanente y competitiva… los industriales solos no las pueden acometer” [sic] 
(Deslinde, N° 5, 1988), puntualizaba.  
Resultaban llamativos estos planteamientos del dirigente de la Andi si se tiene en cuenta 
que justamente esta agremiación, junto a la Sac y Fedegan, fueron las más perseverantes 
en la presión ejercida a los diferentes gobiernos para el beneficio de su sector, además 
que han contado con diferentes figuras afines a sus intereses en los diversos estamentos 
del Estado (Sáenz, 2012; Arévalo y Rodríguez, 2001). De otra parte, aunque afirmaba 
no ser amigo de “la excesiva” participación del Estado en la economía, en los momentos 
críticos sí la veía necesaria, y hasta casi obligatoria, para recuperar tasa de ganancia y 
ser competitivo, porque “los industriales solos no la pueden” realizar.    
Meses antes, el periódico conservador de Álvaro Gómez -El Siglo-, también había 
publicado críticas del mismo dirigente gremial a las políticas monetarias, sosteniendo 
que, adicionalmente al control de las tasas de interés que afectaban en gran medida la 
rentabilidad (tasa de ganancia) de las empresas, se requerían medidas complementarias 
para lograr su recuperación. Planteaba además, que la economía presentaba “lucecitas 
rojas de alarma” por lo que sugería que las autoridades monetarias “revisaran, 
analizaran y discutieran con tranquilidad estos temas y escucharan la opinión de 
algunos gremios y analistas que estaban viendo señales intermitentes de peligro 
susceptibles de agravarse en el futuro” (El siglo, 31 agosto, 1988, p. 1 A) (Cursivas 
nuestras).  
                                                             
308 Esta medida la tomó el gobierno en un esfuerzo por combatir el lavado de dinero del narcotráfico 
que se hacía a través de diferentes entidades financieras  
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4.1.1.- Compromiso Social de los gremios económicos  
Cuando la economía en general, y la industria en particular, iniciaron su fase de 
recuperación en 1984, la Andi, muy complacida por las cifras reconocía que, aunque era 
evidente el buen desempeño industrial, el empleo en este sector no había presentado una 
evolución similar y había caído en 1.07 % entre los meses de enero a julio en 1985, 
respecto al mismo periodo en el año de 1984 (NF, N° 564, 1985, p. 21). Igualmente, en 
la encuesta de opinión empresarial de la misma asociación, los empresarios aceptaban 
que sus fábricas habían experimentado un aumento de la productividad laboral (gráfico 
40) que se reflejaba en un crecimiento de la producción, sin haber incrementado la 
planta de personal. En otras palabras, se había incrementado la tasa de plusvalía que es 
condición necesaria para incrementar la tasa de ganancia. 
Según la misma encuesta, aunque los industriales reconocían que la situación del 
empleo industrial “era preocupante”; más adelante no dudaron en afirmar que los 
principales problemas para ellos, en su orden eran, la inseguridad rural y urbana con un 
51 %, el desempleo con un 23 %, y problemas en el frente externo con el 3.9 %. 
Asimismo, la vicepresidencia de Asuntos Económicos, al referirse a estos resultados, 
decía: “como se puede ver, los dos principales problemas son ajenos a la operación 
interna de las empresas” (NF, N° 564, 1985, p. 21). Era muy diciente la actitud de esta 
agremiación, para quien el problema del desempleo no era algo que tuviera relación con 
“la operación interna de las empresas, aunque anteriormente había reconocido “su 
preocupación” por el desempleo industrial. 
Ahora, si tenemos en cuenta que para la misma agrupación económica, el problema de 
la inseguridad tenía la máxima prioridad, resultaban inquietantes las afirmaciones de su 
presidente Echeverri Correa. Al preguntársele sobre la forma como la violencia 
golpeaba al país, al impacto que esta podría tener sobre la industria, y el papel que 
podrían jugar los industriales en el proceso de paz, que por entonces adelantaba Virgilio 
Barco con la guerrilla (especialmente con el M-19), respondió que la industria no había 
sido afectada y sus indicadores así lo demostraban. En cuanto a su participación en los 
procesos de paz fue aún más enfático:  
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 En el tema de las propuestas de paz nosotros no hemos intervenido ni en este 
 gobierno ni en el anterior. La Andi en este tema no es experta, […] 
 definitivamente  no sabemos de eso. Nosotros sabemos de industria, de producción, 
 de importación, de exportaciones, de personal, pero de procesos de paz no […] ahí no 
 tengo yo participación ni opino (Deslinde, dic 1988, enero1989, p. 17)309. 
Estos planteamientos parecieron predominar en momentos que el país se desangraba 
pero que paradójicamente coincidían con el buen momento de la economía nacional. En 
este mismo sentido se manifestaba Rodrigo Marín Bernal (exministro conservador de 
los gobiernos de Turbay Ayala, Betancur Cuartas y de Ernesto Samper), quien 
manifestaba que en el país siempre había existido una independencia o contracción entre 
el desempeño de la economía y el comportamiento del orden público, “creo que siempre 
ha sido así”, dijo, recordando que también en 1978, cuando el país mostraba los mejores 




4.2.- Las organizaciones sindicales 
Las ideas neorricardianas de la relación inversa entre salarios y tasa de ganancia, han 
sido acogidas por las elites económicas y empresariales del país y, se han evidenciado 
en el tipo de relación salarial predominante, por lo que la década de los ochenta 
tampoco fue halagüeña para el sindicalismo nacional.  
El divisionismo y la confrontación continúo entre las diferentes centrales obreras y, al 
interior de las mismas, por lo que la lucha por su control era implacable. Por ejemplo, 
Víctor Acosta Valdeblanquez, que presidía la UTC, en 1982, denunciaba que, Álvaro 
Ramírez Pinilla, como presidente de la CGT, y quien había desertado de esta central 
obrera, por diferencias con el anterior presidente, Tulio Cuevas, se había llevado con él 
a Utracun y a varios sindicatos, por lo que consideraba que dicha central, la CGT, se 
                                                             
309 Sin embargo, no recordaba que, durante las negociaciones de paz de Belisario Betancur con las FARC, 
este dirigente como cabeza visible de la Andi, vetó a Juan Guillermo Ríos, por entonces presentador del 
Noticiero de las 7, por apoyar dichos diálogos (entrevista a este periodista, por parte de Julio Sánchez 
Cristo en la emisora la “W” en marzo, 20 de 2013). 
310 El Tiempo, Foro “¿Por qué la economía va bien y el país mal?”, nov. 15 de 1987, p. 1ª y 4B. En el 
mismo sentido se había pronunciado Alberto Lleras Camargo al periodo 1945-1957 afirmando que “La 
sangre y la acumulación iban juntas”. 
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había convertido, así, en “un nuevo enemigo más peligroso que los grupos extremistas” 
contra la UTC (El Tiempo, 2 agosto, 1982, p.10 A).  
Al interior de esta central también fueron muy conocidas, las diferencias entre sus 
dirigentes, pues luego de renunciar Tulio Cuevas como presidente de la UTC, en marzo 
de 1985, el fiscal de la misma, Orlando Obregón, denunció a la mayoría de sus 
directivos, por la pérdida de $ 28 millones de pesos de auxilios provenientes del Estado 
y de diversas entidades privadas nacionales e internacionales, así como de acciones de 
diversas organizaciones que habían depositado en Banco de los Trabajadores y cuotas 
de sindicatos que nunca fueron registradas (González, G, op cit, p. 171). 
Por los lados de la CTC, las cosas no estaban mejor pues, por la misma época, salía de 
su presidencia, Gustavo Díaz Raga, en momentos que se desataba una crisis por los 
malos manejos de los auxilios sindicales provenientes también del Estado y de 
organizaciones tanto nacionales o extranjeras como la CIOSL, entidad que también 
otorgaba cuantiosas sumas a la UTC.  
En medio de esta crisis de organización, de legitimidad de las centrales obreras 
tradicionales, que veían como se les desafiliaban diferentes sindicatos y federaciones, 
los conflictos laborales continuaban en el país (gráfico 8), muchas veces sin su respaldo.  
Así, por ejemplo, el primero de febrero de 1980 diferentes federaciones sindicales de 
Bogotá se manifestaban contra la carestía, el Estatuto de Seguridad de Turbay Ayala, y 
en solidaridad con las huelgas en curso, como en el caso de Coltejer, en Medellín 
(Alternativa, N° 250 y 253, 1980). En 1983, los trabajadores de la industria del cemento 
anunciaban la posibilidad de la iniciación de una huelga. En la mediación de este 
conflicto, los dirigentes de la CSTC, a la que estaba afiliado el sindicato cementero, 
sostenían que “mientras las empresas insistan en presentar contrapliegos, es decir, 
reducir algunos logros alcanzados en convenciones pasadas, ellos [los trabajadores] no 
van a disminuir el 45 % del aumento de salario que están solicitando” (Semana, N° 78, 
1983, p. 32). Instaban, además, al gobierno y a los empresarios por estabilidad laboral. 
En el sector oficial, Fenaltrase, la Federación de los Trabajadores del Estado, decretó un 
paro de dos horas, en noviembre de 1984, por lo que Lleras Restrepo, en su revista 
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Nueva Frontera, se apresuró a cuestionar la realización del mismo, al tiempo que 
brindaba su apoyo al Ministro del Trabajo, y solicitaba la solidaridad de los servidores 
públicos “en una situación difícil como la actual” (NF, N° 586, 1984, p. 8). Igualmente, 
el “canibalismo” entre las centrales se agudizaba, circunstancia que fue aprovechada 
tanto por el gobierno como por los empresarios para desmejorar las condiciones 
salariales y laborales de los trabajadores como fue el caso en 1985 y 1986 cuando el 
salario mínimo fue reajustado por debajo de la tasa de inflación y mostrándose como un 
gran logro de su gestión por el entonces Ministro de Hacienda, Roberto Junguito Bonett.  
Este escenario de crisis del movimiento sindical, significó mayor pérdida de influencia 
en la vida política, económica y social (aunque en verdad hasta el momento había sido 
marginal), surgió el espacio propicio para la creación de una nueva central obrera, la 
Central Unitaria de Trabajadores, CUT, el 19 de agosto de 1986, cuya personería solo 
fue otorgada, luego de varios meses de vacilación por parte del Gobierno, en abril de 
1987.  
Diversas fueron las interpretaciones que se tejieron tanto en cuanto al origen como a los 
objetivos de esta nueva Central. Por ejemplo ‘Deslinde’, publicación del Moir, sostenía, 
que su aparición había sido producto de la crisis de las centrales tradicionales la cual 
había sido hábilmente capitalizadas por sectores afines a los planteamientos de las 
FARC, que se encontraban en procesos de diálogos con Betancur, “para reorganizar el 
mapa sindical y remplazar un modelo de sindicalismo economicista, burocrático, pasivo 
y contemporizador por un proyecto de “central unitaria” aglutinada alrededor de las 
tesis del ´sí se puede´”
311
 (Deslinde, N° 8, 1990, p. 63)
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Se comentó, además, que era un aparato sindical que buscaba la reelección de Belisario 
o que era una organización del comunismo y por ende el brazo sindical de la guerrilla, 
                                                             
311 En alusión a la principal consigna de Belisario en su campaña a la presidencia de la República, como 
afirmamos anteriormente. 
312 Esta frase sintetiza la opinión que tenía el Moir de la nueva Central que en mayor porcentaje estaba 
compuesta por la disuelta Central de orientación comunista, CSTC. Por entonces ya eran cada vez más 
frecuentes y ácidos los debates entre el Moir y el Partido Comunista, luego de la disolución del 
movimiento unitario, UNO, que aglutinaba a las principales fuerzas de izquierda del país. A su vez estos 
distanciamientos eran el reflejo de la orientación ideológica de la izquierda colombiana que se debatía 
entre las simpatías por la línea maoísta china o la de Moscú, respectivamente.      
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que ponía en práctica las conocidas “múltiples formas de lucha”, o que era una 
organización que, en últimas, buscaba crear un nuevo partido. 
Por su parte, la gran prensa buscaba ignorarla e incluso algunos periódicos trataron de 
proyectar una “imagen sombría” de esta nueva organización sindical (Análisis Politico, 
N° 1, 1987, p. 90). Y, a pesar de que se le auguraba una vida muy corta, logró 
constituirse en la Central más importante del país hasta la finalización del periodo de 
estudio del presente trabajo. Sus dirigentes, muy optimistas en sus cálculos, aseguraban 
que habían logrado aglutinar al 80 % de los trabajadores sindicalizados, mientras que el 
gobierno sostenía que solo cubría al 61.5 % (Análisis Político, ídem), y para “Deslinde” 
(N° 8, op cit), era apenas del 50 %. En la nueva central confluyeron sectores sindicales 
bien divergentes: la central de orientación comunista, la CSTC; un importante sector 
proveniente de la CTC y la UTC; el sindicalismo independiente como el izquierdista “A 
Luchar” y el Frente Popular entre otros (Deslinde, ídem; Análisis Político N°1, op cit, y 
González, G, op cit).  
4.2.1.- Las dificultades para la unidad sindical 
Sin embargo, la CUT, no logró su principal objetivo, el cual era la unidad de todos los 
trabajadores colombianos, sin distinción de raza, credo religioso, ideas filosóficas o 
militancia política, como lo planteaba en la declaración de principios. (Cursivas 
nuestras).  La CGT, por ejemplo, no se plegó a la iniciativa porque, según uno de sus 
dirigentes, “en el proceso unitario de la CUT no fue ajeno el gobierno nacional, que en 
la persona del presidente Betancur veía posible una unidad CGT-CUT, lo cual era casi 
imposible dada la beligerancia con que la CGT había denunciado la corruptela y la 
despersonalización de la dirigencia obrera de la UTC y CTC [además porque] aunque 
todos propugnaban por la unidad, todos también luchaban por tener representación y 
dirección de la nueva central, por lo que la CGT denunció este proceso como una nueva 




                                                             
313 Carlos Ancizar Rico, dirigente de Acción Campesina Colombiana, ACC, federación agraria de la CGT, 
citado por González, op cit, pág. 181 y 182.  
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De otro lado, el Moir con núcleos de la CTC y UTC que no ingresaron a la CUT, logró 
crear, el 7 de agosto de 1988, la Confederación de Trabajadores Democráticos de 
Colombia –CTDC- y acogiendo una publicación del diario “El Mundo”, de Medellín, 
aseguraba que “la CTDC conserva el liderazgo de los mejores acuerdos, ganando 
incluso un ligero margen sobre el trimestre anterior […] consolidándose el liderazgo 
cualitativo de la CTDC, en el sentido de lograr los mejores incrementos salariales” [sic] 
(Deslinde, N° 8, 1990, p. 69).   
Para la misma revista, la aparición tanto de la CUT como de la CTDC fue el producto 
de una aguda crisis, que se caracterizó por el generalizado reflujo que siguió a la última 
gran gesta del sindicalismo colombiano en el paro cívico de 1977 a través del Consejo 
Nacional Sindical. Desde entonces el movimiento sindical ha estado a la defensiva, 
tratando de mantener lo conquistado en jornadas anteriores. 
El último intento de una gran movilización nacional, en esta década, fue el fracasado 
paro cívico del 27 de octubre de1988, impulsado por las centrales obreras, a excepción 
de la recién creada CTDC. Como mecanismos para neutralizarlo el gobierno expidió 
decretos extraordinarios de estado de sitio a través de los cuales, entre otras medidas, 
estableció un fuerte control a la radio y la televisión; arresto para quienes fomenten el 
paro o no presten el servicio de transporte; cancelación de personerías jurídicas a 
sindicatos, medidas consideradas drásticas para contrarrestar una situación considerada 
en extremo peligrosa (Santos C, E. El Tiempo, oct 27 de 1988, p.4 A). 
Además, si al interior de las mismas centrales había dificultades de organización y 
unidad, el entorno dentro del cual actuaban estas organizaciones sindicales no era ni ha 
sido el más favorable para su desarrollo. Entre los principales obstáculos que ha tenido 
el movimiento sindical para su consolidación podríamos mencionar los siguientes: 1) el 
país no logró el avance industrial de otros países como Argentina, Brasil o México, que 
permitió al sector jalonar el crecimiento económico y la creación de un sindicalismo 
más fuerte; 2) además, que no se contó con una estructura industrial sólida, tampoco 
tuvo la inmigración de trabajadores extranjeros que impulsaran organizaciones que 
reclamaran por sus derechos y mejores condiciones laborales como sucedió en 
Argentina, Brasil, y en alguna medida en Uruguay y Chile. En estas condiciones, el 
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desarrollo del sindicalismo colombiano estuvo limitado por el escaso desarrollo de la 
industria colombiana, 3) así como a la débil estructura política y social, y 4) por las 
viejas relaciones de producción y de concentración de la tierra en el sector rural. 
Además, las diferentes facciones del campo del poder económico y político fueron 
estableciendo mecanismos de protección tanto frente a competidores nacionales y 
extranjeros, como ante las diferentes formas de organización social, entre las cuales se 
encontraban las sindicales. Sí para su fundación, las centrales contaron con el apoyo de 
los partidos políticos tradicionales, luego del paro cívico de 1977 dichos partidos 
cerraron filas en contra de estas organizaciones cuyas bases se distanciaban cada vez 
más tanto de sus dirigentes sindicales como de la clase política tradicional.  
Entre otras dificultades que ha tenido el sindicalismo en Colombia, se debe mencionar 
la recurrente desprotección a que ha sido sometida la labor de organización. No existen 
garantías de estabilidad para los fundadores de un sindicato, ni el reconocimiento legal 
automático que debiera otorgársele. Por el contrario, se les requiere de múltiples 
exigencias y requisitos para la aprobación de la personería jurídica que, a su vez, facilita 
las acciones de los empresarios para impedir su creación. “Es que fundar un sindicato en 
Colombia es una proeza: hay que hacerlo en la clandestinidad, a espaldas del 
empresario, porque si se llega a enterar, despide a todos los trabajadores”, afirmaba el 
entonces presidente de la CUT, Jorge Carrillo (en Análisis Político, N° 1, 1987, p. 97).  
A su vez, se impedía el derecho de libre asociación, como en el caso de los servidores 
públicos que estaban excluidos del derecho de huelga y, solo el 17 % de los trabajadores 
de las diferentes entidades estatales gozaba del derecho a suscribir convenciones 
colectivas (Medina M, 1989); muchos sindicatos del sector privado sufrieron la 
amenaza y el hostigamiento que limitaban este ejercicio de asociación.  
Al igual, ha sido muy frecuente el cuestionamiento a la legitimidad de los sindicatos por 
parte de los empresarios e inclusive de señalamientos de personajes influyentes en la 
vida nacional, que ponían en peligro la integridad y la vida de los dirigentes sindicales 
en una época donde el terrorismo tanto de izquierda como de derecha tenía 
verdaderamente amedrantado al país. Por estos motivos los sindicatos, por ejemplo, se 
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vieron precisados a responder a los cargos hechos por el ex presidente López Michelsen, 
quien semanas atrás había afirmado que “los sindicatos están buscando la toma del 
poder” (El Tiempo, 30 mayo, 1986, p. 2 A). Ante lo cual, cualquier analista 
desprevenido se preguntaría ¿Cuándo estas organizaciones han tenido la fuerza política 
y económica para semejante empresa? 
También hubo señalamientos aún más peligrosos, como, que ciertos dirigentes u 
organizaciones sindicales hacían parte de la guerrilla, por lo que esta influía tanto en las 
políticas o acciones realizadas por las centrales. 
 Jorge Carrillo era enfático en afirmar que  
esa campaña contra el movimiento sindical, esa campaña para hacerle creer a la opinión 
pública que el movimiento sindical tiene lazos con la guerrilla o es un apéndice suyo, no 
tiene otro objetivo que evitar la organización de los trabajadores. Es que hay gente 
enemiga de cualquier forma de asociación de los trabajadores, bien sea sindical, o 
cooperativa, o comunal, o en el sector agrario (Análisis Político, N° 1, 1987, p. 97).   
Sin embargo, en este escenario un tanto sombrío, tampoco se debe desconocer la 
experiencia adquirida y el grado de maduración en cuanto a los objetivos alcanzados por 
las organizaciones sindicales. Fueron las centrales quienes lideraron las diferentes 
huelgas y marchas de los trabajadores organizados, con un significativo repunte a partir 
de 1981 (gráfico 8), luego del letargo que siguió al paro de 1977, y en medio de la 
persecución de los líderes sindicales, por los grupos paramilitares y de la intransigencia 
de los empresarios y del mismo Estado.  
5.- LA TASA DE GANANCIA, LA POLÍTICA SOCIAL Y LA 
REDISTRIBUCIÓN DEL INGRESO 
En esta década, fueron muchos los factores que jugaron a favor del repunte de la tasa de 
ganancia tanto a nivel nacional como industrial, aunque su evolución no fue 
progresivamente ascendente, sino que experimentó diversas oscilaciones en su 
desarrollo. En primer lugar, los alivios tributarios de la administración Turbay Ayala, 
redujo en gran medida los costos del capital, y logró el propósito de reversar su caída 
hasta 1982, cuando vuelve a resentirse. Nuevamente se recupera, a partir de 1985, con 
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las reformas tributarias de la administración de Belisario Betancur. En segunda medida, 
aunque los salarios presentaron repuntes, éstos no tuvieron una incidencia en la 
evolución de la tasa de ganancia por lo que, al menos en el caso nacional, no se aplicaría 
el credo neoclásico según el cual las variaciones salariales tienen efectos inmediatos en 
el comportamiento de la rentabilidad del capital.  
Se destaca también que, a pesar del mencionado incremento salarial, este pierde 
participación en el PIB (particularmente, el industrial), respecto a las ganancias del 
capital (gráfico 14), lo cual sería un indicio que la distribución del ingreso se fue 
haciendo más inequitativa, es decir, que la participación de los frutos de la riqueza se va 
concentrando en los propietarios del capital. A lo anterior se debe agregar que justo en 
los años cuando la economía y la industria presentaban buenos indicadores, fruto de la 
recuperación iniciada en 1984, los empresarios –Andi-, reconocían que la productividad 
del trabajo había aumentado, mientras que el empleo industrial había decrecido, es 
decir, que con los mismos o menos trabajadores, la producción había aumentado (NF, 
564, 1985, p. 21), lo cual es otro indicador de la distribución del ingreso o, en términos 
de Shaikh (1990, 2015), de la tasa de plusvalía. 
En general, la década de los ochenta presentó (en contraste con otros países de la 
región) condiciones para el repunte económico. En primer lugar, estaban los beneficios 
tributarios que los diferentes gobiernos ofrecieron, en respuesta a los cambios 
propuestos por las agremiaciones del capital, para dicha recuperación. Dichas 
modificaciones condujeron al restablecimiento de la tasa de ganancia del capital, sin 
mayores beneficios para el sector trabajo. Lo paradójico fue que el objetivo de dichas 
reformas, de incrementar los recaudos estatales, para garantizar tanto un adecuado nivel 
de Gasto Público como una reducción del déficit fiscal, poco se cumplió.  
En segundo lugar, el aumento salarial, en menor proporción al aumento de la 
producción, de la productividad del trabajo y de la tasa de inflación, también jugaron en 
favor de la tasa de ganancia. En tercer lugar, cuando el gobierno acudió al crédito 
internacional, con el fin de dinamizar la actividad económica, este se concedió bajo un 
acuerdo de entendimiento con el FMI, que exigió, mayor racionalidad (reducción) del 
gasto público, donde el dedicado al social fue el más afectado, dado que para 1984 
329 
 
estaba en el 8.2% y se redujo a 7.7% en 1986 y 1987, para luego presentar un repunte al 
8% en 1990 (tabla 5). 
Tabla 5 Evolución del gasto público social en el gasto total, 1980-1997. 
 
EVOLUCION DEL GASTO PUBLICO SOCIAL EN EL 
GASTO PUBLICO TOTAL 
 En % del PIB, participación y tasas de crecimiento 
  
Gasto 
Público Gasto público   GPS/GPT 
  Social (1) Total (2)     (1/2) 
Año 
En % del 
PIB   Participac. 
1980 7.6 27.9 27.2 
1981 8.0 24.5 32.7 
1982 8.1 24.9 32.4 
1983 8.2 25.0 32.7 
1984 8.2 24.9 32.8 
1985 8.0 24.3 33.0 
1986 7.7 29.2 26.5 
1987 7.7 26.0 29.7 
1988 7.9 26.1 30.1 
1989 9.9 29.7 33.5 
1990 8.0 26.9 29.9 
1991 8.0 27.3 29.4 
1992 9.4 30.7 30.6 
1993 10.0 28.3 35.4 
1994 11.6 32.1 36.3 
1995 14.3 33.4 42.8 
1996 15.3 37.2 41.2 
1997 15.3 43.5 35.2 
       Fuente. Coyuntura Social 19, nov. 1998. p.64. 
Dentro del gasto social, la educación tuvo una reducción, mientras que la salud aumentó 
su participación. A excepción de los picos de 1984 y 1989, en general el gasto social en 
todos sus componentes tiene una tendencia descendente (gráfico 22). Estos indicadores 
reflejan que en momentos en que la economía se recuperaba y, por tanto, la tasa de 
ganancia del capital, la política social mostraba signos descendentes Ocampo (1992 y 
2007), por lo que la distribución del ingreso se deterioraba, perdiéndose, así la 
oportunidad de reducir la brecha inequitativa prevaleciente en el país. 
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Sin duda, las desigualdades sociales y los niveles de pobreza persistentes han sido uno 
de los factores generadores de la violencia que ha sacudido al país y a esta década en 
particular. El procurador Jiménez Gómez lo advertía en el Senado cuando se daban los 
primeros debates sobre la infiltración de los dineros calientes en las diferentes esferas de 
la vida nacional y, cuando el fenómeno del sicariato hacia su aparición en Medellín:  
 la profesión de matón en Medellín se volvió tradicional, el desempleo de los 
 matones, la mala paga y el mal ingreso de los matones se ha puesto al servicio  de una 
 situación de crisis de profunda gravedad, de la cual se están produciendo  los fenómenos 
 que estamos analizando” [relación violencia, narcotráfico y sicariato] (Anales del 
 Congreso, oct. 25 de 1983. P. 1.664).  
Gráfico 22. Indicadores sociales en la década del ochenta. 
Fuente. Con base en Coyuntura Social 8, agosto de 1993, p. 13. 
Sin embargo, como ya se dijo, los problemas de orden social, político, de aumento de la 
inseguridad y terrorismo, no afectaron la recuperación económica y de rentabilidad del 
capital, cuando se pensaba que estos choques internos podrían tener repercusiones en su 
comportamiento. Esta fue una de las conclusiones a la que llegaron los participantes en 
el foro organizado por El Tiempo. 
6.- NOTAS FINALES DE ESTE CAPÍTULO   
La evolución de la tasa de ganancia, como indicador de la rentabilidad del capital, está 
determinada por diversos factores, que en nuestro caso tratamos de resumirlos en: el 
comportamiento de la economía, el papel del Estado con sus relaciones con los 
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diferentes agentes sociales y económicos y, por los choques tanto a nivel externo como 
doméstico. 
El contexto externo golpeó a los países en desarrollo, como el nuestro, debido al declive 
económico mundial que se reflejaba, además en el decaimiento de la tasa de ganancia de 
las principales economías industrializadas. Este declive fue profundizado por la segunda 
crisis petrolera de finales de los setenta y comienzos de la década de los ochenta, tal 
como había sucedido durante la primera, en ambos frentes, de inicios del setenta.  
El aumento de los precios de las materias primas, especialmente del petróleo, significó, 
en primera medida, una transferencia de ingresos de los países no petroleros hacia 
aquellos que eran productores del mismo, y de otro lado, una inundación de 
petrodólares que significó, por tanto, una reducción de las tasas de interés; con el menor 
precio del dinero, diferentes países se endeudaron, desde el estadounidense, hasta otros 
de disimiles sistemas económicos como los latinoamericanos o los del entonces bloque 
socialista de Europa Oriental, como fue el caso de Polonia.  
La recesión mundial de inicios del ochenta y el consecuente aumento de las tasas de 
interés, en forma unilateral de los bancos comerciales que eran los mayores proveedores 
del crédito, por entonces, incidieron en el agravamiento de la crisis mundial en ciernes. 
Con este incremento, necesariamente se aumentaron los costos del capital afectando 
negativamente al sector real, y dentro de este el industrial, de los países deudores por lo 
que la tasa de beneficio de las empresas se vería afectada (Shaikh, 1990), hecho que 
finalmente repercutiría en el comportamiento de sus economías; los ingresos no 
alcanzaban para cubrir sus gastos que se expandieron por la carga del servicio de la 
deuda. 
Debido a estas dificultades que entrabaron el crecimiento económico e impidieron un 
adecuado desarrollo social en Latinoamérica, también se puso en riesgo su capacidad de 
pago, porque los países acreedores se vieron presionados a “renegociar algo o a perderlo 
todo” (Sangermano, 2005). En estas renegociaciones los bancos comerciales acreedores 
establecieron condiciones de estabilización y ajuste, cuyo monitoreo fue encargado a las 
principales entidades multilaterales del crédito como el FMI, BM y el BID. Para 
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Duménil y Levy (2007) significó la consolidación del “gran golpe de las finanzas” 
iniciado en 1979, dado que desde entonces han presionado a los países deudores en las 
políticas de ajuste, monetarias y fiscales. 
En estas negociaciones, es importante tener en cuenta el nuevo rol que entra a jugar el 
Estado debido a que, dentro de los programas de ajuste y estabilización, y como 
condición para acceder a recursos frescos, se le exigió reducir el gasto público, es decir, 
su intervención en las economías para darle mayor apertura y participación al sector 
privado y a la banca que, en la búsqueda de su propia maximización de ganancias, 
finalmente beneficiaría a la sociedad en su conjunto como lo postula la filosofía de 
economía liberalizada.   
Estos programas, al exigir dicha reducción del gasto público, condujeron a los 
gobiernos, como en el caso nacional, a implementar políticas monetarias y reformas 
tributarias que golpearon a los sectores más débiles y, con menor representación en los 
centros donde se tomaban las decisiones en estas materias, es decir, Ministerios, la Junta 
Monetaria, existente por entonces, así como el Congreso de la República; mientras que 
los representantes del capital, con mayor capacidad de lobby y de presión sobre estas 
estancias, lograron salir mejor librados y con mayores beneficios para sus 
representados; es decir, sin que afectara su tasa de ganancia. 
Este escenario era, aún hoy, apenas propicio para que se profundizara la concentración 
del capital en los países centrales (Piketty, Graeber, Deaton, Shaihk, entre otros), debido 
a que estos ajustes exigidos, por la banca internacional, para que los países en desarrollo 
cumplieran con sus obligaciones financieras con estas entidades, necesariamente los 
convirtieron en exportadores netos de capitales. A lo anterior se sumaba las condiciones 
desfavorables en que se desarrolló el comercio exterior, por lo que los términos de 
intercambio se deterioraron. Al interior de los países periféricos, y por ende en 
Colombia, también se acentuó la concentración del ingreso por las relaciones de poder 
que entran en juego. 
En tanto, las organizaciones sindicales se debatían entre el divisionismo en su interior, 
que fue aprovechado tanto por el gobierno como los empresarios para deslegitimarlos y 
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desconocerles beneficios adquiridos en décadas pasadas, y la persecución de que fueron 
objeto por parte de grupos al margen de la ley, especialmente paramilitares. Por esta 
razón no es muy plausible colegir que la presión de los salarios haya tenido alguna 
repercusión en la caída de la tasa de ganancia del capital, al inicio de la década. Lo 
anterior se reafirma porque en la recuperación económica e industrial, así como de su 
tasa de ganancia, luego de 1984, esta fue acompañada de un leve repunte de los salarios. 
Otro aspecto que debiera haber repercutido negativamente en la evolución de la 
economía y su rentabilidad fue la violencia que desde diferentes frentes golpearon al 
país durante estos años; sin embargo, justo cuando esta se ensañaba contra la población, 
cobrando la vida de campesinos, sindicalistas y, dirigentes políticos y sociales, la 
economía mostraba sus mejores resultados, por lo que se acuño la frase de que “a la 
economía le va bien, pero al país mal”. 
Este panorama poco favorable en los indicadores sociales mostraron que aunque la 
distribución del ingreso había mejorado a partir de la segunda mitad del siglo XX, 
especialmente en la década del setenta, esta tendencia se detuvo desde mediados del 
ochenta
314
, por lo que se siguió esperando que el mejor momento de la economía, en ese 
momento, se tradujera en mejores niveles de vida y bienestar, objetivo que 
desafortunadamente no se llevó a cabo.         
En medio de un clima que favoreció ampliamente el comportamiento de la economía 
sobre el recrudecimiento de la ola de violencia, en esta década, es importante tener en 
cuenta algunos indicadores que dan algunas luces sobre las políticas sociales y de 
redistribución del ingreso en el país: 1) hasta mediados de los setenta (con importante 
repunte en 1978) la industrialización fue rápida (gráfico 12) y desde entonces se tornó 
lenta y descendente; se detuvo la productividad e incluso empezó a retroceder; 2) se 
presentó una recuperación importante a mediados de los ochenta que, según 
Fedesarrollo, habría sido el fruto de continuas bonanzas sectoriales sin ningún claro 
patrón de cambio estructural de la industria nacional iniciado a mediados del 70, época 
desde la cual no se hizo ningún esfuerzo importante de sustitución de importaciones.  
                                                             
314 Coyuntura Social Nº 1, 2, 3 y 4; además Ocampo J. A. “Reforma del Estado y Desarrollo Económico y 
Social en Colombia” en Análisis Político, Nº 17, sept. A dic. 1992, Universidad Nacional.  
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Según Ocampo (2007), después de una leve recuperación en la distribución del ingreso 
en los años 1970 que se extendió hasta comienzos del ´80, desde 1983 dicha tendencia 
empezó a revertirse. La desaceleración del crecimiento económico de los ´80 afectó 
directamente la evolución de los indicadores sociales, a través de la interrupción de las 
tendencias ascendentes de los ingresos de la población, e indirectamente por menor 
disponibilidad de recursos para programas sociales. Desde mediados de los ochenta 
(justamente cuando la economía mostró los mejores indicadores), el gasto público social 
mostró tendencia decreciente como proporción del PIB (gráfico 22) que se reflejó en la 
calidad de algunos servicios sociales.  
Las desigualdades sociales y los niveles de pobreza que perduran son irritantes y esto 
son causas importantes de la violencia. Aunque no lo es todo, la inequidad social se 
torna en un multiplicador sustancial cuando se conjuga con otros factores. El Procurador 
Jiménez Gómez lo había señalado refiriéndose al sicariato que por entonces ya se había 
tomado a Medellín: “La realidad es que el medio socioeconómico, por efecto del 
impacto de la crisis en el medio industrial, la sociedad antioqueña se vio abocada a una 
serie de problemas de difícil solución”
 
(Anales del Congreso, oct. 25 de 1983, p. 1664). 
Pero era, desde luego, un fenómeno que hacía tiempo se había tomado el territorio 
nacional. De tal manera que la década no podía finalizar en una forma más sombría en 




CAPITULO V.- ¿“BIENVENIDOS AL FUTURO”? 
1.- ASPECTOS GENERALES 
La década del noventa experimentó una serie de transformaciones en materia económica 
y política con gran incidencia en la vida nacional. El cambio de paradigma en el manejo 
de la política económica en la región y el país, que recogía los cambios teóricos en los 
países desarrollados, fue establecido mediante reformas constitucionales con lo cual se 
le daba un tratamiento legal a los mismos. De esta forma la ortodoxia, ya consolidada, 
aunque ha reclamado menor participación del Estado en la vida económica, también ha 
requerido nuevamente de su estructura jurídica y física para su establecimiento.  
Por tanto, en el presente capitulo daremos una mirada a la forma como estos cambios se 
fueron implementado y en cual el Estado jugó papel importante. Corregir la tendencia 
decreciente de la tasa de ganancia fue la constante a partir de las décadas del setenta y 
ochenta y este objetivo se logró en esta década mediante la ejecución del Consenso de 
Washington donde las aperturas comerciales y financieras, las privatizaciones, 
desregulaciones y flexibizaciones, sobre todo en lo laboral, estuvieron a la orden del día.  
Los programas de ajuste, estabilización y privatización exigidos tanto por los 
organismos internacionales de crédito (para el oportuno pago de deuda externa), como 
de las empresas transnacionales que entraron a competir en estas actividades lucrativas, 
fue la constante durante esta década de fin de siglo. 
Los países de la región siguieron estos lineamientos con diferentes matices; por 
ejemplo, Colombia no solo los acogió, sino que les imprimió una línea más ortodoxa 
inclusive surgidas desde sus propios think tanks, quienes habían tomado posiciones en 
diferentes organismos y universidades que trazaban las políticas a seguir.   
Una mirada a estos acontecimientos a nivel internacional, regional y doméstico también, 
nos ofrecen elementos para entender la forma como actuaron los diferentes agentes 
sociales, políticos y económicos, para lograr una “adecuada” tasa de ganancia, en una 
década donde el contraste entre el crecimiento económico, el incremento del desempleo 
y la inequidad se profundizaron como lo han sostenido Piketty, Graeber, Shaikh y 
Deaton, entre otros.  
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1.2.- El escenario internacional 
El derecho de los países a la libre autodeterminación y la soberanía para tomar sus 
propias decisiones está consagrado en la carta de la Naciones Unidas y ha sido reiterado 
mediante diferentes resoluciones y normativas. Por ejemplo, en el capítulo I de la Carta 
este aspecto es resaltado, mientras que en la recomendación 21, adoptada el 8 de Marzo 
de 1996, es taxativa en este sentido al afirmar que “El derecho a la libre determinación 
de los pueblos tiene un aspecto interno, es decir, el derecho de todos los pueblos a llevar 
adelante su desarrollo económico, social y cultural sin influencias del exterior”
315
. 
Sin embargo, las buenas intenciones de la ONU, han quedado relegadas a un segundo 
plano cuando los principales países desarrollados (PD) han encontrado diversas 
estrategias para influir en las decisiones de los países en desarrollo (PED), 
especialmente sí, estas decisiones van en contravía de los lineamientos trazados para el 
establecimiento del “Nuevo” Orden Económico Internacional que se ha querido 
instaurar
316
 y cuyo propósito ha sido el de mantener el liderazgo político y económico 
mundial
317
. En el aspecto económico, han priorizado el restablecimiento de la tasa de 
ganancia que se había resquebrajado seriamente durante el periodo aquí estudiado (ver 
gráfico 3).        
La ideología y el consenso también han sido instrumentos para legitimar la nueva 
orientación política y económica establecida: “El capitalismo es el mejor sistema 
económico para la eficiente asignación de los recursos, amparando con ello, las 
                                                             
315
 Citado por Özden, M. Director del Programa de Derechos Humanos del CETIM y Representante 
permanente ante la ONU y, Golay, C. Doctor en Derecho internacional, IHEID, Ginebra, del Pacto 
Internacional de los Derechos Civiles y Políticos, en su artículo 25, Cap. I, en el documento “El Derecho 
de los pueblos a la autodeterminación”. Para ampliar esta información consultar el siguiente enlace 
http://www.cetim.ch/legacy/es/documents/bro12-auto-es.pdf 
316 Parra E. y Gómez, G (1987) realizaron una interesante descripción analítica, acerca de los orígenes y 
discusiones entre los países desarrollados (PD) y los países en desarrollo (PED); las motivaciones y la 
búsqueda de parte de las burguesías de estos últimos por lograr mejores condiciones de intercambio 
que permitieran la acumulación interna de capital.  
317 Aunque con su establecimiento justamente se buscaba corregir los problemas de asimetrías en el 
sistema económico internacional. Esta posición se fue debilitando y dio paso a que se garantizaran 
condiciones para el funcionamiento del libre mercado. 
337 
 
libertades económicas, políticas y sociales de los individuos”
318
, pareciera ser el 
mensaje a transmitir. El otorgamiento de créditos a países (sin importar el tipo de 
régimen que sea) que apliquen dicha corriente ha sido bastante documentada (Stallin y 
O’Connor, entre otros).  
Estados Unidos ha sido quizás, el país más criticado por utilizar estas estrategias, ya sea 
directamente a través de las agencias de ayuda o cooperación como la USAID
319
, o 
indirectamente interviniendo sobre los organismos multilaterales de crédito como el 
FMI o el BM, en la asignación de dichos cupos de crédito
320
. Es bien conocido el 
control que tiene la superpotencia hegemónica sobre estas entidades, a través de las 
cuales se influye en las decisiones internas de los países con crecientes necesidades de 
recursos financieros frescos. De otra parte, las misiones de asesoría económica para los 
países latinoamericanos llevan consigo tanto los paradigmas del pensamiento 
económico predominante como los instrumentos para que los mismos sean acogidos por 
quienes requieren de la misma.  
De esta forma, las orientaciones económicas, políticas y sociales de los países 
desarrollados son transferidas, de alguna manera, a los países periféricos que en sus 
decisiones de políticas, en diferentes ámbitos, deben tener en cuenta aspectos como las 
crisis políticas internacionales, el comportamiento de los precios de los comodities, la 
inflación de la economía internacional
321
 e inclusive de los conflictos externos que 
puedan afectar su comercio exterior. 
                                                             
318 El tono triunfante de Fukuyama no es más que la demostración que la democracia liberal capitalista 
aparece, según su visión, como el régimen político absoluto e ideal. En el mismo sentido se había 
manifestado Hayek, con su libro “Camino de servidumbre”, cuarenta años antes.   
319Bates y Krueger (1993) recrean la forma como la Agencia de Estados Unidos para el Desarrollo 
Internacional influyó para que, a mediados de los sesenta del siglo XX, Corea del Sur adoptara políticas 
de estabilización y de orientación a las exportaciones, que era el recetario “sugerido” por entonces para 
los PED. Igualmente, Deaton (op cit, 309) sostiene que “La ayuda de los Estados Unidos siempre ha 
reflejado la política exterior estadounidense, al apoyar a los aliados contra el comunismo durante la 
Guerra Fría, respaldar a Egipto e Israel después de los acuerdos de Camp David, o centrarse en los 
fondos para la reconstrucción de Irak”  
320El cambio de objetivos y funciones de estos organismos, ocurridos en la década del ochenta, y no 
contemplados en los acuerdos de Bretton Woods, no fue el producto de concertación entre los países 
miembros; fue el resultado de la evolución de las concepciones teóricas e ideológicas y, además, 
respondían a las nuevas relaciones internacionales de poder (CEPAL, 2002). 
321En los setenta era muy frecuente escuchar a los Ministros de Hacienda colombianos acerca de la 
“inflación importada” para justificar el aumento de costo de vida nacional. 
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1.2.1.- El pensamiento económico predominante y la tasa de ganancia 
Después de la crisis económica y de rentabilidad del capital en los setenta e inicios de 
los ochenta, el objetivo se centró en recuperar la tasa de ganancia que incentivara la 
inversión para asegurar la consolidación de la acumulación de capital.  
Desde de los ochenta, la derrota y desplazamiento del paradigma keynesiano se había 
materializado (Boyer, 2015). La intervención estatal en el desarrollo económico y social 
de los países e inclusive en el ordenamiento mundial, mediante políticas fiscales y 
monetarias, para generar excedentes, había empezado a ser cuestionado desde mediados 
de los sesenta para ser relevado “por un renacido neoliberalismo apoyado en las 
dislocaciones sociales y económicas asociadas con la época, como la guerra de Vietnam 
y los choques de precios del petróleo de la Organización de Países Exportadores de 
Petróleo (OPEP)” (Palley, 2005). Era necesario, entonces, crear condiciones adecuadas 
para la recuperación la tasa de ganancia cuyo declive había afectado la buena marcha de 
los negocios, del capital y las finanzas.  
Para la década de los noventa era ya evidente el predominio del nuevo paradigma en las 
mentes, en las universidades y en los centros de divulgación de la teoría económica. Se 
vio la importancia y necesidad de la eficiente utilización de las ideas para justificar el 
nuevo cuerpo intelectual del régimen (Boyer, 2014); el mercado es más eficiente que el 
Estado en la asignación de recursos, la innovación financiera es el corazón del 
capitalismo moderno y, la desigualdad crea incentivos a la innovación y la superación 
personal necesaria para el desarrollo de los países. Esta nueva concepción económica, 
política y social se asentó en lo que se ha denominado el nuevo oligopolio “libertariano” 
(Théret, 2011 y 2013), el cual logró dentro de su campo de acción, albergar disímiles 
tendencias teórico-científica que a su vez tenían un rasgo en común: la desregulación de 
las actividades comerciales y financieras, así como el ataque al intervencionismo estatal 
de tipo keynesiano, para la obtención de mayores tasas de ganancia. Tres nuevos socios 
se resguardaron en una especie de tribu a través de la cual se dieron a conocer como los 
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creyentes del Nuevo Laissez Faire (NBLF)
322
, mucho más radical del propuesto por sus 
precursores Smith y Ricardo.  
Esta carpa multifacética, en lo teórico, logró obtener beneficios bastante ventajosos 
ideológica y políticamente a sus tres integrantes. De una parte, la “gente de las finanzas” 
logró que ‘la economía financiera’ fuese reconocida desde entonces como disciplina 
científica; los ‘nuevos clásicos’ se darían a conocer como representantes de un enfoque 
más financiero de la moneda, mientras que ‘los austriacos’ mostrarían el ala más radical 
del pensamiento de Friedman en cuanto al rechazo a cualquier intervención estatal en el 
manejo monetario. Antes de la crisis financiera de fin de siglo, y de las perturbaciones 
en los primeros años del siglo XXI, se proclamaron portadores de la más pura ortodoxia 
económica y monetaria negando cualquier tipo de legitimidad a la intervención estatal 
en los mercados financieros y comerciales a nivel universal
323
.  
Sin embargo, después de estas últimas crisis, reflejada en la nueva recaída de la tasa de 
ganancia, ante las cuales se mostraron incapaces de responder, las tres escuelas vieron la 
necesidad de atenuar estratégicamente su radicalismo para continuar la consolidación de 
su papel hegemónico en diferentes escenarios; de esta manera, la gente del ‘sector 
financiero’ se instauró en las principales business school de las universidades 
estadounidenses; mientras la mezcla de nuevos keynesianos y nuevos clásicos, NK-NC, 
se afianzaron en los departamentos de economía de las más importantes universidades 
de ese país, “a la vez que ostentan los cargos directivos de las grandes instituciones 
públicas nacionales (Bancos Centrales, Council of Economics Advisers, etc.) e 
internacionales (FMI; World Bank, BID, OMC, OCDE, etc.) y percibir remuneraciones 
fuera de las normas habituales antes de migrar, eventualmente, hacia los grandes bancos 
privados” [sic] (Théret, 2011, p. 529) . Por su parte los “austriacos” han poblado las 
entidades universitarias sin mayor participación en actividades extramuros de las 
mismas. 
                                                             
322New Bieleve of Laissez Faire, en inglés.  
323Sin embargo, es de destacar el papel alternativo de análisis tanto de la teoría económica como de la 
política monetaria asumido por la heterodoxia, entre los cuales se encuentran la izquierda keynesiana, 
principalmente los postkeynesianos, los estructuralistas, los neoestructuralistas y la escuela de la 
regulación, entre otras líneas de pensamiento.     
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Con algunas matizaciones en sus argumentos se observó que la liberación de las 
economías, y ante todo de los capitales, fue producto de alianzas entre diferentes líneas 
de pensamiento cuya finalidad básica era desatarse de los controles estatales impuestos 
durante “los años dorados” del capitalismo; época cuando tanto las ganancias del capital 
-básicamente su tasa-, como las condiciones de vida y laborales de los trabajadores se 
habían beneficiado recíprocamente.  
Desde entonces, el traspaso del pacto de Bretton Woods hacia el establecimiento del 
“nuevo” patrón de crecimiento liderado por las finanzas tuvo, además, un efecto 
redistributivo tanto en el factor trabajo como en el capital, que dependían a su vez del 
peso que tuviesen tanto los salarios como las ganancias del capital en la formación del 
ingreso nacional (Boyer, 2010).  
Dentro de los hechos que caracterizaron la consolidación de esta tendencia ideológica y 
económica, se enumeran: 1) la fusión de grandes empresas que entre 1991y 1995 
tuvieron un crecimiento del 214 %, 152 % en Europa y Estados Unidos, 
respectivamente (Escobar et al., 2005)
324
. En la segunda mitad de la década se apreció 
un crecimiento geométrico en dichas operaciones (Escobar et al, ídem); 2) la creciente 
movilidad de capitales entre países, proceso que significó además, profundas 
transformaciones en el sector financiero donde las fusiones y adquisiciones se 
aceleraron a fines de los noventa (CEPAL, Ocampo 2002) y, fruto de los anterior 3) las 
presiones sobre la gestión de las firmas (Boyer, 1992, 2010) para que incrementen sus 
ganancias, en el menor tiempo posible, acorde al patrón establecido por la tasa de 
ganancia del mundo financiero. 
De esta forma, la nueva concepción económica buscó, además, transformar toda una 
estructura mental en cuanto a los objetivos de las empresas, como en las acciones 
mismas de los Estados y las actividades de los individuos. Fue una especie de 
contrarrevolución donde los logros de bienestar, alcanzados durante el auge capitalista 
del siglo XX, cuando se consolidó la forma de producción fordista, fueron considerados 
contraproducentes para el eficiente manejo y asignación de los recursos.  
                                                             
324Estas operaciones significaron además la consolidación de las grandes concentraciones de empresas 
en “un proceso creciente de posesión de las unas [empresas] por las otras”, y cuyo proceso vertiginoso 
se dio entre 1970 y 2001. Duménil y Levy, (2007, p. 169)  
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En el nuevo paradigma, el neoliberalismo, además de lo económico, creó nuevos 
imaginarios y comportamientos: el Estado fue considerado como un obstáculo para 
lograr el crecimiento económico; a los individuos y los hogares se les juzgó porque, 
según su criterio, estos se habían acostumbrado a políticas exageradamente garantistas, 
proteccionistas y paternalistas que inclusive iban en detrimento de ellos mismos, porque 
les había inhibido desarrollar sus propias potencialidades de crecimiento y superación 
personal. Por el contrario, argumentaban que, con el nuevo modelo a realizar, estas 
fortalezas individuales serian ampliamente activadas con la realización del libre albedrio 
que les brindaba la libertad económica e individual a los diferentes agentes económicos 
y sociales.  
Por tanto, el mercado como el mejor organizador de la sociedad, despertaría en todos la 
iniciativa racional e individual, en un escenario donde triunfarían los “mejores” en cada 
actividad, a la vez que jalonarían, como en un circulo virtuoso, a los demás sectores 
hacia el crecimiento y desarrollo económico y social. De esta forma, el libre mercado, y 
especialmente el de capitales, construyeron un completo esquema ideológico que abrió a 
las finanzas un vasto escenario que le permitió reconquistar el espacio perdido durante 
el régimen keynesiano.  
Sus esfuerzos, en primera medida, se dirigieron a atacar a los Estados de bienestar y a 
los Estados keynesianos, considerándolos como los causantes de la inflación que, a la 
vez, se la enjuiciaba como el enemigo público número uno; la principal causante de 
todos los males sociales y económicos que padecían los diferentes sectores sociales sin 
excepción, especialmente los asalariados. Pero la verdadera intencionalidad de esta 
cruzada era revertir la transferencia de ingresos, que por entonces se presentaba en favor 
de los deudores quienes se beneficiaban, de las bajas tasas de interés, en algunos casos 
negativas (subsidiadas) (Bértola y Ocampo, 2013), y de otra, por los altos índices de 
inflación, por lo que sus obligaciones crediticias disminuían considerablemente, dado 
que la tasa de interés real se veía fuertemente reducida.  
Por tanto, mientras el sector productivo era protegido y subsidiado con políticas de 
estímulo, las finanzas veían controlada la rentabilidad de sus operaciones, que incluso 
en algunas ocasiones llegó a ser nula (Duménil y Lévy, 1993). Esta era la verdadera 
situación incómoda por lo que las finanzas buscaron revertirla, por todos los medios y 
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uno de ellos fue el ataque a la inflación. El regreso triunfal de las leyes del libre 
mercado —y de sus principales miembros, la gente de las finanzas—, desde entonces, se 
evidenció en su injerencia en el diseño y cambio de las políticas fiscales y monetarias 
establecidas desde 1979.  
En este nuevo escenario, los Bancos Centrales que acogieron los lineamientos 
monetaristas, han desempeñado un rol importante dentro del sistema financiero en el 
diseño de la política monetaria dado que 
junto con el modelo de precios relativos, arbitran la distribución de la propiedad y los 
ingresos […] En esta situación, el sistema financiero no es un simple intermediario que 
canaliza fondos de aquellos que ahorran para ponerlos en manos de quienes invierten, 
sino que es el instrumento que restringe las posibilidades de expansión de ciertos 
sectores mediante el racionamiento selectivo de los créditos y de la restricción de los 
pagos de contado (Chena, 2010, p.106).  
Cuando Paul Volcker, en la noche del sábado 6 de octubre de 1979, como presidente de 
la FED, hizo el anuncio del incremento sin precedentes, hasta ese entonces, de las tasas 
de interés y del inicio de una lucha sin cuartel contra la inflación (Bertola y Ocampo, 
2013, p. 250), el mundo percibió que se estaba asistiendo a una nueva etapa en el 
proceso de acumulación capitalista (Graeber, 2012). La principal entidad monetaria 
mundial estaba dispuesta a sacrificar todo con el fin de mantener la inflación a raya. 
Desde entonces el objetivo de cualquier política monetaria fue mantener la tranquilidad 
y confianza de los mercados, especialmente el financiero, dejando de lado los objetivos 
de crecimiento y de empleo, típicos del régimen keynesiano.  
Los resultados no se hicieron esperar; a costa de empujar a Estados Unidos y a la 
economía mundial hacia una profunda recesión entre 1979 y 1982 (tabla 6) y de 
acrecentar el desempleo, el sector financiero logró transformar el panorama político y 
económico a su favor.  
Por los diversos medios a su alcance, inició una verdadera campaña para que los 
diferentes agentes sociales interiorizaran los supuestos beneficios de la lucha contra la 
inflación. Simultáneamente argumentaba, que con el crecimiento de las tasas de interés 
se lograría que el sector [financiero] supuestamente encargado de irrigar a la economía 
de recursos monetarios y financieros, se fortaleciera y dinamizara para que de esta 
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manera pudiera cumplir su labor en forma “eficiente” (Brenner, 2009, y Duménil y 
Lévy, 2007). 
Tabla 6. Las crisis cíclicas en las tres últimas décadas 
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Fuente. Orlando Caputo L. 1997 (Las Crisis del Capitalismo Global)325. 
a. PI: Productos industriales, MP: Materias primas, E: Energéticos, A; alimentos. 
b. En los Países capitalistas desarrollados. 
c. Esta crisis se da en un período en el que la tasa de ganancia es baja y en las crisis, baja aún más. 
d. Esta crisis se da en un período en el que la tasa de crecimiento de la inversión es baja y en las crisis llega a ser negativa. 
e. Desde fines de los ochenta, en los países capitalistas desarrollados aumenta la tasa de ganancia y no es afectada 
seriamente por la crisis. 
f. La inversión en este período es relativamente elevada, muy cíclica y baja en los países capitalistas desarrollados durante 
la crisis, donde llega a ser negativa. 
                                                             
325 La correlación entre estas crisis mundiales (generalmente financieras) y su repercusión en los países 




Producto de este nuevo contexto, a su favor, las finanzas experimentaron un gigantesco 
crecimiento en las décadas del 80 y 90, soportado en los flujos netos provenientes de las 
tasas de interés que extrajeron de los otros sectores de la economía tanto en Estados 
Unidos como en los demás países endeudados (Brenner (2009), Duménil y Lévy, 2007). 
También se produjo una fuerte transferencia de recursos financieros de los PED hacía 
los países y entidades bancarias privadas internacionales del centro, produciéndose de 
esta forma la ampliación de la brecha socio económica, política y tecnológica entre el 
Norte y el Sur. 
La nueva etapa marcada por la expansión de las finanzas, e interiorizado por el conjunto 
de la economía, comenzó también a manifestarse en las nuevas formas de gestionar las 
empresas: el sector productivo cada vez más competido por otras firmas y endeudado 
con el financiero, debió buscar nuevas “estrategias de ganancias” (De la Garza y Neffa, 
2010) para obtener una mayor masa y tasa de ganancia que le permitiera, 
simultáneamente, retribuir a los inversionistas, aumentar la producción, incrementar la 
competitividad y, ahora, responder por el fuerte incremento de los gastos financieros, a 
la vez que pudiera obtener una tasa de ganancia comparable al de las finanzas para 
competir con éstas por la canalización de nuevas inversiones. 
El principal mecanismo utilizado, y logro obtenido con esta finalidad, fue que los 
Estados acogieran como una de las principales estrategias competitivas y de 
rentabilidad, a la flexibilidad laboral. De esta forma alcanzaron dos objetivos: 1) el 
fuerte debilitamiento del poder político y de negociación de las diferentes 
organizaciones sindicales y sociales y, como consecuencia de lo anterior, 2) poca 




Igualmente, se abrió el espacio para que grandes capitales del sector productivo, miraran 
desde entonces nuevas alternativas para conseguir mayores ganancias a corto plazo, 
entrando de este modo en el mercado de la especulación bursátil del cual, desde la 
óptica como deudores, han sido damnificados. Las familias también experimentaron 
grandes cambios en cuanto a la percepción de sus rentas, porque, aunque todavía veían 
                                                             
326Los descensos más fuertes se dieron en 1974 y 1980 con -4.96% y -5.89, respectivamente. 
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en el salario un importante componente de sus ingresos, también fueron tentados por el 
sector financiero, especialmente el bursátil —fondos mutuos y de pensiones—, para 
participar en las apreciables rentabilidades que allí se obtenían. Se presentó, de esta 
forma, también, un cambio de mentalidad en los asalariados que los convertía en un 
actor más del mercado especulativo (Boyer, 2010). 
Gráfico 23 Evolución salario real de Estados Unidos, 1970-2005. 
Fuente. Elaboración propia con base en Gaviola, S. “Cuatro décadas pérdidas para los trabajadores: Análisis de la 
evolución de los salarios reales en la historia reciente de los Estados Unidos (1970-2009)”. XIII Jornadas de 
Economía Crítica, Sevilla, febrero de 2012. 
Curiosa paradoja; desde entonces entraron a jugar papel importante en el sector que, 
justamente para poder brindar mayores rentabilidades, presionó fuertemente por la 
imposición de políticas de flexibilización laboral que redujo los salarios y eliminó gran 
parte de las prestaciones sociales. La rentabilidad, entonces, como factor de distribución 
del ingreso, nuevamente jugaba en favor del capital. Este fue el escenario externo al que 
se enfrentaron los PED al inicio de la década y en el cual Estados Unidos tuvo fuerte 
trascendencia dado su papel hegemónico mundial, entonces sin atenuantes, por la 
reciente caída del bloque soviético entre finales de 1989 y 1991.  
En estas circunstancias, esta superpotencia inició la década con una serie de sucesos 
arrastrados de los ochenta. Su economía traía desde mediados de dicha década una 
contracción (gráfico 24) que desembocó en una nueva y ya recurrente crisis al comienzo 
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de la década (Tabla 5)
327
. Sin embargo, en medio de este descenso del PIB, tanto la 
masa de ganancia como la tasa mostraron indicadores bastante satisfactorios para el 
conjunto de la economía y para su sector industrial (gráfico 3).  
Gráfico 24 Evolución del PIB real de Estados Unidos, 1970-2000 
Fuente. Elaboración propia con base en Abel y Bernanke, macroeconomía (2004). 
La crisis no había afectado la tasa de ganancia y por el contrario ésta continuaba, a 
excepción del descenso ocurrido entre 1991 y 1992, con el repunte iniciado a mediados 
de los ochenta reflejando de esta manera los resultados obtenidos a través del “Acuerdo 
del Plaza” de septiembre de 1985, cuando Estados Unidos logró imponer a sus 
principales socios y competidores, Europa y Japón la devaluación del dólar. Como ya se 
anotó, dicha devaluación devolvió la competitividad a los industriales norteamericanos 
a expensas de los europeos, principalmente franceses, alemanes y Japón, países que por 
el contrario experimentaron pérdidas en las cuotas de ventas en el mercado 
internacional, descensos en su nivel de producción y caídas en su tasa de ganancia. 
Las administraciones republicanas de Reagan y Bush padre, con el ánimo de 
incrementar la tasa de ganancia devaluaron el dólar y redujeron los impuestos, 
especialmente a los estratos altos y al capital, que condujeron a un aumento de la 
inequidad y la pobreza (Piketty, Graeber, Deaton), seguidas de un aumento del gasto, 
especialmente militar, acorde a la política exterior que estaba en manos de los 
                                                             
327 Caputo, O. describe por lo menos cinco crisis económicas en el periodo 1970-2000, en “Las crisis, … 
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“halcones”. Estas medidas estuvieron financiadas mediante mayor endeudamiento tanto 
público como privado buscando conservar la capacidad de compra de las empresas y las 
familias y así evitar la contracción de la tasa de ganancia y, finalmente, mantener la 
economía en marcha.  
Aunque dichas disposiciones lograron revertir la tendencia económica decreciente de 
inicios de los ochenta y que tocó fondo en 1991, no lograron retornarla a los niveles de 
los setenta ni superar los problemas de desempleo que aún prevalecían (Brenner, 2009). 
En el mismo momento (1992) que George Bush padre, ejercía la presidencia y esperaba 
optimista su reelección, confiado en los mayores triunfos de la política exterior 
estadounidense logrados después de la segunda guerra mundial (fin de la guerra fría y 
triunfo militar contra Irak en el Golfo pérsico), los asesores del candidato demócrata 
Bill Clinton, aprovecharon la ocasión para lanzan el slogan “Es la economía, Estúpido”, 
dando a entender que la prioridad para los norteamericanos era la política interna, 
especialmente la económica, que influían en la vida cotidiana de los ciudadanos. La 
estrategia funcionó y Clinton ganó la presidencia.  
En los inicios de los noventa la producción industrial ya presentaba síntomas de 
recuperación y la tasa de ganancia continuaba con su tendencia ascendente cuando Bill 
Clinton asumió la Presidencia (1993-2001) y, contrariamente a las políticas keynesianas 
de sus antecesores, principalmente del keynesianismo militar de Reagan, promovió una 
fuerte política de equilibrio fiscal. Esta decisión continúo con los efectos negativos 
sobre sus principales competidores y socios comerciales de Europa y Japón, países que 
disminuyeron su demanda agregada interna exacerbando problemas de sobreproducción 
y de capacidad instalada subutilizada.  
Esta situación por supuesto, no iba a perdurar por mucho tiempo, dado que la crisis de la 
moneda mexicana en 1994 (Tabla 6) había tenido fuertes repercusiones en las 
economías latinoamericanas e inclusive con algunos efectos en la norteamericana. 
Además, Clinton estaba en vísperas de la reelección de 1996 y por tanto no podía 
permitirse un segundo “tequilazo” en Europa y Japón, por lo que se vio precisado a 
realizar un “Acuerdo del Plaza Inverso” en la primavera-verano de 1995 que llevó a la 
revaluación del dólar y por tanto a la devaluación del yen y del marco alemán para 
recuperar sus economías (Brenner, 2009 y Arrighi, 2007).   
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El principal objetivo de Clinton a nivel interno se centró entonces, en restaurar el 
equilibrio del presupuesto federal y desde el verano de 1993 estableció medidas de 
austeridad del gasto; objetivo que logró llevar a cabo. Y en 1997 el creciente déficit 
fiscal heredado de las dos administraciones republicanas se había reducido 
prácticamente a cero (Brenner, 2009). Esta política de austeridad fue complementada 
por las medidas de control del crédito, mediante continuos aumentos de las tasas de 
interés entre 1994 y 1995 (gráfico 25). A partir de 1996 se reinicia una disminución de 
las mismas con lo cual la inversión se incrementó, reflejando de esta manera las 
expectativas de mayores tasas de ganancia que efectivamente se fueron presentando. 
Dicha inversión se dirigió básicamente a maquinaria y equipo de alta tecnología 
(Caputo, 2004), hecho que coincidió al final de la década con el nuevo impulso al 
crecimiento económico, que por entonces se le atribuyó al milagro de la Nueva 
Economía
328
; dado que gran parte de la inversión se dirigió a ese sector estimulado 
también por el mercado de valores que le dio un nuevo arrastre a la economía 
norteamericana.  
Gráfico 25 Tasas de interés nominal en Estados Unidos. 1970-2000 
Fuente. Elaboración propia con datos de Bernanke, et al., “Macroeconomía”, 2004 
                                                             
328 Sostiene Chesnais (2002) que “el término nueva economía”, fue inventado por periodistas formados 
para encontrar “nuevas cosas” que suelen bautizar con nombres influyentes en el “imaginario de sus 
lectores”. Más adelante sostiene que, en realidad siempre fue difícil encontrar una definición a esta 
expresión y utiliza entonces la definición que trató de formular el Consejo de Análisis Económico, al 
afirmar “que se designa con el mismo término un sector efervescente, el de las industrias de la 
información y de las telecomunicaciones (las “TIC”) y una nueva manera de entender la economía en su 
conjunto”. Conseil d´Analyse Economique, citado por Chesnais, pág. 44.     
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La industria norteamericana ganó en competitividad, logrando importantes repuntes en 
la tasa de ganancia tanto industrial, como general, hasta inicios de 1998, cuando 
estallaron las economías de los llamados “tigres asiáticos” que habían irrumpido 
fuertemente en la competencia por los mercados en el comercio internacional (tabla 5). 
Brenner también sostiene que este impulso fue fruto del efecto riqueza
329
 proveniente de 
la burbuja bursátil que se vivió en esos años como consecuencia del aumento del crédito 
fácil y barato que se utilizó básicamente en el sector inmobiliario entre 1998 y 2004, y 
que años más tarde daría origen a la crisis de los créditos subprime. Además, este 
fenómeno fue también producto de la desregulación del movimiento de capitales y del 
sector financiero que, como se ha mencionado había recobrado su protagonismo político 
y económico a nivel mundial  
En las críticas hechas a los procedimientos utilizados por el mundo de las finanzas 
hemos mencionado numerosos autores
330
 quienes coinciden en que si bien es cierto que 
tanto el sector bancario como el financiero han sido indispensables para asegurar y 
promover diferentes proyectos industriales, también lo es que llega un momento en que 
el objetivo de las actividades financieras “obedece más al atractivo de nuevos productos 
financieros por sí mismos, que al objetivo de disminuir los riesgos ligados al 
financiamiento del sector productivo… [por lo que] el aspecto parasitario de las 
finanzas puede volverse importante” (Salama, 2006).  
Durante el gobierno de Bill Clinton las finanzas y los mercados ocuparon el centro de la 
escena del crecimiento económico estadounidense mediante la valorización ficticia de 
los patrimonios y donde las familias, empujadas por el efecto riqueza, aumentaron sus 
consumos lo cual contribuyó, además, a la valorización del capital productivo. En este 
escenario se destacaron varios eventos de similar importancia: 1) Estados Unidos 
                                                             
329
Se conoce como efecto riqueza al hecho de que, al aumentar el precio o la ganancia de un bien, en 
este caso un activo financiero, la gente piensa que aumentan sus ingresos o que se van haciendo más 
ricos por lo que tienden a aumentar sus niveles de consumo.  
330Brenner, (2009); Duménil y Lévy, (2007); Caputo, (2004), y Salama, P (2006), entre otros. Por su parte 
Giovanni Dosi sostiene que este sector no agrega ningún valor agregado a la economía y lo que hace 
constantemente es buscar aumentar su propia plusvalía a través de continuas innovaciones tecnológicas 
en su acción. Dice además que las innovaciones no siempre han sido beneficiosas como fue el caso de la 
bomba atómica en el siglo XX y que en la actualidad dichas innovaciones se han convertido en 
verdaderas armas de destrucción masiva en contra del resto de los sectores sociales y económicos. 
(Conferencia “Intellectual Property y Rights and Purposses”, IPR). CID, Universidad Nacional de Colombia 
sede Bogotá, dic 1 al 4, 2014.      
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disfrutaba de una etapa de auge económico, 2) las finanzas propiciaban un 
desplazamiento de la inversión del sector productivo hacia el financiero donde obtenían 
mayores tasas de ganancia en periodos más cortos, y 3) la “nueva economía” tenía un 
efímero boom, mientras las economías asiáticas mostraban la gravedad de sus crisis.  
Igualmente, se vivió una atmosfera de marcada competencia por los mercados 
mundiales, de una sobreproducción y de nuevos jugadores en el mismo, dando así 
origen a la última crisis económica mundial vivida en el siglo XX, iniciada en el este 
asiático y que rápidamente se extendió al resto de la economía mundial por el llamado 
“efecto dominó”
331
. A diferencia de las anteriores crisis, esta última alcanzó a 
extenderse hasta los primeros años del siglo XXI, y tuvo sus orígenes en los mercados 
monetarios y financieros. 
De una parte, hubo una total laxitud en los controles de los organismos locales e 
internacionales en la expansión vertiginosa de sus actividades a nivel planetario, gracias 
a la obtención de unas tasas de ganancia que no obtenía ningún otro sector legal de las 
economías. Además, dicha falta de control llevó a que, por el contrario, las políticas 
monetarias de cada país estuvieran presionadas por los intereses del sector financiero, es 
decir a que no se controlaran (Dumenil y Levy, 2007). También Dossi (2014) es 
partidario de esta apreciación y dice que simplemente las regulaciones y normas a este 
sector siguen “atoradas”, es decir, no ha existido real voluntad política para 
reglamentarlo.  
De esta forma, el afán por obtener grandes ganancias que el keynesianismo no les 
permitía y, que ahora el libertarismo económico estimulaba, crearon las condiciones 
para que se llegara a esta nueva crisis del capitalismo.  
1.3.- Los efectos políticos y sociales 
La economía en general, y su tasa de ganancia, han estado influenciadas por 
acontecimientos tanto políticos como sociales, ya que su evolución refleja las decisiones 
que los diferentes agentes sociales han tomado para tratar de revertir o acentuar su 
                                                             
331 El “efecto dominó” fue un fenómeno económico producto de la crisis financiera experimentada por 
los países del sureste asiático en julio de 1997 aumentando el pánico por el posible desastre económico 
mundial por contagio financiero.     
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tendencia cuando esta es ascendente. Es de destacar entonces que los cambios 
experimentados a nivel mundial a finales de los ochenta e inicios de los noventa con la 
caída del Muro de Berlín y del bloque soviético, transformaron desde entonces el 
escenario internacional. Se pasa de un mundo bipolar —una especie de equilibrio 
nuclear y militar— a uno unipolar donde Estados Unidos se proclamaba victorioso de la 
contienda no declarada durante la guerra fría. Según los defensores del libre mercado, 
persistirían diferentes acontecimientos mundiales, pero sin apartarse de los límites 
establecidos por la vencedora democracia liberal y la triunfante economía capitalista 
dado que se habría alcanzado “el horizonte último de la historia” (Fukuyama, 1992).  
Al iniciarse los noventa, las tasas de interés iniciaron una fuerte tendencia a la baja y su 
punto mínimo se ubica en 1993; hecho que fue atribuido a la casi total disponibilidad 
estadounidense para endeudarse dado su carácter predominante como centro monetario 
hegemónico “del novedoso mercado financiero globalizado” que se había construido 
previamente (Ramos y Ryd, 2005, p 22). Para el último quinquenio hubo cierta 
estabilidad, a excepción de 1998 que también presentó un ligero descenso
332
, que 
posteriormente repuntó hasta el 2000, cuando la FED reinicia fuertes y continuos 
descensos de la tasa de interés en un intento por reanimar la economía estadounidense 
apoyándose en el mayor consumo de las familias y empresas.  
De otra parte, la fuerza de los industriales y en general de las elites se hizo notar en los 
descensos de sus impuestos. En el gobierno de Reagan se presentó una reducción 
bastante significativa en la tributación sobre las ganancias por lo que Caputo (2004, p. 
14)
333
 sostiene que dicha disminución representó, cerca del 30 % en los ochenta y que 
aún persistían hasta comienzos del presente siglo.  
Esta mezcla de reducción de las tasas de interés y de impuestos a las empresas, y, clases 
altas, buscaban dos cosas: de una parte, y la más importante, doblegar la tendencia 
decreciente de la tasa de ganancia y promover el endeudamiento privado, en gran 
medida de las familias, con lo que el crecimiento de la economía norteamericana se 
dejaba en manos de una demanda agregada que aumentaba su consumo mediante el 
                                                             
332 Ver Brenner, 2009, Dumenily Levy (2002 y 2007), Caputo, Orlando (2004)  
333 Además, sostenía que “Si los impuestos no hubieran bajado y hubieran permanecido las tasas del 
periodo 19870-80, las empresas deberían haber pagado en torno a los US$ 354 000 millones, es decir, 
un 40 % más de lo que pagaron”.  
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crédito; y de otra parte, un mayor impulso a la industria para que ganara en 
competitividad internacional frente a los europeos, japoneses y los nuevos países 
industrializados –NICs-, especialmente los “tigres asiáticos”.  
Esto significaba, un mayor déficit fiscal y mayores deudas del gobierno estadounidense 
cuyos bonos fueron adquiridos por el sector financiero, logrando otras de las bases de su 
nuevo predominio en la economía tanto norteamericana como global
334
. El crecimiento 
vertiginoso del déficit, principal preocupación de los reformadores del mercado, es lo 
que hace entendible el afán de Clinton y el Congreso estadounidense por equilibrar el 
presupuesto deficitario heredado de los gobiernos republicanos.  
Estas medidas económicas no eran neutras porque de alguna manera representaban el 
típico juego de suma cero donde lo que gana un sector se hace en detrimento de otro —
o de otros. En el frente externo se ganaba en competitividad, mientras que a nivel 
interno estos cambios en las relaciones sociales de producción representaron una mayor 
participación porcentual de las ganancias empresariales en el PIB, mientras que la 
participación de los salarios se redujo en los ochenta, además, presentó oscilaciones en 
la primera mitad del noventa, luego con el boom de la construcción, la bolsa y el auge 
de la Nueva Economía, estos salarios tienen un leve repunte en 1997 y 1998 para luego 
presentar otro declive hasta bien entrados los primeros años del siglo XXI (gráfico 22).  
1.4.- Repunte de la tasa de ganancia en detrimento de los trabajadores 
Las cifras indican que, para el logro de la tasa de ganancia ascendente, el sector 
damnificado fue el de las clases populares especialmente el sector sindical que había 
venido siendo golpeado con más fuerza desde la administración Reagan. Lo colocaban 
en una situación de repliegue tratando solo de conservar logros obtenidos en la época 
del Estado Bienestar que cada vez se iban perdiendo con mayor celeridad.  
El menor número de trabajadores sindicalizados y el resquebrajamiento de sus 
organizaciones abonaron el camino para establecer la más profunda flexibilización 
laboral que condujo a la reducción de las alzas en los salarios y a una mayor 
                                                             
334 Otra forma de dominio de las finanzas fue a través del endeudamiento de las empresas para de esta 
forma, adquirir el control de las mismas. Rudolf Hilferding (1973) ya había mostrado como este 
mecanismo se había presentado al comienzo del siglo XX.   
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precarización del trabajo. Otro indicador del repliegue sindical fue el descenso en el 
número de huelgas, donde participaron mil o más trabajadores, que de cerca de 470 
realizadas en 1975, se redujeron a solo 32 entre 1990 y 1995 (grafico 26). Además, se 
redujo drásticamente el número de trabajadores sindicalizados. 
Un aspecto adicional a tener en cuenta es que, como consecuencia del menor 
incremento del salario real y con el fin de no mermar aún más su consumo, las familias 
se vieron abocadas a enviar un mayor número de sus miembros al mercado laboral, a 
trabajar más horas y a aumentar sus niveles de endeudamiento, los cuales a su vez, 
contribuían al mayor peso de las finanzas en la economía. Esto último se ha visto 
incentivado por la fuerte desregulación financiera a nivel global y la creación de nuevos 
instrumentos financieros que permitió un mayor acceso al crédito a variados sectores de 
la población (Boyer, 2014). 
Gráfico 26 Actividad Huelguística en Estados Unidos, 1947-1995 
Fuente. Brenner, 2009, figura 12.1, p. 362.  
2.- EFECTOS DE LA POLÍTICA PROMERCADO EN AMÉRICA 
LATINA 
Acorde a lo que venía sucediendo desde la década de los setenta, la de los noventa fue 
de profundización de las reformas que buscaban una mayor inserción en la economía 
mundial, como forma de restablecer tasas de ganancia que permitiera la acumulación, 
así como la conducción de las economías latinoamericanas por una orientación hacia el 
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mercado (Ocampo y Bértola, 2013; Vega y Bizberg, 2004; Marques-Pereira y Théret 
2004). 
El cambio del paradigma dominante, los buenos indicadores económicos 
estadounidenses, el auge y consolidación de las finanzas, reflejadas en el boom de la 
Bolsa en Nueva York, fueron hechos que tuvieron fuertes repercusiones en la región 
cuyas economías han sido bastante dependientes del comportamiento de dicho país. 
Esto condujo a que las ideas neoliberales consiguieran una hegemonía, ideológica y 
políticamente, sin precedentes que propuesta alguna hubiese logrado hasta nuestros días, 
en este sentido (Anderson, 2003).  
Sin embargo, como lo mencionamos anteriormente, las reformas variaron de acuerdo al 
régimen político y por tanto al tipo de Estado establecido, acorde a los intereses de las 
elites en el poder, muchas de las cuales eran fervientes seguidoras, por lo que además se 
puede hablar de “diversidad de capitalismos” (Boyer, 2002 y 2005) con el rasgo común 
de abrir la economía (como forma de incrementar sus ganancias) y reducir la 
participación del Estado en la vida política, económica y social acorde a lo que venía 
sucediendo en los principales países capitalistas, así como en China y Rusia
335
.  
En Chile fueron adelantadas por la dictadura militar y apoyadas por las elites 
tecnocráticas liberales, que a su vez contaban con el sustento teórico e ideológico de la 
Escuela Económica de Chicago, estableciendo una especie de Estado autónomo de 
estrecha colaboración con y del sector privado (Silva, 2007, citado por Bizberg, 2014, p. 
57). Sin embargo, es de tener en cuenta que, en varias ocasiones, inclusive durante la 
dictadura, se presentaron ciertos distanciamientos con el modelo de mercado liberal 
puro. Por ejemplo, en los ochenta “después del colapso del modelo liberal monetarista, 
el Estado empezó a incrementar su intervención en la economía” (Bizberg, 2014, p. 83).  
En Argentina, si bien es cierto que durante la dictadura los militares reorientaron la 
actividad estatal en la vida política, económica y social bajando ostensiblemente su 
participación, abriendo la economía al sector externo, y limitando la redistribución del 
                                                             
335 Otros autores, por el contrario, sostienen que inclusive para lograr las reformas liberalizantes fue 
imprescindible una fuerte acción estatal. Se necesitó de su fortaleza, hasta para lograr su repliegue (De 
la Garza y Neffa, op cit).   
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ingreso, paradójicamente fue durante el gobierno democrático de Carlos Saúl Menem 
(1989-1999) cuando se realizaron con mayor severidad las reformas dirigidas por el 
mercado
336
. Para ello, el gobierno que había llegado al poder con las banderas del 
peronismo, contó con el apoyo, aunque dividido, del poderoso sindicato de la 
Confederación General del Trabajo CGT, que también ha pertenecido a esta 
organización política
337
. Como contraprestación al apoyo a las reformas establecidas el 
gobierno le permitió a la central obrera conservar el control de las obras sociales 
(Bizberg, 2014) 
De otro lado, Brasil y México fueron los países latinoamericanos cuyos Estados 
tuvieron un mayor nivel de intervención en la vida económica y social durante la época 
de Sustitución de Importaciones o de industrialización dirigida por el Estado. Sin 
embargo, a partir de la década del setenta estos países aunque establecieron modelos de 
desarrollo divergentes de acuerdo con las estructuras sociopolíticas diferenciadas, 
paulatinamente llevaron sus economías por una orientación más ortodoxa.  
Las juntas militares que gobernaron a Brasil entre 1964 y 1985, buscaron su legitimidad 
a través del crecimiento económico, aunque con profundas grietas en la distribución del 
ingreso, uno de los más inequitativos de la región durante el periodo estudiado (Tabla 
8). La crisis financiera mundial de 1982, llevó a que el país tuviera que echar mano de 
sus propios recursos para continuar con su modelo basado en el crecimiento económico. 
Lo anterior  sumado a una hiperinflación interna desbordada y con unas fuerzas sociales 
bastante activas tanto en lo laboral como en lo político, presionó el tránsito hacia la 
apertura democrática. 
La decidida movilización de los trabajadores por la democracia fue determinante para 
atenuar en gran medida el repliegue estatal, así como para evitar el proceso de 
desindustrialización que por entonces se dio en la región. De esta forma, como lo 
sostiene Bizberg (2014), Brasil retornó a la democracia conservando su base industrial, 
                                                             
336 Menem fue uno de los gobernantes latinoamericanos que llevaron a sus países a las más drásticas 
medidas de liberalización económica y política en la década del noventa  
337 Algunos llegaron a plantear las reformas adelantadas por Menem como un tipo de “peronismo 
neoliberal” bastante opuesto a las ideas del fundador de este partido político (Fracchia, A. América 
Latina: “La primera presidencia de Menem: ¿Nace un peronismo neoliberal?”), para ampliar esta 
información consultar el siguiente enlace http://www.revcienciapolitica.com.ar/num1art2.php  
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hecho fundamental para que luego esta economía pudiera colocarse entre las más 
grandes del mundo.  
Un contraste se evidenció en México, pues de un Estado que surgió de una revolución, 
donde el pueblo jugó papel importante y por tanto representatividad en su construcción, 
se llegó a un Estado excluyente donde las fuerzas sociales parecieron impávidas ante su 
desmonte de las actividades económicas y sociales. El partido gobernante y surgido de 
la revolución, el Parido Revolucionario Institucional, PRI, en sus inicios logró controlar 
a los diferentes movimientos sociales cooptándolos y conformando verdaderos grupos 
corporativos que se beneficiaron de la distribución del ingreso en forma menos 
inequitativa que en Brasil Marques-Pereira y Théret (2004).  
Para Bizberg (2014), el descubrimiento de reservas petroleras y la facilidad de acceso a 
créditos internacionales, condujeron a que este país retrasara la transformación de su 
modelo de industrialización dirigida por el Estado. Igualmente, durante la mayor parte 
del período aquí estudiado, el PRI instauró un régimen civil autoritario que para poder 
mantenerse en el poder debió priorizar la estabilidad política antes que la económica; 
por tanto cuando llegó la crisis financiera de 1982, sumada a la disminución de los 
precios del petróleo que golpeó con gran dureza las finanzas estatales y del aumento 
desmesurado de las tasas de interés por Volcker en Estados Unidos, el gobierno se vio 
forzado a decretar la suspensión de pagos de la deuda externa.  
El hecho que luego México tuviera que acudir y acogerse a las dolorosas recetas del 
FMI, significó que las elites económicas y políticas acordaran el giro de su economía, 
desde entonces orientada hacia el mercado. Rápidamente, en seis años, abrió 
radicalmente la economía y abandonó la política de fomento y apoyo a la 
industrialización
338
 insertándose en el modelo guiado por las exportaciones, y la 
flexibilización en las relaciones salariales dio paso al crecimiento de empresas 
maquiladoras, por lo que prácticamente los derechos y conquistas laborales fueron 
vulnerados y eliminados. Fue bastante diciente el hecho que los tecnócratas una vez que 
tomaron las riendas del Estado, prescindieron de los funcionarios que habían defendido 
                                                             
338 Que garantizaba una tasa de ganancia competitiva que incentivaba la inversión y la reproducción del 
proceso de acumulación.  
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los programas de fomento a la industria y del Estado Bienestar de la época de la 
industrialización dirigida por el Estado.  
Con los matices aportados por las elites de cada país, pero con la intención de acogerse 
a los lineamientos prevalecientes en el contexto internacional, América Latina aceleró 
en los noventa las reformas que abrieron más sus economías para lo cual adelantaron las 
más duras políticas de ajuste y estabilización donde los salarios y los programas sociales 
fueron los más afectados. Por tanto, con “la casa arreglada”, más en el orden de control 
social y político, estas mismas elites vieron la necesidad de transitar nuevamente hacia 
regímenes democráticos liberales en Chile, Brasil y Argentina que venían de las 
dictaduras militares, mientras que México se apartaba del gobierno autocrático del PRI; 




Esta década se caracterizó por un repunte en el crecimiento económico, aunque con 
fuertes oscilaciones donde los auges presentados en los años 1994, 1997 y 2000 fueron 
seguidos por marcadas desaceleraciones en los años siguientes (gráfico 27).  
Gráfico 27 Crecimiento del PIB per cápita América Latina, 1970-2003 
Fuente. Elaboración propia con base en series históricas de Maddison dataset in January 2013. 
Se creció a un promedio del 3.3 %, bastante inferior al logrado en las tres décadas 
precedentes a la crisis de la deuda que tuvo tasas del 5.5 % (Ocampo y Bértola, 
                                                             





. Estos autores también mencionan como logros a mostrar la reducción de la 
inflación
341
 y el descenso de los déficit fiscales en la mayoría de los países de la región.  
2.1.- Los límites del neoliberalismo 
Las cifras obtenidas décadas después de la implantación del neoliberalismo son 
elocuentes y los diversos trabajos realizados en este aspecto son variados y bien 
documentados
342
. La mundialización de la economía siguió su marcha y el 
fundamentalismo del mercado encontró fervientes seguidores de esta doctrina quienes 
se han encargado de implementarlo en diferentes zonas a nivel global, aunque los 
hechos cada vez más demuestren su fracaso en la redistribución del ingreso y el logro 
del bienestar de la generalidad de la población. Veamos entonces algunos de los 
principales efectos de esta nueva orientación económica, política y social en la región. 
2.1.1.- En lo económico 
La globalización económica se ha materializado a través de la profundización del libre 
mercado, en su objetivo de la maximización de las ganancias y de su tasa, con el 
desmonte de las regulaciones estatales en las diferentes actividades económicas y 
cambios en las instancias políticas, dado que los países debieron realizar profundas 
transformaciones institucionales para “adecuarse” y adaptarse a las condiciones que 
dicha implantación requería. Estas modificaciones se realizaron tanto en el centro como 
en los países periféricos; inclusive en la mayoría de países de la región se promulgaron 
nuevas constituciones que apoyaban estas iniciativas
343
.  
                                                             
340 A esta misma conclusión había llegado Brenner en el comportamiento económico de las principales 
economías capitalistas analizadas en su libro  
341 Sin embargo, como hemos visto esta fue una de las prioridades de la gente de las finanzas para lograr 
revertir la tendencia decreciente de la tasa de ganancia y la valorización de los créditos concedidos.   
342 Pierre Salama, Marques-Pereira, Bruno Théret, y la totalidad de regulacionistas, así como Orlando 
Caputo, Theotonio Dos Santos, Celso Furtado, Gregorio Vidal, Esthela Gutiérrez, María Guadalupe 
Acevedo, y Ángel María Casas, entre otros 
343 Las reformas constitucionales o la promulgación de nuevas, fueron determinantes en el papel que 
jugaría el Estado en las relaciones político económico-sociales que desde entonces entrarían en vigencia, 
así: Chile 1980 bajo la dictadura militar; Brasil, 1988 con un gobierno democrático; reforma 
Constitucional en Argentina en 1994 con gobierno democrático y Colombia 1991 también bajo un 
gobierno democrático.   
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Por ejemplo, la liberación de los mercados de bienes, de mercancías y de capitales, así 
como las ventas de las empresas estatales, requirió del desmonte del modelo de 
sustitución de importaciones, que había sido la fuente gravitacional de acumulación en 
la mayor parte del siglo XX, y que a la postre representó un duro golpe a la 
industrialización en la región.  
 Lo anterior, llevó a que la masiva entrada de mercancías, contra las que no pudieron 
competir las empresas locales, y la gran afluencia de capitales, crearan un caldo de 
cultivo bastante complejo para la industria que condujo a un fuerte proceso de 
desindustrialización en la región (Katz, J., et al., 1996; Ocampo y Bértola, 2013). En 
estas circunstancias la industria, como principal sector en la acumulación de capital 
cedió el paso al sector terciario, especialmente a los servicios financieros, y a una fuerte 
informalización de la economía.  
Sin embargo, inicialmente el nuevo impulso de crecimiento parecía darle la razón a los 
reformadores neoliberales quienes reclamaron como verdaderos triunfos suyos el 
repunte económico, a pesar de ser todavía muy débil, hasta después de mediados de los 
noventa (gráfico 27) —cuando aún persistía la tendencia decreciente—, y el control de 
la inflación, inclusive en aquellos países que habían sido golpeados por hiperinflaciones 
como Brasil, Argentina y Bolivia. No obstante, la región todavía se sentía muy sensible 
a crisis como las ocurridas en México en 1994 y el sudeste asiático en 1997 (Tabla 5).  
En cuanto a la tasa de ganancia, como lo sostiene Caputo, este es un indicador que poca 
atención ha recibido por parte de los organismos internacionales por lo que no hay cifras 
concretas que permitan establecer cuál ha sido su composición y la forma cómo ha 
evolucionado a través del tiempo.  
No obstante, de acuerdo con los datos parciales obtenidos en Foley (2005)
344
, se 
observó que la tasa de ganancia para Argentina, México y Brasil efectivamente tuvo un 
repunte desde el año 1992 pero luego se presentaron fuertes descensos (gráfico 28) 
como consecuencia del “efecto dominó” proveniente de la crisis asiática que hizo pensar 
que la recuperación seguía siendo incierta. Pero de otro lado, en forma indirecta se 
                                                             
344 Los datos de la tasa de ganancia para Latinoamérica aún son bastante precarios y aquí se utilizaron 
de acuerdo a los elaborados por Foley 
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pueden tener algunos indicios sobre la evolución de la rentabilidad y uno de estos es la 
forma como se ha comportado la distribución funcional del ingreso
345
 durante el periodo 
estudiado.  
Gráfico 28 Evolución tasa de ganancia de Argentina, Brasil y México, 1970-2000 
Fuente. Elaboración propia, con base en Foley (2005).  
El excedente bruto de explotación, es decir las ganancias del capital, ha crecido 
mientras que las remuneraciones al trabajo han disminuido considerablemente desde 
1970. En una muestra de siete países de la región se encontró que en México en 1970 la 
participación de los salarios en el PIB era del 35.7 %, luego descendió a 30.9 % en 1990 
y para 1998 continuó su descenso hasta 30.7 %. Brasil había tenido un buen 
comportamiento de 1970 a 1990 aumentando de 34.2 % a 44.8 % y en la década del 
noventa tuvo un fuerte retroceso al ubicarse en 1998 en 36.5 %; igual tendencia se 
visualizó en Chile, Perú, Ecuador, Paraguay, y Venezuela (Caputo, 2002). 
Igualmente se encontró en la región, una disminución de los ingresos de los trabajadores 
en cerca del 25 %, mientras que el de los empresarios aumentó en más del 15 %. Esta 
deficiente distribución funcional del ingreso es un indicador de cómo la tasa de 
ganancia del capital, similar a lo acontecido en Estados Unidos, tuvo una tendencia 
ascendente en los noventa a nivel regional a expensas de los trabajadores quienes en 
términos reales vieron reducir su capacidad de compra. La situación comienza a 
                                                             
345 Se entiende como distribución funcional del ingreso a la participación de los factores de producción, 
capital y trabajo, en el producto o renta nacional (PIB).  
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complicarse en los últimos tres años del decenio que fueron bastante negativos en el 
comportamiento económico pues de un crecimiento del 3.7 del PIB en el conjunto de la 
región para 1997, cayó en los dos años siguientes al ubicarse en -1.6 en 1999. “En la 
mayoría de los países sudamericanos se estancó o bien se redujo el producto interno, 
aumentaron las tasas de desempleo abierto y disminuyeron las remuneraciones reales” 
(CEPAL, 2000, p. 15). Dicho decrecimiento se reflejó en un aumento de la pobreza. 
Una variable que ayuda a entender la débil recuperación de la dinámica económica en el 
subcontinente es la inversión como indicador del proceso de acumulación de capital. 
Esta variable tuvo un crecimiento significativo en los setenta, para luego presentarse 
cierto estancamiento en las dos décadas siguientes. Solo a partir de 1997 comienza a 
repuntar nuevamente, cuando logra superar las cifras de 1980 (tabla 7).  
 
Tabla 7 Formación bruta de capital fijo en América Latina 
  Tabla Nª 6. Formación Bruta de Capital Fijo en América Latina    
            (Millones de dólares de 1995)       
1970 1975 1980 1985 1990 1995 1996 1997 1998 1999 2000 
173,9 271,4 358,2 264,3 282 315,6 327,6 377,2 386,5 362,9 378,2 
Fuente. Construido a partir de Caputo, 2004; anexos estadísticos 1990, 1999 y CEPAL, 2000. 
Es de notar, sin embargo, que dicha inversión se dirigió principalmente a la 
construcción, a sectores dedicados a la actividad exportadora y de servicios públicos 
que se habían privatizado en este periodo, en detrimento de la inversión en maquinaria y 
equipo que de alguna manera habrían reflejado algún repunte en el sector productivo.  
La inversión extranjera también tuvo un fuerte crecimiento, pasando de cerca de US$ 
10 000 millones en 1992 a aproximadamente US$ 90 000 millones en 1998, cuando 
empieza a decaer nuevamente hasta 2003 (CEPAL, 2008), pero igualmente, esta se 
dirigió al sector de la construcción y a la adquisición de empresas públicas y privadas ya 
establecidas. También entraron grandes capitales a los sectores privatizados con alta 
concentración en empresas multinacionales (Caputo, 2002).  
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2.1.2.- En lo social  
La reducción de la inflación (uno de los éxitos reclamados por la nueva ortodoxia), que 
favoreció ampliamente a los acreedores, y en cuya implementación contó con el 
beneplácito y apoyo de los organismos internacionales de crédito, tuvo unos costos 
sociales bastante dolorosos para la región. Este “éxito” unido a la desregulación estatal 
y demás estrategias adoptadas en el consenso de Washington, para recobrar el 
crecimiento de la tasa de ganancia, ha profundizado la pobreza y la desigualdad social. 
Los datos presentados por el BID mostraron que en América Latina el 25 % del ingreso 
total es percibido por 5 % de la población, mientras que el 40 % de dicho ingreso, queda 
en manos de solo el 10 % de la población más rica, lo cual contrasta con lo acontecido 
en los países de renta más elevada donde el 13 % del ingreso total es percibido por el 
5 % de los más acaudalados (Bell, et al., 2009); es decir, a medida que los países son 
más pobres, más alta es la concentración y más desigual la distribución del ingreso.  
Cifras bastante parecidas encontró la CEPAL
346
 finalizando el decenio, al sostener que 
en ese momento esta región era la más desigual del mundo a pesar de la relativa 
recuperación económica del primer quinquenio. Lo que siguió para el segundo fue 
menos alentador pues según la misma entidad, la distribución del ingreso tendió a 
empeorar en los ciclos de bajo crecimiento, mientras que en las épocas de recuperación 
económica, mostró resistencia a disminuir la inequidad (CEPAL, 2002)
347
. En el 
periodo 1990-2002, en el 60 % de los países latinoamericanos la concentración del 
ingreso creció, en el 14 % descendió y se estancó en el 26 % restante
348
 .  
El nivel de desigualdad y de concentración del ingreso es medido de acuerdo con el 
coeficiente de Gini. Este indicador muestra que entre los países considerados de alta 
concentración o de alta desigualdad, Brasil mantuvo esta constante con registros de 
0.627 en 1990 y 0.639 en 2002, mientras que el país con mejor distribución del ingreso 
fue Uruguay cuyo índice cayó del 0.492 a 0.455 en los mismos años (tabla 8). 
                                                             
346 CEPAL, Panorama social de América Latina, 2000-2001.  
347 En épocas de fuertes recesiones el 40 % de la población más pobre sufrió los rigores de la misma, 
mientras que el 10 % de quienes percibían los mayores ingresos aumentó su participación en los 
ingresos totales.    
348 CEPAL, Panorama Social, 2003-2004 
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Tabla 8 Coeficiente de Gini en América Latina 
Estratificación de países de acuerdo al Coeficiente de Gini 
según la distribución del ingreso, 1990-2002 
año, país, coeficiente de Gini 
Nivel de 1990   1994   1997   1999   2002   
Desigualdad País Gini País  Gini País Gini País Gini País Gini 
Muy Alto Brasil      0,627 Brasil 0,621 Brasil 0,638 Brasil 0,64 Brasil 0,639 
0,5800-1 Honduras 0,615 Nicaragua 0,582 Nicaragua 0,584     Argentina 0,59 
  Guatemala 0,582             Honduras 0,588 
  Chile 0,554 Colombia  0,579 Colombia 0,577 Honduras 0,564 Nicaragua 0,579 
  Panamá 0,545 Honduras 0,56 Guatemala 0,56 Colombia 0,564 Colombia 0,575 
  Bolivia 0,538 Chile 0,553 Chile 0,56 Chile 0,559 Bolivia 0,554 
  México 0,536 Panamá 0,548 Honduras 0,558 R. Dominic. 0,554 Chile 0,55 
Alto Colombia 0,531 México 0,539 Panamá 0,552 Perú 0,545 R. Dominic. 0,544 
0,5200-0,5799         México 0,539 México 0,542 Guatemala 0,543 
          Perú 0,532 Argentina 0,542 El Salvador 0,525 
          Bolivia 0,531 Panamá  0,533 Perú 0,525 
          Argentina 0,53 Ecuador 0,521     
  Argentina  0,501 Bolivia 0,514 El Salvador 0,51 El Salvador 0,518 Panamá  0,515 
  Uruguay  0,492 Paraguay 0,511 Venezuela 0,507 Bolivia 0,504 México 0,514 
Medio Venezuela 0,471 Argentina 0,508 Paraguay 0,493 Venezuela 0,498 Ecuador 0,513 
0,4700-0,5199     El salvador 0,507     Paraguay 0,497 Paraguay 0,511 
      Venezuela 0,486     Costa Rica 0,473 Venezuela 0,5 
      Ecuador 0,479         Costa Rica 0,488 
Bajo Ecuador 0,461 Costa Rica 0,461 Ecuador 0,469 Uruguay 0,44 Uruguay 0,455 
0-0,4699 Costa Rica 0,438 Uruguay 0,423 Costa Rica 0,45         
          Uruguay 0,43         
           
Fuente. CEPAL, Panorama social de América Latina, 2004. 
Otro caso para tener en cuenta es Argentina, cuya distribución desigual aumentó en 
forma dramática de 0,501 a 0,59, es decir un crecimiento del 18% en este mismo 
periodo. Concomitante con la desigual distribución del ingreso o mejor, como 
consecuencia de la misma, los niveles de pobreza que han identificado a los países 
latinoamericanos mostraron un apreciable aumento en el número absoluto durante esta 
década. Las cifras revelan que, como corolario de la implementación del modelo 
soportado en las fuerzas del mercado, se presentó un aumento de 11 millones de 
personas pobres entre 1990 y 1997, y entre el periodo de 1997 y 1999, ¡en sólo dos 
años!, aumentó en 7.6 millones según cifras de la CEPAL La indigencia presentó un 
leve descenso de 93 a 92 millones entre 1990 y 2001.  
En el mismo sentido, la flexibilización laboral condujo a que la mayor parte de la 
población latinoamericana no tuviese, aún hoy, un contrato de trabajo, presentándose 
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desde esta década un verdadero “retroceso brutal” (Sader, 2008a) en las condiciones 
laborales que unido a un menor acceso a la seguridad social y a las pérdidas de empleo, 
hizo que se “desvalorizara” el capital humano y por tanto sus condiciones de vida. La 
pérdida de dinamismo de los sectores primario y secundario, que son los principales 
generadores de riqueza y empleo, se tradujo en un aumento de las actividades dedicadas 
al comercio y servicios (24 %), microempresas (18.2 %) y otras actividades
349
 las cuales 
en la mayoría de los casos requieren de personal menos calificado. 
Es bastante diciente el hecho que el sector informal haya generado dos tercios de los 
nuevos empleos urbanos durante la década y, con ello, haya aumentado la participación 
ocupacional de trabajadores no calificados por cuenta propia. Este es un indicador de la 
tercerización e informalización que creció durante esta década. También son bastante 
elocuentes los datos que muestran que mientras entre 1950 y 1980, de cada diez nuevos 
empleados generados, cuatro se hicieron en el sector informal, mientras que para el 
periodo 1980-2000 este número hubiese aumentado a seis; es decir, su participación 
aumentó del 42 % al 46.4 % en los mismos periodos (Tokman, 2001).  
Las relaciones sociales también se vieron seriamente afectadas pues, como 
consecuencia de las nuevas relaciones de trabajo, la población se ha encontrado en el 
dilema de ingresar al cada vez más creciente ejercito de desempleados o de aceptar 
labores de baja calificación y productividad, por supuesto con salarios pauperizados. 
Concomitante con lo anterior las fuertes transformaciones negativas en las condiciones 
de trabajo se manifestaron en la falta de contratos de trabajo; la multiplicación sin 
control de los empleos de tiempo parcial y/o temporales sin seguridad social, también se 
relajaron las causales y se redujeron las indemnizaciones para despedir trabajadores.  
Otra característica de las nuevas condiciones, fueron las continuas limitaciones al 
derecho a la huelga, a la negociación colectiva y las trabas a la afiliación sindical. Esto 
condujo a una profunda fragmentación del trabajo que también ha significado la casi 
                                                             
349 Personal doméstico (9.4 %), construcción (8.1 %) (CEPAL, 2004).   
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imposibilidad de sindicalización y menos acudir a la justicia en caso de cualquier 
reclamación laboral. 
Paradójicamente se continúa trabajando más que antes en cuanto a horas de trabajo 
(regresándose a las formas más arcaicas de incremento de la tasa de plusvalía), pero 
cada vez con menor capacidad organizativa sin la intermediación de las organizaciones 
sindicales en las relaciones laborales. Las características más significativas de las 
reformas de mercado para revertir la tendencia decreciente de la tasa de ganancia de 
inicios de los ochenta y posteriormente de comienzos de los noventa, de un lado, fue la 
lucha contra la inflación impuesta básicamente por los representantes de las finanzas y, 
del otro, la fragmentación de la sociedad, debilitando de esta manera su capacidad de 
resistencia mediante la creciente informalización de la economía y del trabajo. Así, ante 
la pérdida de hegemonía de la fuerza sindical en la mayoría de las protestas sociales, 
tanto en el centro como en la periferia, estos espacios fueron copados por nuevas 
fuerzas sociales de diversas vertientes cuyo punto de encuentro fue el rechazo al modelo 
que ya empezaba a mostrar los primeros damnificados. 
También en este aspecto es pertinente hacer algunas precisiones en cuanto a la relación 
existente de la fuerza de las organizaciones sindicales y sociales y el tipo de Estado que 
se configuró en la región y el calado de las reformas impuestas. En Brasil, por ejemplo, 
estas organizaciones han desempeñado un papel importante en el trasegar político y 
fueron determinantes en el tránsito hacia la democracia. Esto condujo a que en la 
Constitución de 1988 ejercieran presión en el gobierno en contra de las reformas y del 
repliegue estatal de la vida económica y social.  
La fortaleza de los sindicatos y demás organizaciones sociales impidieron también que 
se produjera el desmantelamiento de las políticas de apoyo y fomento industrial que a la 
postre condujo a que no se presentara el fenómeno desindustrializante que se dio en los 
demás países del área y, por el contrario, Brasil se erigiera posteriormente como una de 
las economías más desarrolladas a nivel mundial, acompañadas de una democratización 
en alza. Además, llevó a que la precarización de las condiciones de vida de la población, 
fuesen atenuadas y que sus salarios no cayeron como en el resto de la región, a 
excepción de Argentina y posteriormente en Venezuela.  
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La participación obrera y popular también fue importante en Argentina, y aunque las 
juntas militares quisieron acabarla mediante la persecución y asesinatos de dirigentes 
sindicales y sociales, su organización y dinámica fue crucial en la lucha por la 
democracia. La CGT, luego de la división por el apoyo a las reformas neoliberales de 
Menem, consiguió aglutinar la fuerza social suficiente para recuperar gran parte de las 
conquistas laborales y sociales que había recortado este gobierno. Con la llegada de los 
Kirchner recuperaron en buena parte su protagonismo y atenuaron el reformismo 
neoliberal de Menem. Así, al igual que en Brasil, el nivel de vida de los sectores 
populares se vieron beneficiadas. 
Chile es quizá el lado opuesto, dado que la violencia desatada por la dictadura militar 
contra los sindicatos y organizaciones sociales, a los que consideraban responsables por 
su injerencia en la acción del Estado, explica la prioridad dada por Pinochet y las elites 
aliadas a la “normalización” política antes que a la económica o social. Estos 
acontecimientos facilitaron el camino para que las reformas de mercado se dieran sin 
oposición alguna. 
México, después de la crisis de 1983 quedó sin mayores opciones para resistir a las 
reformas provenientes del FMI, las cuales se impusieron sin mayor oposición debido a 
la debilidad de las organizaciones sindicales y sociales, a la falta de coordinación entre 
ellas, así como a la escasa interlocución ante los empresarios y el gobierno que había 
girado hacia la ortodoxia con los tecnócratas del PRI y continuadas con los gobiernos 
derechistas del Partido Acción Nacional –PAN-, desde la primera década del siglo XXI.  
2.1.3.- En lo político 
La desesperanza por los resultados de las políticas de corte neoliberal, eran ya evidentes 
al iniciar el nuevo milenio. Esto por supuesto se reflejó en una pérdida de legitimidad de 
los partidos políticos y los gobiernos que las habían impulsado. La mayoría de la 
población y especialmente los jóvenes mostraban su apatía por estas instituciones que 
representaban la gobernabilidad de los países (Bell et al., 2007). 
Estos gobiernos a su vez, continuaban y continúan siendo incapaces de recobrar la 
soberanía, aún más resquebrajada con la implementación de las políticas económicas y 
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sociales como consecuencia de la crisis de la deuda de los ochenta. Al contrario, esta 
sirvió como pretexto para que los organismos internacionales de crédito impusieran sus 
condiciones en las recurrentes medidas de ajuste y estabilización como mecanismo para 
asegurar el pago de dichas deudas. “Los memorandos de entendimiento” con el FMI han 
sido utilizados en forma reiterativa para presionar su aplicación.  
Indudablemente las influencias del contexto internacional sobre el desarrollo económico 
y social doméstico, de ninguna manera se deben desestimar, menos para países tan 
marcadamente dependientes como los que componen la región. Pero también es cierto, 
que en su implementación son determinantes las formas en que las fuerzas internas —
elites, gobiernos, partidos políticos y organizaciones sociales— responden a ellas. Las 
elites y gobiernos, en algunas ocasiones, han tenido posiciones críticas frente a los 
lineamientos externos, si estos van en contravía de sus intereses
350
, pero en otras —por 
no decir la mayoría— las aceptan sin mayor resistencia (Stalling, 1994, O´Connor, 
1981) 
Al respecto, es interesante transcribir una anécdota referenciada en el citado texto de 
Sader (2008b), sobre la posición de los gobernantes latinoamericanos en las cumbres 
regionales.  
Hugo Chávez acababa de ser posesionado como presidente de Venezuela, en 1999, y 
asiste por primera vez a una de estas reuniones de los países de América, “con Bush 
recién elegido, y Bush presenta la propuesta del ALCA, del Área de Libre Comercio de 
las Américas. Estaban todos los mandatarios. Ahí, en votación, como era más simple, 
"el que se oponga, levante el brazo". Y Chávez cuenta, "Estaban Cardoso, Fujimori, 
Menem —Cardoso hizo un brillante discurso, pero votó con EE. UU.—, era un 
aislamiento brutal". Hugo Chávez levanta solito su mano. En el 2000, va a una reunión 
iberoamericana y Fidel le pasa un papelito donde le pone "qué bueno que estás aquí, ya 
no soy el único diablo" [sic].  
De esta forma, se comenzaban a perfilar los tipos de Estado que se vendrían 
posteriormente en la región y que en la primera década del siglo XXI mostraban, por lo 
menos en la mayoría de los países del cono sur, cierto distanciamiento de la injerencia 
estadounidense y de los lineamientos del Consenso de Washington. Se ampliaba así el 
                                                             
350 Villamizar, Juan C (2012) sostiene que las recomendaciones de organismos internacionales sobre la 
necesidad de adelantar una reforma agraria en Colombia, simplemente han sido desconocidos por las 
elites terratenientes nacionales para implementarlas.  
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“eje del mal” de la región de la cual se molestaba George W. Bush con mucha 
frecuencia.  
El cambio de rumbo no era más que la manifestación del descontento de la población 
con estos gobiernos reformistas del mercado que tuvo efectos negativos en la mayoría 
de los países donde se implementaron los ajustes y se adoptaron las medidas de corte 
neoliberal. La caída de Carlos Andrés Pérez del partido político tradicional Acción 
Democrática en Venezuela, del justicialista Carlos Menen en Argentina, de Fujimori en 
el Perú, de Lucio Gutiérrez en Ecuador y la derrota del también tradicional PRI en 
México, han sido consideradas como facturas políticas y sociales a los principales 
gestores de su implementación
351
.  
3.- EL CONTEXTO EN COLOMBIA 
La culminación de la década de los ochenta no pudo ser más sombría. La economía no 
terminaba muy bien, aunque mostraba una tímida recuperación a fines de 1989 (gráfico 
9), que se reflejaba en el leve ascenso tanto de la tasa de ganancia nacional como 
industrial (gráficos 6 y 17, respectivamente). Pero los más grandes nubarrones, como 
vimos en el capítulo anterior, estaban en el campo político, social y de orden público, 
especialmente en sus últimos años. El alarmante crecimiento económico y militar de los 
narcotraficantes y de los paramilitares financiados por estos, además como de un buen 
número de hacendados, de empresarios y políticos, condujo también a su 
fortalecimiento político tanto en el Congreso nacional como en las asambleas 
departamentales, las alcaldías y concejos municipales.  
De otra parte, también se presentaron fisuras al interior del ejército nacional cuando el 
gobierno reconoció la existencia de un conflicto interno con lo cual de alguna forma se 
le reconocía a la guerrilla el carácter de grupo insurgente con finalidad política. Esto fue 
motivo para que determinados sectores castrenses “decidieran renunciar abiertamente al 
monopolio del uso de la fuerza mediante la creación [y capacitación] de grupos 
paramilitares y escuadrones de la muerte” (Bejarano, A, 1994, p. 65).  
                                                             
351 La caída de los gobiernos de Fernando de la Rúa, en Argentina y de Gonzalo Sánchez de Lozada en 




En medio de este clima de violencia, los diferentes gobiernos se habían acostumbrado a 
manejar el país en permanente “Estado de Sitio”, posteriormente “Estado de 
Excepción”, mientras la justicia mostraba fuertes síntomas de corrupción, ineficiencia y 
amedrentamiento incrementado por el asesinato de jueces y magistrados por lo que poco 
se podía esperar en la disminución de la rampante injusticia e impunidad que ha 
caracterizado al país. “En suma, la década de los ochenta constituyó un período de 
creciente deterioro y debilitamiento de la autonomía y la capacidad estatales, el cual 
culminó en la escalada terrorista de 1989-90 momento en el cual puede hablarse de un 
"colapso parcial"
352
 del Estado en Colombia” (Bejarano, A, ibídem, p. 65).  
El resquebrajamiento del Estado colombiano, había llevado al gobierno de Virgilio 
Barco a presentar tres proyectos de reforma constitucional que lo dotaran de mayores 
herramientas constitucionales, con el fin de recobrar la legitimidad y gobernabilidad del 
régimen. Aunque las tres iniciativas fueron derrotadas por diferentes instancias (en el 
Congreso o el Consejo de Estado) quedó en el ambiente la percepción de que la única 
salida a la crisis institucional que se vivía, era una reforma estructural a la Constitución 
de 1886 que se había quedado bastante rezagada frente a las nuevas realidades que 
entonces enfrentaba y vivía el país, tanto en la tasa de ganancia en el orden económico, 
como en su institucionalidad.  
En medio de la zozobra de esta especie de “década perdida” de los ochenta en lo 
político, social y de orden público
353
, los años noventa iniciaron entre el entusiasmo y el 
                                                             
352 Bejarano retoma esta expresión de Paul Oquist en el libro Violence, Conflict and Politics in Colombia, 
New York, Academic Press, 1980, donde se refiere a la crisis del Estado tanto en Colombia como Perú.  
353 En la clausura de las sesiones ordinarias  del Congreso, el 16 de diciembre de 1989, el presidente de 
dicha corporación, Norberto Morales Ballesteros, hizo una radiografía de cómo veía el país diciendo que, 
“en medio de lo que con franqueza podríamos llamar una situación cualitativamente nueva, 
caracterizada por la vertiginosa acumulación de los más diversos factores de la crisis nacional, unos de 
antigua vieja data (…); y otros justamente, los de apariencia más explosiva o amenazadora, bastante 
nuevos, al menos en su manifestación actual” que para enfrentarlas veía la necesidad de efectuar 
reformas estructurales mediante “una constitución real, genuina y coherentemente avanzada por sus 
contenidos” (Anales del Congreso, miércoles 28 de febrero de 1990, 12, p.3). Lo irónico es que días más 
tarde, en marzo del año siguiente, Don Alfonso Cano Isaza, hermano del asesinado director de El 
Espectador, citaba los nombres de "Entre los muchos que antepusieron sus personales ambiciones a los 
intereses de la nación. Abusaron del turismo, los viáticos y los auxilios parlamentarios. Hicieron alianzas 
torticeras y se lucraron de los dineros del narcotráfico o por lo menos oficiaron de voceros del chantaje 
del narcoterrorismo, están los siguientes: Norberto Morales Ballesteros, María Izquierdo, Jairo Ortega, 
Alberto Santofimio Botero, Ricardo Rosales Zambrano, Mario Uribe Escobar, Ernesto Lucena Quevedo, 
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optimismo. De una parte, se pensaba que los asesinatos de dirigentes políticos —tres 
candidatos presidenciales en solo ocho meses y cuatro en menos de tres años—, y de 
líderes sindicales y sociales estaban por terminar. De otro lado, el triunfo de César 
Gaviria Trujillo (1990-1994) parecía ser un buen síntoma para quebrar el enlace entre 
política, economía, narcotráfico y paramilitarismo, que por entonces tomaba más fuerza.  
Con el aval de la familia del asesinado dirigente Luis Carlos Galán, Gaviria logró una 
cómoda victoria sobre sus más inmediatos competidores en esta contienda electoral, 
cuyos resultados fueron: Cesar Gaviria Trujillo del Partido Liberal 2 891 808 votos, 
correspondiente al 47.82 % del total de votos escrutados; Álvaro Gómez Hurtado de 
Salvación Nacional 1 433 913, el 23.71 %; Antonio Navarro Wolf de la Alianza 
Democrática M-19 con 754.740 (12.48 %) y Rodrigo Lloreda Caicedo del Partido 
Social Conservador con 735 374 votos (12.16 %). Los otros grupos políticos tuvieron 
votaciones poco significativas.  
Igualmente se esperaba que, con la convocatoria y participación de las diferentes 
agrupaciones políticas y sociales en la Asamblea Nacional Constituyente, que elaboraría 
una Nueva Constitución para el país, se lograría la superación de la violencia, la 
adopción de mayores garantías sociales y un despegue de la economía colombiana. 
Desafortunadamente, las cosas no estaban muy claras en ninguno de estos frentes: la 
alianza entre narcotraficantes, paramilitares, algunos militares activos y empresarios 
condujeron al país a una de las décadas más sangrientas de la vida nacional.  
A su vez, la guerrilla, en varios intentos por ganar reconocimiento y poder de 
negociación, en eventuales procesos de paz, desataron también una escalada terrorista 
                                                                                                                                                                                  
Álvaro Uribe Vélez, Germán Huertas Combariza, Jaime Arizabaleta Calderón, Fabio Salazar Gómez, César 
Pérez García, Fernando Carvajalino Cabrales, Darío Martínez, Tiberio Villarreal, Elmo Cruz, Carlos Pineda 
Chillán, Otto Ortiz, Luis Vicente Serrano Silva, Carlos Muñoz Paz, Enrique Barco Guerrero, Luis Eduardo 
Córdoba Barahona, Jorge Eliseo Cabrera, Alfonso Salamanca, Lucio Pabón, Rodolfo Rivera Staffer, Rafael 
Cely, Ricaurte Lozada, Rafael Forero Fetecua, José Name Terán, Juan Slebi y varios miles de nombres 
más"; columna que fue recordada por Daniel Coronel en su columna de la revista Semana el 16 de 
diciembre de 2006.





que acabó por destruir algunas simpatías que había cosechado en el pasado y hastió a la 
sociedad por su accionar violento
354
.  
3.1.- El bipartidismo entra en crisis 
Concomitante con lo anterior, otro de los aspectos sobresalientes de las décadas de 
finales de los ochenta, y consolidado en los noventa, fue el desmoronamiento y caída 
del bipartidismo que los dos partidos tradicionales habían impuesto durante la mayor 
parte de la segunda del siglo XX. La elección popular de alcaldes y gobernadores, la 
conformación de caciques regionales mediante un entramado clientelista, así como la 
pérdida de poder y autoridad de los llamados “jefes naturales” a nivel nacional, quienes 
tampoco habían aportado soluciones a los crecientes problemas de exclusión y pobreza, 
condujo a la aparición de líderes regionales que poco o ningún compromiso o 
responsabilidad asumían frente las directivas nacionales de sus partidos. 
Igualmente, la financiación de muchos de estos políticos por parte del narcotráfico los 
llevó a crear sus propias agrupaciones políticas que funcionaban como microempresas 
políticas en época electoral pero que luego desaparecían cuando terminaban las 
elecciones
355
; por tanto los elegidos tenían sus propios intereses políticos y económicos 
que en la gran mayoría de los casos no obedecían a un proyecto nacional de desarrollo o 
de integración.  
Por ello, Gaviria, además de dedicar gran parte de su discurso de posesión presidencial a 
la lucha contra el narcotráfico, también se lamentaba por la crisis de los partidos de los 
cuales, decía, se habían convertido en “organizaciones que apenas tienen una expresión 
electoral. [Por lo que] Con posterioridad a las elecciones, se desmovilizan y olvidan los 
compromisos adquiridos con los electores”. “Debemos evitar, señalaba, que sigan 
siendo simples sumatorias de personas elegidas, sin mecanismos de disciplina interna, 
sin funcionarios permanentes, sin un programa que interprete los anhelos y esperanzas 
                                                             
354 En este aspecto también es necesario destacar el papel desempeñado por la mayoría de los medios 
de comunicación que a la vez que se esforzaban por minimizar las acciones paramilitares de masacres, 
asesinatos y desplazamientos, desplegaban inusitadas noticias magnificando las acciones guerrilleras. Se 
convirtieron en otro actor del conflicto colombiano   
355 Por ejemplo, de los 13 partidos y grupos políticos que se presentaron a las elecciones de mayo 
de1990 solo siguen dos: los tradicionales partidos Liberal y Conservador. 
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de los colombianos” (Anales, agosto 30, 1990, p.13). De esta forma la fragmentación 
del país seguía su curso, y cuya raíz estaba también en la mecánica de caciquismo y 
clientelismo político desarrollado durante el Frente Nacional
356
. 
La aparición de diversas agrupaciones, de disímil origen político económico y social, 
diferentes a los tradicionales partidos Liberal y Conservador, se evidenció en las 
elecciones para la presidencia en mayo de 1990, cuando se presentaron 13 listas. 
Igualmente, buscando superar las tradicionales trabas excluyentes, se incentivó la 
participación de diferentes actores sociales que anteriormente habían sido marginados, 
en el diseño de un mecanismo para la convocatoria de la Asamblea Nacional 
Constituyente (ANC). El propósito se logró, por lo que se presentaron 119 candidatos, 
quedando elegidos 70, representando a 7 grupos políticos. Adicionalmente, se 
incorporaron dos representantes de los indígenas y cuatro miembros que representaron a 
los grupos guerrilleros que se desmovilizaron, con voz pero sin voto.  
Este proceso participativo, aunque con una abstención que superó el 70 %
357
, fue 
también un duro golpe al bipartidismo, pues en la ANC, las fuerzas tradicionales no 
fueron las únicas ni totalmente mayoritarias, pues tuvo que compartir protagonismo con, 
el nuevo actor del momento como fue, el reciente grupo desmovilizado del M-19, que 
tuvo 19 delegatarios en dicha Asamblea. No obstante, los partidos tradicionales lograron 
importante representatividad con viejos y redomados representantes, así: el Liberal, con 
la famosa “operación avispa”
358
 con 25 constituyentes, mientras que los Conservadores 
se dividieron entre Salvación Nacional con 11, el Partido Social Conservador con 5, y 
otra facción que se llamó Conservatismo Independiente con 4 escaños.   
                                                             
356 En esta parte coincidimos en gran medida con la radiografía presentada en la tesis doctoral de 
Restrepo (2014).      
357 El Tiempo, 11 de dic 1990: resumen del Informe al mundo de las agencias Reuter, AFP, AP. 
358 Mecánica electoral atribuida al ex presidente López, quien posteriormente afirmo que había sido 
adelantada por [Horacio] “Serpa, en desarrollo de la teoría según la cual era mejor jugar a los residuos 
que a la lista, a lo cual respondí calificándola de operación avispa”. En carta abierta a Francisco Santos, 
“La Operación Avispa”. El Tiempo digital, febrero 13 de 1998.  
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3.1.1.- ¿la evolución de la tasa de ganancia, una causa del quiebre 
bipartidista? 
Si bien es cierto que los momentos de crisis económica son aprovechados por los 
adversarios de quienes detentan el campo poder
359
, criticando su gestión y 
deslegitimándolos, buscando así su caída y su reemplazo, esta no pareció ser la principal 
motivación para el debilitamiento y posterior desplazamiento del bipartidismo en la 
conducción política, económica y social del país, dado que el comportamiento 
económico y de la tasa de ganancia, aun no eran preocupantes. Aunque existían algunas 
diferencias en el manejo macroeconómico, eran mayores las afinidades, lo cual condujo 
a cierta continuidad y pragmatismo, por parte de las elites tecnocráticas (Flórez, 1999), 
y de los principales medios de comunicación especializados, partidarios de la síntesis 
neoclásica más del lado neokeynesiano, aunque con algunos matices diferenciadores. 
Esto parece confirmarse si se tiene en cuenta la rotación de cargos de las mismas 
personas entre el Ministerio de Hacienda, Banco de la República, Fedesarrollo y la 
Universidad de los Andes, primordialmente.  
Uno de los factores que pudo haber afectado el desenvolvimiento económico nacional, 
especialmente en el sector industrial, fue la consolidación del sector financiero en la 
conducción de las políticas económicas del país, tal como acontecía en el contexto 
internacional; donde sus representantes tecnócratas en Colombia pertenecían a las dos 
corrientes políticas predominantes, aunque con algunos matices. El inicio de la década 
del noventa tanto el PIB nacional como industrial mostraban repuntes, cifras que se 
respaldaban además, con los buenos comportamientos de la tasa de ganancia en ambos 
renglones, por lo que la economía no era la principal preocupación de los industriales e 
inversores, quienes también pertenecían a los dos partidos tradicionales e inclusive 
entraban a formar parte del gobierno. 
En este sentido, es comprensible pensar que la definitiva caída del bipartidismo, provino 
más por parte del enrarecido ambiente político y social que se vivía, que al 
comportamiento económico; lo anterior debido a conflictos que no había logrado 
superar y que se mantienen hasta el presente, inclusive con tendencia a agravarse. El 
                                                             
359 Referenciando nuevamente el concepto de campo de poder de Bourdieu (2012, 2013) 
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matizado consenso en lo económico puede interpretarse como la aceptación de las elites 
para sostener un modelo de acumulación que les permitió obtener tasas de ganancia, que 
a su vez, consolidó su posición económica y política, pero el cual estuvo y aún está, 
sustentado en unas relaciones políticas, sociales y económicas bastante inequitativas con 
la mayoría de la población.  
El modelo preservaba privilegios políticos y económicos, garantizaba la acumulación de 
capital, no se preocupaba por la corrupción, y lo más importante es que no se inquietaba 
por la injusticia, ni por los problemas de inequidad y pobreza, por lo que los campos 
políticos y sociales continuaban sin resolverse. No sería aventurado colegir que la 
anterior situación haya sido la verdadera etiología de la violencia que ha atravesado el 
país a lo largo de su historia. 
Así, la suerte del bipartidismo se selló en 2002 cuando un dirigente disidente y de 
derecha que venía de las huestes liberales, ganó en la primera vuelta las elecciones 
presidenciales (Leal, 2010) y desde entonces “el lánguido sistema de partidos políticos 
fue declinando su limitada capacidad de aglutinar los intereses de la sociedad y 
tramitarlos al Estado” (y) “Este proceso fue acicateado además por los comportamientos 
caudillistas del Presidente de la República, inéditos en el país”. […] “Sin embargo, 
continuó operando ‘el sistema político del clientelismo', con un accionar más 
autoritario, así como la permanencia de la violencia en las prácticas políticas y la 
disgregación clientelista, dada la tendencia de individualización de las relaciones 
políticas” (Leal, 2010).  
3.2.- La nueva Constitución y sus efectos políticos y económicos  
Como ya hemos mencionado, el año de 1990 inició sin mayores contratiempos en la 
tasa de ganancia y demás variables económicas (las dificultades comienzan a 
manifestarse luego de la segunda mitad de la década), dado que entre las elites del 
campo del poder prevalecieron los acuerdos, con algunos ajustes, en la orientación 
económica hacia el mercado. Había garantizado mantener un proceso de acumulación 
de capital y rentabilidades que aumentaban su riqueza y concentración. Además, esto se 
sustenta en el hecho que, las reformas efectuadas no obedecieron a ajustes para 
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enfrentar una crisis económica externa como la que habían sufrido los vecinos 
latinoamericanos. Las reformas económicas ortodoxas tenían motivaciones bien 
diferentes entre las élites tecnocráticas colombianas y la de los demás países de la 
región.   
El contraste en el país se hallaba en el ámbito político y de orden público donde el 
ambiente estaba bastante caldeado por la acumulación de diversos factores conflictivos: 
la concentración de la tierras que había sido uno de los motivos del surgimiento de las 
FARC
360
, estaba lejos de resolverse y al contrario, la irrupción del narcotráfico y 
paramilitares, aliados con diferentes elites del poder
361
, mostraban el creciente proceso 
de contrarreforma y acumulación de tierras a través de las masacres y desplazamientos 
forzados. Del mismo modo, la exclusión, la injusticia, y la inequidad crearon el caldo de 
cultivo para la movilización y la protesta las cuales fueron reprimidas, y las 
movilizaciones por la defensa de los derechos laborales adquiridos durante el 
inconcluso estado de bienestar criollo, fueron respondidas a través de la violencia y el 
asesinato de líderes sindicales.  
Se pensaba que mediante cambios sustanciales en el ordenamiento institucional se 
lograría atenuar o superar estos fenómenos que dividían al conjunto de la sociedad. Este 
escenario facilitó el consenso, aunque no unánime
362
, para realizar cambios en esta 
materia; el ambiente para enarbolar las banderas del cambio se veía además, favorecido 
por el desprestigio de la principales instituciones nacionales y la presión ejercida por el 
                                                             
360 Desde diferentes ángulos se ha mostrado que el problema de la apropiación, la tenencia y uso de la 
tierra ha sido el combustible tanto del origen como de la perpetuación del conflicto armado colombiano, 
como lo han planteado entre otros, Molano (2006), Machado (1998), Fajardo (2002), Basta Ya (2013). 
El otro grupo guerrillero importante en cuanto a su capacidad militar, número de hombres y 
subsistencia, el ELN, centró su lucha en el campo minero-energético.   
361
 Aunque el empresariado ha sido reacio a reconocer participación alguna  en dichas acciones, por lo 
menos uno de sus máximos representantes como presidente del entonces Sindicato Antioqueño o 
Grupo Empresarial Antioqueño, ha afirmado que “Parece paradójico que el periodo de mayor expansión 
de las empresas de Antioquia coincida cronológicamente con el del narcoterrorismo”, y al buscar una 
explicación sobre esta coincidencia sostiene quizá sea “porque el ámbito natural de esas empresas está 
en el país y, aunque el horizonte pareciera muy difícil, están atadas a permanecer en él, y por 
consiguiente invertir en él” (Restrepo, 2011, p. 222). Desafortunadamente en esta región del país fue 
donde primero surgió el narcotráfico y posteriormente los grupos paramilitares donde el MAS, fue el 
pionero.  Esta región también ha sido una de las más martirizadas por este flagelo.  
362 Diferentes sectores del campo del poder se opusieron a la convocatoria, luego pusieron en duda su 
legitimidad y posteriormente fueron ácidos críticos de la nueva Constitución.  
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movimiento estudiantil “por la séptima papeleta”
363
 que también solicitaba la 
convocatoria de la Asamblea Constitucional, de manera inclusiva y participativa para 
reformar la Constitución Política de Colombia
364
 y, cuyo texto se transcribe en la 
ilustración 8. 






Fuente. Elaboración con base en el texto de la séptima papeleta. 
Indudablemente los grandes y significativos cambios acaecidos a nivel internacional 
tuvieron fuerte influencia para el éxito de la convocatoria a la Asamblea Nacional 
Constituyente. La caída del bloque socialista de la ex Unión Soviética y el bloque de 
Europa Oriental, la consolidación de la democracia liberal capitalista, la consumación, 
sin mayor obstáculo, del Consenso de Washington y la caída del pacto internacional del 
café, tuvieron amplias repercusiones a nivel doméstico: el cambio en la configuración 
de los bloques de poder que dominaban el manejo político y económico nacional, fue 
quizá la más importante manifestación de los nuevos tiempos a vivir. 
La diversa representación en la composición de la Asamblea Nacional Constituyente 
condujo a que se produjera un texto que en lo político era más participativo y garantista 
con nuevas herramientas como la tutela para hacer valer los derechos fundamentales, a 
través de la recién creada Corte Constitucional. Con la Defensoría del Pueblo y la 
Fiscalía se buscaba mayor eficiencia en la implementación de justicia, y a través del 
                                                             
363 Para ver una detallada descripción del origen del movimiento estudiantil, sus divisiones y finalmente 
la aceptación por diferentes medios de comunicación y diferentes actores sociales y políticos sobre esta 
iniciativa ver Quintero, Oscar A (2002).  
364 Esta solicitud había sido hecha tanto por el EPL como por Carlos Pizarro del M-19 al momento que 
respectivamente estos dos grupos guerrilleros hacían la dejación de armas, salían de la clandestinidad y 
entraban a la vida civil (Novoa, A 2011).   
“Para fortalecer la democracia participativa, ¿vota por la convocatoria de una asamblea 
constitucional con representación de las fuerzas sociales, políticas y regionales de la Nación, 
integrada democrática y popularmente para reformar la Constitución Política de Colombia?”           
SI                                                 NO 




Consejo Superior de la Judicatura se buscó la independencia de la rama del poder 
judicial del gobierno para hacerla más ágil. Los resultados todavía se esperan.  
Un ente de gran importancia para implementar la participación ciudadana en la gestión 
y planeación pública fue, el Consejo Nacional de Planeación, órgano que pretendía tener 
mayor representación de diferentes sectores sociales en su composición .También se 
buscó una articulación de la planeación del nivel central con el de las regiones; sin 
embargo como comentó su primer director, fue un organismo que se creó “sin dientes” 
por lo que sus comentarios, correcciones y sugerencias al Plan Nacional de Desarrollo, 
no han sido vinculantes.  
En medio del ambiente reformista que se vivía, también se presentaron importantes 
transformaciones en el campo del poder dentro del Estado. Hasta inicios del ochenta, los 
cafeteros, como los mayores generadores de divisas hasta ese entonces y, los 
industriales que habían logrado consolidar posiciones de poder que les permitía 
intervenir directa e indirectamente en el manejo económico y en la diplomacia 
(Caballero, 2011), vieron reducir su influencia económica y política en esta década y 
aún más en los noventa.  
Los procesos de privatización facilitaron, aún más, la consolidación de los grandes 
grupos económicos (Santo Domingo, Ardila Lulle, el Grupo Empresarial Antioqueño, 
GEA, Sarmiento Angulo, y la penetración creciente del capital transnacional), los cuales 
incursionaron más abiertamente en los nuevos mercados que se abrieron al sector 
privado en áreas de telecomunicaciones, seguridad social, infraestructura vial, energía 
en todas sus etapas, y conformaron un nuevo bloque de campo del poder que sustituyó 
al cafetero-industrial, dominante en la fase de la industrialización dirigida por el Estado 
(Misas, 2002, 2014).  
Este nuevo campo de poder, muy pronto haría conocer sus exigencias para asegurar la 
tasa de ganancia a sus crecientes inversiones en actividades que, anteriormente estaban 
concentradas en empresas monopólicas estatales, bastante protegidas, pasando luego a 
ser empresas monopólicas, pero ahora, en manos privadas. Dentro de sus exigencias 
estaban aquellas que ya venían siendo impulsadas por las orientaciones neoliberales del 
Consenso de Washington, pero a las cuales se les buscaba dar mayor profundización; 
por ejemplo, en la relación salarial a través de la acentuación de la flexibilización 
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laboral (Castel, 1995; Palloix, 1980, Misas 2014, Moreno 2014), ampliación de la 
jornada de trabajo y precarización del mismo, todas ellas encaminadas según sus 
voceros, a generar empleos “como nunca antes” se había logrado.  
Sin embargo, años más tarde Bonilla demostraba que, al contrario, en el sector industrial 
“hasta hoy [2007] trabajan 33 000 personas menos y se perdieron 215 000 contratos 
permanentes, por lo tanto, hay menos espacio para la estabilidad y la organización de 
los trabajadores” (Bien-estar y Macroeconomía, 2007, p. 105). 
En el manejo de la política monetaria y financiera también demandaron mayor 
seguridad para lograr beneficios con el fin de “estimular la inversión”. De esta forma, 
buscaron mayores facilidades para el acceso al crédito y en mejores condiciones para, a 
su vez, abrir la puerta a la mayor movilidad de capitales (Misas, 2014), en concordancia 
con lo que había logrado “la gente de las finanzas” en el ámbito internacional. Para ello 
fue necesario crear la figura del Banco Central independiente, sin ningún control 
político, y cuyo principal objetivo era el control de la inflación, mediante restricción 
monetaria, para así asegurar la estabilidad monetaria, cambiaria y financiera. 
En cuanto a las relaciones Estado-economía, el nuevo campo o bloque de poder dirigió 
sus acciones a eliminar la financiación del Estado a través de emisiones monetarias del 
Banco de la República, por lo que desde entonces dicha financiación se logró con 
mayores impuestos regresivos, mayor endeudamiento y a través de las operaciones de 
mercado abierto –OMAs-, con la colocación de títulos del gobierno en el mercado, con 
lo cual la intervención del sector financiero, ha obtenido grandes beneficios por las tasas 
de interés y de ganancias que están ligadas a la evolución de la DTF (Misas, 2014).     
Igualmente, se descapitalizaron importantes empresas estatales que hasta entonces 
habían generado recursos para el Estado como: Telecom, los Seguros Sociales y 
Ecopetrol, a la vez que a esta última se le restringió sus inversiones en petroquímica y 
comercialización
365
 . El IFI que se había creado como entidad de fomento industrial fue 
liquidado por lo que este sector perdió un fuerte apoyo de crédito que en adelante 
                                                             
365 Comienzos de los noventa Ecopetrol vende su participación en empresa comercializadoras de 
combustibles. (www.ecopetrol.com.co/especiales/Libro60anios/esp/cap4-6.htm, consultado el 30 de 
enero de 2015). Terpel fue la empresa que había generado grandes utilidades a la entidad estatal 
petrolera.   
379 
 
debían conseguirlo a través del sector financiero, con sus consecuentes mayores costos 
de uso del capital, que deterioraba la tasa de ganancia. Es el reflejo de que la política 
monetaria (créditos y tasas de interés), ha actuado en favor de unos sectores y en 
detrimento de otros. En el campo minero-energético, se fueron comprimiendo las 
regalías sobre la explotación y simultáneamente se eliminaron los últimos contratos de 
asociación con las multinacionales, regresándose a los viejos contratos de concesión. Un 
verdadero retroceso en la política regulativa en este sector.  




, (Ocampo y Bértola, 2013), iniciada en los cincuenta y 
profundizada en los ochenta y noventa, fue resultado de las discusiones del llamado 
“Consenso de Washington”, donde se pensaron las estrategias a seguir para el desarrollo 
capitalista en forma homogénea. El objetivo era construir “la Aldea Global”, cuyo 
alcance abarcaría tanto aspectos económicos como políticos, militares, institucionales y 
culturales en todos los países (Held, citado por Restrepo, 2010; Boaventura de Souza 
Santos, 1997, citado por Arango, 1999). 
En el aspecto económico y más específicamente de la globalización del capital, como lo 
menciona Palloix (1980), se trata de una extensión a través de las fronteras como lógica 
del capital, en busca de una mayor valorización. Así, la globalización hace referencia a 
la internacionalización de las economías mediante el avance tecnológico de una cada 
vez más sofisticada red de intercambio de los mercados financieros, productivos, 
mercantiles y de comunicaciones el cual tuvo como marco de referencia el Nuevo 
Orden Económico Internacional en la década del setenta (Parra et al., 1978; Arango, 
1999).  
 En este escenario es donde cobran crucial importancia los flujos de capitales, las 
empresas multinacionales y los organismos supranacionales como el FMI, BM o el 
                                                             
366 Entendiendo por globalización “la rápida Integración de las economías del mundo a través del 
comercio, los flujos financieros, los flujos de tecnología compartidos, las redes de Información y las 
corrientes culturales” (Fondo Monetario Internacional, World Economic Outlook, Global Economic 
Prospects and Policies, mayo de 1997). Citado por Urrea en “Globalización, apertura económica y 
relaciones industriales en América latina” (1999). 
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BID, que como lo comentamos anteriormente, influyen en las decisiones económicas, 
políticas y culturales, a través de las cuales también exportan la ideología, costumbres y 
paradigmas de la economía de mercado a los diferentes países, por lo cual se transgrede 
y reduce la capacidad de acción de los Estados-Nación.  
En este proceso de globalización contemporánea se vienen produciendo cambios 
estructurales en la economía mundial buscando homogenizar y consolidar el proceso de 
acumulación de capital de las economías de mercado, sustentado en la recomposición de 
la tasa de ganancia. Por tanto, “como el capitalismo sitúa las relaciones económicas 
como eje que articula y subordina todas las otras dimensiones sociales, entonces termina 
por desarrollar una cultura dominante: el individualismo, el consumismo y la 
competencia” (Restrepo, 2012, p. 12).  
En Colombia, como ya comentamos, a finales del sesenta y durante los setenta, con las 
críticas que se empiezan a presentar al modelo de desarrollo de Industrialización 
dirigida por el Estado o ISI, las propuestas de corte neoliberal comienzan a ser 
formuladas durante el gobierno de López Michelsen, con su primer Ministro de 
Hacienda, Rodrigo Botero Montoya. Durante el primer año en su cartera, Botero 
Montoya fundó “Estrategia Económica y Financiera”, una de las publicaciones que 
tendrían relevancia en la difusión de las políticas de economía de mercado
367
. Las 
propuestas fueron avanzando cada vez con mayor fuerza con el ímpetu de uno de sus 
editores y cofundadores, Rudolf Hommes, quien posteriormente, como Ministro de 
Hacienda, sería el promotor de las más radicales reformas económica, jurídicas e 
institucionales para implementar en forma acelerada la apertura y demás mecanismos 
para entrar de lleno en el paradigma del libre comercio y movilidad de capitales 
nacionales y extranjeros.    
En este empeño estuvieron acompañados, desde esas décadas, de un buen grupo de 
tecnócratas criollos, recién egresados y llegados de universidades norteamericanas y 
europeas donde estas ideas ya habían tomado forma
368
. Estos tecnócratas, que escribían, 
                                                             
367 Como ya lo comentamos las propuestas neoliberales, todavía tímidas, debieron ser abortadas 
durante este cuatrienio   
368 Al respecto escribía Flórez, “En el medio académico, los economistas llegados de escuelas 
norteamericanas de postgrado, entrenados en las hipótesis de las expectativas racionales, estaban 
deseosos de aplicar y difundir sus conocimientos para enfocar desde los fundamentos microeconómicos 
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entre otras, en la mencionada revista, sentaron las bases del documento “Una propuesta 
económica para los noventa” (Hommes, 1990, p. 16) que a la postre sería el marco 
general para el Plan Nacional de Desarrollo de Gaviria, “La Revolución Pacífica”. En el 
diseño de dicho documento participaron ex alumnos de la Universidad de Los Andes y 
unos pocos egresados de otras universidades, coordinados por el propio Hommes
369
, 
quienes posteriormente ocuparían altos cargos de dirección y manejo económico en el 
gobierno y otras entidades privadas que, a su vez, tenían y tienen fuerte influencia en el 
manejo económico, político y social del país.  
También fueron fundamentales en la implementación de las reformas, entidades como 
Fedesarrollo y Anif que, con sus respectivas publicaciones, Coyuntura Económica y 
Carta Financiera, además de los múltiples simposios y conferencias, lograron establecer 
la hegemonía del nuevo paradigma en las universidades, grupos y gremios económicos, 
entidades estatales y periódicos y revistas. Desde entonces vemos como estos mismos 
personajes, unas veces como tecnócratas, otras como burócratas —supuestamente 
neutros dirían Théret y Bourdieu—, se han rotado, e inclusive repetido, los cargos de 
decisión económica y social.  
3.4.- Las reformas estructurales y el desempeño económico nacional  
El comportamiento económico tuvo dos etapas bastante diferenciadas; una de 
crecimiento, (a excepción de 1991) que llegó hasta 1996, y otra de declive que tuvo su 
comportamiento más dramático en 1999, con -4.2 %, el más decepcionante del siglo 
XX. En materia macroeconómica Colombia había mantenido una política caracterizada 
por los ajustes graduales y flexibles hasta fines de los ochenta (Ocampo, 2007).  
Pero las cosas empezaron a cambiar desde el inicio de la administración Gaviria, quien 
según Kalmanovitz (2010) desarrolló iniciativas económicas un tanto diferentes a las 
que inicialmente se había propuesto como programa de gobierno, conocido como “La 
Revolución Pacífica”. Para este autor, la principal ambición del nuevo presidente, como 
                                                                                                                                                                                  
la explicación de nuestros problemas”, (1999, 23). También escriben al respecto, Palacio, M (op cit), 
Kalmanovitz (1985), Meissel (2005), entre otros.  
369 Es interesante el artículo “Complot en el Club Suizo” de Fernando Cepeda Ulloa sobre la forma como 
se fue conformando este grupo de tecnócratas del campo del poder quienes posteriormente tendrían 
gran influencia en el país, El Tiempo, febrero 19 de 1995.   
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promotor en los ministerios de Hacienda y de Gobierno, durante la administración de 
Barco Vargas, era sepultar el modelo de desarrollo de corte intervencionista y cepalino 
para sustituirlo por otro abierto y sujeto a la competencia, eliminando la acción del 
Estado en el impulso de sectores estratégicos.  
Para Ocampo (2000 y 2007), esta aseveración puede ser un tanto anacrónica dado que 
desde la década del cincuenta los detentadores del poder en materia económica, ya 
habían divisado las limitaciones del modelo de industrialización dirigida por el Estado 
por lo que desde entonces se habían adoptado medidas de protección acompañados con 
políticas de promoción de exportaciones en la búsqueda de mercados ampliados en el 
área andina, lo cual es típico de un “modelo mixto” de desarrollo. Sin embargo, afirma 
este autor, este modelo empezó a ser abandonado en la década del setenta, 
especialmente en la administración de López Michelsen, por lo que desde entonces lo 
que caracterizó a las políticas económicas del país fue la ausencia de una estrategia clara 
de desarrollo. Situación que se profundizó desde mediados del ochenta. 
Misas (2002, 2014), establece que, si bien es cierto que por entonces se dieron pasos 
hacia unos mercados más amplios, estos se dirigieron hacia los países de la región que 
también contaban con diferentes mecanismos de protección amparados en acuerdos 
comerciales como ALADI y Pacto Andino.  
Pero el punto de quiebre definitivo fue la década del ochenta, después de los anuncios 
de Paul Volcker, de la FED, de aumentar las tasas de interés y del nuevo paradigma 
adoptado de la lucha contra la inflación con lo cual los países deudores vieron 
acrecentar sus obligaciones dando origen a lo que se llamó “la década perdida”. Con las 
recetas del Consenso de Washington aplicadas, en una primera fase, en el gobierno de 
Barco, inicialmente con César Gaviria (1986-1987) y luego con Luis Fernando Alarcón 
(1987-2000) como Ministros de Hacienda, y posteriormente profundizadas por el 
primero, como presidente de la República, se da el giro definitivo hacia el modelo 
neoliberal que desde entonces han regido las políticas y relaciones económicas, políticas 
y sociales entre los diferentes sectores del país. En el país más que imposiciones estas 
ya se venían adelantando con anterioridad por los integrantes del “Club Suizo” que 
tomaron diferentes posiciones estratégicas en los principales centros de decisión 
económica del país.  
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En este punto es bueno destacar la referencia que hace Misas, en el sentido de que el 
documento definitivo que el gobierno acordó con el Banco Mundial, en política 
comercial, “fue el fruto de una ardua negociación al interior de las cimas del equipo 
económico, entre el ala más proteccionista asentada en el Incomex y los Ministerio de 
Desarrollo y Agricultura y los partidarios de una mayor apertura ubicados en el DNP, 
Banco de la Republica y Ministerio de Hacienda. El documento de compromiso fue 
satisfactorio para las partes, incluido el Banco Mundial” (2014, p. 8); esta aseveración la 
hace de acuerdo a lo planteado, años después por Alarcón Mantilla, ya como ex ministro 
(1994). Sin embargo, algunos autores plantean que las reformas del noventa  fueron más 
radicales, inclusive, de las que inicialmente fueron sugeridas por dicha entidad 
multilateral (Edward y Steiner, 2008)
370
; y aún más, a las propuestas por Barco Vargas 
en 1989 (Ocampo, 2007), con lo cual las medidas de la ortodoxia criolla figuraron entre 
las más ortodoxas en América Latina. 
El gobierno Gaviria inició su mandato con una serie de reformas que, en medio del 
debate sobre la gradualidad o aceleración de las mismas
371
, se impusieron sin mayor 
consideración los planteamientos de corte neoliberal. Así, Rudolf Hommes, el Ministro 
de Hacienda durante los cuatro años, mostraba su complacencia al comentar que 
“igualmente importante ha sido la política de apertura comercial pues se hizo en un año 
lo que estaba programado para tres años” (Memorias de Hacienda, 1990-1991, p. 1).   
La tecnocracia criolla seguidora de la línea neoliberal, consciente de que para poder 
posicionarse en forma definitiva necesitaba del respaldo del Estado. Por tanto en la 
Asamblea Constituyente y luego en la nueva Constitución logró que los principios 
                                                             
370 Sin embargo, estos autores sostienen que el alcance de las mismas no logró copar las expectativas 
generadas al momento de su promulgación.  
371 Se presentaron dos corrientes bien definidas en cuanto a la gradualidad en el impulso de las 
reformas entre quienes se encontraban Ernesto Samper como Ministro de Desarrollo Económico, quien 
luego sería presidente la República (1994-1998), J. A. Ocampo, G. Perry (quienes luego serían Ministros 
de Hacienda de Samper); y quienes consideraban necesaria la aceleración de las mismas: Rudolf 
Hommes como Ministro de Hacienda y Armando Montenegro por entonces Director Nacional de 
Planeación. La fuerte confrontación al interior del Gabinete de Gaviria se dio entre Samper y Hommes, 
la cual fue definida por el presidente en favor del segundo, enviando a Samper como embajador en 
España. Por supuesto hubo voces críticas en contra de la apertura como la de Eduardo Sarmiento por 
entonces Decano de Economía de la Universidad de los Andes. Sus continuas críticas al modelo le 
costaron el cargo. Igualmente fueron críticos de la misma, Méndez Munévar, Garay L.J y la ANDI. El CID 
de la Universidad Nacional también mostraba las dificultades que las mismas tendrían sobre la industria 
y la agricultura. En similar posición crítica se pronunciaron profesores de la Universidad del Valle y de 
Antioquia (Flórez, op cit).   
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emanados del Consenso de Washington se implementaran sin mayor obstáculo en el 
país. Nuevamente los planteamientos de Polanyi se cumplían. En esta dirección, el 
gobierno propuso al Congreso un paquete de reformas estructurales con clara 
orientación hacia el mercado y las cuales fueron aprobadas en diciembre de 1990. 
Dichas reformas, abarcaron la liberalización comercial, la desregulación y con ello “la 
eliminación de distorsiones en la economía”, principalmente en los mercados 
financieros, laborales y cambiarios. Se propuso igualmente una amnistía tributaria a la 
repatriación de capitales y se flexibilizaron las normas a la inversión extranjera 
(Memorias de Hacienda, 1990-1991, p. 2). 
Para Hommes, la reforma financiera aprobada mediante Ley 45 de 1990, sería el eje 
central de todas las reformas estructurales aprobadas en el Congreso. En el capítulo II 
del título I, de la misma, se estableció la política de desregulación y racionalización de 
la actividad financiera, así como la privatización de las entidades financieras que 
anteriormente habían sido oficializadas; además, se estableció la disminución de la 
participación directa del Estado en el sector y se facilitó la apertura a la inversión 
extranjera. También se instauró la autonomía operacional-disminución de controles y 
mayor operatividad- con lo que a nivel nacional también adquiriría el papel protagónico 
en el desempeño económico (Memorias de Hacienda, 1990-1991, p. 2). Este hecho sin 
duda habría sido catalogado por Dumenil y Levy como otro triunfo de las finanzas, esta 
vez en un país en desarrollo.  
3.4.1.- La Reforma tributaria  
El tributo es un instrumento que simultáneamente establece, de un lado, las relaciones 
de poder entre quien(es) lo fija(n) y quien(es) se ven compelidos a sufragarlo dado que 
la “sumisión al impuesto ´determina (Favier citado por Théret, 1993, p. 9) y representa 
parcialmente´ la condición sociopolítica de los hombres” (Théret, ídem, p. 10) y, 
además, se constituye en el mecanismo a través del cual se garantiza la reproducción del 
Estado. Porque “El Estado moderno es […] un Estado de finanzas. Nació alrededor del 
impuesto. Y vive del impuesto” (Chaunu citado por Théret, ídem, p. 8). 
El Estado debe entonces, establecer condiciones mínimas tanto para su propia 
reproducción, como para la adecuada acumulación de capital, “porque la tasa de 
ganancia induce a cierta tasa de acumulación de capital” (Fuentes, 2015). Los diferentes 
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segmentos del campo del poder, le exigen reformas constitucionales para evitar rupturas 
o, al menos, moderarlas, en el establecimiento del nuevo patrón de desarrollo. Además, 
ya había hecho suya la idea de un Estado pequeño y eficiente. Esta concepción, también 
establece, que la carga impositiva debe descansar más en el consumo y menos en el 
capital para promover la inversión y por ende el crecimiento económico. Por ello, el 
aumento de los ingresos tributarios indirectos empieza a tener más relevancia en 
favorecimiento de los directos. Es decir, se promovía el crecimiento económico con 
mayor inequidad distributiva, es decir, con un sistema impositivo más regresivo. 
Las reestructuraciones en el aspecto fiscal se hicieron a través de la Ley 49 de 1990, 
según el gobierno, para promover la transformación del aparato productivo hacia la 
internacionalización, además de, propiciar las condiciones institucionales y 
macroeconómicas que garantizaran la competencia. Igualmente, decía el Ministro de 
Hacienda, el gasto público debía direccionarse hacia la modernización en la 
infraestructura tales como vías, puertos y aeropuertos, que, junto con una mayor y 
eficiente capacitación en capital humano, se incentivara la competitividad del país.  
Establecía, asimismo, políticas de estabilización que disminuyera el déficit del sector 
público con recorte en los gastos. En cuanto a los ingresos fiscales se llevaron a cabo 
dos reformas tributarias que aumentaba los impuestos indirectos para compensar el 
hueco fiscal dejado por la drástica eliminación de los aranceles a las importaciones.  
Para el mes de enero de 1992 el gobierno propuso una nueva reforma tributaria que 
proponía, inicialmente, mantener el IVA en el 12 %, pero aumentando la base tributaria, 
exceptuando los bienes de la canasta familiar
372
. Pero estos planteamientos iniciales 
fueron cambiando a medida que llegaba el momento de su presentación al Congreso. 
Con el proyecto de Ley 20 de 1992 se argumentó que se buscaba subsanar el costo fiscal 
de la apertura y para ello se propuso un incremento del 6 % del IVA, la ampliación de la 
base a los servicios públicos, y sobretasa al impuesto de renta. Pero de otro lado, se 
propuso la eliminación total del impuesto a las utilidades buscando incrementar la tasa 
                                                             
372 “El Tiempo”, “IVA: así te quiere el FMI”, noviembre 24 de 1991, sección económica, citado por 
Cepeda Vargas y Arlen Uribe M, en debate al Ministro del Trabajo, indagando sobre los derechos de los 
trabajadores y los derechos sociales.  
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de ganancia. Igualmente planteaba la lucha contra la evasión y el fraude fiscal 
(Memorias de Hacienda, primer periodo de 1992, p. 13). 
Lo que sucede con estas reformas tributarias es un sainete que se repite casi siempre con 
el mismo libreto. En un comienzo todos los partidos políticos se oponen a ella por 
inconveniente, injusta, inequitativa, regresiva, etc., etc.; pero luego que el presidente o 
el Ministro de Hacienda los “concientiza” de la importancia de la misma (mediante 
“mermelada” se diría hoy), los más aguerridos críticos terminan defendiéndola y 
votándola. Pues con la segunda reforma tributaria de Gaviria la situación no fue distinta.  
Los primeros en criticarla fueron los sectores de la oposición. La bancada de la Alianza 
Democrática- M-19 (AD-M19) manifestaron la “decisión de no apoyar la creación de 
nuevos impuestos y tampoco votaremos el incremento del IVA, por considerar que la 
carga impositiva agrava considerablemente el conflicto social”, y el representante a la 
Cámara por el mismo movimiento, Gustavo Petro afirmaba que  
el proyecto de reforma tributaria presentado por el Gobierno Nacional al Congreso 
busca llenar los “huecos fiscales” dejados por el modelo de apertura económico por un 
lado y del otro, generar los superávits fiscales exigidos por el FMI en sus medidas de 
ajuste dictadas a todo el Tercer Mundo” [sic] (Anales, N° 46, 1992, p. 6)
373
. 
Al tenor de las reformas tributarias de Gaviria, dos ideas siempre estuvieron presentes: 
incremento en los recaudos del Estado, y crítica al incremento del gasto público. En esa 
dirección, estaban dirigidas las acciones de Fenalco: “no más impuestos, pero reducción 
de los gastos del Estado” que, según Petro, era el argumento que por entonces 
propagaba la nueva derecha, por lo que puntualizaba 
fue lo que hizo Fujimori en el Perú. Además, estaban enmarcadas dentro de las 
concepciones de Fukuyama que planteaba la reducción del Estado, no solamente como 
estructura, no solamente como volumen estatal, sino en su capacidad de irradiar 
políticas sobre la sociedad, propone por ejemplo la desregulación absoluta del Estado, 
sobre la idea que se generen por la vía de los mecanismos del mercado, unas fuerzas 
que nos lleven hacia un incremento del bienestar general, que pregona una privatización 
radical. Fenalco solicita que la población sacara banderas verdes y cintas verdes para 
protestar por nuevos impuestos en la nueva reforma tributaria de Gaviria, pero con el 
agravante que solicitaba también más reducción del Estado, mayor velocidad en las 
privatizaciones, mayor desregulación estatal porque el estado colombiano no ha logrado 
el país maravilloso que propone el mundo neoliberal […], así, la critica que busca el 
                                                             
373
 Este movimiento político se mantuvo firme en su decisión de votar negativamente dicha reforma 
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desmantelamiento del Estado, es una crítica nociva para nuestra sociedad [sic] (Anales, 
N° 62, 1992, p. 28). 
En las discusiones acerca de las causas de la nueva reforma de Gaviria hubo diferentes 
puntos de vista. Unos afirmaban que, debido a la nueva constitución, se habían 
incrementado los gastos del Estado; otros, por el contrario, aseveraban que el hueco 
fiscal era justamente una de las consecuencias de la reducción de los aranceles; otros 
más que, además de lo anterior, se había presentado el rompimiento del Pacto 
Internacional del café por lo que el precio del grano cayó vertiginosamente, 
significando, entonces, menores ingresos. Lo cierto es que el gobierno se mostró 
ansioso porque la reforma se discutiera y aprobara rápidamente debido al faltante en el 
presupuesto nacional superior al billón de pesos (Anales N° 62, 1992, p. 28).  
Dentro de los senadores que inicialmente se opusieron, pero luego votaron la reforma, 
estaba Santofimio Botero quien, con su característica vehemencia, se preguntaba “¿Por 
qué el colombiano común, bajo el alero de un gobierno de inspiración liberal, de un 
Congreso de mayoría liberal, tiene que pagar de sus ingresos modestos, la millonada 
que costó la reducción de aranceles, la reforma constitucional o los efectos de la 
inflación que han generado los errores de la política económica?” (Anales, N° 67, 1992, 
p.2)  
Por su parte, la Junta de parlamentarios del partido conservador, aunque manifestaba 
que había apoyado los acuerdos de paz, las reformas a la justicia, la modernización de la 
economía, la reformas laborales y la política internacional, también se mostraba en 
desacuerdo con la reforma tributaria, en una declaración según la cual “el partido 
conservador considera que el proyecto de Reforma Tributaria de la forma como 
ha sido sometido por el Gobierno a consideración del Congreso es inconveniente” 
(negrilla en la declaración) (Anales, N° 67, 1992, p.3). 
También, el conservador Jaime Arias Ramírez, manifestaba en la gira hecha por la 
Comisión Tercera por todo el país,  
 encontramos un rechazo unánime en relación con la reforma tributaria; y las 
 universidades a las cuales hay que respetar, especialmente a los centros de 
 investigación económica muy buenos que, por cierto, tiene el país, como  Fedesarrollo, 
 como el Cede de la Universidad de los Andes, como la  Universidad Nacional […] 
 absolutamente todas han rechazado el proyecto de reforma tributaria (Anales, N° 75, 
 1992, p. 19).  
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La pregunta como siempre es ¿si había tanta oposición radical a dicha reforma, por qué 
ésta finalmente se aprobó sin mayor dificultad y en tiempo record? La reforma tributaria 
fue aprobada el 23 de junio de 1992, y sancionada mediante la Ley 6 del 30 de junio del 
mismo año (Anales, N° 114, p. 1-21), con el fin de, 1) cumplir las leyes 
constitucionales, 2) compensar la reducción de recursos por la aceleración de la apertura 
y, 3) hacer frente a la caída de los precios internacionales del café. Finalmente, se 
amplió la base tributaria y se elevó el IVA del 12 al 14 %. 
Igualmente, se incrementó la base del impuesto de renta y se incluyeron en su pago a las 
empresas industriales y comerciales del Estado (Misas, 2002), se aumentó el impuesto 
ad-valorem a la gasolina y se aprobó una contribución especial sobre los hidrocarburos 
(Memorias de Hacienda, 1993-1994). Con estas últimas medidas sobre las empresas del 
Estado, se abrió la puerta para su descapitalización (Seguro Social) o su marchitamiento 
(Ecopetrol), como otra forma de reducir la participación del Estado en la economía, y 
cuyas actividades deberían pasar al sector privado, “más eficiente y con menor 
burocracia”, pregonaban los defensores de estas políticas.  
Un aspecto que es necesario tener en cuenta, dado el impacto que puede tener en la tasa 
de ganancia y en la redistribución del ingreso, fue la presión de los gremios y 
conglomerados económicos, dado que a través del lobby o de su importante 
representación en el Congreso pudieron aminorar o eludir aquellos gravámenes que se 
imponían en las reformas. La presión y el cabildeo del capital y la tierra, dada su 
considerable influencia, era reconocida por un exdirector de impuestos Nacionales 
quien sostenía que, “generalmente han logrado un tratamiento especialmente 
privilegiado en la legislación tributaria, [y donde] la influencia de los grupos de presión 
que representan los intereses populares han sido sumamente escasa en esos procesos 
[…]” (Perry y Cárdenas citados por Hernández, 2014, p. 347). Asimismo, con Ley 49 
de 1990 se aprobó una amnistía que permitió la legalización y repatriación de capitales, 
muchos de ellos producto de actividades ilícitas (contrabando y narcotráfico), mientras 
que con la Ley 6 de 1992 se estableció un límite a la deducción de donaciones, la cual 
sería de 30 % de la renta líquida del contribuyente. También, se eliminó el impuesto al 
patrimonio.    
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En el aspecto cambiario, con la Ley 9 de 1990, publicada en el Diario Oficial el 10 de 
enero de 1991, se consolidó el proceso de apertura liberando aún más el comercio 
internacional, mediante la reducción de aranceles y trasladando muchos artículos que 
estaban en la categoría de licencia previa a la de libre importación, se autorizó la 
utilización de nuevos instrumentos financieros para incrementar las exportaciones y se 
permitió la tenencia de divisas por parte de particulares. 
3.4.2.- La reforma laboral 
Mediante Decreto 617 de 1954, Rojas Pinilla hizo reformas estructurales al código 
sustantivo del trabajo, promulgado en 1950 con el fin de mejorar las condiciones 
laborales y de ingresos de los trabajadores, en un intento por aclimatar la convulsión 
social, política y de orden público que se vivió por entonces. Pero las leyes 50, para el 
sector privado y 60 para el sector público, de 1990, así como la Ley 100 de 1993, 
realizaron las más profundas y regresivas reformas laborales que excluyeron los logros 
obtenidos durante el gobierno del General. Como era de suponerse, la Ley 50 contó con 
el total respaldo de los grupos económicos e industriales, dado que con la flexibilización 
laboral se compensó —vía disminución de costos laborales—, la reducción de la 
ganancia, y su tasa, debido a la pérdida de protección del mercado interno, y de 
exposición a la competencia externa.  
La reforma se planteó ante la opinión pública como una ley que tendía a mejorar las 
condiciones laborales y salariales de los trabajadores para, de esta forma, atenuar las 
posibles protestas de las organizaciones sindicales. Álvaro Uribe Vélez, como senador 
ponente de la Ley 50, sostenía en la exposición de motivos que, “si bien la apertura 
coincidía con la reforma laboral, esta se requiere con urgencia, independientemente de 
la apertura, pues así lo exige el crítico panorama social y laboral de la Nación” (Anales, 
N° 142, 1990). Igualmente, en uno de los simposios realizados por la Andi, sostenía 
que, ante el temor de los empresarios por 
la doble retroactividad de las cesantías y la cláusula de estabilidad de los diez años”, era 
conveniente estudiar su eliminación dentro de un amplio paquete de reformas que 
promuevan “la estabilidad sin normas inflexibles” que facilite “la eliminación de la 
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acción de reintegro y la de la sanción-pensión, para empresarios que hubieran tenido a 
su trabajador afiliado al Seguro Social
374
.  
Como si esta afiliación no fuera una obligación de todo empleador.   
En el articulado de la Ley 50 aunque, se reconoció una serie de garantías políticas, y se 
eliminaron trabas para el derecho a la huelga, también se flexibilizó al máximo el 
contrato de trabajo, se debilitó el contrato directo e indefinido, y se estimuló la 
contratación temporal y precaria (Delgado, 2013). De esta forma, se fragmentó y se 
oprimió la capacidad de asociación y por tanto fue un golpe a la organización y 
movilización sindical, situación que también se había presentado con los trabajadores de 
los países desarrollados, (Palloix, 1980, Brenner, 2009 y Deaton 2015, entre otros).  
Pero el gobierno tenía más. Con el decreto Ley 1660, del 27 de junio de 1991 se 
establecieron sistemas especiales de retiro mediante un sistema de indemnizaciones, o 
como comentaban entre los empleados, “los llamaban a negociar” el retiro. En el 
Senado se planteó que dicho decreto se estaba utilizando a escala nacional en diferentes 
entidades y dependencias descentralizadas del Estado. Igualmente, que en su aplicación 
habían excesos por lo que se le cuestionaba al citado Ministro, “¿usted cree realmente 
que son medidas adecuadas para garantizar el derecho al trabajo, los despidos que se 
están produciendo”?, al amparo de dicho decreto; “¿Usted conoce acaso situaciones 
personales ya de locura o de alienación mental que se están presentando?”
375
  
Haciendo eco de las dificultades que trajeron las reformas laborales para los 
trabajadores, otro senador afirmaba que “el senado de la República debe opinar sobre la 
grave problemática laboral que hoy vivimos los colombianos y que en lo fundamental 
tiene que ver con la política que viene implementando unilateral y casi dictatorialmente 
el Ministro de Hacienda y Planeación Nacional, en relación con los trabajadores del 
Estado”
376
. A pesar de los anteriores reclamos por los efectos negativos de la reforma 
para los trabajadores oficiales y del sector privado, primaban las interpretaciones de 
Fedesarrollo, afirmando que, aunque se había avanzado significativamente en las 
                                                             
374Documento presentado por este senador en uno de los simposios realizados por la Andi para 
presionar su aprobación en el Congreso.    
375 Orlando Vásquez Velásquez., (en Anales, 27, febrero 25 de 1992, p 1). Este senador luego fue 
Procurador General de la Republica, y posteriormente encarcelado por enriquecimiento ilícito.  
376 Aníbal Palacio Tamayo. en Anales, 27, febrero 25 de 1992, p. 4.   
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reformas financieras y de apertura comercial era muy poco lo que se había hecho 
respecto a la flexibilización laboral (Lora, 2005, citado por Ocampo, 2007 y Edwards, y 
Steiner, 2008).  
3.5.- Impactos de las reformas en la economía nacional 
Estas reformas, produjeron efectos en diferentes sectores sociales y económicos, 
ocasionando masivos despidos tanto en el sector público como privado
377
, con amplia 
repercusión en las estructuras sindicales y en las relaciones salariales. Para los 
reformadores con orientación hacia el mercado, de esta forma, se creaban condiciones 
apropiadas para el definitivo despegue económico. Inicialmente, se vieron síntomas de 
recuperación dado que el PIB, aunque con oscilaciones, creció hasta 1995 cuando 
obtuvo un incremento del 5.36 %, el más alto de la década, también la relación 
inversión a capital
378
 lo hizo en 9.1 % (gráfico 37). Entre 1990 y 1995 creció en 1.9 %, 
(Tabla 9), cifra muy halagüeña dados los bajos indicadores de 1990 y 1991. 
Sin embargo, es necesario hacer algunas precisiones al respecto. La repatriación de 
capitales de todos los orígenes, que también significó mayores ingresos de divisas, 
condujo a un incremento sin precedentes de las reservas internacionales (Hommes, 
Memorias 1990-1991) que finalmente hizo que la tasa de cambio se apreciara (García, 
2002). Lo preocupante es que esta avalancha de dólares no obedeció a una política 
exitosa de producción y exportaciones, sino a la amnistía establecida en las reformas 
tributarias, auge del narcotráfico, y la especulación de los “dineros golondrina” que 
aprovecharon el aumento de las tasas de interés.  
Esto hizo, por tanto, que los precios de las importaciones se redujeran en forma 
considerable, lo cual trajo consigo dos efectos opuestos: por una parte, se facilitó la 
adquisición de bienes de capital (maquinaria y equipo), manifestada en el incremento de 
la inversión tanto en 1992 como en 1995, mientras que, de otra parte, las empresas 
nacionales se vieron en dificultades para competir con productos extranjeros 
diversificados, más baratos y, en algunos casos, de mejor calidad. Los menores ingresos 
                                                             
377“Masacre Laboral”, fue el termino más utilizado para denunciar los despidos masivos en el sector 
oficial. 
378Relación que muestra cuantitativamente la acumulación de capital. Refleja la proporción del capital 
total que se invirtió en determinado período 
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por aranceles incrementaron en gran medida el ya creciente déficit fiscal que traía el 
país, y que trató de aliviarse mediante nuevas reformas tributarias (el IVA fue el 
principal blanco fiscal), y a través de mayor endeudamiento externo.  
Este escenario de crisis fiscal, de mayor endeudamiento y mayores costos por el servicio 
de la deuda, que ha cobrado mayor participación en las erogaciones del presupuesto 
nacional, hizo que se fuera perdiendo el manejo macroeconómico prudente que había 
caracterizado al país hasta finales del ochenta. Con las reformas aperturistas la política 
económica, desde entonces, se ha orientado a realizar programas de reestructuración y 
ajuste de muy corto plazo (Ocampo, 2007), respondiendo en la mayoría de las veces a 
los requerimientos del FMI y del BM, sin una visión clara de crecimiento y desarrollo a 
futuro. Estas orientaciones se reflejaron en las fuertes fluctuaciones de las principales 
variables económicas, donde el crecimiento económico se tornó más inestable tanto en 
el PIB general de la economía como el industrial.  
Por ejemplo, tanto el incremento de la demanda agregada (1992-1994) en 11 %, cuando 
su promedio histórico no había pasado del 2 % (Misas, 2002), como su acentuada 
contracción en 1999 no tenían precedentes tan marcados. Lo mismo sucedió con la 
inversión, dado que los fuertes repuntes de 1992 y 1995, contrastaron con el duro 
descenso del 4 % entre 1995-1999 (tabla 9).  
Tabla 9. Principales indicadores económicos en Colombia, 1970-2005 
Período I/K R Sc  g I/PIB G/PIB L W/L 
1973-1984 -2.1 pp ↓ 30.3 pp 
↑ 










1984-1990 -1.7 pp ↓ -10.3 pp 
↓ 





















































Fuente. Elaboración propia con base en DANE, cuentas nacionales.  
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En opinión de Ocampo (2007, p. 346) reflejaba el “comportamiento cíclico acentuado, 
donde la inversión rompió la tradición de ser una variable que fluctuaba solo 
ligeramente a lo largo del ciclo”. Aunque, para la ortodoxia la inversión es la variable 
que tiende a presentar mayores oscilaciones dentro de las que componen la demanda 
agregada (Bernanke y Abel, 2004). 
No obstante, como política de arranque se había propuesto disminuir la inflación, 
mediante una contracción monetaria, este propósito se vio truncado por las políticas 
adoptadas en otros frentes: la monetización de los dólares amplió la oferta monetaria, 
que sumado al fuerte descenso en aranceles (del 43.7 % en 1989 al 11.7 % en 1992, 
Ocampo, 2007, p. 356), generó una masiva importación de bienes que fue absorbiendo 
el ahorro nacional. Este excesivo consumo, en muchos casos superfluo, dio la sensación 
de estar viviendo una época de prosperidad y desarrollo económico y social, que no 
duró por mucho tiempo, pero en su momento disparó los precios. A esto se agregó el 
incremento de los precios entre los cuales se encontraban los de los bienes agrícolas, así 
como las tarifas de los servicios públicos como consecuencia del fenómeno del niño de 
1992-1993.  
Fue la época que Ernesto Samper denominó, la “borrachera aperturista”, dado que la 
embriaguez por el consumo de bienes importados, condujo a que las empresas con el 
dólar revaluado (que dificultaba las exportaciones e incentivaba las importaciones), se 
encontraran con fuertes dificultades para enfrentar la competencia externa. A los pocos 
años varias de estas empresas nacionales quebraron por lo que aumentó el desempleo, 
iniciándose, de esta forma, el declive económico o “guayabo de la apertura” de la 
segunda mitad de los noventa. 
La idea de reducir la inflación, conforme a las ideas monetaristas que ha seguido el 
Banco de la Republica, mediante una mayor contracción monetaria, condujo a un 
aumento de las tasas de interés del 11.1 % promedio entre 1990-1995 (Tabla 8). Este 
fuerte incremento, agregado a la revaluación, por la masiva entrada de capitales generó 
el crecimiento de las Reservas Internacionales en 1991, hecho que motivó un reajuste en 
la orientación de la política económica por los efectos producidos. Se redujeron 
nuevamente los aranceles y se eliminaron los últimos controles para-arancelarios, a la 
vez que se adoptó una política monetaria más suave, con tendencia al crecimiento.  
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Misas ha sido enfático al afirmar que las políticas monetarias del Banco fueron 
responsables, en gran medida, de las continuas fluctuaciones de las tasas de interés con 
grandes afectaciones en el comportamiento macroeconómico en sus diferentes frentes, 
especialmente en el costo de uso del capital, que reduce la tasa de ganancia y por tanto, 
la inversión, con efectos sobre el sector industrial.   
Pero la expansión monetaria significó inicialmente, la caída de las tasas de interés y por 
tanto aumentos del consumo y de la inversión. De otra parte, la entrada de capitales 
continuó hasta 1994, por lo que el peso se siguió apreciando. Esta combinación de: 
revaluación, aumento de importaciones, y caída de las exportaciones condujo a un 
incremento de la oferta agregada que controló el aumento de precios y la autoridad 
monetaria pudo mantener su política expansiva y el gobierno el incremento del gasto 
público.  
Este supuesto mundo maravilloso comienza a cambiar en 1994. Aunque la tasa de 
interés ya había iniciado una tendencia al alza desde 1992, se profundizó aún más al año 
siguiente (hasta lograr un máximo del 22.4 % en 1995, el más alto de este primer lustro) 
por decisión del Banco de la República que buscaba revertir la expansión monetaria e 
inflacionaria. Esta medida fue respondida, especialmente por los grupos económicos, 
con aumentos en el endeudamiento externo y mayor flujo de IED hacia el país sin crear 
nuevas unidades productivas sino adquiriendo activos ya existentes.  
Simplemente se trató de un traslado de propiedad de nacionales a extranjeros, sin 
generación de empleo adicional; al contrario, muchas veces este se redujo como 
consecuencia de las nuevas tecnologías organizacionales de reingeniería y otras 
prácticas de gestión implementadas por las empresas. Asimismo, Las políticas 
monetarias condujeron a mayor revaluación, y caída en la inversión por lo que el PIB 
empezó a mostrar signos de ralentización y la desindustrialización del país se 
intensificaba, lo cual se manifestaba, a su vez, en sus respectivas tasas de ganancia  
Las reformas también se sintieron en la relación salarial; la liberalización del mercado 
laboral produjo dos efectos también un tanto paradójicos: 1) ante la pérdida del empleo 
y/o de la disminución de los salarios reales de la cabeza de familia, los demás miembros 
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de la familia se vieron en la necesidad de entrar al mercado laboral, presentándose, de 
esta forma, mayor ocupación laboral, que ascendió hasta 1993 (gráfico 29).  
Gráfico 29 Tasa de ocupación nacional y urbana en Colombia, 1976-1999 
Fuente. CEPAL, 72, dic. 2000, p. 60 
Pero, aun así, 2) en general, los noventa fue un periodo bastante pobre en la generación 
de empleo, hecho que se reflejó en una caída de la tasa de ocupación de 2.2 % entre 
1991 y 1997 (CEPAL, 2000).  
El sector que más sintió esta caída de trabajo fue el sector transable, especialmente el 
industrial, uno de los grandes perdedores con la apertura Ocampo (2007). El empleo 
industrial comienza a decrecer desde mediados de los setenta, pero tuvo una vertiginosa 
caída a partir de 1993, luego de las reformas (gráfico 30).  
Gráfico 30 Tasa de crecimiento del empleo industrial, Colombia 1971-2005 
Fuente. Cálculos propios con base EAM-DANE 
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De los setenta al 2000, se perdieron cerca de 7 puntos porcentuales de empleo industrial, 
y de acuerdo con las estimaciones de Zerda (2014), al año 2012, esta pérdida había 
ascendido en 10 puntos porcentuales. En 1980 el empleo temporal del total ocupado, era 
del 10 %, en 1990, ascendió al 13.8 %, luego 16.94 % en 2000, hasta llegar al 44.32 % 
en 2005.  
La mayor presión por empleo, y la incapacidad del sector productivo para responder a 
esta mayor demanda, se reflejó en las cifras del desempleo a partir de 1994 (gráfico 31).  
Gráfico 31 Tasa de desempleo nacional y urbano en Colombia, 1976-1999 
 
  Fuente. CEPAL, 72, dic. 2000, p. 60. 
“La situación es explosiva sobre la tasa de desempleo: más gente busca trabajo y menos 
gente lo tiene” (Bonilla, 2003, p. 5), como consecuencia del deterioro de las condiciones 
económicas que se empezaban a advertir. Observando las variables del empleo y 
salarios algo que llama la atención es la volatilidad del salario real, en comparación con 
los movimientos de la productividad del trabajo. 
Ambas variables se comportaron de manera similar, aunque la productividad del trabajo 
ha estado, las más de las veces, por encima del salario real (gráfico 32), que es una de 
las condiciones para el incremento de la tasa de plusvalía (e) y, por tanto, de la tasa de 
ganancia. Este comportamiento es más pronunciado en la industria, dado que para el 
periodo 1980-2012, “mientras la productividad por trabajador se duplica, los salarios 
reales escasamente aumentan un 30%” (Zerda, op cit: 28).  
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Gráfico 32 Colombia, Crecimiento de la tasa de ocupación, la productividad del 
trabajo y salario real, 1992-1999 
Fuente. DANE, elaboración propia.  
Estas cifras revalidan la tendencia inequitativa de la distribución del ingreso, que como 
mostró Zerda, se profundizó en el nuevo milenio, y se viene comportando de acuerdo 
con la tendencia a nivel mundial como bien lo ha demostrado Piketty, 2014, Graeber, 
2012, Shaikh, 2015 y Deaton (2015), entre otros.  
Moreno (2014) concuerda con las anteriores apreciaciones, señalando que, con la 
independencia del Banco de la Republica y su enfoque prioritario de mantener la 
estabilidad de precios
379
, su junta directiva decidió incrementar la tasa de interés por 
encima de la llamada tasa justa (que debe ser igual a la productividad del trabajo)
380
, 
con lo cual se redujo la inversión por lo que se incrementó el desempleo y se redujeron 
tanto los salarios reales como la capacidad de negociación de los trabajadores en la 
búsqueda de unos ingresos acordes a su mayor productividad.  
Teniendo en cuenta la relación entre la variación del empleo y del PIB, se observó que 
mientras el último creció, hasta 1997, siguiendo la tendencia estadounidense (gráfico 
24) y latinoamericana (gráfico 27), el desempleo como variable contra cíclica tendió a la 
baja, pero una situación completamente inversa se presentó a partir de 1994, 
aumentándose la producción con menos trabajadores razón por la cual se amplía la 
                                                             
379 Pero soslayando que este objetivo debe ir en estrecha “coordinación con la política económica 
general”. 
380 Según el enfoque poskeynesiano seguido por Moreno para que los salarios mantengan su poder 
adquisitivo y el cual había sido anteriormente utilizado por Rochon y Setterfield (2007).  
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productividad del trabajo y la inequitativa distribución del ingreso, situación que se 
profundiza desde 1997, y tocando fondo en 1999 (gráfico 33).  
Gráfico 33 Comportamiento trimestral del PIB y la tasa de desempleo en 
Colombia, 1990-2000 
Fuente. CID, Universidad Nacional, 2003, p. 8 
Luego de tocarse fondo en una crisis, como la de ese año, pareciera que cualquier 
acción de política trajera consigo un repunte de las demás variables como efectivamente 
sucedió a partir del año 2000, cuando empezaron a sentirse nuevas señales de 
recuperación. En parte, este nuevo despegue obedeció también al buen comportamiento 
de las economías de Estados Unidos y las latinoamericanas (gráfico 23 y 26), con las 
que teníamos mayores niveles de intercambio; pero en gran medida obedeció a la 
política monetaria expansiva de 2000 y 200, por lo que  
La política monetaria comenzó a ser más activa y a tener como meta final el 
crecimiento [y] el aumento de los agregados monetarios no ha sido inflacionario. El 
diagnóstico que había hecho la ortodoxia resultó equivocado y la utilización de los 
instrumentos monetarios no trajo las desgracias que habían anunciado (Bien-estar, 
Macroeconomía y pobreza, 2004, p. 81).    
El sector manufacturero que fue un sector importante en el crecimiento económico y la 
generación de empleo formal durante la industrialización dirigida por el Estado, desde 
mediados del setenta también fue el sector que más “contribuyó” a la ralentización 
económica por lo que la participación en el PIB total disminuyó del 23 % a mediados 
del setenta al 18 % en 1980 (Ramírez, 2008), al 17 % en 1990 y cerca del 13 % en 2000, 
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además, la tendencia se agravó en el nuevo milenio cuando la participación cayó al 
12 % (Zerda, 2014).  
3.6.- Posición de los diferentes sectores en la primera fase de la apertura 
Es apenas comprensible que las actitudes de los diferentes actores políticos, económicos 
y sociales fueran disimiles dado que, los efectos de las reformas, beneficiaba a unos 
mientras perjudicaba a otros.  
3.6.1.- Economía, política y reformas inconclusas 
El cambio de orientación en el manejo económico cuyo proceso de acumulación que 
anteriormente estaba liderado por la industria y el café, con apreciables tasas de 
ganancia garantizadas por el Estado, pasaron a los grupos económicos cuya actividad 
central está en el sector de servicios a excepción de las bebidas.     
Aunque el proceso aperturista no tuvo un apoyo unánime, sí contó con la aprobación de 
la mayoría del bloque de poder que tenía bajo su control el pensamiento económico 
tanto en la academia como en los centros de opinión (revistas, periódicos, noticieros) e 
igualmente de buena parte de los políticos, aunque no todos, por supuesto, que habían 
sido cautivados por las ideas neoliberales que gravitaban en torno a este proceso. 
En el Congreso, por ejemplo, desde muy temprano, inclusive, cuando aún se debatían 
los proyectos de ley de las reformas, en este caso de la financiera, un parlamentario 
partidario de la misma sostenía que era “ineludible la admisión de nuevos participantes 
y [de] la inversión extranjera” así como necesario que se expandiera el sector para 
“satisfacer… las expectativas de inversión en el país” […], por lo que planteaba la 
eliminación de trabas existentes en la actualidad para garantizar “la libertad de entrada” 
del capital extranjero, por lo que además solicitó la eliminación de la Superintendencia 
bancaria (Anales, 142, 1990, pp. 15-16) como efectivamente sucedió posteriormente. 
Ciertamente las medidas adoptadas por el gobierno cumplieron su cometido a juzgar por 
las utilidades del sector en 1991, las cuales superaron los $240 000 millones en 1991, a 
400 
 
pesar que la Caja Agraria, que todavía no había sido liquidada, registró pérdidas por 
más de $50 000 millones (El Tiempo, 13 enero de 1992, p. 3 B)
381
. 
Sin lugar a dudas, una de las reformas que generaron mayor debate fue la de las 
privatizaciones, dado que estaba de por medio la reducción del Estado en diferentes 
actividades económicas y sociales donde había fuertes intereses de los gremios, grupos 
económicos y del capital internacional (Misas 2002, 2014). Los defensores de la 
apertura reclamaron, que si bien se habían dado pasos en la liberación comercial y 
financiera, esta había sido incompleta en materia de privatizaciones
382
. Uno de los 
partidarios de este criterio en el Congreso se mostraba inconforme porque, “los 
programas de privatizaciones se han quedado cortos señor Ministro [Hommes], y ahí 
también, hay un margen de maniobra de considerable amplitud, hay una lista 
interminable de empresas del Estado que son susceptibles de privatización, sin ningún 
género de discusión, discusión ideológica que además ya está desbordada por los hechos 
que impone el pragmatismo en la época moderna” (Anales, N°25, 1992, p. 9)
383
.  
En esta misma línea se pronunciaron otros senadores, en la mencionada sesión, 
respaldando también, al Ministro, planteando que “el modelo de desarrollo económico 
vigente, tienen una justificación ética y política indiscutible, porque se trata, para 
decirlo de una forma muy simple, de romper las cadenas tradicionales del atraso y la 
pobreza” (Anales N° 25, 1992, p 9).  
Sin embargo, las cosas no eran tan unánimes porque en opinión de un Representante a la 
Cámara por la oposición sostenía: “en el día de ayer [14 de enero de 1992] el Contralor 
General de la República expresaba en un debate brillante su posición en torno a la 
privatización del Banco del Comercio. Nos hablaba de cómo había habido una 
transferencia del sector público a grupos monopólicos y consorcios privados […] 
transferencias que salían del pueblo colombiano […] me parece a mí, que el tema de la 
privatización en Colombia tiene una relación especifica con las políticas que por todo el 
mundo vienen siendo pregonadas por el Fondo Monetario Internacional, y que tienen 
                                                             
381“Utilidades del sector financiero pasarían de $240 000 millones”. 
382En igual se manifiestan Edwards y Steiner (2008) 
383En forma vehemente así se expresaba el ex ministro y senador Rodrigo Marín Bernal, quien en el 
gobierno de Samper se desempeñó como Ministro de Desarrollo Económico. En su discurso contó con el 
respaldo de otros senadores.  
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que ver con la reducción del gasto público […] para incrementar los niveles de ahorro 
[para así] garantizar el pago de la deuda externa” (Petro, G, Anales, enero 4 - 17 de 
1992, p 4).  
También generó gran debate la apertura. De un lado, manifestaba Marín Bernal que  
 se trata simplemente de someter al proceso productivo colombiano a las  posibilidades 
 y al mismo tiempo a las contingencias de la competencia externa. Es como todos lo 
 sabemos […] la sustitución del viejo modelo cepalino, que agotó todas sus 
 virtualidades para impulsar resueltamente el crecimiento económico, generar más 
 empleo y por consiguiente más bienestar para la  población (Anales, N° 25, 1992, p. 4).  
Mientras que dentro de la orilla opuesta se ubicaba la opinión según la cual,  
 estamos tratando de desconocer a todo trance una situación evidente en la economía 
 colombiana. Entonces se están presentando unas cifras que van a perjudicar 
 notoriamente el sistema productivo del país, porque están diciendo que vamos a hacer 
 una apertura con revaluación, entonces no hay la apertura, entonces vamos a abrir los 
 mercados para que se aumente el porcentaje en el producto bruto interno y haya 
 ocupación, no mentiras, eso va a terminar en desocupación, ¿por qué?, porque los 
 dólares que tienen apabulladas las arcas del Banco de la República, están precisamente 
 haciendo rebotar todos los índices económicos y los están poniendo en un nivel 
 enteramente ficticio, por eso yo me explico honorables senadores que el Gobierno no es 
 que sea errático ni que el Gobierno este fallando en sus cálculos o que los estimativos 
 estén hechos con ligereza, no, probablemente todo lo contrario, es que ni el Gobierno 
 sea capaz de acertar lo que ha desatado con ese ingreso de dólares a la economía 
 colombiana
 
[sic] (Vélez L.G. Anales, N° 25, 1992, p. 8).  
De esta forma, aunque se planteó el debate, los integrantes del “Club Suizo” con ideas 
ortodoxas bien asimiladas formaron parte del gobierno de Gaviria y entraron de lleno a 
implementar sus ideas en la nueva dirección del Estado y la economía.  
3.6.2.- El sector empresarial 
Aunque los gremios económicos, especialmente el industrial
384
, paulatinamente fueron 
cambiando de tono ante la inminente apertura, no dejaban de mostrar sus 
preocupaciones frente a las nuevas realidades a enfrentar. Después de aceptarla, se 
mostraban un tanto expectantes dados los continuos cambios tanto en materia jurídica 
como institucional para conducir al país hacia “el establecimiento de un modelo 
                                                             
384 Para Ocampo (2007), este sector es uno de los grandes perdedores, junto con la agricultura, de la 
apertura económica.  
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competitivo”. En un editorial aceptaban que “sería necio, por tanto, negar la magnitud e 
importancia del esfuerzo emprendido en esta ocasión para modernizar al Estado. 
Empero hay que señalar la necesidad de dar al país un período de estabilidad jurídica e 




En la aludida publicación el gremio también sostenía, que dentro de los aspectos 
positivos que dinamizaron el sector industrial en 1992, en su concepto moderado, 
estaban: las políticas monetarias y crediticias expansivas que significó la reactivación de 
la inversión y el repunte de la tasa de ganancia; también destacaba la mesurada 
estabilización de las variables económicas que daban razones para el optimismo. 
Señalaba también como hechos positivos el quiebre de la tendencia inflacionaria y la 
reducción de las tasas de interés que, al reducir el costo del dinero, contribuían al 
repunte de la tasa de ganancia. Pero de otro lado, sustentaba lo que, en su concepto, 
fueron los factores negativos para la actividad económica nacional: la inseguridad y la 
exacerbación de la violencia -que ya era tenida en cuenta como elemento perturbador de 
la acumulación de capital-, la pérdida de competitividad dada la revaluación del tipo de 
cambio, la reforma tributaria (que afectaba la tasa de ganancia),  la crisis cafetera, el 
“fenómeno del niño” que por entonces afectó al país y llevó a un fuerte racionamiento 
eléctrico, con severos efectos sobre los costos de producción que comprimía también la 
tasa de ganancia, no obstante estos mayores costos, se trasladaban al consumidor final, 
dada la estructura oligopólica de la producción nacional.     
Los grupos económicos, que ya sentaban diferencias con los gremios dado que fueron 
de los grandes sectores ganadores del cambio de modelo, igual que el sector minero 
energético (Ocampo, 2001, 2007), poco o ningún reparo le hicieron a las reformas y por 
el contrario estaban optimistas en cuanto a que con las privatizaciones (se unieron a 
ellas) se darían las condiciones para incrementar sus ganancias y por tanto ampliar sus 
inversiones (en las actividades que anteriormente estaban monopolizadas por el Estado), 
como efectivamente sucedió.  
                                                             




La conformación, en las décadas del cuarenta y cincuenta, de estos grupos o 
conglomerados económicos y su consolidación en el periodo de 1979 - 1990, cuando 
lograron diversificarse, sentaron las bases para convertirse en un fuerte sector que cada 
vez más incidía en las políticas económicas, desplazando tanto a cafeteros como 
industriales como bloque de poder hegemónico que anteriormente influían en ellas 
(Misas, 2002, 2014). Sus demandas fueron ampliamente atendidas tanto en la nueva 
Constitución como en las reformas recién aprobadas, en aspectos como la eliminación 
del control de cambios, restricciones a la inversión extranjera, y las profundas 
transformaciones en las relaciones laborales que consideraban indispensables para tener 
una mayor competitividad en los mercados internacionales (Misas, 2002, 2014).  
Además, estos grupos y conglomerados han venido presionando desde los setenta, por el 
establecimiento de condiciones para hacerse a mayores cuotas de mercado en áreas 
estratégicas de la actividad económica —telecomunicaciones, seguridad social
386
 y 
salud, transporte, intermediación financiera, minería, por ejemplo— hasta llegar al 
control y concentración de las mismas. Con esta presión, también se ha llegado hasta 
promover legislaciones que establecen barreras protectoras en favor de los mismos 
conglomerados, con lo cual contradice o pone en evidencia la falacia de una economía 
abierta a los mercados competitivos. Igualmente, según datos de Peralta y Vasco (1998) 
la mayor fuente de ingresos de los tres principales grupos económicos han procedido 
“de la especulación financiera, de la venta de bebidas alcohólicas y de refrescos y de 
actividades comerciales. Solo un 10 por ciento de sus ingresos se [pudo] asociar a 
gestión empresarial de la economía real” (1998, p. 2). Más satisfechos no podían estar, 
estos grandes grupos económicos con las reformas de 1991.   
3.6.3.- La academia  
El sector académico también tiene bastante responsabilidad en cuanto al régimen de 
generación de excedentes y acumulación establecido, y la forma como se distribuye el 
ingreso en una sociedad. En esta materia se presentaron también divergencias. Los 
profesores de la Universidad Nacional, o el “Grupo de la Nacional”, como escribía 
Flórez (1999), que estaban en el CID, fueron bastante críticos del proceso aperturista, 
                                                             
386 El grupo de investigación de protección social del CID, de la Universidad Nacional, ha hecho valiosos 
aportes en este aspecto. 
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así como de la celeridad del mismo. El decano de la Facultad de Economía de la 
Universidad de Los Andes era también ácido crítico del modelo económico y de la 
apertura porque era la orientación más clara del libre mercado el cual solo “genera 
enormes oportunidades especulativas y monopólicas que inducen a los individuos a 
obtener elevadas ganancias a expensas de las grandes mayorías y del interés público” 
(Sarmiento, 200, p. 13), posición que ya había sentado en anteriores libros (1998, 2000, 
2002) así como en sus columnas en El Espectador
387
. La Facultad de economía de la 
Universidad del Valle con el profesor Alberto Corchuelo también hizo reparos a las 
reformas. Mientras que la de Antioquia mostraba los efectos negativos sobre el empleo 
y la industria. 
De la otra orilla estaba un buen grupo de profesores de economía de la Universidad de 
los Andes, algunos de ellos con fuerte influencia en los centros de investigación de 
Fedesarrollo, Anif y miembros de comités editoriales de revistas económicas con amplia 
ascendencia en los diferentes círculos del campo del poder en la dirección del Estado y 
las principales actividades económicas, financieras, políticas y sociales.  
Ya hemos comentado que publicaciones económicas nacionales como “Estrategia 
Económica y Financiera” o “Coyuntura Económica”, a través de sus directivos y 
editorialistas, desde tiempo atrás estuvieron presionando por la implantación del modelo 
dirigido por el mercado, la iniciativa privada –maximizadora de ganancias-, la apertura 
comercial y económica internacional, y la libre movilidad de capitales. Estos preceptos 
solo serían posibles con la decidida y necesaria intervención del Estado para avanzar 
simultáneamente en el campo económico y en una reforma política e institucional, para 
que dichos postulados fueran asumidos por el conjunto de la sociedad. Esta ha sido la 
paradoja del nuevo paradigma económico dominante: fue imprescindible la acción del 
Estado para reducir su propia intervención en las diferentes actividades políticas, 
económicas y sociales.  
                                                             
387 El hecho de que las criticas vinieran de la Universidad de donde había egresado el presidente de la 
República y muchos de sus más allegados colaboradores, fue motivo para que se redactara una carta de 
inconformidad, según ellos por la calidad de los programas de economía y la cual fue enviada a las 
directivas de la Universidad, y éstas decidieron despedir al prestigioso profesor que llevaba más de diez 
años en ese cargo.   
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3.6.4.- El sector sindical  
La relación salarial experimentó cambios estructurales y, esta década fue bastante difícil 
para los movimientos sindicales y la mayoría de organizaciones sociales. La reforma 
laboral adelantada por Gaviria había cumplido el propósito de flexibilizar el mercado 
laboral donde los trabajadores quedaron más expuestos a perder sus empleos, generando 
una sensación de “inseguridad laboral”, por tanto, la precarización del trabajo y la 
disminución de los salarios quedaron legalizados, como uno de los medios para 
incrementar la tasa de ganancia con la idea, de que así, se sería más competitivos en el 
escenario internacional.  
A pesar que estas medidas aumentaban la brecha entre el capital y el trabajo, es decir en 
la distribución del ingreso, y condujeron al repunte económico y de las ganancias, en la 
primera mitad del noventa, paradójicamente se evidenció una tendencia descendente 
tanto del número de huelgas laborales (gráfico 34) como de las protestas sociales en esta 
primera fase de la apertura. 
Gráfico 34 huelgas laborales en Colombia, 1963-2010 
 Fuente. Delgado (2013). 
Algunos sostienen que este fenómeno se debió, de una parte, a un compás de espera que 
tanto la ciudadanía como los diferentes movimientos, organizaciones obreras y sociales 
se dieron para pulsar los efectos políticos, sociales y económicos que tendría la nueva 
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constitución (Archila, 2003). Había mucha expectativa por su desarrollo y resultados en 
cuanto a una mayor participación e inclusión ciudadana. 
Pero de otro lado, ha existido cierto consenso en cuanto a que esta disminución en la 
agitación del movimiento sindical y de otros actores sociales, fue consecuencia de la 
exacerbación sin precedentes del conflicto armado interno del país y de la violencia 
desatada contra los diferentes sectores sociales y políticos del país (Delgado, 2013; 
Grupo de Memoria Histórica, 2013), donde los líderes sindicales pusieron una alto 
“impuesto de sangre”
388
 (gráfico 35). 
Gráfico 35 Homicidios de sindicalistas en Colombia, 1988-2010 
Fuente. Ministerio del Trabajo, citado por Echandia (2013).  
La forma como se respondía a las demandas sociales eran dicientes. Las marchas y 
protestas contra la apertura, las privatizaciones, los bajos salarios, los despidos y 
reclamos en defensa de los derechos adquiridos de los trabajadores colombianos (una, el 
22 de febrero de 1992 por parte de Fecode y otra el 27 de febrero del mismo año), 
fueron reprimidas con la utilización del ejército. Ante esta situación Hernán Motta, 
                                                             
388 Se denominaba "el impuesto de sangre de los pobres" a las erogaciones pecuniarias que debían 
realizar los jóvenes españoles en el siglo XIX para redimir o sustituir el “servicio militar [que] tendría una 
duración  de ocho años en la Península y de seis en Ultramar”. Para ampliar la información revisar el 
siguiente enlace  www.benemeritaaldia.org/.../22946-el-impuesto-de-sangre-de-los-pobres-sustitucion-. 
En Colombia dado que no hay la posibilidad de redención ni sustitución por parte de los pobres, 
humildes y campesinos que son los que más aportan hombres en los campos de confrontación ese 
impuesto es su misma sangre. También los líderes sindicales han colocado una cuota muy alta en la 
parte urbana durante el conflicto colombiano.  
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como único senador de la UP, rechazaba la continua utilización de las fuerzas militares 
para reprimir estas protestas ciudadanas, afirmando que “las fuerzas militares no están 
instituidas para eso, [lo] que significa una abierta transgresión a la Constitución 
Nacional que en su artículo 217, señala que las Fuerzas Militares tienen como destino 
supremo la defensa de la soberanía nacional” [sic] (Anales, N° 29, 1992, p. 4). 
El mismo senador denunciaba también la percepción que tenía el gobierno respecto a 
estas organizaciones sindicales teniendo en cuenta que, “el Ministro del trabajo, “anda 
por ahí irresponsablemente diciendo, que los sindicatos, que los dirigentes sindicales, 
son los enemigos de los trabajadores”
389
.  
Las principales preocupaciones de los trabajadores organizados quedaron registradas en 
documentos suscritos por la Central Unitaria de Trabajadores de Colombia, CUT, la 
organización sindical más grande en ese momento. En su boletín informativo, CUT III-
93 reclamaba al Gobierno de Gaviria la solución a la principal preocupación por la que 
atravesaban los trabajadores bananeros del Urabá, región martirizada por las continuas 
masacres buscando, por ello, la protección de sus vidas y la búsqueda de la paz “y 
porque el ambiente de funeral que rodea a esa Región cese de inmediato” (Acta 
compromisoria, 25 de febrero de 1993).  
De otra parte, en el Encuentro Nacional de Organizaciones Sociales realizados los días 
16, 17 y 18 de marzo de ese año en Bogotá, suscribieron una declaración final donde se 
condenaba la política neoliberal implantaba por el gobierno de Gaviria, y por tanto a su 
política aperturista. También se mostraban alarmados por la llamada Reestructuración 
del Estado que significó para el movimiento sindical y pensional “una feroz arremetida 
contra la libertad de asociación, el derecho a la huelga, la negociación colectiva, la 
estabilidad en el empleo, mediante las leyes 50 y 60 […], la reforma de la seguridad 
social y la penalización de la lucha sindical social” (Boletín informativo CUT IV-93).  
3.7.- La violencia y la economía 
Indudablemente la violencia ha incidido en el comportamiento social y político del país, 
así como en lo económico (acumulación de capital) y por tanto en la tasa de ganancia de 
                                                             
389 Juicio que fue rápidamente recogido por los patronos y medios de comunicación para desprestigiar a 
los líderes sindicales en momentos que se disparaba la tasa de homicidios contra estos dirigentes.   
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las empresas y por consiguiente han sido varios son los estudios que han tratado de 
relacionar los costos sociales y económicos de la violencia. No obstante, es sintomático 
que solo cuantificaron “que a los ricos les está saliendo muy cara la guerra” (General 
Bonnet, 1997), a partir de los noventa, es que se empieza a tener en cuenta este flagelo.   
 Con todo, es un tanto doloroso y supremamente limitado caer en el reduccionismo de 
estudiar la violencia solo en la forma cómo ha afectado a la economía, porque pareciera 
ser que solo se interesaran en ella en términos de cifras de crecimiento económico. 
Afortunadamente, es amplia la literatura que ha tratado de analizarla desde diferentes 
frentes, por lo que queda corto este espacio para referenciar a cada uno de los autores e 
informes que se han escrito acerca de ello. Nuestro objetivo en la presente tesis es 
observar cómo este fenómeno, ampliamente estudiado por otros autores, también tuvo 
incidencias sobre la rentabilidad del capital y el crecimiento económico, desde una 
óptica más humana  
Los verdaderos héroes de estas historias son las personas y comunidades, que sintieron 
y siguen sintiendo en su piel la inhumanidad y sevicia de sus victimarios, que han sido 
diversos y diversas sus motivaciones. Además, con una valentía sin límites, se han 
resistido a que se les olvide y, a través de diferentes eventos y testimonios, han buscado 
que la memoria colectiva domestica e internacional no olviden la forma como ellos, han 
sido víctimas de despojos y desplazamientos forzados y asesinatos, estrategias que 
históricamente ha sido utilizadas por sus victimarios para acrecentar la concentración de 
la tierra y su riqueza en el país.  
La década de los noventa fue especialmente cruenta en cuanto al número de masacres 
(gráfico 36) cometidas por los diferentes grupos ilegales y las cuales aumentaron en 
forma alarmante, de cerca de 30 en 1992 a aproximadamente ¡¡250!! en el 2000, donde 
las acciones de los grupos paramilitares se realizaron en convergencia con los grandes 
señores del narcotráfico y en muchas ocasiones en alianzas con miembros de la fuerza 
pública (¡Basta ya!, op cit).  
Frente a la evidencia de estos hechos el Congreso nombró una comisión para averiguar 
sobre la masacre de 20 indígenas paeces en la finca El Nilo en el Cauca cometida por 
paramilitares el 16 de diciembre de 1991, concluyendo que  
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 el gobierno del Cauca fue informado a tiempo por parte de la comunidad indígena del 
 resguardo Huellas de las graves amenazas que pesaban sobre su integridad sin que se 
 tomara medida alguna para protegerlos […] llama la atención que esa actividad 
 criminal, por las dimensiones que tiene y por lo prolongado en el tiempo, ha debido ser 
 detectada y reprimida. Sin embargo la Tercera Brigada, (Anales, N° 4, 1992, p.7)390 
 bajo cuyo control militar se halla esta zona, no ha procedido, grave negligencia que 
 criticamos (Anales,  N° 1, 1992, p. 3).  
Gráfico 36 Evolución de casos de masacre por conflicto armado en Colombia 
según presunto responsable, 1980-2012 
Fuente. Centro Nacional de Memoria histórica, ¡Basta Ya!, 2013, p. 48. 
Posteriormente, en el mismo recinto, se denunciaba la continuación de las masacres y 
asesinatos. En Fusa asesinaron un dirigente campesino de la UP, a sus 3 hijos, su yerno 
y una nieta, por militares de la brigada XIII y luego fueron presentados como 
guerrilleros de las FARC. Posteriormente, fueron amenazados de muerte la viuda del 
campesino y su abogado Eduardo Umaña Mendoza
391
. En 1991 la violencia se 
incrementó en 151 % (Anales, N° 30, 1992, p. 5).  
                                                             
390 Para el semanario de izquierda “Voz”, “en el norte del Cauca operaba un grupo paramilitar, 
organizado por la Tercera Brigada, en consonancia con los latifundistas y narcolatifundistas”. Constancia 
radicada en la Cámara de Representantes.  
391 Este reconocido abogado defensor de Derechos Humanos, fue asesinado en la misma capital del país, 
el 18 de abril de 1998. Sobre la investigación seguida a este crimen es muy revelador el testimonio de su 
hijo Camilo Eduardo Umaña, quien ha reiterado la forma como se desvió la investigación para ocultar a 
los criminales intelectuales del magnicidio. “Mi abuela Chely todavía recuerda que, ante las vergonzosas 
palabras del fiscal general de la época, Alfonso Gómez Méndez, quien le diría que el caso de mi padre 
era un crimen de Estado y que en el mismo no había nada que hacer. Esas mismas palabras se 
oficializaron en el juicio que se siguió por el homicidio. Pese a que el mismo fiscal había aseverado a la 
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Igualmente, en innumerables estudios y documentales
392
 se han reseñado, con la debida 
sustentación, las alianzas criminales entre paramilitares, políticos
393
, servidores 
públicos, elites locales económicas y empresariales, las cuales posteriormente fueron 
reveladas por los mismos comandantes paramilitares
394
. Es pertinente tener en cuenta 
que los paramilitares (como sus promotores y financiadores) y los narcos actuaron de 
acuerdo con los intereses y las dinámicas que mueven la filosofía y los objetivos del 
capital, cual es la obtención y maximización de las ganancias en sus inversiones y 
acciones. El despojo de tierras se descubre como un negocio muy lucrativo, por ello la 
lucha a muerte por el control territorial y defensa de las obtenidas en forma indebida. 
Igualmente, las torturas y asesinatos de dirigentes cívicos y sociales en las provincias, 
de dirigentes sindicales para ablandar sus peticiones en las empresas públicas y 
privadas, así como las connotaciones políticas y económicas que ello lleva consigo, deja 
entrever finalmente quienes se beneficiaban de estas acciones.  
Paradójicamente, estos hechos ocurrían en momentos que las conversaciones de paz 
continuaban entre el gobierno y las FARC en Tlaxcala, México, luego que tuvieran que 
trasladarse desde Caracas debido al fallido golpe de Estado de Hugo Chávez contra el 
                                                                                                                                                                                  
Human Rights Watch que en el homicidio estaba implicada la Brigada XX del Ejército, y que la actividad 
probatoria del proceso destilaba lumbre sobre agentes de inteligencia militar, un testimonio dado desde 
una cárcel cambió la dirección de la investigación” (El Espectador, abril 13 de 2013).  
392 El programa Contravía de Holman Morris ha sido uno de los referentes en este tipo de trabajos. 
393 Estos políticos, desde el mismo origen de los grupos paramilitares, mostraron su simpatía con estos 
escuadrones de la muerte y con el eufemismo de grupos de autodefensa campesina buscaron la 
legalización de su accionar. Lo anterior concuerda con la presentación del proyecto de ley 151 de 1990 
“por la cual se concede una amnistía a las organizaciones campesinas de autodefensas” y en su artículo 
1°, rezaba: Concédase amnistía general e incondicional a los integrantes de organizaciones campesinas 
de autodefensa, autores de delitos políticos y conexos con estos cometidos antes de la vigencia de la 
presente ley. Anales del Congreso N° 1, martes 14 de enero de 1992, p 3. Por la misma época se 
publican varias fotos de Pablo Escobar en compañía de grandes políticos colombianos que 
posteriormente fueron ejecutados por el capo o capturados por las autoridades colombianas, y entre los 
cuales figuraban: Federico Estrada Vélez, Alberto Santofimio, William Jaramillo, Ernesto Lucena, 
Bernardo Guerra, David Turbay (Contralor), y Jairo Ortega, entre otros. Semana, Nº 598, oct. 19-26 de 
1993, portada y pp.   38, 39, 40,41 y 42. Igualmente políticos con gran influencia, que inclusive llegaron a 
los puestos dignatarios de las dos corporaciones, como Carlos Espinosa Faccio-Lince, Tiberio Villarreal, 
Álvaro Araujo Noguera, César Pérez García y Francisco José Jattin, entre otros, posteriormente fueron 
sentenciados por nexos con diferentes grupos paramilitares.     
394 Grupo de Memoria Histórica (GMH), Justicia y paz. Tierras y territorios en las versiones libres de los 




gobierno de Carlos Andrés Pérez. En el Congreso se escuchaban posiciones a favor y en 
contra de dichas negociaciones.  
De acuerdo con las proposiciones 83 y 127, los senadores Vera Grabe, Álvaro Uribe 
Vélez, Aníbal Palacio Tamayo y Bernardo Zuluaga Botero realizaron un cuestionario 
para establecer en qué situación se encontraba el proceso de paz, la forma como 
concebía el Gobierno la articulación de instancias internacionales en dicho proceso, 
cuáles eran las políticas sociales frente a los sectores que participaban en el proceso y la 
disposición presupuestal para la inversión social en las áreas de influencia de los 
movimientos insurgentes desmovilizados. 
Igualmente, se preguntaba acerca de los recursos para la adquisición de tierras por parte 
del Incora, el estado de los proyectos económicos y bienestar para facilitar la reinserción 
de ex guerrilleros comprometidos en el proceso de paz. Estos interrogantes fueron 
planteados a los Ministros de Gobierno, de Defensa y el Consejero Presidencial para la 
Paz. Respecto a las negociaciones en México, en el citado cuestionario, se indagaba 
sobre la forma como se articulaban las operaciones militares de las Fuerzas Armadas 
con los procesos de paz en curso, y si consideraba el Gobierno que un proyecto como el 
relativo a los “Estados de Excepción” contribuían a un ambiente de reconciliación, justo 
en el momento en que se desarrollaban los diálogos de Tlaxcala (Anales, Nº 71, 1992 y 
El Tiempo mayo 18 de 1992).  
En este escenario, la violencia no daba tregua, los asesinatos y amenazas contra 
dirigentes de la UP se dirigieron contra la vida del Representante Manuel Cepeda 
Vargas, quien se vio obligado a solicitar mayor protección. “Me hallo inerme, decía, la 
campaña que en contra mía se ha montado sobre un supuesto ´enlace guerrillero’ y en la 
que se desatacan periodistas de larga trayectoria como son los señores Enrique Santos 
Calderón y Plinio Apuleyo Mendoza, para no mencionar sino a los más destacados entre 
la grey del periodismo anticomunista, ponen en peligro mi vida” (Gaceta del Congreso, 
N° 40, 1992, p 9)
395
 Cepeda Vargas cayó asesinado en Bogotá, el 9 de agosto de 1994.  
El recrudecimiento de la violencia en 1991 y 1992 estuvo asociado con los diálogos de 
paz en medio del conflicto y el posterior rompimiento de los mismos en México. “Nos 
                                                             
395 Carta dirigida al entonces director del DAS, entidad que además le había negado su pasado judicial.  
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vemos dentro de 10.000 muertos” fue la frase con la cual se terminaron dichas 
negociaciones en medio de la desconfianza mutua de las partes y el gozo de sectores 
que se han opuesto histórica y reiteradamente a estos diálogos. Entonces se decretó la 
prórroga del Estado de conmoción interior.  
Las cifras presentadas, utilizando como fuente la base de datos de la Consejería 
presidencial para la seguridad y la defensa nacional, mostraron que, entre enero de 1991 
y enero de 1993, la guerrilla realizó 295 emboscadas, 1079 acciones terroristas, se 
presentaron 887 contactos armados, y un total de 2970 acciones armadas; además 
murieron 1110 militares y 1634 guerrilleros (Gaceta, N° 32, año II, marzo 12 de 1993). 
Estas acciones y las de los paramilitares empezaron a ser consideradas como factores 
con alta incidencia tanto en el sufrimiento humano como en la promoción de la 
prosperidad y la convivencia social. Diversos estudios sobre violencia y economía 
comenzaron a cuantificar los costos del conflicto y a argumentar que la paz es más 
rentable.  
Los estudios de Rubio (1995), Echeverry, Salazar y Navas (2001), Querubín (2003), 
Vargas (2003) y Cárdenas (2007), entre otros, han coincidido, con cifras no muy 
distantes, que el conflicto armado ha incidido negativamente en el crecimiento del PIB, 
la productividad y la tasa de ganancia como incentivo de la inversión. Un estudio que se 
aparta de las anteriores concepciones es el del exministro de agricultura de Uribe Vélez, 
Andrés Felipe Arias y Ardila (2003), en el cual establecen una relación positiva entre el 
incremento del gasto militar, el producto y la inversión. Plantean que dicho gasto 
inclusive tiene impacto positivo en el capital humano en el corto y mediano plazo. 
Mientras que el trabajo de Villa et al., (2014) también se centra en la asociación inversa 
crecimiento económico y conflicto armado. 
Sánchez y Chacón (2006) enfatizan los daños causados por el conflicto armado dada la 
transferencia de recursos de otros sectores productivos a los gastos militares, o 
“actividades destructivas”, así como el perjuicio a la infraestructura y el grave daño al 
capital humano debido a las lesiones o asesinatos de miles de ciudadanos inermes y de 
campesinos quienes además de perder sus vidas, los familiares son desplazados por lo 
que también pierden sus propiedades; igualmente hace hincapié en los efectos que tiene 
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sobre la deserción escolar de los niños y las dificultades de los adultos desplazados para 
adquirir los medios de subsistencia en las ciudades.  
Álvarez y Rettberg (2008) son reiterativas con los trabajos anteriores al establecer la 
relación negativa conflicto armado y crecimiento económico, al cuantificar los costos de 
los daños causados a la infraestructura, el crecimiento del gasto militar, la transferencia 
ilegal de recurso, los costos sociales, la contracción económica, la pérdida de 
productividad y la inadecuada asignación de recursos. Citando a Pinto, Vergara y 
Lahuerta (2004) establece que las pérdidas de Ecopetrol por voladuras de oleoductos 
entre 1999-2003 fueron de $817.654,5 millones; por daños a las torres eléctricas y 
comunicaciones las pérdidas fueron de $134.871,2 millones, entre 1999-2003. Los 
costos en infraestructura fueron de $18.455,7 millones, citando datos de Invias; mientras 
que los costos directos por secuestro fueron cuantificados en US $67,4 millones, y los 
indirectos ascendieron a US$92,7 millones en 2000. Estos datos ofrecen una idea de lo 
que la violencia representaba al país y ya afectaban en forma considerable tanto la tasa 
de ganancia de las inversiones como el crecimiento económico.    
Para estas autoras, solo hasta mediados del noventa se empieza a percibir que el 
conflicto armado se convierte en uno de los grandes problemas que comienza a 
enfrentar la economía nacional. Este reconocimiento es representativo para una 
sociedad que se había acostumbrado a crecer económicamente en medio del conflicto, 
por lo que anteriormente no se le consideraba como una preocupación real.  
Retomando el trabajo de Cárdenas, antes mencionado, establecen que entre 1980 y 2000 
el crecimiento anual del PIB se redujo en un 2 % por los altos niveles de criminalidad 
asociado con el conflicto armado. Para la década del noventa encuentran que los 
diferentes estudios concuerdan en que los costos del conflicto oscilaron entre el 1.5 % y 
el 4 % entre 1990 y 1998, mientras que para el periodo 199-2003 se destinaron recursos 
para la guerra $ 16.5 billones, es decir 7.4 % del PIB.  
Estas son las cifras que preocupan a los inversionistas y tecnócratas del campo del 
poder, dada la repercusión negativa en la tasa de ganancia del capital y que pudiera 
resquebrajar la inversión, mientras que el drama humano se delega a los estudios de 
ONGs de derechos humanos, investigadores de las ciencias sociales e informes como el 
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del Centro de Memoria Histórica que ya hemos referenciado y el cual fue financiado por 
el Estado.  
3.8.- El comportamiento de la tasa de ganancia 
El comportamiento económico colombiano fue bastante estable respecto a las demás 
economías latinoamericanos que sufrieron bastantes oscilaciones; no se experimentaron 
los grandes crecimientos seguidos por pronunciadas caídas, con todo, la tasa de 
ganancia reinició su declive durante la década. No obstante el crecimiento moderado y 
la violencia armada, la inversión a capital mostró buenos resultados en la primera fase 
de la apertura en el noventa y aunque la tasa de ganancia tuvo un leve descenso de 
26.06 % a 24.08 entre 1990 y 1994, fue considerada como satisfactoria (gráfico 37),  
teniendo en cuenta que las tasas de interés se habían incrementado (Tabla 8) como 
consecuencia de la política monetaria contraccionista del Banco de la República en su 
afán de cumplir con las metas monetaristas de reducir la inflación.  
Gráfico 37 Relación acumulación de capital y tasa de ganancia, 1970-2004 
 
Fuente. DANE, cálculos propios. 
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Por ello para Misas (2002, p. 129), el Banco fue uno de los grandes responsables del 
deterioro de la tasa de ganancia no financiera, incluida la industrial, porque “La 
profundización financiera ha desembocado en un agudo proceso de financiarización, 
que dio lugar al crecimiento en las tasas de interés”. Para este autor al haberse 
privilegiado al sector privado en la financiación de los procesos productivos, condujo a 
que se beneficiaran los acreedores, contrario a lo que sucedía en las décadas anteriores 
donde la prioridad eran la producción y el empleo, y la política monetaria y las tasas de 
interés fueron instrumentos eficaces en estos propósitos. A lo largo del periodo 
estudiado la evolución de la tasa de acumulación y de la tasa de ganancia evidencia 
comportamientos similares, lo cual es concordante con el hecho de que la inversión 
responde a buenas o malas señales de su rentabilidad. 
Relacionando la tasa de interés con la tasa de crecimiento de la inversión, se observó 
que en la primera mitad de los noventa, el comportamiento de esta última coincidió en 
forma directa con la primera. Lo anterior expresa que no siempre el costo del dinero ha 
sido el único indicador para la inversión, pues si tenemos en cuenta que el país 
experimentaba una revaluación que incentivaba las importaciones, entonces muchos 
empresarios aprovecharon para renovar sus equipos y demás bienes de capital.  
Igualmente, pudo suceder que los agentes económicos tuvieron la sensación que un 
aumento de las tasas de interés obedecía a un proceso de crecimiento de la economía y 
por lo tanto esperaban obtener mayores rentabilidades en las nuevas inversiones (Misas, 
op cit), lo cual coincide con la euforia de los primeros años de la apertura.  
Pero, si no analizamos la inversión sino su tasa de crecimiento con las tasas de interés 
(gráfico 38), esta relación parece ya tener el sentido habitual. Por ejemplo, para los años 
1973, 1977, 1992, 1997 y después del 2001 la tasa de interés pasiva real se redujo, 
mientras que la tasa de crecimiento de la Inversión se incrementó. Ahora para los años 
1975, 1983, 1985, 1995, y 1998, la tasa de interés pasiva real subió, y la tasa de 
crecimiento de la inversión ha disminuido, lo cual afectó el proceso de acumulación. 
Otro aspecto a tener en cuenta es que los salarios no han tenido mayor influencia en el 
comportamiento decreciente de la tasa de ganancia, porque justamente en momentos 
que dicha tasa se resentía, el comportamiento de los salarios reales lo hacían en la 
misma dirección (Tabla 8 y gráfico 32). Lo anterior desvirtúa una vez más a los teóricos 
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ortodoxos para quienes el crecimiento del salario real era una de las causas 
fundamentales para la caída de la tasa de ganancia por ello la necesidad de flexibilizar el 
mercado laboral.  
Gráfico 38 Relación entre las tasas de interés pasiva real, activa real y la tasa de 
crecimiento de la inversión, 1971-2005 
Fuente. DANE y Banco de la República. Cálculos propios.  
Finalmente, para percibir los efectos macroeconómicos y sociales de la fijación de la 
tasa de interés por parte del Emisor, como variable exógena y administrada, se observó 
que el incremento experimentado después de 1992, con el inicio de la política monetaria 
restrictiva, acarreó una contracción de la demanda agregada, (que fue uno de los 
propósitos del Banco, como mecanismo para reducir la inflación), pero produjo, a su 
vez, la desaceleración del producto y el crecimiento del desempleo. De contera, también 
redujo drásticamente la capacidad de negociación de los trabajadores para enfrentar la 
precariedad del empleo y de los salarios. Las reformas laborales y de la política 
monetaria se reflejaron en los efectos negativos de la distribución del ingreso, aunque 
sin mayor incidencia en la tasa de ganancia. 
En la década del noventa el Banco Central cambió su preocupación por la distribución 
del ingreso, combatiendo al desempleo, centrándose desde entonces en el control de los 
precios que beneficia a unos y perjudica a otros porque “la inflación es el resultado del 
conflicto distributivo entre los poseedores de riqueza real y financiera y los trabajadores 
[porque] Cuando el Banco Central actúa para regular el conflicto inflacionario (o mejor 
distributivo) puede adoptar una política de neutralidad frente al status quo o seguir el 
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camino de una política sesgada contra alguno de los perceptores del ingreso” (Moreno 
2014, p. 3) 
Tomando la tasa de interés como un instrumento de distribución, los postkeynesianos 
proponen una regla pasiva para la tasa de interés, según la cual esta sea igual a la tasa de 
crecimiento de la productividad del trabajo para mantener invariable el reparto del 
ingreso nacional entre las diferentes clases (Setterfield, 2009, citado por Moreno). Sin 
embargo, sucedió lo contrario: mientras las tasas de interés subieron hasta 1998 (gráfico 
35), los salarios reales cayeron ahondándose las diferencias entre las clases sociales. 
3.9.- Nuevo gobierno y nuevas dificultades  
La relación política y economía se visualizó con mayor claridad durante el gobierno 
Samper, el cual no contó con el respaldo de los gremios económicos mientras que los 
grupos lo respaldaron. Por tanto, para los primeros, este cuatrienio fue desastroso, 
mientras que los grupos económicos, se sintieron cómodos durante el mismo.    
Inicialmente, el ascenso de Ernesto Samper Pizano (1994-1998) a la presidencia no 
presagiaba grandes cambios en la agenda política y económica, dado que el margen de 
maniobra era bastante limitado teniendo en cuenta la votación que, a pesar de tener un 
alto porcentaje de abstención, fue muy estrecha para el ganador (Samper con 3.733.336 
votos) respecto al candidato derrotado (Pastrana Arango obtuvo 3.576.781 sufragios). El 
énfasis que hizo durante la campaña de ponerle “corazón a la apertura” creaba 
inquietudes entre las elites tecnocráticas que habían acompañado el gobierno de Gaviria 
Trujillo.  
Los dos primeros años de gobierno, se caracterizaron por los continuos choques entre el 
gobierno de Samper, incluidos sus ministros de Hacienda, Agricultura y Trabajo con los 
miembros de la Junta Directiva del Banco de la República, quienes habían sido 
nombrados por la administración Gaviria. Además, la nueva estructura y funciones del 
Banco habían sido propuestas por la misma entidad y acogida en su totalidad por 
Gaviria, por lo que era comprensible que no estaban dispuestos a ceder en este aspecto.  
Desde la misma campaña electoral, Samper, también había criticado el nuevo rol 
asignado al Banco de la República, centrado en la función casi que única y exclusiva de 
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controlar la inflación, sin tener en cuenta los efectos que podrá tener en las otras 
variables como la política fiscal, el crecimiento económico y el empleo. Por lo tanto, 
veía en este objetivo del Banco un obstáculo para desarrollar su programa de gobierno, 
“El Salto Social” que estaba fundamentado en la generación de empleo, así como en el 
gasto público para enfrentar problemas sociales. 
También responsabilizó al Banco porque las tasas de interés no caían y con ello estaban 
conduciendo al país hacia la recesión. El debate, luego, se centró en el gasto público 
que, para el Emisor, el nuevo gobierno era el responsable que la inflación no cediera. 
Llegó a tal nivel la confrontación que Samper y su Ministro de Hacienda, Guillermo 
Perry Rubio, amenazaron con proponer una reforma constitucional para que a la Junta 
del Banco se le agregara dentro de sus funciones aspectos relacionados con el empleo y 
el bienestar. 
Samper como Ministro de Desarrollo de Gaviria, había criticado la apertura acelerada la 
cual llegó a considerarla como expresión de lo que se conocía como “capitalismo 
salvaje”. En medio de esta polémica, los síntomas de recesión y aumento del desempleo 
se empezaron a evidenciar por lo que el presidente no dudó en responsabilizar a su 
antecesor argumentando que lo que estaba sucediendo no era más que el reflejo del 
“guayabo de la apertura”. Gaviria respondió desde las oficinas de la OEA que, si bien se 
estaba dando dicho guayabo, “la borrachera no fue durante mi administración” (El 
Tiempo.com. fecha de publicación agosto 5 de 1996)  
Inicialmente, antes de las confrontaciones, el Ministro de Hacienda parecía conforme 
con los indicadores macroeconómicos entregados por su antecesor. Enfatizó, sin 
embargo, que estos no garantizaban un crecimiento sostenible a largo plazo debido, por 
una parte, a la excesiva revaluación. De otra parte, se mostraba preocupado por la 
permisividad mostrada en la política monetaria por lo que pronosticaba que, debido a 
los desequilibrios que se venían acumulando, “tarde o temprano terminarían por generar 
una crisis o llevarían a realizar ajustes traumáticos” (Memorias de Hacienda, 1994-
1995, p. 4, 5 y 6).   
Por tanto, este primer Ministro de Samper tampoco podía quedarse atrás en lo que 
respecta a reformas tributarias que desde 1975 hasta 1995 ya sumaban 9, es decir una 
cada 24 meses; por este motivo propuso la nueva reforma denominada de 
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“Racionalización Tributaria” que fue presentada como un mecanismo para modernizar 
la administración del país.  
Con la llegada de José Antonio Ocampo al Ministerio de Hacienda en 1996, en 
remplazo de Perry, el gobierno en poco cambiaba la orientación de la economía 
nacional en la primera fase de la apertura. Enfatizaba, por ejemplo, la forma cómo a 
partir de mediados de 1994 se buscó disminuir el ritmo de expansión de la demanda 
agregada con política monetarias y fiscales contractivas y de regulación de los flujos de 
capitales externos de corto plazo (especialmente los ‘golondrina’) que habían conducido 
a la revaluación del peso. Estas políticas, decía, se tomaron como mecanismos para 
devolverle competitividad a los bienes transables nacionales (Memorias de Hacienda, 
1996).  
Afirmaba a renglón seguido, que el objetivo propuesto se había cumplido dado que a 
partir de 1995 se logró que la devaluación se ubicara en un 5% y que la economía 
creciera en cerca del 4.5 % (Memorias de Hacienda, 1996), que de todas formas fue 
menor a la del año anterior. Pero el costo de estas medidas de ajuste macroeconómico
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empezó a sentirse, a la vez que la economía comenzó a percibir los efectos de la 
“borrachera aperturista” a la cual había hecho referencia el presidente. Para 1997 la 
economía ya estaba en pleno declive y los esfuerzos por recuperarla se mostraban 
infructuosos dado que tanto el PIB nacional (gráfico 9) como el industrial (gráfico 12), 
este último con un pequeño repunte en 1997, seguían con una tendencia descendente, 
mientras que el desempleo se disparaba (gráfico 30). Se buscó entonces la austeridad 
fiscal con la disminución del gasto público y de las tasas de interés (gráfico 37) 
(Memorias de Hacienda, julio de 1997).   
Frente a la ralentización económica que ya parecía irreversible, el gobierno —en medio 
un ambiente político adverso, dado que entraba ya a su última fase de gobierno, pero 
ante todo por la carga del proceso 8000—, decretó “la emergencia económica y social” 
en enero 13 de 1997, pero esta fue declarada inexequible por la Corte Constitucional 
dos meses después.  
                                                             
396 El Ocampo Ministro aplicando las políticas de ajuste que tanto menciona el Ocampo considerado 
como uno de los mejores economistas e Historiadores económicos que ha tenido el país.   
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3.9.1.- La debilidad política del gobierno  
Los resultados electorales para la presidencia de 1994 estuvieron muy reñidos tanto en 
la primera como en la segunda vuelta, por lo que quien ganara la presidencia tenia pocos 
grados de libertad en su gobernabilidad. Además, desde tiempo atrás se venía haciendo 
más evidente la violencia del narcotráfico y su influencia en las diferentes actividades 
del país, por lo que fue un hecho que empezó a dejar de verse como un fenómeno 
lejano, sino en algo más palpable y con fuerte repercusiones en los centros urbanos. 
Cualquiera era vulnerable a un posible ataque que podía venir de cualquier lado: de los 
paramilitares, del narcotráfico, de la guerrilla o de las mismas fuerzas del Estado. El 
futbol había sido cooptado por este flagelo desde finales del setenta (pero no era el 
único), igual que la política y la economía que había significado el surgimiento de las 
llamadas clases emergentes del narcotráfico desde el gobierno de Turbay Ayala
397
. 
También, los medios de comunicación, el ejército, la banca, y hasta los reinados de 
belleza se convirtieron en sectores donde los narcos realizaban fuertes inversiones ya 
fuera como forma de garantizar su seguridad, obtener tasas de ganancia extraordinarias, 
incrementar su influencia económica, política y prestigio o simplemente como diversión 
en el caso del futbol, los caballos o los reinados de belleza
398
.  
 Por ello la campaña presidencial de 1994 desde sus inicios ya tenía los ojos puestos de 
la opinión pública nacional
399
 e internacional (básicamente de Estados Unidos). Es de 
recordar que Samper no contaba con la simpatía de ese país del norte dado que, desde la 
década del setenta, como presidente de la Asociación de las Instituciones Financieras -
ANIF- había propuesto por primera vez, y se convirtió en una herejía para la época, la 
legalización de la marihuana. 
                                                             
397 Sáenz (2012) afirma que este fenómeno ya era evidente desde el gobierno de López Michelsen en la 
década de los setenta. 
398 A finales de los ochenta e inicios de los noventa el narcotráfico se tomó los reinados de belleza, al 
igual que el futbol o los caballos, como un fuerte y costoso medio de diversión y de pulso de poder entre 
los grandes capos de la mafia de Cali y Medellín.  A tal punto se llegó que hubo una apuesta entre estos 
mafiosos de colocar entre las candidatas a la esposa de un poderoso narcotraficante. El Tiempo, Hitos y 
polémicas en 80 años del Concurso Nacional de Belleza, noviembre 16 de 2014.  
399 Aquí cabria la pregunta ¿qué y quienes son la opinión pública, que intereses la mueven o que 
intereses mueve? La opinión pública es la mayoría de la población o solo una minoría, que es también la 
que controla el campo del poder. En nuestro caso nos referimos a esta última.   
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Esta institución había organizado un simposio entre el 15 y 16 de marzo de 1979 y allí 
su presidente lanzó la siguiente propuesta, sin contar con el aval norteamericano:  
 el país debe estudiar la legalización de la marihuana como una alternativa seria para su 
 regulación […] La legalización no consiste en dejar la marihuana al garete, sino en 
 enmarcar su cultivo, comercio y consumo dentro de las leyes y normas que rigen 
 nuestra economía, nuestra sociedad y nuestro Estado (Ernesto Samper citado por 
 Tokatlian, et al, 2000, p. 142).  
3.9.2.- La política se enrarece, aún más. El proceso 8000 
Cuatro días antes de las elecciones que declararon a Samper como presidente, se inició 
una serie de sucesos que marcarían la totalidad de su mandato y del resto de su vida. 
Andrés Pastrana, el candidato derrotado, convocó a una rueda de prensa y allí mostró 
dos casetes con información acerca de la filtración de dineros del cartel de Cali a la 
campaña “Samper Presidente”, afirmando, sin mayores detalles, que dichos casetes se 
los había entregado un hombre en Cali, el 15 de junio de 1994. A partir de entonces se 
inició el proceso judicial y político más sonado el siglo XX con repercusiones sobre una 
sociedad y una economía de por sí ya marcadas por la incertidumbre y el desasosiego, 
producto de unos arreglos institucionales que apenas se estaban consolidando.  
Después de las denuncias de la aparición de nuevos casetes, donde se vincularon 
formalmente a prestantes dirigentes políticos, periodistas, así como al Contralor y al 
Procurador General, el 25 de abril de 1995 finalmente, la Fiscalía General de la Nación 
envía una copia del expediente a la Corte Suprema de Justicia con el número 8000
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buscando establecer si nueve congresistas y dos funcionarios habían recibido pagos de 
algunas de las empresas de los hermanos Rodríguez Orejuela o de algún otro 
narcotraficante perteneciente al cartel de Cali. De esta forma se inició el episodio 
nacional conocido como proceso 8000 y en el cual intervienen la clase política, la clase 
empresarial, los medios de comunicación, la DEA y el embajador de Estados Unidos en 
Colombia, entre otros; cada uno de ellos con diferentes motivaciones e intereses.  
3.9.3.- El pulso entre los gremios y los grupos económicos  
Lo interesante de este episodio de la vida nacional es ver la forma como se fueron 
rompiendo coaliciones entre antiguos aliados dentro del bloque de poder y, así mismo, 
                                                             
400 Semana, El 8000 día a día, agosto 1° de 1996. 
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se crearon otros en busca de ventajas políticas, económicas y sociales en medio de la 
incertidumbre y desorden político e institucional creado por entonces. Igualmente, fue 
llamativa la forma como los diferentes bloques actuaron durante el periodo cuando 
estuvo más candente el debate, 1995-1997 que dejó a muchos ganadores y también 
algunos perdedores. 
Para algunos autores, los gremios iniciaron en forma un tanto tímida y dubitativa su 
participación en la oposición que diferentes sectores de la vida política, económica y 
social le hicieron a Samper (Rettberg, 2003). Aunque esta autora responsabiliza a la 
crisis política de la desaceleración económica iniciada el 1996, no logra establecer con 
claridad esta relación directa entre crisis política y económica. Es cierto que la 
desaceleración se inició después de la segunda mitad del noventa, pero esta fue una 
crisis que se dio en la mayoría de los países del tercer mundo y golpeó con especial 
fuerza las economías latinoamericanas tanto en su crecimiento como en sus tasas de 
ganancia (gráficos 27 y 28).  
Es más, la economía colombiana soportó en mejores condiciones este ciclo recesivo 
mundial. Y, para otros autores como ya hemos visto, la recesión de la segunda mitad de 
los noventa fue justamente la consecuencia de las medidas adoptadas en forma 
acelerada durante el inicio de la administración de Gaviria Trujillo (Misas, Ocampo, 
Sarmiento Palacio, García y Corchuelo, entre otros). Para otros, la desaceleración fue 
producto del retroceso en la aplicación de las reformas, en que las mismas habían sido 
insuficientes o habían quedado inconclusas (Edwards y Steiner, op cit). 
Inicialmente los empresarios habían recibido en buenos términos la administración 
Samper, incluso, habían participado en la conformación del llamado Pacto Social de 
productividad, precios y salarios, del cual el gobierno extrajo propuestas fundamentales 
en aspectos relacionados con la inflación, el 27 de octubre de 1994 (Revista Andi, N° 
131, 1994) y además habían logrado otros acuerdos importantes dentro de dicho 
organismo (Andi, N° 130, 1994).  
1996 ya fue un año particularmente crítico, tanto en lo económico (dado que la tasa de 
ganancia seguía decreciendo) como en lo político; de acuerdo a las encuestas que se 
realizaban por entonces, mostraban que el pesimismo se había apoderado de los 
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colombianos y, según Semana había alcanzado el 86 %. La situación a finales de 1996 
no parecía ser el fruto de un hecho específico o coyuntural, sino que aparecía como la 
sumatoria de factores que se percibían como muy desfavorables por la población… el 
desempleo se había trepado al 12.1 %; sólo el 17 % de los empresarios veía con 
optimismo el futuro, se presentó una caída en el crecimiento económico y Colombia 
mostraba uno de los más altos índices de criminalidad a nivel mundial (Semana, N° 
757, 1996 p. 25). 
En estas circunstancias al ritmo que avanzaba la crisis política, a causa del 8000, las 
relaciones entre el gobierno y los gremios se fueron resquebrajando, y por primera vez 
el Consejo Gremial Nacional, que había tenido un nuevo despegue desde octubre de 
1994, solicitó la renuncia del presidente, y para 1997 ya estaban prácticamente jugados 
con la oposición a su gobierno. Así, en la Andi, Fenalco, Fedegan, la Sac, entre otros 
gremios revelaron su radicalización a través de reuniones y mensajes enviados desde 
dicho Consejo. En su posición crítica mostraron especial aspereza, con el gobierno, pero 
Samper desplegó una inusitada habilidad para retar el poder de los gremios y eludir la 
exigencia de la renuncia al cargo solicitándoles en cambio, sentido común para buscar 
soluciones pacíficas a la crisis a la vez que les recordaba que diferentes actividades 
económicas habían sido perneadas por el narcotráfico. 
Otro aspecto que también debería tenerse en cuenta en este juego de intereses, es que 
indudablemente la apertura, la revaluación y las elevadas tasas de interés afectaron la 
tasa de ganancia de sectores económicos tradicionales como la agricultura y la industria 
(Ocampo, 2007), lo que repercutió en forma determinante en la pérdida de poder 
político de gremios tan fuertes como la Andi, la Sac, e inclusive la Federación Nacional 
de Cafeteros (Misas,2002, 2014) que además recibió un fuerte golpe con el rompimiento 
del pacto mundial cafetero. La revista de la Andi se había convertido en el principal 
órgano de difusión de esta Asociación y del Consejo Gremial en su oposición al 
presidente, afirmaba: “La crisis que vivimos dejó de ser mera intuición. Está apoyada en 
datos objetivos que nos muestran de una manera devastadora el caos y la anarquía 
imperantes” (Andi, N° 147, 1997). 
Por su parte el Ministro de Hacienda José A. Ocampo, en representación del gobierno 
en una nueva asamblea de la Andi (los industriales no invitaban al presidente Samper) 
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anunciaba las medidas para conjurar problemas económicos a la vez que resaltaba los 
logros en esa materia. Sin embargo, se quejaba de la actitud de los medios de 
comunicación
401
 que minimizaban los logros del gobierno, y puntualizaba al respecto.  
No olvidaré, por ejemplo, cómo varios medios de comunicación presentaron el aumento 
de las ventas del comercio del mes de abril, del 7 % según el DANE, como una “leve” 
reactivación de las ventas; [asimismo] cuando se presentaron claros síntomas de 
mejoría, las expectativas se deterioraron, posiblemente guiadas por el pesimismo de la 
prensa y de algunos analistas destacados”(…) “Estos episodios dejan una sensación 
muy curiosa, la de un barco que ha pasado por una tempestad y se encuentra ya en 
aguas más tranquilas, pero cada movimiento genera un pánico colectivo que ya no 
corresponde con las circunstancias (Andi, N° 147, 1997, p. 15).  
Los gremios mostraron su antipatía por el gobierno hasta sus últimos días y, en otra de 
las ediciones de la revista, la Andi colocó un titular muy diciente: “Nuevo GOBIERNO, 
nuevo aire”. En el editorial publicaron una carta enviada al nuevo gobierno de Andrés 
Pastrana A., la cual iniciaba diciendo, “No hay duda, hoy Colombia es una nación más 
tranquila […] el claro mandato recibido por ustedes para ejercer la primera 
magistratura, le han recobrado a la dignidad presidencial su legitimidad, minada 
seriamente en la elección de 1994”. El mensaje no podía ser más elocuente. “la mezcla 
de lo político y lo delincuencial, es una de las formas de corrupción que deben 
erradicarse definitivamente de Colombia” (Revista Andi, N° 153, 1999, p. 4).  
En cuanto a los grupos económicos, si bien es cierto que estos tuvieron crucial 
importancia de los países en desarrollo, en Colombia no lograron el peso alcanzado en 
Brasil o México (Alba Vega y Bizberg, 2004). Algo que podría preguntarse, durante la 
crisis política, es si los grupos económicos colombianos desafiaron la intencionalidad 
norteamericana de “tumbar” al presidente cuestionado o por el contrario, la pulsaron y 
vieron que el gobierno de dicho país no estaba comprometido a fondo en esta empresa 
como luego lo manifestaría el embajador Frechette
402
, afirmando que les insinuó a los 
llamados “conspiretas” que una acción de esta naturaleza no sería patrocinada por los 
EE. UU. Así, y luego que analizaron que las continuas amenazas económicas no se 
llevarían a cabo, y dada la mayor participación que obtendrían en las empresas que 
                                                             
401 En este sentido es de destacar la decidida posición de algunos periodistas reconocidos, así como del 
noticiero QAP, que paradójicamente era codirigido por una familiar del presidente.   
402 Eso lo manifestó en entrevistas concedidas a Semana y a diferentes medios de comunicación. 
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estaban en proceso de privatización, así como en la adjudicación de nuevos contratos, 
estos optaron por apoyar a Samper.   
De acuerdo con Rettberg (2003) frente a la debilidad económica de los gremios, los 
grupos económicos (los verdaderos “cacaos” como los llamaba por entonces el 
asesinado humorista político, Jaime Garzón) supieron sacarle ventaja a esta situación y 
dado que desde un comienzo habían apoyado a la campaña “Samper Presidente”, pues 
era mucho lo que estaba en juego. De los cuatro grandes grupos, tres apoyaron al 
presidente: Santo Domingo, Ardila Lulle y Luís Carlos Sarmiento Angulo, mientras que 
el llamado “Sindicato Antioqueño” se dividió entre dos holdings que entraron en abierta 
oposición al mandatario, siguiendo los lineamientos del Consejo Nacional Gremial, 
mientras que cementos “Argos” lo apoyó.  
El Grupo Santo Domingo, con Bavaria, parecía el más jugado en esta iniciativa, si se 
tiene en cuenta el apresurado beeper con la exclamación triunfante de “¡ganamos!” de 
Augusto López Valencia
403
 al gerente de dicha campaña (Rettberg, 2003). La defensa de 
esta “estabilidad institucional” implicaba defender la rentabilidad de los $3.7 millones 
que Julio Mario Santo Domingo “habría invertido en un gobierno amigo”.    
 Pero el apoyo, como ya hemos visto, no fue gratuita: se les adjudicó concesiones 
contratos oligopólicos que garantizaban altas tasas de ganancia en telefonía, televisión 
privada, fondos privados de pensiones, la salud a través de las empresas promotoras de 
salud (EPS) las entidades encargadas de los administración de riesgos laborales (ARL) y 
finanzas de la cual los grupos gozaban de barreras naturales tanto por el capital 
requerido para participar en estos negocios como por la experiencia adquirida en su 
manejo. Paradójicamente, la Constitución de 1991 buscaba consolidar la 
institucionalidad del Estado, pero a la vez la restringe al concederle mayor participación 
(monopólica) a los grupos en estos negocios y otras actividades económicas en las 
cuales tenían inversiones.  
Los principales hechos sucedidos durante 1996 dan una idea de la situación vivida por 
el país en ese momento: crisis económica y política, violenta ofensiva guerrillera con un 
ataque a la base militar de las Delicias, Putumayo, con 29 soldados muertos, 20 heridos 
                                                             
403 La importancia de Augusto López Valencia dentro del Grupo Santodomingo fue ampliamente 
mencionada por diferentes medios de comunicación como Semana (octubre 2 de 2000).  
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y 60 secuestrados; “Bochica”, líder del Jerga
404
, libera a Juan Carlos Gaviria, hermano 
de Cesar Gaviria. Sale al público el libro “La Noticia de un Secuestro” de García 
Márquez”, 10 congresistas entre senadores y representantes terminaron en la cárcel; el 
General Faruk Yanine Díaz, un Coronel, un ex procurador (Orlando Vásquez V), un ex 
contralor (Manuel Francisco Becerra), y varios periodistas terminaron presos o con 
orden de captura.  
3.10.- El gobierno de Pastrana Arango y la crisis de 1999 
El desprestigio del gobierno Samper, promovido en gran medida por los medios de 
comunicación, lograron afectar negativamente la campaña electoral de Horacio Serpa 
Uribe
405
. El Presidente elegido fue Andrés Pastrana Arango (1998 - 2000) con un caudal 
electoral de 6´114.752, mientras que el candidato derrotado, Horacio Serpa Uribe 
obtuvo 5´658.518 sufragios (RNEC, 1998).   
La capacidad de maniobra, en materia de políticas económicas
406
, del nuevo gobierno 
para hacer frente a la crisis era bastante limitada y parecía un tanto resignado a decir por 
los informes del nuevo Ministro de Hacienda, Juan Camilo Restrepo. Un año después de 
posesionado y en respuesta a las críticas que le hacia el ex presidente López Michelsen, 
repetía el mismo diagnóstico hecho al momento de su posesión: que en el último 
                                                             
404 Grupo guerrillero que se autoproclamó “gaitanista” pero que, sin embargo, Gloria Gaitán, hija del 
caudillo asesinado, rápidamente desautorizó.   
405 Las elecciones de 1998 serán recordadas porque quizá fue de las campañas más sucias y negras que 
por entonces se dio en contienda electoral alguna. Desde entonces, la utilización de las llamadas 
campañas negras contra los adversarios han sido una constante en la vida nacional. También ver 
Rettberg, et al., (2011) donde se evidencia la participación cada vez más fuerte de los medios de 
comunicación, propiedad de los grandes conglomerados económicos, en el tipo de información a 
“vender”.  “Los medios de comunicación siempre han sido un vehículo y un recurso de poder de las 
luchas por la hegemonía política en América Latina” afirman dos de los participantes en el foro sobre 
“Medios, democracia y poder: una mirada comparada desde Colombia, Ecuador, Venezuela y 
Argentina”, y que sirvió para la publicación del libro referenciado”. Incluso otros han llegado a sostener 
que dichos medios “hegemónicos” han sido verdaderos actores no armados del conflicto nacional, 
siendo cómplices, por omisión o silencio frente a las atrocidades de los grupos paramilitares, mientras 
que magnifican las acciones de la guerrilla: la información ha sido sesgada, reitera Antonio Morales en 
su programa “El primer café” del Canal Capital.    
406 En el aspecto político el respaldo era mayoritario dado que la polarización que se dio en la campaña 
presidencial, logró dividir al partido liberal con mayoría en el Congreso y consolidar un fuerte grupo de 
coalición conocido como la Gran Alianza.  
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periodo del gobierno Samper se había disparado el gasto público para cumplir 
compromisos políticos adquiridos en la etapa más difícil de la crisis del 8000.  
Por tanto, reafirmaba que “la situación económica actual (julio de 1999) ha sido 
producto de la crisis política y económica que enfrentó el país en los últimos años” 
(Memorias de Hacienda, 1999, p. 91-92). También reconocía que el crecimiento 
económico en los noventa había sido modesto, pese a que el principal objetivo de las 
reformas de 1991 había sido la de acelerarlo. Desde 1996 se inició la desaceleración, 
después del auge de 1993-95
407
 debido en gran medida al desmedido crecimiento de la 
demanda agregada como lo había sostenido anteriormente José A. Ocampo.  
 A lo anterior deberían agregarse los acontecimientos externos como la crisis asiática 
(Tabla 6), y posteriormente de Rusia, que llevaron a que los facilitadores del crédito 
externo se volvieran más cautelosos en su otorgamiento. Optaron por la reorientación de 
los flujos internacionales a economías más seguras y el país evidenció la fragilidad y 
dependencia económica de los mismos para hacer frente a dichos acontecimientos.  
Frente a estas vicisitudes el Ministro anunciaba entonces, ¡más ajustes!, que para él eran 
impostergables, pues de lo contrario los haría el mercado o los acreedores 
internacionales (Memorias de hacienda, 1999, p. 91-92). Lo anterior tendía a corroborar 
las apreciaciones de Ocampo en el sentido que desde los ochenta el país había 
renunciado a programas de desarrollo a corto o mediano plazo, para encaminar sus 
esfuerzos a medidas de ajuste coyunturales para tratar de salir de las crisis momentáneas 
que cada vez más se hacían más recurrentes. Estas medidas, especialmente de reducción 
del gasto público en medio de la recesión no hicieron más que atizar las dificultades 
económicas de por sí ya apremiantes. 
3.10.1.- La nueva crisis financiera y “caída” del UPAC 
Como si lo anterior fuera poco, a los apuros en cuanto a ingresos del gobierno, se le 
agregó la crisis que ya venía manifestándose en el sector financiero, en gran medida 
atizado por el mismo sector, al prestar inicialmente sin mayores precauciones, buscando 
maximizar su tasa de ganancia, y luego con el cambio en la metodología en el cálculo 
del UPAC, afectando seriamente a los usuarios de este sistema de crédito para vivienda.  
                                                             
407 Las respectivas etapas de “borrachera” y “guayabo” aperturista a las que hacía referencia Samper.  
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Inicialmente, el Banco de la República cambió el mecanismo a través del cual calculaba 
el UPAC que era la unidad, utilizada por las corporaciones de ahorro y vivienda (CAV), 
cobrada a los usuarios del sistema. El gerente del Banco, posteriormente, reconocería 
que dicho cambio “consistió, brevemente, en indexar esta variable a la tasa de corto 
plazo de mercado: la DTF, en vez de indexarla a la inflación como se calculaba 
anteriormente” (Urrutia y Llano, 2012, p. 86) esto se hizo, decía, porque se estaba 
generando una brecha entre las captaciones de ahorro de las CAV y el resto del sector 
financiero.  
Con esta medida, tomada en forma unilateral, el Banco de la Republica, bajo la presión 
de las mismas CAV
408
, cambió las condiciones del crédito pactadas por los deudores 
hipotecarios con UPAC y, de la noche a la mañana, dado que también se le upaquizaron 
los intereses de sus deudas, los usuarios vieron como aumentaba el valor de sus créditos, 
inclusive, en mayor proporción a la valorización de sus inmuebles. El círculo vicioso 
que se presentó entonces parecía una caricatura: incremento de las tasas de interés 
upaquizadas que afectó profundamente a los deudores hipotecarios; por tanto, un 
aumento de las deudas contraídas y un acelerado deterioro de la cartera, luego el fin de 
la burbuja de la construcción y, en último lugar, la disminución del valor de las 
viviendas adquiridas.  
Lo anterior, unido a la crisis económica y al desempleo de muchos de los usuarios del 
sistema, hizo que varios de ellos perdieran sus viviendas o las devolvieran como dación 
de pago. Fue tal el volumen de devoluciones de inmuebles que el gobierno se vio en la 
necesidad de crear una entidad, CISA
409
, encargada de recibir y administrar estos 
activos no productivos, que años más tarde los norteamericanos llamarían “activos 
tóxicos”, cuando en ese país se presentó una situación parecida con los llamados 
créditos subprime (Brenner, 2009).  
El gobierno buscando sortear la crisis declaró la Emergencia Económica y Social 
mediante el decreto 2330 de 16 de nov, de 1998, además, de las medidas adoptadas a 
través de los decretos 2331, 2332 y 2333 de la misma fecha. Lo anterior 
                                                             
408 Así lo reconoció años más tarde el entonces Gerente General del Banco (Urrutia, et a, op cit, p 86). 
409 Central de inversiones S.A, que adquirió gran parte de estas daciones de pago. Y, también compró 
cartera de algunas entidades con deudas con el Estado.  www.cisa.gov.co. 
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para evitar graves perturbaciones sobre el sistema económico y social y en particular, 
evitar el deterioro de la confianza del público en el sistema financiero y en el sector 
cooperativo financiero, […] cuyas condiciones se venían agravando en las últimas 
semanas en forma acelera y exponencial (Gaceta del Congreso, 1998, p 78).  
Sin embargo, el objetivo del gobierno se centró en salvaguardar el interés del sector que, 
en gran medida había contribuido a su escalamiento desde 1992. La preocupación 
estaba en solucionar los problemas de riesgo de la cartera vencida para el sector 
financiero, por lo que creo una contribución del dos por mil a cargo de los usuarios
410
 
para financiar la capitalización de los establecimientos financieros y establecer un 
“alivio”, no una solución definitiva, a los deudores por UPAC (Barreto, 2012)
411
.  
El otro lado de la moneda de la crisis hipotecaria y del UPAC, fue la de la Corte 
Constitucional, que en la evaluación sobre la constitucionalidad de la Emergencia 
Económica, sostuvo que la crisis de las familias o crisis “social”, era parte inherente de 
la crisis hipotecaria e incluso financiera, porque si no se hubiese presentado la crisis de 
estas familias, no se hubiera presentado la crisis de la cartera de las entidades 
financieras. Por tanto, en sus diferentes sentencias frente a este fenómeno, 
especialmente la C-136 de 1999, declaró constitucionales la mayoría de las medidas que 
favorecían a los deudores a la vez que, invalidó aquellas que consideró que iban en 
contravía al interés de estos. Igualmente, fijó un plazo de tres meses para que las 
medidas anunciada en la Emergencia fueran aplicadas (Barreto, 2012).  
La ira del Banco no se hizo esperar y varios de sus miembros utilizaron todos los 
medios de comunicación a su alcance para tratar de cuestionar la eficacia de las 
acciones de la Corte en esta materia, porque según ellos, la Corte “no sabía de 
Economía” (Kalmanovitz, 1999)
412
, y por tanto no debían intervenir en ella o al menos 
hacerlo en forma más limitada porque, según su opinión, no alcanzaban a dimensionar 
                                                             
410 Además de afectados, los usuarios del crédito en UPAC, y los demás usuarios del sistema financiero 
resultaron pagando la crisis del que el sector que había contribuido a su agravamiento.  Es decir, aunque 
el Ministro lo negaba, se terminó por sociabilizar las pérdidas del sector financiero.    
411 El capítulo V del libro de Urrutia y Llano (2012) fue escrito por Barreto, quien se aparta de los 
planteamientos de los autores del mencionado libro, quienes a su vez tampoco comparten la posición 
del invitado. Así lo manifiestan en el mismo, p. 101.  
412 Lo que no comentaba Kalmanovitz, ni Urrutia ni ningún otro miembro de la Junta del Banco de la 
República era que la Corte convocó a las Facultades de Economía de las principales Universidades del 
país, así como a diferentes expertos para que la asesorara en esta materia y así tomar las mejores 
decisiones al respecto.   
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los efectos financieros y macroeconómicos (entre ellos las ganancias y la inversiones) 
de sus decisiones.  
Bien interesante fue la respuesta de un reconocido jurista quien cuestionó, aún más, la 
postura tomada por el Banco y justificó plenamente las decisiones tomadas por la Corte 
en el sentido de eliminar el UPAC dándoles un plazo de seis meses al Banco para crear 
una unidad que la reemplazara.  
Y tal fue precisamente la razón por la cual la sentencia C-700 de 1999 decidió 
mantener, por algunos meses, el sistema UPAC, a pesar de considerar que era 
inconstitucional, con el fin de evitar vacíos normativos capaces de generar graves 
traumatismos económicos” (Uprimny, 2003, p. 329).  
La eliminación del UPAC, la justificó plenamente porque dado que,  
la situación de los deudores se agravó en gran medida por la indiferencia de los órganos 
políticos, que no tomaron medidas de alivio, cuando era evidente que, al ligar el cálculo 
de la UPAC al DTF, y no a la inflación, el efecto combinado del aumento de las tasas de 
interés, el incremento del desempleo y la caída de los precios de la vivienda, hacía que 
las deudas se volvieran impagables. Pero cuando la Corte intervino en el tema para 
defender a los deudores hipotecarios, entonces sus decisiones fueron cuestionadas como 
un activismo judicial excesivo y antidemocrático (Uprimny, 2003, p. 329).   
Estos sucesos señalarían intereses opuestos entre un sector que buscando incrementar su 
tasa de ganancia acarreaba el dolor y pobreza de sus usuarios al ver perder sus viviendas 
que representaban el ahorro y sacrificio de toda una vida  
Siguiendo esta historia, es interesante destacar que ante un cuestionario del Congreso a 
Planeación Nacional, indagando sobre el “¿por qué el Gobierno acude a la Emergencia 
Económica para socializar las pérdidas del Sector Financiero; en tanto sus ganancias 
siguen privatizadas y en manos de un reducido grupo de banqueros?”, Planeación 
respondió que efectivamente las pérdidas del sector se incrementaron fuertemente en 
1998, pero que además el aumento de los intereses también afectaron a los deudores de 
UPAC porque perdieron sus viviendas o las devolvieron en dación de pago. 
En este episodio se alinderaron los diferentes agentes sociales y económicos: por una 
parte, estaba la elite del campo del poder representada por el gobierno, las elites 
tecnocráticas del Banco de la Republica y otros organismos de “formación” de opinión 
pública como la prensa, revistas especializadas o centros de investigación, que 
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respaldaban el salvamento de las carteras de las entidades financieras “por el bien del 
país”.  
De otra parte, estaban los usuarios y las diferentes asociaciones que se crearon para 
enfrentar el poder de las CAV y del Banco Central que se mostraron inflexibles ante sus 
demandas, porque su preocupación estaba centrada en la baja rentabilidad y en las 
pérdidas de las mismas
413
. Las asociaciones de usuarios fueron bastante activas en los 
momentos de discusión tanto en el Consejo de Estado, la Corte Constitucional y aún en 
el Congreso, cuando finalmente optó (era inevitable) por tomar parte en el debate.  
Y, finalmente estaba una parte del Estado representado por la rama judicial que en esta 
ocasión optó por el interés general si se tienen en cuenta las diferentes sentencias de la 
Corte y el fallo del Consejo de Estado. La cuestión era como distribuir los 2,5 billones 
de pesos que esperaba recaudar el gobierno con el “horroroso impuesto”
414
 del dos por 
mil, cobrado a todos los usuarios del sistema como fue el objetivo de la declaratoria de 
Emergencia Económica. El costo total de la crisis para recuperar carteras, capitalizar 
bancos tanto privados como oficiales y alivios a los usuarios, ascendió a cerca de los 
12,3 billones de pesos
415
. 
Este episodio, sirvió para evidenciar nuevamente cómo la ganancia y su tasa entraban en 
fuerte pulso entre los intereses del capital y el bienestar de los ciudadanos, donde el 
Estado se vio compelido a intervenir. Aunque se tuvo en cuenta a los usuarios del 
sistema el gran grueso de los recursos se destinaron a rescatar al sistema financiero con 
el argumento que era un sector imprescindible como irrigador de recursos a los 
diferentes sectores económicos del país.  
3.10.2.- La primera reforma tributaria de la administración Pastrana 
 La crisis significó nuevas erogaciones para el erario público que acrecentaron el déficit 
fiscal, por lo que el Ministro agilizó el trámite para su primera reforma tributaria, con el 
                                                             
413 Esta crisis significó el momento propicio para acabar entidades insignias de fomento agrario como 
era la Caja Agraria, y el Banco central Hipotecario para vivienda. Igualmente se liquidó el Banco del 
Estado y otras entidades privadas como Granahorrar, también en problemas durante la crisis financiera 
que afrontó el gobierno de Belisario Betancur.  
414 Armando Montenegro, “El dos por mil, un ´impuesto horroroso´”, El Tiempo, dic 7 de 1998.   
415
 “Crisis financiera y fin del UPAC”, El Tiempo, agosto 5 de 2002. 
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objetivo de buscar recursos para financiar el Presupuesto General de la Nación de 1999 
el cual había sido aprobado en forma desfinanciada (Memorias de Hacienda, julio de 
1999). Nuevamente la historia de las reformas se repetía; antes de su aprobación la 
mayoría de congresistas se mostraban en desacuerdo porque la consideraban 
inconveniente, que golpeaba “violentamente a los sectores más desposeídos de la 
colectividad colombiana”, según el discurso de un representante en debate a la Directora 
de la DIAN, quien fue citada en representación del Gobierno (Gaceta, Nº 315, año VII, 
1998, p. 15). Otro congresista sostenía: “nosotros, una línea oficial del Partido Liberal 
en el Congreso de la República… no apoyamos el tema del IVA a los productos de la 
canasta familiar… [tampoco] podemos jalarle a ningún nuevo gravamen que afecte el 
agro colombiano” (Gaceta, Nº 315, año VII, 1998, p. 31). Sin embargo, la reforma 
siguió su trámite sin contratiempos.  
También se propuso desde entonces modificar los mecanismos de transferencias hacia 
las regiones y ajustes relacionados con el pasivo pensional. Asimismo, se planteó la 
necesidad de una mayor flexibilización laboral “para reactivar la actividad económica y 
la creación de nuevos empleos” (Gaceta del Congreso, N° 361, año VII, 1998), frase ya 
muy recurrente y sin mayores logros.  
Frente a las diferentes Reformas Tributarias los mismos congresistas admitían que en su 
trámite “son muchos los sectores que hacen permanentemente lobby en el Congreso” 
(Gaceta N° 361, año VII, 1998). La presión del gobierno también se hacía sentir. Un 
senador “denunciaba” la práctica ya común seguida en todos los procesos de discusión 
de las reformas diciendo “que los 52 senadores que están aprobando la Reforma 
Tributaria, estuvieron desayunando en el Palacio con el señor Martínez, con el Ministro 
[de gobierno] Martínez que los convenció a todos con un desayuno” (Gaceta, N° 361, 
año VII, 1998, p. 26).  
Afirmaba otro senador, 
en promedio se aprueba una reforma tributaria cada dos años ampliando la base 
gravable y aumentando la presión fiscal con mayores tasas impositivas; entre tanto los 
recaudos son cada vez más exiguos, lo cual a su vez motiva la tramitación de más y más 
reformas tributarias, pues el gobierno tiende a irse por la línea del menor esfuerzo 
(Gaceta del Congreso, N°361, 1998, p. 40).  
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Mientras que el jefe de Planeación Nacional, Jaime Ruíz, admitía que la economía había 
entrado en barrena. Otro senador acusaba al gobierno de que basado en diagnósticos 
parciales sobre la evolución de la economía, quería solucionarlo todo con impuestos y 
muy poco con políticas monetarias, cambiarias o crediticias. Igualmente, hacía ver la 
ineficiencia del gobierno por atacar la evasión que se acercaba a los $3.8 billones, es 
decir, el triple de lo que costaba la reforma tributaria.  
Aducía también, que el gobierno debió haber tenido un sentido más humanista en la 
reforma y no castigarlos con el IVA, al contrario, no toca el tema de los aranceles 
porque según publicación aparecida en el diario El Espectador, el Fondo Monetario 
Internacional le prohibía al gobierno colombiano “tocar los aranceles”. También 
fustigaba al Ministro por “permitir lo que llaman ampliamente la globalización que no 
es otra cosa que el flujo de capitales y más bien solucionar los problemas internos a 
lomo de indio, es decir, imponiéndole impuestos al consumidor y al usuario que es lo 
que estamos haciendo aquí” [sic] (Gaceta, N° 364, año VII, 1998, p 15).  
Otro aspecto importante de estas reformas, que reflejaba como se movían diferentes 
intereses y grupos, en sus discusiones, fueron las afirmaciones que hizo una senadora 
respecto a la parte contradictoria de dicha reforma, dado que si el objetivo de la misma 
era “para recoger plata hasta “debajo de las piedras”, no se explicaba, sin saber por qué 
o por quien desapareció un artículo que buscaba gravar a los envases de cerveza y como 
ese impuesto tenia nombre propio (Santo Domingo), entonces desapareció del 
articulado”. Y, a renglón seguido, les decía a los amigos senadores de este grupo 
económico:  
yo creo que es importante hacerles una indicación, yo creo que es importante que 
aquellos que vayan a votar este articulo a favor [gravar a los envases de cerveza], sepan 
que al votar este articulo a favor, pierden la posibilidad para siempre de ser financiados 
por el grupo Santo Domingo, en sus próximas campañas electorales ¿y por qué lo digo? 
Porque es que este debate es un debate que se ha venido posponiendo en Colombia 
desde hace varios años; yo quiero recordarles a ustedes, por ejemplo, lo que sucedió 
cuando en 1992 el Ministro de Hacienda de entonces, el doctor Rudolf Hommes, tuvo la 
osadía de llamar la atención sobre esta incongruencia del Estatuto Tributario
416
 y aquí 
                                                             
416 Más exactamente en 1993, el director de la DIAN, respaldado por el entonces Ministro de Hacienda, 
afirmo que Bavaria, la cervecera del Grupo Santodomingo, no estaba liquidando bien el impuesto. 
Entonces los congresistas del grupo (llamados los veinte senadores de Bavaria), citaron a debate al 
Ministro. Como también lo corrobora Hernández, (2014) los legisladores no estaban, así, representando 
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en este palco vimos a Augusto López
417
 con lista en mano, mirando bien a ver quién 





yo creo que es un artículo que tenemos que votar, digámonos claramente…sin tapujos, 
de frente, hay quienes defienden unos intereses, yo no defiendo esos intereses (…) Yo 
creo que es el momento en que los grupos económicos también pongan su grano de 
arena en este esfuerzo por restablecer el equilibrio fiscal en Colombia (Gaceta del 
Congreso, N° 634, 1998, p. 22).  
Finalmente, dicho artículo fue retirado (dado que afectaba la rentabilidad del grupo) y la 
reforma tributaria aprobada mediante la Ley 448 de dic 24 de 1998. 
Aquí también se puede apreciar la forma como los miembros del sector político se 
fragmentan entre quienes tramitan y defienden intereses fiscales de ciertos grupos, que 
desafortunadamente son mayoría (Hernández, 2014), y aquellos que buscan disminuir o 
desmontar privilegios. De esta forma, las elites del poder político y económico, que 
generalmente son los mismos o son muy cercanos, presionan a través del lobby o 
mediante “sus” representantes o senadores quienes ejercen una fuerte presión para sacar 
beneficios para sus padrinos electorales.  
El seguimiento a la tributación de una sociedad sirve también como instrumento para 
entender la distribución y la desigualdad en perspectiva histórica, que es uno de los 
grandes aportes de Piketty (2014) y de Deaton (2015), en la actualidad.  
Tanto los decretos emanados de la emergencia económica como de la reforma tributaria 
de fines de 1998 poco pudieron hacer para reactivar la economía, por lo que, en medio 
de la fuerte devaluación, producto del ataque a la banda cambiaria, y de mayores tasas 
de interés se reflejaron en los balances de las empresas endeudadas con moneda 
extranjera, que veían reducir sus tasas de ganancia. Así, en medio de la rampante 
recesión que ya empezaba a ahondar indicadores como el desempleo, se aplicaron 
medidas que de alguna forma contribuyeron a su profundización. Para disminuir el 
déficit fiscal, se redujo el gasto público en cerca del billón de pesos en 1998 y al año 
                                                                                                                                                                                  
el interés general, ni menos el de sus regiones, que se veían perjudicadas por los menores tributos, sino 
que actuaban en “¡¡el interés particular de monopolio de cerveza!!”, p. 131.         
417 Por entonces Presidente de Bavaria. 
418 Apoyando al Ministro en su denuncia a la cervecera Bavaria por evasión de impuestos.   
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siguiente por otro valor similar en términos reales (cada año representó cerca del 0.5 % 
del PIB) (Gaceta del Congreso, 24 de agosto de 1999, p 32), medidas que actuaron en 
forma procíclica para ahondar la crisis.  
Se propuso mejorar los recaudos que ha sido siempre una tarea infructuosa en la 
mayoría de los casos. De esta forma, mediante el proyecto de Ley 238 de 2000-Cámara, 
inició tránsito otra reforma tributaria de la administración Pastrana Arango para la 
“modernización del sistema tributario, para continuar la lucha contra el contrabando y la 
evasión y aplicar los principios de justicia y equidad…”, y por ello “se crean unos 
impuestos, se modifica el Estatuto Tributario y se dictan otras disposiciones” Gaceta, N° 
73, 2000, p. 1).  
Sin mayores tropiezos la misma fue aprobada a través de la Ley 633 de dic 29 de 2000 
estableciéndose el impuesto, conocido como Gravamen a los Movimientos Financieros 
(GMF), que había sido creado de forma transitoria para superar la crisis financiera de 
1998. Después de dicha crisis este gravamen tomó el carácter de permanente y se 
amplió al 3x1000, “a cargo de los usuarios del sistema financiero y de las entidades que 
lo conforman” (Gaceta, N° 14, año X, p. 1ª). Para apaciguar los ánimos del capital en la 
reforma, mediante el artículo 125-3, se ampliaron las deducciones por donaciones, y se 
establecieron deducciones por inversiones en desarrollo científico y tecnológico para, 
finalmente, no afectar sus tasas de ganancia.  
Algo que es pertinente notar en las reformas después de 1997, y por lo menos hasta 
2003, es que el objetivo primordial había sido el de incrementar los ingresos del 
gobierno para enfrentar la crisis fiscal y financiera de los últimos años del noventa. Sin 
embargo, a pesar de los argumentos técnicos y políticos en esta dirección, fue evidente 
que la preocupación fundamental era que los nuevos impuestos no afectaran la tasa de 
ganancia y las inversiones por lo que nuevamente se incluyeron varios elementos con 
este propósito: tratamientos preferenciales a las operaciones en bolsa (reformas de 1992 
y 1993), descuentos por generación de empleo y reinversión de utilidades (reformas de 
1998, 1999 y 2000). Solo hasta 2001 se empezó establecer el monto de las deducciones, 
descuentos y exenciones establecidas en cada una de las reformas las cuales “fueron 
devastadoras para el sistema tributario colombiano porque…aumentaba el número de 
tratamientos preferenciales sin mayor control” (Alonso, 2011, p. 58).      
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3.10.3.- El comportamiento económico al final del siglo 
Los indicadores económicos y sociales que empezaron su deterioro desde 1996, se 
fueron profundizando hasta llegar a su punto mínimo en 1999 con una tasa negativa de -
4.2 %, la peor desde la crisis de los treinta, igualmente mostraba signos desalentadores 
la tasa de ganancia nacional e industrial y, por tanto la inversión. Los intentos por 
defender la banda cambiaria condujeron al Banco de la Republica a continuar 
incrementando la tasa de interés, contribuyendo también a la caída de la inversión. 
Además de estar más caro el dinero, “el instinto animal” del empresariado (Keynes) que 
es un gran incentivador para nuevas inversiones, parecía también adormecido, dadas las 
condiciones que no garantizaban las tasas de ganancia esperadas. La demanda agregada 
asimismo se vio afectada por, lo que la inflación cayó, la producción se estancó y con 
ello se siguió arrastrando las cifras de desempleo. El contexto externo tampoco era 
favorable dado que las economías de Venezuela (-7 %) y Ecuador (-7 %) (Memorias de 
Hacienda, 1999-2000), que de manera significativa jalonaban las exportaciones 
colombianas, también sintieron los rigores del estancamiento internacional, y 
disminuyeron la demanda por bienes nacionales. 
Mientras que para el Ministro la caída de la inflación, por primera vez a un digito 
(9.23 %), contribuía al “bienestar de la población”, y para que la “economía fuera más 
productiva y eficiente” a la vez que conducía a “reducir los efectos indeseables sobre la 
distribución del ingreso” (Memorias de Hacienda, 1999-2000) otros estudios 
demostraban que esta drástica reducción de la inflación mediante el incremento de las 
tasas de interés, aumentó el desempleo y resquebrajó la capacidad de negociación de los 
trabajadores y con ello la participación de los salarios en el ingreso nacional. ¿Quién fue 
entonces el favorecido? ¿Quién paga los costos sociales de la desinflación a rajatabla? 
Con estas reducciones de los salarios se restringe la capacidad de compra, pero era 
posible que la demanda agregada se mantuviera o inclusive aumentara, como lo 
manifestaba el Ministro, pero ello mediante un mayor endeudamiento porque como lo 
sostienen Barba y Pivetti, en estas circunstancias, 
la deuda de los hogares parece ser capaz de proveer la solución a la contradicción 
fundamental entre la necesidad de altos y crecientes niveles de consumo, para el 
crecimiento del producto del sistema actual, y una estructura de condiciones 
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antagonistas de distribución, las cuales mantienen dentro de ciertos límites el ingreso 
real de la vasta mayoría de la sociedad (citados por Moreno, 2014, p. 12). 
Este esquema fue promovido por Alan Greenspan de la FED, para mantener el ritmo de 
crecimiento de Estados Unidos sustentado en un crecimiento de la demanda agregada, 
del gobierno, el consumo interno y la inversión. Dedujo también que la mejor 
alternativa para este propósito era el “keynesianismo bursátil” a través del 
endeudamiento para adquirir papeles de bolsa que jalonaría el crecimiento de la 
demanda y de la economía norteamericana en la segunda mitad de los noventa (Brenner, 
2009, p. 484). Esta estrategia de crecimiento a través del endeudamiento, no es otra cosa 
que la manifestación del crecimiento liderado por las finanzas (Boyer, 2000, 2011).  
En el afán de incentivar la demanda, la política monetaria se encaminó a irrigar mayor 
liquidez acompañada de una reducción en las tasas de interés (gráficos 10 y 38). Esta 
política expansionista continuó entre 1999 y abril de 2000 y el Banco de la República 
bajó la tasa de intervención en once ocasiones e igualmente se redujeron los encajes 
bancarios. Con estas medidas se fueron aliviando las dificultades del estrangulamiento 
del canal del crédito, credit crunch, donde Fogafin
419
 fue un activo protagonista en la 
irrigación de crédito para intermediarios financieros con dificultades.  
3.10.4.- El acuerdo extendido con el Fondo Monetario Internacional, FMI 
Las medidas tomadas no parecían suficientes para torcer la tendencia decreciente de la 
tasa de ganancia y el ciclo económico, por lo que el 3 de diciembre de 1999, el Ministro 
de Hacienda y el Gerente General del Banco de la República enviaron al FMI un 
memorando bastante detallado de las políticas económicas a seguir durante el periodo 
1999-2002, describiendo también los objetivos específicos para el 2000. Esto con el 
propósito de solicitar “un acuerdo extendido como apoyo a su programa para el periodo 
de tres años hasta diciembre del 2002”
420
  
Como muchos comentaron era “más de lo mismo” de lo que se venía implementando 
desde la administración de Gaviria Trujillo y, en el memorando afirmaban que ya 
                                                             
419 Fondo de Garantías de Instituciones Financieras, creado en 1985 para generar confianza de 
depositantes y acreedores ante eventuales dificultades de liquidez de las entidades financieras.   
420Para ampliar la información puede consultarse el siguiente enlace  
www.banrep.gov.co/docum/Lectura_finanzas/pdf/acuerdo_Colombia_FMI.pdf, p.2  
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estaban haciendo la tarea, inclusive más allá de lo exigido por el Fondo para el 
otorgamiento del crédito solicitado (Edwards et al, 2008; Amador, 2007; Lizarazo, 2002 
y Robledo, 2012). Las reformas legislativas y constitucionales que siguieron al acuerdo 
se encaminaron a la reducción del déficit fiscal público, aunque sin tocar el pago de 
intereses de la deuda contraída, que para entonces ya representaba el 3.6 % del PIB, sino 
mediante un menor crecimiento de los salarios, el control a la evasión tributaria, el 
aumento de los recaudos y disminución de las transferencias a las regiones, así como la 
implementación de una reforma para enfrentar el problema pensional.  
En el aspecto monetario y cambiario, se impuso la eliminación de la banda cambiaria 
que, hasta septiembre de 1999, el Ministro advertía que “se defendería hasta sus últimas 
consecuencias”, y se adoptó el régimen de tasa de cambio flexible. Igualmente, se 
dispuso continuar con las políticas de reducción de la inflación que, según algunos 
críticos, tenía “como propósito principal darle garantías al capital extranjero que presta 
o invierte en Colombia” (Robledo, 2012, p. 2). El otro gran eje del acuerdo se enfocaba 
a la reestructuración del sector financiero mediante la Ley 50 de 1999 y la privatización 
de los bancos oficiales que aún subsistían.  
El programa de gobierno quedó de esta forma sujeto a lo firmado con el Fondo
421
y antes 
del 31 de enero de 1999 ya se habían presentado al Congreso varios proyectos de ley o 
actos legislativos requeridos por este organismo en aspectos como seguridad social, 
transferencias —se modificó la metodología para determinar su monto—, a la vez que 
se fortalecía la descentralización fiscal. Desde entonces los departamentos y municipios 
quedaron con mayores obligaciones, pero con menores recursos para cumplirlas. 
También de acuerdo con lo pactado con el FMI, antes del 31 de marzo de 2000 se 
presentó otra reforma tributaria al Congreso la cual fue aprobada mediante la Ley 633 
de diciembre de 2000 (Memorias de Hacienda, 2000-2001). La premura y disciplina 
para cumplir con el acuerdo extendido fue impresionante.  
Sin embargo, han sido muchas las críticas a estos acuerdos con el FMI, pues según un 
estudio de Przeworski y Vreeland (2000, citado por Lizarazo, 2002) establecieron que 
durante el tiempo que los países permanecen bajo la monitoria del Fondo, sus tasas de 
                                                             
421 Es de recordar que el plan de desarrollo de Pastrana Arango fue declarado inconstitucional, mediante 
sentencia C-557 de 2000 de la Corte Constitucional, por lo se le llamó el gobierno sin plan de desarrollo.  
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crecimiento tienden a disminuir; luego que salen de estos programas las tasas de 
crecimiento de los mismos tienden a acelerarse, es decir no han sido buenos los 
resultados de este tipo de acuerdos. También Stiglitz (2003) ha sido un fuerte crítico de 
las recetas del FMI las cuales se aplican en forma casi idéntica a países con dificultades 
diferentes.  
Finalmente, el FMI desembolsó US $ 2700 millones que, sin embargo, el gobierno no 
podía utilizar a discrecionalidad, sino bajo el estricto monitoreo para garantizar el pago 
oportuno de la deuda contraída por lo que el mismo se destinó para que el Banco de la 
Republica aumentara las reservas internacionales con este fin. A dicho crédito se le 
agregaron otros US $ 4200 millones del Banco Mundial y del Banco interamericano de 
Desarrollo, BID, también bastante condicionados. Aunque también se ha afirmado que 
las propuestas presentadas por los representantes del gobierno inclusive eran más 
radicales que las exigidas por el Fondo, alardeando siempre “de su larga tradición de 
ortodoxia en el manejo económico”
422
   
Cuando Juan Manuel Santos asumió la cartera de Hacienda, en julio de 2000, lanzó la 
frase que reflejaría el momento que se estaba viviendo y el costo del acuerdo con el 
Fondo al afirmar que al país se le avecinaba una etapa “de sudor y lágrimas” para 
cumplir con las obligaciones contraídas.  
4.- EFECTOS SOBRE LA TASA DE GANANCIA 
Los anteriores indicadores también debían evidenciarse en el comportamiento de 
nuestra variable en estudio. Como hemos visto, esta sufrió un decaimiento desde los 
setenta, cuando la rentabilidad estaba garantizada por el proceso de acumulación 
fordista que, aunque incompleto en América Latina, creó las condiciones para que el 
Estado tuviera un papel más activo en la industrialización como motor de desarrollo y 
por tanto creó las condiciones para que la rentabilidad del capital fuera positiva, como 
entonces sucedía en la economía mundial capitalista.  
A pesar de los leves repuntes a mediados del ochenta, etapa conocida en el país como de 
reconversión, reinició su descenso desde 1995 y hasta 1999 no mostraba signos de 
                                                             
422 Semana, “Colombia toca fondo”, 16 de agosto de 1999. También Edwards, et al (1998). 
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recuperación general ni industrial. Se destaca, además, en esta última fase de fin de 
siglo la relación inversa entre las tasas de interés y la tasa de ganancia (Tabla 8), lo que 
evidenciaría que ante los mayores costos del capital el sector productivo vio disminuir 
su rentabilidad mientras que el sector de las finanzas fue el ganador de esta transferencia 
de recursos, vía mayores costos financieros.  
Al comparar los costos financieros de 10 empresas se evidenció cómo el incremento de 
las tasas de interés, las afectó en forma diferenciada (gráfico 39).  
Por tanto, también fue diferente la forma como lograron responder tanto el sector de 
bienes transables como el de los no transables; mientras el primero, enfrentado a la 
competencia extranjera, no pudo modificar los precios mediante el mark up, el sector de 
los no transables, que además de estar fuertemente monopolizados, los empresarios 
tuvieron un amplio margen de maniobra sobre los precios y consiguieron trasladar parte 
de los mayores costos financieros a los usuarios y de esta manera mantener mayor 
estabilidad sobre la tasa de ganancia.  
Gráfico 39 a, b. Costos financieros de empresas colombianas 
Fuente. Cálculos propios con base archivos de Superintendencia de Sociedades. 
La productividad del trabajo también cayó (grafico 32) y contribuyó aún más a la 
tendencia decreciente de la rentabilidad del capital mientras que los salarios reales 
cayeron casi en la misma proporción, configurándose de esta forma, el ciclo recesivo de 
fin de siglo: caída de la tasa de ganancia, y de la producción nacional e industrial, 
reducción de salarios y aumento del desempleo (gráficos 32 y 33 y tabla 8). También 
cayó la productividad del capital, así como la relación inversión/capital, en 2.1 %, que 
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como ya vimos es un indicador del comportamiento de la acumulación de capital de una 
economía.  
En este caso es de tener en cuenta que Moreno (2014) al comparar, no la evolución del 
salario real y la productividad laboral sino, los índices de estas dos variables (gráfico 
40), demuestra que entre 1981 y 2001
423
 el índice de la productividad del trabajo, a 
excepción de 1983, siempre estuvo por encima del índice del salario real lo que lleva a 
deducir que efectivamente las políticas de flexibilización laboral sí han conducido a una 
mayor tasa de explotación que pudo haber atenuado la caída de la tasa de ganancia 
golpeada por la mayor competencia internacional, la volatilidad del tipo de cambio y de 
las tasas de interés. Es decir, lo que no pudo conseguirse mediante la competencia entre 
diferentes capitales sí se logró a través del sector más débil, como es el trabajo.  
 
Gráfico 40 índice de salario real e índice de la productividad laboral, 1981-2009 
     Fuente. Tomado de Moreno (2014, p. 16). 
 
Las medidas tomadas entre 1999 y 2000, de acuerdo al cronograma propuesto al FMI, 
en materia de reformas económicas e institucionales, parecían darle un respiro a la 
economía y a su tasa de ganancia dado que sus indicadores mostraron cifras positivas, 
2.99 % para el PIB y de 21.33 % para la rentabilidad del capital, para el año 2000 
(gráficos 9, 6, y 17).  
                                                             
423 Lo calcula hasta 2009 
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5.- LOS DIFERENTES ACTORES ECONÓMICOS SOCIALES, Y 
POLÍTICOS DURANTE LA CRISIS DE FIN DE SIGLO  
5.1.- Los gremios económicos 
Como comentamos anteriormente los gremios mostraron su beneplácito con la 
candidatura y presidencia de Pastrana; pero el apoyo casi irrestricto de inicios de 
gobierno fue diluyéndose a medida que eran visibles los efectos de la recesión que 
golpeaba la tasa de ganancia de sus empresas. Además, era evidente la ambigüedad en 
su posición frente tanto a la apertura como a las medidas tomadas posteriormente; por 
ejemplo, en el marco del acuerdo extendido con el FMI, de una parte, se mostraron 
complacidos con las políticas neoliberales de reducción del gasto público, y las 
privatizaciones, a la vez que continuamente reclamaban mayor flexibilidad laboral, pero 
de otra, continuaban también demandaban subsidios y proteccionismo frente a la 
competencia externa. 
En cuanto a las reformas tributarias estas se aceptaban en la medida que no tocaran la 
tasa de ganancia del capital por lo que siempre apoyaron aquellas que aumentaban tanto 
la base como el impuesto indirecto (el IVA),  
[…] De hecho una de las premisas básicas con las que se han emprendido las reformas 
al sistema tributario ha sido la teoría de la neutralidad. Dicha neutralidad indica la 
capacidad que tiene el sistema tributario para no afectar los precios de mercado y, en 
especial, el poder de menoscabar las ganancias del capital (Alonso, 2011, p. 50).  
Estos lineamientos estuvieron presentes en las reformas del noventa y de inicios del 
siglo XXI, donde el desmonte de los impuestos directos era frecuente, además 
fuertemente presionados por las organizaciones industriales y los terratenientes en el 
Congreso, eran “compensados” con el aumento de los indirectos (Junguito y Rincón 
2004; Hernández, 2014).  
Estas medidas condujeron al incremento de la concentración de la riqueza y la 
agudización del conflicto distributivo, hechos que van en contravía de las acciones 
necesarias para la reactivación económica pues como sostiene Piketty “la desigualdad 
443 
 
extrema dificulta el crecimiento económico”
424
, por lo que también sostiene, a 
diferencia de lo que han sostenido nuestros neoliberales criollos, que aumentar el 
impuesto a los ricos no afecta la productividad y si puede contribuir a fortalecer la 
educación y la salud del país.  
La crisis económica y financiera de final de siglo, además de la necesidad de recursos 
para financiar la guerra contra la guerrilla, parecía concientizar a los grandes gremios y 
grupos de la necesidad de una mayor contribución para su propia protección, mediante 
el impuesto al patrimonio. Pero nuevamente fueron compensados mediante nuevos 
descuentos, exenciones y deducciones
425
 que finalmente hacían inocuos los esfuerzos 
por tratar de dotar al Estado de mayores ingresos.  
En el plano político, los gremios no pudieron recuperar el liderazgo y poder ostentado 
inclusive hasta mediados del ochenta. Los cafeteros e industriales ya no formaban parte 
importante de los principales organismos de diseño e implementación de las políticas 
económicas y sociales del país (Misas, 2002 7 2014).  
La utilización que los grupos hicieron de los gremios a su favor durante el conflicto con 
el gobierno de Samper
426
, la poca credibilidad del gobierno estadounidense en el 
Consejo Gremial
427
 y el aislamiento del que fueron objeto por parte del gobierno como 
interlocutores de peso en su disputa por el poder político, los dejó bastante debilitados. 
Y aunque mejoraron radicalmente las relaciones con el gobierno de Pastrana, fue muy 
poco lo que pudieron hacer para recuperar el liderazgo perdido y asumido por otros 
campos del poder que supieron aprovechar la coyuntura a su favor.  
                                                             
424 Piketty, T. Conferencia hecha en la Universidad Externado de Colombia, Bogotá, enero 28 de 2016.   
425 Para la segunda reforma de tributaria de Pastrana, aprobada mediante la ley 633 de dic 29 de 2000, 
en su artículo 125-3 se ampliaron las deducciones por donaciones y se establecieron otras por realizar 
inversiones en el desarrollo científico y tecnológico (Gaceta, N° 73, 2000).     
426 Los grandes “cacaos” no se desafiliaron de los gremios, en momentos que estos pedían la renuncia 
del presidente, y públicamente respaldaban su gobierno, pero a cambio de las grandes gabelas en las 
actividades de telefonía, comunicaciones y otros servicios del Estado en vía de ser privatizados.   
427 Es muy diciente la entrevista recogida por Thoumi en el sentido de que “Los cabilderos del sector 
privado no son muy tomados en serio en Washington…Muchos consideran a estos empresarios como 
unos cínicos que actúan solo cuando se ven amenazados directamente, pero que han tolerado el 
desarrollo de la industria de las drogas y en ocasiones se han beneficiado de las relaciones comerciales 
con los narcos” (A. Camacho, A. López y F. Thoumi 1999, p 169-170, citados por Misas (2002, p. 255). 
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Quizá, de las pocas batallas que posteriormente lograron zanjar a su favor fue la de 
promover la mayor flexibilidad laboral, quizá porque también había sido uno de los 
condicionantes del FMI para la firma del acuerdo extendido en 1999. Un ex presidente 
de la Corte Suprema de Justicia, al igual que los empresarios, mostraba su acuerdo con 
la flexibilidad laboral y de la revisión de los “criterios tradicionales de protección al 
trabajo, [además, de que] se debe abandonar la idea del estado de Bienestar la cual 
resulta obsoleta dentro del nuevo orden de las cosas” (Revista Andi, N° 152, 1998, 
p.29)
428
. Con esta concepción de las relaciones laborales, y del abandono del papel de 
protección estatal, paradójicamente, se hacía un llamado a las centrales obreras sobre la 
necesidad de abrir el diálogo y la concertación, donde los puntos de vista empresarial 
primaban sobre los trabajadores.  
Pero las organizaciones sindicales rechazaron este tipo de llamados al “diálogo y 
concertación civilizada” porque consideraron, que se trataba de  
una fórmula neoliberal requeteensayada en México, cuya finalidad es rebajar los 
salarios y bendecir la apertura. Pues bien, a dicho Pacto nos opusimos exitosamente 
hasta lograr que no se reeditara más […] lo mismo ocurrió con los llamados acuerdos 
sectoriales de competitividad que plasmaban toda esa política del Pacto Social […] este 
tipo de acuerdos sirvieron en el país de los aztecas básicamente para desmontar la 
contratación colectiva que allí llegó a un nivel superior al nuestro, es decir a las 
convenciones por rama industrial (sic) (Andi, N° 52, 1998, p. 10).
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Finalmente se implementaron las nuevas reformas laborales con la mayor flexibilidad 
acordada con el FMI. 
5.2.- Los grupos económicos     
Estos sin duda fueron los grandes ganadores con la apertura. La cercanía con las elites 
del campo del poder político les permitió obtener buenos dividendos durante las 
trasformaciones económica e institucionales de la apertura, también del proceso ocho 
mil y de las nuevas condiciones surgidas del acuerdo extendido con el FMI. Tenían la 
certeza que entre “más miembros de sus juntas directivas hubiesen tenido cercanía con 
                                                             
428 Fernando Uribe Restrepo, quien también había sido ex presidente del tribunal Andino de Justicia y ex 
vicepresidente de Asuntos Sociales y Laborales de la Andi.   
429 Pronunciamiento de Mario de J. Valderrama, presidente de la CGTD, central patrocinada por el 
gobierno y los gremios para oponerlo a la CUT.   
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el gobierno y la política a través del ejercicio de un cargo público en la rama del poder 
ejecutivo” (Rodríguez y Tovar, 2007, p. 88), les permitiría obtener mayores ganancias 
para sus inversiones e incidir en materia de políticas económicas y tributarias.  
De otra parte, la crisis del sector financiero, fue aprovechada para la integración o 
depuración de aquellas entidades, con menores ganancias y que no se encontraban en 
capacidad de competir con grupos más grandes y con mayor musculo financiero para 
sortearla. Esto, como sucedió en los países desarrollados (Dumenil y Lévy, 2007), fue el 
momento propicio para las fusiones y adquisiciones que concentraron más esta 
actividad y que en el país sirvió para la consolidación bastante ventajosa del Grupo 
Aval, Davivienda, Bancolombia y BBVA, asumiendo así un verdadero poder de 
mercado en este sector que les permitía obtener tasas de ganancia extraordinarias.   
Estas mismas relaciones cercanas con funcionarios públicos y las elites del campo del 
poder político fueron utilizadas por el grupo Santo Domingo para asumir posiciones 
dominantes, -que les garantizaba altas rentabilidades sin mayores riesgos, en sectores 
como el cervecero, la telefonía, los medios de comunicación-, o inclusive para que el 
Estado con dinero de los contribuyentes sacara a flote empresas que estaban quebradas 
sin que el grupo se viera muy afectado. Como consecuencia de la crisis financiera y de 
muchas empresas relacionadas con este sector, Fogafin fue fortalecido mediante leyes 
decretos y recursos para convertirse en una de las principales fuentes de crédito en el 
país (Rodríguez y Tovar, op cit).  
En este escenario, una importante empresa financiera, la Corporación Financiera del 
Norte, del grupo Santo Domingo y controlada por la matriz Valores Bavaria S.A, fue 
intervenida por la Superintendencia Bancaria en julio de 2001 porque había dejado de 
atender obligaciones con sus acreedores. Entonces Fogafin
430
, para ayudarle a salir de la 
crisis, la intervino y la asistió facilitándole un crédito de más de 2000 millones de pesos 
con bajas tasas de interés (Parra, 2004, p. 160). Este respaldo coincidió con el anuncio 
del paro nacional agrario, dado que los campesinos cafeteros no podían cancelar sus 
créditos y solicitaban facilidades y condonación de los mismos dado el derrumbe de los 
precios internacionales del café. Por supuesto la respuesta dada a sus demandas fue bien 
                                                             
430 A pesar de que las relaciones de Santo Domingo con la administración con el gobierno Pastrana 
Arango no fueron las mejores.  
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distinta a la otorgada a la empresa del grupo Santo Domingo con lo cual quedaba en 
evidencia el poder de la moneda y de la política monetaria, a través del crédito, para 
incidir en favor de determinado sector socio-económico, y en detrimento de otro. 
Ardila Lulle, el otro gran grupo económico también se benefició de las reformas de los 
noventa, del proceso 8000 —a pesar de ser conservador—, y de las reformas del 
acuerdo extendido con el FMI. Igualmente, sus cercanías mediante la financiación de 
campañas y del acercamiento político con la administración conservadora de Pastrana 
Arango, le permitió obtener grandes beneficios para su grupo. Las gaseosas han sido su 
fuerte, así como la integración vertical con los ingenios azucareros y los empaques. Pero 
su mayor incursión se ha dado en los medios de comunicación lo que le ha permitido 
tener una amplia influencia sobre la vida política, económica y social del país (Ceprid, 
2010). El grupo también se benefició y presionó por deducciones y descuentos en las 
diferentes reformas tributarias como medio para “incentivar la inversión y la generación 
de empleo”  
Otro de los grupos, el Sindicato Antioqueño (hoy Grupo Empresarial Antioqueño), 
también ha tenido gran cercanía con el poder político dado que sus dirigentes ocuparon 
cargos de primera línea en las principales entidades encargadas de diseñar e 
implementar políticas macroeconómicas, principalmente antes de la ruptura del pacto 
internacional del café. Desde entonces perdieron lugares privilegiados en el alto 
gobierno, pero ello no ha sido impedimento para seguir influyendo en la vida política, 
económica y social del país. Por ejemplo, también desempeñaron papel determinante en 
las reformas de flexibilización laboral durante la época de la apertura mediante 
propuestas que luego se introdujeron en las leyes 50 o 100 de 1993 de seguridad social.  
Igualmente, las relaciones economía-política se pueden apreciar en los diferentes 
grupos, donde la finalidad ha sido la de presionar por mejores condiciones de crédito, de 
flexibilización laboral y de tratamiento privilegiado en las reformas tributarias con lo 






5.3.- La violencia endémica del país  
Desafortunadamente, para cerrar nuestro periodo estudiado 1970-2000, debemos 
hacerlo casi en la misma forma como lo iniciamos y como también se inició el siglo 
XX. Colombia fue uno de los dos países del mundo que inició y finalizó ese siglo con la 
marca de la muerte y la violencia
431
.  
A pesar de que ya se tenía certeza del impacto de la violencia en la rentabilidad del 
capital y en el crecimiento económico, esta continuaba rampante, por lo que la década 
del noventa se cierra con un trágico pico (el más alto en cuanto al número de masacres 
del país, (gráfico 36), a la vez que se daba inicio al segundo más alto en cuanto a 
asesinatos de dirigentes sindicales (gráfico 35). Ya por esta época eran mayores los 
indicios que evidenciaban la participación de empresarios, terratenientes, políticos y 
organismos del Estado en las acciones que llevaban a cabo los grupos paramilitares y 
otros escuadrones de la muerte.  
El gobierno de Andrés Pastrana había despertado alguna esperanza en el tema de paz, en 
plena campaña presidencial apareció en los medios de comunicación reunido con el 
máximo líder de las FARC
432
 para entablar una nueva negociación en este sentido 
(ilustración 9). Sin embargo, desde el mismo comienzo de las negociaciones, se empezó 
a percibir la desconfianza de ambos sectores.  
Una vez establecida la zona de despeje, en San Vicente del Caguán, Caquetá, el inicio 
de las mesas de dialogo fue inaugurado con el plantón del jefe guerrillero al presidente y 
donde la “silla vacía” fue el símbolo de lo que serían dichas negociaciones.  
Este grupo insurgente nunca había gozado de tantos elementos a su favor al momento de 
iniciarse los diálogos en Caguán, dado que aún conservaban una significativa opinión 
pública a su favor, además que los golpes dados al ejército y la retención o secuestro de 
un gran número de soldados y policías, daba la imagen de una agrupación política y 
militar sólida con capacidad de negociación en igualdad de condiciones la paz y el 
diseño de una nueva estructura económica, social y política para el país. 
 
                                                             
431 El otro fue Yugoeslavia. 
432 Marulanda Vélez, “Tirofijo”, pulsaba también un reloj de la campaña de Pastrana.  
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Ilustración 9 Pastrana Arango y los líderes guerrilleros en el Caguán 
 
Fuente. El Colombiano, agosto 27 de 2012. El presidente Pastrana Arango con algunos jefes guerrilleros, el día de la 
instalación de los diálogos de paz en San Vicente del Caguán, donde Manuel Marulanda Vélez, “Tirofijo”, nunca 
llegó.  
Sin embargo, esta misma situación, ponía en alerta a los sectores más radicales y 
opositores a dicho proceso
433
. Los guerreristas siempre acusaron a las FARC de haber 
utilizado la zona de despeje para fortalecer sus ejércitos y para llevar allí a los 
secuestrados, mientras que el presidente, simultáneamente a las negociaciones, 
establecía un acuerdo con Estados Unidos con un contenido militar muy grande, cerca 
del 80 % o un poco más, y el cual fue inicialmente presentado como el plan Marshall 
para Colombia, especialmente para el sur del país. 
Fue el llamado “Plan Colombia”, cuyo principal componente era el antinarcótico, con 
un elemento contrainsurgente bastante desarrollado, como lo denunció un Representante 
a la Cámara en debate al mismo y del cual denunció que ni siquiera el original estaba 
escrito en español (Gaceta, N°18, año X, 2001). Como siempre ha sucedido en los 
diferentes diálogos de paz del país, han sido momentos de verdadera polarización entre 
defensores y detractores de estos procesos y donde los medios de comunicación han 
jugado papel crucial en una u otra dirección
434
.  
                                                             
433 Los hijos y nietos de las elites del poder tradicionales cada vez aparecen con posiciones más radicales 
y violentas que sus antepasados  
434 Algunos inclusive los han catalogado como verdaderos actores no armados, donde su rol como 
formadores de opinión en uno u otro sentido, finalmente, ha sido determinante.   
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Por ejemplo, en medio de este clima hostil, RCN radio transmitió una entrevista con el 
máximo líder de los paramilitares, Carlos Castaño, informando que había secuestrado a 
unos congresistas
435
 para manifestar su oposición a los diálogos del Gobierno con las 
FARC en el Caguán, así como a un eventual canje entre guerrilleros presos y policías y 
militares en poder del grupo subversivo. También declaró que su organización no estaba 
dispuesta a permitir el despeje del sur de Bolívar para una posible negociación con el 
ELN ya que, según sus palabras, “el 80 % de la región la controlan las Autodefensas, 
estamos controlando los ríos, las carreteras, los caminos reales, estamos controlando la 
economía licita o ilícita” (Gaceta, N° 444, año IX, 2000, p 3-4) [sic], con lo cual 
manifestaba abiertamente que había creado un estado dentro del Estado mismo en una 
amplia zona del país.  
En igual sentido Caracol TV
436
, le hacía un amplio reportaje en horario triple AAA, al 
mismo personaje, esta vez mostrándolo como un hombre blando y con talante casi 
presidencial. Con elegante vestido y fina corbata justificó el accionar, el origen, las 
motivaciones e ideas que tenía los paramilitares para el país. Luego de hora y media de 
entrevista-lanzamiento político y, luego, como suele hacerse en estos casos, se pulsan 
las reacciones suscitadas entre personajes influyentes sobre el efecto de la entrevista y 
su contenido, entre ellos, una presentadora colombiana de CNN en español, cuyo 
comentario, se enfocó en la “elegancia” casi presidencial del jefe paramilitar. 
El periódico El Tiempo, no se quedó atrás en los cometarios por lo que calificó la 
entrevista de Arizmendi por el Canal Caracol como un “hecho político” donde “Un país 
entre fascinado y atónito, vio y escuchó durante hora y media al jefe máximo del 
paramilitarismo”, a la vez que elogiaba su astucia, dado que  
La habilidad de Castaño es que supo que este era el momento de dar la cara (luego del 
eurotour de las FARC y en medio de crecientes condenas internacionales al 
paramilitarismo) y consolidar su status político como jefe de un proyecto 
contrainsurgente. El elemento más fuerte que hoy tiene Castaño es su 
autocaracterización como brazo armado de la clase media, con lo cual busca golpear 
sobre la gran debilidad que tiene la guerrilla: el temor y odio que suscita entre 
propietarios y trabajadores independientes […]. Por ello, Castaño, al erigirse como 
                                                             
435 Estos senadores, secuestrados por Castaño Gil, posteriormente fueron condenados por tener nexos 
con este grupo paramilitar.   
436 Semana (N° 966, 2000) también le hizo reportaje, pero no en el sentido apologético de las anteriores. 
450 
 
paladín y defensor de la propiedad, se sitúa en ese corazón recóndito de los 
colombianos que tienen algo que perder. Realidad de la cual debe percatarse la 
guerrilla, para dejar de creer que el problema son unos medios de comunicación que la 
calumnian, o un Estado que es aliado y cómplice de la barbarie de los paras” (cursivas 
nuestras) (El Tiempo, marzo 5 de 2000). 
Indudablemente que la zona de distensión paulatinamente fue dividiendo al país entre 
pacifista y guerrerista según lo expresado por un senador. “Los guerreristas amigos de 
una paz Romana […] Y los pacifistas amigos de la paz negociada, concedida, política, 
dialogada. Unos y otros se escudan dentro de los sectores políticos tradicionales y 
dentro también del propio gobierno” (Gaceta, 31, año IX, p. 23).  
Al general Bonnet
437
 [en un reportaje] le preguntaban, “¿Usted ha hablado” de los 
guerreristas que los abordan en los cocteles, ¿quiénes son? Y él respondió: Son personas 
comunes y corrientes que le dicen a uno, como ocurrió en Argentina y en Chile, ustedes 
son los salvadores de la patria, ustedes son el último recurso de la nacionalidad. Y le 
preguntan. ¿Son los mismos que ahora le dicen eso al General Bedoya? Y él responde: 
Hay un cambio fundamental en el país, es que a los ricos les está saliendo muy cara la 
guerra. Es que los ricos lo que quieren es plata y nadie gana [rentabilidad del capital]en 
un ambiente de guerra. Con él solo ganan los traficantes de armas, los agentes 
generadores de violencia y los medios de comunicación que lanzan extras y abren 
noticias con ellos” (Gaceta, 31, año IX, p. 23) (cursiva nuestra). Estas respuestas 
parecían confirmar las aseveraciones que solo hasta mediados de la década del noventa 
el país empresarial y político comenzaba a preocuparse por el costo de la confrontación 
y a cuantificar la repercusión de la misma sobre las tasas de ganancias de las empresas, 
por hechos extraeconómicos.  
Sin embargo, también se hacían más fuertes aquellos sectores que han visto que solo 
mediante la victoria militar sobre la insurgencia, sin importar los medios o con quienes, 
se podría lograr la paz sin que se toquen los privilegios políticos, económicos y sociales 
de quienes se han beneficiado del statu quo imperante. Por esto, en otras sesiones en la 
cuales se adelantaba otro debate al Comisionado de Paz, Víctor G. Ricardo, sobre lo 
acontecido en las conversaciones en el Caguán, otro senador por primera vez buscó 
darle un reconocimiento y tratamiento análogo a los grupos paramilitares al que se le 
                                                             
437 Comandante de las fuerzas militares entre dic. de 1996 y julio de 1997.  
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estaba dando a las FARC. Eran los primeros pasos encaminados para asimilar las 
acciones de unos y otros sin diferenciar los objetivos y acciones de cada agrupación. 
Cuáles son los actores armados de este conflicto, si simplemente son las FARC y el 
Ejército de Liberación Nacional o si existen otros actores?, se preguntaba, y al lado de 
estos ¿Frente a la presencia de las denominadas autodefensas son o no la presencia de 
estos organismos, parte de una política estatal o por el contrario no existe ninguna 
ligazón así haya miembros de la fuerza pública que puedan tener una relación, pero no 
exista una relación de tipo orgánico de relación entre el Gobierno o las fuerzas estatales 
y las fuerzas de autodefensa? […] ¿Son o no las autodefensas, actores de este conflicto 
y en qué momentos van a ser incorporados al proceso y a participar dentro de una 
negociación global que resuelva el problema del conflicto armado en Colombia? 
(Espinosa, Faccio-Lince, C. Gaceta, N° 516, 1999, p 23).  
Esta propuesta de darle a los paramilitares un estatus político rindió sus frutos en el 
primer periodo de gobierno de Uribe Vélez, (2002-2010), a través de la Ley 975 de 
2005 de justicia y paz. Desde mediados del noventa era cada vez más evidente la 
relación políticos-narcotráfico y paramilitares, con plena representación en el Congreso 
Nacional. Varios presidentes de ambas cámaras posteriormente resultaron vinculados y 
enjuiciados por dichos nexos; por ejemplo, la mesa directiva del senado de 1999 estuvo 




5.4.- Los sindicatos 
La finalización del siglo XX y el inicio del nuevo milenio también fue bastante sombrío 
y doloroso para la historia sindical colombiana (gráfico 35). Sin embargo, las huelgas 
continuaron en medio de la violencia buscando que se respetaran los derechos humanos 
y la vida de los sindicalizados del país. A pesar que las reivindicaciones salariales 
seguían siendo relevantes, la prioridad de las protestas era la vida misma.  
                                                             
438 Condenados Miguel Pinedo Vidal y Ciro Ramírez Pinzón, mientras que, al otro dignatario, Luis Elmer 
Arenas, se le sindicó de tener nexos con narcotraficantes del norte del Valle del Cauca, aunque no 
alcanzó a ser cobijado con mediada de aseguramiento   
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La valentía de la clase trabajadora colombiana se manifiesta en el hecho que, al 
comparar los años de mayores masacres en el país y de asesinatos de sindicalistas con 
las huelgas desarrolladas por los trabajadores colombianos como las de 1996, 1997, 
2000 y 2001 (gráfico 8) vemos que estos movimientos se desarrollaron en medio de las 
balas en las ciudades y la motosierra en los campos. Entre los autores identificados 
como responsables de los asesinatos de estos dirigentes sobresalen los grupos 
paramilitares entre 1988 y 2003. Aunque las guerrillas aparecen como victimarios 
secundarios, si se percibió “un aumento relativo, aunque no sostenido de la 
participación de las FARC de 8.47 % en 1999, 6.96 % en 2000, 11.5 % en 2002 y 7 % 
en 2006” (Echandía, 2013, p. 105). También, es de destacar que, en Colombia, el 
crecimiento de la tasa de homicidios coincide con el auge de la actividad sindical 
contenciosa, especialmente cuando los trabajadores acuden a la huelga (Archila, 2010, 
p. 2).  
Finalmente, los diálogos con la guerrilla y el posterior fracaso de las negociaciones en el 
Caguán, sirvió de caldo de cultivo para el despliegue de los grupos paramilitares que se 
integran en una sola organización que denominaron Autodefensas Campesinas de 
Colombia (AUC) (Archila, 2008), que condujo finalmente a una ofensiva sistemática 
contra dirigentes sociales, campesinos, líderes de izquierda, y sindicalistas; además, 
porque muchos miembros del campo del poder en más de una ocasión habían realizado 
una perversa sugerencia de supuestos nexos entre sindicalistas y grupos insurgentes. 
Lo anterior nos lleva a compartir la hipótesis de trabajo planteada por Archila et al. 
(2010, p. 1) en el sentido de que “la violencia contra los trabajadores sindicalizados…, 
además de ser una constatación dramática de la crisis humanitaria que vive el país en los 
últimos decenios, termina produciendo el debilitamiento del sindicalismo, y en algunos 
casos su aniquilación […]”. Por tanto, en materia de condiciones laborales, salariales o 
de la vida misma el fin del XX y el inicio del presente siglo el país continuó con un 
fuerte saldo en rojo.  
6.- LA DISTRIBUCIÓN DEL INGRESO. 
Las políticas impuestas, tanto en las reformas estructurales de la apertura económica, 
como aquellas que se establecieron a lo largo de la década del noventa en materia 
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laboral, monetaria, fiscal, financiera y de comercio exterior tenían como finalidad 
facilitar tasas de ganancia competitivas para exponer la economía colombiana, 
especialmente a su sector industrial, a la competencia internacional. Por lo manos estos 
fueron los argumentos utilizados por los campos del poder en materia económica.  
Ocampo sostenía que en gran medida dichas políticas obedecían a que las elites criollas, 
desde los inicios del setenta, ya eran conscientes que el modelo fordista keynesiano 
había llegado a sus límites y por tanto ya no garantizaban un adecuado proceso de 
acumulación de capital, que revirtiera la tendencia decreciente de la tasa de ganancia, 
así como la inversión que también comenzaba a ralentizarse.  
 Por tanto, y de acuerdo con los cánones ortodoxos prevalecientes, uno de los 
mecanismos para detener la caída y revertir la tendencia de la tasa de ganancia era 
conveniente, adoptar un programa de flexibilización laboral, que de un lado reducía el 
crecimiento de los salarios para así atacar el principal factor de los costos laborales. 
Esto a su vez facilitó los despidos e incrementó el desempleo como fue la constante a lo 
largo de la década, debilitando, además, a las organizaciones sindicales con lo cual 
doblegaba las resistencias a las políticas de “modernización laboral”.  
También con ello se logró incrementar la productividad del trabajo por encima del 
aumento de los salarios reales por lo que, la tasa de explotación se incrementó. Así, con 
mayor desempleo, disminución de salarios e incremento de la productividad laboral, el 
resultado no podía ser otro que una trasferencia de ingresos del factor trabajo al capital. 
Lo triste para la historia neoliberal criolla y Latinoamericana es que ni siquiera con estas 
medidas se logró revertir completamente la tendencia decreciente de la tasa de ganancia, 
y nunca lograron llegar al nivel de la década del setenta tanto en la economía en general 
como industrial y, la cual era golpeada cada vez con mayor dureza por las fuerzas del 
mercado internacional a la cual estaba cada vez más expuestas estas economías. 
En materia de política monetaria la intención de reducir la inflación, a cualquier precio 
como efectivamente se logró, se hizo mediante la implementación de una política 
monetaria contraccionista a partir de 1994, y de un incremento de las tasas de interés 
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que de un lado, constriñó la demanda agregada, la tasa de ganancia  y la inversión
439
. De 
otro lado, estas dos medidas afectaron tanto el nivel de vida de la mayoría de la 
población como de la inversión, en favor de un sector financiero que vivió entre 1994 y 
1998 una etapa de expansión, en gran medida fruto de la transferencia de ingresos de las 
familias y del sector productivo hacia las finanzas. Otro aspecto que es importante tener 
en cuenta es que, dado que la inversión productiva no generaba las tasas de ganancia 
esperadas, el capital de este sector fluyó a aquel que ofrecía mayores ganancias al 
capital. Las finanzas se veían, entonces, beneficiadas por ambas vías: mayores 
transferencias del sector productivo vía mayores costos y deudas financieras, y de otra 
por la búsqueda del capital de la maximización de beneficios en un sector en expansión 
pero que paradójicamente era el responsable de buena parte de la reducción de sus 
ganancias.  
El contraste con este sector se vio en los años 1998 y 1999 cuando afrontó la segunda 
crisis del siglo XX. Al igual que la de los ochenta, esta fue superada a través de la 
intervención estatal que acude en el rescate de las mismas con un alto costo social para 
la mayoría de la población
440
. Pero en la de fin de siglo se fue más allá, pues además de 
las emisiones y de mayores recursos al Fogafin para establecer créditos en mejores 
condiciones al sector bancario; esta acción se complementó con el impuesto a las 
transacciones financieras. La intervención de la Corte Constitucional truncó esta nueva 
gabela del campo del poder hacia sus cófrades en dificultades.   
Igualmente, el incremento de las tasas de interés por encima del salario condujo a que se 
profundizara la inequidad en la distribución del ingreso en Colombia, como lo demostró 
Moreno (op cit, 2014). Lo anterior es más dramático si se tiene en cuenta que al adoptar 
como mecanismo atacar la inflación mediante un aumento de los salarios por debajo de 
                                                             
439
 Stiglitz, después de atacar duramente las recetas aplicadas indistintamente a diferentes países con 
diferentes problemas económicos, advertía sobre la inconveniencia de atar las tasas de interés a las 
políticas deflacionistas que desde, inclusive los ochenta, se venía implementado en la mayoría de las 
economías que habían caído “rendidos ante el hechizo del monetarismo, una teoría simplista promovida 
por Milton Friedman”. Demostraba esta inconveniencia porque “Elevar los tipos de interés puede 
reducir la demanda agregada, lo que puede aminorar el ritmo de la economía y amortiguar el aumento 
de los precios de ciertos bienes y servicios, especialmente los bienes y servicios no transables” (El 
Espectador, mayo 17 de 2008). Sin embargo, el efecto pronosticado por Stiglitz se dio en Colombia para 
los bienes transables, expuestos a la competencia internacional.   
440 Entre el 5 y 6 % del PIB. Aunque para Urrutia et al, (2012) y Ocampo (2001) estas cifras son similares 
a las de los demás países de la región que afrontaron también esta crisis financiera. 
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este indicador, pues el resultado fue el incremento en la desigual distribución del 
ingreso, sin mayores efectos positivos en la tasa de ganancia.  
Las políticas tributarias tampoco ayudaron a disminuir la brecha distributiva; al 
contrario, la profundizaron, dado que estas obedecieron a medidas de ajuste coyuntural 
para solventar la insuficiencia de recurso del Estado y los crecientes déficits fiscales. De 
acuerdo con la teoría prevaleciente se llevaron a cabo reformas tributarias donde el gran 
peso de los nuevos recaudos se recargó en los impuestos indirectos (regresivos, como el 
IVA) (Junguito, et al., Bautista, Hernández, Giraldo) con lo cual la capacidad 
adquisitiva y bienestar de las grandes capas sociales se restringieron aún más.  
Por el contrario, los impuestos directos a la renta y al patrimonio (progresivos) se 
redujeron y cuando se trató de afectar al capital dichas imposiciones se ablandaron a 
través de exenciones, descuentos y deducciones, dada la alta capacidad de cabildeo y 
presión por parte del capital.  
La desgravación arancelaria también actuó como impulsor de la desigualdad, dado que 
estos menores ingresos por aranceles que unido a la revaluación de los primeros años de 
la apertura incentivó un mayor consumo por importados en contra de la producción 
nacional, redujo el ahorro nacional que se lo llevaron las grandes empresas 
importadoras, y estos menores ingresos externos se “compensaron” con el incremento 
del IVA al consumo nacional.  
Ocampo (2001) sostiene que los logros en materia distributiva que se habían obtenido 
en los setenta y parte de los ochenta comenzaron a mostrar tendencias regresivas en los 
últimos años del siglo XX, lo cual concuerda plenamente con lo planteado por Piketty 
(2014), quien sostiene que los niveles de desigualdad y concentración de la riqueza se 
incrementaron desde las dos últimas décadas del siglo XX y donde Colombia se 
consolidó como uno de los países más inequitativos del planeta ya que el 1 % de la 
población más rica concentra el 20 % del ingreso (También Piketty en El Espectador, 
enero 28 de 2016).   
Por esta razón el campo de los diferentes sectores del poder en Colombia aún está en 
deuda social en la construcción de sistemas creíbles que le permita avanzar en la 
evolución productiva, en la disminución de la inequidad, y la pobreza. La pregunta, 
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cómo se la hace Bértola para el caso latinoamericano, es cuál sería la forma de 
convencer al campo del poder colombiano para que se creen los equilibrios políticos 
necesarios para encontrarles soluciones. Desafortunadamente, hay dudas acerca de la 
voluntad política de estas elites para lograr este propósito 
La Carta Magna, como vimos fue fruto del consenso de diversos sectores sociales y 
económicos, que buscó en lo político hacer frente a los recurrentes problemas de 
exclusión en las grandes decisiones nacionales, mientras que en lo social el objetivo era 
atacar los fuertes rezagos que han caracterizado al país. 
Estas políticas se vieron reflejadas en el incremento del gasto social, donde la educación 
ha sido uno de los logros que han reclamado los hacedores de la política económica 
nacional (los detentadores del campo del poder). Aunque también reclamaron logros en 
materia de seguridad social estos han sido bastante cuestionados por diferentes autores, 
entre los que sobresalen los representantes de la escuela regulacionista (Martínez, F; 
Rodríguez, O; Arévalo, D; Restrepo, D; Salama, P., y Lebonniec, Y, entre otros)  
Ocampo (2001, 2007) como otros autores, sostienen que los logros obtenidos en la 
redistribución del ingreso durante los primeros años de la nueva Constitución Política 
Nacional, fueron bastante satisfactorios, como resultado del mayor gasto público social.  
Sin embargo, también admite que la crisis de fin de siglo detuvo e inclusive en muchos 
casos revirtió los avances logrados en materia redistributiva por lo que se presentó, por 
ejemplo, un incremento de la proporción de la población urbana por debajo de la línea 
de pobreza, donde en solo durante los dos años de la crisis perdió todo lo ganado en los 
seis años anteriores (Grafico N° 41).  
Gráfico 41. Evolución del gasto público social en el gasto público total, 1980-1999 
Fuente. Elaboración propia con base en BM (Acosta, 2001).   
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También se retrocedió en el índice de calidad de vida del 40 % más pobre del país, todo 
ello agravado con el fuerte incremento del desempleo abierto que se colocó como el más 
alto de la región. 
El epilogo para el país, en el total del periodo estudiado, como en el fin del siglo no 
podía ser más desalentador: alto desempleo, retroceso en políticas sociales y del gasto 
público social que, en ultimas, condujo a que el coeficiente de Gini se incrementara del 
0.531 en 1990 al 0.564 en 1999 y luego al 0.575 en 2002 (Tabla 7), ubicándolo dentro 
de los países con alto nivel de desigualdad en una región que, a su vez, es catalogada 





El estudio de la tasa de ganancia requiere la comprensión de la forma como actúan los 
diferentes agentes sociales tanto en el funcionamiento de la estructura institucional 
establecida, representada en el Estado, como el modelo de acumulación establecido.  
Autores como Marx, Brenner, Shaikh, Duménil y Levy, Caputo, Chesnais, Piketty, 
entre otros, han visto la importancia de estudiar la tasa de ganancia como referente del 
desarrollo capitalista, de sus crisis y la forma como influye también en la distribución 
del ingreso.  
Igualmente en su determinación y desempeño a través del tiempo se puede visualizar la 
forma como actúan los diferentes agentes del capital (empresarios, financistas, 
rentistas), del trabajo (trabajadores y familias) y demás movimientos sociales. Hemos 
visto que existen diferentes componentes que influyen tanto en la determinación de la 
tasa de ganancia como en su evolución.  
 El componente económico aquel que busca la maximización de la ganancia y su tasa 
como medio para acumular riqueza que, a la vez que contribuye a la acumulación de 
capital y la reproducción del régimen que la soporta, busca establecer los mecanismos 
para que dicho proceso se perpetúe. Por esta razón concordamos con Théret (1993) 
cuando afirma que en este componente existen al menos dos tipos de racionalidades 
movidos por diferentes motivaciones sociales. Aquella racionalidad económica propia 
del capitalismo de acumulación cuyo objetivo fundamental es la obtención de las 
máximas ganancias, para así obtener una tasa adecuada que incentive la inversión y la 
acumulación. 
De otra parte,  el cálculo aristocrático o “arzobispal” que presuntamente solo busca, con 
sus acciones no racionales económicamente, el prestigio y el estatus social; en ocasiones 
sacrificaría las oportunidades de ganancias financieras y económicas, buscando el 
reconocimiento y el prestigio. Es el caso de Gerorge Soros, quien como hábil financista 
especulador de las bolsas de valores, actúa en esta dirección sin mayores miramientos, 
pero cuando funge como filántropo ya sea con obras caritativas o como financiador de 
organizaciones de derechos humanos o ecológicos, proyecta una imagen altruista y de 
benefactor que le sirve para sacar provecho también de sus acciones de tipo económico.   
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En el caso nacional, la historia nos remonta a comienzos y mediados del ochenta cuando 
Jaime Michelsen Uribe, primo del ex presidente Alfonso López Michelsen, logró tejer 
una maquinaria publicitaria, con periodistas en nómina del grupo Grancolombiano, para 
proyectar la imagen de un hombre altruista, trabajador y con valores calvinistas del 
trabajo; pero que a la postre se reveló que dicha imagen sirvió para ganarse la confianza 
de miles de ahorradores e inversionistas para realizar operaciones fraudulentas y auto 
préstamos que significó la ruina de los  mismos.  
De otra parte, está el componente político donde la finalidad de las acciones humanas 
están encaminadas a la acumulación de poder (Bourdeau, 1997, 2011), son por tanto 
acciones de relaciones entre los hombres, de relaciones sociales, que aunque se perfilan 
como reciprocas, también puede llevar a la dominación de hombres por hombres, de 
quienes controlan la acumulación sobre aquellos que generan riqueza. Por supuesto este 
componente político de relaciones sociales ha conducido a interferir en medidas 
políticas y económicas que favorecen el componente o campo económico, cual es la 
maximización de ganancias.  
El Estado como máxima expresión del poder político, a través de los partidos que 
luchan por controlarlo, es también el campo de confrontaciones y alianzas para obtener 
beneficios económicos para quienes vencen o se alían en dichas relaciones. También el 
Estado es receptor de demandas de diferentes grupos sociales por lo que la estructura 
institucional que lo rodea, establece los medios para satisfacerlas o desconocerlas por lo 
que en su accionar goza de cierta autonomía relativa, cierto margen de maniobra para 
enfrentarlos (Poulantzas, citado por Lechner, 1993). 
 El desenvolvimiento de los componentes o campos del poder económico ha obedecido 
al tipo de Estado, el cual a su vez depende del modelo de acumulación establecido, en 
un tiempo y espacio determinado y donde las relaciones entre los hombres, de poder 
alcanzan su máxima expresión.   
 Durante la fase del crecimiento basado en la industrialización por sustitución de 
importaciones, ISI, el Estado fue protagonista a través de medidas y políticas públicas 
que tendían a promoverla, así como en el establecimiento de mediaciones para que el 
capital y el trabajo llegaran a ciertos consensos para aumentar la productividad e 
instituyera el ambiente para mantener o incrementar los salarios que condujera a un 
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mayor poder de compra que dinamizara la demanda agregada y el crecimiento 
económico. De esta forma se reproducía el modo de acumulación fordista periférico 
(Lipietz, 1992), propio de los países en desarrollo. En esta fase, además, dado el papel 
del Estado, los partidos políticos también tuvieron gran injerencia como portavoces de 
los gremios económicos y de algunas organizaciones sociales. Teniendo en cuenta el 
sistema de sociedades consociacionalistas (Hartlyn, 1993), cooptadas como las 
denomina Revéiz (1997) o corporativistas, la utilización del Estado fue el medio para 
mejorar la posición política (de poder y dominación sobre otros hombres) y económica 
(de explotación para la obtención de ganancias) del capital, y del trabajo para tratar de 
mejorar sus condiciones laborales. Los movimientos sociales, que empezaban a emerger 
en esta década, también buscaron obtener mayor participación en la vida económica, 
política y social del país, aunque con pocos resultados.  
Si bien Colombia tampoco acogió plenamente ni las acciones propuestas por el 
fordismo periféricos, ni los planteamientos cepalinos
441
, que describen los 
regulacionistas en cuanto a una mayor injerencia del Estado en la economía, sí se 
establecieron algunas medidas para que el Estado realizara acciones para tratar de 
garantizar una adecuada tasa de ganancia que favoreciera el proceso de 
industrialización, que de las décadas del cuarenta al sesenta mostraron los mejores 
indicadores, jalonando de esta forma el crecimiento económico del país.  
En el país no ha existido consenso sobre el real papel desempeñado por el Estado en el 
crecimiento económico y sus políticas han reflejado los lineamientos de quienes lo han 
controlado en su momento, primero grandes los agricultores y terratenientes con gran 
poder de presión a través de las poderosas Sociedad de Agricultores de Colombia, Sac, 
así como de la Federación Nacional de Cafeteros, Federacafé, que prácticamente 
estableció la política macroeconómica en gran parte del siglo XX, obteniendo ganancias 
extraordinarias y poder político como bien lo ilustran Caballero (2011), Marco Palacio 
(1983, 2001), Echavarría (1999), Kalmanovitz (1985), solo por mencionar algunos.  
                                                             
441 Villamizar (2012) recrea la forma como las elites colombianas establecieron una especie de escudo 
frente a los planteamientos de entidades extranjeras que reclamaban por una mejor distribución de la 
riqueza en el país ya fuera en el tema de la reforma agraria o de mejores condiciones sociales para los 




Posteriormente los industriales, agrupados en la Asociación Nacional de Industriales, 
Andi, prácticamente le arrancan políticas de protección al Estado, donde ni 
conservadores ni liberales parecían convencidos de dichas medidas proteccionistas 
(Sáenz, 2002, 2007). Sin embargo, ya fuera por presión o por influencia de los vientos 
industrializantes de la región, terminarían por acogerlas parcialmente, como había 
sucedido desde mediados del siglo XIX, hasta la década de los cuarenta del siglo XX 
(Ospina Vásquez, 1987).     
Los buenos indicadores mostrados por el sector industrial desde los cuarenta hasta 
mediados del setenta, reflejan en alguna medida los resultados de dichas políticas 
públicas que, sin embargo, crearon también las condiciones para la conformación de 
estructuras de mercado oligopólicas como en su momento cuestionó el columnista del 
semanario “La Nueva Prensa”, LNP, Alfonso Torres (N° 123, 1964, pp. 13-14). 
Posteriormente Garay (1998) llegaría a las mismas conclusiones. 
El auge del Estado interventor, que garantizaba estables tasas de ganancias al capital, 
comienza a debilitarse con la llegada del monetarismo al escenario económico 
internacional, con el crecimiento de las tasas de interés y mayores libertades al capital 
financiero, e implementadas en el país por Alfonso López Michelsen (1974-1978) y su 
ministro de Hacienda, Rodrigo Botero Montoya.      
Otro actor importante en el modelo de acumulación es el movimiento sindical, el cual 
desde su creación no contó con la autonomía necesaria para establecer programas y 
líneas de acción totalmente independientes, por lo menos hasta mediados del setenta, 
frente a las diferentes políticas adoptadas por los gobiernos. Es más, dado que su 
fundación estuvo marcada por la injerencia y tutela de los gobiernos liberales (CTC) y 
conservadores (UTC), sus reclamos y acciones se vieron limitadas por directrices dadas 
por los líderes de dichas colectividades, por tanto era muy difícil pensar que dichas 
acciones fueran a obstaculizar el buen desempeño de la tasa de ganancia que por 
entonces mostraban las empresa y la economía.   
Como consecuencia del paro cívico de septiembre de 1977, cuando se logró una 
temporal unión entre las cuatro centrales obreras (CTC; UTC; CSTC y CGT), los 
partidos tradicionales se desligaron de dichos movimientos y la represión oficial  a sus 
demandas se incrementó. La menor independencia y un sector industrial que no logró el 
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desarrollo de países como Brasil, Argentina o México también se conjugó para que el 
peso político y de negociación del sindicalismo no contara con la fuerza que se desplegó 
en dichos países. Por tanto tampoco se  evidenció que dichas reclamaciones por mejores 
salarios hayan influido en el desempeño de la tasa de ganancia (gráficos 5 y 6), cuando 
esta comenzó a mostrar señales de decrecimiento. Tampoco se puede afirmar que dichas 
demandas hayan tenido influencia en los gastos estatales que condujeran a la llamada 
crisis fiscal del Estado, en términos de O´Conor (1981) y al agotamiento del modelo de 
acumulación fordista periférico (Lipietz, 1992) implementado en la mayoría de los 
países en desarrollo.      
Con la caída del keynesianismo fordista, que va secando las fuentes que irrigaban el 
Estado de bienestar, el poder de la política en el manejo de la economía también 
empieza a descender. La industrialización como motor de desarrollo, cede el paso a las 
nuevas actividades de servicios, o de bienes inmateriales donde el sector financiero es el 
gran beneficiado (Boyer, 2000, 2015; Théret, 2004, 2011; Dossi, 2014; Giraldo, 2009; 
Dúmenil y Levy, 2002, 2007). 
La crisis de este modelo de acumulación, ISI, comienza a sentar las bases de la 
contrarrevolución macroeconómica que despreciaba el keynesianismo para darle paso al 
libre mercado, siguiendo las ideas de Hayek y posteriormente encarnadas por Milton 
Friedman y los seguidores de la escuela de Chicago, y cuya finalidad era colocar 
nuevamente la rentabilidad del capital como centro de atención. Según su criterio esta se 
había debilitado por las prerrogativas dadas a los trabajadores sindicalizados, durante el 
tiempo que prevaleció el fordismo-keynesianismo. 
La década del ochenta en los países industrializados; y también en los subdesarrollados 
durante los ochenta y todo el noventa, fueron de grandes transformaciones en los 
entramados institucionales, para lograr reversar la tendencia decreciente de la tasa de 
ganancia presentada desde fines de los sesenta, sentando las bases para el desarrollo de 
los mercados y del modelo de acumulación que desde entonces ha privilegiado al sector 
privado. El camino seguido fueron las aperturas comerciales y de capitales, la 
privatización de empresas monopólicas estatales, que pasaron a manos de monopolios 
privados, la desregulación o flexibilización laboral que redujo los salarios reales, y la 
precarización el trabajo. 
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El nuevo modelo de acumulación se fue implementando desde los setenta y concretado 
en los noventa y, nuevamente el Estado, a través de los tecnócratas criollos arropados 
con su aparente neutralidad política y económica (en términos de Bourdieu, 2013), 
implementó la ideología neoliberal en las reformas institucionales, políticas y 
económicas cristalizadas con las normas de la Constitución de 1991.  
Hablamos de la aparente neutralidad política y económica de la alta tecnocracia 
nacional porque supuestamente no tienen ni intereses económicos ni políticos, sino que 
mediante sus medidas públicas buscan el bien común, pero estos funcionarios  
realmente tienen como finalidad el acceso a las altas esferas de decisión del Estado y del 
sector privado
442
, así como ocupar altos cargos en organismos internacionales que 
también siguen esta ideología neoliberal. El prestigio en las academias y centros de 
pensamiento que siguen estas ideas es otro de sus objetivos.    
Colombia como país dependiente, igual que la mayoría de los demás países 
latinoamericanos, ha seguido el modelo de acumulación implementado en los países 
industrializados
443
 especialmente en Estados Unidos;  inclusive en varias ocasiones sus 
políticas públicas y programas de crecimiento han tenido la tutela de organizaciones 
internacionales de crédito y cooperación internacional (Stallings, 1994; Arévalo, 1997; 
Hirschman, 1980; Kalmanovitz, 1985; Villamizar, 2013).  
Las elites criollas no han sido neutrales frente a las presiones de los organismos 
internacionales para la aplicación de los preceptos neoliberales, y al contrario han 
jugado papel importante en su implementación, además que han utilizado la fuerza del 
Estado en la ejecución o desmonte de medidas económicas y políticas que se han 
llevado a cabo y que orientan el modelo de acumulación. Fue determinante su accionar 
en el cambio institucional que experimentó el país con las reformas de 1990 y 1991 que 
marcaron el quiebre definitivo y la adopción del nuevo régimen de acumulación regido 
por el libre mercado y la menor intervención del Estado en la economía.  
                                                             
442 La llamada “puerta giratoria” de tecno políticos que  pasan de cargo públicos, como reguladores, a 
gerentes de las empresas supuestamente controladas son rasgos bastante comunes, y sin mayor 
miramiento ético, en el país.  
443 Los países latinoamericanos acogen el modelo de acumulación establecido por otros, no hemos sido 
capaces de escoger nuestro propio destino, ha sostenido en reiteradas ocasiones  Centeno (2010, 2014), 
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Aunque con la participación de diversas fuerza políticas y sociales se diseñó una  
Constitución que, recogiendo las demandas sociales impulsadoras de la séptima 
papeleta y abrió las puertas a una mayor participación social, también fue aprovechada 
por las elites para formalizar la adopción de las tesis del libre mercado esbozada en el 
país desde la década del setenta por el ministro de Hacienda de López Michelsen, 
Rodrigo Botero y por su entonces asesor Rudolf Hommes.  
Posteriormente, fueron impulsadas durante el gobierno de Barco Vargas, y finalmente 
materializada en el gobierno de Gaviria Trujillo por el mismo Hommes y su grupo del 
“Club Suizo”, siguiendo además las recomendaciones de Fedesarrollo (Avila, 2012). Se 
proclamó, entonces una Constitución más participativa y garantista en lo social, pero 
marcadamente neoliberal e inequitativa en lo económico, es decir el neoliberalismo bien 
se cuidó de asemejar las libertades sociales con la libertad económica. De manera que 
los think tanks de la tecno-política fueron uno de los actores importantes en la  
implementación y legitimación de los esquemas del nuevo modelo de acumulación que 
garantiza tasas de ganancia que permite la valorización del capital.  
Igualmente en esta relación o alianza entre la economía y la política se visualizó (por 
supuesto también hoy) a través de la liberalización de las tasas de interés y del mayor 
campo de acción al sector financiero que significó su fuerte desarrollo por lo que desde 
entonces ha venido adquiriendo mayor peso en las decisiones monetarias y crediticias. 
López Michelsen acogió muchas de las propuestas de Mackinnon (1974), beneficiando 
directamente al sector financiero y por supuesto a su primo, el poderoso banquero de 
entonces, Jaime Michelsen Uribe.  
Esta cercanía familiar y política también fue determinante en la disminución de los 
controles a dicho sector que en los años ochenta y fines del noventa lo llevaron  a 
sendas crisis.  Lo anterior sería un reflejo de planteado por Duménil y Levy (2007) 
cuando hablan del “golpe de las finanzas” que encaminan esfuerzos para que no haya 
control sobre sus operaciones financieras (Dossi, 2014), para obtener tasas de ganancia 
extraordinarias que no adquiere ningún otro sector económico.    
Desde los noventa este sector como grupo económico, bastante concentrado, logra aún 
mayor injerencia en las decisiones de macroeconómicas y mayor peso en el PIB 
nacional (grafico 13). El fuerte aumento de las tasas de interés por parte del Banco de la 
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República (gráfico 38), donde también tienen asiento tecno políticos con afinidades con 
determinados sectores, hizo que aumentara la cartera del sector financiero por lo que el 
gobierno se vio compelido a intervenir a su favor, para que los deudores cumplieran con 
sus obligaciones contando para ello con planes oficiales para facilitar el pago de las 
mismas. 
Los cambios estructurales del modelo de acumulación, acorde a los planteamientos 
neoliberales y de la trasformación en la estructura institucional para acomodarse en la 
nueva Carta Política, marcaron  la apertura de las diferentes instituciones a la filosofía 
del mercado, donde cualquier actividad pública o privada estaría evaluada por la lógica 
y racionalidad del mercado en la asignación eficiente de los esfuerzos y recursos para 
obtener mayores rentabilidades para las diferentes inversiones.   
El gremio industrial siempre vio con justificado recelo y desconfianza el desmonte de 
las políticas proteccionistas, y posteriormente comprobó que su poder económico y 
político era relevado por los grupos económicos que adquirieron los monopolios 
naturales del Estado, por lo que muchas empresas oficiales pasaron a ser monopolios 
privados, con mercados cautivos que les reportaba también tasas de ganancias 
extraordinarias. Dichas rentabilidades se acrecentaron aún más con la integración 
vertical y horizontal de estos grupos que les sirvió para conformar una estructura de 
mercado altamente monopolizada (Misas, 2002, 2014; Garay 1998).  
 Las reformas implementadas por la tecnocracia, también se dirigieron al campo laboral 
dado que era una de los principios establecidos por el Consenso de Washington 
logrando, con el apoyo de las bancadas políticas en el Congreso, la flexibilización 
laboral, la precarización del trabajo y la disminución de los salarios reales tal como 
había sucedido a nivel internacional (Deaton, 2015).    
Como si lo anterior fuera poco, al aprobarse reformas a las cesantías y pensiones 
también se incrementaba la tasa de plusvalía que tanto reclamaba el capital. El 
debilitamiento del contrato de trabajo directo y el estímulo al contrato temporal, 
contribuyó aún más a la reducción del salario real.  
La confrontación por lograr una mayor tasa de ganancia para el capital, mediante el 
incremento de la productividad laboral, y la mayor valorización del trabajo, se zanjó en 
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el Congreso en favor del primero. La política actuaba en favor de la economía, de su 
rentabilidad, con un mayor costo para los trabajadores. Por tanto el sector político ha 
sido imprescindible para frenar el crecimiento del salario real, incrementar la 
productividad del trabajo y por tanto de la tasa de ganancia que tuvo repuntes 
significativos en los ochenta y comienzos del 2000 (grafica N° 42).  
Gráfico 42 Evolución de las participaciones de los factores de producción en el 
producto y la tasa de ganancia en Colombia, 1970-2004 
Fuente. DANE. Cálculos propios. Nota: en el eje primario se establecen los datos para la participación de la 
remuneración al capital en el PIB, mientras que en el eje secundario se ubica la participación de los salarios en el PIB 
y la variación de la tasa de ganancia. Todos los datos corresponden a la economía en general. 
 
En el campo fiscal, además de las deducciones, descuentos y alivios tributarios al 
capital se logró que las diferentes reformas tributarias incrementaran los impuestos 
indirectos (regresivos) para darle mayores beneficios, menor contribución a los 
impuestos directos (progresivos), con lo cual se lograban mejores condiciones para la 
obtención de mayores tasas de ganancia pero a la vez contribuía a la mayor desigualdad 
en la distribución del ingreso. A lo anterior se agrega la continua renuencia de los 
capitales a pagar tributos y contratar expertos que los asesorara en la evasión y elusión 
tributaria por lo que su comportamiento ha sido la de adquirir mayor representación en 
las altas esferas del Estado pero con una menor contribución (Arévalo y Rodríguez, 
2001;  Giraldo, 2009; Kalmanovitz, 1985, 1999, 2016).  
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Donde la relación política y economía ha mostrado su faceta más perversa ha sido en el 
flagelo de la violencia. “Sangre y crecimiento económico”, como lo reconoció Alberto 
Lleras, ha sido la impronta que ha acompañado la historia nacional. El abogado Eduardo 
Umaña Luna, el Monseñor Germán Guzmán y el sociólogo Orlando Fals Borda, 
describieron la verdad sobre la tragedia de la violencia que sacudió al país durante los 
cuarenta y cincuenta en un libro valioso y valeroso, dada la época en que se escribió, 
“La Violencia en Colombia” (1963). La participación de empresarios, políticos y la 
misma iglesia en esta tragedia fue allí revelada.  
Posteriores trabajos mencionan que gran parte del siglo XX mostró una relación directa 
entre la violencia y el crecimiento económico. El historiador Medófilo Medina también 
ha insistido en esta relación donde la rentabilidad de las empresas se vio favorecida en 
épocas de violencia; posteriormente y con abundante documentación el informe ¡“Basta 
Ya!” (2013), del Grupo de Memoria Histórica, insiste en la participación de importantes 
sectores políticos y económicos, mediante alianzas con grupos paramilitares en el baño 
de sangre que padeció el país entre los ochenta del siglo XX y la primera década del 
presente.   
Dichas acciones dirigidas contra campesinos se hizo para usurparles sus tierras, como 
ocurrió durante la época de la violencia de medio siglo del XX, también contra 
sindicalistas para mermar su capacidad de negociación en las relaciones laborales y 
salariales. Los movimientos sociales en sus diferentes vertientes también fueron blanco 
de sus acciones criminales por lo que las movilizaciones se vieron amedrentas y 
mermadas para lograr hacer respetar sus derechos y logra mayores conquistas sociales. 
Así, de las políticas económicas y sociales establecidas por un régimen de acumulación 
inequitativo, de continua violencia contra las organizaciones sociales y sindicales, de 
debilitamiento sistemático de las mismas, sumadas a la pauperización de las condiciones 
de trabajo, no se podría tener por más resultado que una sociedad más injusta, como la 
que se ha establecido en el país. Las elites ¿no conocen la historia o se han valido de 
ella para incrementar su poder y riqueza sin importarles la inequidad y pobreza que 
también son crecientes? Esta parecería ser la historia económica nacional durante el 
periodo estudiado.  
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